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Ley 24.144
Carta Orgánica del BCRA*

Disposiciones que modifican o reglamentan la presente ley:

Ley N° 24.144, sancionada el 23/09/1992 (B.O. 22/10/1992)
Decreto N° 1860/92 del 13/10/1992 (B.O. 22/10/1992)
Decreto N° 1887/92 del 15/10/1992 (B.O. 22/10/1992)
Decreto N° 290/95 del 27/02/1995 (B.O. 01/03/1995)
Ley N° 24.485, sancionada el 05/04/1995 (B.O. 18/04/1995)
Decreto N° 538/95 del 12/04/1995 (B.O. 18/04/1995)
Decreto N° 1373/99 del 24/11/1999 (B.O. 29/11/1999)
Decreto N° 439/01 del 17/04/2001 (B.O. 18/04/2001)
Decreto N° 1311/01 del 22/10/2001 (B.O. 26/10/2001)
Decreto N° 1523/01 del 23/11/2001 (B.O. 26/11/2001)
Decreto N° 1526/01 del 27/11/2001 (B.O. 28/11/2001)
Ley N° 25.562, sancionada el 23/01/2002 (B.O. 08/02/2002)
Decreto N° 248/02 del 06/02/2002 (B.O. 08/02/2002)
Decreto N° 401/02 del 28/02/2002 (B.O. 05/03/2002)
Decreto N° 738/03 del 05/09/2003 (B.O. 08/09/2003)
Ley N° 25.780, sancionada el 27/08/2003 (B.O. 08/09/2003)
Ley N° 26.739, sancionada el 22/03/2012 (B.O. 28/03/2012)

Régimen General

Capítulo I | Naturaleza y objeto
Artículo 1 — El Banco Central de la República Argentina es una entidad autárquica del Estado 
nacional regida por las disposiciones de la presente Carta Orgánica y las demás normas legales 
concordantes.

El Estado nacional garantiza las obligaciones asumidas por el banco.
Salvo expresas disposiciones en contrario establecidas por ley, no serán de aplicación al 

banco las normas, cualquiera sea su naturaleza, que con alcance general hayan sido dictadas o 

* La Carta Orgánica del BCRA fue aprobada por el art. 1 de la Ley 24.144.
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se dicten para organismos de la Administración Pública Nacional, de las cuales resulten limita-
ciones a la capacidad o facultades que le reconoce esta Carta Orgánica.

Artículo sustituido por art. 1
de la Ley N° 26.739, B.O. 28/03/2012.

Artículo 2 — El Banco Central de la República Argentina tendrá su domicilio en la Capital de 
la República. Podrá establecer agencias y nombrar corresponsales en el país y en el exterior.

Artículo 3 — El banco tiene por finalidad promover, en la medida de sus facultades y en el marco 
de las políticas establecidas por el gobierno nacional, la estabilidad monetaria, la estabilidad 
financiera, el empleo y el desarrollo económico con equidad social.

Artículo sustituido por art. 2
de la Ley N° 26.739, B.O. 28/03/2012.

Artículo 4 — Son funciones y facultades del banco:
a)	 Regular el funcionamiento del sistema financiero y aplicar la Ley de Entidades Financieras y 

las normas que, en su consecuencia, se dicten;
b)	 Regular la cantidad de dinero y las tasas de interés y regular y orientar el crédito;
c)	 Actuar como agente financiero del Estado nacional y depositario y agente del país ante las 

instituciones monetarias, bancarias y financieras internacionales a las cuales la Nación haya 
adherido, así como desempeñar un papel activo en la integración y cooperación internacio-
nal;

d)	 Concentrar y administrar sus reservas de oro, divisas y otros activos externos;
e)	 Contribuir al buen funcionamiento del mercado de capitales;
f)	 Ejecutar la política cambiaria en un todo de acuerdo con la legislación que sancione el Ho-

norable Congreso de la Nación;
g)	 Regular, en la medida de sus facultades, los sistemas de pago, las cámaras liquidadoras y 

compensadoras, las remesadoras de fondos y las empresas transportadoras de caudales, 
así como toda otra actividad que guarde relación con la actividad financiera y cambiaria;

h)	 Proveer a la protección de los derechos de los usuarios de servicios financieros y a la defen-
sa de la competencia, coordinando su actuación con las autoridades públicas competentes 
en estas cuestiones.
En el ejercicio de sus funciones y facultades, el banco no estará sujeto a órdenes, indica-

ciones o instrucciones del Poder Ejecutivo Nacional, ni podrá asumir obligaciones de cualquier 
naturaleza que impliquen condicionarlas, restringirlas o delegarlas sin autorización expresa del 
Honorable Congreso de la Nación.

Artículo sustituido por art. 3
de la Ley N° 26.739, B.O. 28/03/2012.
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Capítulo II | Capital
Artículo 5 — El Capital del banco quedará establecido en el balance inicial que se presentará al 
momento de promulgarse la presente ley.

Segundo párrafo, observado por art. 2
del Decreto N° 1860/92, B.O. 22/10/1992.

Capítulo III | Directorio
Artículo 6 — El banco estará gobernado por un directorio compuesto por un presidente, un vice-
presidente y ocho directores. Todos ellos deberán ser argentinos nativos o por naturalización, 
con no menos de diez (10) años de ejercicio de la ciudadanía. Deberán tener probada idoneidad 
en materia monetaria, bancaria, o legal vinculada al área financiera y gozar de reconocida sol-
vencia moral.

Artículo 7 — El presidente, el vicepresidente y los directores serán designados por el Poder 
Ejecutivo Nacional con acuerdo del Senado de la Nación; durarán seis (6) años en sus funciones 
pudiendo ser designados nuevamente. El Poder Ejecutivo Nacional podrá realizar nombramien-
tos en comisión durante el tiempo que insuma el otorgamiento del acuerdo del Senado de la 
Nación.

Las retribuciones del presidente, del vicepresidente y los directores serán las que fije el 
presupuesto del Banco.

Artículo sustituido por art. 1 del Decreto
N° 1373/99, B.O. 29/11/1999.

Artículo 8 — No podrán desempeñarse como miembros del directorio:
a)	 Los empleados o funcionarios de cualquier repartición del gobierno nacional y los que tu-

vieren otros cargos o puestos rentados o remunerados en cualquier forma, que dependiesen 
directa o indirectamente de los gobiernos nacional, provinciales o municipales, incluidos sus 
poderes legislativos y judiciales. No se encuentran comprendidos en las disposiciones de 
este inciso quienes ejercen la docencia;

b)	 Los accionistas, o los que formen parte de la dirección, administración, sindicatura o presten 
servicios en el sistema financiero al momento de su designación.

Inciso sustituido por art. 4
de la Ley N° 26.739, B.O. 28/03/2012.

c)	 Los que se encuentren alcanzados por las inhabilidades establecidas en la Ley de Entidades 
Financieras.

Artículo 9 — Los integrantes del directorio podrán ser removidos de sus cargos, por el Poder 
Ejecutivo nacional, por incumplimiento de las disposiciones contenidas en la presente Carta 
Orgánica o por incurrir en alguna de las inhabilidades previstas en el artículo anterior. 

La remoción de los miembros del directorio será decretada por el Poder Ejecutivo nacional 
cuando mediare mala conducta o incumplimiento de los deberes de funcionario público, de-
biéndose contar para ello con el previo consejo de una comisión del Honorable Congreso de la 
Nación. La misma será presidida por el presidente de la Cámara de Senadores e integrada por 
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los presidentes de las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Economía de la misma y por 
los presidentes de las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Finanzas de la Cámara de 
Diputados de la Nación.

Atribuciones del presidente

Artículo 10 — El presidente es la primera autoridad ejecutiva del banco y, en tal carácter:
a)	 Ejerce la administración del banco;
b)	 Actúa en representación del directorio y convoca y preside sus reuniones;
c)	 Vela por el fiel cumplimiento de esta Carta Orgánica y demás leyes nacionales y de las reso-

luciones del directorio;
d)	 Ejerce la representación legal del banco en sus relaciones con terceros;
e)	 Dirige la actuación de la Superintendencia de Entidades Financieras y Cambiarias;
f)	 Propone al Poder Ejecutivo Nacional la designación del superintendente y vicesuperinten-

dente de entidades financieras y cambiarias, los que deberán ser miembros del directorio;
g)	 Nombra, promueve y separa al personal del banco de acuerdo con las normas que dicte el 

directorio, dándole posterior cuenta de las resoluciones adoptadas;
h)	 Dispone la substanciación de sumarios al personal, cualquiera sea su jerarquía, por interme-

dio de la dependencia competente;
i)	 Deberá presentar un informe anual sobre las operaciones del banco al Honorable Congreso 

de la Nación. A su vez deberá comparecer ante las comisiones de Presupuesto y Hacienda 
de ambas Cámaras, de Economía del Senado de la Nación y de Finanzas de la Cámara de 
Diputados, en sesiones públicas y conjuntas de las mismas, por cada una de las Cámaras, al 
menos una vez durante el período ordinario o cuando estas comisiones lo convoquen, a los 
efectos de informar sobre los alcances de las políticas monetarias, cambiarias y financieras 
en ejecución;

j)	 Opera en los mercados monetario y cambiario.
Artículo sustituido por art. 5
de la Ley N° 26.739, B.O. 28/03/2012.

Artículo 11 — Cuando razones de urgencia fundadas así lo exijan, el presidente podrá, asimis-
mo, resolver asuntos reservados al directorio, en consulta con el vicepresidente, o quien haga 
sus veces, y un director, o, en caso de ausencia, impedimento o vacancia del vicepresidente, con 
dos (2) directores, debiendo dar cuenta a ese Cuerpo en la primera oportunidad en que se reúna, 
de las resoluciones adoptadas en esta forma. De la misma facultad gozará quien lo reemplace.

Artículo sustituido por art. 6
de la Ley N° 26.739, B.O. 28/03/2012.

Artículo 12 — El presidente convocará a las reuniones del directorio por lo menos una vez 
cada quince (15) días. Cinco (5) miembros formarán quórum y, salvo disposición en contrario, 
las resoluciones serán adoptadas por simple mayoría de votos de los miembros presentes. En 
caso de empate el presidente tendrá doble voto. Por vía de reglamentación podrá el directorio 
establecer el requisito de mayorías más estrictas en asuntos de singular importancia. 

El ministro de Economía y Obras y Servicios Públicos del Poder Ejecutivo nacional, o su re-
presentante puede participar con voz, pero sin voto, en las sesiones del directorio.

Artículo 13 — El vicepresidente ejercerá las funciones del presidente en el caso de ausencia o 
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impedimento o vacancia del cargo. Fuera de dichos casos, desempeñará las que el presidente 
—de entre las propias— le asigne o delegue. 

El directorio nombrará un vicepresidente 2° entre sus miembros, quien sustituirá al vicepre-
sidente en caso de ausencia temporaria o cuando ejerza la presidencia. 

Si el presidente, el vicepresidente o alguno de los directores falleciere, renunciare o de algu-
na otra forma dejare vacante su cargo antes de terminar el período para el cual fue designado, 
se procederá a nombrar a su reemplazante, para completar el período, en la forma establecida 
en el artículo 7.

Atribuciones del directorio

Artículo 14 — Corresponde al directorio:
a)	 Intervenir en las decisiones que afecten al mercado monetario y cambiario;
b)	 Prescribir requisitos de encaje, sujeto a las condiciones establecidas en el artículo 28;
c)	 Fijar las tasas de interés y demás condiciones generales de las operaciones crediticias del banco;
d)	 Establecer relaciones técnicas de liquidez y solvencia para las entidades financieras;
e)	 Establecer el régimen informativo y contable para las entidades sujetas a la supervisión del 

banco;
f)	 Determinar las sumas que corresponde destinar a capital y reservas de acuerdo con lo dis-

puesto en el artículo 38;
g)	 Fijar políticas generales que hacen al ordenamiento económico y a la expansión del sistema 

financiero;
h)	 Revocar la autorización para operar de las entidades financieras y cambiarias, por sí o a pedido 

del superintendente;
i)	 Ejercer las facultades poderes que asigna al banco esta ley y sus normas concordantes;
j)	 Reglamentar la creación y funcionamiento de cámaras compensadoras de cheques y de otros 

valores que organicen las entidades financieras;
k)	 Establecer las denominaciones y características de los billetes y monedas;
l)	 Disponer la desmonetización de los billetes y monedas en circulación y fijar los plazos en que 

se producirá su canje;
m)	Establecer las normas para la organización y gestión del banco, tomar conocimiento de las 

operaciones decididas con arreglo a dichas normas e intervenir, según la reglamentación que 
dicte, en la resolución de los casos no previstos;

n)	 Resolver sobre todos los asuntos que, no estando explícitamente reservados a otros órganos, 
el presidente del banco someta a su consideración;

ñ)	 Autorizar la apertura de nuevas entidades financieras o cambiarias y la de filiales o sucursales 
de entidades financieras extranjeras;

o)	 Autorizar la apertura de sucursales y otras dependencias de las entidades financieras y los 
proyectos de fusión de éstas, propendiendo a ampliar la cobertura geográfica del sistema, 
atender las zonas con menor potencial económico y menor densidad poblacional y promover 
el acceso universal de los usuarios a los servicios financieros;

p)	 Aprobar las transferencias de acciones que según la Ley de Entidades Financieras requieran 
autorización del banco;

q)	 Determinar el nivel de reservas de oro, divisas y otros activos externos necesarios para la 
ejecución de la política cambiaria, tomando en consideración la evolución de las cuentas 
externas;

r)	 Regular las condiciones del crédito en términos de riesgo, plazos, tasas de interés, comisio-
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nes y cargos de cualquier naturaleza, así como orientar su destino por medio de exigencias 
de reservas, encajes diferenciales u otros medios apropiados;

s)	 Dictar normas aplicables a las actividades mencionadas en el inciso g) del artículo 4;
t)	 Dictar normas que preserven la competencia en el sistema financiero;
u)	 Dictar normas para la obtención, por parte de las entidades financieras, de recursos en mo-

neda extranjera y a través de la emisión de bonos, obligaciones y otros títulos, tanto en el 
mercado local como en los externos;

v)	 Declarar la extensión de la aplicación de la Ley de Entidades Financieras a personas no 
comprendidas en ella cuando así lo aconsejen el volumen de sus operaciones o razones de 
política monetaria, cambiaria o crediticia;

w)	Establecer políticas diferenciadas orientadas a las pequeñas y medianas empresas y a las 
economías regionales.

Artículo sustituido por art. 7
de la Ley N° 26.739, B.O. 28/03/2012.

Artículo 15 — Como órgano de gobierno del banco, le corresponde al directorio:
a)	 Dictar el estatuto del personal del banco, fijando las condiciones de su ingreso, perfecciona-

miento técnico y separación;
b)	 Designar a los subgerentes generales a propuesta del presidente del banco;
c)	 Crear y suprimir agencias;
d)	 Nombrar corresponsales;
e)	 Elaborar y remitir para su aprobación, antes del 30 de setiembre de cada año, el presupuesto 

anual de gastos, el cálculo de recursos y los sueldos del personal del banco.
Inciso sustituido por art. 8
de la Ley N° 26.739, B.O. 28/03/2012.

f)	 Aprobar el balance general, la cuenta de resultados y la memoria.

Capítulo IV | Administración general del banco
Artículo 16 — La administración del banco será ejercida por intermedio de los subgerentes 
generales, los cuales deberán ser argentinos nativos o por naturalización, con no menos de diez 
(10) años de ejercicio de la ciudadanía. Deberán reunir los mismos requisitos de idoneidad que 
los directores. 

Los subgerentes generales son los asesores del presidente y del directorio. En ese carácter 
asistirán a sus reuniones, a pedido del presidente o del directorio. Dependen funcionalmente 
del presidente o del funcionario que éste designe, que actuará en esta función con el nombre 
de gerente general. 

Son responsables del cumplimiento de las normas, reglamentos y resoluciones del directo-
rio y del presidente, para cuya aplicación, previa autorización por el mismo, podrán dictar las 
reglamentaciones internas que fueren necesarias. Asimismo, deberán mantener informado al 
presidente sobre la marcha del banco.

Capítulo V | Operaciones del banco
Artículo 17 — El Banco está facultado para realizar las siguientes operaciones:
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a)	 Emitir billetes y monedas conforme a la delegación de facultades realizadas por el Honora-
ble Congreso de la Nación.

b)	 Otorgar redescuentos a las entidades financieras por razones de iliquidez transitoria, hasta 
un máximo por entidad equivalente al patrimonio de ésta. Las operaciones de redescuento 
implicarán la transferencia en propiedad de los instrumentos de crédito de la entidad finan-
ciera a favor del Banco. La entidad financiera asistida permanecerá obligada respecto del 
pago de los deudores de la cartera redescontada.

c)	 Otorgar adelantos en cuentas a las entidades financieras por iliquidez transitoria, con cau-
ción de títulos públicos u otros valores, o con garantía o afectación especial o general sobre 
activos determinados, siempre y cuando la suma de los redescuentos y adelantos concedi-
dos a una misma entidad no supere, en ninguna circunstancia, el límite fijado en el inciso 
anterior. 

Cuando sea necesario dotar de adecuada liquidez al sistema financiero, o cuando cir-
cunstancias generales y extraordinarias lo hicieran aconsejable a juicio de la mayoría ab-
soluta del Directorio, podrán excederse los máximos por entidad previstos por el inciso b) 
precedente y en el primer párrafo de este inciso.

Cuando se otorgue este financiamiento extraordinario, además de las garantías que se 
constituirán con activos de la entidad, los socios prendarán como mínimo el capital social 
de control de la entidad y prestarán conformidad con la eventual aplicación ulterior del pro-
cedimiento previsto en el artículo 35 bis de la Ley de Entidades Financieras. En el caso de 
las entidades financieras cooperativas, la prenda del capital social será sustituida por la 
conformidad asamblearia irrevocable para la eventual aplicación del artículo 35 bis. Podrá 
exceptuarse de este requisito a los bancos oficiales. 

d)	 Las derivadas de convenios internacionales en materia de pagos, y la toma de préstamos 
de organismos multilaterales u oficiales extranjeros, bancos centrales o entes de los cuales 
sólo el Banco pueda ser prestatario, por sí o por cuenta del Tesoro Nacional como Agente 
Financiero de la República.

e)	 Ceder, transferir o vender los créditos que hubiera adquirido de las entidades financieras afec-
tadas por problemas de liquidez. 

f)	 Otorgar adelantos a las entidades financieras con caución, cesión en garantía, prenda o afec-
tación especial de: i) créditos u otros activos financieros cuyo deudor o garante sea el Estado 
nacional, o ii) títulos de deuda o certificados de participación emitidos por fideicomisos fi-
nancieros cuyo activo esté compuesto por créditos u otros activos financieros cuyo deudor 
o garante sea el Estado nacional, para promover la oferta de crédito a mediano y largo plazo 
destinada a la inversión productiva. En el caso de los adelantos para inversión productiva, el 
directorio podrá aceptar que, del total de las garantías exigidas, hasta un veinticinco por ciento 
(25%) se integre mediante los activos mencionados en el primer párrafo del inciso c) de este 
artículo, tomando en consideración para ello el plazo de la operatoria.

En los casos previstos en este inciso no regirán las restricciones establecidas en los 
incisos b) y c) precedentes.

Inciso sustituido por art. 9
de la Ley N° 26.739, B.O. 28/03/2012.

	
Los recursos que se proporcionen a las entidades financieras a través de los regímenes 

previstos en los incisos b) y c) precedentes, bajo ninguna circunstancia podrán carecer de ga-
rantías o ser otorgados en forma de descubierto en cuenta corriente. Los valores que en primer 
lugar se deberán afectar como garantía de estas operaciones serán aquellos que tengan oferta 
pública y serán valorados según su cotización de mercado.
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Artículo sustituido por art. 6
de la Ley N° 25.562, B.O. 08/02/2002.

Artículo 18 — El Banco Central de la República Argentina podrá:
a)	 Comprar y vender a precios de mercado, en operaciones de contado y a término, títulos 

públicos, divisas y otros activos financieros con fines de regulación monetaria, cambiaria, 
financiera y crediticia.

Inciso sustituido por art. 10
de la Ley N° 26.739, B.O. 28/03/2012.

b)	 Ceder o transferir a terceros los activos que haya adquirido en propiedad por los redescuen-
tos que hubiera otorgado a las entidades financieras en virtud del inciso b) del artículo 17 
precedente o transferirlos fiduciariamente a otras entidades financieras, a los fideicomisos 
constituidos por el Poder Ejecutivo nacional, al fondo de garantía de los depósitos, o un 
fiduciario financiero.

Los bienes objeto de las garantías constituidas a favor del Banco, por los adelantos pre-
vistos en el inciso c) del Artículo 17 y por las operaciones derivadas de convenios internacio-
nales en materia de pagos y créditos recíprocos, podrán ser objeto de cobro o ejecución, por 
sí o encomendando su gestión a las personas o entes mencionados en el párrafo precedente; 

Segundo párrafo del inciso b), sustituido por art. 5 
del Decreto N° 401/2002, B.O. 05/03/2002. 

c)	 Comprar y vender oro y divisas. En caso que lo haga por cuenta y orden del Ministerio de Eco-
nomía, en su carácter de agente financiero del Estado nacional, las pérdidas o utilidades que 
se generen deberán ser acreditadas o debitadas al gobierno nacional;

d)	 Recibir oro y otros activos financieros en custodia;
e)	 Actuar como corresponsal o agente de otros bancos centrales, o representar o formar parte 

de cualquier entidad de carácter internacional existente o que se cree con el propósito de 
cooperación bancaria, monetaria o financiera;

f)	 Recibir depósitos en moneda nacional o extranjera;
g)	

Inciso derogado por art. 10 de la Ley N° 26.739, B.O. 
28/03/2012.

h)	 Establecer aportes de las entidades financieras a fondos de garantía de los depósitos y/o de 
liquidez bancaria. El Banco podrá efectuar excepciones a los fondos enunciados en segundo 
término atendiendo situaciones particulares de iliquidez de las entidades financieras.

i)	 Emitir títulos o bonos, así como certificados de participación en los valores que posea. 
Inciso incorporado por art. 1 del Decreto 
N° 401/2002, B.O. 05/03/2002.
Artículo sustituido por art. 7
de la Ley N° 25.562, B.O. 08/02/2002.

Artículo 19 — Queda prohibido al banco:
a)	 Conceder préstamos al gobierno nacional, a los bancos, provincias y municipalidades, ex-

cepto lo prescripto en el artículo 20;
b)	 Garantizar o endosar letras y otras obligaciones del gobierno nacional, de las provincias, 

municipalidades y otras instituciones públicas;
c)	 Conceder préstamos a personas físicas o jurídicas no autorizadas para operar como entida-

des financieras;
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d)	 Efectuar redescuentos, adelantos u otras operaciones de crédito, excepto en los casos pre-
vistos en el Artículo 17, incisos b), c) y f) o los que eventualmente pudieran técnica y transi-
toriamente originarse en las operaciones de mercado previstas por el Artículo 18 inciso a); 

Inciso sustituido por art. 2 del Decreto N° 1523/2001, 
B.O. 26/11/2001.

e)	 Comprar y vender inmuebles, con la excepción de aquellas operaciones que sean necesarias 
para el normal funcionamiento del banco;

f)	 Comprar acciones salvo las emitidas por organismos financieros internacionales;
g)	 Participar directa o indirectamente en cualquier empresa comercial, agrícola, industrial o de 

otra clase;
h)	 Colocar sus disponibilidades en moneda nacional o extranjera en instrumentos que no gocen 

sustancialmente de inmediata liquidez;
i)

Inciso derogado por art. 2 del Decreto N° 401/2001, 
B.O. 05/03/2002.

j)	 Pagar intereses en cuentas de depósitos superiores a los que se devengan por la colocación 
de los fondos respectivos, menos el costo de tales operaciones; 

Inciso sustituido por art. 2 del Decreto N° 439/2001, 
B.O. 18/04/2001.

k)	 Otorgar garantías especiales que directa o indirectamente, implícita o explícitamente, cu-
bran obligaciones de las entidades financieras, incluso las originadas en la captación de 
depósitos.

Artículo 20 — El banco podrá hacer adelantos transitorios al Gobierno nacional hasta una can-
tidad equivalente al doce por ciento (12%) de la base monetaria, constituida por la circulación 
monetaria más los depósitos a la vista de las entidades financieras en el Banco Central de la 
República Argentina, en cuentas corrientes o en cuentas especiales. Podrá, además, otorgar 
adelantos hasta una cantidad que no supere el diez por ciento (10%) de los recursos en efecti-
vo que el Gobierno nacional haya obtenido en los últimos doce (12) meses.

Los adelantos a que se refiere el párrafo anterior deberán ser reembolsados dentro de los 
doce (12) meses de efectuados. Si cualquiera de estos adelantos quedase impago después de 
vencido aquel plazo, no podrá volver a usarse esta facultad hasta que las cantidades adeuda-
das hayan sido reintegradas. 

Con carácter de excepcional y si la situación o las perspectivas de la economía nacional o 
internacional así lo justificara, podrán otorgarse adelantos transitorios por una suma adicional 
equivalente a, como máximo, el diez por ciento (10%) de los recursos en efectivo que el Gobier-
no nacional haya obtenido en los últimos doce (12) meses. Esta facultad excepcional podrá 
ejercerse durante un plazo máximo de dieciocho (18) meses. Cumplido ese plazo el Banco Cen-
tral de la República Argentina no podrá otorgar al Gobierno nacional adelantos que incrementen 
este último concepto.

Los adelantos a que se refiere el párrafo anterior deberán ser reembolsados dentro de los 
dieciocho (18) meses de efectuados. Si estos adelantos quedaran impagos después de vencido 
aquel plazo, no podrá volver a emplearse esta facultad hasta que las cantidades adeudadas por 
este concepto hayan sido reintegradas.

Artículo sustituido por art. 11
de la Ley N° 26.739, B.O. 28/03/2012.

Artículo 21 — El banco, directamente o por medio de las entidades financieras, se encargará 
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de realizar las remesas y transacciones bancarias del gobierno nacional, tanto en el interior del 
país como en el extranjero, recibirá en depósito los fondos del gobierno nacional y de todas las 
reparticiones autárquicas y efectuará pagos por cuenta de los mismos, sujeto a lo establecido 
en el artículo anterior. 

El Banco no pagará interés alguno sobre las cantidades depositadas en la cuenta del gobier-
no nacional, salvo por los depósitos que efectúe por cuenta y orden de éste en entidades finan-
cieras nacionales o internacionales, ni percibirá remuneración por los pagos que efectúe por su 
cuenta, pero podrá cargarles los gastos que a su vez haya pagado a las entidades financieras. 

Segundo párrafo, sustituido por art. 2, punto 6,
de la Ley N° 24.485, B.O. 18/04/1995.

El banco podrá disponer el traspaso de los depósitos del gobierno nacional y los de entida-
des autárquicas a las entidades financieras. 

Podrá, asimismo, encargar a los bancos la realización de las operaciones bancarias de cualquier 
índole del gobierno nacional y de las reparticiones o empresas del Estado nacional.

Artículo 22 — 
Primer párrafo, observado por art. 9
del Decreto N° 1860/92, B.O. 22/10/1992.

En su carácter de agente financiero del Estado nacional, el banco podrá reemplazar por 
valores escriturales, los títulos cuya emisión le fuera encomendada, expidiendo certificados 
globales. En tal caso los valores deberán registrarse en los respectivos entes autorizados por 
la Comisión Nacional de Valores de conformidad con las disposiciones de la Ley 20.643 y sus 
modificatorias. Cuando las circunstancias lo justifiquen el banco podrá extender certificados 
provisorios. 

El banco podrá colocar los valores en venta directa en el mercado o mediante consorcios 
financieros. Podrá promover y fiscalizar el funcionamiento de éstos. No podrá tomar suscripcio-
nes por cuenta propia. Cobrará comisión por los servicios mencionados, cargando su importe 
a la cuenta del gobierno nacional.

Artículo 23 — Artículo observado por art. 10,
del Decreto N° 1860/92, B.O. 22/10/1992.

Artículo 24 — El banco cargará a la cuenta del gobierno nacional el importe de los servicios 
de la deuda pública interna y externa atendida por su cuenta y orden, así como los gastos 
que dichos servicios irroguen. El gobierno nacional pondrá a disposición del banco los fondos 
necesarios para la atención de dichos gastos, pudiendo el banco adelantarlos dentro de las 
limitaciones establecidas por el artículo 20.

Artículo 25 — El banco facilitará al Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos el con-
trol de todos los actos relativos a la colocación de empréstitos públicos y a la atención de los 
servicios de la deuda pública, incluso la inutilización y destrucción de valores y la inspección de 
los libros, registros y demás documentos relativos a tales operaciones, debiendo suministrar-
le, además, una información especial y detallada concerniente a su desempeño como agente 
financiero del Estado.

Artículo 26 — El banco deberá informar al Ministerio de Economía y Finanzas Públicas, sobre 
la situación monetaria, financiera, cambiaria y crediticia.
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Artículo sustituido por art. 12
de la Ley N° 26.739, B.O. 28/03/2012.

Artículo 27 — El Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos, suministrará al banco las 
siguientes informaciones correspondientes a cada trimestre:
a)	 Movimiento de entradas y salidas de la Tesorería General de la Nación por sus distintos 

conceptos;
b)	 Detalle de la recaudación de los recursos en efectivo y del producto de los del crédito;
c)	 Gastos comprometidos, conforme lo permita la implementación de la respectiva contabili-

dad;
d)	 Estado de la deuda consolidada y flotante, tanto interna como externa.

Aparte de dichas informaciones, el banco deberá requerir al Ministerio de Economía y Obras 
y Servicios Públicos, como a los demás ministerios y reparticiones públicas aquellas otras que 
le fuesen necesarias o útiles a los fines del mejor cumplimiento de sus funciones.

Capítulo VI | Efectivos mínimos
Artículo 28 — El Banco Central de la República Argentina puede exigir que las entidades finan-
cieras mantengan disponibles determinadas proporciones de los diferentes depósitos y otros pa-
sivos, expresados en moneda nacional o extranjera. La integración de los requisitos de reservas 
no podrá constituirse sino en depósitos a la vista en el Banco Central de la República Argentina, 
en moneda nacional o en cuenta de divisa, según se trate de pasivos de las entidades financieras 
denominadas en moneda nacional o extranjera, respectivamente.

Atendiendo a circunstancias generales, el Banco Central de la República Argentina podrá 
disponer que la integración de los requisitos de reserva se realice parcialmente con títulos 
públicos valuados a precios de mercado.

Artículo sustituido por art. 13
de la Ley N° 26.739, B.O. 28/03/2012.

Capítulo VII | Régimen de cambios
Artículo 29 — El Banco Central de la República Argentina deberá:
a)	 Asesorar al Ministerio de Economía y al Honorable Congreso de la Nación, en todo lo referente 

al régimen de cambios y establecer las reglamentaciones de carácter general que correspon-
diesen;

b)	 Dictar las normas reglamentarias del régimen de cambios y ejercer la fiscalización que su 
cumplimiento exija.

Artículo sustituido por art. 10
de la Ley N° 25.562, B.O. 08/02/2002.
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Capítulo VIII | Emisión de monedas reservas en oro y divisas
Artículo 30 — El Banco es el encargado exclusivo de la emisión de billetes y monedas de la 
Nación Argentina y ningún otro órgano del gobierno nacional, ni los gobiernos provinciales, ni 
las municipalidades, bancos u otras autoridades cualesquiera, podrán emitir billetes ni mone-
das metálicas ni otros instrumentos que fuesen susceptibles de circular como moneda. Se 
entenderá que son susceptibles de circular como moneda, cualesquiera fueran las condiciones 
y características de los instrumentos, cuando:
i)	 El emisor imponga o induzca en forma directa o indirecta, su aceptación forzosa para la 

cancelación de cualquier tipo de obligación; o 
ii)	 Se emitan por valores nominales inferiores o iguales a 10 veces el valor del billete de mone-

da nacional de máxima nominación que se encuentre en circulación.
Artículo sustituido por art. 18
de la Ley N° 25.780, B.O. 08/09/2003.

Artículo 31 — Los billetes y monedas del Banco tendrán curso legal en todo el territorio de la 
República Argentina por el importe expresado en ellos. Los billetes llevarán el facsímil de la firma 
del Presidente del Banco, acompañada de la del Presidente de la Honorable Cámara de Senadores 
o de la Honorable Cámara de Diputados, según disponga el Directorio del Banco para las distintas 
denominaciones. Facúltase también al Banco Central de la República Argentina a acuñar moneda 
con valor numismático o conmemorativo. Dichas monedas no estarán sujetas a las disposiciones 
contenidas en el primer párrafo de este artículo.

Artículo sustituido por art. 11
de la Ley N° 25.562, B.O. 08/02/2002.

Artículo 32 — Toda vez que el banco compruebe la violación de su función exclusiva de emitir 
moneda denunciará el hecho ante la autoridad correspondiente y comunicará al Poder Ejecutivo 
para que éste tome las medidas correspondientes.

Artículo 33 — El Banco podrá mantener una parte de sus activos externos en depósitos u otras 
operaciones a interés, en instituciones bancarias del exterior o en papeles de reconocida sol-
vencia y liquidez pagaderos en oro o en moneda extranjera.

Artículo sustituido por art. 12
de la Ley N° 25.562, B.O. 08/02/2002.

Capítulo IX | Cuentas, estados contables y fiscalización
Artículo 34 — El ejercicio financiero del banco durará un (1) año y se cerrará el 31 de diciembre. 
Los estados contables del banco deberán ser elaborados de acuerdo con normas generalmente 
aceptadas, teniendo en cuenta su condición de autoridad monetaria.

Artículo sustituido por art. 14
de la Ley N° 26.739, B.O. 28/03/2012.

Artículo 35 — El banco publicará a más tardar dentro de la semana siguiente, los estados resu-
midos de su activo y pasivo al cierre de operaciones de los días siete (7), quince (15), veintitrés 
(23), y último de cada mes.
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Artículo 36 — La observancia por el Banco Central de la República Argentina de las disposicio-
nes de esta Carta Orgánica y demás normas aplicables será fiscalizada por un síndico titular y 
uno adjunto, nombrados por el Poder Ejecutivo Nacional con acuerdo del Senado de la Nación. 
El Poder Ejecutivo Nacional podrá realizar nombramientos en comisión durante el tiempo que 
insuma el otorgamiento del acuerdo del Senado de la Nación.

Segundo párrafo, derogado por art. 15
de la Ley N° 26.739, B.O. 28/03/2012.

Los síndicos podrán ser abogado, contador público nacional o licenciado en economía. Du-
rarán cuatro (4) años en sus funciones, al término de los cuales podrán ser designados nueva-
mente.

Los síndicos dictaminarán sobre los balances y cuentas de resultados de fin de ejercicio, para 
lo cual tendrán acceso a todos los documentos, libros y demás comprobantes de las operacio-
nes del banco. Informarán al directorio, al Poder Ejecutivo y al Honorable Congreso de la Nación 
sobre la observancia de esta ley y demás normas aplicables. Los síndicos percibirán por sus 
tareas la remuneración que se fije en el presupuesto del banco.

Artículo sustituido por art. 2
del Decreto N° 1373/1999, B.O. 29/11/1999.

Artículo 37 — No podrán desempeñarse como síndicos:
a)	 Quienes se hallen inhabilitados para ser directores;
b)	 Los cónyuges, parientes por consanguinidad en línea directa, los colaterales hasta cuarto 

grado inclusive y los afines dentro del segundo, de las autoridades mencionadas en los artí-
culos 6, 16 y 44.

Capítulo X | Utilidades
Artículo 38 — Las utilidades que no sean capitalizadas se utilizarán para el fondo de reserva 
general y para los fondos de reserva especiales, hasta que los mismos alcancen el cincuenta 
por ciento (50%) del capital del Banco. Una vez alcanzado este límite las utilidades no capitali-
zadas o aplicadas en los fondos de reserva, deberán ser transferidas libremente a la cuenta del 
Gobierno nacional.

Las pérdidas que experimente el banco en un ejercicio determinado se imputarán a las re-
servas que se hayan constituido en ejercicios precedentes y si ello no fuera posible afectarán 
al capital de la institución. En estos casos, el directorio del banco podrá afectar las utilidades 
que se generen en ejercicios siguientes a la recomposición de los niveles de capital y reservas 
anteriores a la pérdida.

Párrafo sustituido por art. 16
de la Ley N° 26.739, B.O. 28/03/2012. 
Artículo sustituido por art. 13
de la Ley N° 25.562, B.O. 08/02/2002.

Artículo 39 — Auditoría externa. Los estados contables del banco deberán contar con la opinión 
de auditores externos, designados por el directorio entre aquellos que se encuentren inscriptos 
en un registro especial, el cual ha de ser creado y reglamentado por el directorio. Las firmas que 
efectúen las tareas de auditoría no podrán prestar el servicio por más de cuatro (4) períodos 
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consecutivos, no pudiendo reanudar la prestación del mismo hasta que hayan transcurrido por lo 
menos otros cuatro (4) períodos. 

Las informaciones que obtiene la auditoría externa del banco con respecto a las entidades 
financieras en particular, tienen carácter secreto y no podrán darlas a conocer sin autorización 
expresa del banco. 

El informe de los auditores externos deberá ser elevado por el directorio tanto al Poder Eje-
cutivo nacional como al Honorable Congreso de la Nación; en el caso de este último, se deberá 
concretar en ocasión de la remisión del informe anual que dispone el artículo 10, inciso i).

Artículo 40 — Del ente de control externo. Las disposiciones de la Ley de Administración Finan-
ciera nº 24.156 y sus modificaciones sólo son de aplicación al Banco en cuanto a la verificación 
de que las erogaciones encuadren en el presupuesto y a la rendición de cuentas documentales 
que, en plazos no superiores a un (1) año, deberá presentar al ente de control externo del sector 
público.

El control externo del Banco Central de la República Argentina estará a cargo de la Auditoría 
General de la Nación. 

Artículo sustituido por art. 19
de la Ley N° 25.780, B.O. 08/09/2003.

Artículo 41 — Las utilidades del Banco Central de la República Argentina no están sujetas al 
impuesto a las ganancias. Los bienes y las operaciones del banco reciben el mismo tratamiento 
impositivo que los bienes y actos del gobierno nacional.

Artículo 42 — Información económica. El banco deberá publicar antes del inicio de cada ejercicio 
anual sus objetivos y planes respecto del desarrollo de las políticas monetaria, financiera, crediti-
cia y cambiaria. De producirse cambios significativos en sus objetivos y planes, el banco deberá 
dar a conocer sus causas y las medidas adoptadas en consecuencia.

Incumbe al banco, además, compilar y publicar regularmente las estadísticas monetarias, finan-
cieras, cambiarias y crediticias.

El banco podrá realizar investigaciones y promover la educación financiera y actividades sobre 
temas de interés relacionados con la finalidad que le asigna esta Carta Orgánica.

Artículo sustituido por art. 17
de la Ley N° 26.739, B.O. 28/03/2012.

Capítulo XI | Superintendencia de Entidades 
Financieras y Cambiarias
Artículo 43 — El Banco Central de la República Argentina ejercerá la supervisión de la activi-
dad financiera y cambiaria por intermedio de la Superintendencia de Entidades Financieras y 
Cambiarias, la que dependerá directamente del presidente de la institución. En todo momento 
el superintendente deberá tener a disposición del Directorio y de las autoridades competentes 
información sobre la calificación de las entidades financieras y criterios utilizados para dicha 
calificación.

Artículo 44 — La administración de la Superintendencia de Entidades Financieras y Cambiarias 
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será ejercida por un (1) superintendente y un (1) vicesuperintendente, quienes serán asistidos 
por los subgerentes generales de las áreas que la integren.

Párrafo sustituido por art. 18
de la Ley N° 26.739, B.O. 28/03/2012.

El vicesuperintendente ejercerá las funciones de superintendente en caso de ausencia, im-
pedimento o vacancia del cargo. Fuera de dichos casos, desempeñará las funciones que el 
superintendente le asigne o delegue.

Artículo sustituido por art. 3
del Decreto N° 1311/2001, B.O. 26/10/2001.
El citado decreto fue abrogado y restablecido el texto 
anterior del presente artículo.

Artículo 45 — El superintendente y el vicesuperintendente serán designados por el Poder Eje-
cutivo nacional a propuesta del presidente del banco de entre los miembros del directorio. La 
duración en sus funciones será de tres años o hasta la conclusión de su mandato como director, 
si este último fuera menor.

Artículo 46 — Al superintendente le corresponde, en el marco de las políticas generales fijadas 
por el directorio del banco, y poniendo en conocimiento del mismo las decisiones que se adop-
ten, las siguientes funciones:
a)	 Calificar a las entidades financieras a los fines de la Ley de Entidades Financieras;
b)	 Cancelar la autorización para operar en cambios; 
c)	 Aprobar los planes de regularización y/o saneamiento de las entidades financieras;

Inciso sustituido por art. 4
del Decreto N° 1311/2001, B.O. 26/10/2001.
El citado decreto fue abrogado y restablecido el texto 
anterior del presente inciso.

d)	 Implementar y aplicar las normas reglamentarias de la Ley de Entidades Financieras, dictadas 
por el directorio del banco;

e)	 Establecer los requisitos que deben cumplir los auditores de las entidades financieras y cam-
biarias.

Artículo 47 — Son facultades del superintendente:
a)	 Vigilar el cumplimiento del régimen informativo y contable para las entidades financieras y 

cambiarias;
b)	 Disponer la publicación de los balances mensuales de las entidades financieras, estados de 

deudores y demás informaciones que sirvan para el análisis de la situación del sistema;
c)	 Ordenar a las entidades que cesen o desistan de llevar a cabo políticas de préstamos o de 

asistencia financiera que pongan en peligro la solvencia de las mismas;
d)	 Aplicar las sanciones que establece la Ley de Entidades Financieras por infracciones co-

metidas por las personas o entidades, o ambas a la vez, a sus disposiciones, las que, sin 
perjuicio de la facultad de avocación del presidente, sólo serán impugnables por las vías 
contempladas en su artículo 42;

e)	 Ejercer las demás facultades que las leyes otorgan al banco relativas a la superintendencia, 
con excepción de las expresamente atribuidas por esta ley al directorio del banco;

f)	 Aplicar las disposiciones legales que, sobre el funcionamiento de las denominadas tarje-
tas de crédito, tarjetas de compra, dinero electrónico u otras similares, dicte el Honorable 
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Congreso de la Nación y las reglamentaciones que en uso de sus facultades dicte el Banco 
Central de la República Argentina.

Artículo sustituido por art. 19
de la Ley N° 26.739, B.O. 28/03/2012.

Artículo 48 — En su carácter de administrador, corresponde al superintendente establecer las 
normas para la organización y gestión de la superintendencia.

Artículo sustituido por art. 20 de la Ley N° 26.739, 
B.O. 28/03/2012.

Artículo 49 — El Superintendente podrá, previa autorización del Presidente del Banco disponer 
la suspensión transitoria, total o parcial, de las operaciones de una o varias entidades financie-
ras, por un plazo máximo de treinta (30) días. De esta medida se deberá dar posterior cuenta al 
Directorio. Si al vencimiento del plazo de suspensión el Superintendente propiciara su renova-
ción, sólo podrá ser autorizada por el Directorio, no pudiendo exceder de los noventa (90) días. 
En tal caso el Superintendente podrá prorrogar prudencialmente el plazo máximo establecido 
en el artículo 34, segundo párrafo, de la Ley 21.526. 

Mientras transcurra el plazo de suspensión no se podrán trabar medidas cautelares ni reali-
zar actos de ejecución forzada contra la entidad. Asimismo, durante dicho período serán nulos 
los compromisos que aumenten los pasivos de las entidades y se suspenderá su exigibilidad, 
así como el devengamiento de los intereses, con excepción de los que correspondan por deu-
das con el Banco. La suspensión transitoria de operaciones, en ningún caso, dará derecho a los 
acreedores al reclamo por daños y perjuicios contra el Banco o el Estado Nacional. 

El Superintendente podrá solicitar al Directorio se revoque la autorización para operar de una 
entidad financiera. En tal caso el Directorio deberá evaluar tal solicitud en un plazo máximo de 
quince (15) días corridos a partir del momento de la solicitud. Este plazo será prorrogable por 
única vez, por otros quince (15) días corridos. 

Artículo sustituido por art. 2 
de la Ley N° 24.485, B.O. 18/04/1995.
Ver artículo 34 de la Ley 21.526.

Artículo 50 — La superintendencia podrá requerir, de las empresas y personas comprendidas 
en la Ley de Entidades Financieras, la exhibición de sus libros y documentos, pudiendo disponer 
el secuestro de la documentación y demás elementos relacionados con transgresiones a dichas 
normas.

Artículo 51 — La superintendencia podrá requerir de las entidades financieras, casas y agen-
cias, oficinas y corredores de cambio, exportadores e importadores u otras personas físicas o 
jurídicas que intervengan directa o indirectamente en operaciones de cambio, la exhibición de 
sus libros y documentos, el suministro de todas las informaciones y documentación relaciona-
das con las operaciones que hubieren realizado o en las que hubieren intervenido y disponer el 
secuestro de los mismos y todo otro elemento relacionado con dichas operaciones.

Artículo 52 — La superintendencia se encuentra facultada para formular los cargos ante los fue-
ros correspondientes por infracciones a las normas cambiarias y financieras y para solicitar em-
bargos preventivos y demás medidas precautorias por los importes que se estimen suficientes 
para garantizar las multas y reintegros que sean impuestos por juez competente.
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Artículo 53 — Las informaciones que obtiene la superintendencia en el ejercicio de sus facul-
tades de inspección tienen carácter secreto. Los funcionarios y empleados intervinientes no 
deben darlas a conocer sin autorización expresa de la superintendencia, aun después de haber 
dejado de pertenecer a la misma.

Artículo 54 — La superintendencia podrá requerir el auxilio de la fuerza pública si encuentra 
obstáculos o resistencia en el cumplimiento de las funciones de inspección a su cargo. Deberá 
además requerir, sin demora, de los tribunales competentes, las órdenes de allanamiento que 
sean necesarias.

Capítulo XII | Jurisdicción
Artículo 55 — El Banco Central de la República Argentina, está sometido exclusivamente a la 
jurisdicción federal. Cuando sea actor en juicio, la competencia nacional será concurrente con 
la de la justicia ordinaria de las provincias. El banco podrá, asimismo, prorrogar jurisdicción a 
favor de tribunales extranjeros.

Artículo 56 — El presidente del banco y el superintendente podrán absolver posiciones en juicio 
por escrito, no estando obligados a hacerlo personalmente.

Capítulo XIII | Disposiciones transitorias
Artículo 57 — Las operaciones crediticias vigentes al momento de promulgarse la presente 
ley deberán estar detalladas en un balance inicial y, durante los plazos que se establezcan para 
su recuperación final, no estarán sujetas a las restricciones generales que sobre este tipo de 
operación se fijan en la presente ley.

Artículo 58 — El primer directorio que sea designado de acuerdo con lo prescripto por esta ley, 
con la excepción del presidente y vicepresidente, dispondrá a través de un sorteo que la mitad 
de sus integrantes permanezcan en funciones sólo por medio período. Una vez alcanzado el 
mismo, quienes los reemplacen, serán designados por un mandato completo de seis (6) años, 
mediante el procedimiento establecido en el artículo 7.

Artículo 59 — Los miembros del directorio y de la sindicatura que se hallen en funciones al pro-
mulgarse la presente ley, continuarán ejerciéndolas hasta que sean confirmados en sus cargos 
por el procedimiento establecido en el artículo 7 o se proceda a su reemplazo.

Artículo 60 — Fíjase en un veinte por ciento (20%) el límite de las reservas de libre disponibili-
dad mantenidas como prenda común que podrán estar integradas con títulos públicos valuados 
a precio de mercado, durante la gestión del primer directorio del banco designado de acuerdo 
con lo prescripto por esta ley. 

Sólo por necesidad de dotar de adecuada liquidez al sistema financiero o por verse afecta-
dos los precios de mercado de los activos mantenidos como prenda común, la participación 
de títulos públicos mencionada en el párrafo anterior podrá llegar, transitoriamente, y hasta el 
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límite establecido en el artículo 33. Tal circunstancia deberá ser puesta en conocimiento del 
Honorable Congreso de la Nación y no podrá extenderse por plazos superiores a los noventa 
(90) días corridos.



Marco Legal del Sistema Financiero 2021 | 23

Ley 21.526
Ley de Entidades Financieras

Disposiciones que modifican o reglamentan la presente ley:

Ley N° 21.526, sancionada el 14/02/1977 (B.O. 21/02/1977)
Ley N° 22.529, sancionada el 22/01/1982 (B.O. 26/01/1982)
Ley N° 22.871, sancionada el 08/08/1983 (B.O. 10/08/1983)
Ley N° 24.144, sancionada el 23/09/1992 (B.O. 22/10/1992)
Decreto N° 1860/92 del 13/10/1992 (B.O. 22/10/1992)
Decreto N° 1887/92 del 15/10/1992 (B.O. 22/10/1992)
Decreto N° 146/94 del 31/01/1994 (B.O. 21/02/1994)
Decreto N° 13/95 del 04/01/1995 (B.O. 11/01/1995)
Ley N° 24.485, sancionada el 05/04/1995 (B.O. 18/04/1995)
Ley N° 24.627, sancionada el 21/02/1996 (B.O. 18/03/1996)
Decreto N° 1311/01 del 22/10/2001 (B.O. 26/10/2001)
Decreto N° 214/02 del 03/02/2002 (B.O. 04/02/2002)
Ley N° 25.562, sancionada el 23/01/2002 (B.O. 08/02/2002)
Decreto N° 248/02 del 06/02/2002 (B.O. 08/02/2002)
Ley N° 25.780, sancionada el 27/08/2003 (B.O. 08/09/2003)
Decreto N° 738/03 del 05/09/2003 (B.O. 08/09/2003)
Ley N° 25.782, sancionada el 01/10/2003 (B.O. 31/10/2003)
Ley N° 26.173, sancionada el 22/11/2006 (B.O. 12/12/2006)

Título I | Régimen general

Capítulo I | Ámbito de aplicación
Artículo 1 — Quedan comprendidas en esta ley y en sus normas reglamentarias las personas 
o entidades privadas o públicas —oficiales o mixtas— de la Nación, de las provincias o mu-
nicipalidades que realicen intermediación habitual entre la oferta y la demanda de recursos 
financieros.

Artículo 2 — Quedan expresamente comprendidas en las disposiciones de esta ley las siguien-
tes clases de entidades:
a)	 Bancos comerciales;
b)	 Bancos de inversión;
c)	 Bancos hipotecarios;
d)	 Compañías financieras; 
e)	 Sociedades de ahorro y préstamo para la vivienda u otros inmuebles;
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f)	 Cajas de crédito.
La enumeración que precede no es excluyente de otras clases de entidades que, por realizar 

las actividades previstas en el artículo 1, se encuentren comprendidas en esta ley.

Artículo 3 — Las disposiciones de la presente ley podrán aplicarse a personas y entidades 
públicas y privadas no comprendidas expresamente en ella, cuando a juicio del Banco Central 
de la República Argentina lo aconsejen el volumen de sus operaciones y razones de política 
monetaria y crediticia.

Capítulo II | Autoridad de aplicación
Artículo 4 — El Banco Central de la República Argentina tendrá a su cargo la aplicación de la pre-
sente ley, con todas las facultades que ella y su Carta Orgánica le acuerdan. Dictará las normas 
reglamentarias que fueren menester para su cumplimiento, a cuyo efecto deberá establecer regu-
laciones y exigencias diferenciadas que ponderen la clase y naturaleza jurídica de las entidades, 
la cantidad y ubicación de sus casas, el volumen operativo y las características económicas y so-
ciales de los sectores atendidos, dictando normas específicas para las cajas de crédito. Ejercerá 
también la fiscalización de las entidades en ella comprendidas.

Artículo sustituido por art. 1
de la Ley N° 25.782, B.O. 31/10/2003.

Artículo 5 — La intervención de cualquier otra autoridad queda limitada a los aspectos que no 
tengan relación con las disposiciones de la presente ley.

Artículo 6 — Las autoridades de control en razón de la forma societaria, sean nacionales o pro-
vinciales, limitarán sus funciones a los aspectos vinculados con la constitución de la sociedad 
y a la vigilancia del cumplimiento de las disposiciones legales, reglamentarias y estatutarias 
pertinentes.

Capítulo III | Autorización y condiciones para funcionar
Artículo 7 — Las entidades comprendidas en esta ley no podrán iniciar sus actividades sin 
previa autorización del Banco Central de la República Argentina. La fusión o la transmisión de 
sus fondos de comercio requerirá también su autorización previa.

Artículo 8 — Al considerarse la autorización para funcionar se evaluará la conveniencia de la 
iniciativa, las características del proyecto, las condiciones generales y particulares del mercado 
y los antecedentes y responsabilidad de los solicitantes y su experiencia en la actividad financiera.

Artículo 9 — Las entidades financieras de la Nación, de las provincias y de las municipalidades, 
se constituirán en la forma que establezcan sus cartas orgánicas. El resto de las entidades 
deberá hacerlo en forma de sociedad anónima, excepto:
a)	 Las sucursales de entidades extranjeras, que deberán tener en el país una representación 

con poderes suficientes de acuerdo con la ley argentina;
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b)	 Los bancos comerciales, que también podrán constituirse en forma de sociedad cooperativa;
c)	 Las cajas de crédito, que deberán constituirse en forma de sociedad cooperativa.

Inciso sustituido por art. 4
de la Ley N° 26.173, B.O. 12/12/2006.

Las acciones con derecho a voto de las entidades financieras constituidas en forma de so-
ciedad anónima serán nominativas.

Artículo 10 — No podrán desempeñarse como promotores, fundadores, directores, administra-
dores, miembros de los consejos de vigilancia, síndicos, liquidadores o gerentes de las entida-
des comprendidas en esta ley:
a)	 Los afectados por las inhabilidades e incompatibilidades establecidas por el artículo 264 de 

la Ley N° 19.550;
b)	 Los inhabilitados para ejercer cargos públicos;
c)	 Los deudores morosos de las entidades financieras;
d)	 Los inhabilitados para ser titulares de cuentas corrientes u otras que participen de su natu-

raleza, hasta tres años después de haber cesado dicha medida;
e)	 Los inhabilitados por aplicación del inciso 5) del artículo 41 de esta ley, mientras dure el 

tiempo de su sanción, y
f)	 Quienes por decisión de autoridad competente hubieran sido declarados responsables de 

irregularidades en el gobierno y administración de las entidades financieras.
Sin perjuicio de las inhabilidades enunciadas precedentemente, tampoco podrán ser síndi-

cos de las entidades financieras quienes se encuentren alcanzados por las incompatibilidades 
determinadas por el artículo 286, incs. 2 y 3, de la Ley N° 19.550.

Artículo 11 —
Artículo derogado por art. 1
del Decreto Nº 146/94, B.O. 21/02/1994.

Artículo 12 —
Artículo derogado por art. 1
del Decreto Nº 146/94, B.O. 21/02/1994.

Artículo 13 —
Primer párrafo derogado por art. 1
del Decreto nº 146/94, B.O. 21/02/1994.

Las sucursales de entidades extranjeras establecidas y las nuevas que se autorizaren, de-
berán radicar efectiva y permanentemente en el país los capitales que correspondan según el 
artículo 32 y quedarán sujetos a las leyes y tribunales argentinos. Los acreedores en el país 
gozarán de privilegio sobre los bienes que esas entidades posean dentro del territorio nacional.

La actividad en el país de representantes de entidades financieras del exterior quedará con-
dicionada a la previa autorización del Banco Central de la República Argentina y a las reglamen-
taciones que éste establezca.

Artículo 14 —
Artículo derogado por art. 1
del Decreto nº 146/94, B.O. 21/02/1994.
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Artículo 15 — Los directorios de las entidades constituidas en forma de sociedad anónima 
en el país, sus integrantes, los miembros de los consejos de vigilancia y los síndicos, deberán 
informar sin demora sobre cualquier negociación de acciones u otra circunstancia capaz de 
producir un cambio en la calificación de las entidades o alterar la estructura de los respectivos 
grupos de accionistas. Igual obligación regirá para los enajenantes y adquirentes de acciones y 
para los consejos de administración de las sociedades cooperativas y sus integrantes.

El Banco Central considerará la oportunidad y conveniencia de esas modificaciones, encon-
trándose facultado para denegar su aprobación, así como para revocar las autorizaciones con-
cedidas cuando se hubieren producido cambios fundamentales en las condiciones básicas que 
se hayan tenido en cuenta para acordarlas.

Segundo párrafo, modificado por art. 3
de la Ley nº 24.485, B.O. 18/04/1995.

La autorización para funcionar podrá ser revocada cuando en las entidades se hayan produ-
cido cambios fundamentales en las condiciones básicas que se tuvieron en cuenta para acor-
darla. En cuanto a las personas responsables, serán de aplicación las sanciones del artículo 41.

Artículo 16 — El Banco Central de la República Argentina autorizará la apertura de filiales, 
pudiendo denegar las solicitudes, en todos los casos, fundado en razones de oportunidad y 
conveniencia.

Las entidades financieras oficiales de las provincias y municipalidades podrán habilitar su-
cursales en sus respectivas jurisdicciones previo aviso al Banco Central de la República Argen-
tina dentro de un plazo no inferior a tres (3) meses, término dentro del cual el mismo deberá ex-
pedirse manifestando su oposición si no se cumplen los requisitos exigidos para la habilitación.

Artículo sustituido por art. 2
del Decreto nº 146/94, B.O. 21/02/1994.

Artículo 17 — Para la apertura de filiales o cualquier tipo de representación en el exterior, de-
berá requerirse autorización previa del Banco Central de la República Argentina, el que evaluará 
la iniciativa dentro de las normas que dicte al respecto y determinará el régimen informativo 
relativo a las operaciones y marcha de las mismas.

Artículo 18 — Las cajas de crédito cooperativas deberán ajustarse a los siguientes requisitos: 
a)	 Las operaciones activas se realizarán preferentemente con asociados que se encuentren 

radicados o realicen su actividad económica en la zona de actuación en la que se les autori-
ce a operar. El Banco Central de la República Argentina delimitará el alcance de dicha zona 
de actuación atendiendo a la viabilidad de cada proyecto, a cuyo efecto sólo se admitirá la 
expansión de la caja de crédito cooperativa en sus adyacencias, de acuerdo con los criterios 
y parámetros objetivos que adopte la reglamentación que dicte dicha institución. Deberán 
remitir información periódica a sus asociados sobre su estado de situación patrimonial y 
capacidad de cumplimiento de las obligaciones adquiridas, de conformidad a la reglamenta-
ción que dicte la autoridad de aplicación.

b)	 Deberán distribuir sus retornos en proporción a los servicios utilizados y/o al capital aportado.
c)	 Podrán solicitar la apertura de hasta cinco (5) sucursales dentro de su zona de actuación. 

Sin perjuicio de ello, la reglamentación que dicte el Banco Central de la República Argentina 
podrá contemplar la instalación de otras dependencias adicionales o puestos de atención en 
dicha zona, los que no serán computados a los fines del límite precedente. Para su identifi-
cación deberán incluir las referencias necesarias que permitan asociar unívocamente la caja 
de crédito cooperativa a su zona de actuación.
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d)	 Para la captación de fondos no será aplicable el límite de la zona de actuación en la que se 
encuentren autorizadas a operar, sin perjuicio de que resultará de aplicación el principio de 
operar en ese rubro preferentemente con asociados. La reglamentación que dicte el Banco 
Central de la República Argentina deberá contemplar los recaudos pertinentes a efectos de 
prevenir un grado elevado de concentración de los pasivos considerando las características 
en cuanto a monto, plazo, el carácter de asociado o no del titular.

e)	 El requisito estipulado en el artículo 18, inciso a) en materia de financiaciones preferentes 
con asociados y dentro de la zona de actuación de la caja de crédito cooperativa, se consi-
derará cumplido cuando las que se otorguen a asociados no sean inferiores a 75% y siempre 
que las que se concierten fuera de la zona de actuación no superen el 15%, en ambos ca-
sos respecto del total de financiaciones. El Banco Central de la República Argentina podrá 
aumentar la proporción de operaciones con asociados y disminuir el límite para las que se 
concierten fuera de la zona de actuación. A tal fin, deberá tener en cuenta, entre otros facto-
res, la evolución en el desarrollo que alcance la operatoria de la caja de crédito cooperativa, 
considerada individualmente y/o en su conjunto, en su zona de actuación.

f)	 Las cajas de crédito cooperativas deberán asociarse en una cooperativa de grado superior 
especializada con capacidad, a satisfacción del Banco Central de la República Argentina y 
del Instituto Nacional de Asociativismo y Economía Social, para proveer a sus asociadas 
asistencia financiera y otros servicios financieros, incluyendo los vinculados a la colocación 
de excedentes transitorios de liquidez; brindar soporte operativo, asesoramiento, etc., así 
como de representación ante las autoridades regulatorias y de supervisión competentes.
Dicha integración deberá concretarse en un plazo dentro de los cinco (5) años siguientes al 

inicio de sus actividades, o el plazo menor que establezca la reglamentación del Banco Central 
de la República Argentina.

Artículo incorporado por art. 2
de la Ley N° 26.173, B.O. 12/12/2006.

Capítulo IV | Publicidad
Artículo 19 — Las denominaciones que se utilizan en esta ley para caracterizar las entidades y 
sus operaciones, sólo podrán ser empleadas por las entidades autorizadas.

No podrán utilizarse denominaciones similares, derivadas o que ofrezcan dudas acerca de 
su naturaleza o individualidad. Queda prohibida toda publicidad o acción tendiente a captar re-
cursos del público por parte de personas o entidades no autorizadas. Toda transgresión faculta 
al Banco Central de la República Argentina a disponer su cese inmediato y definitivo, aplicar las 
sanciones previstas en el artículo 41 e iniciar las acciones penales que pudieren corresponder 
asumiendo la calidad de parte querellante.

Título II | Operaciones

Capítulo I
Artículo 20 — Las operaciones que podrán realizar las entidades enunciadas en el artículo 2 
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serán las previstas en este Título y otras que el Banco Central de la República Argentina consi-
dere compatibles con su actividad.

Capítulo II | Bancos Comerciales
Artículo 21 — Los bancos comerciales podrán realizar todas las operaciones activas, pasivas 
y de servicios que no les sean prohibidas por la presente ley o por las normas que con sentido 
objetivo dicte el Banco Central de la República Argentina en ejercicio de sus facultades.

Capítulo III | Bancos de Inversión
Artículo 22 — Los bancos de inversión podrán:
a)	 Recibir depósitos a plazo;
b)	 Emitir bonos, obligaciones y certificados de participación en los préstamos que otorguen u 

otros instrumentos negociables en el mercado local o en el exterior, de acuerdo con la regla-
mentación que el Banco Central de la República Argentina establezca;

c)	 Conceder créditos a mediano y largo plazo, y complementaria y limitadamente a corto plazo;
d)	 Otorgar avales, fianzas u otras garantías y aceptar y colocar letras y pagarés de terceros 

vinculados con operaciones en que intervinieren;
e)	 Realizar inversiones en valores mobiliarios vinculados con operaciones en que intervinieren, 

prefinanciar sus emisiones y colocarlos;
f)	 Efectuar inversiones de carácter transitorio en colocaciones fácilmente liquidables;
g)	 Actuar como fideicomisarios y depositarios de fondos comunes de inversión, administrar 

carteras de valores mobiliarios y cumplir otros encargos fiduciarios;
h)	 Obtener créditos del exterior y actuar como intermediarios de créditos obtenidos en moneda 

nacional y extranjera;
i)	 Realizar operaciones en moneda extranjera, previa autorización del Banco Central de la Re-

pública Argentina;
j)	 Dar en locación bienes de capital adquiridos con tal objeto, y
k)	 Cumplir mandatos y comisiones conexos con sus operaciones.

Capítulo IV | Bancos Hipotecarios
Artículo 23 — Los bancos hipotecarios podrán:
a)	 Recibir depósitos de participación en préstamos hipotecarios y en cuentas especiales;
b)	 Emitir obligaciones hipotecarias;
c)	 Conceder créditos para la adquisición, construcción, ampliación, reforma, refacción y con-

servación de inmuebles urbanos o rurales, y la sustitución de gravámenes hipotecarios cons-
tituidos con igual destino;

d)	 Otorgar avales, fianzas u otras garantías vinculados con operaciones en que intervinieren;
e)	 Efectuar inversiones de carácter transitorio en colocaciones fácilmente liquidables;
f)	 Obtener créditos del exterior, previa autorización del Banco Central de la República Argentina 
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y actuar como intermediarios de créditos obtenidos en moneda nacional y extranjera, y 
g)	 Cumplir mandatos y comisiones conexos con sus operaciones.

Capítulo V | Compañías Financieras
Artículo 24 — Las compañías financieras podrán:
a)	 Recibir depósitos a plazo;
b)	 Emitir letras y pagarés;
c)	 Conceder créditos para la compra o venta de bienes pagaderos en cuotas o a término y otros 

préstamos personales amortizables;
d)	 Otorgar anticipos sobre créditos provenientes de ventas, adquirirlos, asumir sus riesgos, 

gestionar su cobro y prestar asistencia técnica y administrativa;
e)	 Otorgar avales, fianzas u otras garantías; aceptar y colocar letras y pagarés de terceros;
f)	 Realizar inversiones en valores mobiliarios a efectos de prefinanciar sus emisiones y colocar-

los;
g)	 Efectuar inversiones de carácter transitorio en colocaciones fácilmente liquidables;
h)	 Gestionar por cuenta ajena la compra y venta de valores mobiliarios y actuar como agentes 

pagadores de dividendos, amortizaciones e intereses;
i)	 Actuar como fideicomisarios y depositarios de fondos comunes de inversión; administrar 

carteras de valores mobiliarios y cumplir otros encargos fiduciarios;
j)	 Obtener créditos del exterior, previa autorización del Banco Central de la República Argenti-

na, y actuar como intermediarios de créditos obtenidos en moneda nacional y extranjera;
k)	 Dar en locación bienes de capital adquiridos con tal objeto, y
l)	 Cumplir mandatos y comisiones conexos con sus operaciones.

Capítulo VI | Sociedades de Ahorro y Préstamo 
para la vivienda u otros inmuebles
Artículo 25 — Las sociedades de ahorro y préstamo para la vivienda u otros inmuebles podrán:
a)	 Recibir depósitos en los cuales el ahorro sea la condición previa para el otorgamiento de 

un préstamo, previa aprobación de los planes por parte del Banco Central de la República 
Argentina;

b)	 Recibir depósitos a plazo;
c)	 Conceder créditos para la adquisición, construcción, ampliación, reforma, refacción y con-

servación de viviendas u otros inmuebles, y la sustitución de gravámenes hipotecarios cons-
tituidos con igual destino;

d)	 Participar en entidades públicas y privadas reconocidas por el Banco Central de la República 
Argentina que tengan por objeto prestar apoyo financiero a las sociedades de ahorro y présta-
mo;

e)	 Otorgar avales, fianzas u otras garantías vinculados con operaciones en que intervinieren;
f)	 Efectuar inversiones de carácter transitorio en colocaciones fácilmente liquidables, y
g)	 Cumplir mandatos y comisiones conexos con sus operaciones.
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Capítulo VII | Cajas de Crédito
Artículo 26 — Las cajas de crédito cooperativas podrán: 
a)	 Recibir depósitos a la vista, en caja de ahorros y a plazo, los que no tendrán límite alguno, 

excepto cuando sea de aplicación lo previsto en el inciso d) del artículo 18; 
b)	 Debitar letras de cambio giradas contra los depósitos a la vista por parte de sus titulares. 

Las letras de cambio podrán cursarse a través de las cámaras electrónicas de compensa-
ción; 

c)	 Conceder créditos y otras financiaciones, destinados a pequeñas y medianas empresas ur-
banas y rurales, incluso unipersonales, profesionales, artesanos, empleados, obreros, parti-
culares, cooperativas y entidades de bien público; 

d)	 Otorgar avales, fianzas y otras garantías; 
e)	 Efectuar inversiones de carácter transitorio en colocaciones fácilmente liquidables;
f)	 Cumplir mandatos y comisiones conexos con sus operaciones;

No podrán realizar las operaciones previstas en los incisos c), d) y e) anteriores con otras 
entidades financieras, cooperativas de crédito o mutuales y cualquiera otra persona física o 
jurídica cuya actividad sea el otorgamiento de financiaciones, fianzas, avales u otras garantías, 
cualquiera sea su modalidad.

Artículo sustituido por art. 1
de la Ley N° 26.173, B.O. 12/12/2006.

Capítulo VIII | Relaciones operativas entre entidades
Artículo 27 — Las entidades comprendidas en esta ley podrán acordar préstamos y comprar y 
descontar documentos a otras entidades, siempre que estas operaciones encuadren dentro de 
las que están autorizadas a efectuar por sí mismas.

Capítulo IX | Operaciones prohibidas y limitadas
Artículo 28 — Las entidades comprendidas en esta ley no podrán:
a)	 Explotar por cuenta propia empresas comerciales, industriales, agropecuarias, o de otra cla-

se, salvo con expresa autorización del Banco Central, quien la deberá otorgar con carácter 
general y estableciendo en la misma límites y condiciones que garanticen la no afectación 
de la solvencia y patrimonio de la entidad. Cuando ello ocurriere, la superintendencia deberá 
adoptar los recaudos necesarios para un particular control de estas actividades;

Inciso modificado por art. 3 
de la Ley nº 24.144, B.O. 22/10/1992.

b)	 Constituir gravámenes sobre sus bienes sin previa autorización del Banco Central de la Re-
pública Argentina;

c)	 Aceptar en garantía sus propias acciones;
d)	 Operar con sus directores y administradores y con empresas o personas vinculadas con 

ellos, en condiciones más favorables que las acordadas de ordinario a su clientela, y
e)	 Emitir giros o efectuar transferencias de plaza a plaza, con excepción de los bancos comerciales.

Artículo 29 — Las entidades podrán ser titulares de acciones de otras entidades financieras, 
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cualquiera sea su clase, siempre que medie autorización del Banco Central de la República 
Argentina, y de acciones y obligaciones de empresas de servicios públicos en la medida en que 
sean necesarias para obtener su prestación.

Título III | Liquidez y Solvencia

Capítulo I | Regulaciones
Artículo 30 — Las entidades comprendidas en esta ley se ajustarán a las normas que se dicten 
en especial sobre:
a)	 Límites a la expansión del crédito tanto en forma global como para los distintos tipos de 

préstamos y de otras operaciones de inversión;
b)	 Otorgamiento de fianzas, avales, aceptaciones y cualquier tipo de garantía;
c)	 Plazos, tasas de interés, comisiones y cargos de cualquier naturaleza;
d)	 Inmovilización de activos, y
e)	 Relaciones técnicas a mantener entre los recursos propios y las distintas clases de activos, 

los depósitos y todo tipo de obligaciones e intermediaciones directas o indirectas; de las 
diversas partidas de activos y pasivos, y para graduar los créditos, garantías e inversiones.

Artículo 31 — Las entidades deberán mantener las reservas de efectivo que se establezcan 
con relación a depósitos, en moneda nacional o extranjera, y a otras obligaciones y pasivos 
financieros.

Capítulo II | Responsabilidad patrimonial
Artículo 32 — Las entidades mantendrán los capitales mínimos que se establezcan.

Artículo 33 — Las entidades deberán destinar anualmente al fondo de reserva legal la propor-
ción de sus utilidades que establezca el Banco Central de la República Argentina, la que no 
será inferior al 10% ni superior al 20%. No podrán distribuir ni remesar utilidades antes de la 
aprobación de los resultados del ejercicio y de la publicación del balance general y cuenta de 
ganancias y pérdidas, de acuerdo con lo previsto en el artículo 36.

Capítulo III | Regularización y saneamiento
Artículo 34 — La entidad que no cumpla con las disposiciones de este título o con las respecti-
vas normas dictadas por el Banco Central de la República Argentina, deberá dar las explicacio-
nes pertinentes, dentro de los plazos que éste establezca.

La entidad deberá presentar un plan de regularización y saneamiento, en los plazos y condi-
ciones que establezca el Banco Central de la República Argentina y que en ningún caso podrá 
exceder de los treinta (30) días, cuando:
a)	 Se encontrara afectada su solvencia o liquidez, a juicio del Banco Central de la República Argentina;
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b)	 Se registraran deficiencias de efectivo mínimo durante los períodos que el Banco Central de 
la República Argentina establezca;

c)	 Registrara reiterados incumplimientos a los distintos límites o relaciones técnicas estableci-
das;

d)	 No mantuviere la responsabilidad patrimonial mínima exigida para su clase, ubicación o 
características determinadas.
El Banco Central de la República Argentina podrá, sin perjuicio de ello designar veedores con 

facultad de veto cuyas resoluciones serán recurribles, en única instancia, ante el presidente del 
Banco Central de la República Argentina.

Asimismo, podrá exigir la constitución de garantías y limitar o prohibir la distribución o 
remesas de utilidades.

La falta de presentación, el rechazo o el incumplimiento de los planes de regularización y sa-
neamiento facultará al Banco Central de la República Argentina para resolver, habiendo sido oída 
o emplazada la entidad y sin más trámite, la revocación de la autorización para funcionar como 
entidad financiera, sin perjuicio de aplicar las sanciones previstas en la presente.

El Banco Central de la República Argentina, a fin de facilitar el cumplimiento de los planes 
de regularización y saneamiento o fusiones y/o absorciones, podrá: admitir con carácter tem-
porario excepciones a los límites y relaciones técnicas pertinentes; eximir o diferir el pago de 
los cargos y/o multas previstos en la presente ley. Esto, sin perjuicio de otras medidas que, sin 
afectar las restricciones que el cumplimiento de su Carta Orgánica le impone, propendan al 
cumplimiento de los fines señalados. Sobre estas decisiones el presidente del Banco Central 
deberá informar al Honorable Congreso de la Nación, en oportunidad del informe anual dispues-
to en el artículo 10.

Artículo incorporado por art. 2
de la Ley nº 24.144, B.O. 22/10/1992.
Por art. 190, apartado II de la Ley N° 27.440 (B.O. 
11/5/2018), se establece: No aplicación de la Ley de 
Entidades Financieras 21.526 y sus modificatorias y
complementarias y Carta Orgánica del Banco Central 
de la República Argentina.
Tampoco serán de aplicación los artículos 34, 35 bis 
y 46 de la Ley de Entidades Financieras, 21.526 y sus 
modificatorias y complementarias y el artículo 49 de 
la ley 24.144 Carta Orgánica del Banco Central de la 
República Argentina respecto de cualquier restricción 
para el ejercicio, contra las entidades afectadas por 
dichos artículos, de los mecanismos contractuales 
de resolución anticipada, terminación, liquidación, 
compensación y ejecución de garantías contenidos 
en los Derivados y Pases, disponiéndose que en caso 
que alguno de los Derivados y Pases a los que se
refiere el presente artículo fuese celebrado por una 
entidad financiera sobre la cual se haya dispuesto 
mediante una resolución del Banco Central de la 
República Argentina (i) la reestructuración según lo 
dispuesto en el artículo 35 bis, apartado II de la ley
21.526 de Entidades Financieras y sus modificatorias 
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y complementarias, y (ii) la suspensión de sus 
operaciones según lo previsto en el artículo 49 de 
la ley 24.144 Carta Orgánica del Banco Central de la 
República Argentina, las contrapartes y los
terceros a favor de dichos Derivados y Pases podrán 
ejercer los mecanismos contractuales establecidos 
en el presente artículo a partir del inicio del tercer día
hábil desde la fecha de la resolución del Banco 
Central de la República Argentina que disponga 
la reestructuración o suspensión de la entidad 
financiera afectada, según corresponda.
En caso que en dicho plazo el Banco Central de 
la República Argentina resuelva la transferencia, 
incluyendo mediante el mecanismo de exclusión de 
activos y pasivos, de los Derivados y Pases a una 
institución financiera, fideicomiso o a cualquier otra
entidad, dicha transferencia deberá incluir a todos 
los acuerdos marco y contratos individuales bajo los 
cuales se hubieran concertado Derivados y Pases 
celebrados con una misma contraparte por la entidad 
financiera sujeta a suspensión o reestructuración, 
juntamente con los de sus afiliadas, controladas, 
controlantes, vinculadas y bajo control común, así 
como los márgenes y garantías de todas dichas 
operaciones.
Adicionalmente, durante dicho plazo no podrá 
ordenarse la ejecución de ninguna acción ni el 
ejercicio de ningún derecho contra la contraparte 
de la entidad financiera sujeta al proceso de 
reestructuración o suspensión de sus operaciones.
Vencido el referido plazo y en la medida que no se 
haya producido la transferencia antes indicada los 
mecanismos contractuales de resolución anticipada, 
terminación, liquidación, compensación y ejecución 
de márgenes y garantías podrán ser plenamente 
ejercidos en los términos de los derivados y pases 
celebrados, los que serán plenamente oponibles 
a los procedimientos regidos por la ley 21.526 y 
sus modificatorias y complementarias, por la ley 
24.144 y sus modificatorias y complementarias y 
por la ley 24.522 de Concursos y Quiebras y sus 
modificaciones, según corresponda. En caso que 
luego del ejercicio de los mismos quedare un saldo 
neto no garantizado a favor de la contraparte de 
la entidad financiera afectada dicho saldo será 
exigible en los términos de la ley 21.526 y sus 
modificatorias y complementarias y la ley 24.144 y 
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sus modificatorias y complementarias, o de la ley 
24.522 y sus modificaciones, según corresponda.”
Por art. 193 de la Ley N° 27.440 (B.O. 11/5/2018), se 
establece:
“I. Operaciones individuales y acuerdos marco. Los 
derechos bajo los derivados y pases regidos por 
el presente título se aplicarán tanto a operaciones 
individuales como a todas las operaciones bajo un 
mismo acuerdo marco en caso que las partes
hayan celebrado dicho tipo de acuerdos.
II. Forma de calcular los montos y saldos. En todos 
los casos regidos por el presente título el cálculo 
de los montos a pagar y la determinación de las 
sumas de los márgenes y garantías y de los saldos 
de los Derivados y Pases se realizará exclusivamente 
conforme los términos y condiciones de los mismos.
III. Conflicto. En caso de conflicto, las disposiciones 
del presente título prevalecerán sobre la ley 24.522 
de Concursos y Quiebras y sus modificaciones, el 
artículo 930, inciso f) del Código Civil y Comercial de 
la Nación, la ley 21.526 de Entidades
Financieras y sus modificaciones y complementarias 
y la ley 24.144 (Carta Orgánica del Banco Central de 
la República Argentina) y sus modificaciones, y la ley 
20.091 y sus modificaciones.
Por art. 191, apartado II de la Ley N° 27.440 (B.O. 
11/5/2018), se establece: “Saldo.
Si de la liquidación del contrato resultase un saldo 
a favor de la parte que estuviese sujeta a los 
procedimientos falenciales regidos por la ley 24.522 
de Concursos y Quiebras y sus modificaciones y/o la 
ley 21.526 y sus modificatorias y complementarias, 
la otra parte deberá cancelar los fondos respectivos 
poniéndolos a disposición del juez interviniente en 
los casos de concursos preventivos o quiebras o
de la contraparte que haya celebrado un acuerdo 
preventivo extrajudicial, o de la entidad financiera 
afectada o sus cesionarios según corresponda, en 
los términos establecidos en los reglamentos de los 
mercados autorizados por la Comisión
Nacional de Valores y/o de los acuerdos marcos y 
contratos individuales de los Derivados y Pases.”

Artículo 35 — Por las deficiencias en la constitución de reservas de efectivo en que incurran, 
las entidades abonarán al Banco Central de la República Argentina un cargo de hasta cinco 
veces la tasa máxima de redescuento. Asimismo, el Banco Central de la República Argentina 
podrá establecer otros cargos por el incumplimiento de las demás normas establecidas en este 
Título.
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Capítulo IV | Reestructuración de la entidad en 
resguardo del crédito y los depósitos bancarios
Artículo 35 bis — Cuando a juicio exclusivo del Banco Central de la República Argentina, 
adoptado por la mayoría absoluta de su Directorio, una entidad financiera se encontrará en 
cualquiera de las situaciones previstas por el artículo 44, aquél podrá autorizar su reestructu-
ración en defensa de los depositantes, con carácter previo a la revocación de la autorización 
para funcionar. A tal fin, podrá adoptar cualquiera de las siguientes determinaciones, o una 
combinación de ellas, aplicándolas en forma secuencial, escalonada o directa, seleccionan-
do la alternativa más adecuada según juicios de oportunidad, mérito o conveniencia, en apli-
cación de los principios, propósitos y objetivos derivados de las normas concordantes de su 
Carta Orgánica, de la presente ley y de sus reglamentaciones.

Párrafo sustituido por art. 13,
del Decreto N° 214/2002, B.O. 04/02/2002.
Ver artículo 34 de la Ley 21.526.

I. — Reducción, aumento y enajenación del capital social.
a)	 Disponer que la entidad registre contablemente pérdidas contra el previsionamiento parcial 

o total de activos cuyo estado de cobrabilidad, realización o liquidez así lo requiera, a solo 
juicio del Banco Central, y la reducción de su capital y/o afectación de reserva contra ellas;

b)	 Otorgar un plazo para que la entidad resuelva un aumento de capital social y reservas para 
cumplir con los requisitos establecidos por las normas aplicables, el que deberá ser suscripto 
e integrado dentro de dicho plazo. Los accionistas que suscriban dicho aumento de capital o 
integren nuevo capital deberán ser autorizados de conformidad con lo previsto en el artículo 
15.

El Banco Central fijará el plazo en caso del inciso a) y de este inciso teniendo en cuenta 
los plazos mínimos legales para el otorgamiento de los actos societarios del representante 
legal, del órgano de administración, y del órgano asambleario necesarios para su implemen-
tación;

c)	 Revocar la aprobación para que todos o algunos accionistas de una entidad financiera conti-
núen como tales, otorgando un plazo para la transferencia de dichas acciones, que no podrá 
ser inferior a diez (10) días;

d)	 Realizar o encomendar la venta de capital de una entidad financiera y del derecho de suscrip-
ción de aumento de capital. A este efecto, la entidad y los socios prestarán su conformidad 
y depositarán los títulos representativos de sus participaciones, si ello no hubiera ocurrido 
hasta ese momento.

II. — Exclusión de activos y pasivos y su transferencia.
Apartado sustituido por art. 1
 de la Ley N° 25.780, B.O. 08/09/2003.

a)	 Disponer la exclusión de activos a su elección, valuados de conformidad con las normas 
contables aplicables a los balances de las entidades financieras, ajustados a su valor neto 
de realización, por un importe que no sea superior al de los distintos rubros del pasivo men-
cionados en el inciso b).

Podrán excluirse activos sujetos a gravamen real de prenda e hipoteca por el valor neto 
que resulte de restar al valor del bien, estimado según precios de mercado, el valor nominal 
del crédito, asumiendo quien llegara a tener la disposición del bien gravado la obligación de 
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satisfacer los derechos del acreedor hipotecario o prendario, hasta el producido neto de su 
venta. Los bienes sujetos a embargo judicial podrán excluirse sin limitación de ninguna especie.

El Banco Central de la República Argentina dictará, con carácter general, las normas de 
valuación de activos pertinentes.

A los fines del presente inciso y cuando el Banco Central de la República Argentina lo 
considere conveniente, podrán constituirse fideicomisos financieros con todos o parte de 
los activos de la entidad, emitiéndose uno (1) o más certificados de participación por valores 
nominales equivalentes a los pasivos que se excluyan.

La entidad, en su caso, asumirá el carácter de beneficiaria o fideicomisaria.
b) El Banco Central de la República Argentina podrá excluir total o parcialmente los pasivos 

referidos en el artículo 49, inciso e), así como, en su caso, los créditos del Banco Central 
de la República Argentina definidos en el artículo 53, respetando el orden de prelación entre 
estos acreedores. En la exclusión parcial se deberá respetar el orden de prelación contenido 
en el inciso e) del artículo 49 sin que, en ningún caso, se asigne tratamiento diferenciado a 
pasivos del mismo grado.

c)	 Autorizar y encomendar la transferencia de los activos y pasivos excluidos conforme a los 
incisos a) y b), a favor de entidades financieras. También se podrán transferir activos en 
propiedad fiduciaria a fideicomisos financieros en los términos de la Ley nº 24.441, cuando 
sea necesario para alcanzar el propósito de este artículo.

III. — Intervención judicial.
Apartado sustituido por art. 2
de la Ley N° 25.780, B.O. 08/09/2003. 

De ser necesario, a fin de implementar las alternativas previstas en este artículo, el Banco 
Central de la República Argentina deberá solicitar al juez de comercio, la intervención judicial de 
la entidad, con desplazamiento de las autoridades estatutarias de administración, y determinar 
las facultades que estime necesarias a fin del cumplimiento de la función que le sea asignada.

Ante esa solicitud, el magistrado deberá decretar de inmediato y sin substanciación, la in-
tervención judicial de la entidad financiera, teniendo a las personas designadas por el Banco 
Central de la República Argentina como interventores judiciales, con todas las facultades de-
terminadas por el Banco Central de la República Argentina, manteniéndolos en sus respectivos 
cargos hasta tanto se verifique el cumplimiento total del cometido encomendado.

La intervención judicial de una entidad sujeta al procedimiento establecido en el Apartado 
ii) producirá la radicación, ante el juez que intervenga, de todos los juicios de contenido patri-
monial que afectaren a los activos excluidos o se refieran a los pasivos excluidos.

IV. — Responsabilidad.
Apartado sustituido por art. 3
de la Ley N° 25.780, B.O. 08/09/2003.

En los casos previstos en este artículo se aplicará lo dispuesto por el artículo 49, segundo 
párrafo in fine de la Carta Orgánica del Banco Central de la República Argentina, aprobada por el 
artículo 1 de la Ley nº 24.144 y sus modificaciones, respecto de éste, los fideicomisos referidos 
en el artículo 18, inciso b) de dicho ordenamiento, y los terceros que hubieran realizado los 
actos en cuestión, salvo la existencia de dolo. La falta de derecho al reclamo de daños y per-
juicios y consecuente ausencia de legitimación alcanza a la misma entidad y sus acreedores, 
asociados, accionistas, administradores y representantes.

V. — Transferencias de activos y pasivos excluidos.
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Apartado sustituido por art. 4
de la Ley N° 25.780, B.O. 08/09/2003. 

a)	 Las transferencias de activos y pasivos de entidades financieras autorizadas, encomenda-
das o dispuestas por el Banco Central de la República Argentina, así como cualquier otro 
acto que complemente a las anteriores o resulte necesario para concretar la reestructura-
ción de una entidad financiera, se rigen exclusivamente por lo dispuesto en esta ley, siendo 
inaplicable a estos casos la Ley nº 11.867.

b)	 No podrán iniciarse o proseguirse actos de ejecución forzada sobre los activos excluidos 
cuya transferencia hubiere autorizado, encomendado o dispuesto el Banco Central de la 
República Argentina en el marco de este artículo, salvo que tuvieren por objeto el cobro 
de un crédito hipotecario, prendario o derivado de una relación laboral. Tampoco podrán 
trabarse medidas cautelares sobre los activos excluidos. El juez actuante a los fines de la 
intervención prevista en el Apartado iii) ordenará, de oficio o a pedido de los interventores 
o de quienes adquieran activos en propiedad plena o fiduciaria, sin substanciación, el inme-
diato levantamiento de los embargos y/o inhibiciones generales trabados, los que no podrán 
impedir la realización o transferencia de los activos excluidos debiendo recaer las medidas 
cautelares derivadas de créditos laborales sobre el producido de su realización.

c)	 Los actos autorizados, encomendados o dispuestos por el Banco Central de la República 
Argentina en el marco de este artículo que importen la transferencia de activos y pasivos 
o la complementen o resulten necesarios para concretar la reestructuración de una entidad 
financiera, así como los relativos a la reducción, aumento y enajenación del capital social, 
no están sujetos a autorización judicial alguna ni pueden ser reputados ineficaces respecto 
de los acreedores de la entidad financiera que fuera propietaria de los activos excluidos, aun 
cuando su insolvencia fuere anterior a cualquiera de dichos actos.

d)	 Los acreedores de la Entidad Financiera enajenante de los activos excluidos no tendrán 
acción o derecho alguno contra los adquirentes de dichos activos, salvo que tuvieren privile-
gios especiales que recaigan sobre bienes determinados.

e)	 El adquirente en propiedad plena o fiduciaria a quien se le transfiera un activo excluido por 
aplicación de esta norma, podrá intervenir en todo proceso judicial en el cual el anterior 
titular actúe como parte o tercero y que involucre los activos excluidos, en igual calidad que 
éste, sustituyéndolo aun como parte principal, sin que se requiera la conformidad expresa 
de la parte contraria.

Artículo incorporado por art. 3
de la Ley nº 24.485, B.O. 18/04/1995.

Artículo 35 ter — La oportunidad, mérito y conveniencia de los actos adoptados por el Banco 
Central de la República Argentina o la Superintendencia de Entidades Financieras y Cambiarias, 
en ejercicio de las competencias y funciones adjudicadas por los Artículos 49 de la Carta Or-
gánica del Banco Central de la República Argentina , y 34, 35 bis, 44, 45 de la Ley de Entidades 
Financieras y normas concordantes y complementarias de las anteriores, sólo serán revisables 
en sede judicial cuando hubiere mediado arbitrariedad o irrazonabilidad manifiestas. El mismo 
régimen alcanzará a los actos complementarios de los anteriores adoptados por otros órganos 
de la Administración Pública Nacional.

Artículo incorporado por art. 5 
de la Ley N° 25.780, B.O. 08/09/2003.
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Título IV | Régimen informativo, contable y de control

Capítulo I | Informaciones, contabilidad y balances
Artículo 36 — La contabilidad de las entidades y la confección y presentación de sus balances, 
cuentas de ganancias y pérdidas, demás documentación referida a su estado económico finan-
ciero e informaciones que solicite el Banco Central de la República Argentina, se ajustarán a las 
normas que el mismo dicte al respecto.

Dentro de los noventa días de la fecha de cierre del ejercicio, las entidades deberán publicar, 
con no menos de quince días de anticipación a la realización de la asamblea convocada a los 
efectos de su consideración, el balance general y su cuenta de resultados con certificación 
fundada de un profesional inscripto en la matrícula de contador público.

Capítulo II | Control
Artículo 37 — Las entidades financieras deberán dar acceso a su contabilidad, libros, corres-
pondencia, documentos y papeles, a los funcionarios que el Banco Central de la República 
Argentina designe para su fiscalización u obtención de informaciones. La misma obligación 
tendrán los usuarios de créditos, en el caso de existir una verificación o sumario en trámite.

Artículo 38 — Cuando personas no autorizadas realicen operaciones de intermediación habi-
tual entre la oferta y la demanda de recursos financieros o actúen en el mercado del crédito, el 
Banco Central de la República Argentina podrá requerirles información sobre la actividad que 
desarrollen y la exhibición de sus libros y documentos; si se negaren a proporcionarla o a exhi-
birlos, aquél podrá solicitar orden de allanamiento y el auxilio de la fuerza pública.

El Banco Central de la República Argentina, comprobada la realización de operaciones que 
no se ajusten a las condiciones especificadas en las disposiciones de esta ley, se encontrará 
facultado para:
a)	 Disponer el cese inmediato y definitivo de la actividad, y
b)	 Aplicar las sanciones previstas en el artículo 41.

Título V | Secreto
Título modificado por art. 3
de la Ley nº 24.144, B.O. 22/10/1992.

Artículo 39 — Las entidades comprendidas en esta ley no podrán revelar las operaciones pa-
sivas que realicen.

Sólo se exceptúan de tal deber los informes que requieran:
a)	 Los jueces en causas judiciales, con los recaudos establecidos por las leyes respectivas;
b)	 El Banco Central de la República Argentina en ejercicio de sus funciones;
c)	 Los organismos recaudadores de impuestos nacionales, provinciales o municipales sobre la 

base de las siguientes condiciones:
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—	 Debe referirse a un responsable determinado;
—	 Debe encontrarse en curso una verificación impositiva con respecto a ese responsable, y
—	 Debe haber sido requerido formal y previamente.

Respecto de los requerimientos de información que formule la Dirección General Impositiva, no 
serán de aplicación las dos primeras condiciones de este inciso.

d)	 Las propias entidades para casos especiales, previa autorización expresa del Banco Central 
de la República Argentina.
El personal de las entidades deberá guardar absoluta reserva de las informaciones que lle-

guen a su conocimiento.

Artículo 40 — Las informaciones que el Banco Central de la República Argentina reciba o recoja 
en ejercicio de sus funciones, vinculadas a operaciones pasivas, tendrán carácter estrictamente 
confidencial.

El personal del Banco Central de la República Argentina, o de auditorías externas que éste 
contrate para cumplir sus funciones, deberá guardar absoluta reserva sobre las informaciones 
que lleguen a su conocimiento. Los profesionales intervinientes en dichas auditorías externas 
quedarán sujetos a las disposiciones de los artículos 41 y 42 de la presente ley.

Las informaciones que publique o exija hacer públicas el Banco Central de la República 
Argentina, sobre las entidades comprendidas en esta ley, mostrarán los diferentes rubros que, 
para las operaciones pasivas, como máximo podrán contener la discriminación del Balance 
General y cuenta de resultados mencionados en el artículo 36.

Título VI | Sanciones y recursos
Título modificado por art. 3
de la Ley nº 24.144, B.O. 22/10/1992.

Artículo 41 — Quedarán sujetas a sanción por el Banco Central de la República Argentina las 
infracciones a la presente ley, sus normas reglamentarias y resoluciones que dicte el Banco 
Central de la República Argentina en ejercicio de sus facultades.

Las sanciones serán aplicadas por el presidente del Banco Central de la República Argentina, 
o la autoridad competente, a las personas o entidades o ambas a la vez, que sean responsables 
de las infracciones enunciadas precedentemente, previo sumario que se instruirá con audiencia 
de los imputados, con sujeción a las normas de procedimiento que establezca la indicada insti-
tución y podrá consistir, en forma aislada o acumulativa, en:
1.	 Llamado de atención.
2.	 Apercibimiento.
3.	 Multas.
4.	 Inhabilitación temporaria o permanente para el uso de la cuenta corriente bancaria.
5.	 Inhabilitación temporaria o permanente para desempeñarse como promotores, fundadores, 

directores, administradores, miembros de los consejos de vigilancia, síndicos, liquidadores, 
gerentes, auditores, socios o accionistas de las entidades comprendidas en la presente ley.

Inciso modificado por art. 3
de la Ley nº 24.485, B.O. 18/04/1995.

6. 	Revocación de la autorización para funcionar.
El Banco Central de la República Argentina reglamentará la aplicación de las multas, tenien-

do en cuenta para su fijación los siguientes factores:
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—	 Magnitud de la infracción.
—	 Perjuicio ocasionado a terceros.
—	 Beneficio generado para el infractor.
—	 Volumen operativo del infractor.
—	 Responsabilidad patrimonial de la entidad.
Si del sumario se desprendiere la comisión de delitos, el Banco Central de la República Ar-

gentina promoverá las acciones penales que correspondieran, en cuyo caso podrá asumir la 
calidad de parte querellante en forma promiscua con el ministerio fiscal.

Artículo 42 — Las sanciones establecidas en los incisos 1) y 2) del artículo anterior, sólo serán 
recurribles por revocatoria ante el presidente del Banco Central de la República Argentina.

Aquellas sanciones a las que se refieren los incisos 3), 4), 5) y 6) del artículo anterior, serán 
apelables, al solo efecto devolutivo por ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Conten-
cioso Administrativo Federal de la Capital Federal.

En el caso del inciso 6, hasta tanto se resuelva el recurso, dicha Cámara dispondrá la in-
tervención judicial de la entidad sustituyendo a los representantes legales en sus derechos y 
facultades.

Los recursos deberán interponerse y fundarse ante el Banco Central de la República Argen-
tina dentro de los quince (15) días hábiles a contar desde la fecha de notificación de la resolu-
ción. Si el recurso fuera de apelación, las actuaciones deberán elevarse a la Cámara dentro de 
los quince (15) días hábiles siguientes.

Para el cobro de las multas aplicadas en virtud del inciso 3) del artículo anterior, el Banco 
Central de la República Argentina seguirá el procedimiento de ejecución fiscal previsto en el 
Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Constituirá título suficiente la copia simple de 
la resolución que aplicó la multa, suscrita por dos firmas autorizadas del Banco Central de la 
República Argentina, sin que puedan oponerse otras excepciones que la de prescripción, espera 
y pago documentados.

La prescripción de la acción que nace de las infracciones a que se refiere este artículo, se 
operará a los seis (6) años de la comisión del hecho que la configure. Ese plazo se interrumpe 
por la comisión de otra infracción y por los actos y diligencias de procedimientos inherentes a 
la sustanciación del sumario, una vez abierto por resolución del presidente del Banco Central 
de la República Argentina. La prescripción de la multa se operará a los tres (3) años contados a 
partir de la fecha de notificación de dicha sanción firme.

Los profesionales de las auditorías externas designadas por las Entidades Financieras para 
cumplir las funciones que la ley, las normas reglamentarias y las resoluciones del Banco Central 
de la República Argentina dispongan, quedarán sujetas a las previsiones y sanciones estableci-
das en el artículo 41 por las infracciones al régimen.

Párrafo incorporado por art. 1
de la Ley nº 24.627, B.O. 18/03/1996.

Las Sociedades Calificadoras de Riesgo, sus integrantes profesionales intervinientes y 
cualquier otra persona física o jurídica que en el ejercicio de sus funciones o con motivo de 
una profesión o título habilitante, produjera informes u opiniones técnicas de cualquier espe-
cie, en infracción o contrarios a las normas de su arte, oficio o profesión, quedarán también 
sujetos por las consecuencias de sus actos a las previsiones y sanciones del artículo 41.

Párrafo incorporado por art. 1
de la Ley nº 24.627, B.O. 18/03/1996.
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Título VII
Título modificado por art. 3
de la Ley nº 24.144, B.O. 22/10/1992.

Capítulo I | Revocación de la autorización para funcionar, 
disolución y liquidación de las entidades financieras
Artículo 43 — Cualquiera sea la causa de la disolución de una entidad comprendida en la 
presente ley, las autoridades legales o estatutarias deberán comunicarlo al Banco Central de la 
República Argentina, en un plazo no mayor a los dos (2) días hábiles de tomado conocimiento 
de la misma. Igual procedimiento deberá observarse en el caso de decisión de cambio del 
objeto social.

Artículo 44 — El Banco Central de la República Argentina podrá resolver la revocación de la 
autorización para funcionar de las entidades financieras:
a)	 A pedido de las autoridades legales o estatutarias de la entidad;
b)	 En los casos de disolución previstos en el Código de Comercio o en las leyes que rijan su 

existencia como persona jurídica;
c)	 Por afectación de la solvencia y/o liquidez de la entidad que, a juicio del Banco Central de la 

República Argentina, no pudiera resolverse por medio de un plan de regularización y saneamiento;
d)	 En los demás casos previstos en la presente ley.

Al resolver la revocación de la autorización para funcionar o durante el período de suspen-
sión transitoria de una Entidad Financiera, el Banco Central de la República Argentina podrá 
ordenar que se efectivice el pago de los acreedores laborales previstos en el inciso b) del Artí-
culo 53, y a los depositantes del privilegio general previsto en los apartados i) e ii) del inciso e) 
del artículo 49, respetando el orden de prelación respectivo y distribuyendo los fondos de que 
disponga la entidad a prorrata entre los acreedores de igual rango, cuando fueren insuficientes.

Último párrafo, sustituido por art. 6
de la Ley N° 25.780, B.O. 08/09/2003.

Artículo 45 — El Banco Central de la República Argentina deberá notificar de inmediato y de ma-
nera fehaciente la resolución adoptada a las autoridades legales o estatutarias de la ex entidad 
y al juzgado comercial competente, en su caso.

En los casos previstos en los incisos a) y b) del artículo 44 de la presente ley, si las autoridades 
legales o estatutarias de la entidad lo solicitaren al juez de la causa, y éste considerare que exis-
ten garantías suficientes podrá, previa conformidad del Banco Central de la República Argentina, 
el que deberá expedirse en el plazo de cinco (5) días autorizarlas o disponer a que ellas mismas 
administren el proceso de cese de la actividad reglada o de liquidación de la entidad. En cualquier 
estado del proceso de autoliquidación de la Entidad o de la persona jurídica, el juez podrá dispo-
ner la continuidad de las mismas por la vía judicial si se dieran los presupuestos de la legislación 
societaria o concursal para adoptar tal determinación.

Cuando se verifique la causal prevista en el inciso c) del artículo 44 de la presente ley, aunque 
concurra con cualquier otra, o cuando se trate del supuesto previsto en el inciso d) del mismo ar-
tículo, sólo procederá la liquidación judicial de la ex entidad, salvo que correspondiere su quiebra 
y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 35 bis de la presente ley.

Cuando las autoridades legales o estatutarias de una entidad soliciten su liquidación directa-
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mente al Juez, previo a todo trámite éste notificará al Banco Central de la República Argentina para 
que tome la intervención que le corresponde conforme a esta ley.

Si la resolución de revocación de la autorización para funcionar dispusiere el pedido de quie-
bra de la ex entidad, el juez interviniente deberá expedirse de inmediato. No mediando petición 
de quiebra por el Banco Central de la República Argentina el Juez podrá decretarla en cualquier 
estado del proceso cuando estime que se hayan configurado los presupuestos necesarios.

Los honorarios de los peritos o auxiliares que el Juez Interviniente designare a los fines de 
la presente ley, deberán fijarse en función de la tarea efectivamente realizada por aquéllos, con 
absoluta independencia de la cuantía de los activos, pasivos o patrimonio de la entidad.

Artículo sustituido por art. 1
de la Ley nº 24.627, B.O. 18/03/1996.

Artículo 46 — A partir de la notificación de la resolución que dispone la revocación de la auto-
rización para funcionar y hasta tanto el Juez competente resuelva el modo del cese de la activi-
dad reglada o de la liquidación de la ex entidad, serán nulos cualquier tipo de compromisos que 
aumenten los pasivos de la misma y cesará su exigibilidad y el devengamiento de sus intereses.

La autoliquidación, la liquidación judicial y/o la quiebra de las entidades financieras queda-
rán sometidas a lo prescripto por las Leyes N° 19.550 y N° 24.522 en todo aquello que no se 
oponga a lo dispuesto en la presente ley.

En los procesos de autoliquidación, liquidación o quiebra al requerimiento del Juzgado Inter-
viniente, el Banco Central de la República Argentina deberá informar y prestar asistencia técnica 
sobre los asuntos de su conocimiento en virtud del ejercicio de sus funciones de superintendencia 
cumplidas con anterioridad a la revocación de la autorización para funcionar.

Artículo incorporado por art. 1 
de la Ley nº 24.627, B.O. 18/03/1996.
Ver art. 34 de la Ley 21.526.

Artículo 47 — La resolución que disponga la revocación de la autorización para funcionar será 
apelable, al solo efecto devolutivo, por ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencio-
so Administrativo Federal de la Capital Federal. El recurso deberá interponerse y fundarse ante 
el Banco Central de la República Argentina dentro de los quince (15) días hábiles siguientes.

Capítulo II | Liquidación judicial
Artículo 48 — El liquidador judicial deberá ser designado por el juez competente, conforme a lo 
dispuesto por la Ley de Concursos y Quiebras para los síndicos. En el supuesto de que se decla-
rare la quiebra de la entidad, el liquidador designado continuará desempeñándose como síndico.

Párrafo modificado por art. 3 
de la Ley nº 24.485, B.O. 18/04/1995.

Desde la resolución de revocación de la autorización para funcionar y hasta tanto el juez 
competente resuelva el modo de la liquidación de la actividad y/o de la ex entidad, serán nulos 
cualquier tipo de compromisos que aumenten los pasivos de las ex entidades y cesará la exigi-
bilidad y devengamiento de sus intereses.

El liquidador judicial podrá solicitar orden de allanamiento y el auxilio de la fuerza pública 
para asegurar el cumplimiento de la decisión del juez.

Los honorarios del liquidador judicial se fijarán también en función de la efectiva tarea realiza-
da, con absoluta independencia de la cuantía de los activos, pasivos y/o patrimonio de la entidad.
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Estando la ex entidad en proceso de liquidación judicial, el liquidador presentará dentro del 
plazo de cuarenta y cinco (45) días hábiles contados a partir de la aceptación del cargo, un in-
forme que permita al juez conocer el patrimonio de la ex entidad financiera y deberá solicitar de 
inmediato la declaración de quiebra si advirtiera la cesación de pagos por sí mismo, o en virtud de 
pedidos de quiebra iniciados por terceros. El juez deberá disponerla si advirtiera la existencia de 
presupuestos falenciales. Será removido el liquidador que no presentará dicho informe en el plazo 
establecido, sin que sea necesaria intimación previa.

Quinto párrafo, incorporado por art. 7 
de la Ley N° 25.780, 08/09/2003.

Artículo 49 — La liquidación judicial se realizará de acuerdo a las siguientes disposiciones y 
con aplicación de las normas sobre liquidación de sociedades, en lo que no queda expresamen-
te contemplado a continuación:
a)	 Desde la resolución de revocación de la autorización para funcionar, ningún acreedor por 

causa o título anterior a la revocación podrá iniciar o proseguir actos de ejecución forzada 
sobre los bienes de la ex entidad, salvo que tuvieren por objeto el cobro de un crédito hipo-
tecario, prendario o derivado de una relación laboral.

		  Los embargos y/o inhibiciones generales trabados, no podrán impedir la realización de 
los bienes de la ex entidad y deberán recaer sobre el producido de su realización, por hasta 
los montos originalmente constituidos;

b)	 La resolución que disponga la liquidación judicial tendrá la misma publicidad que la esta-
blecida por la ley de Concursos para la declaración de quiebra, aplicándose de igual modo, 
en forma analógica, la publicidad y procedimiento para la insinuación y verificación de los 
créditos que componen el pasivo. Los pagos a los acreedores deberán efectuarse con la 
previa conformidad del juez interviniente, en concordancia con el inciso g), y aplicándose 
igualmente en forma analógica lo dispuesto por la Ley de Concursos y Quiebras para la 
liquidación de los bienes y proyecto de distribución y pago a los acreedores.

Inciso modificado por art. 3 
de la Ley nº 24.485, B.O. 18/04/1995.

c)	 El liquidador judicial determinará la totalidad de obligaciones exigibles provenientes de depósi-
tos de sumas de dinero, estableciendo la procedencia del pago y genuinidad de los instrumentos;

d)	
Inciso derogado por art. 8
de la Ley N° 25.780, B.O. 08/09/2003.

e)	 Con el orden de prelación que resulta de los apartados siguientes tendrán privilegio general 
para el cobro de sus acreencias por sobre todos los demás créditos, con excepción de los 
créditos con privilegio especial de prenda e hipoteca y los acreedores laborales enunciados 
en los incisos a) y b) del Artículo 53, los siguientes:
i)	 Los depósitos de las personas físicas y/o jurídicas hasta la suma de cincuenta mil pe-

sos ($ 50.000), o su equivalente en moneda extranjera, gozando de este privilegio una 
sola persona por depósito. Habiendo más de un titular la suma se prorrateará entre los 
titulares de la imposición privilegiada. A los fines de la determinación del privilegio, se 
computará la totalidad de los depósitos que una misma persona registre en la entidad.

ii)	 Los depósitos constituidos por importes mayores, por las sumas que excedan la indicada 
en el apartado anterior.

iii) Los pasivos originados en líneas comerciales otorgadas a la entidad y que afecten direc-
tamente al comercio internacional.
Los privilegios establecidos en los apartados i) e ii) precedentes no alcanzarán a los 
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depósitos constituidos por las personas vinculadas, directa o indirectamente, a la entidad, 
según las pautas establecidas o que establezca en el futuro el Banco Central de la República 
Argentina.

Inciso sustituido por art. 9 
de la Ley N° 25.780, B.O. 08/09/2003.

f)	 El liquidador judicial realizará informes mensuales a partir del previsto en el quinto párrafo 
del artículo 48 sobre el estado de la liquidación, los que permanecerán a disposición de los 
interesados en el juzgado interviniente en la liquidación.

Inciso sustituido por art. 10
de la Ley N° 25.780, B.O. 08/09/2003.

g)	 Concluidas las operaciones de liquidación judicial, el liquidador presentará al juez intervi-
niente el balance final con una memoria explicativa de sus resultados y con un proyecto 
de distribución de fondos, previa deducción de los importes necesarios para cancelar las 
deudas que no hubieren podido ser satisfechas.

De la presentación se dará cuenta por edictos publicados por tres (3) días, en dos (2) 
diarios del lugar en que la ex entidad haya tenido su sede social, uno de los cuales será el 
de anuncios legales.

Los socios y acreedores reconocidos sólo podrán formular impugnaciones al balance final 
de la liquidación y al proyecto de distribución de fondos dentro de los treinta (30) días hábiles si-
guientes al de la última publicación y ellas serán resueltas por el juez en el expediente de la liqui-
dación, donde los impugnantes tendrán derecho a intervenir en calidad de parte. La sentencia 
que se dicte tendrá efecto aun con respecto a quienes no hubieran formulado impugnaciones. 
Transcurrido el plazo de treinta (30) días hábiles sin que se hubieran producido impugnaciones, 
o resueltas éstas judicialmente, tanto el balance como el proyecto de distribución se tendrán 
por aprobados con las modificaciones que puedan resultar de la sentencia y se procederá a la 
distribución;

h)	 Las sumas de dinero no reclamadas por sus titulares serán depositadas en el juzgado intervinien-
te por el plazo de un (1) año, a contar de la publicación de la declaración judicial de finalización 
de la liquidación. Dichos fondos podrán ser invertidos a propuesta del liquidador judicial.

El derecho de los acreedores a percibir los importes que les correspondiere en la dis-
tribución prescribirá en el plazo indicado. La prescripción operará de pleno derecho, des-
tinándose los importes no cobrados al Instituto Nacional de Previsión Social para Jubilados y 
Pensionados;

i)	 Distribuidos los fondos o, en su caso, efectuada la entrega indicada precedentemente, el 
juez, mediante resolución que será publicada por un (1) día en dos (2) diarios del lugar en 
que la entidad haya tenido su sede social, uno de los cuales será el de anuncios legales, 
declarará finalizada la liquidación.

Los acreedores de la ex entidad sólo podrán accionar contra ella en tanto no haya sido 
pronunciada la declaración de finalización de la liquidación y únicamente hasta la concu-
rrencia de los bienes no realizados, fondos no distribuidos o importes no depositados, sin 
perjuicio de las acciones que les correspondiere contra los socios en forma individual;

j)	 Los libros y documentación de la entidad liquidada serán depositadas en el lugar que el juez 
designe, por el plazo de diez (10) años, a contar de la fecha de publicación de declaración 
judicial de finalización de la liquidación, a cuyo vencimiento serán destruidos.

k)	 Todos los juicios de contenido patrimonial iniciados o a iniciarse en contra de la ex entidad 
o que afectaren sus activos tramitarán ante el juez que entienda en la liquidación judicial, sin 
perjuicio de lo establecido en el primer párrafo del artículo 56 de la presente ley.
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Inciso incorporado por art. 1
de la Ley nº 24.627, B.O. 18/03/1996.

Capítulo III | Quiebras
Artículo 50 — Las entidades financieras no podrán solicitar la formación de concurso preventi-
vo ni su propia quiebra. No podrá decretarse la quiebra de las entidades financieras hasta tanto 
les sea revocada la autorización para funcionar por el Banco Central de la República Argentina. 
A partir de esa revocación regirá lo dispuesto en el artículo 52 de la presente ley.

Cuando la quiebra sea pedida por circunstancias que la harían procedente según la legislación 
común, los jueces rechazarán de oficio el pedido y darán intervención al Banco Central de la Repúbli-
ca Argentina para que, si así correspondiere, se formalice la petición de quiebra.

Si la resolución del Banco Central de la República Argentina que dispone la revocación de la 
autorización para funcionar, comprendiere la decisión de peticionar la quiebra de la ex entidad, 
dicho pedido deberá formalizarse inmediatamente ante el juez competente.

Ante un pedido de quiebra formulado por el liquidador judicial el juez podrá dictarla sin más 
trámite, conforme lo establecido en el párrafo anterior o de considerarlo necesario, emplazar al 
deudor en los términos y plazos que la ley de Concursos y Quiebras establece, para que invoque 
y pruebe cuanto estime conveniente a su derecho.

Artículo sustituido por art. 11
de la Ley N° 25.780, B.O. 08/09/2003.

Artículo 51 — Una vez que el juez interviniente declare la quiebra, ésta quedará sometida a las 
prescripciones de esta ley y de la Ley de Concursos y Quiebras, salvo en lo concerniente a las 
siguientes disposiciones:
a)	 No serán reputados ineficaces ni susceptibles de revocación, de conformidad con las nor-

mas de la Ley de Concursos y Quiebras, los actos realizados o autorizados por el Banco 
Central por los supuestos previstos en la ley vigente hasta la sanción de la ley 24.144, ni los 
actos realizados o autorizados a realizar a entidades o terceros de acuerdo a las disposicio-
nes del artículo 35 bis de la presente ley y el artículo 17 incisos b, c y e de la Carta Orgánica 
del Banco Central, ni los créditos del Banco Central con el privilegio absoluto del artículo 53 
ni sus garantías.

b)	 En ningún caso serán aplicables las normas sobre continuación de la explotación de la empresa;
c)	 Lo dispuesto por los incisos d) y e) del artículo 49 será igualmente aplicable en caso de quiebra.
d)	 La verificación de créditos del Banco Central de la República Argentina se formalizará sin ne-

cesidad de cumplir con el recaudo de acompañar los títulos justificativos de los mismos, a los 
que se refiere el artículo 32 de la Ley N° 24.522, bastando a tales efectos la certificación de 
los saldos contables emitidos por el Banco Central de la República Argentina. Esta disposición 
será de aplicación al caso previsto en el artículo 49 inciso b).

Inciso incorporado por art. 1
de la Ley nº 24.627, B.O. 18/03/1996.
Artículo sustituido por art. 3 
de la Ley nº 24.485, B.O. 18/04/1995.

Artículo 52 — Habiéndose dispuesto las exclusiones previstas en el apartado ii del artículo 35 
bis de la presente ley ningún acreedor, con excepción del Banco Central de la República Argen-



46 | Marco Legal del Sistema Financiero 2021

Ley 21.526 | Ley de Entidades Financieras

tina, podrá solicitar la quiebra de la ex entidad sino cuando hubieren transcurrido sesenta (60) 
días corridos contados a partir de la revocación de la autorización para funcionar. Transcurrido 
dicho plazo la quiebra podrá ser declarada a pedido de cualquier acreedor, pero en ningún caso 
afectará los actos de transferencia de los activos y pasivos excluidos realizados o autorizados 
de acuerdo a las disposiciones del mencionado artículo, aun cuando estos estuvieren en trámi-
te de instrumentación y perfeccionamiento.

Artículo sustituido por art. 1
de la Ley nº 24.627, B.O. 18/3/1996.

Artículo 53 — Los fondos asignados por el Banco Central de la República Argentina y los pagos 
efectuados en virtud de convenios de créditos recíprocos o por cualquier otro concepto y sus 
intereses, le serán satisfechos a éste con privilegio absoluto por sobre todos los demás crédi-
tos, con las siguientes excepciones en el orden de prelación que sigue:
a)	 Los créditos con privilegio especial por causa de hipoteca, prenda y los créditos otorgados 

conforme a lo previsto por el artículo 17 incisos b) c) y f) de la Carta Orgánica del Banco 
Central de la República Argentina, en la extensión de sus respectivos ordenamientos. Los 
créditos otorgados por el Fondo de Liquidez Bancaria (FLB) creado por el Decreto nº 32 del 
26 de diciembre de 2001, garantizados por prenda o hipoteca, gozarán de idéntico privilegio.

Inciso sustituido por art. 15 
de la Ley N° 25.562, B.O. 08/02/2002.

b)	 Los créditos privilegiados emergentes de las relaciones laborales, comprendidos en el artículo 
268 de la Ley N° 20.744 y sus modificatorias. Gozarán del mismo privilegio los intereses que 
se devenguen por las acreencias precedentemente expuestas, hasta su cancelación total.

c)	 Los créditos de los depositantes de acuerdo con lo previsto en el artículo 49, inciso e), apar-
tados i) e ii).

Inciso sustituido por art. 12
de la Ley N° 25.780, B.O. 08/09/2003.
Artículo sustituido por art. 1 
de la ley nº 24.627, B.O. 18/03/1996.

Capítulo IV | Disposiciones comunes
Artículo 54 — A los efectos del artículo 793 del Código de Comercio, las certificaciones de 
los saldos deudores en cuenta corriente serán suscritas por los funcionarios que actúen en la 
administración del proceso de autoliquidación, el liquidador judicial o el síndico de la quiebra 
de las ex entidades de que se trate.

El art. 793 del Código de Comercio se corresponde 
con el art. 1406 del Código Civil y Comercial de la 
Nación - Ley 26.994- (B.O. 08.10.2014).

Artículo 55 — El Banco Central de la República Argentina, tendrá capacidad legal para pro-
mover las acciones civiles y penales que correspondan contra las personas responsables de 
actos previstos en el Código Penal. En las acciones penales, podrán asumir la calidad de parte 
querellante.
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También podrá asumir esa calidad, en las causas penales que se instruyan por quiebra frau-
dulenta o culpable de acuerdo con las respectivas normas del Código Penal.

Artículo 56 — El juez que previno en el trámite de intervención judicial conocerá también en 
el trámite de los procesos de autoliquidación, liquidación judicial o quiebra, sin perjuicio de las 
disposiciones específicas sobre competencia material que contengan los respectivos Códigos 
Procesales.

Toda cuestión relacionada con la competencia del juzgado se resolverá por vía incidental, 
continuándose el trámite principal ante el de su radicación, hasta que exista una sentencia 
firme que decrete la incompetencia, en cuyo caso se ordenará el paso del expediente al que 
corresponda, siendo válidas todas las actuaciones que se hubieren cumplido hasta entonces.

Artículo incorporado por art. 1
de la Ley nº 24.627, B.O. 18/03/1996.

Título VIII | Disposiciones varias y transitorias

Capítulo I | Disposiciones varias
Artículo 57 — Las entidades comprendidas en la presente ley prestarán los servicios espe-
ciales vinculados con la seguridad social que el Banco Central de la República Argentina les 
requiera por indicación del Poder Ejecutivo Nacional. Estos servicios serán remunerados, salvo 
las excepciones que justificadamente se establezcan.

Capítulo II | Disposiciones transitorias
Artículo 58 — Las sociedades de crédito para consumo podrán transformarse en cajas de 
crédito o compañías financieras, cumpliendo los requisitos que correspondan a las mismas y 
en la forma que establezcan las normas que dicte el Banco Central de la República Argentina 
al respecto.

A ese efecto, tendrán un plazo de un año para hacerlo, a contar de la fecha en que se pu-
bliquen las normas correspondientes, plazo que podrá ser prorrogado por un idéntico período 
adicional en casos debidamente justificados. Vencido el plazo mencionado, se operará de pleno 
derecho la caducidad de la autorización para funcionar.

Artículo 59 — Durante el lapso indicado en el artículo anterior, dichas sociedades quedarán 
comprendidas en las disposiciones de esta ley y sus normas reglamentarias, siéndoles de apli-
cación las disposiciones del artículo 21 de la Ley de Entidades Financieras (t.o. en 1974) que 
mantiene vigencia a este solo fin por el referido término, alcanzando a sus depósitos las dispo-
siciones del artículo 56.

Artículo 60 — Las cajas de crédito deberán adecuar su operatoria a lo dispuesto en la presente 
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ley. A ese efecto tendrán un plazo de un año, a contar de la fecha en que se publiquen las nor-
mas correspondientes, el que podrá ser prorrogado por un idéntico período adicional, en casos 
debidamente justificados, y de acuerdo con la evolución del sistema.

Artículo 61 — Durante el lapso señalado en el artículo anterior y al solo efecto de sus opera-
ciones, les serán de aplicación a las cajas de crédito las disposiciones de los artículos 22 y 24, 
apartado B, de la Ley de Entidades Financieras (t.o. 1974), las que mantendrán vigencia a este 
solo fin por el referido término. En todos los demás aspectos quedarán comprendidas en las 
disposiciones de la presente ley y sus normas reglamentarias.

Artículo 62 — Las cajas de crédito podrán transformarse en bancos comerciales manteniendo 
su forma jurídica cooperativa, cumpliendo los requisitos que correspondan a la citada clase de 
entidad y en la forma que establezcan las normas que dicte el Banco Central de la República 
Argentina al respecto.

En los casos previstos en el artículo 44, inciso c), las cajas de créditos y bancos comerciales 
que revistan la forma jurídica de cooperativa o de asociación civil podrán transformarse en socie-
dades anónimas o constituir una sociedad anónima para transferirle el fondo de comercio a los 
efectos del ejercicio de la actividad financiera, con la aprobación del Banco Central de la República 
Argentina.

Párrafo incorporado por art. 3
de la Ley nº 24.485, B.O. 18/04/1995.

Cualquiera sea el tipo societario, en ninguno de los supuestos previstos por el artículo 35 
bis los socios o accionistas podrán ejercer el derecho de receso, resultando inaplicables las 
disposiciones de los artículos 78, 245 y ccs. de la Ley de Sociedades Comerciales.

Párrafo incorporado por art. 3 
de la Ley nº 24.485, B.O. 18/04/1995.

Artículo 63 — Dentro del año de promulgación de la presente ley, deberá concretarse la incor-
poración efectiva de las sociedades de ahorro y préstamo para la vivienda u otros inmuebles de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 2.

A partir de esa incorporación quedarán alcanzadas por el régimen de garantía de los depósi-
tos que se establece por el artículo 56.

La Ley nº 17.594 continuará rigiendo el desenvolvimiento de las sociedades de ahorro y 
préstamo para la vivienda mientras no sean incorporadas al régimen de la presente ley.

Artículo 64 — Las remisiones contenidas en las Leyes N° 18.024 y N° 19.130 u otras disposi-
ciones legales respecto de las sanciones previstas en la Ley N° 18.061, mantendrán vigencia o 
se entenderán en los sucesivo referidas a la presente ley, según corresponda.

Artículo 65 — Deróganse la Ley N° 18.061 y complementarias y toda otra disposición que se 
oponga a la presente ley.

Artículo 66 — La presente ley comenzará a regir desde la fecha de aplicación de la ley 21.495 
sobre descentralización de los depósitos en las entidades financieras.

Artículo 67 — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archí-
vese.
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Ley de Casas, Agencias
y Oficinas de Cambio

Disposiciones que modifican o reglamentan la presente ley:

Ley N° 18.924, sancionada el 22/01/1971 (B.O. 28/01/1971)
Ley N° 21.526, sancionada el 14/02/1977 (B.O. 21/02/1977)
Decreto N° 427/79 del 16/02/1979 (B.O. 22/02/1979)
Ley N° 24.144, sancionada el 23/09/1992 (B.O. 22/10/1992)
Ley N° 27.444, sancionada el 30/05/2018 (B.O. 18/06/2018)

Artículo 1 — Las personas que se dediquen de manera permanente o habitual al comercio de 
compra y venta de monedas y billetes extranjeros, oro amonedado o en barra de buena entrega 
y cheques de viajero, giros, transferencias u operaciones análogas en moneda extranjera, debe-
rán sujetarse a los requisitos y reglamentación que establezca el Banco Central de la República 
Argentina.

El Banco Central de la República Argentina será la autoridad de aplicación de la presente ley 
y corresponderán al mismo las facultades reglamentarias en la materia.

Artículo sustituido por art. 129 
de la Ley N° 27.444 B.O. 18/06/2018

Artículo 2 —  
Artículo derogado por artículo 130 
de la Ley N° 27.444 B.O. 18/06/2018

Artículo 3 —  
Artículo derogado por artículo 130 
de la Ley N° 27.444 B.O. 18/06/2018

Artículo 4 —  
Artículo derogado por artículo 130 
de la Ley N° 27.444 B.O. 18/06/2018
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Artículo 5 — El Banco Central de la República Argentina instruirá los sumarios de prevención y 
adoptará las medidas precautorias que correspondan de acuerdo a las facultades que le otor-
guen las normas vigentes.

Asimismo, podrá requerir a las autoridades judiciales embargos, inhibiciones u otros recau-
dos de naturaleza patrimonial.

Cuando se comprueben infracciones a las normas de la presente ley y sus reglamentaciones 
administrativas, se aplicarán las sanciones previstas en el artículo 41 de la ley 21.526.

Artículo sustituido por art. 131 
de la Ley N° 27.444 B.O. 18/06/2018

Artículo 6 —  
Artículo derogado por artículo 130 de la Ley N° 
27.444 B.O. 18/06/2018

Artículo 7 —  
Artículo derogado por artículo 130 de la Ley N° 
27.444 B.O. 18/06/2018

Artículo 8 — Comuníquese, publíquese, dese a la Dirección Nacional del Registro Oficial y ar-
chívese. 
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Decreto 260/2002
Régimen de Cambios

Disposiciones que modifican o reglamentan la presente ley:

Decreto 260/2002, sancionado el 08/02/2002 (B.O. 08/02/2002)
Ley N° 27.444, sancionada el 30/05/2018 (B.O. 18/06/2018)
Decreto 609/2019, sancionado el 01/09/2019 (B.O. 01/09/2019)

Artículo 1 — Establécese un mercado libre de cambios por el cual se cursarán las operaciones 
de cambio que sean realizadas por las entidades financieras y las demás personas autorizadas 
por el Banco Central de la República Argentina para dedicarse de manera permanente o habitual 
al comercio de la compra y venta de monedas y billetes extranjeros, oro amonedado o en barra 
de buena entrega y cheques de viajero, giros, transferencias u operaciones análogas en moneda 
extranjera.

Artículo sustituido por art. 132 de la Ley N° 27.444 
B.O. 18/6/2018

Artículo 2 — Las operaciones de cambio en divisas extranjeras serán realizadas al tipo de cam-
bio que sea libremente pactado y deberán sujetarse a los requisitos y a la reglamentación que 
establezca el Banco Central de la República Argentina.

Artículo 3 — El presente decreto entrará en vigencia el día de su publicación en el Boletín Oficial.

Artículo 4 — Comuníquese, publíquese, dese a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archí-
vese. 
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Decreto 1570/2001
Decreto sancionado el 01/12/2001
B.O. 03/12/2001.

Artículo 1 — 
Artículo derogado por art. 7 
de la Ley N° 25.561, B.O. 07/01/2002.

Artículo 2 — Prohíbanse las siguientes operaciones:
a)	 Los retiros en efectivo que superen los pesos doscientos cincuenta ($ 250) o dólares estadou-

nidenses doscientos cincuenta (U$S 250) por semana, por parte del titular, o de los titulares 
que actúen en forma conjunta o indistinta, del total de sus cuentas en cada entidad financiera.

Quedan exceptuados de lo dispuesto precedentemente los importes acreditados corres-
pondientes a rubros laborales, sean éstos sueldos, haberes, remuneraciones o indemnizacio-
nes; pensiones, jubilaciones y otros previsionales; beneficios sociales y de la seguridad social; 
y los de carácter alimentario en general, eximiéndoselos de la restricción y limitación aquí 
establecida o de la que resulte de cualquier modificación a su respecto, en orden a permitir su 
libre y entera disponibilidad por parte de su titular. (Segundo párrafo incorporado por art. 1 de 
la Ley N° 25.557 B.O. 07/01/2002. Modificación suspendida por el término de hasta noventa 
(90) días, por art. 16 de la Ley N° 25.561 B.O. 07/01/2002).

Por Decreto N°1606/2001 B.O. 06/12/2001 se excluye 
del alcance del inciso a) a las siguientes operaciones:
a) Los retiros en efectivo que resulten necesarios para 
atender el pago de sueldos que no deban realizarse 
por vía bancaria, de conformidad a la legislación 
vigente;
b) Inciso derogado por art. 2 de la Ley N° 25.557 B.O. 
07/01/2002. Modificación suspendida por el término 
de hasta noventa (90) días, por art. 16 de la Ley N° 
25.561 B.O. 07/01/2002;
c) Inciso derogado por art. 2 de la Ley N° 25.557 B.O. 
07/01/2002. Modificación suspendida por el término 
de hasta noventa (90) días, por art. 16 de la Ley N° 
25.561 B.O. 07/01/2002;
d) Los retiros en efectivo por parte de las Casas de 
Cambio para su funcionamiento normal;
e) Los retiros en efectivo correspondientes a fondos 
depositados en efectivo con posterioridad a la fecha 
de publicación del Decreto nº 1570/01;
f) Otras operaciones que autorice el Banco Central de 
la República Argentina. 
Vigencia: desde la fecha de publicación
en B.O. del Decreto 1606/2001.

b)	 Las transferencias al exterior, con excepción de las que correspondan a operaciones de comercio 
exterior, al pago de gastos o retiros que se realicen en el exterior a través de tarjetas de crédito o 
débito emitidas en el país, o a la cancelación de operaciones financieras o por otros conceptos, 
en este último caso, sujeto a que las autorice el Banco Central de la República Argentina. 
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Por Decreto N° 1606/2001 B.O. 06/12/2001 se excluye 
del alcance del inciso b) a las siguientes operaciones:
a)Las transferencias al exterior de fondos ingresados 
al país con posterioridad a la fecha de publicación del 
Decreto nº 1570/01;
b)Las transferencias que se realicen a través de 
entidades financieras para la cancelación de compras 
de títulos de la Deuda Pública Nacional que se 
adquieran para realizar cualquiera de las operaciones 
previstas en el Título iv del Decreto nº 1387/01 y sus 
modificatorios, con la obligación de depositar los 
títulos adquiridos en la Caja de Valores s.a. a dichos 
efectos.

Artículo 3 — El Banco Central de la República Argentina puede disminuir las restricciones esta-
blecidas en los artículos precedentes, cuando los saldos de depósitos totales del sistema finan-
ciero aumenten respecto a los niveles al cierre del día 30 de septiembre de 2001 y las tasas de 
interés a las que se realicen las diferentes transacciones sean, a su juicio, normales.

Artículo 4 — Los depósitos a la vista o a plazo, las transferencias entre entidades financieras, las 
renovaciones, débitos en cuenta, los libramientos o acreditaciones de cheques, uso de tarjetas de 
crédito o débito, y en general cualquier tipo de operatoria bancaria que no implique disminución 
de fondos en el sistema financiero regido por la Ley nº 21.526, aunque produzcan transferencias 
entre entidades financieras, son intangibles en los términos previstos en la Ley nº 25.466.

Artículo 5 — Durante la vigencia del presente Decreto las entidades no podrán obstaculizar la 
transferencia o disposición de los fondos entre cuentas, cualquiera que fuere la entidad receptora 
de los mismos, ni percibir comisión alguna por la transferencia electrónica de fondos entre ellas 
que se realicen por cuenta y orden de sus clientes.

Artículo 6 — Los deudores que se encuentren en situación 1 y 2 de conformidad a la normativa 
del Banco Central de la República Argentina podrán realizar las operaciones de cancelación pre-
vistas en los Artículos 30, inciso a) y 39 del Decreto nº 1387/01, previa conformidad de la entidad 
acreedora. Igual temperamento se adoptará con respecto a los deudores en situación 3 al mes 
de agosto de 2001, no comprendidos en lo dispuesto por el segundo párrafo del Artículo 18 del 
Decreto nº 1524/01.

Artículo sustituido por art. 3 
del Decreto N°469/2002, B.O. 12/03/2002.
Vigencia: a partir de la fecha de su publicación en el 
Boletín Oficial, estableciéndose que, para los efectos 
resultantes de las disposiciones contenidas en su 
Artículo 1º, resulta de aplicación a partir de la fecha de 
entrada en vigencia del Decreto nº 214/ 02.

Artículo 7 — Prohíbese la exportación de billetes y monedas extranjeras y metales preciosos 
amonedados, salvo que se realice a través de entidades sujetas a la Superintendencia de Entida-
des Financieras y Cambiarias y en concordancia con las disposiciones reglamentarias que dicte 
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el Banco Central de la República Argentina, o sea inferior a dólares estadounidenses diez mil (US$ 
10.000) o su equivalente en otras monedas, al tipo de cambio vendedor del Banco de la Nación 
Argentina.

Artículo sustituido por art. 133 de la Ley N° 27.444 
B.O. 18/6/2018.

Artículo 8 — El Banco Central de la República Argentina será la Autoridad de Aplicación del 
presente Decreto, pudiendo dictar las normas necesarias para asegurar que todos los habitantes 
del país puedan usar y disponer de sus activos financieros abriendo cajas de ahorro y tarjetas 
de débito, u otros modos previstos en el presente Decreto, regulando las condiciones y el costo 
máximo al que las entidades respectivas estarán obligadas a prestar el servicio.

Artículo 9 — El presente Decreto es de orden público y tendrá vigencia desde el día de la fecha 
hasta las 24 horas del día siguiente al de cierre de las operaciones de crédito público previstas en 
el artículo 24 del Decreto nº 1387/01.

Artículo 10 — Dése cuenta al Honorable Congreso de la Nación.

Artículo 11 — Comuníquese, publíquese, dese a la Dirección Nacional del Registro Oficial y ar-
chívese. 



Marco Legal del Sistema Financiero 2021 | 55

Decreto 616/2005

Decreto 616/2005 
Decreto sancionado el 09/06/2005
B.O. 10/06/2005.

Mercado cambiario 

Régimen aplicable a los ingresos y egresos de divisas en el mercado local de cambios y a toda 
operación de endeudamiento de residentes que pueda implicar un futuro pago en divisas a no 
residentes. Requisitos que deberán cumplir las operaciones alcanzadas. Deróganse el Decreto nº 
285/2003 y la Resolución nº 292/2005 del Ministerio de Economía y Producción. Vigencia.

Artículo 1 — Dispónese que los ingresos y egresos de divisas al mercado local de cambios y 
toda operación de endeudamiento de residentes que pueda implicar un futuro pago en divisas 
a no residentes, deberán ser objeto de registro ante el Banco Central de la República Argentina.

Artículo 2 — Todo endeudamiento con el exterior de personas físicas y jurídicas residentes en 
el país pertenecientes al sector privado, a excepción de las operaciones de financiación del co-
mercio exterior y las emisiones primarias de títulos de deuda que cuenten con oferta pública y 
cotización en mercados autorregulados, ingresado al mercado local de cambios, deberá pactarse 
y cancelarse en plazos no inferiores a trescientos sesenta y cinco (365) días corridos, cualquiera 
sea su forma de cancelación.

Por art. 1° de la Resolución N° 1/2017 del Ministerio 
de Hacienda B.O. 5/1/2017 se reduce a CERO (0) días 
el plazo previsto en el presente artículo. Vigencia: 
a partir de la fecha de su publicación en el Boletín 
Oficial. Reducción anterior: Resolución N° 3/2015 
del Ministerio de Hacienda y Finanzas Públicas, B.O. 
18/12/2015).

Artículo 3 — Deberán cumplir con los requisitos que se enumeran en el Artículo 4 del presente 
decreto, las siguientes operaciones: 
a)	 Todo ingreso de fondos al mercado local de cambios originado en el endeudamiento con el 

exterior de personas físicas o jurídicas pertenecientes al sector privado, excluyendo los refe-
ridos al financiamiento del comercio exterior y a las emisiones primarias de títulos de deuda 
que cuenten con oferta pública y cotización en mercados autorregulados; 

b)	 Todo ingreso de fondos de no residentes cursados por el mercado local de cambios destina-
dos a: 
i)	 Tenencias de moneda local; 
ii)	 Adquisición de activos o pasivos financieros de todo tipo del sector privado financiero o no 

financiero, excluyendo la inversión extranjera directa y las emisiones primarias de títulos 
de deuda y de acciones que cuenten con oferta pública y cotización en mercados autorre-
gulados; 

iii)	Inversiones en valores emitidos por el sector público que sean adquiridos en mercados 
secundarios.

Artículo 4 — Los requisitos que se establecen para las operaciones mencionadas en el artículo 
anterior son los siguientes: 
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Decreto 616/2005

a)	 Los fondos ingresados sólo podrán ser transferidos fuera del mercado local de cambios al 
vencimiento de un plazo de trescientos sesenta y cinco (365) días corridos, a contar desde la 
fecha de toma de razón del ingreso de los mismos

Por art. 1° de la Resolución N° 1/2017 del Ministerio 
de Hacienda (B.O. 5/1/2017) se reduce a CERO (0) 
días el plazo previsto en el presente artículo.
Vigencia: a partir de la fecha de su publicación en el 
Boletín Oficial. Reducción anterior a 120 días corridos 
por Resolución N° 3/2015 del Ministerio de Hacienda y 
Finanzas Públicas (B.O. 18/12/2015).

b)	 El resultado de la negociación de cambios de los fondos ingresados deberá acreditarse en una 
cuenta del sistema bancario local.

c)	 La constitución de un depósito nominativo, no transferible y no remunerado, por el treinta por 
ciento (30 %) del monto involucrado en la operación correspondiente, durante un plazo de tres-
cientos sesenta y cinco (365) días corridos, de acuerdo a las condiciones que se establezcan 
en la reglamentación.

Por art. 1° de la Resolución N° 3/2015 del Ministerio 
de Hacienda y Finanzas Públicas B.O. 18/12/2015 se 
reduce a CERO (0) el porcentaje de depósito previsto 
en el presente inciso. Vigencia: a partir de la fecha de 
su publicación en el Boletín Oficial)

d)	 El depósito mencionado en el punto anterior será constituido en Dólares Estadounidenses 
en las entidades financieras del país, no pudiendo ser utilizado como garantía o colateral de 
operaciones de crédito de ningún tipo.

Por art. 4 de la Resolución N° 256/2013 del Ministerio 
de Economía y Finanzas Públicas, B.O. 13/06/2013 se 
suspende por el plazo previsto en el Artículo 4 de la Ley 
nº 26.860, la constitución del depósito nominativo, no 
transferible y no remunerado previsto en los incisos c) 
y d) del presente Artículo, por los ingresos de divisas de 
residentes por el mercado local de cambios que estén 
destinados a la suscripción de alguno de los instrumentos 
previstos en los Artículos 1 y 2 de la citada ley.
Por art. 1 de la Resolución N° 82/2009 del Ministerio 
de Economía y Finanzas Públicas B.O. 11/03/2009, 
se suspende por el plazo previsto en el Artículo 26 de 
la Ley nº 26.476, exclusivamente para el ingreso de 
fondos destinados a alguno de los fines previstos en 
los incisos b), c), d) y e) del Artículo 27 de la citada ley, 
la constitución del depósito nominativo, no transferible 
y no remunerado previsto en los incisos c) y d) del 
presente artículo a los ingresos de divisas al mercado 
local de cambios.

Artículo 5 — Facúltase al Ministerio de Economía y Producción a modificar el porcentaje y los 
plazos establecidos en los artículos anteriores, en el caso de que se produzcan cambios en las 
condiciones macroeconómicas que motiven la necesidad de ampliar o reducir los mismos.
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Decreto 616/2005

Facúltase, asimismo, al Ministerio de Economía y Producción para modificar los demás re-
quisitos mencionados en el presente decreto, y/o establecer otros requisitos o mecanismos, así 
como a excluir y/o ampliar las operaciones de ingreso de fondos comprendidas, cuando se pro-
duzcan cambios en las condiciones macroeconómicas que así lo aconsejen.

Artículo 6 — El Banco Central de la República Argentina queda facultado para reglamentar y 
fiscalizar el cumplimiento del régimen que se establece a partir de la presente medida, así como 
para establecer y aplicar las sanciones que correspondan.

Artículo 7 — La reglamentación del presente decreto no podrá afectar la posibilidad de ingresar, 
remesar ni de negociar divisas que sean registradas e ingresadas con arreglo al mismo, sin per-
juicio de las sanciones que sean aplicables.

Artículo 8 — Deróganse el Decreto nº 285 del 26 de junio de 2003 y la Resolución nº 292 del 24 
de mayo de 2005 del Ministerio de Economía y Producción.

Artículo 9 — El presente decreto entrará en vigencia a partir de la fecha de su publicación en el 
Boletín Oficial.

Artículo 10 — Dése cuenta al Honorable Congreso de la Nación.

Artículo 11 — Comuníquese, publíquese, dese a la Dirección Nacional del Registro Oficial y ar-
chívese.
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Decreto 609/2019

Decreto 609/2019�
Artículo 1 - Establécese que el contravalor de la exportación de bienes y servicios deberá ingre-
sarse al país en divisas y/o negociarse en el mercado de cambios en las condiciones y plazos que 
establezca el Banco Central de la República Argentina.

Artículo sustituido por art. 1° del Decreto N° 91/2019 
B.O. 28/12/2019.

Artículo 2 - El Banco Central de la República Argentina, conforme lo previsto en su Carta Or-
gánica, establecerá los supuestos en los que el acceso al mercado de cambios para la compra 
demoneda extranjera y metales preciosos amonedados y las transferencias al exterior requerirán 
autorización previa, con base en pautas objetivas en función de las condiciones vigentes en el 
mercado cambiario y distinguiendo la situación de las personas humanas de la de las personas 
jurídicas.

Artículo 3 - Facúltese al Banco Central de la República Argentina para establecer reglamenta-
ciones que eviten prácticas y operaciones tendientes a eludir, a través de títulos públicos u otros 
instrumentos, lo dispuesto en esta medida.
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Ley 19.359
Régimen Penal Cambiario

Disposiciones que modifican o reglamentan la presente ley:

Ley N° 19.359, sancionada el 09/12/1971 (B.O. 10/12/1971) 
Ley N° 22.338, sancionada el 28/11/1980 (B.O. 03/12/1980) 
Ley N° 23.928, sancionada el 27/03/1991 (B.O. 28/03/1991) 
Ley N° 24.144, sancionada el 23/09/1992 (B.O. 22/10/1992) 
Decreto 480/95 del 20/09/1995 (B.O. 25/09/1995)

Artículo 1 — Serán reprimidas con las sanciones que se establecen en la presente ley:
a)	 Toda negociación de cambio que se realice sin intervención de institución autorizada para 

efectuar dichas operaciones;
b)	 Operar en cambios sin estar autorizado a tal efecto;
c)	 Toda falsa declaración relacionada con las operaciones de cambio;
d)	 La omisión de rectificar las declaraciones producidas y de efectuar los reajustes correspon-

dientes si las operaciones reales resultasen distintas de las denunciadas;
e)	 Toda operación de cambio que no se realice por la cantidad, moneda o al tipo de cotización, 

en los plazos y demás condiciones establecidos por las normas en vigor;
f)	 Todo acto u omisión que infrinja las normas sobre el régimen de cambios.

Artículo 2 — Las infracciones previstas en el artículo anterior serán sancionadas con:
a)	 Multa de hasta diez (10) veces el monto de la operación en infracción, la primera vez;
b)	 Prisión de uno (1) a cuatro (4) años en el caso de primera reincidencia o una multa de tres 

(3) a diez (10) veces el monto de la operación en infracción;
c)	 Prisión de uno (1) a ocho (8) años en el caso de segunda reincidencia y el máximo de la 

multa fijada en los incisos anteriores;
d)	 Si la multa impuesta en el caso del inciso a) no hubiese sido superior a tres (3) veces el 

monto de la operación en infracción, la pena privativa de libertad a que se refiere el inciso b), 
será de un (1) mes a cuatro (4) años;

e)	 En todos los supuestos anteriores podrá aplicarse conjuntamente, suspensión hasta diez 
(10) años o cancelación de la autorización para operar o intermediar en cambios e inhabili-
tación hasta diez (10) años para actuar como importador, exportador, corredor de cambio o 
en instituciones autorizadas para operar en cambios;

f)	 Cuando el hecho hubiese sido ejecutado por los directores, representantes legales, manda-
tarios, gerentes, síndicos o miembros del consejo de vigilancia de una persona de existencia 
ideal, con los medios o recursos facilitados por la misma u obtenidos de ella con tal fin, de 
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manera que el hecho resulte cumplido en nombre, con la ayuda o en beneficio de la misma, la 
persona de existencia ideal también será sancionada de conformidad con las disposiciones 
de los incisos a) y e).

La multa se hará efectiva solidariamente sobre el patrimonio de la persona ideal y sobre 
los patrimonios particulares de los directores, representantes legales, mandatarios, geren-
tes, síndicos o miembros del consejo de vigilancia que hubiesen intervenido en la comisión 
del hecho punible;

g)	 En el caso de falsa declaración, si el infractor rectificase la misma en forma espontánea 
dentro del término de quince (15) días de cometida la infracción, se fijará la multa en un 
cuarto (1/4) de la que hubiese correspondido de no mediar dicha rectificación y no se tendrá 
en cuenta esa penalidad a los efectos de la reincidencia prevista por esta ley.

Artículo 3 — En el supuesto de concurrencia simultánea o sucesiva de varias infracciones 
independientes, la multa aplicable será la suma resultante de la acumulación de las penas 
pecuniarias correspondientes a los diversos hechos reprimidos. Sin embargo, la multa total no 
podrá exceder de diez (10) veces el monto de la operación mayor en infracción. Si se tratase de 
la pena de prisión, se aplicarán las previsiones del artículo 55 del Código Penal.

Artículo 4 — Los montos de las operaciones en infracción a las cuales se refiere el artículo 2 en 
sus incisos a), b) y c) y el artículo 17, inciso b), penúltimo párrafo, serán actualizados (hasta el 
31 de marzo de 1991 inclusive) por el organismo competente al momento en que dicte resolu-
ción o sentencia condenatoria, en la cual se graduará la pena pecuniaria teniendo en cuenta el 
monto resultante de dicha corrección.

(Mediando mora o ejercicio de la vía recursiva, se volverá a actualizar el monto de la opera-
ción en infracción al momento del efectivo pago de la multa, aplicando sobre el nuevo ajuste 
resultante la graduación consentida o ejecutoriada).

Este párrafo se encuentra derogado por el artículo 13 
de la Ley N° 23.928.

La actualización se practicará convirtiendo en pesos el monto de la operación en infracción 
al tipo de cambio del Banco de la Nación Argentina tipo vendedor correspondiente al día en 
que se cometió la misma y aplicando sobre dicho monto la variación del Índice de Precios al 
por mayor “Nivel General” o el que lo sustituya, publicado oficialmente por el Instituto Nacional 
de Estadística y Censos dependiente del Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos.

Los arts. 7 y 10 de la Ley N° 23.928 derogan, con 
efecto a partir del 1 de abril de 1991, todas las 
normas legales o reglamentarias que establecen o 
autorizan la actualización monetaria.

Artículo 5 — El Banco Central de la República Argentina tendrá a su cargo la fiscalización de 
las personas físicas y jurídicas que operen en cambios y la investigación de las infracciones 
previstas en esta ley. A tal fin tendrá las siguientes facultades:
a)	 Requerir informaciones a cualquier persona física o ideal;
b)	 Crear y organizar registros permanentes o especiales de las personas físicas o ideales so-

metidas a contralor y exigir de ellas, cuando fuere necesario, que lleven determinados libros 
o registros especiales vinculados con sus operaciones de cambio;

c)	 Citar y hacer comparecer, con el auxilio de la fuerza pública si fuere necesario, a las perso-
nas a quienes considere pertinente recibirles declaración como infractores o testigos;
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d)	 Realizar pericias técnicas en toda clase de libros, papeles, correspondencia o documentos 
de las personas físicas o entidades que intervengan directa o indirectamente en operacio-
nes de cambio o de terceros que interesen a los fines de la investigación;

e)	 Requerir de los tribunales competentes las órdenes de allanamiento necesarias, las cuales 
deberán ser expedidas sin demora, bajo la responsabilidad del o de los funcionarios que las 
requieran. 

En tal caso podrá requerir el auxilio inmediato de la fuerza pública cuando tropezare con 
inconvenientes o resistencia para practicar allanamientos, secuestros, registros o inspec-
ciones de oficinas, libros, papeles, correspondencia o documentos de las personas inves-
tigadas;

f)	 Solicitar directamente de las autoridades nacionales, provinciales o municipales, informes, 
estadísticas, documentos y otros datos vinculados con la investigación;

g)	 Cuando se responda verbalmente a los requerimientos previstos en los incisos a) y c) o 
cuando se examinen libros, comprobantes, justificativos, etc., de acuerdo con lo estatuido 
en el inciso d), deberá dejarse constancia en actas de la existencia e individualización de 
los documentos exhibidos, así como de las manifestaciones verbales de los fiscalizados. 
Dichas actas, que extenderán los funcionarios y empleados actuantes del Banco Central de 
la República Argentina, sean o no firmadas por el interesado, servirán de prueba, debiéndo-
se en caso de negativa constatarse dicha circunstancia mediante la firma de dos testigos.
El Banco Central de la República Argentina podrá requerir en cualquier momento, de las 

entidades financieras autorizadas, casas, agencias y corredores de cambios, exportadores, 
importadores y cualquiera otra persona física o de existencia ideal que intervenga directa o 
indirectamente en operaciones de cambio, la exhibición de sus libros o documentos, y el sumi-
nistro de todas las informaciones relacionadas con las operaciones que hubiesen realizado o 
en las que hubieren intervenido.

Las personas enumeradas precedentemente deberán conservar por un término no menor 
de diez (10) años los libros, registros, comprobantes, documentos, etc., vinculados con las 
mencionadas operaciones.

El Banco Central de la República Argentina podrá limitar la verificación del cumplimiento de 
las disposiciones de cambios a las operaciones efectuadas con anterioridad de seis (6) años 
a la fecha en que ordene la inspección.

Artículo 6 — Cuando alguno de los organismos, entidades o personas físicas que intervengan 
en el trámite o fiscalización de las operaciones de cambio, compruebe o presuma la comisión 
de infracciones, dará traslado de los antecedentes al Banco Central de la República Argentina, 
quien previo estudio de ellos, resolverá si corresponde iniciar sumario, proseguir la investiga-
ción o archivar las actuaciones.

Artículo 7 — Los organismos, entidades o personas físicas que intervengan en el trámite o 
fiscalización de las operaciones de cambio suministrarán al Banco Central de la República 
Argentina los elementos de juicio de que dispongan y que éste considere necesarios para la 
comprobación de las infracciones.

Artículo 8 — El Banco Central de la República Argentina tendrá a su cargo el proceso sumario, 
el que hasta la conclusión de la causa para definitiva no podrá exceder del plazo de trescientos 
sesenta (360) días hábiles, a contar desde la fecha de resolución de apertura del sumario.

Los actuados se iniciarán con las conclusiones de inspección y control en la materia. La 
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procedencia de ampliar o extender la investigación, la formulación técnica y legal de los cargos 
e imputaciones o de la falta de mérito para efectuarlos, serán funciones de una unidad orgánica 
separada e independiente de la actividad anterior y concluirán en la resolución del Presidente 
del Banco que disponga la apertura formal del proceso o el archivo de las actuaciones.

La sustanciación del proceso estará a cargo de una dependencia jurídica del banco, la cual 
recibirá la causa a prueba, producirá la que considere oportuna para mejor proveer, dictará las 
resoluciones que sean necesarias hasta la conclusión de la causa para definitiva y elevará las 
actuaciones al Presidente del Banco para remitirlas al Juzgado Nacional de Primera Instancia en 
lo Penal Económico de la Capital Federal, o al Federal con asiento en la provincia, según corres-
ponda.

El proceso se sustanciará conforme a las siguientes normas:
a)	 Se dará traslado al sumariado de las imputaciones por diez (10) días, quien al contestar de-

berá presentar su defensa y ofrecer las pruebas, acompañando la instrumental o indicando 
dónde se encuentra en el caso de no poder acompañarla. Si ofreciese testigos, enunciará en 
forma sucinta los hechos sobre los cuales deberán declarar;

b)	 Las pruebas deberán sustanciarse en un plazo que no exceda de veinte (20) días, con la 
intervención del sumariado. Las audiencias serán públicas en cuanto no se solicite que sean 
reservadas o no exista para ello interés público en contrario;

c)	 Sustanciada la prueba, el sumariado podrá presentar memorial dentro de los cinco (5) días 
de notificado el auto que clausura el período de recepción de la prueba;

d)	 El Banco Central de la República Argentina deberá remitir las actuaciones al juzgado corres-
pondiente, dentro de los quince (15) días de vencido el plazo dispuesto en el inciso anterior.

e)	 Las decisiones que se dicten durante la sustanciación del sumario son irrecurribles, salvo 
que impliquen un manifiesto gravamen irreparable.

f)	 En el trámite procesal no será aplicable la Ley 19.549 de Procedimientos Administrativos. 
En lo pertinente y en forma supletoria, se aplicarán las disposiciones del Código Procesal 
Penal.

Artículo 9 — El juzgado nacional de primera instancia que resulte competente resolverá sobre 
las impugnaciones efectuadas, sin otra sustanciación, salvo las medidas que estime útiles para 
mejor proveer. También podrá practicar las pruebas que hayan sido denegadas por la jurisdic-
ción administrativa, cuando el impugnante hubiese insistido en ellas al interponer el recurso y 
el juzgado decidiese su procedencia. Estas pruebas se producirán dentro del plazo de veinte 
(20) días. La sentencia deberá dictarse dentro del término de los cincuenta (50) días siguientes.

Las resoluciones definitivas dictadas por el juzgado interviniente, serán recurribles con efec-
to suspensivo ante la respectiva Cámara del fuero, dentro de los diez (10) días de su notifica-
ción. 

El recurso de apelación deberá interponerse y fundarse ante el juzgado interviniente, el cual 
lo elevará a la Cámara, juntamente con el sumario, en el término de diez (10) días.

Artículo 10 — La inspección determinará en forma cierta el importe de las divisas omitidas de 
liquidar o incorrectamente liquidadas en el mercado.

Artículo 11 — Cuando no pueda determinarse en forma directa y cierta el importe de las divisas 
omitidas de liquidar o incorrectamente liquidadas en el mercado, sea porque el responsable no 
tenga o no exhiba los libros, registros y comprobantes debidos, sea porque exhibidos no merezcan 
fe o sean incompletos, la inspección lo emplazará para que dentro de un plazo de quince (15) 
días suministre los libros, comprobantes, aclaraciones, etc. que le sean requeridos y cuyos datos 
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servirán de base para el pronunciamiento. Vencido el término señalado sin que se presentaran los 
comprobantes, o si éstos no fueran suficientes, se procederá a estimar de oficio, con los elemen-
tos de juicio de que se disponga, el importe de las divisas omitidas de liquidar o incorrectamente 
liquidadas en el mercado.

Artículo 12 — La estimación de oficio se fundará en los hechos y las circunstancias conocidas 
que, por su vinculación o conexión con los que las normas de cambio prevén, permitan inducir 
en el caso particular la existencia y medida del hecho sujeto a estimación. Podrán servir es-
pecialmente como indicios: las fluctuaciones patrimoniales, el volumen de las transacciones y 
utilidades de otros períodos, el monto de las compras o ventas efectuadas, las existencias e in-
ventarios de mercaderías, el rendimiento normal del negocio o explotación o de otras empresas 
similares, y cualesquiera otros elementos de juicio que obren en poder del Banco Central de la 
República Argentina o que deberán proporcionar las cámaras de comercio o industria, bancos, 
asociaciones, entidades públicas o privadas, cualquiera otra persona, etc. 

En las estimaciones de oficio podrán aplicarse los coeficientes o promedios generales que 
a tal fin establezca el Banco Central de la República Argentina con relación a explotaciones o 
actividades de un mismo género.

Artículo 13 — A los efectos de la estimación de oficio, el Banco Central de la República Ar-
gentina podrá considerar, salvo prueba en contrario, que existe entendimiento o vinculación 
económica entre el exportador o importador del país y el importador o exportador del extranjero 
cuando:
a)	 El precio de los bienes exportados —producidos, manufacturados, tratados o comprados en 

el país—, que se declare en cumplimiento de las normas que rijan sobre negociación de cam-
bio en el mercado, sea distinto del precio mayorista vigente en el lugar de destino deducidos 
los gastos que autoricen las normas en vigor al tiempo de la exportación;

b)	 El precio de los bienes importados, que se declare en cumplimiento de las normas que rijan 
sobre adquisición de cambio en el mercado, sea distinto del precio mayorista vigente en el 
lugar de origen adicionados los gastos computables de acuerdo con las normas en vigor, al 
tiempo de la importación.

En los casos previstos en los incisos que anteceden el Banco Central de la República 
Argentina podrá tomar los precios mayoristas vigentes en el lugar de destino o de origen, 
respectivamente, a los efectos de determinar el valor de los productos exportados o impor-
tados.
Si el precio mayorista vigente en el lugar de destino o de origen —según sea el caso— no 

fuera de público y notorio conocimiento o existan dudas sobre si corresponde a igual o análoga 
mercadería que la exportada o importada, o medie otra razón que dificulte la comparación, se 
tomarán como base para establecer el precio de los productos exportados o importados, los 
precios obtenidos o pagados por empresas independientes que se dediquen a idéntica o similar 
actividad.

Artículo 14 — La ejecución de pena de multa impuesta en los supuestos previstos en la pre-
sente ley, estará a cargo del Banco Central de la República Argentina y tramitará conforme al 
régimen previsto por el Código Procesal Civil y Comercial de la Nación para las ejecuciones 
fiscales. Constituirá título suficiente la copia simple de la resolución condenatoria certificada 
por el secretario del tribunal, suscripta por dos firmas autorizadas del Banco Central de la Re-
pública Argentina.
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Artículo 15 — Los montos percibidos y a percibir en concepto de multas y de valores decomisa-
dos, provenientes de condenas firmes dictadas en virtud de la presente ley, ingresarán al Banco 
Central de la República Argentina.

Artículo 16 — En el caso de inspecciones o sumarios que pudiesen conducir a la aplicación de 
la pena privativa de libertad prevista en el artículo 2, incisos b) y c), concluidas las diligencias 
urgentes, incluso las estimaciones a que se refieren los artículos 10, 11, 12 y 13, las actuacio-
nes se pasarán al Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Penal Económico de la Capital 
o al Federal con asiento en provincia, según corresponda, debiendo la causa tramitar en dichas 
sedes conforme a las disposiciones de los Libros II y III del Código Procesal Penal. En tal su-
puesto, el Banco Central de la República Argentina podrá asumir la función de querellante en el 
proceso penal, sin perjuicio de la intervención que corresponde al Ministerio Público.

Artículo 17 — El Banco Central de la República Argentina podrá aplicar las siguientes medidas 
precautorias:
a)	 Para los inspeccionados o sumariados:

1)	 No acordarles autorización de cambio;
2)	 No dar curso a sus pedidos de despacho a plaza;
3)	 No dar curso a sus boletas de embarque de mercadería;
4)	 Suspender sus autorizaciones para operar o intermediar en cambios y sus inscripciones en 

los registros creados o a crearse vinculados a operaciones de cambio;
b)	 Prohibir la salida del territorio nacional de las personas investigadas o procesadas o respon-

sables de la solidaridad prevista en el artículo 2, inciso f), último párrafo, comunicando a los 
organismos de seguridad, a la Policía Federal y a la Dirección Nacional de Migraciones, lo 
resuelto. La prohibición podrá ser impuesta cuando la presencia de dichas personas resulte 
imprescindible a los fines de la investigación o de la prueba o cuando sea necesaria para ase-
gurar su responsabilidad eventual frente a las multas imponibles. En este último supuesto y si 
no obstase a los otros fines, los afectados podrán obtener el levantamiento de la restricción 
mediante caución real.

Cada incumplimiento de la prohibición será penado con una multa de hasta tres (3) ve-
ces el monto de las operaciones en infracción que sean materia de la investigación o del 
proceso.

Las medidas adoptadas en virtud de las previsiones del presente inciso, serán recurribles 
al solo efecto devolutivo ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 
dentro del plazo de cinco (5) días de su notificación o conocimiento.

c)	 Solicitar al juez correspondiente las medidas cautelares necesarias para asegurar la even-
tual responsabilidad pecuniaria de los investigados, procesados o responsables de la soli-
daridad prevista en el artículo 2, inciso f), último párrafo;

d)	 Requerir al juez a quien corresponda intervenir en las actuaciones en el caso del artículo 16, 
la orden de detención de los prevenidos, poniendo a su disposición las mismas dentro de las 
siguientes cuarenta y ocho (48) horas. 

En el supuesto del artículo 16, las medidas de los incisos a) y b) también podrán ser 
adoptadas por el juez interviniente, de oficio o a pedido del Banco Central de la República 
Argentina, debiendo en este caso resolver sobre la petición dentro de las veinticuatro (24) 
horas, con habilitación de día y hora si fuese necesario.

Artículo 18 — A los fines de la reincidencia prevista por esta ley, se computarán las senten-
cias condenatorias firmes pronunciadas a partir de su vigencia, aun cuando impongan pena de 
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multa y siempre que no hayan transcurrido cinco (5) años entre la condena anterior y la nueva 
infracción. 

Artículo 19 — La prescripción de la acción para perseguir las infracciones de cambio se ope-
rará a los seis (6) años. Dicho lapso se interrumpirá por los procedimientos que impulsen la 
investigación, practicados con conocimiento del inspeccionado, por los actos procesales de im-
pulsión dictados por la jurisdicción administrativa o judicial y por la comisión de otra infracción.

Artículo 20 — Serán aplicables las disposiciones del Libro Primero del Código Penal, salvo 
cuando resulten incompatibles con lo establecido en la presente ley.

En especial y expresamente, no serán de aplicación las siguientes disposiciones del Có-
digo Penal:

a)	 El artículo 2, cuando se trate de la imposición de la pena de multa en todos los supuestos del 
artículo 2 de la presente ley;

b)	 El artículo 14, cuando se trate de la primera reincidencia prevista en el inciso b) del artículo 
2 de la presente ley.

Cuando se trate de la segunda reincidencia, prevista en el inciso c) del artículo 2 de esta 
ley, el artículo 14 del Código Penal no se aplicará sólo si la primera reincidencia fue penada 
con multa.

c)	 El artículo 51, primer párrafo.

Artículo 21 — Las causas actualmente en trámite ante la Justicia Nacional en lo Penal Econó-
mico o Federal, con asiento en provincias, continuarán allí radicadas hasta su total terminación.

Disposiciones transitorias

Artículo 22 — Decláranse extinguidas las acciones penales de las siguientes infracciones 
cambiarias, cometidas con anterioridad al 3 de diciembre de 1980, inclusive en los casos en 
que haya recaído condena que no se encuentre pasada en autoridad de cosa juzgada:
a)	 Las transgresiones cuyo monto no supere el importe equivalente a veinte mil dólares (u$s 

20.000), con excepción de las tipificadas en el inciso b) del artículo 1 del presente texto 
ordenado, las cuales serán punibles en todos los casos;

b)	 Las violaciones previstas en el inciso c) del artículo 1 del presente texto ordenado;
c)	 Los incumplimientos de lo dispuesto por la actualmente derogada Circular del Banco Central 

de la República Argentina, R. C. 478 del 18 de julio de 1973;
d)	 Las negociaciones en el mercado legal de las divisas provenientes de exportaciones, forma-

lizadas fuera de los plazos a que se refiera la reglamentación aplicable;
e)	 Las omisiones de negociar en el mercado legal las divisas provenientes de exportaciones, 

cuando las respectivas negociaciones se efectúen dentro del término de ciento ochenta 
(180) días corridos, a partir del 3 de diciembre de 1980.

Artículo 23 — Dentro del plazo de ciento ochenta (180) días corridos de la vigencia de la Ley 
N° 24.144, todos los sumarios de la naturaleza aludida en el artículo 8, primer párrafo, del pre-
sente texto ordenado, que tramitan por ante el Banco Central de la República Argentina deberán 
ser concluidos, elevando la causa para definitiva al Juzgado de Primera Instancia en lo Penal 
Económico de la Capital Federal, o al Federal con asiento en la provincia según corresponda.
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Ley 19.549
Ley Nacional de Procedimientos
Administrativos

Por Decreto N° 298/2020 y sus prórrogas fue 
suspendido el curso de los plazos, dentro de los 
procedimientos administrativos regulados
por la Ley Nacional de Procedimientos 
Administrativos N° 19.549, por el Reglamento de 
Procedimientos Administrativos. Decreto
1759/72 - T.O. 2017 y por otros procedimientos 
especiales, sin perjuicio de la validez de los actos 
cumplidos o que se cumplan, con excepción de los 
trámites administrativos relativos a la emergencia
declarada por la Ley N° 27.541, ampliada por el 
Decreto N° 260 del 12 de marzo de 2020 y sus 
normas modificatorias y complementarias
y facultando a las jurisdicciones, entidades y 
organismos contemplados en el artículo 8° de la Ley 
de Administración Financiera y de los Sistemas de 
Control del Sector Público Nacional N° 24.156 y sus 
modificatorias a disponer excepciones, en el ámbito
de sus competencias.

Disposiciones que modifican o reglamentan la presente ley:

Ley N° 19.549, sancionada el 03/04/1972 (B.O. 27/04/1972) 
Decreto N° 1759/72 del 03/04/1972 (B.O. 27/04/1972) 
Ley N° 21.686, sancionada el 21/11/1977 (B.O. 25/11/1977) 
Decreto N° 1883/91 del 17/09/1991 (B.O. 24/09/1991) 
Ley N° 25.344, sancionada el 19/10/2000 (B.O. 21/11/2000)
Decreto N° 1023/01 del 13/08/2001 (B.O. 16/08/2001)
Decreto N° 894/17 del 01/11/2017 (B.O. 02/11/2017)

Título I
Procedimiento administrativo: ámbito de aplicación

Artículo 1 — Las normas del procedimiento que se aplicará ante la Administración Pública 
Nacional centralizada y descentralizada, inclusive entes autárquicos, con excepción de los or-
ganismos militares y de defensa y seguridad, se ajustarán a las propias de la presente ley y a 
los siguientes requisitos:
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Requisitos generales: 
a)	 Impulsión e instrucción de oficio. Impulsión e instrucción de oficio, sin perjuicio de la parti-

cipación de los interesados en las actuaciones; 
b)	 Celeridad, economía, sencillez y eficacia en los trámites. Celeridad, economía, sencillez 

y eficacia en los trámites quedando facultado el Poder Ejecutivo para regular el régimen 
disciplinario que asegure el decoro y el orden procesal. Este régimen comprende la potestad 
de aplicar multa de hasta diez mil pesos ($ 10.000) —cuando no estuviere previsto un monto 
distinto en norma expresa— mediante resoluciones que, al quedar firmes, tendrán fuerza 
ejecutiva. 

Este monto máximo será reajustado anualmente por el Poder Ejecutivo Nacional, de acuer-
do con la variación del índice de precios al consumidor establecido por el Instituto Nacional 
de Estadística y Censos del Ministerio de Economía de la Nación;

c)	 Informalismo. Excusación de la inobservancia por los interesados de exigencias formales 
no esenciales y que puedan ser cumplidas posteriormente;

d)	 Días y horas hábiles. Los actos, actuaciones y diligencias se practicarán en días y horas 
hábiles administrativos, pero de oficio o a petición de parte podrán habilitarse aquellos que 
no lo fueren, por las autoridades que deban dictarlos o producirlas;

e)	 Los plazos. En cuanto a los plazos:
1)	 Serán obligatorios para los interesados y para la Administración;
2)	 Se contarán por días hábiles administrativos salvo disposición legal en contrario o habili-

tación resuelta de oficio o a petición de parte;
3)	 Se computarán a partir del día siguiente al de la notificación. Si se tratare de plazos relati-

vos a actos que deban ser publicados regirá lo dispuesto por el artículo 2 del Código Civil;
4)	 Cuando no se hubiere establecido un plazo especial para la realización de trámites, noti-

ficaciones y citaciones, cumplimiento de intimaciones y emplazamientos y contestación 
de traslados, vistas e informes, aquél será de diez (10) días;

5)	 Antes del vencimiento de un plazo podrá la Administración de oficio o a pedido del inte-
resado, disponer su ampliación, por el tiempo razonable que fijare mediante resolución 
fundada y siempre que no resulten perjudicados derechos de terceros. La denegatoria 
deberá ser notificada por lo menos con dos (2) días de antelación al vencimiento del 
plazo cuya prórroga se hubiere solicitado; 

6)	 Interposición de recursos fuera de plazo. Una vez vencidos los plazos establecidos para 
interponer recursos administrativos se perderá el derecho para articularlos; ello no obs-
tará a que se considere la petición como denuncia de ilegitimidad por el órgano que 
hubiera debido resolver el recurso, salvo que éste dispusiere lo contrario por motivos de 
seguridad jurídica o que, por estar excedidas razonables pautas temporales, se entienda 
que medió abandono voluntario del derecho; 

7)	 Interrupción de plazos por articulación de recursos. Sin perjuicio de lo establecido en 
el artículo 12, la interposición de recursos administrativos interrumpirá el curso de los 
plazos, aunque aquéllos hubieren sido mal calificados, adolezcan de defectos formales 
insustanciales o fueren deducidos ante órgano incompetente por error excusable;

8)	 Pérdida de derecho dejado de usar en plazo. La Administración podrá dar por decaído el 
derecho dejado de usar dentro del plazo correspondiente, sin perjuicio de la prosecución 
de los procedimientos según su estado y sin retrotraer etapas siempre que no se tratare 
del supuesto a que se refiere el apartado siguiente;

9)	 Caducidad de los procedimientos. Transcurridos sesenta (60) días desde que un trámite 
se paralice por causa imputable al administrado, el órgano competente le notificará que, 
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si transcurrieren otros treinta (30) días de inactividad, se declarará de oficio la caducidad 
de los procedimientos, archivándose el expediente. Se exceptúan de la caducidad los trá-
mites relativos a previsión social y los que la Administración considerare que deben con-
tinuar por sus particulares circunstancias o por estar comprometido el interés público. 
Operada la caducidad, el interesado podrá, no obstante, ejercer sus pretensiones en un 
nuevo expediente, en el que podrá hacer valer las pruebas ya producidas. Las actuaciones 
practicadas con intervención de órgano competente producirán la suspensión de plazos 
legales y reglamentarios, inclusive los relativos a la prescripción, los que se reiniciarán a 
partir de la fecha en que quedare firme el auto declarativo de caducidad;

f)	 Debido proceso adjetivo. Derecho de los interesados al debido proceso adjetivo, que com-
prende la posibilidad:
1)	 Derecho a ser oído. De exponer las razones de sus pretensiones y defensas antes de la 

emisión de actos que se refieren a sus derechos subjetivos o intereses legítimos, inter-
poner recursos y hacerse patrocinar y representar profesionalmente. Cuando una norma 
expresa permita que la representación en sede administrativa se ejerza por quienes no 
sean profesionales del Derecho, el patrocinio letrado será obligatorio en los casos en que 
se planteen o debatan cuestiones jurídicas. 

2)	 Derecho a ofrecer y producir pruebas. De ofrecer prueba y que ella se produzca, si fuere 
pertinente, dentro del plazo que la administración fije en cada caso, atendiendo a la com-
plejidad del asunto y a la índole de la que deba producirse, debiendo la administración 
requerir y producir los informes y dictámenes necesarios para el esclarecimiento de los 
hechos y de la verdad jurídica objetiva; todo con el contralor de los interesados y sus pro-
fesionales, quienes podrán presentar alegatos y descargos una vez concluido el período 
probatorio;

3)	 Derecho a una decisión fundada. Que el acto decisorio haga expresa consideración de los 
principales argumentos y de las cuestiones propuestas, en tanto fueren conducentes a la 
solución del caso.

Artículo sustituido por art. 1
de la Ley N° 21.686, B.O. 25/11/1977.

Procedimientos especiales excluidos

Artículo 2 — Dentro del plazo de ciento veinte días, computado a partir de la vigencia de las 
normas procesales a que se refiere el artículo 1, el Poder Ejecutivo determinará cuáles serán los 
procedimientos especiales actualmente aplicables que continuarán vigentes. Queda asimismo 
facultado para:

Paulatina adaptación de los regímenes especiales al nuevo procedimiento.
a)	 Sustituir las normas legales y reglamentarias de índole estrictamente procesal de los regí-

menes especiales que subsistan, con miras a la paulatina adaptación de éstos al sistema del 
nuevo procedimiento y de los recursos administrativos por él implantados, en tanto ello no 
afectare las normas de fondo a las que se refieren o apliquen los citados regímenes especia-
les.

La presente ley será de aplicación supletoria en las tramitaciones administrativas cuyos 
regímenes especiales subsistan. 

b)	 Dictar el procedimiento administrativo que regirá respecto de los organismos militares y de 
defensa y seguridad, a propuesta de estos, adoptando los principios básicos de la presente 
ley y su reglamentación.
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	 Actuaciones reservadas o secretas.
c)	 Determinar las circunstancias y autoridades competentes para calificar como reservadas o 

secretas las actuaciones, diligencias, informes o dictámenes que deban tener ese carácter, 
aunque estén incluidos en actuaciones públicas. 

Título II

Competencia del órgano

Artículo 3 — La competencia de los órganos administrativos será la que resulte, según los 
casos, de la Constitución Nacional, de las leyes y de los reglamentos dictados en su consecuen-
cia. Su ejercicio constituye una obligación de la autoridad o del órgano correspondiente y es 
improrrogable, a menos que la delegación o sustitución estuvieren expresamente autorizadas; 
la avocación será procedente a menos que una norma expresa disponga lo contrario.

Cuestiones de competencia 

Artículo 4 — El Poder Ejecutivo resolverá las cuestiones de competencia que se susciten entre 
los Ministros y las que se planteen entre autoridades, organismos o entes autárquicos que 
desarrollen su actividad en sede de diferentes Ministerios. Los titulares de éstos resolverán 
las que se planteen entre autoridades, organismos o entes autárquicos que actúen en la esfera 
de sus respectivos Departamentos de Estado.

Contiendas negativas y positivas 

Artículo 5 — Cuando un órgano, de oficio o a petición de parte, se declarare incompetente, 
remitirá las actuaciones al que reputare competente; si éste, a su vez, las rehusare, deberá 
someterlas a la autoridad habilitada para resolver el conflicto. Si dos órganos se considerasen 
competentes, el último que hubiere conocido en el caso someterá la cuestión, de oficio o a 
petición de parte, a la autoridad que debe resolverla. 

La decisión final de las cuestiones de competencia se tomará, en ambos casos, sin otra 
sustanciación que el dictamen del servicio jurídico correspondiente y, si fuere de absoluta nece-
sidad, con el dictamen técnico que el caso requiera. Los plazos previstos en este artículo para 
la remisión de actuaciones serán de dos días y para producir dictámenes y dictar resoluciones 
serán de cinco días.

Recusación y excusación de funcionarios y empleados

Artículo 6 — Los funcionarios y empleados pueden ser recusados por las causales y en las 
oportunidades previstas en los artículos 17 y 18 del Código Procesal Civil y Comercial de la 
Nación, debiendo dar intervención al superior inmediato dentro de los dos días. 

La intervención anterior del funcionario o empleado en el expediente no se considerará causal 
de recusación. Si el recusado admitiere la causal y ésta fuere procedente, aquél le designará re-
emplazante. Caso contrario, resolverá dentro de los cinco días; si se estimare necesario producir 
prueba, ese plazo podrá extenderse otro tanto. La excusación de los funcionarios y empleados se 
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regirá por el artículo 30 del Código arriba citado y será remitida de inmediato al superior jerárquico, 
quien resolverá sin sustanciación dentro de los cinco días. Si aceptare la excusación se nombrará 
reemplazante; si la desestimare devolverá las actuaciones al inferior para que prosiga interviniendo 
en el trámite. Las resoluciones que se dicten con motivo de los incidentes de recusación o excusa-
ción y las que los resuelvan, serán irrecurribles.

Título III
Requisitos esenciales del acto administrativo

Artículo 7 — Son requisitos esenciales del acto administrativo los siguientes:
a)	 Competencia. Ser dictado por autoridad competente. 
b)	 Causa. Deberá sustentarse en los hechos y antecedentes que le sirvan de causa y en el de-

recho aplicable. 
c)	 Objeto. El objeto debe ser cierto y física y jurídicamente posible; debe decidir todas las 

peticiones formuladas, pero puede involucrar otras no propuestas, previa audiencia del inte-
resado y siempre que ello no afecte derechos adquiridos. 

d)	 Procedimientos. Antes de su emisión deben cumplirse los procedimientos esenciales y 
sustanciales previstos y los que resulten implícitos del ordenamiento jurídico. Sin perjuicio 
de lo que establezcan otras normas especiales, considérase también esencial el dictamen 
proveniente de los servicios permanentes de asesoramiento jurídico cuando el acto pudiere 
afectar derechos subjetivos e intereses legítimos. 

e)	 Motivación. Deberá ser motivado, expresándose en forma concreta las razones que inducen 
a emitir el acto, consignando, además, los recaudos indicados en el inciso b) del presente 
artículo. 

f)	 Finalidad. Habrá de cumplirse con la finalidad que resulte de las normas que otorgan las 
facultades pertinentes del órgano emisor, sin poder perseguir encubiertamente otros fines, 
públicos o privados, distintos de los que justifican el acto, su causa y objeto. Las medidas 
que el acto involucre deben ser proporcionalmente adecuadas a aquella finalidad. 
Los contratos que celebren las jurisdicciones y entidades comprendidas en el Sector Público 

Nacional se regirán por sus respectivas leyes especiales, sin perjuicio de la aplicación directa 
de las normas del presente título, en cuanto fuere pertinente.

Párrafo sustituido por art. 36 
del Decreto N° 1023/2001, B.O. 16/08/2001.

Forma 

Artículo 8 — El acto administrativo se manifestará expresamente y por escrito; indicará el lugar 
y fecha en que se lo dicta y contendrá la firma de la autoridad que lo emite; sólo por excepción 
y si las circunstancias lo permitieren podrá utilizarse una forma distinta.

Vías de hecho

Artículo 9 — La Administración se abstendrá: 
a)	 De comportamientos materiales que importen vías de hecho administrativas lesivas de un 

derecho o garantía constitucionales;
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b)	 De poner en ejecución un acto estando pendiente algún recurso administrativo de los que en 
virtud de norma expresa impliquen la suspensión de los efectos ejecutorios de aquél, o que, 
habiéndose resuelto, no hubiere sido notificado.

Artículo sustituido por art. 1
de la Ley N° 21.686, B.O. 25/11/1977.

Silencio o ambigüedad de la Administración

Artículo 10 — El silencio o la ambigüedad de la Administración frente a pretensiones que re-
quieran de ella un pronunciamiento concreto, se interpretarán como negativa. 

Sólo mediando disposición expresa podrá acordarse al silencio sentido positivo. 
Si las normas especiales no previeren un plazo determinado para el pronunciamiento, éste 

no podrá exceder de sesenta días. Vencido el plazo que corresponda, el interesado requerirá 
pronto despacho y si transcurrieren otros treinta días sin producirse dicha resolución, se consi-
derará que hay silencio de la Administración.

Eficacia del acto: Notificación y publicación

Artículo 11 — Para que el acto administrativo de alcance particular adquiera eficacia debe ser 
objeto de notificación al interesado y el de alcance general, de publicación. Los administrados 
podrán antes, no obstante, pedir el cumplimiento de esos actos si no resultaren perjuicios para 
el derecho de terceros.

Presunción de legitimidad y fuerza ejecutoria

Artículo 12 — El acto administrativo goza de presunción de legitimidad; su fuerza ejecutoria 
faculta a la Administración a ponerlo en práctica por sus propios medios —a menos que la 
ley o la naturaleza del acto exigieren la intervención judicial— e impide que los recursos que 
interpongan los administrados suspendan su ejecución y efectos, salvo que una norma expresa 
establezca lo contrario. 

Sin embargo, la Administración podrá, de oficio o a pedido de parte y mediante resolución 
fundada, suspender la ejecución por razones de interés público, o para evitar perjuicios graves 
al interesado, o cuando se alegare fundadamente una nulidad absoluta.

Retroactividad del acto

Artículo 13 — El acto administrativo podrá tener efectos retroactivos —siempre que no se le-
sionaren derechos adquiridos— cuando se dictare en sustitución de otro revocado o cuando 
favoreciere al administrado.

Nulidad

Artículo 14 — El acto administrativo es nulo, de nulidad absoluta e insanable, en los siguientes 
casos:
a)	 Cuando la voluntad de la Administración resultare excluida por error esencial; dolo, en cuan-

to se tengan como existentes hechos o antecedentes inexistentes o falsos; violencia física 
o moral ejercida sobre el agente; o por simulación absoluta.



Ley 19.549 | Ley Nacional de Procedimientos Administrativos

Marco Legal del Sistema Financiero 2021 | 73

b)	 Cuando fuere emitido mediando incompetencia en razón de la materia, del territorio, del 
tiempo o del grado, salvo, en este último supuesto, que la delegación o sustitución estuvie-
ren permitidas; falta de causa por no existir o ser falsos los hechos o el derecho invocados; o 
por violación de la ley aplicable, de las formas esenciales o de la finalidad que inspiró su dictado.

Anulabilidad 

Artículo 15 — Si se hubiere incurrido en una irregularidad, omisión o vicio que no llegare a impe-
dir la existencia de alguno de sus elementos esenciales, el acto será anulable en sede judicial.

Artículo sustituido por art. 1 
de la Ley N° 21.686, B.O. 25/11/1977.

Invalidez de cláusulas accidentales o accesorias

Artículo 16 — La invalidez de una cláusula accidental o accesoria de un acto administrativo no im-
portará la nulidad de éste, siempre que fuere separable y no afectare la esencia del acto emitido.

Revocación del acto nulo

Artículo 17 — El acto administrativo afectado de nulidad absoluta se considera irregular y debe 
ser revocado o sustituido por razones de ilegitimidad aún en sede administrativa. No obstante, 
si el acto estuviere firme y consentido y hubiere generado derechos subjetivos que se estén 
cumpliendo, sólo se podrá impedir su subsistencia y la de los efectos aún pendientes mediante 
declaración judicial de nulidad.

Artículo sustituido por art. 1 
de la Ley N° 21.686, B.O. 25/11/1977.

Revocación del acto regular

Artículo 18 — El acto administrativo regular, del que hubieren nacido derechos subjetivos a 
favor de los administrados, no puede ser revocado, modificado o sustituido en sede administra-
tiva una vez notificado. 

Sin embargo, podrá ser revocado, modificado o sustituido de oficio en sede administrativa 
si el interesado hubiere conocido el vicio, si la revocación, modificación o sustitución del acto 
lo favorece sin causar perjuicio a terceros y si el derecho se hubiere otorgado expresa y válida-
mente a título precario. También podrá ser revocado, modificado o sustituido por razones de 
oportunidad, mérito o conveniencia, indemnizando los perjuicios que causare a los administrados.

Saneamiento

Artículo 19 — El acto administrativo anulable puede ser saneado mediante:
a)	 Ratificación. Ratificación por el órgano superior, cuando el acto hubiere sido emitido con in-

competencia en razón de grado y siempre que la avocación, delegación o sustitución fueren 
procedentes. 

b)	 Confirmación. Confirmación por el órgano que dictó el acto subsanando el vicio que lo afecte. 
Los efectos del saneamiento se retrotraerán a la fecha de emisión del acto objeto de 

ratificación o confirmación.
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Conversión

Artículo 20 — Si los elementos válidos de un acto administrativo nulo permitieren integrar otro 
que fuere válido, podrá efectuarse su conversión en éste consintiéndolo el administrado. La 
conversión tendrá efectos a partir del momento en que se perfeccione el nuevo acto.

Caducidad

Artículo 21 — La Administración podrá declarar unilateralmente la caducidad de un acto admi-
nistrativo cuando el interesado no cumpliere las condiciones fijadas en el mismo, pero deberá 
mediar previa constitución en mora y concesión de un plazo suplementario razonable al efecto.

Revisión 

Artículo 22 — Podrá disponerse en sede administrativa la revisión de un acto firme:
a)	 Cuando resultaren contradicciones en la parte dispositiva, háyase pedido o no su aclaración.
b)	 Cuando después de dictado se recobraren o descubrieren documentos decisivos cuya exis-

tencia se ignoraba o no se pudieron presentar como prueba por fuerza mayor o por obra de 
tercero.

c)	 Cuando hubiere sido dictado basándose en documentos cuya declaración de falsedad se 
desconocía o se hubiere declarado después de emanado el acto.

d)	 Cuando hubiere sido dictado mediando cohecho, prevaricato, violencia o cualquier otra ma-
quinación fraudulenta o grave irregularidad comprobada. 
El pedido deberá interponerse dentro de los diez (10) días de notificado el acto en el caso 

del inciso a). En los demás supuestos podrá promoverse la revisión dentro de los treinta (30) 
días de recobrarse o hallarse los documentos o cesar la fuerza mayor u obra del tercero; o de 
comprobarse en legal forma los hechos indicados en los incisos c) y d).

Título IV
Impugnación judicial de actos administrativos

Artículo 23 — Podrá ser impugnado por vía judicial un acto de alcance particular:
a)	 cuando revista calidad de definitivo y se hubieren agotado a su respecto las instancias admi-

nistrativas.
b)	 cuando pese a no decidir sobre el fondo de la cuestión, impida totalmente la tramitación del 

reclamo interpuesto.
c)	 cuando se diere el caso de silencio o de ambigüedad a que se alude en el artículo 10.
d)	 cuando la Administración violare lo dispuesto en el artículo 9.

Artículo 24 — El acto de alcance general será impugnable por vía judicial:
a)	 cuando un interesado a quien el acto afecte o pueda afectar en forma cierta e inminente en sus 

derechos subjetivos, haya formulado reclamo ante la autoridad que lo dictó y el resultado fuere 
adverso o se diere alguno de los supuestos previstos en el artículo 10.

b)	 cuando la autoridad de ejecución del acto de alcance general le haya dado aplicación me-
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diante actos definitivos y contra tales actos se hubieren agotado sin éxito las instancias 
administrativas.

Plazos dentro de los cuales debe deducirse la impugnación 
(por vía de acción o recurso)

Artículo 25 — La acción contra el Estado o sus entes autárquicos deberá deducirse dentro del 
plazo perentorio de noventa (90) días hábiles judiciales, computados de la siguiente manera: 
a)	 Si se tratare de actos de alcance particular, desde su notificación al interesado;
b)	 Si se tratare de actos de contenido general contra los que se hubiere formulado reclamo 

resuelto negativamente por resolución expresa, desde que se notifique al interesado la dene-
gatoria;

c)	 Si se tratare de actos de alcance general impugnables a través de actos individuales de aplica-
ción, desde que se notifique al interesado el acto expreso que agote la instancia administrativa;

d)	 Si se tratare de vías de hecho o de hechos administrativos, desde que ellos fueren conocidos 
por el afectado.
Cuando en virtud de norma expresa la impugnación del acto administrativo deba hacerse 

por vía de recurso, el plazo para deducirlo será de treinta (30) días desde la notificación de la 
resolución definitiva que agote las instancias administrativas.

Artículo sustituido por art. 1 
de la Ley N° 21.686, B.O. 25/11/1977.

Artículo 26 — La demanda podrá iniciarse en cualquier momento cuando el acto adquiera ca-
rácter definitivo por haber transcurrido los plazos previstos en el artículo 10 y sin perjuicio de lo 
que corresponda en materia de prescripción.

Impugnación de actos por el Estado o sus entes autárquicos; plazos

Artículo 27 — No habrá plazo para accionar en los casos en que el Estado o sus entes autárqui-
cos fueren actores, sin perjuicio de lo que corresponda en materia de prescripción.

Amparo por mora de la Administración

Artículo 28 — El que fuere parte en un expediente administrativo podrá solicitar judicialmente 
se libre orden de pronto despacho. Dicha orden será procedente cuando la autoridad adminis-
trativa hubiere dejado vencer los plazos fijados y en caso de no existir éstos, si hubiere trans-
currido un plazo que excediere de lo razonable sin emitir el dictamen o la resolución de mero 
trámite o de fondo que requiera el interesado. Presentado el petitorio, el juez se expedirá sobre 
su procedencia, teniendo en cuenta las circunstancias del caso, y si lo estimare pertinente re-
querirá a la autoridad administrativa interviniente que, en el plazo que le fije, informe sobre las 
causas de la demora aducida. La decisión del juez será inapelable. Contestado el requerimiento 
o vencido el plazo sin que se lo hubiere evacuado, se resolverá lo pertinente acerca de la mora, 
librando la orden si correspondiere para que la autoridad administrativa responsable despache 
las actuaciones en el plazo prudencial que se establezca según la naturaleza y complejidad del 
dictamen o trámites pendientes.

Artículo sustituido por art. 1 
de la Ley N° 21.686, B.O. 25/11/1977.
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Artículo 29 — La desobediencia a la orden de pronto despacho tornará aplicable lo dispuesto 
por el artículo 17 del Decreto-Ley 1285/58.

Reclamo administrativo previo a la demanda judicial

Artículo 30 — El Estado nacional o sus entidades autárquicas no podrán ser demandados judi-
cialmente sin previo reclamo administrativo dirigido al Ministerio o Secretaría de la Presidencia 
o autoridad superior de la entidad autárquica, salvo cuando se trate de los supuestos de los 
artículos 23 y 24. 

El reclamo versará sobre los mismos hechos y derechos que se invocarán en la eventual 
demanda judicial y será resuelto por las autoridades citadas.

Artículo sustituido por art. 12 
de la Ley N° 25.344, B.O. 21/11/2000.

Artículo 31 — El pronunciamiento acerca del reclamo deberá efectuarse dentro de los noventa 
(90) días de formulado. Vencido ese plazo, el interesado requerirá pronto despacho y si trans-
currieren otros cuarenta y cinco (45) días, podrá aquél iniciar la demanda, la que deberá ser 
interpuesta en los plazos perentorios y bajo los efectos previstos en el artículo 25, sin perjui-
cio de lo que fuere pertinente en materia de prescripción. El Poder Ejecutivo, a requerimiento 
del organismo interviniente, por razones de complejidad o emergencia pública, podrá ampliar 
fundadamente los plazos indicados, se encuentren o no en curso, hasta un máximo de ciento 
veinte (120) y sesenta (60) días respectivamente. 

La denegatoria expresa del reclamo no podrá ser recurrida en sede administrativa. 
Los jueces no podrán dar curso a las demandas mencionadas en los artículos 23, 24 y 30 

sin comprobar de oficio en forma previa el cumplimiento de los recaudos establecidos en esos 
artículos y los plazos previstos en el artículo 25 y en el presente.

Artículo sustituido por art. 12 
de la Ley N° 25.344, B.O. 21/11/2000.

Artículo 32 — El reclamo administrativo previo a que se refieren los artículos anteriores no será 
necesario si mediare una norma expresa que así lo establezca y cuando:
a)	 Se tratare de repetir lo pagado al Estado en virtud de una ejecución o de repetir un gravamen 

pagado indebidamente;
b)	 Se reclamare daños y perjuicios contra el Estado por responsabilidad extracontractual.

Artículo sustituido por art. 12 
de la Ley N° 25.344, B.O. 21/11/2000.

Artículo 33 — La presente ley entrará a regir a los ciento veinte (120) días de su publicación en 
el Boletín Oficial.

Artículo 34 — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y 
archívese.
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Decreto 1759/72
Reglamento de Procedimientos Administrativos

Artículo 3° del Decreto N° 894/2017 B.O. 2/11/2017.
Por Decreto N° 298/2020 y sus prórrogas fue 
suspendido el curso de los plazos, dentro de los 
procedimientos administrativos regulados por
la Ley Nacional de Procedimientos Administrativos 
N° 19.549, por el Reglamento de Procedimientos 
Administrativos. Decreto 1759/72 - T.O. 2017 y por 
otros procedimientos especiales, sin perjuicio de la 
validez de los actos cumplidos o que se cumplan, con 
excepción de los trámites administrativos relativos 
a la emergencia declarada por la Ley N° 27.541, 
ampliada por el Decreto N° 260 del 12 de marzo de
2020 y sus normas modificatorias y complementarias 
y facultando a las jurisdicciones, entidades y 
organismos contemplados en el artículo
8° de la Ley de Administración Financiera y de los 
Sistemas de Control del Sector Público Nacional N° 
24.156 y sus modificatorias a disponer excepciones, 
en el ámbito de sus competencias.

Decreto 894/2017

Artículo 1 — Sustitúyense los artículos 1°, 2°, 3°, 4°, 5°, 7°, 8°, 9°, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 17, 19, 
20, 21, 22, 23, 25, 26, 27, 30, 31, 32, 33, 38, 41, 46, 58, 60, 90, 92, 96, 100, 101 y 105 del Regla-
mento de Procedimientos Administrativos. Decreto 1759/72 t.o. 1991.

Artículo 2 — Incorpóranse los artículos 107, 108, 109 y 110 al Reglamento de Procedimientos 
Administrativo. Decreto 1759/72 t.o 1991.

Artículo 3 — Apruébase el texto ordenado del Reglamento de Procedimientos Administrativos 
con las modificaciones introducidas por el presente, conforme ANEXO I (IF-2017-26478948-
APN-JGM) el que se titulará “Reglamento de Procedimientos Administrativos. Decreto 1759/72 
- t.o 2017”, que forma parte del presente decreto.

Artículo 4 — Las autoridades administrativas, actuarán de acuerdo con los principios de sen-
cillez y eficacia, procurando la simplificación de los trámites, y facilitando el acceso de los 
ciudadanos a la administración a través de procedimientos directos y simples por medios elec-
trónicos.

Artículo 5 — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archí-
vese. — MACRI. — Marcos Peña.
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Reglamentación de Procedimiento Administrativo

Título I 
Artículo 1 —  Órganos competentes. Los expedientes administrativos tramitarán por 
medios electrónicos y serán resueltos con intervención del órgano al que una ley o un 
decreto hubieren atribuido competencia; en su defecto actuará el organismo que determine 
el reglamento interno de la Jefatura de Gabinete de Ministros, del Ministerio o del cuerpo 
directivo del ente descentralizado, según corresponda.

Cuando se trate de expedientes administrativos que no obstante referirse a UN (1) solo asun-
to u objeto hayan de intervenir con facultades decisorias DOS (2) o más órganos se instruirá 
un solo expediente, el que tramitará por medios electrónicos por ante el organismo por el cual 
hubiera ingresado, salvo que fuera incompetente, debiéndose dictar una resolución única.

En estos casos, y a fin de optimizar la gestión y resolución de los asuntos, se podrá utilizar 
la modalidad de tramitación del expediente electrónico mediante “Tramitación en paralelo”.

En los casos que ya existieren DOS (2) expedientes electrónicos, se podrá utilizar, según sea 
el caso, alguna de las modalidades de tramitación del expediente electrónico mediante “Asocia-
ción”, “Fusión” o “Tramitación Conjunta”.

Artículo sustituido por art. 1 
del Decreto N° 1883/1991, B.O. 24/09/1991.

Artículo 2 — Facultades del superior. El Jefe de Gabinete de Ministros, los ministros, Secretarios 
de la Presidencia de la Nación y órganos directivos de entes descentralizados podrán dirigir o 
impulsar la acción de sus inferiores jerárquicos mediante órdenes, instrucciones, circulares 
y reglamentos internos, a fin de asegurar la celeridad, economía, sencillez y eficacia de los 
trámites, delegarles facultades; intervenirlos; y avocarse al conocimiento y decisión de un 
asunto a menos que una norma hubiere atribuido competencia exclusiva al inferior.

Todo ello sin perjuicio de entender eventualmente en la causa si se interpusieren los recur-
sos que fueren pertinentes.

A los mismos fines, utilizarán el Sistema de Gestión Documental Electrónica y tramitarán los 
asuntos mediante expedientes electrónicos.

Artículo 3 — Iniciación del trámite. Parte interesada. El trámite administrativo podrá iniciarse 
de oficio o a petición de cualquier persona humana o jurídica, pública o privada, que invoque 
un derecho subjetivo o un interés legítimo; éstas serán consideradas parte interesada en el 
procedimiento administrativo. También tendrán ese carácter aquellos a quienes el acto a 
dictarse pudiera afectar en sus derechos subjetivos o intereses legítimos y que se hubieren 
presentado en las actuaciones a pedido del interesado originario, espontáneamente, o por 
citación del organismo interviniente cuando éste advierta su existencia durante la sustanciación 
del expediente.

Los menores adultos tendrán plena capacidad para intervenir directamente en procedimien-
tos administrativos como parte interesada en la defensa de sus propios derechos subjetivos o 
intereses legítimos.

Artículo 4 — Impulsión de oficio y a pedido de parte interesada. El procedimiento se impulsará 
de oficio en todos sus trámites y a través de medios electrónicos respetando los principios 
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de economía, sencillez y eficacia. Todas las actuaciones administrativas serán impulsadas 
de oficio por el órgano competente, lo cual no obstará a que también el interesado inste el 
procedimiento. 

Se exceptúan de este principio aquellos trámites en los que medie solo el interés privado del 
administrado, a menos que, pese a ese carácter, la resolución a dictarse pudiera llegar a afectar 
de algún modo el interés general.

Artículo 5 — Deberes y facultades del órgano competente. El órgano competente dirigirá el 
procedimiento procurando:
a)	 Tramitar los expedientes con celeridad y eficacia, haciendo uso de los medios electrónicos 

disponibles en el Sistema de Gestión Documental Electrónica para conocer el estado y agilizar 
el flujo de tramitación de los asuntos.

b)	 Proveer en una sola resolución todos los trámites que, por su naturaleza, admitan su impulso 
simultáneo y concentrar en un mismo acto o audiencia todas las diligencias y medidas de 
prueba pertinentes;

c)	 Utilizar el Sistema de Gestión Documental Electrónica para la totalidad de las actuaciones 
administrativas, incluyendo el expediente electrónico, las comunicaciones oficiales electró-
nicas, los formularios y documentos oficiales electrónicos, como único medio de creación, 
registro, firma y archivo de todos los documentos inherentes a la gestión administrativa.

d)	 Señalar los defectos de que adolezca la petición, ordenando que se subsanen de oficio o 
por el interesado dentro del plazo razonable que fije, disponiendo de la misma manera las 
diligencias que fueren necesarias para evitar nulidades.

e)	 Disponer en cualquier momento la comparecencia personal de las partes interesadas, sus 
representantes legales o apoderados para requerir las explicaciones que se estime nece-
sarias y aun para reducir las discrepancias que pudiera existir sobre cuestiones de hecho 
o de derecho, labrándose acta. En la citación se hará constar concretamente el objeto de la 
comparecencia.

Artículo 6 — Facultades disciplinarias. Para mantener el orden y decoro en las actuaciones, 
dicho órgano podrá:
a)	 Testar toda frase injuriosa o redactada en términos ofensivos o indecorosos;
b)	 Excluir de las audiencias a quienes las perturben,
c)	 Llamar la atención o apercibir a los responsables;
d)	 Aplicar las multas autorizadas por el artículo 1º, inc. b), in fine, de la Ley de Procedimientos 

Administrativos, así como también las demás sanciones, incluso pecuniarias, previstas en 
otras normas vigentes. Las multas firmes serán ejecutadas por los respectivos representan-
tes judiciales del Estado, siguiendo el procedimiento de los artículos 604 y 605 del Código 
Procesal Civil y Comercial de la Nación;

e)	 Separar a los apoderados por inconducta o por entorpecer manifiestamente el trámite, inti-
mando al mandante para que intervenga directamente o por nuevo apoderado, bajo aperci-
bimiento de suspender los procedimientos o continuarlos sin su intervención, según corres-
pondiere. Las faltas cometidas por los agentes de la administración se regirán por sus leyes 
especiales.
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Título II
Artículo 7 — De los expedientes
a.	 Se entiende por expediente administrativo el conjunto ordenado de documentos y actuacio-

nes que sirven de antecedente y fundamento al acto administrativo, así como las diligencias 
encaminadas a ejecutarlo.

b.	 Los expedientes tendrán formato electrónico y se formarán mediante la agregación orde-
nada de los documentos, pruebas, dictámenes, informes, acuerdos, notificaciones y demás 
diligencias que deban integrarlos.

c.	 La tramitación de las actuaciones, comunicaciones, documentos y expedientes se realizará 
mediante el Sistema de Gestión Documental Electrónica, que permite realizar de manera 
integral la caratulación, numeración, seguimiento y registro de movimientos de todas las 
actuaciones y expedientes del Sector Público Nacional. Dicho sistema actuará como plata-
forma para la implementación de la gestión de los expedientes electrónicos.

d.	 Transitoriamente, los expedientes caratulados antes de la implementación del Sistema de 
Gestión Documental Electrónica podrán continuar su tramitación en soporte papel, pero las 
actuaciones que en ellos se produzcan y agreguen deberán instrumentarse en formato elec-
trónico, adjuntándose su impresión al expediente.

e.	 En caso de corresponder, las autoridades podrán digitalizar los expedientes en soporte pa-
pel y continuar su tramitación como expedientes electrónicos.

f.	 Todos los documentos que formen parte de un expediente deberán ser generados previa-
mente en forma electrónica, o bien, si existieran en papel u otro formato, deberán ser digita-
lizados de acuerdo a la normativa vigente.

g.	 La identificación con que se inicie un expediente será conservada a través de las actuacio-
nes sucesivas cualesquiera fueren los organismos que intervengan en su trámite. Todas 
las unidades tienen la obligación de suministrar información de un expediente en base a su 
identificación inicial.

h.	 Los expedientes electrónicos y los documentos electrónicos serán identificados de manera 
uniforme para toda la Administración a través del Sistema de Gestión Documental Electrónica.

Artículo 8 — Caratulación y compaginación
a.	 Caratulación. La caratulación de los expedientes electrónicos se realizará conforme al No-

menclador de Trámites aprobado por la Secretaría de Modernización Administrativa del Mi-
nisterio de Modernización.

b.	 Compaginación. En aquellos casos excepcionales de expedientes caratulados que tramiten 
en soporte papel, éstos serán compaginados en cuerpos numerados que no excedan de 
DOSCIENTAS (200) fojas, salvo los casos en que tal límite obligara a dividir escritos o docu-
mentos que constituyan un solo texto.

Artículo 9 — Vinculación de documentos al expediente
a.	 Vinculación de documentos al expediente electrónico. Los documentos electrónicos firmados 

digitalmente se vincularán al Expediente Electrónico al cual pertenecen.
b.	 Foliatura. En aquellos casos excepcionales de expedientes que tramiten en soporte papel, 

todas las actuaciones deberán foliarse por orden correlativo de incorporación, incluso cuan-
do se integren, con más de UN (1) cuerpo de expediente. Las copias de notas, informes o 
disposiciones que se agreguen junto con su original, no se foliaran debiéndose dejar cons-
tancia de su agregación.
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Artículo 10 — Documentos Adjuntos, Anexos y Vinculación de Expedientes
a)	 Documentos electrónicos adjuntos. Se podrán adjuntar documentos electrónicos como ar-

chivos embebidos en otros documentos electrónicos.
b)	 Anexos. En aquellos casos excepcionales de expedientes que tramiten en soporte papel, 

cuando vayan acompañados de antecedentes que por su volumen no puedan ser incorpora-
dos, se confeccionarán anexos, los que serán numerados y foliados en forma independiente.

c)	 Vinculación de Expedientes. Los expedientes pueden vincularse entre sí de acuerdo con las 
siguientes modalidades:
1.	 Asociación de Expedientes electrónicos: permite relacionar uno o más expedientes sólo 

como consulta.
2.	 Fusión de Expedientes electrónicos: permite agrupar varios expedientes en uno. Los ex-

pedientes fusionados pierden su individualidad.
3.	 Tramitación Conjunta de Expedientes Electrónicos: permite la incorporación de un grupo de 

expedientes sin que pierdan su individualidad. Dichos expedientes pueden ser separados 
en cualquier momento, quedando constancia del inicio y del fin de dicha tramitación conjunta.

4.	 Expedientes Agregados en Soporte Papel: en aquellos casos excepcionales de expedien-
tes que tramiten en soporte papel, los expedientes que se incorporen a otros no con-
tinuarán la foliatura de éstos, debiéndose dejar únicamente constancia del expediente 
agregado con la cantidad de fojas del mismo.

d)	 Desgloses. Los desgloses podrán solicitarse verbalmente y se harán bajo constancia de la 
cual quedará registro en el orden que corresponda del expediente electrónico dejándose 
constancia de la autoridad que lo dispuso.

e)	 Tramitación en Paralelo de Expedientes Electrónicos: permite la tramitación en forma simul-
tánea de un expediente. El usuario que realice el pase múltiple del expediente conserva el 
control del mismo.

Artículo 11 — Documentos y expedientes electrónicos con carácter reservado
a)	 Documentos electrónicos reservados. La autoridad administrativa podrá solicitar al admi-

nistrador del sistema de gestión documental electrónica la habilitación de documentos de 
carácter reservado mediante acto administrativo fundado en la normativa que establece su 
confidencialidad.

b)	 Expedientes Electrónicos Reservados. La autoridad administrativa podrá solicitar al admi-
nistrador del sistema de gestión documental electrónica la habilitación de carátulas para ex-
pedientes reservados, mediante acto administrativo fundado en la normativa que establece 
la confidencialidad del trámite.

Artículo 12 — Documentos secretos. La autoridad administrativa podrá solicitar al 
administrador del sistema de gestión documental electrónica la habilitación de documentos 
de carácter secreto mediante acto administrativo fundado en la normativa que establece tal 
condición.

Artículo 13 — Cuando se haya iniciado un expediente o trámite con fojas desglosadas, éstas 
serán precedidas de una nota con la mención de las actuaciones de las que proceden, de la 
cantidad de fojas con que se inicia el nuevo y las razones que haya habido para hacerlo.

Artículo 14 — Oficios y colaboración entre dependencias administrativas. Si para sustanciar las 
actuaciones se necesitaren datos o informes de terceros o de otros órganos administrativos, se 
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los deberá solicitar directamente por comunicaciones electrónicas oficiales, con la indicación 
de la carátula del Expediente Electrónico, o mediante oficio de lo que se dejará constancia en 
el expediente.

A tales efectos, las dependencias de la Administración, cualquiera sea su situación jerár-
quica, quedan obligadas a prestar su colaboración permanente y recíproca, y a expedirse con 
celeridad.

Cuando un expediente involucre la responsabilidad primaria de más de una unidad de la mis-
ma jurisdicción, el mismo deberá ser tramitado simultáneamente en dichas unidades, mediante 
el pase paralelo del expediente electrónico.

En aquellos casos excepcionales de expedientes que tramiten en soporte papel, se digitali-
zarán las actuaciones y se tramitarán por el Sistema de Gestión Documental Electrónica.

Título III
Artículo 15 — Formalidades de los escritos
a.	 Los particulares podrán presentar escritos en la mesa de entradas del organismo, en las 

representaciones Diplomáticas u Oficinas Consulares de la REPÚBLICA ARGENTINA en el 
extranjero cuando fuera procedente o en forma electrónica a través de la plataforma electró-
nica de Trámites a Distancia (TAD), por sí, o mediante representantes o apoderados.

b.	 Los escritos serán redactados en idioma nacional, llevarán en la parte superior una suma o 
resumen del petitorio. Serán suscriptos por los interesados, sus representantes legales o apo-
derados. En el encabezamiento de todo escrito, sin más excepción que el que iniciare una ges-
tión, debe indicarse la identificación del expediente a que corresponda, y en su caso, contendrá 
la indicación precisa de la representación que se ejerza.

c.	 En aquellos casos excepcionales de expedientes que tramiten en soporte papel, se deberá 
salvar toda testadura enmienda o palabras interlineadas, podrá emplearse el medio telegrá-
fico para contestar traslado o vistas e interponer recursos. Sin embargo, los interesados, o 
sus apoderados, podrán efectuar peticiones mediante simple anotación en el expediente, 
con su firma, sin necesidad de cumplir con los recaudos establecidos en los párrafos ante-
riores.

d.	 Los documentos presentados en soporte papel ante la Administración deberán ser digitali-
zados de acuerdo con la normativa vigente, por las Mesas de Entradas para su incorporación 
al Expediente Electrónico, devolviéndose los originales al interesado, previa constatación de 
su carácter de original o de copia autenticada, sin perjuicio de aquellos supuestos en que 
la norma determine la custodia por la Administración de los documentos presentados o 
resulte obligatoria la presentación de objetos o de documentos en un soporte específico no 
susceptibles de digitalización. La digitalización del documento realizada de acuerdo con los 
procedimientos establecidos en la normativa vigente y su vinculación al Sistema de Gestión 
Documental Electrónica importa su autenticación siendo responsabilidad del personal inter-
viniente la verificación del instrumento.

e.	 Todo documento electrónico firmado digitalmente en el Sistema Electrónico de Gestión Do-
cumental tendrá carácter de original, y los reproducidos en soporte electrónico a partir de 
originales de primera generación en cualquier otro soporte, digitalizados de acuerdo al pro-
cedimiento que establezca la normativa aplicable serán considerados originales y tendrán 
idéntica eficacia y valor probatorio que sus equivalentes en soporte papel.
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Artículo 16 — Recaudos. Todo escrito por el cual se promueva la iniciación de una gestión ante 
la Administración Pública Nacional deberá contener los siguientes recaudos:
a) Nombres, apellido, indicación de identidad y domicilio real y constituido del interesado;
b) Relación de los hechos y si lo considera pertinente, la norma en que el interesado funde su 

derecho;
c)  La petición concretada en términos claros y precisos;
d)  Ofrecimiento de toda la prueba de que el interesado ha de valerse, acompañando la docu-

mentación que obre en su poder y, en su defecto, su mención con la individualización posi-
ble, expresando lo que de ella resulte y designando el archivo, oficina pública o lugar donde 
se encuentren los originales;

e) Firma del interesado o de su representante legal o apoderado.

Artículo 17 —  Firma de actuaciones administrativas; firma a ruego
a.	 Firma a ruego. En las presentaciones realizadas en soporte papel por los particulares, cuan-

do un escrito fuera suscripto a ruego por no poder o no saber hacerlo el interesado la au-
toridad administrativa lo hará constar, así como el nombre del firmante y también que fue 
autorizado en su presencia o se ratificó ante él la autorización, exigiéndole la acreditación de 
la identidad personal de los que intervinieren. Si no hubiere quien pueda firmar a ruego del 
interesado, el funcionario procederá a darle lectura y certificará que éste conoce el texto del 
escrito y ha estampado la impresión digital en su presencia.

b.	 Firma de actuaciones administrativas. Con carácter general, para realizar cualquier actua-
ción prevista en el procedimiento administrativo, será suficiente con que los interesados 
acrediten previamente su identidad a través de cualquiera de los medios de autenticación 
electrónica e identificación previstos en este Reglamento. Los organismos requerirán a los 
interesados el uso obligatorio de firma para los actos donde esté comprometido el derecho 
del administrado. Los escritos presentados por los particulares se firmarán digitalmente en 
la Plataforma de “Trámites a Distancia” (TAD). Las comunicaciones, documentos, informes, 
dictámenes, y toda otra actuación administrativa se firmarán digitalmente en el Sistema de 
Gestión Documental Electrónica.

c.	 Los interesados podrán autenticarse ante la plataforma electrónica de “Trámites a Distan-
cia” (TAD) mediante la clave fiscal de la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP) 
o la Clave de Seguridad Social de la Administración Nacional De La Seguridad Social (AN-
SES) o mediante la Plataforma de Autenticación Electrónica Central – PAEC de acuerdo a la 
normativa vigente.

Artículo 18 — Ratificación de la firma y del contenido del escrito. En caso de duda sobre la 
autenticidad de una firma, podrá la autoridad administrativa llamar al interesado para que en 
su presencia y previa justificación de su identidad, ratifique la firma o el contenido del escrito. 
Si el citado negare la firma o el escrito, se rehusare a contestar o no compareciere, se tendrá 
el escrito por no presentado.

Artículo 19 —  Constitución de domicilio especial
a.	 Presentaciones en soporte papel. Toda persona que comparezca ante autoridad adminis-

trativa, por derecho propio o en representación de terceros, deberá constituir un domicilio 
especial dentro del radio urbano de asiento del organismo en el cual tramite el expediente. Si 
por cualquier circunstancia cambiare la tramitación del expediente en jurisdicción distinta a 
la del inicio, el interesado deberá constituir un nuevo domicilio especial. Se lo hará en forma 
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clara y precisa indicando calle y número, o piso, número o letra del escritorio o departamento; 
no podrá constituirse domicilio en las oficinas públicas, pero si en el real de la parte interesada, 
siempre que este último esté situado en el radio urbano del asiento de la autoridad administrativa.

b.	 Presentaciones mediante la plataforma electrónica de Trámites a Distancia (TAD). Toda per-
sona que comparezca ante una Autoridad Administrativa mediante la Plataforma Electrónica 
de “TRÁMITES A DISTANCIA” (TAD), por derecho propio o en representación de terceros, de-
berá constituir un domicilio especial electrónico en el cual serán válidas las comunicaciones 
y notificaciones.

c.	 La cuenta de usuario de la plataforma electrónica de Trámites a Distancia (TAD) será consi-
derada el domicilio especial electrónico constituido para aquellos trámites que se gestionen 
utilizando dicha plataforma.

d.	 Sede electrónica. La cuenta de usuario de la Plataforma Electrónica de “TRÁMITES A DIS-
TANCIA” (TAD) es la sede electrónica del particular, en donde serán notificadas en forma 
electrónica las actuaciones administrativas.

Artículo 20 — Excepcionalmente, en los casos de presentaciones realizadas en soporte papel, 
si no se constituyere domicilio, no se lo hiciere de acuerdo a lo dispuesto por el artículo anterior, 
o si el que se constituyere no existiera o desapareciera el local o edificio elegido o la nume-
ración indicada, se intimará a la parte interesada en su domicilio real para que se constituya 
domicilio en debida forma, bajo apercibimiento de continuar el trámite sin intervención suya o 
de un apoderado o representante legal, o disponer la caducidad del procedimiento con arreglo a 
lo establecido en el artículo 1º, inc. e), apartado 9) de la Ley de Procedimientos Administrativos, 
según corresponda.

Artículo 21 — Excepcionalmente, en los casos de presentaciones realizadas en soporte papel, 
el domicilio constituido producirá todos sus efectos sin necesidad de resolución y se reputará 
subsistente mientras no se designe otro.

Artículo 22 — Domicilio real. El domicilio real de la parte interesada debe ser denunciado en la 
primera presentación que haga aquélla personalmente o por apoderado o representante legal, 
tanto a través de la Plataforma Electrónica de “TRÁMITES A DISTANCIA” (TAD) como en soporte 
papel. En caso contrario —como así también en el supuesto de no denunciarse su cambio— y 
habiéndose constituido domicilio especial se intimará que se subsane el defecto, bajo apercibi-
miento de notificar en este último todas las resoluciones, aun las que deban efectuarse en el real.

Artículo 23 — Falta de constitución del domicilio especial y de denuncia del domicilio real. 
Excepcionalmente, en los casos de presentaciones realizadas en soporte papel, si en las opor-
tunidades debidas no se constituyere domicilio especial ni se denunciare el real, se intimará que 
se subsane el defecto en los términos y bajo el apercibimiento previsto en el artículo 1°, inciso 
e), apartado 9) de la Ley de Procedimientos Administrativos.

Artículo 24 — Peticiones múltiples. Podrá acumularse en un solo escrito más de una petición 
siempre que se tratare de asuntos conexos que se puedan tramitar y resolver conjuntamente. 
Si a juicio de la autoridad administrativa no existiere la conexión implícita o explícitamente ale-
gada por el interesado o la acumulación trajere entorpecimiento a la tramitación de los asuntos 
se lo emplazará para que presente peticiones por separado bajo apercibimiento de proceder de 
oficio a sustanciarlas individualmente si fueren separables, o en su defecto disponer la caduci-
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dad del procedimiento con arreglo a lo establecido en el artículo 1º, inciso e), apartado 9) de la 
Ley de Procedimientos Administrativos.

Artículo 25 — Presentación de escritos, fecha y cargo
a.	 Todo escrito inicial o en el que se deduzca un recurso podrá presentarse a través de la pla-

taforma electrónica de Trámites a Distancia (TAD), en la mesa de entradas o receptoría del 
organismo competente o podrán emitirse por correo. El sistema electrónico dejará constan-
cia de la fecha y hora de presentación de los escritos realizada por los particulares en dicha 
plataforma electrónica y de los actos producidos por los usuarios de dicho sistema.

b.	 Los escritos posteriores podrán presentarse o remitirse igualmente a la oficina donde se en-
cuentra el expediente, o a través de la plataforma electrónica de Trámites a Distancia (TAD). 
La autoridad administrativa deberá dejar constancia en cada escrito de la fecha en que fuere 
presentado, poniendo al efecto el cargo pertinente.

Los escritos recibidos por correo se considerarán presentados en la fecha de imposición 
en la oficina de correos, a cuyo efecto se agregará el sobre sin destruir su sello fechador, o 
bien en la que conste en el mismo escrito y que surja del sello fechador impreso por el agen-
te postal habilitado a quien se hubiere exhibido el escrito en sobre abierto en el momento de 
ser despachado por expreso o certificado.

A pedido de interesado el referido agente postal deberá sellarle una copia para su cons-
tancia.

En caso de duda deberá estarse a la fecha enunciada en el escrito y en su defecto, se 
considerará que la presentación se hizo en término.

Cuando se empleare el medio telegráfico para contestar traslados o vistas o interponer 
recursos, se entenderá presentado en la fecha de su imposición en la oficina postal.

El escrito no presentado dentro del horario administrativo del día en que venciere el plazo, 
solo podrá ser entregado válidamente, en la oficina que corresponda, el día hábil inmediato y 
dentro de las DOS (2) primeras horas del horario de atención de dicha oficina.

c.	 En los expedientes electrónicos se aplicarán los plazos establecidos en el artículo 30 inciso 
b) del presente Reglamento no siendo de aplicación el artículo 124 del Código Procesal Civil 
y Comercial de la Nación.

Artículo 26 — Responsabilidad de la tramitación. La elaboración de meros informes, 
contestación de comunicaciones oficiales y todo otro diligenciamiento de documentación, 
relativos a la sustanciación de expedientes, cuando no estuviera establecido otro término, serán 
realizados en un plazo máximo de CINCO (5) días hábiles administrativos. Este plazo máximo 
podrá ser ampliado por el superior jerárquico del responsable primario cuando la complejidad 
de los asuntos a tratarse lo justifique.

Los titulares de las unidades administrativas y el personal que tuviese a su cargo la resolu-
ción o el despacho de los asuntos, serán responsables directos de su tramitación y adoptarán 
las medidas oportunas para remover los obstáculos que impidan, dificulten o retrasen el ejerci-
cio pleno de los derechos de los interesados o el respeto a sus intereses legítimos, disponiendo 
lo necesario para evitar y eliminar toda anormalidad en la tramitación de procedimientos.

El personal que tenga a su cargo el despacho de los asuntos, así como los titulares de los 
órganos administrativos competentes para instruir y resolver son directamente responsables, 
en el ámbito de sus competencias, del cumplimiento de la obligación legal de dictar resolución 
expresa en plazo. El incumplimiento de dicha obligación dará lugar a responsabilidad discipli-
naria, sin perjuicio de la que hubiere lugar de acuerdo con la normativa aplicable.
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Artículo 27 — Documentos acompañados
a.	 Los documentos que se acompañen a los escritos y aquellos cuya agregación se solicite a 

título de prueba podrán presentarse en su original, en testimonios expedidos por autoridad 
competente o en copia que certificará la autoridad administrativa previo cotejo con el origi-
nal, el que se devolverá al interesado. Podrá solicitarse la reserva de cualquier documento, 
libro o comprobante que se presente, en cuyo caso se procederá a su guarda bajo constancia.

b.	 A través de la plataforma electrónica de “TRÁMITES A DISTANCIA” (TAD) los particulares 
podrán presentar sus escritos y acompañar documentos previa digitalización de acuerdo a la 
normativa vigente. Asimismo, podrán realizar presentaciones a agregar en los trámites que 
sean parte y estén en estado de tramitación.

Artículo 28 — Documentos de extraña jurisdicción legalizados. Traducción. Los documentos 
expedidos por autoridad extranjera deberán presentarse debidamente legalizados si así lo exi-
giere la autoridad administrativa. Los redactados en idioma extranjero deberán acompañarse 
con su correspondiente traducción hecha por traductor matriculado.

Artículo 29 — Firma de los documentos por profesionales. Los documentos y planos que se 
presenten, excepto los croquis deberán estar firmados por profesionales inscriptos en matricu-
la nacional, provincial o municipal, indistintamente.

Artículo 30 — Entrega de constancias sobre iniciación de actuaciones y presentación de escri-
tos o documentos.
a.	 De toda actuación que se inicie en Mesa de Entradas o Receptoría se dará una constancia 

con la identificación del expediente que se origine. Los interesados que hagan entrega de 
un documento o escrito podrán, además, pedir verbalmente que se les certifique una copia de 
los mismos. La autoridad administrativa lo hará así, estableciendo que el interesado ha hecho 
entrega en la oficina de un documento o escrito bajo manifestación de ser el original de la copia 
suscripta.

b.	 Presentaciones mediante la plataforma electrónica “TRÁMITES A DISTANCIA” (TAD). La pla-
taforma electrónica TAD facilitará la realización de trámites a los particulares. Para cada 
trámite deberá ingresar la información o documentación obligatoria solicitada, luego de lo 
cual el sistema le otorgará un número de expediente.
La carga de documentación puede realizarse durante las VEINTICUATRO (24) horas de todos 

los días del año. El cómputo de plazos se hará a partir del primer día hábil siguiente al de la 
carga de documentación efectuada correctamente por el particular en la plataforma electrónica 
en su cuenta de usuario.

La carga de documentación efectuada en un día inhábil se entenderá efectuada el primer día 
hábil siguiente.

Título IV
Artículo 31 — Actuación por poder y representación legal
a.	 La persona que se presente en las actuaciones administrativas por un derecho o interés 

que no sea propio, aunque le competa ejercerlo en virtud de representación legal, debe-
rá acompañar los documentos que acrediten la calidad invocada. La representación podrá 
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acreditarse mediante cualquier medio válido en Derecho que deje constancia fidedigna de su 
existencia. Los padres que comparezcan en representación de sus hijos y el cónyuge que lo 
haga en nombre del otro, no tendrán obligación de presentar las partidas correspondientes, 
salvo que fundadamente le fueran requeridas.

b.	 Plataforma electrónica de Trámites a Distancia (TAD). Los particulares podrán actuar por sí 
o mediante apoderados o representantes legales. A tal fin, las personas autorizadas ante la 
AFIP o ANSES para actuar en representación lo podrán hacer en dicha plataforma electróni-
ca TAD, siempre que tengan Clave Fiscal o Clave de Seguridad Social. Los documentos que 
acreditan la personería o la representación, serán adjuntados con carácter de declaración 
jurada, a la carpeta del particular en la PLATAFORMA ELECTRÓNICA (TAD). El particular 
podrá habilitar su consulta para otros trámites u otros usuarios.

El apoderado tendrá la potestad de iniciar un trámite, cada vez que lo haga, se vinculará 
al Expediente Electrónico una constancia de apoderamiento que da cuenta sobre la partici-
pación del apoderado.

La intervención en un trámite en TAD por un apoderado implicará la aceptación del apode-
ramiento realizado por el usuario TAD titular. El apoderado será responsable por su gestión 
en los trámites que intervenga de acuerdo a las normas del derecho común.

El poder puede ser revocado en cualquier momento por el poderdante o por la renuncia 
del apoderado. La revocación del poder se debe realizar ante la misma entidad donde se 
gestionó el alta, sea AFIP, ANSES o la que se incorpore a la plataforma de autenticación 
electrónica central PAEC.

La falta o insuficiente acreditación de la representación no impedirá que se tenga por realiza-
do el acto de que se trate, siempre que se aporte aquélla o se subsane el defecto dentro del plazo 
de DIEZ (10) días que deberá conceder al efecto el órgano administrativo, o de un plazo superior 
cuando las circunstancias del caso así lo requieran.

Artículo 32 — Forma de acreditar la personería. Los representantes o apoderados 
acreditarán su personería desde la primera gestión que hagan a nombre de sus mandantes.
a.	 En aquellos casos excepcionales de expedientes que tramiten en soporte papel, los repre-

sentantes o apoderados deberán acreditar su personería mediante el instrumento público 
correspondiente, o con copia del mismo suscripta por el letrado, o con carta poder con 
firma autenticada por autoridad policial o judicial, o por escribano público. En el caso de 
encontrarse agregado a otro expediente que tramite ante la misma repartición bastará la 
pertinente certificación. Cuando se invoque un poder general o especial para varios actos 
o un contrato de sociedad civil o comercial otorgado en instrumento público o inscripto en 
la INSPECCIÓN GENERAL DE JUSTICIA, se lo acreditará con la agregación de una copia ín-
tegra firmada por el letrado patrocinante o por el apoderado. De oficio o a petición de parte 
interesada podrá intimarse la presentación del testimonio original. Cuando se tratare de so-
ciedades irregulares o de hecho, la presentación deberán firmarla todos los socios a nombre 
individual, indicando cuál de ellos continuará vinculado a su trámite.

b.	 En los casos de trámites realizados vía TAD no será necesario acompañar la documentación 
que acredite la personería o la representación, si la misma consta en algún organismo de la 
administración. En tal caso, los representantes o apoderados podrán optar entre acompañar 
el instrumento o informar el antecedente administrativo y la repartición en la cual se encuen-
tra la documentación correspondiente. Excepcionalmente, la autoridad administrativa podrá 
solicitar se agregue copia de dicha documentación.
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Artículo 33 — El mandato también podrá otorgarse por acta ante la autoridad administrativa, la 
que contendrá una simple relación de la identidad y domicilio del compareciente, designación 
de la persona del mandatario, mención de la facultad de percibir sumas de dinero u otra espe-
cial que se le confiriere.

Artículo 34 — Cesación de la representación. Cesará la representación en las actuaciones:
a)	 Por revocación del poder. La intervención del interesado en el procedimiento no importará 

revocación si al tomarla no lo declara expresamente.
b)	 Por renuncia, después de vencido el término del emplazamiento al poderdante o de la com-

parecencia del mismo en el expediente.
c)	 Por muerte o inhabilidad del mandatario.

En los casos previstos por los TRES (3) incisos precedentes, se emplazará al mandante 
para que comparezca por sí o por nuevo apoderado, bajo apercibimiento de continuar el trá-
mite sin su intervención o disponer la caducidad del expediente, según corresponda.

d) Por muerte o incapacidad del poderdante.
Estos hechos suspenden el procedimiento hasta que los herederos o representantes le-

gales del causante se apersonen al expediente, salvo que se tratare de trámites que deban 
impulsarse de oficio. El apoderado entre tanto, solo podrá formular las peticiones de mero 
trámite que fueren indispensables y que no admitieren demoras para evitar perjuicios a los 
derechos del causante.

Artículo 35 — Alcances de representación. Desde el momento en que el poder se presente a la 
autoridad administrativa y esta admita la personería, el representante asume todas las respon-
sabilidades que las leyes le imponen y sus actos obligan al mandante como si personalmente 
los hubiere practicado. Está obligado a continuar la gestión mientras no haya cesado legalmen-
te en su mandato -con la limitación prevista en el inciso d) del artículo anterior- y con él se en-
tenderán los emplazamientos, citaciones y notificaciones, incluso las de los actos de carácter 
definitivo, salvo decisión o norma expresa que disponga se notifique al mismo poderdante o que 
tengan por objeto su comparecencia personal.

Artículo 36 — Unificación de la personería. Cuando varias personas se presentaren formulando 
un petitorio del que no surjan intereses encontrados, la autoridad administrativa podrá exigir la 
unificación de la representación, dando para ello un plazo de CINCO (5) días, bajo apercibimien-
to de designar un apoderado común entre los peticionantes. La unificación de representación 
también podrá pedirse por las partes en cualquier estado del trámite. Con el representante 
común se entenderán los emplazamientos, citaciones y notificaciones, incluso de la resolución 
definitiva, salvo decisión o norma expresa que disponga se notifiquen directamente a las partes 
interesadas o las que tengan por objeto su comparecencia personal.

Artículo 37 — Revocación de la personería unificada. Una vez hecho el nombramiento del man-
datario común, podrá revocarse por acuerdo unánime de los interesados o por la Administra-
ción a petición de uno de ellos, si existiere motivo que lo justifique.

Artículo 38 — Vista. La parte interesada, su apoderado o letrado patrocinante, podrán tomar 
vista del expediente durante todo su trámite, con excepción de actuaciones, diligencias, infor-
mes o dictámenes que a pedido del órgano competente y previo asesoramiento del servicio 
jurídico correspondiente, fueren declarados reservados o secretos mediante decisión fundada 
del respectivo Subsecretario del Ministerio o del titular del ente descentralizado de que se trate.
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a.	 Vista de Expedientes en soporte papel. En aquellos casos excepcionales de expedientes 
que tramiten en soporte papel el pedido de vista podrá hacerse verbalmente y se dará, sin 
necesidad de resolución expresa al efecto, en la oficina en que se encuentre el expediente, 
aunque no sea la Mesa de Entradas o Receptoría.

Si el peticionante solicitare la fijación de un plazo para la vista, aquél se dispondrá por 
escrito rigiendo a su respecto lo establecido por el artículo 1º, inciso e), apartados 4) y 5), 
de la Ley de Procedimientos Administrativos Nº 19.549.

El día de vista se considera que abarca, sin límites, el horario de funcionamiento de la 
oficina en la que se encuentre el expediente.

A pedido del interesado, y a su cargo, se facilitarán fotocopias de las piezas que solicitare.
b.	 Vista de expediente electrónico. La solicitud y otorgamiento de vista de los expedientes 

electrónicos se hace de acuerdo con los siguientes procedimientos:
1.	 La consulta sin suspensión de plazo de las actuaciones por medios electrónicos en la pla-

taforma TAD es automático y no requerirá de solicitud expresa del interesado. El usuario 
o el apoderado podrán acceder al contenido de los expedientes que haya iniciado a través 
de dicha plataforma TAD. El usuario podrá consultar la última fecha de modificación, el 
estado del expediente y su ubicación actual; también tendrá acceso a los documentos 
que se hayan vinculado. Si el trámite está en curso, mediante el documento Constancia 
de Toma de Vista, queda registro de la consulta dentro del expediente electrónico, sin suspen-
sión de plazo.

2.	 El otorgamiento de vista con suspensión de plazo de las actuaciones por medios electróni-
cos requerirá petición expresa del interesado o apoderado por escrito.

3.	 La vista se podrá otorgar mediante copia del expediente electrónico en un soporte infor-
mático que aporte el interesado o el organismo.

4.	 A pedido del interesado y a su cargo, se facilitarán copias en soporte papel de los docu-
mentos electrónicos que solicitare.

Título V
Artículo 39 — De las notificaciones. Actos que deben ser notificados. Deberán ser notificados 
a la parte interesada:
a)	 Los actos administrativos de alcance individual que tengan carácter definitivo y los que, sin 

serlo, obsten a la prosecución de los trámites;
b)	 Los que resuelvan un incidente planteado o en alguna medida afecten derechos subjetivos o 

intereses legítimos;
c)	 Los que decidan emplazamientos, citaciones, vistas;
d)	 Los que se dicten con motivo o en ocasión de la prueba y los que dispongan de oficio la 

agregación de actuaciones;
e)	 Todos los demás que la autoridad así dispusiere, teniendo en cuenta su naturaleza e importancia.

Artículo 40 — Diligenciamiento. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 47, in fine, las notifi-
caciones se diligenciarán dentro de los CINCO (5) días computados a partir del día siguiente al 
del acto objeto de notificación e indicarán los recursos que se puedan interponer contra dicho 
acto y el plazo dentro del cual deben articularse los mismos, o en su caso si el acto agota las 
instancias administrativas.

La omisión o el error en que se pudiera incurrir al efectuar tal indicación, no perjudicará al 
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interesado ni permitirá darle por decaído su derecho. No obstante, la falta de indicación de los 
recursos, a partir del día siguiente de la notificación se iniciará el plazo perentorio de SESENTA 
(60) días para deducir el recurso administrativo que resulte admisible. Si se omitiera la indica-
ción de que el acto administrativo agotó las instancias administrativas, el plazo para deducir 
la demanda indicada en el artículo 25 de la Ley de Procedimientos Administrativos Nº 19.549 
comenzará a correr transcurrido el plazo precedentemente indicado.

En los procedimientos especiales en que se prevean recursos judiciales directos, si en el 
instrumento de notificación respectiva se omite indicarlos, a partir del día siguiente al de la 
notificación, se iniciará el plazo de SESENTA (60) días hábiles judiciales para deducir el recurso 
previsto en la norma especial.

Si las notificaciones fueran inválidas regirá lo dispuesto en el artículo 44, segundo párrafo.

Artículo 41 — Forma de las notificaciones. Las notificaciones podrán realizarse por cualquier 
medio que dé certeza de la fecha de recepción del instrumento en que se recibió la notificación 
y, en su caso, el contenido del sobre cerrado si éste se empleare.

Las notificaciones podrán realizarse:
a.	 Por acceso directo de la parte interesada, su apoderado o representante legal al expediente, 

dejándose constancia expresa y previa justificación de identidad del notificado; se certificará 
copia íntegra del acto, si fuere reclamada;

b. 	Por presentación espontánea de la parte interesada, su apoderado o representante legal, de 
la que resulten estar en conocimiento fehaciente de acto respectivo;

c. 	Por cédula, que se diligenciará en forma similar a la dispuesta por los artículos 140 y 141 del 
Código Procesal Civil y Comercial de la Nación;

d.  Por telegrama con aviso de entrega;
e. 	Por oficio impuesto como certificado expreso con aviso de recepción; en este caso el oficio y 

los documentos anexos deberán exhibirse en sobre abierto al agente postal habilitado, antes 
del despacho, quien los sellará juntamente con las copias que se agregarán al expediente;

f. 	 Por carta documento;
g. 	Por los medios que indique la autoridad postal, a través de sus permisionarios, conforme a 

las reglamentaciones que ella emite;
h. 	Por medio de la plataforma electrónica de trámites a distancia (TAD), que se realizarán en 

la cuenta de usuario que es la sede electrónica en la cual el particular ha constituido su 
domicilio especial electrónico. La notificación oficial se dará como perfeccionada cuando el 
contenido de la misma esté disponible en la cuenta de usuario de destino. A dichos efectos, 
se considerará al usuario notificado el primer día hábil siguiente al de la fecha de ingreso de 
la notificación a su cuenta, momento en el que comienzan a correr los plazos.

Artículo 42 — Publicación de edictos. El emplazamiento, la citación y las notificaciones a per-
sonas inciertas o cuyo domicilio se ignore se hará por edictos publicados en el Boletín Oficial 
durante TRES (3) días seguidos y se tendrán por efectuadas a los CINCO (5) días, computados 
desde el siguiente al de la última publicación, debiendo dejarse constancia en el expediente.

También podrá realizarse por radiodifusión a través de los canales y radios estatales en días 
hábiles. En cada emisión se indicará cuál es el último día del pertinente aviso a los efectos 
indicados en la última parte del párrafo anterior.

Artículo 43 — Contenido de las notificaciones. En las notificaciones se transcribirán íntegra-
mente los fundamentos y la parte dispositiva del acto objeto de notificación, salvo cuando se 
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utilicen los edictos o la radiodifusión en que solo se transcribirá la parte dispositiva del acto.
En las cédulas y oficios se podrá reemplazar la transcripción agregando una copia íntegra y 

autenticada de la resolución dejándose constancia en el cuerpo de la cédula u oficio.

Artículo 44 — Notificaciones inválidas. Toda notificación que hiciere en contravención de las 
normas precedentes carecerá de validez.

Sin embargo, si del expediente resultare que la parte interesada recibió el instrumento de 
notificación, a partir del día siguiente se iniciará el plazo perentorio de SESENTA (60) días para 
deducir el recurso administrativo que resulte admisible o para el cómputo del plazo previsto en 
el artículo 25 de la Ley de Procedimientos Administrativos para deducir la pertinente demanda 
según el caso. Este plazo no se adicionará al indicado en el artículo 40, tercer párrafo. Esta 
norma se aplicará a los procedimientos especiales.

Artículo 45 — Notificación verbal. Cuando válidamente el acto no esté documentado por escri-
to, se admitirá la notificación verbal.

Título VI
Artículo 46 — De la prueba. La administración de oficio o a pedido de parte, podrá disponer 
la producción de prueba respecto de los hechos invocados y que fueren conducentes para la 
decisión, fijando el plazo para su producción y ampliación, si correspondiere. Se admitirán to-
dos los medios de prueba, salvo los que fueran manifiestamente improcedentes, superfluos o 
meramente dilatorios.

Los actos de instrucción necesarios para la determinación, conocimiento y comprobación 
de los hechos en virtud de los cuales deba pronunciarse la resolución, se realizarán de oficio 
y a través de medios electrónicos, por el órgano que tramite el procedimiento, sin perjuicio del 
derecho de los interesados a proponer aquellas actuaciones que requieran su intervención o 
constituyan trámites legal o reglamentariamente establecidos.

Las aplicaciones y sistemas de información utilizados para la instrucción de los procedi-
mientos deberán garantizar el control de los tiempos y plazos, la identificación de los órganos 
responsables y la tramitación ordenada de los expedientes, así como facilitar la simplificación 
y la publicidad de los procedimientos.

Artículo 47 — Notificación de la providencia de la prueba. La providencia que ordene la produc-
ción de prueba se notificará a las partes interesadas indicando qué pruebas son admitidas y la 
fecha de la o las audiencias que se hubieren fijado.

La notificación se diligenciará con una anticipación de CINCO (5) días, por lo menos, a la 
fecha de la audiencia.

Artículo 48 — Informes y dictámenes. Sin perjuicio de los informes y dictámenes cuyo requeri-
miento fuere obligatorio según normas expresas que así lo establecen, podrán recabarse, me-
diante resolución fundada, cuantos otros se estimen necesarios al establecimiento de la verdad 
jurídica objetiva. En la tramitación de los informes y dictámenes se estará a lo prescripto en el 
artículo 14.

El plazo máximo para evacuar los informes técnicos y dictámenes será de VEINTE (20) días, 
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pudiendo ampliarse, si existieren motivos atendibles y a pedido de quien deba producirlos, por 
el tiempo razonable que fuere necesario.

Los informes administrativos no técnicos deberán evacuarse en el plazo máximo de DIEZ 
(10) días. Si los terceros contestaren los informes que les hubieren sido requeridos dentro 
del plazo fijado o de la ampliación acordada o se negaren a responder, se prescindirá de esta 
prueba.

Los plazos establecidos en los párrafos anteriores solo se tendrán en cuenta si el expediente 
administrativo fue abierto a prueba.

Artículo 49 — Testigos. Los testigos serán examinados en sede del organismo competente por 
el agente a quien se designe al efecto.

Artículo 50 — Se fijará día y hora para la audiencia de los testigos y una supletoria para el 
caso de que no concurran a la primera; ambas audiencias serán notificadas conjuntamente 
por la autoridad, pero el proponente tendrá a su cargo asegurar la asistencia de los testigos. 
La incomparecencia de estos a ambas audiencias hará perder al proponente el testimonio de 
que se trate, pero la ausencia de la parte interesada no obstará al interrogatorio de los testigos 
presentes.

Artículo 51 — Si el testigo no residiere en el lugar del asiento del organismo competente y la 
parte interesada no tomare a su cargo la comparecencia, se lo podrá interrogar en alguna ofici-
na pública ubicada en el lugar de residencia propuesto por el agente a quien se delegue la tarea.

Artículo 52 — Los testigos serán libremente interrogados sobre los hechos por la autoridad, sin 
perjuicio de los interrogatorios de las partes interesadas, los que pueden ser presentados hasta 
el momento mismo de la audiencia.

Se labrará acta en que consten las preguntas y sus respuestas.

Artículo 53 — Serán de aplicación supletoria las normas citadas en los artículos 419, primera 
parte, 426, 427, 428, 429, 436, primera parte, 440, 441, 443, 444, 445, 448, 450, 451, 452, 457, 
458 y 491 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.

Artículo 54 — Peritos. Los administrados podrán proponer la designación de peritos a su costa.
La administración se abstendrá de designar peritos por su parte, debiendo limitarse a re-

cabar informes de sus agentes y oficinas técnicas y de terceros, salvo que resultare necesario 
designarlos para la debida sustanciación del procedimiento.

Artículo 55 — En el acto de solicitarse la designación de un perito, el proponente precisará el 
cuestionario sobre el que deberá expedirse.

Artículo 56 — Dentro del plazo de CINCO (5) días de notificado el nombramiento, el perito 
aceptará el cargo en el expediente o su proponente agregará una constancia autenticada por el 
oficial público o autoridad competente de la aceptación del mismo. Vencido dicho plazo y no 
habiéndose ofrecido reemplazante, se perderá el derecho a esta prueba; igualmente se perderá 
si ofrecido y designado un reemplazante, éste no aceptare la designación o el proponente tam-
poco agregare la constancia aludida dentro del plazo establecido.
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Artículo 57 — Corresponderá al proponente instar la diligencia y adelantar los gastos razona-
bles que requiere el perito según la naturaleza de la pericia; la falta de presentación del informe 
en tiempo importará el desistimiento de esta prueba. Serán de aplicación supletoria las normas 
contenidas en los artículos 459, 464, 466, 471, 472, 474, 476 y 477 del Código Procesal Civil y 
Comercial de la Nación.

Artículo 58 — Documental. En materia de prueba documental se estará a lo dispuesto por los 
arts. 16, 27 a 30, 109 y 110 de la presente reglamentación.

Artículo 59 — Confesión. Sin perjuicio de lo que establecieran las normas relativas a la potes-
tad correctiva o disciplinaria de la Administración, no serán citados a prestar confesión la parte 
interesada ni los agentes públicos, pero estos últimos podrán ser ofrecidos por el administrado 
como testigos, informantes o peritos. La confesión voluntaria tendrá, sin embargo, los alcances 
que resultan de los artículos 423, 424 y 425 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.

Artículo 60 — Alegatos. Sustanciadas las actuaciones, se dará vista de oficio y por DIEZ (10) 
días a la parte interesada para que, si lo creyere conveniente, presente un escrito acerca de lo 
actuado, y en su caso, para que alegue también sobre la prueba que se hubiere producido.

Transitoriamente, en aquellos casos excepcionales de expedientes caratulados antes de la 
fecha de implementación del módulo Expediente Electrónico (EE) del sistema de Gestión Docu-
mental Electrónica (GDE) en cada organismo que sigan tramitando en soporte papel, la parte 
interesada, su apoderado o letrado patrocinante podrán retirar las actuaciones bajo responsa-
bilidad dejándose constancia en la oficina correspondiente.

El órgano competente podrá disponer la producción de nueva prueba:
a)	 De oficio, para mejor proveer;
b)	 A pedido de parte interesada, si ocurriere o llegare a su conocimiento un hecho nuevo. Dicha 

medida se notificará a la parte interesada y con el resultado de la prueba que se produzca, 
se dará otra vista por CINCO (5) días a los mismos efectos precedentemente indicados.

Si no se presentaren los escritos -en uno y otro caso- o no se devolviera el expediente en 
término, si hubiere sido retirada se dará por decaído el derecho.

Artículo 61 — Resolución. De inmediato y sin más trámite que el asesoramiento jurídico, si éste 
correspondiere conforme a lo dispuesto por el artículo 7º, inciso d), in fine de la Ley de Procedi-
mientos Administrativos Nº 19.549, dictará el acto administrativo que resuelva las actuaciones.

Artículo 62 — Apreciación de la prueba. En la apreciación de la prueba se aplicará lo dispuesto 
por el artículo 386 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.

Artículo 63 — De la conclusión de los procedimientos. Los trámites administrativos concluyen 
por resolución expresa o tácita, por caducidad o por desistimiento del procedimiento o del 
derecho.

Artículo 64 — Resolución y caducidad. La resolución expresa se ajustará a lo dispuesto según 
los casos por el artículo 1°, inciso f), apartados 3º, 7º y 8º de la Ley de Procedimientos Admi-
nistrativos Nº 19.549; y artículo 82 de la presente Reglamentación.
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Artículo 65 — La resolución tácita y la caducidad de los procedimientos resultarán de las cir-
cunstancias a que se alude en los artículos 10 y 1 inciso e), apartado 9) de la Ley de Procedi-
mientos Administrativos Nº 19.549 respectivamente.

Artículo 66 — Desistimiento. Todo desistimiento deberá ser formulado fehacientemente por la 
parte interesada, su representante legal o apoderado.

Artículo 67 — El desistimiento del procedimiento importará la clausura de las actuaciones en el 
estado en que se hallaren pero no impedirá que ulteriormente vuelva a plantearse igual pretensión, 
sin perjuicio de lo que corresponda en materia de caducidad o prescripción. Si el desistimiento se 
refiriera a los trámites de un recurso, el acto impugnado se tendrá por firme.

Artículo 68 — El desistimiento del derecho en que se funda una pretensión impedirá promover 
otra por el mismo objeto y causa.

Artículo 69 — Si fueren varias las partes interesadas, el desistimiento de solo alguna o algunas 
de ellas al procedimiento o al derecho no incidirá sobre las restantes, respecto de quienes se-
guirá sustanciándose el trámite respectivo en forma regular.

Artículo 70 — Si la cuestión planteada pudiera llegar a afectar de algún modo el interés admi-
nistrativo o general, el desistimiento del procedimiento o del derecho no implicará la clausura 
de los trámites, lo que así se declarará por resolución fundada, prosiguiendo las actuaciones 
hasta que recaiga la decisión pertinente. Esta podrá beneficiar incluso a quienes hubieren de-
sistido.

Título VIII
Artículo 71 — Queja por defectos de tramitación e incumplimiento de plazos ajenos al trámite 
de recursos. Podrá ocurrirse en queja ante el inmediato superior jerárquico contra los defectos 
de tramitación e incumplimiento de los plazos legales o reglamentarios en que se incurriere du-
rante el procedimiento y siempre que tales plazos no se refieran a los fijados para la resolución 
de recursos.

La queja se resolverá dentro de los CINCO (5) días, sin otra sustanciación que el informe cir-
cunstanciado que se requerirá si fuere necesario. En ningún caso se suspenderá la tramitación 
del procedimiento en que se haya producido y la resolución será irrecurrible.

Artículo 72 — El incumplimiento injustificado de los trámites y plazos previstos por la Ley 
de Procedimientos Administrativos Nº 19.549 y por este reglamento, genera responsabilidad 
imputable a los agentes a cargo directo del procedimiento o diligencia y a los superiores jerár-
quicos obligados a su dirección, fiscalización o cumplimiento; en cuyo caso y cuando se estime 
la queja del artículo anterior o cuando ésta no sea resuelta en término el superior jerárquico 
respectivo deberá iniciar las actuaciones tendientes a aplicar la sanción al responsable.

Artículo 73 — Recursos contra actos de alcance individual y contra actos de alcance general. 
Los actos administrativos de alcance individual, así como también los de alcance general, a 
los que la autoridad hubiera dado o comenzado a dar aplicación, podrán ser impugnados por 
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medio de recursos administrativos en los casos y con el alcance que se prevé en el presente 
título, ello sin perjuicio de lo normado en el artículo 24 inciso a) de la Ley de Procedimientos 
Administrativos Nº 19.549, siendo el acto que resuelve tal reclamo irrecurrible. Los recursos 
podrán fundarse tanto en razones vinculadas a la legitimidad, como a la oportunidad, mérito o 
conveniencia del acto impugnado o al interés público.

Artículo 74 — Sujetos. Los recursos administrativos podrán ser deducidos por quienes aleguen 
un derecho subjetivo o un interés legítimo.

Los organismos administrativos subordinados por relación jerárquica no podrán recurrir los 
actos del superior, los agentes de la administración podrán hacerlo en defensa de un derecho 
propio. Los entes autárquicos no podrán recurrir actos administrativos de otros de igual carác-
ter ni de la administración central, sin perjuicio de procurar al respecto un pronunciamiento del 
ministerio en cuya esfera común actúen o del Poder Ejecutivo nacional, según el caso.

Artículo 75 —  Órgano competente. Serán competentes para resolver los recursos administrati-
vos contra actos de alcance individual, los organismos que se indican al regularse en particular 
cada uno de aquellos. Si se tratare de actos dictados en cumplimiento de otros de alcance ge-
neral, será competente el organismo que dictó la norma general sin perjuicio de la presentación 
del recurso ante la autoridad de aplicación, quien se lo deberá remitir en el término de CINCO 
(5) días.

Artículo 76 — Suspensión de plazo para recurrir. Si a los efectos de articular un recurso admi-
nistrativo, la parte interesada necesitare tomar vista de las actuaciones, quedará suspendido el 
plazo para recurrir durante el tiempo que se le conceda al efecto, en base a lo dispuesto por el 
artículo 1º, inciso e), apartados 4º y 5º, de la Ley de Procedimientos Administrativos Nº 19.549. 
La mera presentación de un pedido de vista, suspende el curso de los plazos, sin perjuicio de la 
suspensión que cause el otorgamiento de la vista.

En igual forma a lo estipulado en el párrafo anterior suspenderán los plazos previstos en el 
artículo 25 de la referida Ley de Procedimientos Administrativos.

Artículo 77 — Formalidades. La presentación de los recursos administrativos deberá ajustarse 
a las formalidades y recaudos previstos en los artículos 15 y siguientes, en lo que fuere perti-
nente, indicándose además, de manera concreta, la conducta o acto que el recurrente estimare 
como legítima para sus derechos o intereses. Podrá ampliarse la fundamentación de los re-
cursos deducidos en término, en cualquier momento antes de la resolución. Advertida alguna 
deficiencia formal, el recurrente será intimado a subsanarla dentro del término perentorio que 
se fije, bajo apercibimiento de desestimarse el recurso.

Artículo 78 — Apertura a prueba. El organismo interviniente, de oficio o a petición de parte in-
teresada, podrá disponer la producción de prueba cuando estimare que los elementos reunidos 
en las actuaciones no son suficientes para resolver el recurso.

Artículo 79 — Producida la prueba se dará vista por CINCO (5) días a la parte interesada, a los 
mismos fines y bajo las formas del artículo 60. Si no se presentare alegato, se dará por decaído 
el derecho.

Por lo demás, serán de aplicación, en cuanto fueren compatibles, las disposiciones de los 
artículos 46 a 62.
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Artículo 80 — Medidas preparatorias, informes y dictámenes irrecurribles. Las medidas prepa-
ratorias de decisiones administrativas, inclusive informes y dictámenes, aunque sean de reque-
rimiento obligatorio y efecto vinculante para la Administración, no son recurribles.

Artículo 81 — Despacho y decisión de los recursos. Los recursos deberán proveerse y resol-
verse cualquiera sea la denominación que el interesado les dé, cuando resulte indudable la 
impugnación del acto administrativo.

Artículo 82 — Al resolver un recurso el órgano competente podrá limitarse a desestimarlo, o 
ratificar o confirmar el acto de alcance particular impugnado, si ello correspondiere conforme al 
artículo 19 de la Ley de Procedimientos Administrativos Nº 19.549; o bien aceptarlo, revocando, 
modificando o sustituyendo el acto, sin perjuicio de los derechos de terceros.

Artículo 83 — Derogación de actos de alcance general. Los actos administrativos de alcance 
general podrán ser derogados, total o parcialmente, y reemplazados por otros, de oficio o a pe-
tición de parte y aun mediante recurso en los casos en que éste fuere procedente. Todo ello sin 
perjuicio de los derechos adquiridos al amparo de las normas anteriores y con indemnización 
de los daños efectivamente sufridos por los administrados.

Artículo 84 — Recurso de reconsideración. Podrá interponerse recurso de reconsideración 
contra todo acto administrativo definitivo o que impida totalmente la tramitación del reclamo 
o pretensión del administrado y contra los interlocutorios o de mero trámite que lesionen un 
derecho subjetivo o un interés legítimo. Deberá interponerse dentro de los DIEZ (10) días de 
notificado el acto ante el mismo órgano que lo dictó, el cual será competente para resolver lo 
que corresponda conforme a lo dispuesto por el artículo 82.

Artículo 85 — Si el acto hubiere sido dictado por delegación, el recurso de reconsideración será 
resuelto por el órgano delegado sin perjuicio del derecho de avocación del delegante. Si la de-
legación hubiere cesado al tiempo de deducirse el recurso, éste será resuelto por el delegante.

Artículo 86 — El órgano competente resolverá el recurso de reconsideración dentro de los 
TREINTA (30) días, computados desde su interposición, o, en su caso, de la presentación del 
alegato —o del vencimiento del plazo para hacerlo— si se hubiere recibido la prueba.

Artículo 87 — Si el recurso de reconsideración no fuere resuelto dentro del plazo fijado, el 
interesado podrá reputarlo denegado tácitamente sin necesidad de requerir pronto despacho.

Artículo 88 — El recurso de reconsideración contra actos definitivos o asimilables a ellos, lleva 
el recurso jerárquico en subsidio. Cuando expresa o tácitamente hubiera sido rechazada la re-
consideración, las actuaciones deberán ser elevadas en el término de CINCO (5) días de oficio 
o a petición de parte según que hubiere recaído o no resolución denegatoria expresa. Dentro 
de los CINCO (5) días de recibidas por el superior podrá el interesado mejorar o ampliar los 
fundamentos del recurso.

Artículo 89 — Recurso jerárquico. El recurso jerárquico procederá contra todo acto administra-
tivo definitivo o que impida totalmente la tramitación del reclamo o pretensión del administra-
do. No será necesario haber deducido previamente recurso de consideración; si se lo hubiere 
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hecho no será indispensable fundar nuevamente el jerárquico, sin perjuicio de lo expresado en 
la última parte del artículo anterior.

Artículo 90 — El recurso jerárquico deberá interponerse ante la autoridad que dictó el acto 
impugnado dentro de los QUINCE (15) días de notificado y será elevado dentro del término de 
CINCO (5) días y de oficio al Jefe de Gabinete de Ministros, el Ministerio o la Secretaría de la 
Presidencia de la Nación en cuya jurisdicción actúe el órgano emisor del acto.

El Jefe de Gabinete de Ministros, los Ministros y Secretarios de la Presidencia de la Nación 
resolverán definitivamente el recurso; cuando el acto impugnado emanare el Jefe de Gabinete 
de Ministros, de un Ministro o de un Secretario de la Presidencia de la Nación, el recurso será 
resuelto por el PODER EJECUTIVO NACIONAL, agotándose en ambos casos la instancia admi-
nistrativa.

Artículo 91 — El plazo para resolver el recurso jerárquico será de TREINTA (30) días, a contar 
desde la recepción de las actuaciones por la autoridad competente, o en su caso de la presenta-
ción del alegato —o vencimiento del plazo para hacerlo— si se hubiere recibido prueba. No será 
necesario pedir pronto despacho para que se produzca la denegatoria por silencio.

Artículo 92 — Cualquiera fuera la autoridad competente para resolver el recurso jerárquico, el 
mismo tramitará y se sustanciará íntegramente en sede de la Jefatura de Gabinete de Minis-
tros, del Ministerio o de la Secretaría de la Presidencia de la Nación en cuya jurisdicción actúe 
el órgano emisor del acto; en aquellos se recibirá la prueba estimada pertinente y se recabará 
obligatoriamente el dictamen del servicio jurídico permanente.

Si el recurso se hubiere interpuesto contra resolución del Jefe de Gabinete de Ministros, 
de Ministro o de Secretario de la Presidencia de la Nación; cuando corresponda establecer 
jurisprudencia administrativa uniforme, cuando la índole del interés económico comprometido 
requiera su atención, o cuando el Poder Ejecutivo Nacional lo estime conveniente para resolver 
el recurso, se requerirá la intervención de la Procuración Del Tesoro de La Nación.

Artículo 93 — Salvo norma expresa en contrario los recursos deducidos en el ámbito de los 
entes autárquicos se regirán por las normas generales que para los mismos se establecen en 
esta reglamentación.

Artículo 94 — Recurso de alzada. Contra los actos administrativos definitivos o que impiden 
totalmente la tramitación del reclamo o pretensión del recurrente -emanadas del órgano su-
perior de un ente autárquico, incluidas las universidades nacionales- procederá, a opción del 
interesado, el recurso administrativo de alzada o la acción judicial pertinente.

Artículo 95 — La elección de la vía judicial hará perder la administrativa; pero la interposición 
del recurso de alzada no impedirá desistirlo en cualquier estado a fin de promover la acción 
judicial, ni obstará a que se articule ésta una vez resuelto el recurso administrativo.

Artículo 96 — El Jefe de Gabinete de Ministros, el Ministro o el Secretario de la Presidencia 
de la Nación en cuya jurisdicción actúe el ente autárquico, será competente para resolver en 
definitiva el recurso de alzada.

Artículo 97 — El recurso de alzada podrá deducirse en base a los fundamentos previstos por el 
artículo 73, in fine. Si el ente descentralizado autárquicamente fuere de los creados por el Con-
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greso en ejercicio de sus facultades constitucionales, el recurso de alzada solo será procedente 
por razones vinculadas a la legitimidad del acto, salvo que la ley autorice el control amplio. En 
caso de aceptarse el recurso, la resolución se limitará a revocar el acto impugnado, pudiendo 
sin embargo modificarlo o sustituirlo con carácter excepcional si fundadas razones de interés 
público lo justificaren.

Artículo 98 — Serán de aplicación supletoria las normas contenidas en los artículos 90, primera 
parte; 91 y 92.

Artículo 99 — Actos de naturaleza jurisdiccional; limitado contralor por el superior. Tratándose 
de actos producidos en ejercicio de una actividad jurisdiccional, contra los cuales estén previs-
tos recursos o acciones ante la justicia o ante órganos administrativos especiales con facul-
tades también jurisdiccionales, el deber del superior de controlar la juridicidad de tales actos 
se limitará a los supuestos de mediar manifiesta arbitrariedad, grave error o gruesa violación 
de derecho. No obstante, deberá abstenerse de intervenir y en su caso, de resolver, cuando el 
administrado hubiere consentido el acto o promovido —por deducción de aquellos recursos o 
acciones— la intervención de la justicia o de los órganos administrativos especiales, salvo que 
razones de notorio interés público justificaren el rápido restablecimiento de la juridicidad.

En caso de interponerse recursos administrativos contra actos de este tipo, se entenderá 
que su presentación suspende el curso de los plazos establecidos en el artículo 25 de la Ley de 
Procedimientos Administrativos.

Artículo 100 — Las decisiones definitivas o con fuerza de tal que el Poder Ejecutivo Nacional, 
el Jefe de Gabinete de Ministros, los Ministros o los Secretarios de la Presidencia de la Nación 
dictaren en recursos administrativos y que agoten las instancias de esos recursos sólo serán 
susceptibles de la reconsideración prevista en el artículo 84 de ésta reglamentación y de la 
revisión prevista en el artículo 22 de la Ley de Procedimientos Administrativos. La presentación 
de estos recursos suspende el curso de los plazos establecidos en el artículo 25 de la Ley de 
Procedimientos Administrativos.

Artículo 101 — Rectificación de errores materiales. En cualquier momento podrán rectificarse 
los errores materiales o de hecho y los aritméticos, siempre que la enmienda no altere lo sustan-
cia del acto o decisión. En los expedientes electrónicos se realizará mediante la subsanación 
de errores materiales en el sistema de Gestión Documental Electrónica, previa vinculación del 
acto administrativo que la autorice.

Artículo 102 — Aclaratoria. Dentro de los CINCO (5) días computados desde la notificación del 
acto definitivo podrá pedirse aclaratoria cuando exista contradicción en su parte dispositiva, 
o entre su motivación y la parte dispositiva o para suplir cualquier omisión sobre alguna o 
algunas de las peticiones o cuestiones planteadas. La aclaratoria deberá resolverse dentro del 
plazo de CINCO (5) días.

Título IX
Artículo 103 — Los actos administrativos de alcance general producirán efectos a partir de su 
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publicación oficial y desde el día que en ellos se determine; si no designan tiempo, producirán 
efectos después de los OCHO (8) días, computados desde el siguiente al de su publicación 
oficial.

Artículo 104 — Exceptúanse de lo dispuesto en el artículo anterior los reglamentos que se 
refieren a la estructura orgánica de la Administración y las órdenes, instrucciones o circulares 
internas, que entrarán en vigencia sin necesidad de aquella publicación.

Título X
Artículo 105 — Reconstrucción de expedientes.

Comprobada la pérdida o extravío de un expediente en soporte papel, procederá su recons-
trucción de acuerdo a los siguientes procedimientos:
a.	 Comprobada la pérdida o extravío de un expediente en soporte papel, se ordenará dentro de 

los DOS (2) días su reconstrucción, incorporándose las copias de los escritos y documenta-
ción que aporte el interesado, de los informes y dictámenes producidos, haciéndose constar 
los trámites registrados. Si se hubiere dictado resolución, se agregará copia autenticada de 
la misma, prosiguiendo las actuaciones según su estado.

b.	 La reconstrucción de expedientes originales en soporte papel deberá hacerse en soporte electró-
nico de acuerdo a la normativa vigente en materia de digitalización de documentos administrati-
vos.

c.	 Expediente en soporte papel recuperado. Si fuera hallado el expediente papel original, tan-
to si hubiese concluido su reconstrucción como si aún no se hubiera concluido, el trámite 
continuará en soporte electrónico debiendo dejar constancia en el mismo de la reaparición 
del expediente papel y que este contiene todos los documentos que contenía el expediente 
papel extraviado. En ambos casos el expediente papel deberá remitirse para su archivo - se-
gún la normativa vigente en la materia- dejando constancia en el mismo de lo acontecido así 
como del número de expediente electrónico que lo sucediera.

Título XI
Artículo 106 — Normas procesales supletorias. El Código Procesal Civil y Comercial de la Na-
ción será aplicable supletoriamente para resolver cuestiones no previstas expresamente y en tan-
to no fuere incompatible con el régimen establecido por la Ley de Procedimientos Administrativos 
y por éste reglamento.

Artículo 107 — Eliminación de cargas al administrado. En aquellos casos que para la sustancia-
ción de un procedimiento administrativo sea necesaria la presentación de alguna información, 
dato, documento o certificado que deba ser emitido por otra entidad o jurisdicción del Sector 
Público Nacional, la entidad responsable del procedimiento lo solicitará directamente por co-
municación oficial al organismo responsable de su producción y certificación.

La solicitud del dato, información, documentación o certificado deberá expresar el motivo, el 
procedimiento en el cual se enmarca, y la norma que justifica su presentación.
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Artículo 108 — Presentación de datos y documentos. Los interesados que interactúen con la 
Administración deberán aportar al procedimiento administrativo los datos y documentos exigi-
dos de acuerdo con lo dispuesto en la normativa aplicable. Asimismo, podrán aportar cualquier 
otro documento que estimen conveniente. La Administración no exigirá a los interesados la 
entrega de documentos originales, salvo que, con carácter excepcional, la normativa reguladora 
aplicable establezca lo contrario.

Artículo 109 —  Declaración Jurada.
A los efectos de este Reglamento, se entenderá por Declaración Jurada:

a)	 El documento suscrito por un interesado en el que éste manifiesta, bajo su responsabilidad, 
que cumple con los requisitos establecidos en la normativa vigente para obtener el recono-
cimiento de un derecho o facultad para su ejercicio, que dispone de la documentación que 
así lo acredita, que la pondrá a disposición de la Administración cuando le sea requerida, y 
que se compromete a mantener el cumplimiento de las anteriores obligaciones durante el 
período de tiempo inherente a dicho reconocimiento o ejercicio.

Los requisitos a los que se refiere el párrafo anterior deberán estar recogidos de manera 
expresa, clara y precisa en la correspondiente Declaración Jurada. La Administración podrá 
requerir en cualquier momento que se aporte la documentación que acredite el cumplimien-
to de los mencionados requisitos y el interesado deberá aportarla.

b)	 El documento mediante el que los interesados ponen en conocimiento de la Administración 
sus datos identificatorios o cualquier otro dato o documentación relevante para el inicio de 
una actividad o el ejercicio de un derecho.

Artículo 110 — Declaraciones Juradas falsas o inexactas.
La inexactitud, falsedad u omisión, de carácter esencial, de cualquier dato o información que 

se incorpore a una Declaración Jurada o la no presentación ante la Administración de la docu-
mentación que sea en su caso requerida para acreditar el cumplimiento de lo declarado, podrá 
generar una sanción, sin perjuicio de las responsabilidades penales, civiles o administrativas 
a que hubiera lugar. Asimismo, la resolución de la Administración Pública que declare tales 
circunstancias podrá determinar la obligación del interesado de restituir la situación jurídica al 
momento previo al reconocimiento o al ejercicio del derecho o al inicio de la actividad corres-
pondiente, todo ello conforme a los términos establecidos en las normas de aplicación.
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Ley 23.928
Ley de Convertibilidad

Principales disposiciones que modifican o reglamentan la presente ley

Ley N° 23.928, sancionada el 27/03/1991 (B.O. 28/03/1991)
Ley N° 23.990, sancionada el 28/08/1991 (B.O. 23/09/1991)
Resolución N° 144/93 del 05/02/1993 (B.O. 11/02/1993)
Ley N° 25.561, sancionada el 06/01/2002 (B.O. 07/01/2002)
Decreto N° 1096/02 del 25/06/2002 (B.O. 28/06/2002)
Decreto N° 1733/04 del 09/12/2004 (B.O. 10/12/2004)
Decreto N° 1599/05 del 15/12/2005 (B.O. 16/12/2005)
Ley N° 26.076, sancionada el 21/12/2005 (B.O. 10/01/2006)
Ley N° 26.078, sancionada el 22/12/2005 (B.O. 12/01/2006)
Decreto N° 296/10 del 01/03/2010 (B.O. 01/03/2010)
Decreto N° 298/10 del 01/03/2010 (B.O. 01/03/2010)
Ley N° 26.739, sancionada el 22/03/2012 (B.O. 28/03/2012)
Ley N° 27.271, sancionada el 01/09/2016 (B.O. 15/09/2016)
Ley N° 27.468, sancionada el 15/11/2018 (B.O. 04/12/2018)
Ley N° 27.541, sancionada el 21/12/2019 (B.O. 23/12/2019) 

Título I | De la convertibilidad del Austral
Artículo 1 —

Artículo derogado por art. 3 
de la Ley N° 25.561, B.O. 07/01/2002.

Artículo 2 — 
Artículo derogado por art. 3 
de la Ley N° 25.561, B.O. 07/01/2002.

Artículo 3 — El Banco Central de la República Argentina podrá comprar divisas con sus propios 
recursos o emitiendo los pesos necesarios para tal fin, y venderlas, al precio establecido confor-
me al sistema definido por el Poder Ejecutivo nacional, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 1 
de la Ley de Emergencia Pública y de Reforma del Régimen Cambiario.

Artículo sustituido por art. 4 
de la Ley N° 25.561, B.O. 07/01/2002.
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Artículo 4 — 
Artículo derogado por art. 21 
de la Ley N° 26.739, B.O. 28/03/2012.

Artículo 5 — 
Artículo derogado por art. 21 
de la Ley N° 26.739, B.O. 28/03/2012.

Artículo 6 — Los bienes que integran las reservas del Banco Central de la República Argentina 
son inembargables. Hasta el nivel que determine su directorio, se aplicarán exclusivamente al fin 
contemplado en el inciso q) del artículo 14 de la Carta Orgánica de dicha institución. Las reservas 
excedentes se denominarán de libre disponibilidad.

Siempre que resulte de efecto monetario neutro, las reservas de libre disponibilidad podrán 
aplicarse al pago de obligaciones contraídas con organismos financieros internacionales o de 
deuda externa oficial bilateral.

Cuando las reservas se inviertan en depósitos u otras operaciones a interés, o en títulos pú-
blicos nacionales o extranjeros pagaderos en oro, metales preciosos, dólares estadounidenses 
u otras divisas de similar solvencia, su cómputo a los fines de esta ley se efectuará a valores de 
mercado.

Artículo sustituido por art. 22 
de la Ley N° 26.739, B.O. 28/03/2012.

Título II | De la ley de circulación del Austral convertible
Artículo 7 — El deudor de una obligación de dar una suma determinada de pesos cumple su 
obligación dando el día de su vencimiento la cantidad nominalmente expresada. En ningún caso 
se admitirá actualización monetaria, indexación por precios, variación de costos o repotenciación 
de deudas, cualquiera fuere su causa, haya o no mora del deudor, con las salvedades previstas 
en la presente ley.

Quedan derogadas las disposiciones legales y reglamentarias y serán inaplicables las disposi-
ciones contractuales o convencionales que contravinieren lo aquí dispuesto.

Artículo sustituido por art. 4 
de la Ley N° 25.561, B.O. 07/01/2002.
Por art. 1 del Decreto N° 1733/2004, B.O. 10/12/2004, 
se exceptúa de lo dispuesto en los arts. 7 y 10 de la 
presente ley y sus modificaciones “a los títulos de 
deuda pública que se emitan como consecuencia 
de la operación de reestructuración de dicha deuda, 
dispuesta en el artículo 62 de la Ley nº 25.827”. 
Por art. 52 de la Ley N° 26.078, B.O. 12/01/2006, se 
extienden las previsiones del art. 1 del Decreto
N° 1733/2004 “a los títulos públicos provinciales que 
cuenten con la autorización prevista en el artículo 25 y 
al ejercicio de las facultades conferidas por el primer 
párrafo del artículo 26 ambos de la Ley nº 25.917”.
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Por art. 1 del Decreto N° 1096/2002, B.O. 28/06/2002, 
se exceptúa de lo dispuesto en los arts. 7 y 10 de 
la presente ley y sus modificatorias “a los valores 
negociables, con plazo no menor a tres (3) meses, 
que emitan el Gobierno Nacional y el Banco Central 
de la República Argentina. Estos valores negociables 
no podrán utilizarse para efectuar operaciones 
de reestructuración de deuda ya sea mediante su 
consolidación, conversión o renegociación”.
Por art. 27 del Decreto Nº 905/2002 B.O. 01/06/2002 
se exceptúa de lo dispuesto en los artículos 7º y 
10 de la presente Ley y modificatorias, las nuevas 
imposiciones en entidades financieras y las nuevas 
operaciones crediticias de tales entidades a partir 
de la fecha de entrada en vigencia del decreto de 
referencia, a las que se les podrá aplicar el Coeficiente 
de Estabilización de Referencia (CER) instituido por 
el artículo 4º del Decreto Nº 214/02. Exceptúanse 
asimismo de lo dispuesto en los artículos 7º y 10 de la 
presente Ley y modificatorias a los títulos de deuda o 
certificados de participación emitidos por el fiduciario 
de fideicomisos financieros constituidos en los 
términos de la Ley Nº 24.441 y modificatorias, siempre 
que los bienes fideicomitidos sean préstamos u otros 
créditos respecto de los cuales sea de aplicación el 
Coeficiente de Estabilización de Referencia (CER) 
o el Coeficiente de Variación de Salarios (CVS) de 
conformidad con las disposiciones legales en vigencia; 
en cuyo caso los títulos de deuda o los certificados de 
participación podrán ajustarse por dichos coeficientes 
en la medida de su aplicación a los préstamos u otros 
créditos afectados a los fideicomisos.  Por art. 71 
de la Ley Nº 25.827 B.O. 22/12/2003 se ratifica el 
Decreto Nº 905/2002. Por art. 21 de la Ley N° 27.271 
las disposiciones de esa ley (UVIS) se encuentran 
exceptuadas de lo dispuesto en los artículos 7° 
y 10 de la ley 23.928 y sus modificatorias, y de lo 
establecido en el artículo 766 del Código Civil y 
Comercial de la Nación. 
Por art. 53 de la Ley N° 27.467, exceptúase de lo 
dispuesto en este artículo a los valores negociables, 
con plazo no menor a TRES (3) meses, que emita el 
gobierno nacional.
Por art. 105 de la Ley N° 27.467, exceptúase de lo 
dispuesto en este artículo a los contratos de leasing 
sobre bienes muebles registrables y a los préstamos 
con garantía prendaria, a los que podrá aplicárseles el 
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coeficiente de estabilización de referencia (CER)
contemplado en el artículo 4° del decreto 214 del 3 de 
febrero de 2002.
Los contratos y préstamos podrán denominarse en 
unidades de valor adquisitivo actualizables por el CER- 
ley 25.827 (UVA).
Por Art. 70 de la Ley N° 27.431, este artículo no será 
de aplicación directa, supletoria o analógica a las 
obligaciones de pago del Fideicomiso PPP y/o de los 
Fideicomisos Individuales PPP mencionadas en el Art. 
69 de dicha ley.
Por art. 307 de la Ley N° 27.430, este artículo no será de 
aplicación a las disposiciones del Título XI de dicha ley.
Por art. 5° del Dec. N° 146/17, exceptúase de lo 
dispuesto en este artículo, a los que podrá aplicárseles 
el coeficiente de estabilización de referencia (CER) 
previsto en el artículo 4° del decreto 214/02 a: i)
los préstamos con garantía hipotecaria, de onformidad 
con lo establecido en los artículos 2205 y ss. del 
Código Civil y Comercial de la Nación y financiaciones 
de saldo de precio de boletos de compraventa de 
terrenos, lotes o parcelas u otros inmuebles que
cumplan con los requisitos establecidos en el artículo 
1170 del Código Civil y Comercial de la Nación; ii) 
a los valores negociables con o sin oferta pública, 
por plazos no inferiores a DOS (2) años; y iii) a los 
contratos de obra o aquellos que tengan por objeto el
desarrollo de actividades relacionadas con la 
construcción, comercialización y financiamiento de 
inmuebles, obras de infraestructura y desarrollos 
inmobiliarios, todos por plazos no inferiores a DOS (2) 
años. Los instrumentos enumerados según
corresponda, podrán denominarse en Unidades de 
Valor Adquisitivo actualizables por el Coeficiente de 
Estabilización de Referencia “CER” - Ley N° 25.827 
(UVA) o en Unidades de Vivienda actualizables por 
el Índice del Costo de la Construcción (ICC) - Ley N° 
27.271 (UVIs), de  conformidad con lo establecido 
por el Banco Central de la República Argentina 
en las Comunicaciones “A” 5945 y “A” 6069, sus 
modificatorias y complementarias.”
Por Art. 21 de la Ley N° 27.271, este artículo no será 
de aplicación a las disposiciones de dicha ley.
Por Art. 3° de la Ley N° 26.886, este artículo no será 
de aplicación a los títulos de deuda pública que se 
emitan como consecuencia de lo dispuesto en dicha ley.
Por Art. 57 de la Ley N° 27.591, exceptúase de 
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lo dispuesto en este artículo a los convenios de 
asistencia financiera otorgada por el Fondo Fiduciario 
para el Desarrollo Provincial a las Jurisdicciones
Provinciales y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
Por Art. 1º del Dec. 643/20 exceptúase de lo dispuesto 
en este artículo a los:
a) Préstamos con garantía hipotecaria, de 
conformidad con lo establecido en los artículos 2205 
y subsiguientes del Código Civil y Comercial de la 
Nación y financiaciones de saldo de precio de
boletos de compraventa de terrenos, lotes o parcelas 
u otros inmuebles que cumplan con los requisitos 
establecidos en el artículo 1170 del Código Civil y 
Comercial de la Nación. A los instrumentos
enumerados en el presente inciso podrá aplicárseles 
el coeficiente de estabilización de referencia (CER) 
previsto en el artículo 4° del Decreto Nº 214 del 3 de 
febrero de 2002 y sus normas modificatorias.
b) Valores negociables con o sin oferta pública, 
por plazos no inferiores a DOS (2) años, a los que 
podrá aplicarse el Coeficiente de Estabilización de 
Referencia (CER) previsto en el artículo 4° del
Decreto N° 214 del 3 de febrero de 2002 y sus normas 
modificatorias.
c) Contratos de obra o aquellos que tengan por objeto 
el desarrollo de actividades relacionadas con la 
construcción, comercialización y financiamiento de 
inmuebles, obras de infraestructura y desarrollos
inmobiliarios, todos por plazos no inferiores a DOS 
(2) años, a los que podrá aplicarse el Coeficiente 
de Estabilización de Referencia (CER) previsto en el 
artículo 4° del Decreto N° 214 del 3 de febrero de 2002 
y sus normas modificatorias, o el Índice del Costo de 
la Construcción (ICC) para el Gran Buenos Aires que 
publica el Instituto Nacional de Estadística Y Censos 
(INDEC), para vivienda unifamiliar modelo seis.”

Artículo 8 — 
Artículo derogado por art. 3 
de la Ley N° 25.561, B.O. 07/01/2002.

Artículo 9 — 
Artículo derogado por art. 3 
de la Ley N° 25.561, B.O. 07/01/2002.

Artículo 10 — Mantiénense derogadas, con efecto a partir del 1° de abril de 1991, todas las nor-
mas legales o reglamentarias que establecen o autorizan la indexación por precios, actualización 
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monetaria, variación de costos o cualquier otra forma de repotenciación de las deudas, impues-
tos, precios o tarifas de los bienes, obras o servicios. Esta derogación se aplicará aun a los efec-
tos de las relaciones y situaciones jurídicas existentes, no pudiendo aplicarse ni esgrimirse ningu-
na cláusula legal, reglamentaria, contractual o convencional —inclusive convenios colectivos de 
trabajo— de fecha anterior, como causa de ajuste en las sumas de pesos que corresponda pagar.

La indicada derogación no comprende a los estados contables, respecto de los cuales conti-
nuará siendo de aplicación lo dispuesto en el artículo 62 in fine de la Ley General de Sociedades 
19.550 (t.o. 1984) y sus modificatorias.

Último párrafo incorporado por art. 5° de la Ley 
N° 27.468 B.O. 4/12/2018. Vigencia: el día de su 
publicación en el Boletín Oficial y surtirá efecto a 
partir de la fecha que establezcan el Poder Ejecutivo 
nacional a través de sus organismos de contralor y el 
Banco Central de la República Argentina en relación 
con los balances o estados contables que les sean 
presentados.
Párrafo derogado por art. 1 del Decreto N° 664/2003, 
B.O. 25/03/2003. Artículo sustituido por art. 4 de la 
Ley N° 25.561, B.O. 07/01/2002.
Se aplican a este artículo las mismas excepciones 
descriptas en la nota al Art. 7° de la presente. 
Por art. 85 de la Ley N° 27.430, exceptúase de lo 
dispuesto en este artículo a las disposiciones de la 
misma.
Por art. 300 de la Ley N° 27.430, este artículo no será 
de aplicación a las disposiciones del Título X de dicha ley.
Por Art. 57 de la Ley N° 27.591, exceptúase de 
lo dispuesto en este artículo a los convenios de 
asistencia financiera otorgada por el Fondo Fiduciario 
para el Desarrollo Provincial a las Jurisdicciones
Provinciales y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
Por Art. 1º del Dec. 643/20 exceptúase de lo dispuesto 
en este artículo a los:
a) Préstamos con garantía hipotecaria, de 
conformidad con lo establecido en los artículos 2205 
y subsiguientes del Código Civil y Comercial de la 
Nación y financiaciones de saldo de precio de
boletos de compraventa de terrenos, lotes o parcelas 
u otros inmuebles que cumplan con los requisitos 
establecidos en el artículo 1170 del Código Civil y 
Comercial de la Nación. A los instrumentos
enumerados en el presente inciso podrá aplicárseles 
el coeficiente de estabilización de referencia (CER) 
previsto en el artículo 4° del Decreto Nº 214 del 3 de 
febrero de 2002 y sus normas modificatorias.
b) Valores negociables con o sin oferta pública, 
por plazos no inferiores a DOS (2) años, a los que 
podrá aplicarse el Coeficiente de Estabilización de 



Ley 23.928 | Ley de Convertibilidad

Marco Legal del Sistema Financiero 2021 | 107

Referencia (CER) previsto en el artículo 4° del
Decreto N° 214 del 3 de febrero de 2002 y sus normas
modificatorias.
c) Contratos de obra o aquellos que tengan por objeto 
el desarrollo de actividades relacionadas con la 
construcción, comercialización y financiamiento de 
inmuebles, obras de infraestructura y desarrollos
inmobiliarios, todos por plazos no inferiores a DOS 
(2) años, a los que podrá aplicarse el Coeficiente 
de Estabilización de Referencia (CER) previsto en el 
artículo 4° del Decreto N° 214 del 3 de febrero
de 2002 y sus normas modificatorias, o el Índice del 
Costo de la Construcción (ICC) para el Gran Buenos 
Aires que publica el Instituto Nacional de Estadística y 
Censos (INDEC), para vivienda unifamiliar modelo seis.

Artículo 11 — Modifícanse los artículos 617, 619 y 623 del Código Civil, que quedarán redacta-
dos como sigue: 

“Artículo 617: Si por el acto por el que se ha constituido la obligación, se hu-
biere estipulado dar moneda que no sea de curso legal en la República, la 
obligación debe considerarse como de dar sumas de dinero.” 
	 “Artículo 619: Si la obligación del deudor fuese de entregar una suma de 
determinada especie o calidad de moneda, cumple la obligación dando la es-
pecie designada, el día de su vencimiento.” 
	 “Artículo 623: No se deben intereses de los intereses, sino por convención 
expresa que autorice su acumulación al capital con la periodicidad que acuer-
den las partes; o cuando liquidada la deuda judicialmente con los intereses, el 
juez mandase pagar la suma que resultare y el deudor fuese moroso en hacer-
lo. Serán válidos los acuerdos de capitalización de intereses que se basen en 
la evolución periódica de la tasa de interés de plaza.” 

Por art. 5 de la Ley N° 25.561, B.O. 07/01/2002, se 
mantiene, con las excepciones y alcances 
establecidos en la ley de referencia, “la redacción 
dispuesta en el artículo 11 de la Ley N° 23.928, para 
los artículos 617, 619 y 623 del Código Civil”.
Los artículos 617, 619 y 623 del Código Civil fueron 
reemplazados por los artículos  765, 766 y 770 del 
Código Civil y Comercial de la Nación (Ley N° 26.994).

Artículo 12 —
Artículo derogado por art. 3 
de la Ley N° 25.561, B.O. 07/01/2002.

Artículo 13 —
Artículo derogado por art. 3 
de la Ley N° 25.561, B.O. 07/01/2002.

Artículo 14 — Comuníquese al Poder Ejecutivo Nacional.
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Decreto 298/2010
Fondo de Desendeudamiento Argentino
Artículo 1 — Con la finalidad de la disminución del costo financiero por ahorro en el pago de inte-
reses, créase el Fondo del Desendeudamiento Argentino que se destinará a la cancelación de los 
servicios de la deuda con tenedores privados correspondientes al ejercicio fiscal 2010, integrado 
por hasta la suma de Dólares Estadounidenses cuatro mil trescientos ochenta y dos millones 
(u$s 4.382.000.000), que el Banco Central de la República Argentina deberá transferir al Tesoro 
Nacional de las reservas de libre disponibilidad.

Por art. 23 de la Ley 26.739, B.O. 28/03/12, se 
estableció: “Disposición transitoria. El Fondo del 
Desendeudamiento Argentino, creado por el artículo 
1 del Decreto 298 del 1 de marzo de 2010, subsistirá 
hasta cumplir con el objeto para el cual fuera 
instituido”.

Artículo 2 — El Fondo creado por el artículo anterior será administrado por el Ministerio de Eco-
nomía y Finanzas Públicas, que reglamentará los aspectos operativos atinentes al mismo.

Artículo 3 — El Banco Central de la República Argentina recibirá como contraprestación un ins-
trumento de deuda emitido por el Tesoro Nacional consistente en una letra intransferible deno-
minada en Dólares Estadounidenses (u$s), a diez (10) años de plazo, con amortización íntegra al 
vencimiento, la que devengará una tasa de interés igual a la que devenguen las reservas interna-
cionales del Banco Central de la República Argentina para el mismo período y hasta un máximo 
de la tasa Libor anual menos un punto porcentual. Los intereses se cancelarán semestralmente.

Artículo 4 — El instrumento referido en el artículo anterior se considerará comprendido en las 
previsiones del artículo 33 de la Carta Orgánica del Banco Central de la República Argentina y no 
se encuentra comprendido por la prohibición de los artículos 19 inciso a) y 20 todos de esa norma.

Artículo 5 — La operación de crédito público necesaria para la constitución del Fondo del Des-
endeudamiento Argentino es una de las operaciones incluidas dentro de la autorización otorgada 
por el artículo 43 de la Ley nº 26.546.

Artículo 6 — Créase, en el ámbito del Honorable Congreso de la Nación, la Comisión Bicame-
ral Permanente de Seguimiento de los Pagos de la Deuda compuesta por ocho (8) diputados y 
ocho (8) senadores, designados por el Presidente de sus respectivas Cámaras a propuesta de los 
bloques parlamentarios respetando la proporción de las representaciones políticas. El cometido 
de dicha comisión será el seguimiento, verificación y control de los pagos que se realizan con el 
Fondo del Desendeudamiento Argentino.

Artículo 7 — Del presente decreto, que regirá a partir de la fecha de su dictado, se dará cuenta a la 
Comisión Bicameral Permanente del Congreso de la Nación creada por la Ley nº 26.122.

Artículo 8 — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese. 
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Ley 27.541
Ley de Solidaridad Social y Reactivación Productiva
(parte pertinente)

Título IX | Reservas de libre disponibilidad
Artículo 61.- Autorízase al Gobierno nacional a emitir letras denominadas en dólares estadou-
nidenses (U$S) por un monto de hasta dólares cuatro mil quinientos setenta y un millones (U$S 
4.571.000.000), a diez (10) años de plazo, con amortización íntegra al vencimiento, la que deven-
gará una tasa de interés igual a la que devenguen las reservas internacionales del Banco Central 
de la República Argentina para el mismo período y hasta un máximo de la tasa LIBOR anual 
menos un punto porcentual. Los intereses se cancelarán semestralmente.

Articulo 62.- Autorízase al Gobierno nacional a adquirir divisas en el Banco Central de la Repú-
blica Argentina con las letras del artículo 61 por igual cantidad a las nominalmente expresadas 
en las mismas.

Estas letras, como así también las tenencias vigentes de letras intransferibles en poder del 
Banco Central de la República Argentina, deberán registrarse en sus estados contables a valor 
técnico.

Artículo 63.- Los dólares autorizados a adquirir mediante esta norma sólo podrán aplicarse al 
pago de obligaciones de deuda denominadas en moneda extranjera.”



110 | Marco Legal del Sistema Financiero 2021



Marco Legal del Sistema Financiero 2021 | 111

Ley 24.452
Ley de Cheques

Principales disposiciones que modifican o reglamentan la presente ley:

Ley N° 24.452, sancionada el 08/02/1995 (B.O. 02/03/1995)
Ley N° 24.760, sancionada el 11/12/1996 (B.O. 13/01/1997)
Ley N° 24.959, sancionada el 06/05/1998 (B.O. 29/05/1998)
Decreto N° 961/98, del 14/08/1998 (B.O. 20/08/1998)
Decreto N° 347/99 del 15/04/1999 (B.O. 16/04/1999)
Ley N° 25.300, sancionada el 16/08/2000 (B.O. 07/09/2000)
Ley N° 25.413, sancionada el 24/03/2001 (B.O. 26/03/2001)
Decreto N° 1387/01 del 01/11/2001 (B.O. 02/11/2001)
Ley N° 25.730, sancionada el 01/03/2003 (B.O. 21/03/2003)
Decreto N° 386/03 del 10/07/2003 (B.O. 15/07/2003)
Decreto N° 1085/03 del 19/11/2003 (B.O. 21/11/2003)
Ley N° 27.444, sancionada el 30/05/2018 (B.O. 18/06/2018)

Artículo 1 — Derógase el Decreto ley 4.776/63, modificado por las Leyes 16.613 y 23.549, cuyas 
normas quedarán sustituidas por las establecidas en el Anexo i, denominado “Ley de cheques”, 
que es parte integrante de la presente ley. 

Artículo 2 — Agrégase al artículo 793 del Código de Comercio, después del texto incorporado 
por Decreto ley 15.354/46: 

“Se debitarán en cuenta corriente bancaria los rubros que correspondan a mo-
vimientos generados directa o indirectamente por el libramiento de cheques. Se 
autorizarán débitos correspondientes a otras relaciones jurídicas entre el cliente 
y el girado cuando exista convención expresa formalizada en los casos y con los 
recaudos que previamente autorice el Banco Central de la República Argentina”. 

Artículo 3 — Modifícase el tercer párrafo del artículo 4 de la Ley 24.144 que quedará redactado 
de la siguiente manera: 

“El Banco Central de la República Argentina reglamentará la conservación, ex-
posición y/o devolución de cheques pagados, conforme los sistemas que se 
utilicen para las comunicaciones entre bancos y cámaras compensadoras”. 



112 | Marco Legal del Sistema Financiero 2021

Ley 24.452 | Ley de Cheques

Artículo 4 — 
Artículo derogado por art. 11, inciso a) 
de la Ley N° 24.760, B.O. 13/01/1997. 

Artículo 5 — No se podrán gravar con tributos en forma alguna los cheques. 

Artículo 6 — Son aplicables a los cheques de pago diferido previstos en el artículo 1 de la presen-
te ley, los incisos 2), 3) y 4) del artículo 302 del Código Penal. 

Artículo 7 — Los fondos que recaude el Banco Central de la República Argentina en virtud de 
las multas previstas en la presente ley, serán transferidos automáticamente al Instituto Nacio-
nal de Seguridad Social para Jubilados y Pensionados, creado por Ley 19.032. 

El instituto destinará los fondos exclusivamente al financiamiento de programas de atención 
integral para las personas con discapacidad descripto en el Anexo ii que forma parte del presente 
artículo. 

Artículo 8 — El Banco Central de la República Argentina procederá a la difusión pública para 
informar a la población de los alcances y beneficios del sistema que introduce en los medios de 
pago y de crédito.

Artículo 9 — Esta ley entrará en vigencia a los sesenta días de su publicación en el Boletín Oficial. 

Artículo 10 — Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Anexo I | Ley de cheques

Capítulo preliminar | De las clases de cheques
Artículo 1 — Los cheques son de dos clases: 
i.	 Cheques comunes. 
ii.	 Cheques de pago diferido. 

Capítulo I | Del cheque común
Artículo 2 — El cheque común debe contener:
1.	 La denominación «cheque» inserta en su texto, en el idioma empleado para su redacción; 
2.	 Un número de orden impreso en el cuerpo del cheque;
3.	 La indicación del lugar y de la fecha de creación;
4.	 El nombre de la entidad financiera girada y el domicilio de pago; 
5.	 La orden pura y simple de pagar una suma determinada de dinero, expresada en letras y nú-

meros, especificando la clase de moneda. Cuando la cantidad escrita en letras difiriese de la 
expresa en números, se estará por la primera;
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6.	 La firma del librador. Si el instrumento fuese generado por medios electrónicos, el requisito 
de la firma quedará satisfecho si se utiliza cualquier método que asegure indubitablemente la 
exteriorización de la voluntad del librador y la integridad del instrumento. El Banco Central de 
la República Argentina autorizará el uso de sistemas electrónicos de reproducción de firmas 
o sus sustitutos para el libramiento de cheques, en la medida que su implementación asegure 
la confiabilidad de la operación de emisión y autenticación en su conjunto, de acuerdo con la 
reglamentación que el mismo determine.

Inciso sustituido por art. 122 de la Ley N° 27.444, B.O. 
18/06/2018.

El título que al ser presentado al cobro careciere de algunas de las enunciaciones especifica-
das precedentemente no valdrá como cheque, salvo que se hubiese omitido el lugar de creación 
en cuyo caso se presumirá como tal el del domicilio del librador.

Último párrafo, derogado por art. 10 
de la Ley N° 25.413, B.O. 26/03/2001.

Artículo 3 — El domicilio del girado contra el cual se libra el cheque determina la ley aplicable. 
El domicilio que el librador tenga registrado ante el girado podrá ser considerado domicilio 

especial a todos los efectos legales derivados del cheque. 

Artículo 4 — El cheque debe ser extendido en una fórmula proporcionada por el girado. En la fór-
mula deberán constar impresos el número del cheque y el de la cuenta corriente, el domicilio de 
pago, el nombre del titular y el domicilio que éste tenga registrado ante el girado, identificación tri-
butaria o laboral o de identidad, según lo reglamente el Banco Central de la República Argentina. 

Cuando el cuaderno de fórmulas de cheque no fuere retirado personalmente por quien lo soli-
citó, el girador no pagará los cheques que se le presentaren hasta no obtener la conformidad del 
titular sobre la recepción del cuaderno. 

Artículo 5 — En caso de extravío o sustracción de fórmulas de cheque sin utilizar, de cheques 
creados, pero no emitidos o de la fórmula especial para solicitar aquéllas, el titular de la cuenta 
corriente deberá avisar inmediatamente al girado. En igual forma deberá proceder cuando tuviese 
conocimiento de que un cheque ya emitido hubiera sido alterado. El aviso también puede darlo el 
tenedor desposeído. 

El aviso cursado por escrito impide el pago del cheque, bajo responsabilidad del titular de la 
cuenta corriente o del tenedor desposeído. El girado deberá informar al Banco Central de la Repú-
blica Argentina de los avisos cursados por el librador en los términos que fije la reglamentación. 
Excedido el límite que ella establezca se procederá al cierre de la cuenta corriente.

Artículo 6 — El cheque puede ser extendido: 
1.	 A favor de una persona determinada; 
2.	 A favor de una persona determinada con la cláusula «no a la orden»; 
3.	 Al portador. El cheque sin indicación del beneficiario valdrá como cheque al portador. 

Artículo 7 — El cheque puede ser creado a favor del mismo librador. No puede ser girado sobre el 
librador, salvo que se tratara de un cheque girado entre diferentes establecimientos de un mismo 
librador. 

Puede ser girado por cuenta de un tercero, en las condiciones que establezca la reglamentación. 
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Artículo 8 — Si un cheque incompleto al tiempo de su creación hubiese sido completado en 
forma contraria a los acuerdos que lo determinaron, la inobservancia de tales acuerdos no puede 
oponerse al portador, a menos que éste lo hubiese adquirido de mala fe o que al adquirirlo hubie-
se incurrido en culpa grave. 

Artículo 9 — Toda estipulación de intereses inserta en el cheque se tendrá por no escrita. 

Artículo 10 — Si el cheque llevara firmas de personas incapaces de obligarse por cheque, firmas 
falsas o de personas imaginarias o firmas que por cualquier otra razón no podrían obligar a las 
personas que lo firmaron o a cuyo nombre el cheque fue firmado, las obligaciones de los otros 
firmantes no serían, por ello, menos válidas. 

El que pusiese su firma en un cheque como representante de una persona de la cual no tiene 
poder para ese acto, queda obligado él mismo cambiariamente como si hubiese firmado a su pro-
pio nombre; y si hubiese pagado, tiene los mismos derechos que hubiera tenido el supuesto repre-
sentado. La misma solución se aplicará cuando el representado hubiere excedido sus facultades. 

Artículo 11 — El librador es garante del pago. Toda cláusula por la cual se exonere de esta ga-
rantía se tendrá por no escrita. 

Capítulo II | De la transmisión
Artículo 12 — El cheque extendido a favor de una persona determinada es transmisible por endoso. 

El endoso puede hacerse también a favor del librador o de cualquier otro obligado. Dichas 
personas pueden endosar nuevamente el cheque. 

El cheque extendido a favor de una persona determinada con la cláusula «no a la orden» o una 
expresión equivalente no es transmisible sino bajo la forma y con los efectos de una cesión de 
créditos, salvo que sea: 
a)	 Transferido a favor de una entidad financiera comprendida en la Ley nº 21.526 y sus modifica-

ciones, en cuyo caso podrá ser trasmitido por simple endoso; o 
b)	 Depositado en la Caja de Valores Sociedad Anónima para su posterior negociación en Mer-

cados de Valores por medio de sistemas de negociación que garanticen la interferencia de 
ofertas, en cuyo caso podrá ser transmitido por simple endoso indicando además «para su 
negociación en Mercados de Valores».

Tercer párrafo, sustituido por art. 1 
del Decreto N° 386/2003, B.O. 15/07/2003.

El cheque al portador es transmisible mediante la simple entrega.

Artículo 13 — El endoso debe ser puro y simple. Toda condición a la cual esté subordinado se 
tendrá por no escrita.

El endoso parcial es nulo. Es igualmente nulo el endoso del girado. El endoso al portador vale 
como endoso en blanco. El endoso a favor del girado vale sólo como recibo, salvo el caso de que 
el girado tuviese varios establecimientos y de que el endoso se hiciese a favor de un estableci-
miento distinto de aquel sobre el cual se giró el cheque. 

Artículo 14 — El endoso debe escribirse al dorso del cheque o sobre una hoja unida al mismo. 
Debe ser firmado por el endosante y deberá contener las especificaciones que establezca el Ban-
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co Central de la República Argentina. Si el instrumento fuese generado por medios electrónicos, 
el requisito de la firma quedará satisfecho si se utiliza cualquier método que asegure indubitable-
mente la exteriorización de la voluntad de cada endosante y la integridad del instrumento. El en-
doso también podrá admitir firmas en las condiciones establecidas en el inciso 6 del artículo 2°.

Artículo sustituido por art. 123 de la Ley N° 27.444, 
B.O. 18/06/2018.

Artículo 15 — El endoso transmite todos los derechos resultantes del cheque. Si el endoso fuese 
en blanco, el portador podrá:
1.	 Llenar el blanco, sea con su nombre, sea con el de otra persona;
2.	 Endosar el cheque nuevamente en blanco o a otra persona; 
3.	 Entregar el cheque a un tercero sin llenar el blanco ni endosar.

Artículo 16 — El endosante es, salvo cláusula en contrario, garante del pago. 
Puede prohibir un nuevo endoso y en este caso no será responsable hacia las personas a 

quienes el cheque fuere ulteriormente endosado.

Artículo 17 — El tenedor de un cheque endosable será considerado como portador legítimo si 
justifica su derecho por una serie ininterrumpida de endosos, aun cuando el último fuera en blan-
co. Los endosos tachados se tendrán, a este respecto, como no escritos. Si un endoso en blanco 
fuese seguido de otro endoso, se considerará que el firmante de este último adquirió el cheque 
por el endoso en blanco. 

De no figurar la fecha, se presume que la posición de los endosos indica el orden en el que 
han sido hechos. 

Artículo 18 — El endoso que figura en un cheque al portador hace al endosante responsable en 
los términos de las disposiciones que rigen el recurso, pero no cambia el régimen de circulación 
del título. 

Artículo 19 — Cuando una persona hubiese sido desposeída de un cheque por cualquier evento, 
el portador a cuyas manos hubiera llegado el cheque, sea que se trate de un cheque al portador, 
sea que se trate de uno endosable respecto del cual el portador justifique su derecho en la forma 
indicada en el artículo 17, no estará obligado a desprenderse de él sino cuando lo hubiese adquirido 
de mala fe o si al adquirirlo hubiera incurrido en culpa grave.

Artículo 20 — Las personas demandadas en virtud de un cheque no pueden oponer al portador 
las excepciones fundadas en sus relaciones personales con el librador o con los portadores ante-
riores, a menos que el portador, al adquirir el cheque, hubiese obrado a sabiendas en detrimento 
del deudor.

Artículo 21 — Cuando el endoso contuviese la mención «valor al cobro», «en procuración» o cual-
quier otra que implique un mandato, el portador podrá ejercitar todos los derechos que deriven del 
cheque, pero no podrá endosarlo sino a título de procuración. 

Los obligados no podrán, en este caso, invocar contra el portador sino las excepciones opo-
nibles al endosante. 

El mandato contenido en un endoso en procuración no se extingue por la muerte del mandante 
o su incapacidad sobreviniente.
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Artículo 22 — El endoso posterior a la presentación al cobro y rechazo del cheque por el girado 
sólo produce los efectos de una cesión de créditos. 

Se presume que el endoso sin fecha ha sido hecho antes de la presentación o del vencimiento 
del término para la presentación.

Capítulo III | De la presentación y del pago
Artículo 23 — El cheque común es siempre pagadero a la vista. Toda mención contraria se ten-
drá por no escrita. 

No se considerará cheque a la fórmula emitida con fecha posterior al día de su presentación 
al cobro o depósito. Son inoponibles al concurso, quiebra, sucesión del librador y de los demás 
obligados cambiarios, siendo además inválidas, en caso de incapacidad sobreviniente del libra-
dor, las fórmulas que consignen fechas posteriores a las fechas en que ocurrieren dichos hechos. 

Párrafos segundo y tercero, sustituidos por el presente 
por art. 11, inciso e) de la Ley N° 24.760, 
B.O. 13/01/1997.

Artículo 24 — El cheque no puede ser aceptado. Toda mención de aceptación se tendrá por no 
escrita. 

Artículo 25 — El término de presentación de un cheque librado en la República Argentina es de 
treinta (30) días contados desde la fecha de su creación. El término de presentación de un cheque 
librado en el extranjero y pagadero en la República es de sesenta (60) días contados desde la 
fecha de su creación.

Si el término venciera en un día inhábil bancario, el cheque podrá ser presentado el primer día 
hábil bancario siguiente al de su vencimiento. 

Artículo 26 — Cuando la presentación del cheque dentro de los plazos establecidos en el artículo 
precedente fuese impedida por un obstáculo insalvable (prescripción legal de un Estado cualquie-
ra u otro caso de fuerza mayor), los plazos de presentación quedarán prorrogados. 

El tenedor y los endosantes deben dar el aviso que prescribe el artículo 39.
Cesada la fuerza mayor, el portador debe, sin retardo, presentar el cheque. No se consideran 

casos de fuerza mayor los hechos puramente personales al portador o a aquel a quien se le hu-
biese encargado la presentación del cheque. 

Artículo 27 — Si la fuerza mayor durase más de treinta (30) días de cumplidos los plazos esta-
blecidos en el artículo 25, la acción de regreso puede ejercitarse sin necesidad de presentación. 

Artículo 28 — Si el cheque se deposita para su cobro, la fecha del depósito será considerada 
fecha de presentación.

Artículo 29 — La revocación de la orden de pago no tiene efecto sino después de expirado el 
término para la presentación. 

Si no hubiese revocación, el girado podrá abonarlo después del vencimiento del plazo, siempre 
que no hubiese transcurrido más de otro lapso igual al plazo. 
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Artículo 30 — Ni la muerte del librador ni su incapacidad sobreviniente después de la emisión 
afectan los efectos del cheque, salvo lo dispuesto en el artículo 23.

Artículo 31 — El girado puede exigir al pagar el cheque que le sea entregado cancelado por el 
portador. 

El portador no puede rehusar un pago parcial. 
En caso de pago parcial, el girado puede exigir que se haga mención de dicho pago en el che-

que y que se otorgue recibo. 
El cheque conservará todos sus efectos por el saldo impago.

Artículo 32 — El girado que paga un cheque endosable está obligado a verificar la regularidad 
de la serie de endosos, pero no la autenticidad de la firma de los endosantes con excepción del 
último. 

El cheque al portador será abonado al tenedor que lo presente al cobro. 

Artículo 33 — El cheque debe ser librado en la moneda de pago que corresponda a la cuenta 
corriente contra la que se gira.

Artículo 34 — El girado que pagó el cheque queda válidamente liberado, a menos que haya pro-
cedido con dolo o culpa grave. Se negará a pagarlo solamente en los casos establecidos en esta 
ley o en su reglamentación. 

Artículo 35 — El girado responderá por las consecuencias del pago de un cheque, en los siguien-
tes casos: 
1.	 Cuando la firma del librador fuese visiblemente falsificada.
2.	 Cuando el documento no reuniese los requisitos esenciales especificados en el artículo 2. 
3.	 Cuando el cheque no hubiese sido extendido en una de las fórmulas entregadas al librador de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 4. 

Artículo 36 — El titular de la cuenta corriente responderá de los perjuicios: 
1.	 Cuando la firma hubiese sido falsificada en alguna de las fórmulas entregada de conformidad 

con lo dispuesto en el artículo 4 y la falsificación no fuese visiblemente manifiesta. 
2.	 Cuando no hubiese cumplido con las obligaciones impuestas por el artículo 5. La falsificación 

se considerará visiblemente manifiesta cuando pueda apreciarse a simple vista, dentro de 
la rapidez y prudencia impuestas por el normal movimiento de los negocios del girado, en el 
cotejo de la firma del cheque con la registrada en el girado, en el momento del pago. 

Artículo 37 — Cuando no concurran los extremos indicados en los dos artículos precedentes, 
los jueces podrán distribuir la responsabilidad entre el girado, el titular de la cuenta corriente y el 
portador beneficiario, en su caso, de acuerdo con las circunstancias y el grado de culpa en que 
hubiese incurrido cada uno de ellos. 

Capítulo IV | Del recurso por falta de pago 
Artículo 38 — Cuando el cheque sea presentado en los plazos establecidos en el artículo 25, 
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el girado deberá siempre recibirlo. Si no lo paga hará constar la negativa en el mismo título, con 
expresa mención de todos los motivos en que la funda, de la fecha y de la hora de la presentación, 
del domicilio del librador registrado en el girado. 

La constancia del rechazo deberá ser suscrita por persona autorizada. Igual constancia debe-
rá anotarse cuando el cheque sea devuelto por una cámara compensadora. 

La constancia consignada por el girado producirá los efectos del protesto. Con ello quedará 
expedita la acción ejecutiva que el tenedor podrá iniciar contra librador, endosantes y avalistas. 

Si el banco girado se negare a poner la constancia del rechazo o utilizare una fórmula no auto-
rizada podrá ser demandado por los perjuicios que ocasionare. 

La falta de presentación del cheque o su presentación tardía perjudica la acción cambiaria. 

Artículo 39 — El portador debe dar aviso de la falta de pago a su endosante y al librador, dentro 
de los dos (2) días hábiles bancarios inmediatos siguientes a la notificación del rechazo del cheque. 

Cada endosante debe, dentro de los dos (2) días hábiles bancarios inmediatos al de la recep-
ción del aviso, avisar a su vez a su endosante, indicando los nombres y direcciones de los que le 
han dado los avisos precedentes, y así sucesivamente hasta llegar al librador. 

Cuando de conformidad con lo dispuesto en el apartado anterior, se da aviso a un firmante del 
cheque, el mismo aviso y dentro de iguales términos debe darse a su avalista. 

En caso que un endosante hubiese indicado su dirección en forma ilegible o no la hubiese 
indicado, bastará con dar aviso al endosante que lo precede. 

El aviso puede ser dado en cualquier forma pero quien lo haga deberá probar que lo envió en 
el término señalado. 

La falta de aviso no produce la caducidad de las acciones emergentes del cheque, pero quien 
no lo haga será responsable de los perjuicios causados por su negligencia, sin que la reparación 
pueda exceder el importe del cheque. 

Artículo 40 — Todas las personas que firman un cheque quedan solidariamente obligadas hacia 
el portador. 

El portador tiene derecho de accionar contra todas esas personas, individual o colectivamen-
te, sin estar sujeto a observar el orden en que se obligaron. 

El mismo derecho pertenece a quien haya pagado el cheque. 
La acción intentada contra uno de los obligados no impide accionar contra los otros, aun los 

posteriores a aquel que haya sido perseguido en primer término. 
Podrá también ejercitar las acciones referidas en los artículos 61 y 62 del Decreto Ley 5965/63. 

Artículo 41 — El portador puede reclamar a aquel contra quien ejercita su recurso: 
1.	 El importe no pagado del cheque; 
2.	 Los intereses al tipo bancario corriente en el lugar del pago, a partir del día de la presentación 

al cobro; 
3.	 Los gastos originados por los avisos que hubiera tenido que dar y cualquier otro gasto origina-

do por el cobro del cheque.

Artículo 42 — Quien haya reembolsado un cheque puede reclamar a sus garantes: 
1.	 La suma íntegra pagada; 
2.	 Los intereses de dicha suma al tipo bancario corriente en el lugar del pago, a partir del día del 

desembolso; 
3.	 Los gastos efectuados. 
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Artículo 43 — Todo obligado contra el cual se ejercite un recurso o esté expuesto a un recurso, 
puede exigir, contra el pago, la entrega del cheque con la constancia del rechazo por el girado y 
recibo de pago. 

Todo endosante que hubiese reembolsado el cheque puede tachar su endoso y los de los 
endosantes subsiguientes y en su caso, el de sus respectivos avalistas. 

Capítulo V | Del cheque cruzado 
Artículo 44 — El librador o el portador de un cheque pueden cruzarlo con los efectos indicados 
en el artículo siguiente.

El cruzamiento se efectúa por medio de dos barras paralelas colocadas en el anverso del 
cheque. Puede ser general o especial.

El cruzamiento es especial si entre las barras contiene el nombre de una entidad autorizada 
para prestar el servicio de cheque, de lo contrario es cruzamiento general. El cruzamiento general 
se puede transformar en cruzamiento especial; pero el cruzamiento especial no se puede trans-
formar en cruzamiento general. 

La tacha del cruzamiento o de la mención contenida entre las barras se tendrá por no hecha. 

Artículo 45 — Un cheque con cruzamiento general sólo puede ser pagado por el girado a uno de 
sus clientes o a una entidad autorizada para prestar el servicio de cheque. 

Un cheque con cruzamiento especial sólo puede ser pagado por el girado a quien esté mencio-
nado entre las barras.

La entidad designada en el cruzamiento podrá indicar a otra entidad autorizada a prestar el servicio 
de cheque para que reciba el pago. 

El cheque con varios cruzamientos especiales sólo puede ser pagado por el girado en el caso de 
que se trate de dos cruzamientos de los cuales uno sea para el pago por una cámara compensadora.

El girado que no observase las disposiciones precedentes responderá por el perjuicio causado 
hasta la concurrencia del importe del cheque. 

Capítulo VI | Del cheque para acreditar en cuenta 
Artículo 46 — El librador, así como el portador de un cheque, pueden prohibir que se lo pague en 
dinero, insertando en el anverso la mención «para acreditar en cuenta».

En este caso el girado sólo puede liquidar el cheque mediante un asiento de libros. La liquida-
ción así efectuada equivale al pago. La tacha de la mención se tendrá por no hecha. 

El girado que no observase las disposiciones precedentes responderá por el perjuicio causa-
do hasta la concurrencia del importe del cheque. 

Capítulo VII | Del cheque imputado 
Artículo 47 — El librador, así como el portador de un cheque pueden enunciar el destino del pago 
insertando al dorso o en el añadido y bajo su firma, la indicación concreta y precisa de la imputación. 
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La cláusula produce efectos exclusivamente entre quien la inserta y el portador inmediato; 
pero no origina responsabilidad para el girado por el incumplimiento de la imputación. Sólo el 
destinatario de la imputación puede endosar el cheque y en este caso el título mantiene su ne-
gociabilidad.

La tacha de la imputación se tendrá por no hecha.

Capítulo VIII | Del cheque certificado 
Artículo 48 — El girado puede certificar un cheque a requerimiento del librador o de cualquier 
portador, debitando en la cuenta sobre la cual se lo gira la suma necesaria para el pago. 

El importe así debitado queda reservado para ser entregado a quien corresponda y sustraído 
a todas las contingencias que provengan de la persona o solvencia del librador, de modo que su 
muerte, incapacidad, quiebra o embargo judicial posteriores a la certificación no afectan la pro-
visión de fondos certificada, ni el derecho del tenedor del cheque, ni la correlativa obligación del 
girado de pagarlo cuando le sea presentado.

La certificación no puede ser parcial ni extenderse en cheques al portador. La inserción en el che-
que de las palabras «visto», «bueno» u otras análogas suscriptas por el girado significan certificación. 

La certificación tiene por efecto establecer la existencia de una disponibilidad e impedir su 
utilización por el librador durante el término por el cual se certificó. 

Artículo 49 — La certificación puede hacerse por un plazo convencional que no debe exceder 
de cinco días hábiles bancarios. Si a su vencimiento el cheque no hubiere sido cobrado, el girado 
acreditará en la cuenta del librador la suma que previamente debitó. 

El cheque certificado vencido como tal, subsiste con todos los efectos propios del cheque. 

Capítulo IX | Del cheque con la cláusula «no negociable»
Artículo 50 — El librador, así como el portador de un cheque, pueden insertar en el anverso la 
expresión «no negociable». Estas palabras significan que quien recibe el cheque no tiene, ni puede 
transmitir más derechos sobre el mismo, que los que tenía quien lo entregó. 

Capítulo X | Del aval 
Artículo 51 — El pago de un cheque puede garantizarse total o parcialmente por un aval. 

Esta garantía puede otorgarla un tercero o cualquier firmante del cheque. 

Artículo 52 — El aval puede constar en el mismo cheque o en un añadido o en un documento 
separado. Puede expresarse por medio de las palabras ‘por aval’ o por cualquier otra expresión 
equivalente, debiendo ser firmado por el avalista. Debe contener nombre, domicilio, identificación tribu-
taria o laboral, de identidad, conforme lo reglamente el Banco Central de la República Argentina. Si el 
instrumento fuese generado por medios electrónicos, el requisito de la firma quedará satisfecho 
si se utiliza cualquier método que asegure indubitablemente la exteriorización de la voluntad del 
avalista y la integridad del instrumento.
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Artículo sustituido por art. 124 de la Ley N° 27.444, 
B.O. 18/06/2018.

El aval debe indicar por cual de los obligados se otorga. A falta de indicación se considera 
otorgado por el librador.

Artículo 53 — El avalista queda obligado en los mismos términos que aquel por quien ha otor-
gado el aval. Su obligación es válida aun cuando la obligación que haya garantizado sea nula por 
cualquier causa que no sea un vicio de forma. 

El avalista que paga adquiere los derechos cambiarios contra su avalado y contra los obliga-
dos hacia éste. 

Capítulo XI | Del cheque de pago diferido 
Artículo 54 — El cheque de pago diferido es una orden de pago, librada a fecha determinada 
posterior a la de su libramiento, contra una entidad autorizada en la cual el librador a la fecha de 
vencimiento debe tener fondos suficientes depositados a su orden en cuenta corriente o autori-
zación para girar en descubierto. Los cheques de pago diferido se libran contra las cuentas de 
cheques comunes.

Párrafo sustituido por art. 11, inciso f) 
de la Ley N° 24.760, B.O. 13/01/1997.
Segundo párrafo, derogado por art. 11, inciso g) 
de la Ley N° 24.760, B.O. 13/01/1997.

El girado puede avalar el cheque de pago diferido.
El cheque de pago diferido deberá contener las siguientes enunciaciones esenciales en formu-

lario similar, aunque distinguible, del cheque común: 
1.	 La denominación «cheque de pago diferido» claramente inserta en el texto del documento. 
2.	 El número de orden impreso en el cuerpo del cheque.
3.	 La indicación del lugar y fecha de su creación.
4.	 La fecha de pago no puede exceder un plazo de 360 días. 

Inciso sustituido por art. 11, inciso h) 
de la Ley N° 24.760, B.O. 13/01/1997.

5.	 El nombre del girado y el domicilio de pago. 
6.	 La persona en cuyo favor se libra, o al portador. 
7.	 La suma determinada de dinero, expresada en números y en letras, que se ordena pagar por el 

inciso 4 del presente artículo. 
8.	 El nombre del librador, domicilio, identificación tributaria o laboral o de identidad, según lo 

reglamente el Banco Central de la República Argentina. 
9.	 La firma del librador. Si el instrumento fuese generado por medios electrónicos, el requisito 

de la firma quedará satisfecho si se utiliza cualquier método que asegure indubitablemente la 
exteriorización de la voluntad del librador y la integridad del instrumento. El Banco Central de 
la República Argentina autorizará el uso de sistemas electrónicos de reproducción de firmas 
o sus sustitutos para el libramiento de cheques, en la medida que su implementación asegure 
confiabilidad de la operatoria de emisión y autenticación en su conjunto, de acuerdo con la 
reglamentación que el mismo determine.

Inciso sustituido por art. 125 de la Ley N° 27.444, B.O. 
18/06/2018.
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El cheque de pago diferido, registrado o no, es oponible y eficaz en los supuestos de concurso, 
quiebra, incapacidad sobreviniente y muerte del librador. 

Último párrafo, incorporado por art. 11, inciso j)
de la Ley N° 24.760, B.O. 13/01/1997.

Artículo 55 — El registro justifica la regularidad formal del cheque conforme a los requisitos ex-
puestos en el artículo 54. El registro no genera responsabilidad alguna para la entidad si el cheque 
no es pagado a su vencimiento por falta de fondos o de autorización para girar en descubierto. 

El tenedor tendrá la opción de presentar el cheque de pago diferido para su registro. 
Para los casos en que los cheques presentados a registro tuvieren defectos formales, el Banco 

Central de la República Argentina podrá establecer un sistema de retención preventiva para que el 
girado, antes de rechazarlo, se lo comunique al librador para que corrija los vicios. 

El girado, en este caso, no podrá demorar el registro del cheque más de quince (15) días corridos.
Último párrafo, sustituido por art. 50 
de la Ley N° 25.300, B.O. 07/09/2000.
Artículo sustituido por art. 11, inciso k) 
de la Ley N° 24.760, B.O. 13/01/1997. 

Artículo 56 — El cheque de pago diferido es libremente transferible por endoso con la sola firma 
del endosante.

Los cheques de pago diferido serán negociables en las Bolsas de Comercio y Mercados de Va-
lores autorregulados de la República Argentina, conforme a sus respectivos reglamentos, los que 
a este efecto deberán prever un sistema de interferencia de ofertas con prioridad precio-tiempo. 
La oferta primaria y la negociación secundaria de los cheques de pago diferido no se considerarán 
oferta pública comprendida en el artículo 16 y concordantes de la Ley nº 17.811 y no requerirán 
autorización previa. Los endosantes o cualquier otro firmante del documento, no quedarán sujetos 
al régimen de los emisores o intermediarios en la oferta pública que prevé la citada ley.

La transferencia de los títulos a la Caja de Valores Sociedad Anónima tendrá la modalidad 
y efectos jurídicos previstos en el artículo 41 de la Ley nº 20.643. El depósito de los títulos no 
transfiere a la Caja de Valores Sociedad Anónima la propiedad ni el uso de los mismos. La Caja de 
Valores Sociedad Anónima sólo deberá conservarlos y custodiarlos y efectuar las operaciones y 
registraciones contables que deriven de su negociación.

En ningún caso la Caja de Valores Sociedad Anónima quedará obligada al pago, en tanto el 
endoso efectuado para el ingreso del cheque de pago diferido a la Caja haya sido efectuado exclu-
sivamente para su negociación en los Mercados de Valores, en los términos de los artículos 41 de 
la Ley nº 20.643 y 12, inciso b) del Capítulo ii de la presente ley.

La negociación bursátil no genera obligación cambiaria entre las partes intervinientes en la operación.
Sin perjuicio de las medidas de convalidación que las Bolsas de Comercio establezcan en sus 

reglamentos, en ningún caso la Caja de Valores Sociedad Anónima será responsable por defectos 
formales de los documentos ingresados para la negociación en Mercados de Valores, ni por la legi-
timación de los firmantes o la autenticidad de las firmas asentadas en los cheques de pago diferido. 

Artículo sustituido por art. 2 
del Decreto N° 386/2003, B.O. 15/07/2003.

Artículo 57 — El cheque de pago diferido puede ser presentado directamente al girado para su 
registro. Si el cheque fuera depositado en una entidad diferente al girado, el depositario remitirá 
al girado el cheque de pago diferido para que éste lo registre y devuelva, otorgando la constancia 
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respectiva, asumiendo el compromiso de abonarlo el día del vencimiento si existieren fondos 
disponibles o autorización de girar en descubierto en la cuenta respectiva. En caso de existir 
algún impedimento para su registración, así lo deberá hacer conocer al depositario dentro de los 
términos fijados para el clearing, rechazando la registración. 

El rechazo de registración producirá los efectos del protesto. Con ella quedará expedita la acción 
ejecutiva que el tenedor podrá iniciar de inmediato contra el librador, endosantes y avalistas. Se 
aplica el artículo 39. 

El rechazo a la registración será informado por el girado al Banco Central de la República Argen-
tina, y el librador será sancionado con la multa prevista en el artículo 62. 

El Banco Central de la República Argentina, podrá autorizar o establecer sistemas de registra-
ción y pago mediante comunicación o exposición electrónica que reemplacen la remisión del título; 
estableciendo las condiciones de adhesión y recaudos de seguridad y funcionamiento.

Artículo 58 — Las entidades interesadas emitirán certificados transmisibles por endoso, confor-
me lo reglamente el Banco Central de la República Argentina, en los casos en que avalen cheques 
de pago diferido, el cual quedará depositado en la entidad avalista. 

Párrafo sustituido por art. 11, inciso m) 
de la Ley N° 24.760, B.O. 13/01/1997.

Serán aplicables al cheque de pago diferido todas las disposiciones que regulan el cheque 
común, salvo aquellas que se opongan a lo previsto en el presente capítulo. 

Artículo 59 — Las entidades autorizadas entregarán a los clientes que lo soliciten, además de la 
libreta de cheques indicada en el artículo 4, otras claramente diferenciables de las anteriores con 
cheques de pago diferido. Podrán además entregar libretas de cheques que contengan fórmulas 
de ambos tipos de cheques conforme lo reglamente el Banco Central de la República Argentina. 

El girado podrá rechazar la registración de un cheque de pago diferido cuando se verifiquen las 
causales que al efecto establezca el Banco Central de la República Argentina.

Artículo sustituido por art. 11, inciso n) 
de la Ley N° 24.760, B.O. 13/01/1997.

Artículo 60 — El cierre de la cuenta corriente, impide el registro de nuevos cheques. El girado 
deberá recibir los depósitos que se efectúen para atender los cheques que se hubieran registrado 
con anterioridad. 

Párrafo modificado —se suprime «de cheques de pago 
diferido»— por art. 11, inciso o) 
de la Ley N° 24.760, B.O. 13/01/1997.

	 La ejecución por cualquier causa de un cheque de pago diferido presentado a registro podrá 
tramitar en la jurisdicción correspondiente a la entidad depositaria o girada, indistintamente.

Capítulo XII | Disposiciones comunes 
Artículo 61 — Las acciones judiciales del portador contra el librador, endosantes y avalistas 
se prescriben al año contado desde la expiración del plazo para la presentación. En el caso de 
cheques de pago diferido, el plazo se contará desde la fecha del rechazo por el girado, sea a la 
registración o al pago.
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Las acciones judiciales de los diversos obligados al pago de un cheque, entre sí, se prescriben 
al año contado desde el día en que el obligado hubiese reembolsado el importe del cheque o des-
de el día en que hubiese sido notificado de la demanda judicial por el cobro del cheque.

La interrupción de la prescripción sólo tiene efecto contra aquél respecto de quien se realizó 
el acto interruptivo.

El Banco Central de la República Argentina reglamentará la emisión de una certificación que 
permitirá el ejercicio de las acciones civiles en el caso de cheques generados y/o transmitidos 
por medios electrónicos.

Artículo sustituido por art. 126 de la Ley N° 27.444, 
B.O. 18/06/2018.

Artículo 62 — En caso de rechazo del cheque por falta de provisión de fondos o autorización 
para girar en descubierto o por defectos formales, el girado lo comunicará al Banco Central de la 
República Argentina al librador y al tenedor con indicación de fecha y número de la comunicación, 
todo conforme lo indique la reglamentación. Se informará al tenedor la fecha y número de la 
comunicación. 

Párrafos segundo, tercero, cuarto, quinto y sexto, 
derogados por art. 10 de la Ley N° 25.413, 
B.O. 26/03/2001.

Artículo 63 — Cuando medie oposición al pago del cheque por causa que haya originado denun-
cia penal del librador o tenedor, la entidad girada deberá retener el cheque y remitirlo al juzgado 
interviniente en la causa. La entidad girada entregará a quien haya presentado el cheque al cobro 
una certificación que habilite al ejercicio de las acciones civiles conforme lo establezca la reglamentación. 

Artículo 64 — Contra los rechazos efectuados por la entidad financiera girada que dieren origen 
a sanciones que se apliquen conforme a la presente ley, los libradores y titulares de cuentas co-
rrientes podrán entablar acción judicial, ante los juzgados con competencia en materia comercial 
que corresponda a la jurisdicción del girado, debiendo interponerse la acción dentro de los quince 
(15) días de la notificación por parte del girado, siendo de aplicación el Código Procesal Civil y 
Comercial de la jurisdicción interviniente. 

Las acciones que se promovieran contra los girados, sólo producirán efecto suspensivo res-
pecto de las multas que correspondieran aplicarse. No obstante, la promoción de estas acciones 
se computarán los rechazos a los efectos de la inhabilitación. 

Artículo sustituido por art. 11, inciso q) 
de la Ley N° 24.760, B.O. 13/01/1997.

Capítulo XIII | Disposiciones complementarias 
Artículo 65 — En caso de silencio de esta ley, se aplicarán las disposiciones relativas a la letra de 
cambio y al pagaré en cuanto fueren pertinentes. 

Artículo 66 — El Banco Central de la República Argentina, como autoridad de aplicación de esta ley: 
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1.	 Reglamenta las condiciones y requisitos de funcionamiento de las cuentas corrientes sobre 
las que se puede librar cheques comunes y de pago diferido y los certificados a los que alude 
el art. 58. Las condiciones de apertura y las causales para el cierre de cuentas corrientes serán 
establecidas por cada entidad en los contratos respectivos.

Inciso sustituido por art. 8 
de la Ley N° 25.413, B.O. 26/03/2001.
Por el artículo 1º del Decreto de Necesidad y Urgencia 
N° 312/20, prorrogado por sus similares Nros. 425/29 
y 544/2020, se suspende hasta el 31 de diciembre de 
2020, inclusive, la obligación de proceder al cierre de 
cuentas bancarias y a disponer la inhabilitación, así 
como la aplicación de multas, establecidas en este
artículo.

2.	 Amplía los plazos fijados en el artículo 25, si razones de fuerza mayor lo hacen necesario para 
la normal negociación y pago de los cheques. 

3.	 Reglamenta las fórmulas del cheque y decide sobre todo lo conducente a la prestación de un 
eficaz servicio de cheque, incluyendo la forma documental o electrónica y solución de proble-
mas meramente formales de los cheques.

Inciso sustituido por art. 127 de la Ley N° 27.444, B.O. 
18/06/2018. 

4.	 Autoriza cuentas en moneda extranjera con servicio de cheque.
5.	 Puede, con carácter temporario, fijar monto máximo a los cheques librados al portador y limi-

tar el número de endosos del cheque común. 
Las normas reglamentarias de esta ley que dicte el Banco Central de la República Argentina 

deberán ser publicadas en el Boletín Oficial. 
6.	 Podrá reglamentar el funcionamiento de sistemas de compensación electrónica de cheques, 

otros medios de pago y títulos de créditos y otros títulos valores, conforme los convenios que 
al respecto celebren las entidades financieras. 
En estos casos la reglamentación contemplará un régimen especial de conservación, exposi-

ción, transmisión por cualquier medio, registro contable, pago, rechazo y compensación y cualquier 
otro elemento que se requiera para hacerlo operativo. 

Tales convenios entre entidades financieras a que se refiere el primer párrafo de este inciso no 
podrán alterar los derechos que la ley otorga a los titulares de cuentas en esas entidades.

Inciso 6, incorporado por art. 11, inciso r) 
de la Ley N° 24.760, B.O. 13/01/1997.

Artículo 67 — La Ley 21.526 de Entidades Financieras determina contra quiénes se puede girar 
cheques comunes.

Anexo II (integrado al artículo 7) | Fondo de Financiamiento 
del Programa para Personas con Discapacidad
1.	 Servicio: Subsidio para personas con discapacidad.
	 Objetivo: Apoyo económico al discapacitado. 
	 Órgano de aplicación: Instituto de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados. 
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2.	 Servicio: Atención a la insuficiencia económica crítica.
	 Objetivo: Cobertura de necesidades básicas.
	 Órgano de aplicación: Instituto de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados. 

3.	 Servicio: Atención especializada en el domicilio. 
	 Objetivo: Destinadas al pago de personal especializado. 
	 Órgano de aplicación: Instituto de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados.

4.	 Servicio: Sistemas alternativos al tratamiento familiar. 
	 Objetivo: Promoción y organización de pequeños hogares, familias sustitutas, residencias 

L, etc. 
	 Órgano de aplicación: Instituto de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados. 

5.	 Servicio: Iniciación laboral. 
	 Objetivo: Promoción y desarrollo de actividades laborales en forma individual y/o colectiva. 
	 Órgano de aplicación: Instituto de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados. 

6.	 Servicio: Apoyo para rehabilitación y/o educación.
	 Objetivo: Adquisición de elementos y/o instrumentos necesarios para acceder a la rehabili-

tación y educación. 
	 Órgano de aplicación: Instituto de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados. 

7.	 Servicio: Requerimientos esenciales de carácter social. 
	 Objetivo: Destinados a cubrir todos los requerimientos generados por la discapacidad y la 

carencia socioeconómica de carácter atípico. 
	 Órgano de aplicación: Instituto de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados. 

8.	 Servicio: Servicios de rehabilitación.
	 Objetivo: Atención y tratamiento especializado en centros de rehabilitación, hospitales, cen-

tros educativo-terapéuticos.
	 Órgano de aplicación: Instituto de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados.

 9.	 Servicio: Servicios de educación.
	 Objetivo: Formación y capacitación en servicios educativos especiales (escuelas, 	

centros de capacitación laboral, etc.).
	 Órgano de aplicación: Instituto de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados.

10.	 Servicio: Servicios asistenciales.
	 Objetivo: Cobertura de requerimientos básicos y esenciales (hábitat, alimentación, aten-

ción especializada); comprende centros de día, hogares, residencias, etc.
	 Órgano de aplicación: Instituto de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados.

11.	 Servicio: Prestaciones de apoyo.
	 Objetivo: Provisión de todo tipo de prótesis, órtesis y ayudas técnicas necesarias para la 

rehabilitación, educación y/o inserción laboral. 
	 Órgano de aplicación: Instituto de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados. 
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12.	 Servicio: Federalización del PRO.I.DIS.
	 Objetivo: Promoción y desarrollo de recursos regionales y locales en coordinación con or-

ganismos provinciales y municipales. 
	 Órgano de aplicación: Instituto de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados, coordi-

na provincias y municipios. 

13.	 Servicio: Capacitación de recursos humanos.
	 Objetivo: Formar personal destinado a atención de personas discapacitadas en todo el 

país, destinados a agentes de organismos provinciales y delegaciones. 
	 Órgano de aplicación: Instituto de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados, coordi-

na provincias y municipios. 

14.	 Servicio: P.I.T Incorporación de discapacitados.
	 Objetivo: Participación en 108 programas.
	 Órgano de aplicación: Instituto de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados, en 

coordinación con el Ministerio de Trabajo.

15.	 Servicio: Cursos de formación profesional.
	 Objetivo: Promoción de empleo privado. Especifica.
	 Órgano de aplicación: Instituto de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados, en 

coordinación con el Ministerio de Trabajo.

16.	 Servicio: Promoción y creación de talleres protegidos de producción.
	 Objetivo: Brindar salida laboral en condiciones especiales para personas discapacitadas 

sin posibilidad de acceso al mercado laboral competitivo.
	 Órgano de aplicación: Instituto de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados, en 

coordinación con el Ministerio de Trabajo.

17.	 Servicio: Red nacional de empleo y formación profesional.
	 Objetivo: Promoción de la colocación selectiva de personas discapacitadas a través de 

servicios convencionales.
	 Órgano de aplicación: Instituto de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados, en 

coordinación con el Ministerio de Trabajo. 

18.	 Servicio: Seguros de desempleo.
	 Objetivo: Extensión de plazos para personas discapacitadas.
	 Órgano de aplicación: Instituto de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados, en 

coordinación con el ANSES.

19.	 Servicio: Pensiones no contributivas transitorias. 
	 Objetivo: Asegurar la atención integral de personas discapacitadas a través de la afiliación 

al Instituto de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados.
	 Órgano de aplicación: Instituto de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados, en 

coordinación con el ANSES. 

20.	 Servicio: Creación del Centro Nacional de Ayudas Técnicas. 
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	 Objetivo: Investigación y desarrollo de tecnología específica destinada a la rehabilitación, 
educación e integración social. 

	 Órgano de aplicación: Instituto de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados, en 
coordinación con el Ministerio de Salud y Acción Social. 

21.	 Servicio: Prevención, detección e intervención temprana.
	 Objetivo: Prevención primaria y atención específica a grupos de alto riesgo.
	 Órgano de aplicación: Instituto de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados, en 

coordinación con el Ministerio de Salud y Acción Social. 

22.	 Servicio: Organización de servicios de rehabilitación.
	 Objetivo: Promoción y creación de servicios de rehabilitación en centros de salud y hospi-

tales generales.
	 Órgano de aplicación: Instituto de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados, en 

coordinación con el Ministerio de Salud y Acción Social.	  
 
23.	 Servicio: Acreditación de discapacidad. 
	 Objetivo: Certificación de la discapacidad con carácter nacional a través de la autoridad de 

aplicación de las provincias.
	 Órgano de aplicación: Instituto de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados, en 

coordinación con el Ministerio de Salud y Acción Social.

24.	 Servicio: Personas afectadas con SIDA.
	 Objetivo: Brindar cobertura médico-social a personas afectadas.
	 Órgano de aplicación: Instituto de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados, en 

coordinación con el Ministerio de Salud y Acción Social.
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Ley 25.730
Sanciones para los libradores de cheques. Multas

Sanciones para los libradores de cheques rechazados por falta de fondos o sin auto-
rización para girar en descubierto o por defectos formales. Multas aplicables. Esta-
blécese como destino de los fondos recaudados a los Programas y Proyectos a favor 
de las personas con discapacidad.

Artículo 1 — El librador de un cheque rechazado por falta de fondos o sin autorización para girar 
en descubierto o por defectos formales, será sancionado con una multa equivalente al cuatro por 
ciento (4%) del valor del cheque, con un mínimo de cien pesos ($ 100) y un máximo de cincuenta 
mil pesos ($ 50.000). El girado está obligado a debitar el monto de la multa de la cuenta del libra-
dor. En caso de no ser satisfecha dentro de los treinta (30) días del rechazo ocasionará el cierre 
de la cuenta corriente e inhabilitación.

La multa será reducida en un cincuenta por ciento (50%) si el librador cancela el cheque moti-
vo de la sanción dentro de los treinta (30) días del rechazo, circunstancia que será informada al 
Banco Central de la República Argentina.

El depósito de las multas en la cuenta del Banco Central de la República Argentina se deberá 
hacer dentro del mes siguiente al mes en que se produjo el rechazo.

Artículo 2 — En caso de rechazo del cheque por falta de provisión de fondos o autorización para 
girar en descubierto o por defectos formales, el girado lo comunicará al Banco Central de la Re-
pública Argentina, al librador y al tenedor, con indicación de fecha y número de la comunicación, 
todo conforme lo indique la reglamentación.

Artículo 3 — Los fondos que recaude el Banco Central de la República Argentina en virtud de 
las multas previstas en la presente ley serán destinados para la aplicación de los programas y 
proyectos a favor de las personas con discapacidad, que será administrado por el Comité Coordi-
nador de Programas para Personas con Discapacidad, creado por decreto del Poder Ejecutivo na-
cional 153/96 y sus modificatorias. Dichos fondos serán aplicados en los programas y proyectos 
citados, conjuntamente con los recursos previstos en el artículo 10 de la Ley 25.413.

Artículo 4 — Comuníquese al Poder Ejecutivo.
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Decreto Reglamentario 1085/2003
Reglamentación de la Ley N° 25.730 sobre multas. 
Aplicación de fondos. Marco regulatorio

Modificase el Decreto N° 1277/2003, con la finalidad de reglamentar aspectos no 
comprendidos en el mismo, que imposibilitan una adecuada aplicación del régimen 
establecido en la Ley N° 25.730, que impone multas a los libradores de cheques 
rechazados y determina que los fondos a recaudarse sean asignados al Fondo Na-
cional para la Integración de Personas con Discapacidad. Inclusión expresa de los 
cheques de pago diferido. Inaplicabilidad de la mencionada ley respecto de las cuen-
tas corrientes del sector público. Marco regulatorio general en cuanto al momento 
en que se concretará la inhabilitación, los plazos de duración de la misma, los res-
ponsables alcanzados por tal limitación y el tratamiento a aplicar a las entidades 
financieras que no cumplan con las obligaciones que crea la Ley que se reglamenta.

El Presidente de la Nación Argentina decreta:

Artículo 1 — A los fines previstos en el artículo 1 de la Ley N° 25.730, se considerarán defectos 
formales las situaciones definidas en la reglamentación del Banco Central de la República Argen-
tina.

También quedan alcanzados por esas disposiciones los cheques de pago diferido cuya regis-
tración sea rechazada, incluidos los casos de defectos formales cuando estos últimos no sean 
subsanados en las condiciones que esa Institución establezca.

No se encuentran comprendidas las cuentas corrientes del sector público.

Artículo 2 — La inhabilitación a que se refiere el artículo 1 de la Ley N° 25.730 alcanza a los 
libradores de los cheques rechazados comprendidos y —según corresponda— a los titulares (per-
sonas físicas y jurídicas del sector privado) de las cuentas que resulten cerradas y cesará:
a)	 Cuando la multa se encuentre impaga: a los veinticuatro (24) meses.
b)	 Cuando la multa se pague con posterioridad al plazo legalmente establecido: a los treinta (30) 

días contados a partir de la comprobación de dicha cancelación.
El Banco Central de la República Argentina podrá modificar los plazos de inhabilitación dentro 

de los máximos previstos en este artículo, en función de las consideraciones que —por su espe-
cialización— considere procedentes.

Artículo 3 — La reducción de la multa a que se refiere el segundo párrafo del artículo 1 de la Ley 
N° 25.730 se aplicará también al importe mínimo previsto.

Artículo 4 — La verificación del cumplimiento de las disposiciones de la Ley N° 25.730 por parte 
de las entidades financieras, estará a cargo del Banco Central de la República Argentina, siendo 
los incumplimientos que se observen, pasibles de la aplicación del régimen de Sanciones y Re-
cursos previsto en el Título vi de la Ley de Entidades Financieras N° 21.526 y sus modificaciones.
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Artículo 5 — Sustitúyese el artículo 22 del Decreto N° 1277 del 23 de mayo de 2003, por el si-
guiente:

“Artículo 22: Banco Central de la República Argentina queda facultado para 
dictar las disposiciones complementarias para proceder al cierre de cuentas 
por la falta de pago de las multas establecidas en la Ley N° 25.730; para im-
plementar el procedimiento de su cálculo, percepción y transferencia a los que 
deberán ajustarse las entidades financieras; para administrar la base de datos 
de las personas inhabilitadas para operar con cuentas corrientes por incumpli-
miento en el pago de las multas; y para dictar toda otra norma reglamentaria 
que resulte necesaria para la aplicación del régimen establecido por la Ley N° 
25.730.”

Artículo 6 — Los incumplimientos previstos en la Ley N° 25.730 y las sanciones allí dispuestas 
regirán luego de transcurridos treinta (30) días hábiles contados desde la publicación del presen-
te decreto en el Boletín Oficial.

Artículo 7 — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archí-
vese. 
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Tarjetas de Crédito

Principales disposiciones que modifican o reglamentan la presente ley:

Ley N° 25.065, sancionada el 07/12/1998 (B.O. 14/01/1999)
Decreto N° 15/99 del 09/01/1999 (B.O. 14/01/1999)
Decreto N° 1387/01 del 01/11/2001 (B.O. 02/11/2001)
Ley N° 26.010, sancionada el 16/12/2004 (B.O. 11/01/2005)
Ley N° 26.361, sancionada el 12/03/2008 (B.O. 07/04/2008)
Ley N°  27.444, sancionada el 30/05/2018 (B.O. 18/06/2018)

Título I | De las relaciones entre emisor y titular o usuario 

Capítulo I | Del sistema de la Tarjeta de Crédito
Artículo 1 — Se entiende por sistema de Tarjeta de Crédito al conjunto complejo y sistematizado 
de contratos individuales cuya finalidad es:
a)	 Posibilitar al usuario efectuar operaciones de compra o locación de bienes o servicios u obras, 

obtener préstamos y anticipos de dinero del sistema, en los comercios e instituciones adheri-
dos.

b)	 Diferir para el titular responsable el pago o las devoluciones a fecha pactada o financiarlo 
conforme alguna de las modalidades establecidas en el contrato.

c)	 Abonar a los proveedores de bienes o servicios los consumos del usuario en los términos 
pactados.

Capítulo II | Definiciones y ley aplicable
Artículo 2 — A los fines de la presente ley se entenderá por:
a)	 Emisor: Es la entidad financiera, comercial o bancaria que emita Tarjetas de Crédito, o que 

haga efectivo el pago.
b)	 Titular de Tarjeta de Crédito: Aquel que está habilitado para el uso de la Tarjeta de Crédito y 

quien se hace responsable de todos los cargos y consumos realizados personalmente o por 
los autorizados por él mismo.
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c)	 Usuario, titular adicional, o beneficiario de extensiones: Aquel que está autorizado por el titular 
para realizar operaciones con Tarjeta de Crédito, a quien el emisor le entrega un instrumento 
de idénticas características que al titular.

d)	 Tarjeta de Compra: Aquella que las instituciones comerciales entregan a sus clientes para 
realizar compras exclusivas en su establecimiento o sucursales.

e)	 Tarjeta de Débito: Aquella que las instituciones bancarias entregan a sus clientes para que al 
efectuar compras o locaciones, los importes de las mismas sean debitados directamente de 
una cuenta de ahorro o corriente bancaria del titular.

f)	 Proveedor o Comercio Adherido: Aquel que en virtud del contrato celebrado con el emisor, 
proporciona bienes, obras o servicios al usuario aceptando percibir el importe mediante el 
sistema de Tarjeta de Crédito. 

Artículo 3 — Ley aplicable. Las relaciones por operatoria de Tarjetas de Crédito quedan sujetas 
a la presente ley y supletoriamente se aplicarán las normas de los Códigos Civil y Comercial de la 
Nación y de la Ley de Defensa del Consumidor (Ley 24.240).

Capítulo III | De la Tarjeta de Crédito
Artículo 4 — Denominación. Se denomina genéricamente Tarjeta de Crédito al instrumento ma-
terial de identificación del usuario, que puede ser magnético o de cualquier otra tecnología, emer-
gente de una relación contractual previa entre el titular y el emisor.

Artículo 5 — Identificación. El usuario, poseedor de la tarjeta estará identificado en la misma 
con:
a)	 Su nombre y apellido.
b)	 Número interno de inscripción.
c)	 Su firma ológrafa.
d)	 La fecha de emisión de la misma.
e)	 La fecha de vencimiento.
f)	 Los medios que aseguren la inviolabilidad de la misma.
g)	 La identificación del emisor y de la entidad bancaria interviniente.

Capítulo IV | Del contrato de emisión de Tarjeta de Crédito
Artículo 6 — Contenido del contrato de emisión de Tarjeta de Crédito. El contrato de emisión 
de Tarjeta de Crédito debe contener los siguientes requisitos:
a)	 Plazo de vigencia especificando comienzo y cese de la relación (plazo de vigencia de la tarjeta).
b)	 Plazo para el pago de las obligaciones por parte del titular.
c)	 Porcentual de montos mínimos de pago conforme a las operaciones efectuadas.
d)	 Montos máximos de compras o locaciones, obras o retiros de dinero mensuales autorizados.
e)	 Tasas de intereses compensatorios o financieros.
f) 	 Tasa de intereses punitorios.
g)	 Fecha de cierre contable de operaciones.
h)	 Tipo y monto de cargos administrativos o de permanencia en el sistema (discriminados por 
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tipo, emisión, renovación, envío y confección de resúmenes, cargos por tarjetas adicionales 
para usuarios autorizados, costos de financiación desde la fecha de cada operación, o desde 
el vencimiento del resumen mensual actual o desde el cierre contable de las operaciones 
hasta la fecha de vencimiento del resumen mensual actual, hasta el vencimiento del pago del 
resumen mensual, consultas de estado de cuenta, entre otros).

i)	 Procedimiento y responsabilidades en caso de pérdida o sustracción de tarjetas.
j)	 Importes o tasas por seguros de vida o por cobertura de consumos en caso de pérdida o sus-

tracción de tarjetas.
k)	 Firma del titular y de personal apoderado de la empresa emisora. Si el instrumento fuese 

generado por medios electrónicos, el requisito de la firma quedará satisfecho si se utiliza 
cualquier método que asegure indubitablemente la exteriorización de la voluntad de las partes 
y la integridad del instrumento.

Inciso sustituido por art. 115 de la Ley N° 27.444, B.O. 
18/06/2018.

l)	 Las comisiones fijas o variables que se cobren al titular por el retiro de dinero en efectivo.
m) Consecuencias de la mora.
n)	 Una declaración en el sentido que los cargos en que se haya incurrido con motivo del uso 

de la Tarjeta de Crédito son debidos y deben ser abonados contra recepción de un resumen 
periódico correspondiente a dicha tarjeta.

ñ)	 Causales de suspensión, resolución y/o anulación del contrato de Tarjeta de Crédito.

Artículo 7 — Redacción del contrato de emisión de Tarjeta de Crédito. El contrato de emisión 
de Tarjeta de Crédito deberá reunir las siguientes condiciones:
a)	 Redactado en ejemplares de un mismo tenor para el emisor, para el titular, para el eventual fia-

dor personal del titular y para el adherente o usuario autorizado que tenga responsabilidades 
frente al emisor o los proveedores.

b)	 El contrato deberá redactarse claramente y con tipografía fácilmente legible a simple vista.
c)	 Que las cláusulas que generen responsabilidad para el titular adherente estén redactadas 

mediante el empleo de caracteres destacados o subrayados.
d)	 Que los contratos tipo que utilice el emisor estén debidamente autorizados y registrados por 

la autoridad de aplicación.
Inciso d), observado por art. 2 del Decreto N° 15/1999, 
B.O. 14/01/1999, pero confirmado por Mensaje del 
Senado de fecha 01/09/1999, B.O. 24/09/1999.

Artículo 8 — Perfeccionamiento de la relación contractual. El contrato de Tarjeta de Crédito 
entre el emisor y el titular queda perfeccionado sólo cuando se firma el mismo, se emitan las 
respectivas tarjetas y el titular las reciba de conformidad.

El emisor deberá entregar tantas copias del contrato como partes intervengan en el mismo.

Artículo 9 — Solicitud. La solicitud de la emisión de la Tarjeta de Crédito, de sus adicionales y la 
firma del codeudor o fiador no genera responsabilidad alguna para el solicitante, ni perfeccionan 
la relación contractual.

Artículo 10 — Prórroga automática de los contratos. Será facultativa la prórroga automática de los 
contratos de Tarjeta de Crédito entre emisor y titular. Si se hubiese pactado la renovación automática 
el usuario podrá dejarla sin efecto comunicando su decisión por medio fehaciente con treinta (30) días 
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de antelación. El emisor deberá notificar al titular en los tres últimos resúmenes anteriores al venci-
miento de la relación contractual la fecha en que opera el mismo.

Artículo 11 — Conclusión o resolución de la relación contractual. Concluye la relación contrac-
tual cuando:
a)	 No se opera la recepción de las Tarjetas de Crédito renovadas por parte del titular.
b)	 El titular comunica su voluntad en cualquier momento por medio fehaciente.

Artículo 12 — Conclusión parcial de la relación contractual o cancelación de extensiones a 
adherentes u otros usuarios autorizados. La conclusión puede ser parcial respecto de los adicio-
nales, extensiones o autorizados por el titular, comunicada por este último por medio fehaciente.

Capítulo V | Nulidades
Artículo 13 — Nulidad de los contratos. Todos los contratos que se celebren o se renueven a 
partir del comienzo de vigencia de la presente ley deberán sujetarse a sus prescripciones bajo 
pena de nulidad e inoponibilidad al titular, sus fiadores o adherentes. Los contratos en curso 
mantendrán su vigencia hasta el vencimiento del plazo pactado salvo presentación espontánea 
del titular solicitando la adecuación al nuevo régimen.

Artículo 14 — Nulidad de cláusulas. Serán nulas las siguientes cláusulas:
a)	 Las que importen la renuncia por parte del titular a cualquiera de los derechos que otorga la 

presente ley.
b)	 Las que faculten al emisor a modificar unilateralmente las condiciones del contrato.
c)	 Las que impongan un monto fijo por atrasos en el pago del resumen.
d)	 Las que impongan costos por informar la no validez de la tarjeta, sea por pérdida, sustrac-

ción, caducidad o rescisión contractual.
e)	 Las adicionales no autorizadas por la autoridad de aplicación.
f)	 Las que autoricen al emisor la rescisión unilateral incausada.
g)	 Las que impongan compulsivamente al titular un representante.
h)	 Las que permitan la habilitación directa de la vía ejecutiva por cobro de deudas que tengan 

origen en el sistema de tarjetas de crédito.
i)	 Las que importen prórroga a la jurisdicción establecida en esta ley.
j)	 Las adhesiones tácitas a sistemas anexos al sistema de Tarjeta de Crédito.

Incisos e), f), h) e i), observados por art. 3 
del Decreto N° 15/1999, B.O. 14/01/1999, pero 
confirmados por Mensaje del Senado de fecha 
01/09/1999, B.O. 24/09/1999.

Capítulo VI | De las comisiones
Artículo 15 — El emisor no podrá fijar aranceles diferenciados en concepto de comisiones u 
otros cargos, entre comercios que pertenezcan a un mismo rubro o con relación a iguales o 
similares productos o servicios.
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El emisor de tarjetas de compra y crédito en ningún caso efectuará descuentos ni aplicará car-
gos, por todo concepto, superiores a un tres por ciento (3%) sobre las liquidaciones presentadas 
por el proveedor. Para las tarjetas de débito bancario este porcentaje máximo será del uno coma 
cinco por ciento (1,5%) y la acreditación de los importes correspondientes a las ventas cancela-
das mediante tarjetas de débito en las cuentas de los establecimientos adheridos, se hará en un 
plazo máximo de tres (3) días hábiles.

Artículo sustituido por art. 1 
de la Ley N° 26.010, B.O. 11/01/2005.

Capítulo VII | De los intereses aplicables al titular
Artículo 16 — Interés compensatorio o financiero. El límite de los intereses compensatorios 
o financieros que el emisor aplique al titular no podrá superar en más del veinticinco por ciento 
(25%) a la tasa que el emisor aplique a las operaciones de préstamos personales en moneda 
corriente para clientes.

En caso de emisores no bancarios el límite de los intereses compensatorios o financieros 
aplicados al titular no podrá superar en más del veinticinco por ciento (25%) al promedio de tasas 
del sistema para operaciones de préstamos personales publicados del día uno al cinco (1 al 5) de 
cada mes por el Banco Central de la República Argentina.

La entidad emisora deberá obligatoriamente exhibir al público en todos los locales la tasa de 
financiación aplicada al sistema de Tarjeta de Crédito.

Primer y segundo párrafo, observados por art. 5
del Decreto N° 15/1999, B.O. 14/01/1999, pero 
confirmados por Mensaje del Senado de fecha 
01/09/1999, B.O. 24/09/1999.

Artículo 17 — Sanciones. El Banco Central de la República Argentina sancionará a las entida-
des que no cumplan con la obligación de informar o, en su caso, no observen las disposiciones 
relativas al nivel de las tasas a aplicar de acuerdo con lo establecido por la Carta Orgánica del 
Banco Central.

Artículo 18 — Interés punitorio. El límite de los intereses punitorios que el emisor aplique al 
titular no podrá superar en más del cincuenta por ciento (50%) a la efectivamente aplicada por 
la institución financiera o bancaria emisora en concepto de interés compensatorio o financiero.

Independientemente de lo dispuesto por las leyes de fondo, los intereses punitorios no serán 
capitalizables.

Primer párrafo, observado por art. 6 
del Decreto N° 15/1999, B.O. 14/01/1999, pero 
confirmado por Mensaje del Senado de fecha 
01/09/1999, B.O. 24/09/1999.

Artículo 19 — Improcedencia. No procederá la aplicación de intereses punitorios si se hubieran 
efectuado los pagos mínimos indicados en el resumen en la fecha correspondiente.
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Capítulo VIII | Del cómputo de los intereses
Artículo 20 — Compensatorios o financieros. Los intereses compensatorios o financieros se 
computarán:
a)	 Sobre los saldos financiados entre la fecha de vencimiento del resumen mensual actual y la 

del primer resumen mensual anterior donde surgiera el saldo adeudado.
b)	 Entre la fecha de la extracción dineraria y la fecha de vencimiento del pago del resumen men-

sual.
c)	 Desde las fechas pactadas para la cancelación total o parcial del crédito hasta el efectivo 

pago.
d)	 Desde el vencimiento hasta el pago cuando se operasen reclamos, no aceptados o justificados 

por la emisora y consentidos por el titular.
Artículo observado por art. 7 
del Decreto N° 15/1999, B.O. 14/01/1999,
pero confirmado por Mensaje del Senado de fecha 
01/09/1999, B.O. 24/09/1999.

Artículo 21 — Punitorios. Procederán cuando no se abone el pago mínimo del resumen y sobre 
el monto exigible.

Capítulo IX | Del Resumen
Artículo 22 — Resumen mensual de operaciones. El emisor deberá confeccionar y enviar men-
sualmente un resumen detallado de las operaciones realizadas por el titular o sus autorizados.

Artículo 23 — Contenido del resumen. El resumen mensual del emisor o la entidad que opere 
por su cuenta deberá contener obligatoriamente:
a)	 Identificación del emisor, de la entidad bancaria, comercial o financiera que opere en su nombre.
b)	 Identificación del titular y los titulares adicionales, adherentes, usuarios o autorizados por el 

titular.
c)	 Fecha de cierre contable del resumen actual y del cierre posterior.
d)	 Fecha en que se realizó cada operación.
e)	 Número de identificación de la constancia con que se instrumentó la operación.
f)	 Identificación del proveedor.
g)	 Importe de cada operación.
h)	 Fecha de vencimiento del pago actual, anterior y posterior.
i)	 Límite de compra otorgado al titular o a sus autorizados adicionales.
j)	 Monto hasta el cual el emisor otorga crédito.
k)	 Tasa de interés compensatorio o financiero pactado que el emisor aplica al crédito, compra o 

servicio contratado.
l)	 Fecha a partir de la cual se aplica el interés compensatorio o financiero.
m)	Tasa de interés punitorio pactado sobre saldos impagos y fecha desde la cual se aplica.
n)	 Monto del pago mínimo que excluye la aplicación de intereses punitorios.
ñ)	 Monto adeudado por el o los períodos anteriores, con especificación de la clase y monto de 

los intereses devengados con expresa prohibición de la capitalización de los intereses.
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o)	 Plazo para cuestionar el resumen en lugar visible y caracteres destacados.
p)	 Monto y concepto detallados de todos los gastos a cargo del titular, excluidas las operacio-

nes realizadas por éste y autorizadas.

Artículo 24 — Domicilio de envío de resumen. El emisor deberá enviar el resumen al domicilio o 
a la dirección de correo electrónico que indique el titular en el contrato o el que con posterioridad 
fije fehacientemente.

Artículo sustituido por art. 9 
del Decreto N° 1387/2001, B.O. 02/11/2001.

Artículo 25 — Tiempo de recepción. El resumen deberá ser recibido por el titular con una antici-
pación mínima de cinco (5) días anteriores al vencimiento de su obligación de pago, independien-
temente de lo pactado en el respectivo contrato de Tarjeta de Crédito.

En el supuesto de la no recepción del resumen, el titular dispondrá de un canal de comunicación 
telefónico proporcionado por el emisor durante las veinticuatro (24) horas del día que le permitirá 
obtener el saldo de la cuenta y el pago mínimo que podrá realizar.

La copia del resumen de cuenta se encontrará a disposición del titular en la sucursal emisora 
de la tarjeta.

Capítulo X | Del cuestionamiento o impugnación 
de la liquidación o resumen por el titular
Artículo 26 — Personería. El titular puede cuestionar la liquidación dentro de los treinta (30) 
días de recibida, detallando claramente el error atribuido y aportando todo dato que sirva para 
esclarecerlo por nota simple girada al emisor.

Artículo 27 — Recepción de impugnaciones. El emisor debe acusar recibo de la impugnación 
dentro de los siete (7) días de recibida y, dentro de los quince (15) días siguientes, deberá corregir 
el error si lo hubiere o explicar claramente la exactitud de la liquidación, aportando copia de los 
comprobantes o fundamentos que avalen la situación. El plazo de corrección se ampliará a se-
senta (60) días en las operaciones realizadas en el exterior.

La frase “o explicar claramente la exactitud de la 
liquidación, aportando copia de los comprobantes o 
fundamentos que avalen la situación” fue observada 
por art. 8 del Decreto N° 15/1999, B.O. 14/01/1999, 
pero confirmada por Mensaje del Senado de fecha 
01/09/1999, B.O. 24/09/1999.

Artículo 28 — Consecuencias de la impugnación. Mientras dure el procedimiento de impugna-
ción, el emisor:
a)	 No podrá impedir ni dificultar de ninguna manera el uso de la Tarjeta de Crédito o de sus adi-

cionales mientras no se supere el límite de compra.
b)	 Podrá exigir el pago del mínimo pactado por los rubros no cuestionados de la liquidación.

Inciso b), observado por art. 9 
del Decreto N° 15/1999, B.O. 14/01/1999, pero 
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confirmado por Mensaje del Senado de fecha 
01/09/1999, B.O. 24/09/1999.

Artículo 29 — Aceptación de explicaciones. Dadas las explicaciones por el emisor, el titular debe 
manifestar si le satisfacen o no en el plazo de siete (7) días de recibidas. Vencido el plazo, sin que el 
titular se expida, se entenderán tácitamente aceptadas las explicaciones.

Si el titular observare las explicaciones otorgadas por el emisor, este último deberá resolver 
la cuestión en forma fundada en el plazo de diez (10) días hábiles, vencidos los cuales quedará 
expedita la acción judicial para ambas partes.

Artículo observado por art. 10 del Decreto N° 15/1999, 
B.O. 14/01/1999, pero confirmado por Mensaje del 
Senado de fecha 01/09/1999, B.O. 24/09/1999.

Artículo 30 — Aceptación no presumida. El pago del mínimo que figura en el resumen antes del 
plazo de impugnación o mientras se sustancia el mismo, no implica la aceptación del resumen 
practicado por el emisor.

Capítulo XI | De las operaciones en moneda extranjera
Artículo 31 — Cuando las operaciones del titular o sus autorizados se operen en moneda ex-
tranjera, el titular podrá cancelar sus saldos en la moneda extranjera o en la de curso legal en el 
territorio de la República al valor al tiempo del efectivo pago del resumen sin que el emisor pueda 
efectuar cargo alguno más que el que realiza por la diferencia de cotización el Banco Central de 
la República Argentina.

Capítulo observado por art. 11 del Decreto N° 15/1999 
B.O. 14/01/1999, pero confirmado por Mensaje del 
Senado de fecha 01/09/1999, B.O. 24/09/99.

Título II | De las relaciones entre emisor y proveedor

Capítulo I
Artículo 32 — Deber de información. El emisor, sin cargo alguno, deberá suministrar a los pro-
veedores:
a)	 Todos los materiales e instrumentos de identificación y publicaciones informativas sobre los 

usuarios del sistema.
b)	 El régimen sobre pérdidas o sustracciones a los cuales están sujetos en garantía de sus derechos.
c)	 Las cancelaciones de tarjetas por sustracción, pérdida, voluntarias o por resolución contractual.

Artículo 33 — Aviso a los proveedores. El emisor deberá informar inmediatamente a los pro-
veedores sobre las cancelaciones de Tarjetas de Crédito antes de su vencimiento sin importar la 
causa.

La falta de información no perjudicará al proveedor.



Marco Legal del Sistema Financiero 2021 | 141

Ley 25.065 | Tarjetas de Crédito

Artículo 34 — Las transgresiones a la regulación vigente serán inoponibles al proveedor, si el 
emisor hubiera cobrado del titular los importes cuestionados.

Artículo 35 — Terminales electrónicas. Los emisores instrumentarán terminales electrónicas 
de consulta para los proveedores que no podrán excluir equipos de conexión de comunicaciones 
o programas informáticos no provistos por aquéllos, salvo incompatibilidad técnica o razones de 
seguridad, debidamente demostradas ante la autoridad de aplicación para garantizar las opera-
ciones y un correcto sistema de recaudación impositiva.

Artículo 36 — Pagos diferidos. El pago con valores diferidos por parte de los emisores a los pro-
veedores, con cheques u otros valores que posterguen realmente el pago efectivo, devengarán un 
interés igual al compensatorio o por financiación cobrados a los titulares por cada día de demora 
en la efectiva cancelación o acreditación del pago al proveedor.

Artículo 37 — El proveedor está obligado a:
a)	 Aceptar las tarjetas de crédito que cumplan con las disposiciones de esta ley.
b)	 Verificar siempre la identidad del portador de la tarjeta de crédito que se le presente.
c)	 No efectuar diferencias de precio entre operaciones al contado y con tarjeta.
d)	 Solicitar autorización en todos los casos.

Incisos a) y c), observados por art. 12 
del Decreto N° 15/1999, B.O. 14/01/1999, pero 
confirmados por Mensaje del Senado de fecha 
01/09/1999, B.O. 24/09/1999.

Capítulo II | Del contrato entre el emisor y el proveedor
Artículo 38 — El contrato tipo entre el emisor y el proveedor deberá ser aprobado por la autoridad 
de aplicación y contendrá como mínimo:
a)	 Plazo de vigencia.
b)	 Topes máximos por operación de la tarjeta de que se trate.
c)	 Determinación del tipo y monto de las comisiones, intereses y cargos administrativos de cual-

quier tipo.
d)	 Obligaciones que surgen de la presente ley.
e)	 Plazo y requisitos para la presentación de las liquidaciones.
f)	 Tipo de comprobantes a presentar de las operaciones realizadas.
g)	 Obligación del proveedor de consulta previa sobre la vigencia de la tarjeta.
	 Además, deberán existir tantos ejemplares como partes contratantes haya y de un mismo 

tenor.
La frase “deberá ser aprobado por la autoridad de 
aplicación” fue observada por art. 13 
del Decreto N° 15/1999, B.O. 14/01/1999,
pero confirmada por Mensaje del Senado 
de fecha 01/09/1999, B.O. 24/09/1999.
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Título III
Artículo 39 — Preparación de vía ejecutiva. El emisor podrá preparar la vía ejecutiva contra el 
titular, de conformidad con lo prescripto por las leyes procesales vigentes en el lugar en que se 
acciona, pidiendo el reconocimiento judicial de:
a)	 El contrato de emisión de Tarjeta de Crédito instrumentado en legal forma.
b)	 El resumen de cuenta que reúna la totalidad de los requisitos legales.

Por su parte el emisor deberá acompañar:
a)	 Declaración jurada sobre la inexistencia de denuncia fundada y válida, previa a la mora, 

por parte del titular o del adicional por extravío o sustracción de la respectiva Tarjeta de 
Crédito.

b)	 Declaración jurada sobre la inexistencia de cuestionamiento fundado y válido, previo a la 
mora, por parte del titular, de conformidad con lo prescripto por los artículos 27 y 28 de 
esta ley.

Artículo 40 — El proveedor podrá preparar la vía ejecutiva contra el emisor pidiendo el reconoci-
miento judicial de:
a)	 El contrato con el emisor para operar en el sistema.
b)	 Las constancias de la presentación de las operaciones que dan origen al saldo acreedor de 

cuenta reclamado, pudiendo no estar firmadas si las mismas se han formalizado por medios 
indubitables.

c)	 Copia de la liquidación presentada al emisor con constancia de recepción, si la misma se 
efectuó.

Artículo 41 — Pérdida de la preparación de la vía ejecutiva. Sin perjuicio de quedar habilitada 
la vía ordinaria, la pérdida de la preparación de la vía ejecutiva se operará cuando:
a)	 No se reúnan los requisitos para la preparación de la vía ejecutiva de los artículos anteriores.
b)	 Se omitan los requisitos contractuales previstos en esta ley.
c)	 Se omitan los requisitos para los resúmenes establecidos en el artículo 23 de esta ley.

Artículo 42 — Los saldos de Tarjetas de Créditos existentes en cuentas corrientes abiertas a ese 
fin exclusivo, no serán susceptibles de cobro ejecutivo directo. Regirá para su cobro la prepara-
ción de la vía ejecutiva prescrita en los artículos 38 y 39 de la presente ley.

Título IV | Disposiciones Comunes
Artículo 43 — Controversias entre el titular y el proveedor. El emisor es ajeno a las controver-
sias entre el titular y el proveedor derivadas de la ejecución de las prestaciones convenidas salvo 
que el emisor promoviere los productos o al proveedor pues garantiza con ello la calidad del 
producto o del servicio.

Artículo 44 — Incumplimiento del proveedor. El incumplimiento de cualquiera de las obligacio-
nes del proveedor con el titular, dará derecho al emisor a resolver su vinculación contractual con 
el proveedor.



Marco Legal del Sistema Financiero 2021 | 143

Ley 25.065 | Tarjetas de Crédito

Artículo 45 — Incumplimiento del emisor con el proveedor. El titular que hubiera abonado sus 
cargos al emisor queda liberado frente al proveedor de pagar la mercadería o servicio aun cuando 
el emisor no abonara al proveedor.

Artículo 46 — Cláusulas de exoneración de responsabilidad. Carecerán de efecto las cláusulas 
que impliquen exoneración de responsabilidad de cualquiera de las partes que intervengan direc-
ta o indirectamente en la relación contractual.

Artículo 47 — De la prescripción. Las acciones de la presente ley prescriben:
a)	 Al año, la acción ejecutiva.
b)	 A los tres (3) años, las acciones ordinarias.

Artículo 48 — Sanciones. La autoridad de aplicación, según la gravedad de las faltas y la reinci-
dencia en las mismas, o por irregularidades reiteradas, podrá aplicar a las emisoras las siguientes 
sanciones de apercibimiento: multas hasta veinte (20) veces el importe de la operación en cues-
tión y cancelación de la autorización para operar.

Artículo 49 — Cancelación de autorización. La cancelación no impide que el titular pueda iniciar 
las acciones civiles y penales para obtener la indemnización correspondiente y para que se apli-
quen las sanciones penales pertinentes.

Artículo 50 — Autoridad de Aplicación. A los fines de la aplicación de la presente ley actuarán 
como autoridad de aplicación:
a)	 El Banco Central de la República Argentina, en todas las cuestiones que versen sobre aspectos 

financieros.
b)	 La Secretaría de Comercio Interior, dependiente del Ministerio de Economía y Producción, en 

todas aquellas cuestiones que se refieran a aspectos comerciales, pudiendo dictar las res-
pectivas normas reglamentarias y ejercer las atribuciones de control, vigilancia y juzgamiento 
sobre su cumplimiento.

Con relación al inciso b), la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y las provincias actuarán 
como autoridades locales de aplicación, ejerciendo el control, vigilancia y juzgamiento sobre 
el cumplimiento de la presente ley y sus normas reglamentarias respecto de los hechos so-
metidos a su jurisdicción, pudiendo delegar atribuciones, en su caso, en organismos de su 
dependencia o en las municipalidades. Sin perjuicio de ello, la autoridad de aplicación nacional 
podrá actuar concurrentemente aunque las presuntas infracciones ocurran sólo en el ámbito 
de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires o de las provincias.

Artículo sustituido por art. 34 
de la Ley N° 26.361, B.O. 07/04/2008.

Artículo 51 — Del sistema de denuncias. A los fines de garantizar las operaciones y minimi-
zar los riesgos por operaciones con tarjetas sustraídas o perdidas, el emisor debe contar con 
un sistema de recepción telefónica de denuncias que opere las veinticuatro (24) horas del día, 
identificando y registrando cada una de ellas con hora y número correlativo, el que deberá ser 
comunicado en el acto al denunciante.

Artículo 52 — De los Jueces Competentes. Serán jueces competentes, en los diferendos entre:
a)	  Emisor y titular, el del domicilio del titular.
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b)	  Emisor y fiador, el del domicilio del fiador.
c)	  Emisor y titular o fiador conjuntamente, el del domicilio del titular.
d)	  Emisor y proveedor, el del domicilio del proveedor.

Artículo observado por art. 14 del Decreto N° 15/1999, 
B.O. 14/01/1999, pero confirmado por Mensaje del 
Senado de fecha 01/09/1999, B.O. 24/09/1999.

Artículo 53 — Prohibición de informar. Las entidades emisoras de Tarjetas de Crédito, banca-
rias o crediticias tienen prohibido informar a las “bases de datos de antecedentes financieros 
personales” sobre los titulares y beneficiarios de extensiones de Tarjetas de Crédito u opciones 
cuando el titular no haya cancelado sus obligaciones, se encuentre en mora o en etapa de refi-
nanciación. Sin perjuicio de la obligación de informar lo que correspondiere al Banco Central de 
la República Argentina.

Las entidades informantes serán solidaria e ilimitadamente responsables por los daños y per-
juicios ocasionados a los beneficiarios de las extensiones u opciones de Tarjetas de Crédito por 
las consecuencias de la información provista.

Artículo observado por art. 14 del Decreto N° 15/1999, 
B.O. 14/01/1999, pero confirmado por Mensaje del 
Senado de fecha 01/09/1999, B.O. 24/09/1999.

Artículo 54 — Las entidades emisoras deberán enviar la información mensual de sus ofertas 
a la Secretaría de Industria, Comercio y Minería, la que deberá publicar en el mismo período, el 
listado completo de esa información en espacios destacados de los medios de prensa de amplia 
circulación nacional.

El Banco Central de la República Argentina aplicará las sanciones que correspondan en caso 
de incumplimiento a la obligación de informar, establecida precedentemente, que se denuncie por 
la Secretaría de Industria, Comercio y Minería.

Segundo párrafo, observado por art. 15 del Decreto 
N° 15/1999, B.O. 14/01/1999, pero confirmado por 
Mensaje del Senado de fecha 01/09/1999, B.O. 
24/09/1999.

Artículo 55 — En aquellos casos en que se ofrezcan paquetes con varios servicios financieros 
y bancarios, incluyendo la emisión de Tarjetas de Crédito, se debe dejar bien claro, bajo pena de 
no poder reclamar importe alguno, dentro de la promoción, el costo total que deberá abonar el 
titular todos los meses en concepto de costos por los diferentes conceptos, especialmente ante 
la eventualidad de incurrir en mora o utilizar los servicios ofertados.

Artículo 56 — Tarjetas de Compra exclusivas y de Débito. Cuando las Tarjetas de Compra 
exclusivas o de Débito estén relacionadas con la operatoria de una Tarjeta de Crédito, le serán 
aplicables las disposiciones de la presente ley.

Artículo 57 — Orden Público. Las disposiciones de la presente ley son de orden público.

Artículo 58 — Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional.
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Ley 24.485
Sistema de Seguro de Garantía 
de los Depósitos Bancarios
(parte pertinente)

Disposiciones que modifican o reglamentan la presente ley:

Ley N° 24.485, sancionada el 05/04/1995 (B.O.18/04/1995)
Decreto N° 538/95 del 12/04/1995 (B.O. 18/04/1995)
Decreto N° 540/95 del 12/04/1995 (B.O. 18/04/1995)
Decreto N° 1292/96 del 15/11/1996 (B.O. 18/11/1996)
Decreto N° 1127/98 del 24/09/1998 (B.O. 28/09/1998)
Ley N° 25.089, sancionada el 21/04/1999 (B.O. 14/05/1999)
Decreto N° 1292/99 del 08/11/1999 (B.O. 11/11/1999)
Decreto N° 214/02 del 03/02/2002 (B.O. 04/02/2002)
Decreto N° 1653/15 del 12/08/2015 (B.O. 14/08/2015)
Decreto N° 30/18 del 10/01/2018 (B.O. 11/01/2018)

Artículo 1 — Créase el Sistema de Seguro de Garantía de los Depósitos que será limitado, obli-
gatorio y oneroso, con el objeto de cubrir los riesgos de los depósitos bancarios, en forma sub-
sidiaria y complementaria al sistema de privilegios y protección de depósitos establecido por la 
Ley de Entidades Financieras, sin comprometer los recursos del Banco Central de la República 
Argentina ni del Tesoro Nacional. 

Cuando el Banco Central de la República Argentina dispusiera la suspensión total o parcial 
de las operaciones o la revocación de la autorización para funcionar de una entidad financiera, 
el Sistema de Seguro de Garantía de los Depósitos deberá disponer el reintegro a sus titulares 
de las sumas depositadas en las cuentas especiales para la acreditación de remuneraciones, 
habilitadas en virtud de las disposiciones contenidas en el artículo 124 de la Ley 20.744 (texto or-
denado en 1976), en un plazo no mayor de cinco (5) días hábiles desde la fecha de la suspensión 
o revocación de la autorización para funcionar.

Segundo párrafo, agregado por art. 1 
de la Ley nº 25.089, B.O. 14/05/1999.
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Decreto reglamentario 540/1995,
modificado por Decreto 1292/1996, Decreto 1292/1999 y 
30/2018
Artículo 1 — Créase el “Fondo de Garantía de los Depósitos” (FGD), con la finalidad de cubrir los 
depósitos bancarios con el alcance previsto en el presente decreto.

Dispónese la constitución de la sociedad “Seguro de Depósitos Sociedad Anónima” (SEDESA) 
con el objeto exclusivo de ejercer las funciones de fiduciario que oportunamente le encomiende 
el Estado Nacional o el Banco Central de la República Argentina.

Párrafo sustituido por art. 8 
del Decreto N° 32/2001, B.O. 27/12/2001; el art. 10 del 
mismo decreto establece: “La modificación estatutaria 
relativa al objeto social de Seguro de Depósitos 
Sociedad Anónima (SEDESA) tendrá vigencia a 
partir de la fecha de publicación del presente, sin 
perjuicio de la asamblea societaria que resuelva dicha 
modificación”.
Artículo sustituido por art. 3 
del Decreto nº 1292/1996, B.O. 18/11/1996.

Artículo 2 — Delégase en el Ministerio de  Economía y Obras Y Servicios Públicos la aprobación 
del Acta Constitutiva y los Estatutos Sociales de “Seguro de Depósitos Sociedad Anónima” (SE-
DESA), que tendrá como socios al Banco Central de la República Argentina, con una acción como 
mínimo, y a quien resulte fiduciario del contrato de fideicomiso a constituirse por las entidades 
financieras autorizadas para operar en la República Argentina que expresen su voluntad de parti-
cipar, en la proporción que para cada una determine el Banco Central de la República Argentina en 
función de sus aportes al FGD. Hasta la constitución de SEDESA, los aportes al FGD ingresarán a 
la cuenta y entidad que determine el Banco Central de la República Argentina.

Artículo sustituido por art. 3 
del Decreto nº 1292/1996, B.O. 18/11/1996.

Artículo 3 — SEDESA no recibirá compensación alguna por su actuación como fiduciario del 
FGD. Los gastos de funcionamiento de la sociedad serán los estrictamente necesarios para ope-
rar y deberán ser sufragados con los ingresos del FGD. La modificación de sus estatutos o de su 
capital social requerirá al menos del voto favorable de las acciones propiedad del Banco Central 
de la República Argentina.

Artículo sustituido por art. 3 
del Decreto nº 1292/1996, B.O. 18/11/1996.

Artículo 4 — Ordénase la protocolización del acta constitutiva y los estatutos sociales de SE-
DESA, así como de toda actuación que fuere menester elevar a escritura pública, a través de la 
Escribanía General de la Nación, sin que ello implique erogación alguna.

Artículo 5 — Instrúyese a la Inspección General de Justicia a otorgar las conformidades o autori-
zaciones respectivas y a tomar razón de la inscripción de SEDESA en el registro a su cargo.
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Artículo 6 — Las entidades financieras autorizadas para operar en la República Argentina de-
berán integrar el FGD con un aporte normal mensual que determinará el  Banco Central de la 
República Argentina entre un mínimo de cero coma cero quince por ciento (0,015 %) y un máximo 
de cero coma cero seis por ciento (0,06 %) del promedio de los saldos diarios de los depósitos 
en pesos y en moneda extranjera constituidos en las entidades financieras, y con los aportes adi-
cionales que el Banco Central de la República Argentina establezca para cada entidad en función 
de los indicadores de riesgo que estime apropiados. En ningún caso el aporte adicional podrá 
superar el equivalente a un aporte normal.

A los fines del cálculo del promedio de saldos diarios de los depósitos en pesos y moneda 
extranjera, quedan excluidos los depósitos correspondientes a las cuentas oficiales nacionales 
abiertas en el Banco de la Nación Argentina.

El Banco Central de la República Argentina podrá disponer que la integración del aporte, sea 
en efectivo, o mediante la asunción del compromiso de efectuar el mismo, instrumentado en las 
condiciones y formalidades que determine el  Banco Central de la República Argentina, debiendo 
las entidades financieras aportantes, en este último caso, cumplimentar las normas vigentes 
sobre capitales mínimos. Dichos compromisos no podrán superar el cincuenta por ciento (50 %) 
del aporte que corresponda efectuar.

Artículo sustituido por art. 3 
del Decreto nº 1292/1996, B.O. 18/11/1996.

Artículo 7 — El Banco Central de la República Argentina determinará la fecha de vencimiento de 
la obligación de depositar los aportes. Las entidades financieras deberán depositar puntualmente 
sus aportes como condición para operar regularmente. Las entidades financieras que inicien sus 
operaciones en la República Argentina podrán ingresar al fideicomiso referido en el artículo 2 del 
presente decreto y las que dejen de operar perderán la condición para integrarlo, cediendo sus de-
rechos al valor nominal de las acciones de SEDESA. La Autoridad de Aplicación establecerá anual-
mente la proporción de participación en el fideicomiso por cada entidad financiera, debiendo 
realizarse inmediatamente las transferencias correspondientes al valor nominal de las acciones.

Artículo sustituido por art. 3 
del Decreto nº 1292/1996, B.O. 18/11/1996.

Artículo 8 — Cuando el FGD alcance la suma de dos mil millones de pesos ($ 2.000.000.000) 
o el cinco por ciento (5%) del total de los depósitos del sistema financiero si dicha proporción 
fuere mayor, el  Banco Central de la República Argentina podrá suspender o reducir la obli-
gación de efectuar los aportes al FGD, restableciendo total o parcialmente dicha obligación 
cuando el FGD disminuya de esa cantidad o de dicha proporción. A los fines de este Artículo, 
se computarán solamente los aportes en efectivo realizados por las entidades financieras. El  
Banco Central de la República Argentina podrá adecuar el monto total que debe alcanzar el 
FGD, cuando considere que el monto acumulado fuera prudente en relación con la situación del 
mercado financiero y a las funciones del FGD.

Artículo sustituido por art. 3 
del Decreto nº 1292/1996, B.O. 18/11/1996.

Artículo 9 — En cualquier momento el Banco Central de la República Argentina podrá exigir a las 
entidades financieras el adelanto en la integración de hasta dos (2) años del mínimo previsto para 
los aportes normales, ya sea totalmente en efectivo o incluyendo los compromisos de aporte hasta 
el máximo autorizado en el artículo 6º del presente decreto. 	
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También podrá exigir a cualquiera de las entidades financieras aportantes la constitución de 
garantías por las operaciones referidas en el inciso e) del artículo 10 bis del presente decreto. El 
Banco Central de la República Argentina podrá, a requerimiento de SEDESA, debitar directamente 
los aportes normales o adicionales adeudados por las entidades financieras de los fondos que 
éstas tengan depositados en dicha Institución. Del mismo modo podrá proceder en caso de no 
otorgarse los compromisos de aportes previstos en el artículo 6º del presente decreto.

Las garantías a otorgar por las entidades financieras conforme lo dispuesto en el párrafo pre-
cedente se determinarán por los importes que individualmente les correspondan y serán a primer 
requerimiento y en las condiciones y formalidades que al respecto establezca el  Banco Central 
de la República Argentina.

Artículo sustituido por art. 1 
del Decreto  nº 1292/1999, B.O. 11/11/1999.

Artículo 10 — Los recursos del Fondo de Garantía de los Depósitos (FGD) serán invertidos en: 
títulos públicos nacionales, sean en moneda nacional o extranjera, en un porcentaje de su cartera 
no superior a la proporción de los depósitos en moneda local en el total de depósitos a la vista y 
a plazo del sistema financiero; y en activos externos elegibles para las inversiones de las reservas 
internacionales del país.

La administración de las inversiones del Fondo de Garantía de los Depósitos  (FGD) tendrá 
como objetivo la preservación del capital en inversiones de alta liquidez, con los máximos rendi-
mientos posibles condicionados a la preservación del capital, la transparencia y el control en su 
administración.

Los rendimientos del Fondo de Garantía de los Depósitos (FGD) formarán parte del mismo 
y serán reinvertidos en las mismas condiciones. Mensualmente Seguro de Depósitos Sociedad 
Anónima (SEDESA) informará al público el saldo del Fondo de Garantía de los Depósitos (FGD) y 
a la Superintendencia de Entidades Financieras y Cambiarias dependiente del Banco Central de la 
República Argentina, la composición de las inversiones y el saldo del citado Fondo.

Artículo sustituido por art. 1 
del Decreto nº 1653/2015, B.O. 14/08/2015.

Artículo 10 bis — SEDESA podrá realizar con los recursos del FGD las siguientes operaciones:
a)	 Efectivizar la cobertura de la garantía a los depositantes, con los límites y condiciones que se 

establecen en el presente y en sus normas reglamentarias, complementarias y aclaratorias.
b)	 Efectuar aportes de capital, aportes no reembolsables o préstamos a:

(i)	 Las entidades financieras que estén sujetas a un plan de regularización y saneamiento y a 
los efectos de apoyar el cumplimiento del mismo;

(ii)	Las entidades financieras que adquieran activos y asuman a su cargo el pago de los de-
pósitos de otra entidad sometida al régimen del artículo 35 bis y concordantes de la Ley 
de Entidades Financieras nº 21.526 y sus modificatorias, cuando ello fuere conveniente 
para compensar la insuficiencia de dichos activos respecto a la totalidad de los depósitos 
transferidos; o

(iii) Las entidades financieras absorbentes o adquirentes de entidades financieras en el marco 
de un plan de regularización y saneamiento.

c)	 Celebrar con entidades financieras que adquieran activos y asuman a su cargo el pago de los 
depósitos de otra entidad sometida al régimen del artículo 35 bis y concordantes de la Ley nº 
21.526 y sus modificatorias, un contrato de opción de venta a favor de la entidad adquirente 
sobre todos o parte de los activos transferidos.
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		  La operación prevista en este inciso podrá concretarse mediante la constitución de un 
fideicomiso al que ingresen los activos de una entidad sometida al régimen del artículo 35 bis 
de la ley citada y en el cual SEDESA, en su carácter de administrador del FGD, adquiera derecho 
de beneficiario sobre el producido de la venta o liquidación de los activos fideicomitidos.

d)	 Adquirir depósitos de bancos suspendidos bajo el artículo 49 de la Ley nº 24.144 hasta los 
montos de la garantía previstos en el artículo 13 del presente decreto, subrogándose en los 
derechos de los depositantes.

e)	 Tomar o recibir préstamos o celebrar cualesquiera otras operaciones de crédito con cargo al 
FGD, en su carácter de administrador del mismo, por hasta un monto no superior al total de los 
aportes normales mensuales y adicionales de las entidades financieras referidos en el artículo 
6º, tanto en efectivo como mediante la asunción del compromiso de aportar con arreglo a lo 
previsto en el artículo 6º, durante el período de dos (2) años contados desde el momento en 
que el préstamo o la operación de crédito se celebre. A los efectos de determinar el total de 
aportes durante el plazo de dos (2) años antes referido, se computará el monto de los aportes 
mensuales de cada entidad al tiempo de contraerse el préstamo o celebrarse la operación de 
crédito.

f)	 Realizar, mantener o financiar programas de pase con bancos del exterior que tengan por fina-
lidad contribuir a la estabilidad del Sistema Financiero, con la previa conformidad del Banco 
Central de la República Argentina y con cargo al FGD.
La aplicación de las alternativas previstas en los incisos b), c) y d) precedentes así como las ope-

raciones a las que hace referencia el inciso e) precedente serán decididas exclusivamente por un Co-
mité Directivo, cuyas decisiones serán vinculantes para SEDESA. Tal Comité estará integrado por un 
representante del Banco Central de la República Argentina y un número de vocales a determinarse en 
el contrato de fideicomiso entre un mínimo de cuatro (4) y un máximo de siete (7) representantes de 
las entidades financieras aportantes al FGD.

El representante del Banco Central de la República Argentina se desempeñará como Presidente, 
y tendrá derecho de veto pero no de voto.

Los vocales tendrán derecho de voto en proporción a los aportes que realicen al FGD las enti-
dades que representen y de acuerdo a lo dispuesto en el Contrato de Fideicomiso.

El Comité Directivo deberá decidir la aplicación de alguna de las alternativas previstas en los 
incisos b), c) y d) precedentes cuando, de acuerdo a las estimaciones que puedan realizarse al 
momento en que deba tomarse la decisión, su adopción implique un costo directo al FGD menor 
que aquel que resultaría a cargo del FGD en el caso de serle revocada la autorización para funcio-
nar a la entidad afectada y deba cumplirse con el pago a los depositantes previsto en el inciso a) 
precedente, para lo cual deberá tenerse en cuenta la situación patrimonial de la entidad afectada 
y el recupero probable de los desembolsos de SEDESA por subrogación.

Excepcionalmente y en caso de estimarse que la revocación de la autorización  para funcionar 
de la entidad afectada pudiera poner en peligro la estabilidad de otras entidades financieras o del 
sistema financiero en su conjunto, se podrá admitir la aplicación de alguna de las alternativas 
previstas en los incisos b), c) y d) precedentes aunque ello implicara para el FGD un costo directo 
mayor que el resultante de la alternativa prevista en el inciso a), sin que en ningún caso el mismo 
pueda superar el importe total de los depósitos garantizados impuestos en la entidad financiera 
afectada.

Todo lo referente al Comité Directivo será previsto en el Contrato de Fideicomiso que celebren 
el Banco Central de la República Argentina y Seguro de Depósitos Sociedad Anónima.

Artículo incorporado por art. 4 del Decreto N° 
1292/1996, B.O. 18/11/1996, y sustituido por art. 2 del 
Decreto nº 1292/1999, B.O. 11/11/1999.
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Artículo 11 — Estarán alcanzados con la cobertura que ofrece el sistema, los depósitos en pe-
sos y en moneda extranjera constituidos en las entidades participantes bajo la forma de cuenta 
corriente, caja de ahorros, plazo fijo, u otras modalidades que determine el Banco Central de la 
República Argentina, que reúnan los requisitos establecidos en el presente decreto y los demás 
que disponga la Autoridad de Aplicación.

Artículo 12 — No están alcanzados por la cobertura del sistema de garantía:
a)	 los depósitos de entidades financieras en otros intermediarios, incluidos los certificados de 

plazo fijo adquiridos por negociación secundaria.
b)	 los depósitos efectuados por personas vinculadas, directa o indirectamente, a la entidad según las 

pautas establecidas o que establezca en el futuro el Banco Central de la República Argentina.
c)	 los depósitos a plazo fijo de títulos valores, aceptaciones o garantías.
d)	

Inciso derogado por art. 1° del Decreto N° 30/18 del 
10/01/2018 (B.O. 11/01/2018)

e)	 los demás depósitos que para el futuro excluya la Autoridad de Aplicación.

Artículo 13 — La Garantía cubrirá la devolución de los depósitos a la vista o a plazo fijo hasta la 
suma de pesos treinta mil ($ 30.000).

El Banco Central de la República Argentina podrá disponer, en cualquier momento y con ca-
rácter general, la modificación de ese importe de cobertura del sistema de garantía, en función 
de la evaluación que experimente el proceso de consolidación del sistema financiero y los demás 
indicadores que estime apropiados.

Los depósitos por importes superiores al del monto de la cobertura también quedan compren-
didos en el régimen de garantía hasta ese límite máximo.

Por Comunicación “A” 6973 del 16.04.20 se estableció, 
con vigencia a partir del 01.05.20, en $ 1.500.000 
el importe de la garantía de los depósitos a que se 
refieren los puntos 5.3.1., 5.3.2., 5.3.3., y 6. de las 
normas sobre “Aplicación del Sistema de Seguro de
Garantía de los Depósitos 
Artículo sustituido por art. 1 del Decreto nº 1127/1998, 
B.O. 28/09/1998.

Artículo 13 bis — SEDESA podrá emitir títulos valores nominativos no endosables a los fines de 
ofrecerlos a los depositantes en pago de la garantía de los depósitos, si no contare con fondos 
suficientes a esos efectos.

Dichos títulos, cuyas condiciones serán establecidas con carácter general por el Banco Central 
de la República Argentina, deberán ser aceptados por las entidades financieras a fin de constituir 
depósitos en las condiciones que estipule dicha reglamentación.

Artículo incorporado por art. 16 
del Decreto N° 214/2002, B.O. 04/02/2002.

Artículo 14 — La recepción por los depositantes de las sumas desembolsadas por SEDESA con 
las disponibilidades del FGD, importa la subrogación legal a favor de SEDESA en los derechos de 
cobro en la liquidación o quiebra de la entidad, con los privilegios correspondientes a los depo-
sitantes y con prioridad de cobro sobre ellos hasta la concurrencia de las sumas abonadas por 
SEDESA de acuerdo a lo previsto en el Artículo 13 del presente decreto.
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Artículo sustituido por art. 3 
del Decreto nº 1292/1996, B.O. 18/11/1996.

Artículo 15 — La garantía rige en igualdad de condiciones para personas físicas y jurídicas. Para 
determinar el importe alcanzado por la cobertura y su devolución al depositante, se computará 
la totalidad de los depósitos que registre cada persona en la entidad a la fecha de la revocación 
de su autorización para funcionar. En las cuentas e imposiciones a nombre de dos (2) o más 
personas, se entenderá que una sola de ellas goza de la garantía, prorrateándose la misma entre 
los participantes.

Artículo 16 — 
Artículo derogado por art. 2 
del Decreto nº 1127/1998, B.O. 28/09/1998.

Artículo 17 — La garantía se hará efectiva en forma subsidiaria y complementaria al reintegro de 
los depósitos por aplicación de los privilegios establecidos por la Ley de entidades financieras, 
dentro de los treinta (30) días hábiles contados desde el día siguiente al de la revocación de la 
autorización para funcionar de la entidad, en la medida en que los depositantes cumplan los 
requisitos establecidos y el FGD tenga disponibilidades. A solicitud de SEDESA, el Banco Central 
de la República Argentina podrá autorizar la extensión de dicho plazo cuando la cantidad de bene-
ficiarios en trámite de liquidación lo justifique. Cuando los recursos del FGD fueren insuficientes 
para atender el pago de las sumas garantizadas, el reintegro se efectuará a prorrata de los fon-
dos disponibles. El saldo se liquidará dentro de los treinta (30) días contados desde la fecha en 
que el FGD informe la existencia de disponibilidades financieras. En estas situaciones y cuando 
haya más de una entidad cuya autorización hubiere sido revocada, la prelación para el reintegro 
se regirá por el orden cronológico resultante del comienzo del cómputo del plazo de pago de la 
garantía. En ningún caso el FGD cubrirá o reconocerá intereses por el período comprendido entre 
el vencimiento original del depósito y la fecha de pago de la garantía.

Artículo 18 — El pago de las sumas garantizadas se realizará en pesos o en moneda extranjera, se-
gún la proporción de cada especie que resulte del total del capital depositado. A ese último fin y para 
homogeneizar los saldos del total depositado cuando se trate de depósitos en moneda extranjera, 
se tomará su equivalente en pesos según la cotización del tipo de cambio vendedor para billetes del 
Banco de la Nación Argentina, correspondiente al día anterior a la revocación de la autorización para 
funcionar de la entidad comprendida.

Artículo 19 — SEDESA podrá rechazar o posponer hasta su reconocimiento judicial el pedido de 
cobertura de la garantía cuando los depósitos respectivos no reunieren los requisitos formales 
o substanciales establecidos en la presente reglamentación u otras disposiciones que dicte el 
Banco Central de la República Argentina.

Artículo sustituido por art. 3 
del Decreto nº 1292/1996, B.O. 18/11/1996.

Artículo 20 — SEDESA podrá ejercer las acciones judiciales correspondientes cuando a su juicio 
existan posibilidades reales de recuperar los importes desembolsados.

Artículo sustituido por art. 3 
del Decreto nº 1292/1996, B.O. 18/11/1996.
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Artículo 21 — El régimen establecido en el presente decreto regirá respecto de los depósitos 
a plazo fijo que se constituyan o renueven a partir del día 18 de abril de 1995, y respecto de los 
depósitos a la vista que se registren en los saldos correspondientes al cierre de ese día, constitui-
dos en entidades financieras que no estuvieren suspendidas por el Banco Central de la República 
Argentina ni se les hubiese revocado su autorización para funcionar.

Artículo 22 — El Banco Central de la República Argentina será la Autoridad de Aplicación del sis-
tema creado por la Ley 24.485 y reglamentado por el presente decreto, quedando facultado para 
dictar las normas interpretativas y de aplicación que resulten necesarias.

Artículo 23 — El Directorio de SEDESA deberá comunicar a la Superintendencia de Entidades 
Financieras y Cambiarias dependiente del Banco Central de la República Argentina, su opinión 
respecto de las entidades financieras que, a su juicio, tuvieren políticas crediticias o comerciales 
que se estimen de riesgo superior al normal. Asimismo podrá requerírsele opinión respecto de 
las solicitudes de autorización para funcionar o de transformación que se encuentren a conside-
ración del Banco Central de la República Argentina.

Artículo 24 — El presente decreto entrará en vigencia a partir del mismo día de su publicación 
en el Boletín Oficial.

Artículo 25 — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y ar-
chívese.
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Ley 25.246
Encubrimiento y Lavado de Activos
de Origen Delictivo

Disposiciones que modifican o reglamentan la presente ley:

Ley N° 25.246, sancionada el 13/04/2000 (B.O. 10/05/2000)
Decreto N° 370/00 del 05/05/2000 (B.O. 10/05/2000)
Ley N° 26.087, sancionada el 29/03/2006 (B.O. 24/04/2006)
Ley N° 26.119, sancionada el 12/07/2006 (B.O. 27/07/2006)
Ley N° 26.268, sancionada el 13/06/2007 (B.O. 05/07/2007)
Resolución N° 12/11 del 13/01/2011 (B.O. 17/01/2011) 
Ley N° 26.683, sancionada el 01/06/2011 (B.O. 21/06/11)
Resolución N° 165/11 del 14/10/2011 (B.O. 17/10/2011)
Decreto N° 918/12 del 12/06/2012 (B.O. 14/06/2012) 
Resolución N° 29/13 del 22/01/2013 (B.O. 24/01/2013)
Resolución N° 229/14 del 26/05/2014 (B.O. 27/05/2014)
Ley N° 27.260, sancionada el 26/05/2016 (B.O. 22/07/2016)
Resolución N° 104/16 del 30/08/2016 (B.O. 01/09/2016)
Ley N° 27.304, sancionada el 19/10/2016 (B.O. 02/11/2016)
Resolución N° 30/17 del 16/06/2017 (B.O. 27/06/2017)
Ley N° 27.446, sancionada el 30/05/2018 (B.O. 18/06/2018)

Capítulo I | Modificación del Código Penal
Artículo 1 — Sustitúyese la rúbrica del Capítulo xiii, Título xi del Código Penal, el que pasará a 
denominarse de la siguiente manera: “Capítulo xiii: Encubrimiento y Lavado de Activos de origen 
delictivo”.

Artículo 2 — Sustitúyese el artículo 277 del Código Penal, por el siguiente: 
Artículo 277: 

1)	 Será reprimido con prisión de seis (6) meses a tres (3) años el que, tras la comisión de un 
delito ejecutado por otro, en el que no hubiera participado:
a)	 Ayudare a alguien a eludir las investigaciones de la autoridad o a sustraerse a la acción de 

ésta.
b)	 Ocultare, alterare o hiciere desaparecer los rastros, pruebas o instrumentos del delito, o ayu-

dare al autor o partícipe a ocultarlos, alterarlos o hacerlos desaparecer.
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c)	 Adquiriere, recibiere u ocultare dinero, cosas o efectos provenientes de un delito.
d)	 No denunciare la perpetración de un delito o no individualizare al autor o partícipe de un 

delito ya conocido, cuando estuviere obligado a promover la persecución penal de un delito 
de esa índole.

e)	 Asegurare o ayudare al autor o partícipe a asegurar el producto o provecho del delito.
2)	 La escala penal será aumentada al doble de su mínimo y máximo, cuando:

a)	 El hecho precedente fuera un delito especialmente grave, siendo tal aquél cuya pena mínima 
fuera superior a tres (3) años de prisión.

b)	 El autor actuare con ánimo de lucro.
c)	 El autor se dedicare con habitualidad a la comisión de hechos de encubrimiento.

La agravación de la escala penal prevista en este inciso sólo operará una vez, aun cuando 
concurrieren más de una de sus circunstancias calificantes. En este caso, el tribunal podrá 
tomar en cuenta la pluralidad de causales al individualizar la pena.

3)	 Están exentos de responsabilidad criminal los que hubieren obrado en favor del cónyuge, de un 
pariente cuyo vínculo no excediere del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad 
o de un amigo íntimo o persona a la que se debiese especial gratitud. La exención no rige 
respecto de los casos del inciso 1, e, y del inciso 2, b.

Artículo 3 — Sustitúyese el artículo 278 del Código Penal, por el siguiente: 
Artículo 278: 

1)
a) Será reprimido con prisión de dos a diez años y multa de dos a diez veces del monto de 

la operación el que convirtiere, transfiriere, administrare, vendiere, gravare o aplicare de 
cualquier otro modo dinero u otra clase de bienes provenientes de un delito en el que no 
hubiera participado, con la consecuencia posible de que los bienes originarios o los subro-
gantes adquieran la apariencia de un origen lícito y siempre que su valor supere la suma de 
cincuenta mil pesos ($ 50.000), sea en un solo acto o por la reiteración de hechos diversos 
vinculados entre sí;

b)  El mínimo de la escala penal será de cinco (5) años de prisión, cuando el autor realizare el hecho 
con habitualidad o como miembro de una asociación o banda formada para la comisión conti-
nuada de hechos de esta naturaleza;

c) Si el valor de los bienes no superare la suma indicada en este inciso, letra a, el autor será 
reprimido, en su caso, conforme a las reglas del artículo 277;

2)
Inciso observado por art. 1 del 
Decreto N° 370/00, B.O. 10/05/2000.

3)	 El que recibiere dinero u otros bienes de origen delictivo, con el fin de hacerlos aplicar en una 
operación que les dé la apariencia posible de un origen lícito, será reprimido conforme a las 
reglas del artículo 277.

4) Los objetos a los que se refiere el delito de los incisos 1, 2 ó 3 de este artículo podrán ser 
decomisados.

Artículo 4 — Sustitúyese el artículo 279 del Código Penal, por el siguiente texto:
Artículo 279:

1)	 Si la escala penal prevista para el delito precedente fuera menor que la establecida en las dispo-
siciones de este capítulo, será aplicable al caso la escala penal del delito precedente.

2)	 Si el delito precedente no estuviere amenazado con pena privativa de libertad, se aplicará a su 
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encubrimiento multa de mil pesos ($ 1.000) a veinte mil pesos ($ 20.000) o la escala penal del 
delito precedente, si ésta fuera menor. 

Inciso observado por art. 2 del 
Decreto N° 370/00, B.O. 10/05/2000.

3)	 Cuando el autor de alguno de los hechos descriptos en el artículo 277, incisos 1 o 2, o en el 
artículo 278, inciso 1, fuera funcionario público que hubiera cometido el hecho en ejercicio u 
ocasión de sus funciones sufrirá además inhabilitación especial de tres (3) a diez (10) años. 
La misma pena sufrirá el que hubiera actuado en ejercicio u ocasión de una profesión u oficio 
que requirieran habilitación especial. 

Inciso observado por art. 3 del 
Decreto N° 370/00, B.O. 10/05/2000.

4)	 Las disposiciones de este Capítulo regirán aun cuando el delito precedente hubiera sido co-
metido fuera del ámbito de aplicación especial de este Código, en tanto el hecho precedente 
también hubiera estado amenazado con pena en el lugar de su comisión.

Capítulo II | Unidad de Información Financiera
Artículo 5 — Créase la Unidad de Información Financiera (UIF) que funcionará con autonomía y 
autarquía financiera en jurisdicción del Ministerio de Finanzas, la cual se regirá por las disposi-
ciones de la presente ley.  

(Expresión “en jurisdicción del Ministerio de Hacienda 
y Finanzas Públicas de la Nación” sustituida por la 
expresión “en jurisdicción del Ministerio de Finanzas”, 
por art. 5° del Decreto N° 2/2017 B.O. 3/1/2017).
Artículo sustituído por art. 7 de la Ley N° 26.683, B.O. 
21/06/2011.

Artículo 6 — La Unidad de Información Financiera (UIF) será la encargada del análisis, el trata-
miento y la transmisión de información a los efectos de prevenir e impedir:
1)	 El delito de lavado de activos (artículo 303 del Código Penal), preferentemente proveniente de 

la comisión de:
a)	 Delitos relacionados con el tráfico y comercialización ilícita de estupefacientes (Ley 

23.737);
b)	 Delitos de contrabando de armas y contrabando de estupefacientes (Ley 22.415);
c)	 Delitos relacionados con las actividades de una asociación ilícita calificada en los términos 

del artículo 210 bis del Código Penal o de una asociación ilícita terrorista en los términos 
del artículo 213 ter del Código Penal;

d)	 Delitos cometidos por asociaciones ilícitas (artículo 210 del Código Penal) organizadas para 
cometer delitos por fines políticos o raciales;

e)	 Delitos de fraude contra la administración pública (artículo 174, inciso 5, del Código Penal);
f)	 Delitos contra la Administración Pública previstos en los capítulos vi, vii, ix y ix bis del título xi 

del Libro Segundo del Código Penal;
g)	 Delitos de prostitución de menores y pornografía infantil, previstos en los artículos 125, 125 

bis, 127 bis y 128 del Código Penal;
h)	 Delitos de financiación del terrorismo (artículo 213 quáter del Código Penal);
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i)	 Extorsión (artículo 168 del Código Penal);
j)	 Delitos previstos en la Ley 24.769;
k)	 Trata de personas.

2)	 El delito de financiación del terrorismo (artículo 213 quáter del Código Penal).
Artículo sustituido por art. 8 de la Ley N° 26.683, B.O. 
21/06/2011.

Artículo 7 — La Unidad de Información Financiera tendrá su domicilio en la Capital de la Repúbli-
ca y podrá establecer agencias regionales en el resto del país.

Artículo 8 — La Unidad de Información Financiera estará integrada por un (1) Presidente, un (1) 
Vicepresidente y un Consejo Asesor de siete (7) Vocales conformado por: 
a)	 Un (1) funcionario representante del Banco Central de la República Argentina; 
b)	 Un (1) funcionario representante de la Administración Federal de Ingresos Públicos; 
c)	 Un (1) funcionario representante de la Comisión Nacional de Valores; 
d)	 Un (1) experto en temas relacionados con el lavado de activos representante de la Secretaría 

de Programación para la Prevención de la Drogadicción y la Lucha contra el Narcotráfico de la 
Presidencia de la Nación; 

e)	 Un (1) funcionario representante del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos; 
f)	 Un (1) funcionario representante del Ministerio de Economía y Producción; 
g)	 Un (1) funcionario representante del Ministerio del Interior.

Los integrantes del Consejo Asesor serán designados por el Poder Ejecutivo nacional a pro-
puesta de los titulares de cada uno de los organismos que representan.

Será presidido por el señor presidente de la Unidad de Información Financiera, quien tendrá voz 
pero no voto en la adopción de sus decisiones.

El Consejo Asesor sesionará con la presencia de al menos cinco (5) de sus integrantes y decidirá 
por mayoría simple de sus miembros presentes.

El Presidente de la Unidad de Información Financiera dictará el reglamento interno del Consejo 
Asesor.

Artículo sustituido por art. 1 de la Ley N° 26.119, B.O. 
27/07/2006.

Artículo 9 — Presidente y el Vicepresidente de la Unidad de Información Financiera (UIF) serán 
designados por el Poder Ejecutivo nacional, a propuesta del Ministerio de Hacienda y Finanzas 
Públicas de la Nación. El procedimiento de selección se establece de la siguiente manera:

Expresión “a propuesta del Ministerio de Justicia 
y Derechos Humanos”, sustituida por la siguiente 
expresión: “a propuesta del Ministerio de Hacienda y 
Finanzas Públicas de la Nación”, por art. 92 inc. b) de 
la Ley N° 27.260 B.O. 22/7/2016.

a)	 Se realizará en el ámbito del Ministerio de Hacienda y Finanzas Públicas de la Nación, un pro-
cedimiento público, abierto y transparente que garantice la idoneidad de los candidatos.

Expresión “en el ámbito del Ministerio de Justicia 
y Derechos Humanos”, sustituida por la siguiente 
expresión: “en el ámbito del Ministerio de Hacienda y 
Finanzas Públicas de la Nación”, por art. 92 inc. c) de 
la Ley N° 27.260 B.O. 22/7/2016.
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b)	 Se publicará el nombre, apellido y los antecedentes curriculares de las personas selecciona-
das en el Boletín Oficial y en dos (2) diarios de circulación nacional, durante tres (3) días;

c)	 Los candidatos deberán presentar una declaración jurada con la nómina de todos los bienes 
propios, los del cónyuge y/o los del conviviente, los que integren el patrimonio de la sociedad 
conyugal y los de sus hijos menores, de acuerdo con el artículo 6 de la Ley de Ética de la Fun-
ción Pública 25.188 y concordantes.

Además, deberán adjuntar otra declaración en la que incluirán la nómina de las asociacio-
nes civiles y sociedades comerciales que integren o hayan integrado en los últimos ocho (8) 
años, la nómina de clientes o contratistas de por lo menos los últimos ocho (8) años, en el 
marco de lo permitido por las normas de ética profesional vigente, los estudios de abogados, 
contables o de asesoramiento a los que pertenecieron o pertenecen, según corresponda, y en 
general, cualquier tipo de compromiso que pueda afectar la imparcialidad de su criterio por 
actividades propias, de su cónyuge, de sus ascendientes y de sus descendientes en primer 
grado, ello, con la finalidad de permitir la evaluación objetiva de la existencia de incompatibili-
dades o conflictos de intereses;

d)	 Se requerirá a la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP) un informe relativo al 
cumplimiento de las obligaciones impositivas de los seleccionados;

e)	 Se celebrará una audiencia pública a los efectos de evaluar las observaciones previstas de 
acuerdo a lo que establezca la reglamentación;

f)	 Los ciudadanos, las organizaciones no gubernamentales, los colegios y asociaciones profe-
sionales y las entidades académicas podrán, en el plazo de quince (15) días contados desde 
la última publicación en el Boletín Oficial del inciso b) del presente artículo, presentar al Minis-
terio de Hacienda y Finanzas Públicas , por escrito y de modo fundado y documentado, obser-
vaciones respecto de los candidatos. Sin perjuicio de las presentaciones que se realicen, en el 
mismo lapso podrá requerirse opinión a organizaciones de relevancia en el ámbito profesional, 
judicial y académico a los fines de su valoración.

Expresión “representar al Ministerio de Justicia 
y Derechos Humanos” sustituida por la siguiente 
expresión: “presentar al Ministerio de Hacienda y 
Finanzas Públicas” por art. 92 inc. d) de la Ley N° 
27.260 B.O. 22/7/2016.

g)	 En no más de quince (15) días, contados desde el vencimiento del plazo establecido se deberá 
celebrar la audiencia pública para la evaluación de las observaciones presentadas. Con poste-
rioridad y en un plazo de siete (7) días, el Ministro de Justicia y Derechos Humanos elevará la 
propuesta a consideración del Poder Ejecutivo.

Artículo sustituido por art. 9 de la Ley N° 26.683, B.O. 
21/06/2011.

Artículo 9 bis — El Poder Ejecutivo podrá remover al Presidente y Vicepresidente de la Unidad de 
Información Financiera (UIF) de su cargo cuando incurrieren en mal desempeño de sus funciones 
o en grave negligencia, cuando resultaren condenados por la comisión de delitos dolosos o por 
inhabilidad física o moral posterior a su designación.

Artículo incorporado por art. 10 de la Ley N° 26.683, 
B.O. 21/06/2011.

Artículo 10 — El Presidente, Vicepresidente y Vocales del Consejo Asesor tendrán dedicación 
exclusiva en sus tareas, encontrándose alcanzados por las incompatibilidades y obligaciones fija-
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das por ley para los funcionarios públicos, no pudiendo ejercer durante los dos (2) años posterio-
res a su desvinculación de la UIF las actividades que la reglamentación establezca en cada caso.

El Presidente, Vicepresidente y Vocales del Consejo Asesor durarán cuatro (4) años en sus car-
gos, pudiendo ser renovadas sus designaciones en forma indefinida, percibiendo los dos prime-
ros una remuneración equivalente a la de Secretario. Los Vocales del Consejo Asesor percibirán 
una remuneración equivalente a la de Subsecretario.

El Presidente, en caso de impedimento o ausencia transitorios, será reemplazado por el Vice-
presidente.

Artículo sustituido por art. 1 de la Ley N° 26.119, B.O. 
27/07/2006.

Artículo 11 — Para ser integrante de la Unidad de Información Financiera (UIF) se requerirá:
1)	 Poseer título universitario de grado, preferentemente en Derecho, o en disciplinas relacionadas 

con las Ciencias Económicas o con las Ciencias Informáticas.
2)	 Poseer antecedentes técnicos y profesionales en la materia.
3)	 No ejercer en forma simultánea, ni haber ejercido durante el año precedente a su designación 

las actividades que la reglamentación precise en cada caso, ni tampoco tener interés en ellas.
Para ser integrante del Consejo Asesor se requerirán tres (3) años de antigüedad en el orga-

nismo que se represente.
Artículo sustituido por art. 11 de la Ley N° 26.683, B.O. 
21/06/2011.

Artículo 12 — La Unidad de Información Financiera (UIF) contará con el apoyo de oficiales de 
enlace designados por los titulares del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, del Ministerio 
de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto, del Ministerio del Interior, del Ministerio 
de Economía y Finanzas Públicas, de la Secretaría de Programación para la Prevención de la Dro-
gadicción y Lucha contra el Narcotráfico de la Presidencia de la Nación, del Banco Central de la 
República Argentina, de la Administración Federal de Ingresos Públicos, de los Registros Públicos 
de Comercio o similares de las provincias, de la Comisión Nacional de Valores y de la Superinten-
dencia de Seguros de la Nación, de la Inspección General de Justicia, del Instituto Nacional de 
Asociativismo y Economía Social, de la Superintendencia de Entidades Financieras y Cambiarias, 
de los Registros de la Propiedad Inmueble, de la Dirección Nacional del Registro Nacional de la 
Propiedad Automotor o similares en las provincias, del Ministerio de Seguridad de la Nación y de 
las fuerzas de seguridad nacionales.

Los oficiales de enlace tendrán como función la consulta y coordinación institucional entre 
la Unidad de Información Financiera (UIF) y los organismos a los que pertenecen. Deberán ser 
funcionarios jerarquizados o directores de los organismos que representan.

El Presidente de la Unidad de Información Financiera (UIF) puede solicitar a los titulares de 
otros organismos públicos o privados la designación de oficiales de enlace cuando lo crea de 
utilidad para el ejercicio de sus funciones.

Artículo sustituido por art. 12 de la Ley N° 26.683, B.O. 
21/06/2011.

Artículo 13 — Es competencia de la Unidad de Información Financiera:
1)	 Recibir, solicitar y archivar las informaciones a que se refiere el artículo 21 de la presente ley, 

dichos datos sólo podrán ser utilizados en el marco de una investigación en curso;
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Inciso sustituido por art. 13 de la Ley N° 26.683, B.O. 
21/06/2011.

2)	 Disponer y dirigir el análisis de los actos, actividades y operaciones que según lo dispuesto en 
esta ley puedan configurar actividades de lavado de activos o de financiación del terrorismo 
según lo previsto en el artículo 6 de la presente ley y, en su caso, poner los elementos de 
convicción obtenidos a disposición del Ministerio Público, para el ejercicio de las acciones 
pertinentes;

Inciso sustituido por art. 5 de la Ley N° 26.268, B.O. 
05/07/2007.

3)	 Colaborar con los órganos judiciales y del Ministerio Público Fiscal en la persecución penal 
de los delitos reprimidos por esta Ley, de acuerdo a las pautas que se establezcan reglamen-
tariamente.

Inciso sustituido por art. 9 de la Ley N° 27.446, B.O. 
18/06/2018.

4)	
Inciso derogado por art. 10 de la Ley N° 27.446, B.O. 
18/06/2018.

Artículo 14 — La Unidad de Información Financiera (UIF) estará facultada para:
1)	Solicitar informes, documentos, antecedentes y todo otro elemento que estime útil para el 

cumplimiento de sus funciones, a cualquier organismo público, nacional, provincial o munici-
pal, y a personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, todos los cuales estarán obligados 
a proporcionarlos dentro del término que se les fije, bajo apercibimiento de ley.

En el marco del análisis de un reporte de operación sospechosa los sujetos contemplados 
en el artículo 20 no podrán oponer a la Unidad de Información Financiera (UIF) el secreto 
bancario, fiscal, bursátil o profesional, ni los compromisos legales o contractuales de confi-
dencialidad.

2)	Recibir declaraciones voluntarias, que en ningún caso podrán ser anónimas.
3)	Requerir la colaboración de todos los servicios de información del Estado, los que están 

obligados a prestarla en los términos de la normativa procesal vigente.
4)	Actuar en cualquier lugar de la República en cumplimiento de las funciones establecidas por 

esta ley.
5)	Solicitar al Ministerio Público para que éste requiera al juez competente se resuelva la sus-

pensión, por el plazo que éste determine, de la ejecución de cualquier operación o acto in-
formado previamente conforme al inciso b) del artículo 21 o cualquier otro acto vinculado 
a éstos, antes de su realización, cuando se investiguen actividades sospechosas y existan 
indicios serios y graves de que se trata de lavado de activos provenientes de alguno de los 
delitos previstos en el artículo 6 de la presente ley o de financiación del terrorismo. La apela-
ción de esta medida sólo podrá ser concedida con efecto devolutivo.

6)	Solicitar al Ministerio Público para que éste requiera al juez competente el allanamiento de 
lugares públicos o privados, la requisa personal y el secuestro de documentación o elemen-
tos útiles para la investigación. Solicitar al Ministerio Público que arbitre todos los medios 
legales necesarios para la obtención de información de cualquier fuente u origen.

7)	Disponer la implementación de sistemas de contralor interno para las personas a que se 
refiere el artículo 20. A efectos de implementar el sistema de contralor interno la Unidad de 
Información Financiera (UIF) establecerá los procedimientos de supervisión, fiscalización e 
inspección in situ para el control del cumplimiento de las obligaciones establecidas en el 
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artículo 21 de la ley y de las directivas e instrucciones dictadas conforme las facultades del 
artículo 14 inciso 10.

El sistema de contralor interno dependerá directamente del Presidente de la Unidad de In-
formación Financiera (UIF), quien dispondrá la sustanciación del procedimiento, el que deberá 
ser en forma actuada.

En el caso de sujetos obligados que cuenten con órganos de contralor específicos, éstos 
últimos deberán proporcionar a la Unidad de Información Financiera (UIF) la colaboración en 
el marco de su competencia.

8)	 Aplicar las sanciones previstas en el capítulo iv de la presente ley, debiendo garantizarse el 
debido proceso.

9)	 Organizar y administrar archivos y antecedentes relativos a la actividad de la propia Unidad 
de Información Financiera (UIF) o datos obtenidos en el ejercicio de sus funciones para re-
cuperación de información relativa a su misión, pudiendo celebrar acuerdos y contratos con 
organismos nacionales, internacionales y extranjeros para integrarse en redes informativas de 
tal carácter, a condición de necesaria y efectiva reciprocidad.

10) Emitir directivas e instrucciones que deberán cumplir e implementar los sujetos obligados 
por esta ley, previa consulta con los organismos específicos de control. Los sujetos obligados 
en los incisos 6 y 15 del artículo 20 podrán dictar normas de procedimiento complementarias 
a las directivas e instrucciones emitidas por la Unidad de Información Financiera (UIF), no 
pudiendo ampliar ni modificar los alcances definidos por dichas directivas e instrucciones.

Artículo sustituido por art. 14 de la Ley N° 26.683, B.O. 
21/06/2011.

Artículo 15 — La Unidad de Información Financiera estará sujeta a las siguientes obligaciones:
1)	 Presentar una rendición anual de su gestión al Honorable Congreso de la Nación.
2)	 Comparecer ante las comisiones del Honorable Congreso de la Nación todas las veces que 

éstas lo requieran y emitir los informes, dictámenes y asesoramiento que éstas le soliciten.
3)	 Conformar el Registro Único de Información con las bases de datos de los organismos obliga-

dos a suministrarlas y con la información que por su actividad reciba.

Artículo 16 — Las decisiones de la UIF serán adoptadas por el Presidente, previa consulta obli-
gatoria al Consejo Asesor, cuya opinión no es vinculante.

Artículo sustituido por art. 1 de la Ley N° 26.119, B.O. 
27/07/2006.

Artículo 17 — La Unidad de Información Financiera recibirá información, manteniendo en se-
creto la identidad de los obligados a informar. El secreto sobre su identidad cesará cuando se 
formule denuncia ante el Ministerio Público Fiscal.

Los sujetos de derecho ajenos al sector público y no comprendidos en la obligación de in-
formar contemplada en el artículo 20 de esta ley podrán formular denuncias ante la Unidad de 
Información Financiera.

	Artículo 18 — El cumplimiento, de buena fe, de la obligación de informar no generará responsa-
bilidad civil, comercial, laboral, penal, administrativa, ni de ninguna otra especie.

Artículo 19 — Cuando la Unidad de Información Financiera haya agotado el análisis de la ope-
ración reportada y surgieren elementos de convicción suficientes para confirmar su carácter de 
sospechosa de lavado de activos o de financiación del terrorismo en los términos de la presente 
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ley, ello será comunicado al Ministerio Público Fiscal a fin de establecer si corresponde ejercer la 
acción penal.

Cuando la operación reportada se encuentre vinculada con hechos bajo investigación en una 
causa penal, la Unidad de Información Financiera podrá comunicar su sospecha directamente al 
juez interviniente.

Inciso sustituido por art. 11 de la Ley N° 27.446,
B.O. 18/06/2018.

Capítulo III | Deber de informar. Sujetos obligados
Artículo 20 — Están obligados a informar a la Unidad de Información Financiera (UIF), en los 
términos del artículo 21 de la presente ley:
1)	 Las entidades financieras sujetas al régimen de la Ley 21.526 y modificatorias.
2)	 Las entidades sujetas al régimen de la Ley 18.924 y modificatorias y las personas físicas o 

jurídicas autorizadas por el Banco Central de la República Argentina para operar en la compra-
venta de divisas bajo forma de dinero o de cheques extendidos en divisas o mediante el uso de 
tarjetas de crédito o pago, o en la transmisión de fondos dentro y fuera del territorio nacional.

3)	 Las personas físicas o jurídicas que como actividad habitual exploten juegos de azar.
4)	 Personas humanas y/o jurídicas registradas ante la Comisión Nacional de Valores para actuar 

como intermediarios en mercados autorizados por la citada comisión y aquellos que actúen 
en la colocación de Fondos Comunes de Inversión o de otros productos de inversión colectiva 
autorizados por dicho organismo

Inciso sustituido por art. 200 de la Ley N° 27.440, 
B.O. 11.05.18.

5)	 Personas jurídicas autorizadas por la Comisión Nacional de Valores para actuar en el marco 
de sistemas de financiamiento colectivo a través del uso de portales web u otros medios aná-
logos y demás personas jurídicas registradas en el citado organismo a cargo de la apertura del 
legajo e identificación del perfil del cliente para invertir en el ámbito del mercado de capitales.

Inciso sustituido por art. 200 de la Ley N° 27.440, 
B.O. 11.05.18.

6)	 Los registros públicos de comercio, los organismos representativos de fiscalización y control 
de personas jurídicas, los registros de la propiedad inmueble, los registros de la propiedad 
automotor, los registros prendarios, los registros de embarcaciones de todo tipo y los registros 
de aeronaves.

7)	 Las personas físicas o jurídicas dedicadas a la compraventa de obras de arte, antigüedades 
u otros bienes suntuarios, inversión filatélica o numismática, o a la exportación, importación, 
elaboración o industralización de joyas o bienes con metales o piedras preciosas.

8)	 Las empresas aseguradoras.
9)	 Las empresas emisoras de cheques de viajero u operadoras de tarjetas de crédito o de compra.
10) Las empresas dedicadas al transporte de caudales.
11) Las empresas prestatarias o concesionarias de servicios postales que realicen operaciones   
       de giros de divisas o de traslado de distintos tipos de moneda o billete.
12) Los escribanos públicos.
13) Las entidades comprendidas en el artículo 9 de la Ley 22.315.
14) Los despachantes de aduana definidos en el artículo 36 y concordantes del Código Aduanero  
       (Ley 22.415 y modificatorias).
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15) Los organismos de la Administración Pública y entidades descentralizadas y/o autárquicas 
que ejercen funciones regulatorias, de control, supervisión y/o superintendencia sobre acti-
vidades económicas y/o negocios jurídicos y/o sobre sujetos de derecho, individuales o co-
lectivos: el Banco Central de la República Argentina, la Administración Federal de Ingresos 
Públicos, la Superintendencia de Seguros de la Nación, la Comisión Nacional de Valores, la 
Inspección General de Justicia, el Instituto Nacional de Asociativismo y Economía Social y el 
Tribunal Nacional de Defensa de la Competencia;

16) Los productores, asesores de seguros, agentes, intermediarios, peritos y liquidadores de se  
      guros cuyas actividades estén regidas por las Leyes 20.091 y 22.400, sus modificatorias, con  
      cordantes y complementarias;
17) Los profesionales matriculados cuyas actividades estén reguladas por los consejos profesio
       nales de ciencias económicas;
18) Igualmente están obligados al deber de informar todas las personas jurídicas que reciben 
       donaciones o aportes de terceros;
19) Los agentes o corredores inmobiliarios matriculados y las sociedades de cualquier tipo que  
       tengan por objeto el corretaje inmobiliario, integradas y/o administradas exclusivamente por 
       agentes o corredores inmobiliarios matriculados;
20) Las asociaciones mutuales y cooperativas reguladas por las Leyes 20.321 y 20.337 respecti
       vamente;
21) Las personas físicas o jurídicas cuya actividad habitual sea la compraventa de automóviles, 
       camiones, motos, ómnibus y microómnibus, tractores, maquinaria agrícola y vial, naves, yates  
       y similares, aeronaves y aerodinos.
22) Las personas físicas o jurídicas que actúen como fiduciarios, en cualquier tipo de fideicomiso 
       y las personas físicas o jurídicas titulares de o vinculadas, directa o indirectamente, con cuen
       tas de fideicomisos, fiduciantes y fiduciarios en virtud de contratos de fideicomiso.
23) Las personas jurídicas que cumplen funciones de organización y regulación de los deportes 
       profesionales.

Artículo sustituido por art. 15 de la Ley Nº 26.683, B.O. 
21/06/2011.

Artículo 20 bis — El deber de informar es la obligación legal que tienen los sujetos enumerados 
en el artículo 20, en su ámbito de actuación, de poner a disposición de la Unidad de Información 
Financiera (UIF) la documentación recabada de sus clientes en cumplimiento de lo establecido en 
el artículo 21 inciso a) y de llevar a conocimiento de la Unidad de Información Financiera (UIF), las 
conductas o actividades de las personas físicas o jurídicas, a través de las cuales pudiere inferirse 
la existencia de una situación atípica que fuera susceptible de configurar un hecho u operación 
sospechosa, de lavado de activos o financiación de terrorismo.

El conocimiento de cualquier hecho u operación sospechosa, impondrá a tales sujetos la obli-
gatoriedad del ejercicio de la actividad descripta precedentemente.

La Unidad de Información Financiera (UIF) determinará el procedimiento y la oportunidad a 
partir de la cual los obligados cumplirán ante ella el deber de informar que establece el artículo 20.

En el supuesto de que el sujeto obligado se trate de una persona jurídica regularmente cons-
tituida, deberá designarse un oficial de cumplimiento por el órgano de administración, en los su-
puestos que lo establezca la reglamentación. Su función será formalizar las presentaciones que 
deban efectuarse en el marco de las obligaciones establecidas por la ley y las directivas e ins-
trucciones emitidas en consecuencia. No obstante ello, la responsabilidad del deber de informar 
conforme el artículo 21 es solidaria e ilimitada para la totalidad de los integrantes del órgano de 
administración.
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En el supuesto de que el sujeto obligado se trate de una sociedad irregular, la obligación de 
informar recaerá en cualquiera de los socios de la misma.

Para el caso de que el sujeto obligado se trate de un organismo público de los enumerados en 
los incisos 6 y 15 del artículo 20, deberá designarse un oficial de cumplimiento a los efectos de 
formalizar las presentaciones que deban efectuarse en el marco de las obligaciones establecidas 
por la ley y las directivas e instrucciones emitidas en consecuencia. No obstante ello la respon-
sabilidad del deber de informar conforme el artículo 21 corresponde exclusivamente al titular del 
organismo.

Artículo incorporado por art. 16 de la Ley N° 26.683, 
B.O. 21/06/2011.

Artículo 21 — Las personas señaladas en el artículo precedente quedarán sometidas a las si-
guientes obligaciones:
a)	 Recabar de sus clientes, requirentes o aportantes, documentos que prueben fehacientemente 

su identidad, personería jurídica, domicilio y demás datos que en cada caso se estipule, para 
realizar cualquier tipo de actividad de las que tienen por objeto. Sin embargo, podrá obviarse 
esta obligación cuando los importes sean inferiores al mínimo que establezca la circular res-
pectiva.

Cuando los clientes, requirentes o aportantes actúen en representación de terceros, se de-
berán tomar los recaudos necesarios a efectos de que se identifique la identidad de la persona 
por quienes actúen.

Toda información deberá archivarse por el término y según las formas que la Unidad de 
Información Financiera establezca;

b)	 Informar cualquier hecho u operación sospechosa independientemente del monto de la mis-
ma. A los efectos de la presente ley se consideran operaciones sospechosas aquellas transac-
ciones que de acuerdo con los usos y costumbres de la actividad que se trate, como así tam-
bién de la experiencia e idoneidad de las personas obligadas a informar, resulten inusuales, sin 
justificación económica o jurídica o de complejidad inusitada o injustificada, sean realizadas 
en forma aislada o reiterada.

La Unidad de Información Financiera establecerá, a través de pautas objetivas, las moda-
lidades, oportunidades y límites del cumplimiento de esta obligación para cada categoría de 
obligado y tipo de actividad;

c)	 Abstenerse de revelar al cliente o a terceros las actuaciones que se estén realizando en cum-
plimiento de la presente ley.

Con la finalidad de prevenir el lavado de activos y el financiamiento del terrorismo, los su-
jetos obligados a los que refieren los incisos 1, 2, 4, 5, 8, 9, 10, 11, 13, 16, 20 y 22 del artículo 
20, sea que integren o no el mismo grupo económico y aun cuando se trate de entidades en 
el exterior, siempre que medie el consentimiento del titular de los datos previsto en el punto 1 
del artículo 5° de la ley 25.326 y sus normas modificatorias, podrán compartir legajos de sus 
clientes que contengan información relacionada con la identificación del mismo, el origen y la 
licitud de los fondos. 

Artículo sustituido por Art. 13 de la Ley N° 27.446, B.O. 
18.06.18

Artículo 21 bis —  Son considerados clientes, a los fines del inciso a) del artículo 21 de la presen-
te ley, todas aquellas personas humanas, jurídicas, patrimonios de afectación, u otras estructuras 
jurídicas, y quienes actúen por cuenta y orden de éstas; con los cuales se establezca, de manera 
ocasional o permanente, una relación contractual de carácter financiero, económico o comercial.
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1.	 Respecto de sus clientes, los sujetos obligados deberán cumplimentar las siguientes obligaciones:
a) Identificarlos mediante la información, y en su caso la documentación, que se requiera 

conforme las normas que dicte la Unidad de Información Financiera y que se pueda obte-
ner de ellos o de fuentes confiables e independientes, que permitan con razonable certeza 
acreditar la veracidad de su contenido.

		  La tarea comprende la individualización del cliente, el propósito, carácter o naturaleza 
del vínculo establecido con el sujeto obligado, el riesgo de lavado de activos y/o financia-
ción del terrorismo asociado a éstos y su operatoria.

		  En todos los casos, deberán adoptar medidas razonables desde un enfoque basado 
en riesgo para identificar a los propietarios, beneficiarios finales y aquellos que ejercen el 
control real de la persona jurídica, patrimonio de afectación o estructura jurídica, junto con 
su estructura de titularidad y control.

       Cuando existan dudas sobre si los clientes actúan por cuenta propia, o exista la certeza 
de que no actúan por cuenta propia, deberán adoptar medidas adicionales razonables y 
proporcionadas, mediante un enfoque basado en riesgo, a fin de obtener información sobre 
la verdadera identidad de la persona por cuenta de la cual actúan los clientes.

		  A tales fines, deberán prestar especial atención, a efectos de evitar que las personas hu-
manas utilicen estructuras jurídicas, como empresas pantalla o patrimonios de afectación, 
para realizar sus operaciones.

		  En razón de ello, deberán realizar esfuerzos razonables para identificar al beneficiario 
final. Cuando ello no resulte posible, deberán identificar a quienes integran los órganos de 
administración y control de la persona jurídica; o en su defecto a aquellas personas huma-
nas que posean facultades de administración y/o disposición, o que ejerzan el control de la 
persona, estructura jurídica o patrimonio de afectación, aun cuando éste fuera indirecto.

		  Asimismo, deberán adoptar medidas específicas a efectos de disminuir el riesgo del la-
vado de activos y la financiación del terrorismo, cuando se contrate un servicio y/o produc-
to con clientes que no han estado físicamente presentes para su identificación; debiendo 
completar las medidas de verificación en tiempo razonablemente práctico, siempre que los 
riesgos de lavado de activos y/o financiación del terrorismo se administren con eficacia y 
resulten esenciales a efectos de no interrumpir el curso normal de la actividad.

 		  En todos los casos, deberá determinarse el riesgo del cliente y de la operatoria, imple-
mentar medidas idóneas para su mitigación, y establecer reglas de monitoreo y control 
continuo que resulten proporcionales a éstos; teniendo en consideración un enfoque basa-
do en riesgo.

		  Cuando se tratare de personas expuestas políticamente, deberán adoptarse medidas de 
debida diligencia intensificadas tendientes a establecer alertas, que permitan tomar medi-
das oportunas a efectos de detectar posibles desvíos en el perfil del cliente, a fin de mitigar 
el riesgo de lavado de activos y/o financiación del terrorismo vinculado al riesgo inherente 
a éste y/o a su operatoria;

b)	 Determinar el origen y licitud de los fondos;
c)	 Conservar la información recabada respecto de sus clientes, en forma física o digital, por 

un plazo mínimo de cinco (5) años; debiendo permitir ésta reconstruir las transacciones 
realizadas, nacionales o internacionales; y encontrarse a disposición de la Unidad de Infor-
mación Financiera y/o de las autoridades competentes cuando éstas lo requieran;

d)	 Reportar “hechos” u “operaciones sospechosas” de lavado de activos, ante la Unidad de 
Información Financiera, en un plazo máximo de quince (15) días corridos, contados a partir 
de la fecha en que el sujeto obligado concluya que la operación reviste tal carácter. La fecha 
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de reporte no podrá superar los ciento cincuenta (150) días corridos contados desde la 
fecha de la operación sospechosa realizada o tentada;

e)	 Reportar “hechos” u “operaciones sospechosas” de financiación de terrorismo, ante la Uni-
dad de Información Financiera, en un plazo máximo de cuarenta y ocho (48) horas, a partir 
de la operación realizada o tentada, habilitándose días y horas inhábiles al efecto.

2.	 Asimismo, los sujetos obligados deberán:
a)	 Registrarse ante la Unidad de Información Financiera;
b)	 Documentar los procedimientos de prevención de lavado de activos y financiación del 

terrorismo, estableciendo manuales internos que reflejen las tareas a desarrollar, asignan-
do las responsabilidades funcionales que correspondan, en atención a la estructura del 
sujeto obligado, y teniendo en cuenta un enfoque basado en riesgo;

c)	 Designar oficiales de cumplimiento, que serán responsables ante la Unidad de Informa-
ción Financiera del cumplimiento de las obligaciones establecidas por la presente norma y 
por las reglamentaciones que dicte esa unidad. Las personas designadas deberán integrar 
el órgano de administración de la entidad.

		  En el caso que el sujeto obligado fuere una persona humana, será considerado éste con 
tal carácter.

		  Las obligaciones establecidas en el presente artículo serán objeto de reglamentación.
Inciso sustituido por art. 13  de la Ley N° 27.446, 
B.O. 18/06/2018.

Artículo 22 — Los funcionarios y empleados de la Unidad de Información Financiera están 
obligados a guardar secreto de las informaciones recibidas en razón de su cargo, al igual que de 
las tareas de inteligencia desarrolladas en su consecuencia. El mismo deber de guardar secreto 
rige para las personas y entidades obligadas por esta ley a suministrar datos a la Unidad de 
Información Financiera.

El funcionario o empleado de la Unidad de Información Financiera, así como también las per-
sonas que por sí o por otro revelen las informaciones secretas fuera del ámbito de la Unidad de 
Información Financiera, serán reprimidos con prisión de seis meses a tres años.

Capítulo IV | Régimen penal administrativo
Artículo 23 —
1)	 Será sancionado con multa de cinco (5) a veinte (20) veces del valor de los bienes objeto del 

delito, la persona jurídica cuyo órgano ejecutor hubiera recolectado o provisto bienes o dinero, 
cualquiera sea su valor, con conocimiento de que serán utilizados por algún miembro de una 
asociación ilícita terrorista, en el sentido del artículo 213 quáter del Código Penal.

Cuando el hecho hubiera sido cometido por temeridad o imprudencia grave del órgano o 
ejecutor de una persona jurídica o por varios órganos o ejecutores suyos, la multa a la perso-
na jurídica será del veinte por ciento (20%) al sesenta por ciento (60%) del valor de los bienes 
objeto del delito.

2)	 Cuando el órgano o ejecutor de una persona jurídica hubiera cometido en ese carácter el 
delito a que se refiere el artículo 22 de esta ley, la persona jurídica será pasible de multa de 
cincuenta mil pesos ($ 50.000) a quinientos mil pesos ($ 500.000).

Artículo sustituido por art. 18 de la Ley Nº 26.683,  
B.O. 21/06/2011.
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Artículo 24 —
1)	 La persona que actuando como órgano o ejecutor de una persona jurídica o la persona de exis-

tencia visible que incumpla alguna de las obligaciones ante la Unidad de Información Finan-
ciera (UIF) creada por esta ley, será sancionada con pena de multa de una (1) a diez (10) veces 
del valor total de los bienes u operación a los que se refiera la infracción, siempre y cuando el 
hecho no constituya un delito más grave.

2)	 La misma sanción será aplicable a la persona jurídica en cuyo organismo se desempeñare el 
sujeto infractor.

3)	 Cuando no se pueda establecer el valor real de los bienes, la multa será de diez mil pesos ($ 
10.000) a cien mil pesos ($ 100.000).

4)	 La acción para aplicar la sanción establecida en este artículo prescribirá a los cinco (5) años, 
del incumplimiento. Igual plazo regirá para la ejecución de la multa, computados a partir de 
que quede firme el acto que así la disponga.

5)	 El cómputo de la prescripción de la acción para aplicar la sanción prevista en este artículo se 
interrumpirá: por la notificación del acto que disponga la apertura de la instrucción sumarial o 
por la notificación del acto administrativo que disponga su aplicación.

Artículo sustituido por art. 19 de la Ley 
Nº 26.683, B.O. 21/06/2011.

Artículo 25 — Las resoluciones de la Unidad de Información Financiera previstas en este capítulo 
serán recurribles por ante la justicia en el fuero contencioso administrativo, aplicándose en lo 
pertinente las disposiciones de la Ley 19.549 de Procedimientos Administrativos.

Artículo 26 — Las relaciones entre la resolución de la causa penal y el trámite del proceso ad-
ministrativo a que dieran lugar las infracciones previstas en esta ley se regirán por los artículos 
1101 y siguientes y 3982 bis del Código Civil, entendiendo por “acción civil”, la acción “penal 
administrativa”.

Artículo 27 — El desarrollo de las actividades de la Unidad de Información Financiera (UIF) debe 
financiarse con los siguientes recursos:
a. Aportes determinados en el Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos de la
Administración Nacional dentro de los asignados al Ministerio de Hacienda.
b. Los recursos que bajo cualquier título reciba de organismos públicos, privados, nacionales e
internacionales

En todos los casos, el producido de la venta o administración de los bienes o instrumentos 
provenientes de los delitos previstos en esta ley y de los decomisos ordenados en su conse-
cuencia, así como también las ganancias obtenidas ilícitamente y el producido de las multas 
que en su consecuencia se impongan, serán destinados -con excepción de lo establecido en 
el último párrafo de este artículo- a una cuenta especial del Tesoro nacional. Dichos fondos 
serán afectados a financiar el funcionamiento de la Unidad de Información Financiera (UIF), 
los programas previstos en el artículo 39 de la ley 23.737 y sus modificatorias, los de salud y 
capacitación laboral, conforme lo establezca la reglamentación pertinente.

El dinero y los otros bienes o recursos secuestrados judicialmente por la comisión de los 
delitos previstos en esta ley, serán entregados por el Tribunal interviniente a un fondo especial 
que instituirá el Poder Ejecutivo nacional.

Dicho fondo podrá administrar los bienes y disponer del dinero conforme a lo establecido-
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precedentemente, siendo responsable de su devolución a quien corresponda cuando así lo 
dispusiere una resolución judicial firme.

Quedan exceptuados de lo dispuesto en el presente artículo los decomisos ordenados en 
los casos de lavado de activos cuyo ilícito precedente esté relacionado a la trata y explotación 
de personas, en cuyo caso los decomisos tendrán como destino específico el Fondo de Asis-
tencia Directa a las Víctimas establecido en el artículo 27, segundo párrafo, de la ley 26.364 y 
su modificatoria.

Artículo sustituido por Art. 14 de la Ley N° 27.508, B.O. 
23.07.19.”

Capítulo V | El Ministerio Público Fiscal
Artículo 28 — Cuando corresponda la competencia federal o nacional el Fiscal General designa-
do por la Procuración General de la Nación recibirá las denuncias sobre la posible comisión de los 
delitos de acción pública previstos en esta ley para su tratamiento de conformidad con las leyes 
procesales y los reglamentos del Ministerio Público Fiscal; en los restantes casos de igual modo 
actuarán los funcionarios del Ministerio Fiscal que corresponda.

Los miembros del Ministerio Público Fiscal investigarán las actividades denunciadas o reque-
rirán la actividad jurisdiccional pertinente conforme a las previsiones del Código Procesal Penal 
de la Nación y la Ley Orgánica del Ministerio Público, o en su caso, el de la provincia respectiva.

Artículo observado por art. 8 del Decreto N° 370/00, 
B.O. 10/05/2000.

Artículo 29 — Derógase el artículo 25 de la Ley 23.737 (texto ordenado).

Artículo 30 — El magistrado interviniente en un proceso penal por los delitos previstos en los 
artículos 303, 213 ter y 213 quáter del Código Penal podrá:
a)	 Suspender la orden de detención de una o más personas;
b)	 Diferir dentro del territorio argentino la interceptación de remesas de dinero o bienes de proce-

dencia antijurídica;
c)	 Suspender el secuestro de instrumentos o efectos del delito investigado;
d)	 Diferir la ejecución de otras medidas de carácter coercitivo o probatorio.

El magistrado interviniente podrá, además, suspender la interceptación en territorio argentino 
de remesas de dinero o bienes o cualquier otro efecto vinculado con los delitos mencionados y 
permitir su salida del país, siempre y cuando tuviere la seguridad de que la vigilancia de aquéllos 
será supervisada por las autoridades judiciales del país de destino.

La resolución que disponga las medidas precedentemente mencionadas deberá estar funda-
da y dictarse sólo en el caso que la ejecución inmediata de las mismas pudiere comprometer el 
éxito de la investigación. En tanto resulte posible se deberá hacer constar un detalle de los bienes 
sobre los que recae la medida.

Artículo sustituido por art. 21 de la Ley Nº 26.683, B.O. 
21/06/2011.

Artículo 31 — 
Artículo derogado por art. 17 de la Ley N° 27.304, B.O. 
02/11/2016.
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Artículo 32 — El magistrado interviniente en un proceso penal por los delitos previstos en los 
artículos 213 ter, 213 quáter y 303 del Código Penal podrá disponer la reserva de la identidad de 
un testigo o imputado que hubiere colaborado con la investigación, siempre y cuando resultare 
necesario preservar la seguridad de los nombrados. El auto deberá ser fundado y consignar las 
medidas especiales de protección que se consideren necesarias.

Artículo incorporado por art. 23 de la Ley 
Nº 26.683, B.O. 21/06/2011.

Artículo 33 — El que revelare indebidamente la identidad de un testigo o de un imputado de iden-
tidad reservada, conforme las previsiones de la presente ley, será reprimido con prisión de uno (1) 
a cuatro (4) años y multa de pesos cincuenta mil ($ 50.000), siempre y cuando no configurare un 
delito más severamente penado.

Las sanciones establecidas en el artículo 31 sexies de la Ley 23.737 serán de aplicación para 
el funcionario o empleado público en los casos de testigo o de imputado de identidad reservada 
previstos en la presente ley, en tanto no resulte un delito más severamente penado.

Artículo incorporado por art. 24 de la Ley
Nº 26.683, B.O. 21/06/2011.

Nota: Por art. 218 de la Ley N° 27.440 B.O. 11/5/2018, se  establece que en el texto de la presente; 
siempre que se haga referencia al término “persona de existencia visible” o “persona física” debe-
rá leerse “persona humana” y donde diga “Ministerio de Economía”, “Ministerio de Economía y Pro-
ducción” o “Ministerio de Economía y Finanzas Públicas” deberá leerse “Ministerio de Finanzas”.
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Capítulo I | Ámbito de aplicación
Artículo 1 — Reglaméntanse las medidas y procedimientos previstos en el artículo 6 in fine de 
la Ley N° 26.734, sobre congelamiento administrativo de bienes vinculados a las actividades 
delictivas del artículo 306 del Código Penal, y el procedimiento de inclusión y exclusión de per-
sonas designadas en las listas elaboradas de conformidad con las Resoluciones pertinentes del 
Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas. 

Artículo 2 — Definiciones. A los efectos de la presente norma, se entenderá por:
a)	 Congelamiento administrativo: la inmovilización de los bienes o dinero, entendida como la 

prohibición de transferencia, conversión, disposición o movimiento de dinero u otros bienes.
b)	 Bienes o dinero: bienes, fondos o activos, cualquiera sea su naturaleza, procedencia y forma 

de adquisición, así como los documentos o instrumentos que sean constancia de su titulari-
dad o de un interés sobre esos bienes, fondos o activos —de conformidad a lo establecido en 
el artículo 1.1 del Convenio Internacional para la Represión de la Financiación del Terrorismo 
(Ley N° 26.024)— y los intereses, dividendos o cualquier otro valor o ingreso que se devengue 
o sea generado por esos bienes, fondos o activos; siempre que íntegra o conjuntamente sean 
propiedad o estén bajo control, directa o indirectamente, de personas o grupos designados 
por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas de conformidad con la Resolución 1267 
(1999) y sus sucesivas o que puedan estar vinculados a las acciones delictivas previstas en el 
artículo 306 del Código Penal.

c)	 Sujetos obligados: las personas físicas o jurídicas enumeradas en el artículo 20 de la Ley N° 
25.246 y sus modificatorias.

Capítulo II | Congelamiento administrativo de bienes 
o dinero de personas designadas por el Consejo de 
Seguridad de las Naciones Unidas de conformidad 
con la Resolución 1267 (1999) y sus sucesivas
Artículo 3 — Operaciones sospechosas de financiación del terrorismo. Sin perjuicio de las dis-
posiciones emanadas de la Ley N° 25.246 y sus modificatorias, a los efectos de lo dispuesto en 
el artículo 6 in fine de la Ley N° 26.734, los sujetos obligados deberán considerar como Operación 
Sospechosa de Financiación del Terrorismo a las operaciones realizadas o tentadas en las que se 
constate alguna de las siguientes circunstancias:
a)	 Que los bienes o dinero involucrados en la operación fuesen propiedad directa o indirecta de 

una persona física o jurídica o entidad designada por el Consejo de Seguridad de las Naciones 
Unidas de conformidad con la Resolución 1267 (1999) y sus sucesivas, o sean controlados por 
ella.

b)	 Que las personas físicas o jurídicas o entidades que lleven a cabo la operación sean personas 
designadas por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas de conformidad con la Reso-
lución 1267 (1999) y sus sucesivas.
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c)	 Que el destinatario o beneficiario de la operación sea una persona física o jurídica o entidad 
designada por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas de conformidad con la Reso-
lución 1267 (1999) y sus sucesivas.

Artículo 4 — Deber de reportar operaciones sospechosas de financiación del terrorismo. En 
caso de constatarse alguna de las circunstancias expuestas en el artículo anterior, los sujetos 
obligados deberán reportar sin demora alguna a la Unidad de Información Financiera (UIF) dicha 
operación, o su tentativa.

Artículo 5 — Congelamiento administrativo de bienes o dinero. La Unidad de Información Fi-
nanciera (UIF) dispondrá, mediante Resolución fundada, cuando sea procedente el Reporte de 
Operación Sospechosa de Financiación del Terrorismo, inaudita parte y sin demora alguna, el 
congelamiento administrativo de los bienes o dinero del sujeto reportado. En la Resolución se 
indicarán las medidas que el sujeto obligado debe adoptar.

Artículo 6 — Notificación de la Resolución que dispone el congelamiento administrativo. La 
Unidad de Información Financiera (UIF) procederá a notificar inmediatamente al sujeto obligado 
la Resolución que disponga el congelamiento administrativo, a través de alguno de los siguientes 
medios:
a)	 Notificación por vía electrónica: La Resolución se comunicará al sujeto obligado mediante 

correo electrónico dirigido a la dirección denunciada al momento de su inscripción ante la 
Unidad de Información Financiera (UIF).

b)	 Notificación personal.
c)	 Notificación mediante cédula o telegrama.
d)	 Cualquier otro medio de notificación fehaciente.

Artículo 7 — Implementación de las medidas indicadas en la Resolución que dispone el con-
gelamiento. Recibida la notificación de la Resolución que dispone el congelamiento administra-
tivo el sujeto obligado deberá, en el acto, implementar las medidas que se hubieran dispuesto, 
e informar los resultados a la Unidad de Información Financiera (UIF) dentro de las veinticuatro 
(24) horas de notificado.

Artículo 8 — Notificación a Organismos Reguladores. Cuando resulte procedente, la Unidad 
de Información Financiera (UIF) notificará sin demora alguna al Banco Central de la República 
Argentina, a la Superintendencia de Seguros de la Nación y/o a la Comisión Nacional de Valores, 
la medida dispuesta, a los efectos de que procedan de acuerdo con su competencia.

Artículo 9 — Sujetos Obligados correspondientes a los sectores bancario, cambiario, del mer-
cado de capitales y de seguros. Los sujetos obligados correspondientes a los sectores bancario, 
cambiario, del mercado de capitales y de seguros, deberán verificar el listado de personas físicas 
o jurídicas o entidades designadas por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas de con-
formidad con la Resolución 1267 (1999) y sus sucesivas actualizaciones.

En el supuesto de verificar que un cliente se encuentre incluido en el referido listado, los men-
cionados sujetos obligados deberán efectuar, en el acto e inaudita parte, el congelamiento de los 
bienes o dinero involucrados en las operaciones cuando se verifique alguna de las circunstancias 
expuestas en el artículo 3 del presente. Asimismo, deberán informar, inmediatamente, a la Unidad 
de Información Financiera (UIF) la aplicación de la medida de congelamiento y emitir, sin demora 
alguna, un Reporte de Operación Sospechosa de Financiación del Terrorismo.
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Artículo 10 — Comunicación al Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto. Dentro de las vein-
ticuatro (24) horas siguientes a la toma de conocimiento de la efectiva implementación de la me-
dida de congelamiento administrativo dispuesta por la Unidad de Información Financiera (UIF), 
ésta deberá comunicarla al Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto para que sea informada al 
Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas por la vía correspondiente.

Artículo 11 — Comunicación al juzgado competente. La Unidad de Información Financiera (UIF) 
al momento de disponer el congelamiento administrativo, o de tomar conocimiento de su aplica-
ción en el supuesto del artículo 9, deberá comunicar la medida al juez federal con competencia 
penal a fin de que efectúe el examen de legalidad correspondiente. 

La medida que disponga el congelamiento administrativo permanecerá vigente mientras la 
persona física o jurídica o entidad designada por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas 
de conformidad con la Resolución 1267 (1999) y sus sucesivas, permanezca en el citado listado, 
o hasta tanto sea revocada judicialmente.

Artículo 12 — Operaciones autorizadas. El juez federal que intervenga con motivo del conge-
lamiento dispuesto por la Unidad de Información Financiera (UIF) podrá autorizar, a petición de 
parte, la realización de las operaciones en las que se probare que los bienes afectados fueran 
necesarios para sufragar gastos extraordinarios o gastos básicos, entre ellos el pago de alimen-
tos, alquileres o hipotecas, medicamentos y tratamientos médicos, impuestos, primas de seguros 
y gastos de agua y electricidad, o exclusivamente para pagar honorarios profesionales de un 
importe razonable o reembolsar gastos relacionados con la prestación de servicios jurídicos o 
tasas o cargos por servicios de tenencia o mantenimiento de fondos congelados u otros activos 
financieros o recursos económicos, de acuerdo a lo dispuesto en las Resoluciones 1452 (2002) y 
1735 (2006) y modificatorias del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas.

La solicitud deberá comunicarse —a través del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto—, 
al Comité del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas creado en virtud de las Resoluciones 
1267 (1999) y 1989 (2011) de las Naciones Unidas.

La autorización judicial podrá hacerse efectiva de no mediar decisión en contrario por parte 
del citado Comité dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a la comunicación, conforme las 
Resoluciones 1452 (2002) y 1735 (2006) del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas.

Artículo 13 — Levantamiento de la medida de congelamiento administrativo. Si se comproba-
re, por cualquier medio, que el congelamiento administrativo de los bienes o dinero afecta a una 
persona física o jurídica o a una entidad diferente a la designada por las Naciones Unidas, dicha 
medida podrá ser levantada por el juez federal competente a petición de parte, debiendo notificar 
el levantamiento a la Unidad de Información Financiera (UIF). 

Dentro de las veinticuatro (24) horas, la Unidad de Información Financiera (UIF) deberá comu-
nicar la Resolución de levantamiento del congelamiento al Ministerio de Relaciones Exteriores y 
Culto para que éste informe lo actuado al Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas por la 
vía correspondiente.

Artículo 14 — Publicación y actualización en línea de los listados. Sin perjuicio del procedi-
miento previsto en el Decreto N° 1521/04, el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto manten-
drá un sistema de publicación y actualización en línea de los listados de las personas físicas o 
jurídicas o entidades designadas por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas de confor-
midad con la Resolución 1267 (1999) y sus sucesivas, a los fines de su publicidad.
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Capítulo III | Congelamiento administrativo de bienes 
o dinero vinculados con las acciones delictivas 
previstas en el artículo 306 del Código Penal
Artículo 15 — Valoración de otras operaciones sospechosas de financiación del terrorismo. 
Solicitudes de autoridades nacionales. La Unidad de Información Financiera (UIF) podrá dis-
poner el congelamiento administrativo de bienes o dinero mediante resolución fundada en las 
siguientes circunstancias:
a)	 En el marco del análisis de un Reporte de Operación Sospechosa de Financiación del Terroris-

mo. A tales efectos y sin perjuicio de las disposiciones emanadas de la Ley N° 25.246 y sus 
modificatorias, respecto de la disposición del artículo 6 in fine de la Ley N° 26.734, los sujetos 
obligados también deberán considerar como Operación Sospechosa de Financiamiento del 
Terrorismo a las operaciones realizadas o tentadas en las que los bienes o dinero involucrados 
pudiesen estar vinculados con la financiación del terrorismo o con actos ilícitos cometidos 
con finalidad terrorista. Los sujetos obligados deberán reportar sin demora alguna a la Unidad 
de Información Financiera (UIF) dicha operación, o su tentativa.

b)	 A pedido de algún organismo público nacional que, en el marco de sus investigaciones, tuviera 
motivos fundados acerca de que los bienes o dinero involucrados en las operaciones reali-
zadas o tentadas pudiesen estar vinculados con la Financiación del Terrorismo o con actos 
ilícitos cometidos con finalidad terrorista.
En ambos supuestos, la Unidad de Información Financiera (UIF) procederá sin demora alguna 

a su análisis y, de considerar adecuadamente fundados el reporte o la solicitud, podrá proceder al 
dictado de la Resolución que disponga el congelamiento, conforme el procedimiento previsto en 
los artículos 5, 6, 7 y 8 del presente decreto. La medida se ordenará por un plazo no mayor a seis 
(6) meses prorrogable por igual término, por única vez, de mantenerse los motivos que motivaron 
el congelamiento o a petición de la autoridad que cursó la solicitud. Cumplido el plazo, y de no 
mediar resolución judicial en contrario, el congelamiento cesará.

En el caso, la Unidad de Información Financiera (UIF) pondrá en conocimiento de la autoridad 
que requirió la medida el dictado de la misma, informando acerca del juzgado que entenderá so-
bre el asunto, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas de dictada la Resolución. La medida podrá 
ser levantada a petición de parte cuando de las actuaciones o investigaciones correspondientes 
surgiere que los bienes o dinero afectados no guardan relación con actividades vinculadas a las 
acciones delictivas previstas en el artículo 306 del Código Penal.

La Unidad de Información Financiera (UIF) evaluará la factibilidad de comunicar a terceros 
países las medidas dictadas y de solicitar la adopción de medidas similares.

Artículo 16 — Solicitudes de congelamiento procedentes de autoridades competentes extran-
jeras. Ante un pedido de congelamiento efectuado por una autoridad competente extranjera, que 
invoque las disposiciones de la Resolución 1373 (2001) del Consejo de Seguridad de las Nacio-
nes Unidas, sus sucesivas o modificatorias, la Unidad de Información Financiera (UIF) procederá 
sin dilación al Análisis de su razonabilidad con consulta inmediata al Ministerio de Relaciones 
Exteriores y Culto y al Ministerio de Seguridad, la que deberá ser contestada sin demora.

De considerarse procedente, podrá dictar la Resolución de congelamiento, conforme el proce-
dimiento previsto en los artículos 5, 6, 7 y 8 del presente decreto.

La Unidad de Información Financiera (UIF) pondrá en conocimiento de la autoridad que requi-
rió la medida el dictado de la misma, informando acerca del juzgado competente que entenderá 
sobre el asunto, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas de dictada la Resolución.
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La medida se ordenará por un plazo no mayor a seis (6) meses prorrogable por igual término, 
por única vez, a petición de la autoridad que cursó la solicitud. Cumplido el plazo y de no haberse 
recibido un pedido de asistencia judicial en materia penal proveniente de la autoridad extranjera 
requirente que solicite el mantenimiento de la medida, el congelamiento cesará.

Artículo 17 — Comunicación al juzgado federal competente. Al momento de su dictado, la Uni-
dad de Información Financiera (UIF) deberá comunicar la medida de congelamiento administrati-
vo al Ministerio Público Fiscal para su conocimiento y al juez federal con competencia penal, para 
que ratifique, rectifique o revoque la medida. A todo evento, los bienes o dinero permanecerán 
congelados hasta tanto se produzca la decisión judicial.

El juez federal que intervenga con motivo del congelamiento dispuesto por la Unidad de Infor-
mación Financiera (UIF) podrá autorizar, a petición de parte, la realización de las operaciones en 
las que se probare que los bienes afectados fueran necesarios para sufragar gastos extraordi-
narios o gastos básicos, entre ellos el pago de alimentos, alquileres o hipotecas, medicamentos 
y tratamientos médicos, impuestos, primas de seguros y gastos de agua y electricidad, o exclu-
sivamente para pagar honorarios profesionales de un importe razonable o reembolsar gastos 
relacionados con la prestación de servicios jurídicos o tasas o cargos por servicios de tenencia 
o mantenimiento de fondos congelados u otros activos financieros o recursos económicos, de 
acuerdo a lo dispuesto en las Resoluciones 1452 (2002) y 1735 (2006) y modificatorias del Con-
sejo de Seguridad de las Naciones Unidas.

Capítulo IV | Procedimiento de inclusión y exclusión 
de personas designadas en las listas elaboradas de 
conformidad con las resoluciones pertinentes del 
Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas
Artículo 18 — Inclusión en las listas. A petición de algún organismo público nacional que tuviere 
motivos fundados para entender que una persona o entidad reúne los criterios para integrar las 
listas creadas por la Resolución 1267 (1999) y sucesivas del Consejo de Seguridad de las Nacio-
nes Unidas, el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, de considerarlo procedente, la comu-
nicará sin demora a los órganos de las Naciones Unidas, por los conductos correspondientes.

Artículo 19 — Solicitud de exclusión de las listas. Toda persona, grupo o entidad que tenga 
el carácter de persona designada dentro de las listas creadas por la Resolución 1267 (1999) y 
sucesivas del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, podrá formalizar una solicitud para 
ser excluido de dichos listados.

En la solicitud se deben explicar las razones por las cuales la persona o entidad del caso ya no 
reúne los criterios de inclusión en las listas de acuerdo a la Resolución 1989 (2011) y sus sucesi-
vas y modificatorias del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas.

Si la petición no fuera formalizada directamente ante la Oficina del Ombudsman del Comité del 
Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, creado en virtud de las Resoluciones 1267 (1999) 
y 1989 (2011) de las Naciones Unidas, deberá ser presentada ante el Ministerio de Relaciones 
Exteriores y Culto para que éste canalice la solicitud por la vía pertinente.
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Artículo 20 — Expedición del Comité del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas. Una 
vez que el Comité del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas se expida sobre la proce-
dencia o no del pedido de exclusión de la persona, grupo o entidad de las listas, el Ministerio de 
Relaciones Exteriores y Culto comunicará la decisión al interesado, a la Unidad de Información Fi-
nanciera (UIF) y, en su caso, al juzgado federal que intervenga si existieren actuaciones iniciadas 
como consecuencia del congelamiento administrativo de bienes o dinero.

Si el Comité hubiera decidido excluir a la persona, grupo o entidad de las listas del Consejo 
de Seguridad de las Naciones Unidas, la comunicación del Ministerio de Relaciones Exteriores y 
Culto conllevará el inmediato levantamiento del congelamiento de los bienes o dinero afectados 
en las actuaciones correspondientes.

Capítulo V | Supervisión “in-situ”, sanciones 
y exención de responsabilidad
Artículo 21 — Supervisión “in situ” y sanciones. La Unidad de Información Financiera (UIF), en 
el marco de su competencia, efectuará el procedimiento de supervisión, fiscalización e inspec-
ción “in situ” del cumplimiento de las resoluciones que dispongan el congelamiento administra-
tivo de bienes o dinero, por parte de los sujetos obligados y sancionará su incumplimiento, de 
conformidad con lo establecido por la Ley N° 25.246 y sus modificatorias.

Artículo 22 — Exención de Responsabilidad. Los órganos de aplicación mencionados en el 
presente Decreto, así como también los funcionarios y empleados que se desempeñen en éstos, 
estarán exentos de responsabilidad civil, administrativa y penal por aplicar de buena fe y de acuer-
do a la normativa vigente el congelamiento administrativo de los bienes o dinero.

Capítulo VI | Registro Público De Personas Y Entidades 
Vinculadas A Actos De Terrorismo Y Su Financiamiento.

Capítulo incorporado por art. 2° del Decreto N° 
489/2019 B.O. 17/7/2019. Vigencia: a partir del día 
siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de 
La República Argentina

Artículo 23 — Creación. Créase el Registro Público de Personas y Entidades Vinculadas a Actos 
de Terrorismo y su Financiamiento (RePET), el que funcionará en el ámbito del Ministerio de 
Justicia y Derechos Humanos.

Artículo 24 — Finalidad. El Registro tendrá como fin brindar acceso e intercambio de 
información sobre personas humanas, jurídicas y entidades vinculadas a actos de terrorismo y/o 
su financiamiento y facilitar la cooperación doméstica e internacional para prevenir, combatir y 
erradicar el terrorismo y su financiamiento.

El registro será de acceso público con los alcances que establezca el ministerio de justicia y 
derechos humanos, resguardando la protección de datos a través de las medidas de seguridad 
pertinentes y determinando la forma de acceso a la información.
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Las áreas competentes del ministerio de relaciones exteriores y culto, del ministerio de segu-
ridad y de sus fuerzas policiales y de seguridad federales, de la Unidad de Información Financiera 
(UIF), entidad creada con autonomía y autarquía financiera por el artículo 5° de la Ley N° 25.246 
y sus modificatorias, y de la dirección nacional de migraciones, organismo dependiente del mi-
nisterio del interior, obras públicas y vivienda, tendrán acceso directo a los datos del registro 
para el cumplimiento de sus funciones. la Unidad de Información Financiera (UIF) hará saber los 
datos contenidos en el registro a los sujetos obligados identificados en el artículo 20 de la Ley N° 
25.246 y sus modificatorias y a solicitud de sus pares extranjeras.

Artículo 25: Información a inscribir. Deberá inscribirse en el Registro la información 
correspondiente a:
a. Toda persona humana, jurídica o entidad sobre la que haya recaído resolución judicial o del MI-

NISTERIO PÚBLICO FISCAL que le impute o admita la formalización de una investigación por 
alguno de los delitos cometidos con la finalidad específica del artículo 41 quinquies o alguno 
de los delitos del artículo 306 del Código Penal de la Nación, o aquellos delitos equivalentes 
vigentes con anterioridad a la sanción de la Ley Nº 26.734.

b. Toda persona humana, jurídica o entidad incluida en las listas elaboradas de conformidad 
con la Resolución 1267 (1999) y sucesivas y concordantes del Consejo de Seguridad de las 
Naciones Unidas.

c. Toda persona humana, jurídica o entidad sobre la cual la Unidad de Información Financiera 
(UIF) haya ordenado el congelamiento administrativo de activos previsto en el artículo 6°, 
último párrafo, de la Ley N° 26.734 y el presente decreto.

Artículo 26: Datos registrables. El Registro deberá contener los datos que permitan identificar 
fehacientemente a la persona humana, jurídica o entidad, su situación procesal actualizada y la 
autoridad judicial o administrativa que dispuso la medida de que se trate.

Artículo 27 — Inscripción por resolución judicial. Será anotado en el registro el testimonio de 
toda resolución judicial o dictamen del Ministerio Público Fiscal sobre alguna persona humana, 
jurídica o entidad imputada por los delitos previstos en el artículo 25, apartado a) del presente, 
inclusive las resoluciones en los términos de los artículos 282, 283 o 294 del código procesal 
penal de la nación aprobado por Ley N° 23.984 y sus modificaciones, o acto procesal equivalente 
del código procesal penal federal (T.O. 2019), autos de procesamiento, autos de prisión preventiva, 
autos de rebeldía y paralización de causa, autos de elevación a juicio, sentencias condenatorias, 
absolutorias, o toda otra resolución judicial asimilable del código procesal penal federal (T.O. 
2019). De la misma manera, se pondrán a disposición del Registro testimonio de las resoluciones 
que en su caso pongan fin a su situación procesal, a los fines de mantener actualizada la 
información del registro y, en caso de corresponder, proceder a la remoción de la persona humana 
o jurídica o entidad del Registro, de así disponerlo expresamente la resolución judicial respectiva.

Artículo 28 — Inscripción de personas o entidades incluidas en las listas elaboradas por 
el Consejo de Seguridad de Las Naciones Unidas. Las autoridades del Registro procederán 
a la inscripción de los listados consolidados y actualizados de personas humanas, jurídicas o 
entidades designadas por el Consejo de Seguridad de Las Naciones Unidas de conformidad con 
la Resolución N° 1267 (1999) y sus sucesivas y modificatorias.

Artículo 29 — Inscripción por congelamiento administrativo dispuesto por la UIF. La 
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Unidad de Información Financiera (UIF) comunicará al Registro el Congelamiento Administrativo 
de activos a los fines de su inscripción en la misma oportunidad en que lo comunique al Juez 
competente.

Artículo 30 — Efectos de la inscripción. Sobre las personas humanas, jurídicas o entidades 
incorporadas en el registro la Unidad de Información Financiera (UIF) deberá disponer el 
congelamiento de activos de conformidad al artículo 6°, último párrafo, de la Ley N° 26.734, si del 
análisis que realiza se verifican operaciones sospechosas vinculadas al artículo 306 del Código 
Penal de la Nación, si no lo hubiese efectuado con anterioridad.

Artículo 31 — Deber de reporte a la UIF. Los sujetos obligados a brindar información por la 
Ley Nº 25.246 y sus modificatorias, sin perjuicio de las obligaciones que le son propias, deberán 
reportar a la Unidad de Información Financiera (UIF) las operaciones realizadas o tentadas en las 
que intervengan las personas humanas, jurídicas o entidades incorporadas en el Registro.

Artículo 32 — Personas extranjeras inscriptas. Sobre las personas extranjeras incorporadas 
en el Registro regirá el impedimento de ingreso al país en los términos del artículo 29 de la Ley 
de Migraciones N° 25.871 y sus modificatorias.

Artículo 33 — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y ar-
chívese.
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Resolución UIF 12/2011

Capítulo I | Objeto y definiciones
Artículo 1 — Objeto. La presente Resolución tiene por objeto establecer las medidas y Procedi-
mientos mínimos que el Banco Central de la República Argentina deberá observar para prevenir, 
detectar y reportar los hechos, actos, operaciones u omisiones que puedan estar vinculadas a la 
comisión de los delitos de Lavado de Activos y Financiación del Terrorismo.

Artículo 2 — Definiciones. A los efectos de la presente Resolución se entenderá por:
a)	 Sujeto Obligado: el Banco Central de la República Argentina;
b)	 Cliente: son clientes del Banco Central de la República Argentina las entidades reguladas por 

la Ley N° 21.526 y la Ley N° 18.924 y sus modificatorias, y todas aquellas personas físicas o 
jurídicas alcanzadas por su regulación, supervisión, fiscalización y/o control;

Inciso sustituido por art. 1 de la Resolución N° 
92/2012 de la Unidad de Información Financiera B.O. 
30/05/2012.

c)	 Reportes Sistemáticos: son aquellas informaciones que obligatoriamente deberán remitir los 
sujetos obligados a la Unidad de Información Financiera en forma mensual, mediante sistema 
“on line”, conforme a las obligaciones establecidas en los artículos 14 inciso 1) y 21 inciso a) 
de la Ley N° 25.246 y modificatorias, de acuerdo al cronograma y modalidades que oportuna-
mente se dicten;

d)	 Operaciones Inusuales: Son aquellas operaciones tentadas o realizadas en forma aislada o 
reiterada, sin justificación económica y/o jurídica, que no guardan relación con el perfil econó-
mico-financiero del Cliente, desviándose de los usos y costumbres en las prácticas de merca-
do, ya sea por su frecuencia, habitualidad, monto, complejidad, naturaleza y/o características 
particulares;

e)	 Operaciones Sospechosas: son aquellas operaciones tentadas o realizadas, que habiéndose 
identificado previamente como inusuales, luego del análisis y evaluación realizados por el Ban-
co Central de la República Argentina, las mismas no guardan relación con las actividades líci-
tas declaradas por el Cliente, ocasionando sospecha de Lavado de Activos o aun tratándose 
de operaciones relacionadas con actividades lícitas, exista sospecha de que estén vinculadas 
o que vayan a ser utilizadas para la Financiación del Terrorismo;

f)	 Propietario / Beneficiario: se refiere a las personas físicas que tengan como mínimo el veinte 
(20) por ciento del capital o de los derechos de voto de una persona jurídica o que por otros 
medios ejerzan el control final, directo o indirecto sobre una persona jurídica.
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Capítulo II | Políticas para prevenir e impedir el lavado de 
activos y la financiación del terrorismo. Información del artículo 
21 incisos a) y b) de la Ley N° 25.246 y modificatorias
Artículo 3 — El Banco Central de la República Argentina en su carácter de organismo de contra-
lor específico de la actividad, establecerá los procedimientos que deberán cumplir las entidades 
reguladas por la Ley N° 21.526 y la Ley N° 18.924 y sus modificatorias que se encuentren sujetas 
a la autorización y fiscalización del mismo, a efectos de:
a)	 Evitar que las entidades contraten o mantengan relaciones comerciales con sus clientes, 

cuando sea de imposible cumplimiento o se detecten irregularidades en la aplicación de las 
políticas de identificación y conocimiento del cliente, conforme la normativa vigente;

b)	 Aplicar por parte de las entidades, medidas de identificación y conocimiento de los clientes 
existentes, sobre la base del riesgo de Lavado de Activos y Financiación del Terrorismo que 
éstos representen;

c)	 Recabar por parte de las entidades, información acerca de los antecedentes personales y 
laborales de sus empleados, de manera de reducir al mínimo la posibilidad de que los mismos 
estén vinculados al Lavado de Activos y a la Financiación del Terrorismo. Esta información 
deberá mantenerse permanentemente actualizada;

d)	 Imponer a las entidades para que en todas las sucursales y subsidiarias que posean en el 
exterior, se observen que las medidas de prevención y lucha contra el Lavado de Activos y la 
Financiación del Terrorismo sean uniformes a las que se aplican en el país.
En caso de divergencia entre las normas de Argentina y otros países en relación a la aplicación 

de las medidas mencionadas con anterioridad, las sucursales y subsidiarias extranjeras deberán 
aplicar el estándar más alto. En el supuesto que una sucursal extranjera no pudiera observar las 
medidas de acción tendientes a prevenir el Lavado de Activos y la Financiación del Terrorismo, 
por encontrarse prohibido por las leyes locales, deberá informarse esta circunstancia al Banco 
Central de la República Argentina. Igual procedimiento debe preverse para las sucursales y sub-
sidiarias que se encuentren ubicadas en países que no aplican, o lo hacen insuficientemente, las 
recomendaciones del Grupo de Acción Financiera Internacional.
e)	 Establecer las medidas preventivas que deberán adoptar las entidades a efectos de prevenir el 

uso de los desarrollos tecnológicos en maniobras de Lavado de Activos y de Financiación del 
Terrorismo.

f)	 Fijar la documentación que las entidades deberán requerir a las personas expuestas política-
mente a efectos de establecer en forma razonable el origen de los fondos, en concordancia 
con las obligaciones dispuestas por la Resolución de la Unidad de Información Financiera en 
la materia.

g)	 Regular las medidas que deberán adoptar las entidades sobre la prevención de Lavado de Ac-
tivos y la Financiación del Terrorismo relacionados con la banca corresponsal transfronteriza.

h)	 Regular los procedimientos a aplicar a efectos de determinar el Propietario/Beneficiario del 
cliente.

Artículo 4 — Política de prevención y lucha contra el Lavado de Activos y la Financiación del 
Terrorismo. A los fines del correcto cumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 
21, incisos a) y b) de la Ley N° 25.246 y modificatorias, el Banco Central de la República Argentina 
deberá adoptar una política de prevención y lucha en materia de Lavado de Activos y Financia-
ción del Terrorismo, de conformidad a la normativa vigente. La misma deberá contemplar como 
mínimo:
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a)	 La elaboración de un manual que contendrá los mecanismos y procedimientos para la pre-
vención de Lavado de Activos y la Financiación del Terrorismo, que deberá adecuarse a las 
particularidades de su actividad;

b)	 La designación de un Oficial de Cumplimiento conforme lo establece el artículo 20 del Decreto 
N° 290/07 y modificatorio;

c)	 La implementación de un sistema de auditorías periódicas;
d)	 La evaluación de los controles implementados por las entidades reguladas por la Ley N° 21.526 

y la Ley N° 18.924 y sus modificatorias en la prevención del Lavado de Activos y la Financia-
ción del Terrorismo, con la limitación del acceso a los reportes de operaciones sospechosas y 
al registro de análisis y gestión de riesgo de las operaciones sospechosas reportadas por las 
entidades financieras y cambiarias, los que se encuentran amparados por el artículo 22 de la 
Ley N° 25.246 y sujetos a la supervisión exclusiva de la Unidad de Información Financiera;

e)	 La adopción de un programa formal de capacitación orientado al personal, a fin de poder de-
tectar posibles operaciones sospechosas en cada una de las actividades y verificaciones en 
las que les corresponda actuar;

f)	 La elaboración de un registro escrito del análisis y gestión de riesgo de las operaciones sos-
pechosas reportadas por el Banco Central de la República Argentina. El mencionado registro 
tendrá tratamiento confidencial por encontrarse amparado en las previsiones del artículo 22 
de la Ley N° 25.246 y modificatorias;

g)	 La implementación de herramientas tecnológicas acordes con el desarrollo operacional del 
Banco Central de la República Argentina, que le permita establecer de una manera eficaz los 
sistemas de control y prevención de Lavado de Activos y de Financiación del Terrorismo; así 
como también software u otras herramientas tecnológicas que le permita analizar o monito-
rear distintas variables para predecir ciertos comportamientos y detectar posibles operacio-
nes sospechosas.

Artículo 5 — Manual de Procedimientos. El manual de procedimientos para la prevención de 
Lavado de Activos y la Financiación del Terrorismo deberá contemplar, como mínimo, los siguien-
tes aspectos:
a)	 Políticas coordinadas de control interno;
b)	 Política de prevención;
c)	 Funciones de la auditoría y los procedimientos del control interno que se establezcan tendien-

tes a evitar el Lavado de Activos y la Financiación del Terrorismo;
d)	 Pautas que cada funcionario o empleado debe cumplir, según los mecanismos de control y 

prevención;
e)	 Los sistemas de capacitación;
f)	 Políticas y procedimientos de conservación de documentos;
g)	 El proceso a seguir para atender a los requerimientos de información efectuados por la Unidad 

de Información Financiera y por el Oficial de Cumplimiento;
h)	 Metodologías y criterios para analizar y evaluar la información que permita detectar operacio-

nes sospechosas y el procedimiento para el reporte de las mismas;
i)	 Desarrollo y descripción de otros mecanismos que el Banco Central de la República Argentina 

considere conducentes para prevenir y detectar operaciones de Lavado de Activos y de Finan-
ciación del Terrorismo;

j)	 Los procedimientos de segmentación del mercado de acuerdo con la naturaleza específica de 
las operaciones, el perfil de los Clientes, las características del mercado, las clases del pro-
ducto o servicio, como así también cualquier otro criterio que a juicio del Banco Central de la 
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República Argentina resulte adecuado para generar señales de alerta cuando las operaciones 
de los Clientes se aparten de los parámetros establecidos como normales.

Artículo 6 — Disponibilidad del manual de procedimiento. El manual de procedimiento debe 
estar siempre actualizado, debiéndose dejar constancia escrita de su recepción y lectura por 
todos los funcionarios y empleados. Asimismo deberá permanecer siempre a disposición de la 
Unidad de Información Financiera.

Artículo 7 — Designación del Oficial de Cumplimiento. Se deberá designar un Oficial de Cum-
plimiento conforme lo previsto en el artículo 20 bis de la Ley N° 25.246 y modificatorias y en el 
Decreto N° 290/07 y su modificatorio. La designación del Oficial de Cumplimiento deberá recaer 
en un funcionario de alta jerarquía del Organismo.

El Oficial de Cumplimiento tendrá a su cargo formalizar las presentaciones que deban efec-
tuarse en el marco de las obligaciones establecidas por la ley y las directivas e instrucciones 
emitidas por esta Unidad de Información Financiera.

No obstante ello, la responsabilidad del deber de informar conforme el artículo 21 de la Ley N° 
25.246 y modificatorias corresponderá exclusivamente al titular del Organismo.

Deberá comunicarse a la Unidad de Información Financiera el nombre y apellido, tipo y número 
de documento de identidad, cargo que ocupa, fecha de designación y número de CUIT o CUIL, los 
números de teléfono, fax, dirección de correo electrónico y lugar de trabajo de dicho funcionario. 
Esta comunicación debe efectuarse de acuerdo a lo dispuesto por la Resolución UIF N° 50/11 (o 
la que en el futuro la complemente, modifique o sustituya) y además, por escrito en la sede de la 
Unidad de Información Financiera acompañándose toda la documentación de respaldo.

El Oficial de Cumplimiento deberá constituir domicilio, donde serán válidas todas las notifica-
ciones efectuadas.

Cualquier sustitución que se realice del mismo deberá comunicarse fehacientemente a la Uni-
dad de Información Financiera dentro de los quince (15) días de realizada, señalando las causas 
que dieron lugar al hecho. El Oficial de Cumplimiento debe gozar de absoluta independencia y 
autonomía en el ejercicio de las responsabilidades y funciones que se le asignan, debiendo ga-
rantizársele acceso irrestricto a toda la información que requiera en cumplimiento de las mismas.

Podrá designarse asimismo un Oficial de Cumplimiento suplente, quien desempeñará las fun-
ciones del titular en caso de ausencia, impedimento o licencia de este último. A estos fines debe-
rán cumplirse los mismos requisitos y formalidades que para la designación del titular.

Los Sujetos Obligados deberán comunicar a esta Unidad de Información Financiera, dentro de 
los cinco (5) días de acaecidos los hechos mencionados en el párrafo precedente, la entrada en 
funciones del Oficial de Cumplimiento suplente, los motivos que la justifican y el plazo durante el 
cual se encontrará en funciones.

Artículo sustituido por art. 2 de la Resolución N° 
1/2012 de la Unidad de Información Financiera B.O. 
09/01/2012. 

Artículo 8 — Funciones del Oficial de Cumplimiento. El Oficial de Cumplimiento tendrá, como 
mínimo, las siguientes funciones:
a)	 Proponer, diseñar e implementar los procedimientos y el control necesarios para prevenir, 

detectar y reportar las operaciones que puedan estar vinculadas a los delitos de Lavado de 
Activos y de Financiación del Terrorismo;

b)	 Proponer, diseñar e implementar políticas de capacitación a los empleados e integrantes del 
Banco Central de la República Argentina;
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c)	 Velar por el cumplimiento de los procedimientos y políticas implementadas dentro del Banco 
Central de la República Argentina para prevenir, detectar y reportar operaciones que puedan 
estar vinculadas a los delitos de Lavado de Activos y de Financiación del Terrorismo;

d)	 Analizar en la medida de su competencia específica las operaciones de las entidades, a fin de 
detectar eventuales operaciones sospechosas;

e)	 Formular los reportes de operaciones sospechosas de acuerdo a lo establecido en la presente 
Resolución;

f)	 Llevar un registro de las operaciones consideradas sospechosas de Lavado de Activos y de 
Financiación del Terrorismo reportadas;

g)	 Dar cumplimiento a las requisitorias efectuadas por la Unidad de Información Financiera en 
ejercicio de sus facultades legales;

h)	 Controlar la observancia de la normativa vigente en materia de prevención de Lavado de Acti-
vos y Financiación del Terrorismo;

i)	 Asegurar la adecuada conservación y custodia de la documentación concerniente a las opera-
ciones sospechosas;

j)	 Confeccionar un registro interno de los países y territorios declarados no cooperativos con el 
Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI);

k)	 Examinar las nuevas tipologías de Lavado de Activos y de Financiación del Terrorismo a los 
efectos de actualizar el sistema de prevención interno y alertar a las entidades sobre los me-
canismos utilizados.

Artículo 9 — Auditoría interna. Deberá preverse un sistema de auditoría interna anual que tenga 
por objeto verificar el cumplimiento efectivo de los procedimientos y políticas de prevención con-
tra el Lavado de Activos y la Financiación del Terrorismo.

Los resultados que arrojen los procedimientos de auditoría aplicados deberán ser comunica-
dos al Oficial de Cumplimiento. En el caso que este último detecte deficiencias en cuanto a la 
implementación y cumplimiento de las políticas de prevención de Lavado de Activos y la Finan-
ciación del Terrorismo, deberá adoptar las medidas necesarias para corregir las mismas.

Artículo 10 — Programa de Capacitación. El Banco Central de la República Argentina deberá 
desarrollar un programa de capacitación dirigido a sus funcionarios y empleados en materia de 
prevención de Lavado de Activos y Financiación del Terrorismo que debe contemplar:
a)	 La difusión de la presente Resolución y la correspondiente al sector financiero y cambiario y 

sus modificaciones, así como la información sobre técnicas y métodos para prevenir, detectar 
y reportar operaciones sospechosas;

b)	 La realización de cursos, al menos una vez al año, donde se aborden entre otros aspectos, el 
contenido de las políticas de prevención de Lavado de Activos y Financiación del Terrorismo.

Capítulo III | Conservación de la documentación.Información 
del artículo 21 inciso a) de la Ley Nº 25.246 y modificatorias
Artículo 11 — Conservación de la documentación. Conforme lo establecido por el artículo 21 in-
ciso a) de la Ley N° 25.246 y modificatorias y su decreto reglamentario, el Banco Central de la Re-
pública Argentina deberá conservar de manera suficiente por el plazo de 10 años, para que sirva 
como elemento de prueba en toda investigación en materia de Lavado de Activos y Financiación 
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del Terrorismo, toda la documentación y soporte informático de las operaciones sospechosas 
detectadas, que permita la reconstrucción de las transacciones.

Capítulo IV | Reporte sistemático. Información del artículo 
21 inciso a) de la Ley N° 25.246 y modificatorias
Artículo 12 — Reporte Sistemático. El Banco Central de la República Argentina deberá comu-
nicar a la Unidad de Información Financiera conforme lo establecido en los artículos 14 inciso 
1) y 21 inciso a) de la Ley N° 25.246 y modificatorias las informaciones que oportunamente se 
indiquen, en formato digital, hasta el día quince (15) de cada mes o hábil posterior.

El sistema de reporte sistemático entrará en vigencia, conforme el cronograma que se fije y 
deberá cursarse a través de los medios y con el formato que a tal efecto establecerá oportuna-
mente mediante Resolución la Unidad de Información Financiera.

Capítulo V | Reporte de operaciones sospechosas de lavado 
de activos y financiación del terrorismo. Información del 
artículo 21 inciso b) de la Ley N° 25.246 y modificatorias
Artículo 13 — Reporte de Operaciones Sospechosas. El Banco Central de la República Argen-
tina deberá reportar, conforme lo establecido en el artículo 21 inciso b) de la Ley N° 25.246 y 
modificatorias, aquellas operaciones inusuales que, de acuerdo a la idoneidad exigible en función 
de la actividad que realiza y el análisis efectuado, considere sospechosas de Lavado de Activos 
o de Financiación del Terrorismo.

Deberán ser especialmente valoradas:
a)	 Las operaciones en las cuales las entidades reguladas por la Ley N° 21.526 y la Ley N° 18.924 

y sus modificatorias sujetas al contralor del Banco Central de la República Argentina pudieran 
encontrarse involucradas;

b)	 La detección durante el transcurso de los procedimientos de verificación y fiscalización en el 
marco de la Ley N° 21.526 y de la Ley N° 18.924 y sus modificatorias, de operaciones en las 
cuales se observaren las siguientes circunstancias que se describen a mero título enunciativo:
1.	 Depósitos o extracciones por montos importantes no usuales de dinero en efectivo, efec-

tuados por personas físicas o jurídicas, siendo su operatoria normal la utilización de che-
ques u otros instrumentos financieros, y/o que su actividad declarada no justifique las 
transacciones por el tipo y volumen del negocio;

2.	 Aumentos sustanciales en los depósitos en efectivo de personas físicas o jurídicas sin 
causa aparente, especialmente cuando los mismos son transferidos dentro de un breve 
espacio de tiempo, a un destino que no está normalmente relacionado con el cliente;

3.	 Depósitos de dinero en efectivo, efectuado por clientes mediante sucesivas operaciones 
por montos no significativos, pero el conjunto de tales depósitos es relevante;

4.	 Depósitos u otras transacciones que involucren instrumentos falsificados o de dudosa 
autenticidad;

5.	 Depósitos de grandes cantidades de dinero en efectivo fuera del horario de atención al 
público, evitando con ello el contacto directo con el personal de la entidad;
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6.	 Frecuentes o importantes cambios por caja de pesos o monedas extranjeras o viceversa, 
sin que estén justificados por la actividad profesional o comercial del cliente;

7.	 Operaciones en las cuales el cliente no posea dentro del perfil declarado condiciones para 
la operatoria a efectuar, configurando la posibilidad de no estar operando en su propio 
nombre;

8.	 Numerosas cuentas por parte de un mismo cliente, cuyo importe total de depósitos in-
gresados, asciende a una importante suma y no se condice con la actividad declarada.

9.	 Cuentas de personas físicas o jurídicas que se utilizan para recibir o depositar sumas 
importantes que no tienen una finalidad o relación clara con el titular de la cuenta y/o su 
negocio.

10.	 Balanceo de los pagos con los depósitos realizados en el mismo día o en el día anterior.
11.	 Depósitos y/o retiros de sumas importantes de dinero de una cuenta que registra perío-

dos de inactividad.
12.	 Cuentas que reciben del exterior grandes sumas de dinero inapropiadas para su operatoria.
13.	 Cuentas que efectúan movimientos de fondos de importancia a través de los sistemas 

internacionales de transferencias o medios electrónicos de pagos (MEP), que no están justifi-
cados por las características y volumen de negocio del cliente.

14.	 Cuentas que prácticamente no tienen movimiento, pero que se utilizan esporádicamente 
para la recepción o envío de grandes sumas sin finalidad o justificación en relación con la 
personalidad y el negocio del cliente.

15.	 Cuenta abierta por una persona jurídica o una organización que tiene la misma dirección 
que otras compañías y organizaciones, y para las cuales las mismas personas tienen 
firma autorizada, cuando no existe aparentemente ninguna razón económica o legal para 
dicho acuerdo (por ejemplo, personas que ocupan cargo de directores de varias compa-
ñías residentes en el mismo lugar). Se debe prestar especial atención cuando alguna/s de 
las compañía/s u organización/es estén ubicadas en paraísos fiscales y su objeto social 
sea la operatoria “off shore”;

16.	 Cuenta con firma autorizada de varias personas entre las cuales no parece existir ninguna 
relación (ya sean lazos familiares o relaciones comerciales). Se debe prestar especial 
atención cuando ellas tengan fijado domicilio en paraísos fiscales y declaren operatoria 
“off shore”.

17.	 Cuenta abierta a nombre de una entidad, una fundación, una asociación o una mutual, 
que muestra movimientos de fondos por encima del nivel de ingresos normales o habi-
tuales, sin justificación económica o jurídica, teniendo en cuenta la actividad declarada, 
como así también el perfil del cliente.

18.	 Cambio del nombre y la dirección del beneficiario de la carta de crédito justo antes del pago.
19.	 Cambio del lugar del pago de la carta de crédito.
20.	 Uso de cartas de crédito y otros métodos de financiación comercial para mover dinero 

entre países, en los que dicho comercio no es lógico respecto al negocio o actividad del 
cliente.

21.	 Operaciones de comercio exterior —importaciones y exportaciones— articuladas con 
gran sofisticación a través de diversos mecanismos, donde no existe movimiento real de 
mercaderías.

22.	 Exportaciones ficticias o sobrefacturación/subfacturación de operaciones de exporta-
ción.

23.	 Importaciones ficticias o sobrefacturación/subfacturación de operaciones de importación.
24.	 Transferencias electrónicas que no contienen todos los datos necesarios para poder re-

construir la transacción.
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25.	 Operaciones de comercio exterior —especialmente transferencias— que tengan como ori-
ginante o beneficiario, a una fundación, asociación u otra organización sin fines de lucro, 
que no pueda acreditar fehacientemente el origen de los fondos involucrados. Asimismo, 
dicho origen debe estar encuadrado dentro del perfil de cliente aportado por dicha orga-
nización.

26.	 Inversiones en compra de papeles públicos o privados dados en custodia a la entidad 
financiera cuyo valor aparenta ser inapropiado, dado el tipo de negocio del cliente.

27.	 Depósitos o transferencias de préstamos “backtoback” con sucursales, sub-sidiarias o 
filiales del banco, en áreas conocidas como paraísos fiscales o de países o territorios 
considerados no cooperativos por el Grupo de Acción Financiera Internacional. 

28.	 Movimientos significativos e inusuales en cuentas de valores en custodia.
29.	 Utilización frecuente por parte de clientes no habituales de cuentas de inversión especia-

les cuyo titular resulta ser la propia entidad financiera. Como por ejemplo: cuando se trate 
de operaciones vinculadas con fondos comunes de inversión.

30.	 Operaciones habituales con valores negociables —títulos valores—, mediante la utiliza-
ción de la modalidad de compraventa en el día y por idénticos volúmenes y valores no-
minales, aprovechando diferencias de cotización, cuando no condicen con la actividad 
declarada y el perfil del cliente.

31.	 Aportes de capital efectuados a entidades reguladas por la Ley N° 21.526 y la Ley N° 
18.924 y sus modificatorias, en efectivo o en valores no bancarios por importes muy 
significativos, sin investigar el origen de los mismos.

32.	 Devoluciones de aportes irrevocables de capital o reducción de capital en entidades regu-
ladas por la Ley N° 21.526 y la Ley N° 18.924 y sus modificatorias por importes muy sig-
nificativos sin una finalidad concreta, justificación económica o propósito legal evidente.

33.	 Aportes de capital provenientes de sociedades constituidas y domiciliadas en jurisdiccio-
nes que impidan conocer las filiaciones de sus accionistas y/o miembros de sus órganos 
de administración y/o fiscalización.

34.	 Compras o ventas de inmuebles por parte de las compañías financieras o cambiarias por 
valores muy disímiles a los de mercado.

35.	 Adquisición total o parcial del paquete accionario de empresas por parte de personas 
físicas o jurídicas, cuando se produzcan a valores que no guardan relación con las con-
diciones de mercado, o se concierten a precios sustancialmente superiores sin una jus-
tificación real.

36.	 Cuando se produzcan fusiones o absorciones entre dos o más entidades, celebradas a 
precios que no guardan relación con los valores de mercado, sin tener una justificación 
valedera para dicha operatoria.

37.	 Transferencias de grandes cantidades de dinero hacia o desde el extranjero con instruc-
ciones de pagar en efectivo.

38.	 Clientes presentados por una sucursal, filial o banco extranjero con base en países o te-
rritorios considerados como “paraísos fiscales” o no cooperativos por el Grupo de Acción 
Financiera Internacional.

39.	 Entidades que efectúan o reciben pagos regulares y en grandes cantidades, incluyendo 
operaciones telegráficas, hacia o desde países considerados como “paraísos fiscales” o 
no cooperativos por el Grupo de Acción Financiera Internacional.

40.	 Acumulación de grandes saldos, que no son consistentes con las ventas o facturación del 
negocio del cliente, y posteriores transferencias a cuentas en el exterior.

41.	 Transferencias electrónicas de fondos efectuadas por clientes, con entrada y salida inme-
diata de la cuenta, o sin que pasen a través de una cuenta de los mismos.
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42.	 Operaciones frecuentes con cheques de viajero, giros en divisas u otros instru-mentos negocia-
bles, que no condicen con la actividad declarada o el perfil del cliente.

43.	 Transacciones internacionales para clientes/cuentas sin contarse con los antecedentes 
necesarios sobre dichas transacciones, o donde el negocio declarado del cliente no jus-
tifica dicha actividad.

44.	 Transferencias electrónicas de grandes sumas de dinero que no contienen los datos que 
permitan identificar claramente dichas transacciones.

45.	 Uso de múltiples cuentas personales o de cuentas de organizaciones sin fines de lucro 
o de beneficencia, para recolectar fondos y luego canalizarlos, inmediatamente o tras un 
breve período de tiempo a beneficiarios extranjeros.

46.	 Cuentas que se nutren con frecuencia de fondos procedentes de países o territorios con-
siderados como “paraísos fiscales” o identificados como no cooperativos por el Grupo de 
Acción Financiera Internacional en la lucha contra el lavado de dinero, así como transfe-
rencias frecuentes o de elevada cuantía a países del tipo anteriormente citado.

47.	 Clientes que cancelan inesperadamente préstamos.
48.	 Préstamos garantizados por terceras personas que no aparentan tener ninguna relación 

con el cliente.
49.	 Préstamos garantizados con propiedades, en los que el desembolso se hará en otra ju-

risdicción.
50.	 Dejar ejecutar las garantías para la amortización o cancelación de los préstamos. Se debe 

prestar especial atención cuando se haya utilizado el importe de ellos para actividades 
comerciales o transferido a otra sociedad, persona o entidad, sin causa económica apa-
rente que lo justifique.

51.	 Clientes que solicitan préstamos para capital de trabajo e inmediatamente de acreditado 
los fondos los transfieren a cuentas en el exterior, sin que medie una justificación econó-
mica o jurídica para ello.

52.	 Realización de frecuentes ingresos de efectivo, por ventanilla o por depósito nocturno, o 
retiros por caja de sumas elevadas, sin una aparente razón comercial que lo justifique por 
el tipo y volumen de negocio;

53.	 En el caso de tratarse de personas políticamente expuestas, se deberá prestar especial 
atención a las transacciones realizadas por las mismas, que no guarden relación con la 
actividad declarada y su perfil como cliente.

54.	 En caso que las entidades sospechen o tengan indicios razonables para sospechar la 
existencia de fondos vinculados o relacionados con el terrorismo, actos terroristas o 
con organizaciones terroristas, deberán poner en conocimiento de tal situación en forma 
inmediata a la Unidad de Información Financiera. A tales efectos se deberán tener en 
cuenta las Resoluciones del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, relativas a la 
prevención y represión del financiamiento del terrorismo.

Artículo 14 — Plazo de reporte de operaciones sospechosas de lavado de activos. El plazo máximo 
para reportar hechos u operaciones sospechosas de Lavado de Activos será de ciento cincuenta (150) 
días corridos contados a partir de la toma de conocimiento de la misma.

Artículo sustituido por art. 4 de la Resolución  
N° 1/2012 de la Unidad de Información Financiera  
B.O. 09/01/2012. 

Artículo 15 — Plazo de reporte de operaciones sospechosas de financiación de terrorismo. 
El plazo máximo para reportar hechos u operaciones sospechosas de financiación del terrorismo 
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será de cuarenta y ocho (48) horas contados a partir de la detección de la operación, habilitándo-
se días y horas inhábiles al efecto.

Artículo sustituido por Art. 6 de la Resolución N° 
92/2012 de la Unidad de Información Financiera, B.O. 
30.05.12.

Artículo 16 — Deber de fundar el reporte. El Reporte de Operaciones Sospechosas debe ser 
fundado y contener una descripción de las circunstancias por las cuales se considera que la 
operación detenta tal carácter.

Artículo 17 — Deber de acompañar documentación. El reporte de operaciones sospechosas 
deberá ajustarse a lo dispuesto en la Resolución UIF N° 51/2011 (o la que en el futuro la comple-
mente, modifique o sustituya).

Los Sujetos Obligados deberán conservar toda la documentación de respaldo de los mismos, 
la que permanecerá a disposición de esta Unidad de Información Financiera y deberá ser remitida 
dentro de las 48 horas de ser solicitada.

A tales efectos se reputan válidos los requerimientos efectuados por esta Unidad de Informa-
ción Financiera en la dirección de correo electrónico declarada por el sujeto obligado o por el oficial 
de cumplimiento, según el caso, de acuerdo a la registración prevista en el Resolución UIF N° 50/11 
(o la que en el futuro la complemente, modifique o sustituya).

Artículo sustituido por art. 6 de la Resolución 
N° 1/2012 de la Unidad de Información Financiera B.O. 
09/01/2012. 

Artículo 18 — Informe sobre la calidad del reporte. Con la finalidad de mejorar la calidad de los 
reportes de operaciones sospechosas, la Unidad de Información Financiera anualmente publicará 
informes sobre la calidad de los reportes recibidos.

Artículo 19 — Registro de operaciones sospechosas. El Banco Central de la República Argenti-
na deberá elaborar un registro o base de datos que contenga identificadas todas las operaciones 
sospechosas reportadas.

La información contenida en el aludido registro deberá resultar suficiente para permitir la re-
construcción de cualquiera de tales operaciones y servir de elemento probatorio en eventuales 
acciones judiciales.

Capítulo VI | Deber de colaboración. Artículo 21 
incisos a) y b) de la Ley N° 25.246 y modificatorias y 
artículo 14 del Decreto 290/07 y modificatorio
Artículo 20 — 

Artículo derogado por art. 4 de la Resolución 
N° 92/2012 de la Unidad de Información Financiera 
B.O. 30/05/2012. 
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Artículo 21 — 
Artículo derogado por art. 4 de la Resolución  
N° 92/2012 de la Unidad de Información Financiera 
B.O. 30/05/2012.

Capítulo VII | Disposiciones transitorias
Artículo 22 — Apruébase el Anexo de la presente Resolución.

Artículo 23 — El Sujeto Obligado, a los efectos de la presentación de los reportes sistemáticos y 
reporte de operaciones sospechosas electrónicos, deberá registrar ante la Unidad de Información 
Financiera al Oficial de Cumplimiento designado conforme el artículo 7 de la presente Resolución.

Artículo 24 — Derógase la Resolución UIF 15/2003 de la Unidad de Información Financiera.

Artículo 25 — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y ar-
chívese. 

Anexo
Anexo derogado por art. 13 de la Resolución 
N° 1/2012 de la Unidad de Información Financiera B.O. 
09/01/2012.
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Resolución UIF 165/2011
Artículo 1 — Sustitúyase el Anexo I de la Resolución UIF Nº 104/2010 por el Anexo I de la pre-
sente denominado: “Directiva del deber de colaboración y procedimiento de supervisión del cum-
plimiento de las obligaciones establecidas por la Ley N° 25.246 y sus modificatorias, conforme 
la normativa dictada por esta unidad de información financiera, dirigida al Banco Central de la 
Republica Argentina, a la Comisión Nacional de Valores y a la Superintendencia de Seguros de la 
Nación”.

Artículo 2 — Sustituir el Anexo II de la Resolución UIF Nº 104/2010 por El Anexo II de la 
presente denominado: Reglamentación del Procedimiento de Supervisión, Fiscalización e 
Inspección in situ del cumplimiento de las obligaciones establecidas por la LEY Nº 25.246 y sus 
modificatorias, conforme la normativa dictada por esta unidad de información financiera, por 
parte de los sujetos obligados no incluidos en el anexo i de la presente.

Artículo 3 — Sustitúyase el Anexo III de la Resolución UIF Nº 104/2010 por el Anexo III de la 
presente, denominado: orden de supervisión, fiscalización e inspección in situ.

Artículo 4 — Sustitúyase el Anexo iv de la Resolución UIF N° 104/2010 por el Anexo iv de la pre-
sente, denominado: “Acta de Requerimiento”.

Artículo 5 — Apruébese el Anexo v de la presente, denominado: “Nota de Requerimiento”.

Artículo 6 — Apruébese el Anexo vi de la presente, denominado “Acta de Constatación”.

Artículo 7 — 
Artículo derogado por art. 2° de la Resolución N° 
154/2018 de la Unidad de Información Financiera B.O. 
28/12/2018

Artículo 8 — La presente resolución comenzará a regir a partir de su publicación en el Boletín Oficial.

Artículo 9 — Regístrese, comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro 
Oficial y oportunamente, archívese.

Anexo I
Directiva del deber de colaboración y procedimiento de supervisión del cumplimiento de las obli-
gaciones establecidas por la Ley N° 25.246 y sus modificatorias, conforme la normativa dictada 
por esta Unidad de Información Financiera dirigida al Banco Central de la República Argentina, a 
la Comisión Nacional de Valores y a la Superintendencia de Seguros de la Nación.

Artículo 1 — El Banco Central de la República Argentina, la Comisión Nacional de Valores y la 
Superintendencia de Seguros de la Nación, en el marco de las supervisiones, fiscalizaciones e 
inspecciones in situ efectuadas conforme las Leyes N° 25.246 y modificatorias, 21.526, 18.924, 
17.811 y 20.091, proporcionarán a esta Unidad de Información Financiera toda la colaboración 
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necesaria a efectos de evaluar el cumplimiento por parte de los Sujetos Obligados (sujetos a 
su contralor específico), de las obligaciones establecidas por la Ley N° 25.246 y modificatorias, 
conforme la normativa dictada por esta Unidad de Información Financiera.

Artículo 2 — Las supervisiones, fiscalizaciones e inspecciones in situ serán efectuadas por los 
funcionarios designados por los citados Organismos, de acuerdo al manual de procedimiento de 
supervisión, fiscalización e inspección in situ y siguiendo las instrucciones y directivas impartidas 
por esta Unidad de Información Financiera. En las supervisiones, fiscalizaciones e inspecciones in 
situ podrán participar los funcionarios de esta Unidad de Información Financiera que se designen.

Artículo 3 — Los manuales de supervisión, fiscalización e inspección in situ deberán ser elabo-
rados con un enfoque basado en riesgo, que incluya el desarrollo de una matriz referida al sector 
económico supervisado. El manual y su matriz de riesgo deberán ser aprobados y revisados periódi-
camente por la Unidad de Información Financiera. Asimismo deberán estar actualizados, se dejará 
constancia escrita de su recepción y lectura por todos los funcionarios y empleados encargados de la 
realización de la supervisión, fiscalización e inspección in situ y se encontrará siempre a disposición 
de la Unidad de Información Financiera.

Artículo 4 — Se conformará un cuerpo de Inspectores capacitados y especializados en preven-
ción de Lavado de Dinero y Financiación del Terrorismo, quienes tendrán dedicación exclusiva en 
la materia.

Artículo 5 — Procedimiento de supervisión, fiscalización e inspección in situ.
a)	 El Banco Central de la República Argentina y la Comisión Nacional de Valores elaborarán un 

plan anual de supervisión, fiscalización e inspección in situ y lo remitirán a esta Unidad de 
Información Financiera, veinte (20) días antes del comienzo de cada año calendario.

La Superintendencia de Seguros de la Nación elaborará un plan trimestral de supervisión, 
fiscalización e inspección in situ y lo remitirá a esta Unidad de Información Financiera, veinte 
(20) días antes del comienzo de cada trimestre.

Asimismo, deberán informar, en forma trimestral, los Sujetos Obligados efectivamente su-
pervisados, fiscalizados e inspeccionados in situ; el estado de las supervisiones, fiscalizacio-
nes e inspecciones in situ y el avance efectuado, conforme al plan.

b)	 El Presidente de la Unidad de Información Financiera aprobará dichos planes, efectuando —en 
su caso— las modificaciones que considere pertinentes. Durante el transcurso del año calen-
dario, tanto esta Unidad de Información Financiera, como el Banco Central de la República 
Argentina, la Comisión Nacional de Valores y la Superintendencia de Seguros de la Nación, 
podrán sugerir, mediante decisión fundada, modificaciones a los planes originales. Las modi-
ficaciones deberán ser comunicadas a esta Unidad de Información Financiera para su aproba-
ción, con la debida antelación.

c)	 Dentro de los diez (10) días de finalizado cada procedimiento de supervisión, fiscalización e 
inspección in situ el Banco Central de la República Argentina, la Comisión Nacional de Valores 
y la Superintendencia de Seguros de la Nación, remitirán, a esta Unidad de Información Finan-
ciera los Informes Finales elaborados en virtud de los mismos.

El Informe Final confeccionado por cada organismo, que no será vinculante para el Presi-
dente de la Unidad de Información Financiera, deberá contener los antecedentes, las tareas 
realizadas, el análisis de la información y el resultado de la supervisión, fiscalización e inspec-
ción in situ. Con todo ello se formará un Expediente.
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En los casos en que “prima facie” se hubiera detectado algún incumplimiento de las obliga-
ciones establecidas por la Ley N° 25.246 y modificatorias, conforme la normativa dictada por 
esta Unidad de Información Financiera, los citados organismos remitirán, junto con los Infor-
mes Finales, toda la documentación respaldatoria, que posibilite la aplicación de lo previsto en 
el Capítulo iv de la Ley N° 25.246 y sus modificatorias.

d)	 Iniciado el expediente, la Unidad de Información Financiera analizará la información y, en su 
caso, la documentación aportada, y si se detectaran faltantes de información, documentación 
o cualquier otra inconsistencia, podrá requerir a los Organismos de Control las aclaraciones 
pertinentes.

e)	 Cumplido ello, la Unidad de Información Financiera se expedirá sobre la supervisión, fiscaliza-
ción e inspección in situ y, en su caso, resolverá acerca de la pertinencia de la sustanciación 
del Régimen Penal Administrativo, de acuerdo a lo dispuesto en el Capítulo iv de la Ley N° 
25.246 y sus modificatorias.

f)	 La información obtenida por el Banco Central de la República Argentina, la Comisión Nacional 
de Valores y la Superintendencia de Seguros de la Nación, en la supervisión, fiscalización e 
inspección in situ podrá ser utilizada por esos Organismos en el marco de sus competencias 
específicas, a cuyos efectos, deberán adoptar las medidas necesarias para salvaguardar las 
disposiciones del artículo 22 de la Ley N° 25.246 y sus modificatorias.

Artículo 6 — Las supervisiones, fiscalizaciones e inspecciones in situ que se encuentren en cur-
so, se realizarán conforme las pautas oportunamente emitidas por los respectivos Organismos 
de Control. Respecto de las mismas deberá cumplirse lo dispuesto en el punto c) del artículo 5 
del presente Anexo.

Anexo II
Reglamentación del procedimiento de supervisión, fiscalización e inspección in situ del cumpli-
miento de las obligaciones establecidas por la Ley N° 25.246 y sus modificatorias, conforme la 
normativa dictada por esta Unidad de Información Financiera, por parte de los sujetos obligados 
no incluidos en el anexo i de la presente.

Artículo 1 — Ámbito de Aplicación. El presente régimen se aplica a los procedimientos de su-
pervisión, fiscalización e inspección in situ del cumplimiento de las obligaciones establecidas por 
la Ley N° 25.246 y modificatorias, conforme la normativa dictada por esta Unidad de Información 
Financiera, por parte de los Sujetos Obligados no incluidos en el Anexo i de la presente.

Artículo 2 — Selección. El Comité de Selectividad basada en Riesgo propondrá al Presidente de 
la Unidad de Información Financiera los Sujetos Obligados a supervisar, fiscalizar e inspeccionar 
in situ.

Artículo 3 — Inicio. El inicio del procedimiento de supervisión, fiscalización e inspección in situ 
será dispuesto por el Presidente de la Unidad de Información Financiera.

Artículo 4 — Orden de Supervisión. El formulario denominado Orden de Supervisión, Fiscaliza-
ción e Inspección in situ (cuyo modelo conforma el Anexo iii de la presente Resolución) deberá 
individualizar al Sujeto Obligado sobre el cual se efectivizará la supervisión, consignándose su 
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nombre y apellido o razón social o, en su caso, el nombre de fantasía que utilice, número de CUIT 
y domicilio, como así también el objeto de la supervisión y la normativa aplicable.

La Orden de Supervisión, Fiscalización e Inspección in situ será suscripta por el Presidente 
de la Unidad de Información Financiera, en dos ejemplares, de igual tenor y efecto, y en ella se 
indicarán los agentes autorizados para llevar a cabo la misma.

Artículo 5 — Formación del expediente. Emitida la Orden de Supervisión, Fiscalización e Inspec-
ción in situ, se formará un expediente que contendrá todos los antecedentes del procedimiento.

Con la documentación relevada se podrán formar anexos, los que serán numerados y foliados 
en forma independiente, teniendo en cuenta el volumen de la documentación, a los fines de una 
mejor compulsa y orden de los actuados.

Artículo 6 — Acta y Nota de requerimiento. El procedimiento de supervisión, fiscalización e 
inspección “in situ” se sustanciará en forma actuada. Todo requerimiento de información podrá 
efectuarse utilizando el Acta o la Nota de Requerimiento (cuyo modelo conforma el Anexo iv y v 
respectivamente). De toda actuación realizada se deberá dejar constancia en el Acta de Consta-
tación (cuyo modelo conforma el Anexo vi de la presente Resolución).

Las actas deberán labrarse, en forma clara y legible, por los agentes designados para llevar 
adelante el procedimiento. En ellas deberá consignarse la Orden de Supervisión, Fiscalización e 
Inspección in situ en el marco de la cual se realiza, la fecha y la hora de la actuación, la identifica-
ción del sujeto obligado de que se trate y el domicilio donde se desarrolla la diligencia. Se deberá 
detallar la información o documentación solicitada, y en su caso, indicar el lugar, día y horario 
en que el Sujeto Obligado deberá poner la misma a disposición de los agentes de la Unidad de 
Información Financiera.

Se deberá dejar constancia, en forma detallada, de la totalidad de las tareas desarrolladas por 
los agentes intervinientes, de las manifestaciones efectuadas por el Sujeto Obligado, de la docu-
mental que se incorpore y que la actuación se encuentra amparada por el secreto establecido en 
el artículo 22 de la Ley N° 25.246.

Las actas serán firmadas por los agentes actuantes y por el Sujeto Obligado o el Oficial de 
Cumplimiento, según corresponda. En caso de ausencia debidamente justificada, podrá llevarse 
adelante el acto con presencia del apoderado u otra persona responsable que se encuentre en el 
lugar. En el caso que el Supervisado se negare a firmar, deberá dejarse constancia de tal circuns-
tancia.

Las actas se labrarán por duplicado y se entregará una copia de la misma al Sujeto Obligado, 
de lo cual también se dejará constancia. 

No se dejarán espacios en blanco y cualquier error o enmienda deberá salvarse al finalizar la 
misma. Asimismo, deberá dejarse constancia que se ha devuelto toda la documentación original 
en el mismo orden y estado de conservación en que se encontraba.

Igual tratamiento se dispondrá para la suscripción y entrega al Sujeto Obligado de la Orden de 
Supervisión, Fiscalización e Inspección in situ.

Artículo 7 — Deberes de los Agentes. Los agentes deberán:
a)	 Llevar a cabo el procedimiento ante el Sujeto Obligado requiriendo la presencia del mismo, 

del Oficial de Cumplimiento o de la máxima autoridad que se encuentre en el lugar donde se 
realice la verificación.

b)	 Llevar adelante el procedimiento procurando concretar en lo posible en un mismo acto, todas 
las diligencias que fuere menester realizar, con la mayor celeridad y economía procesal.

c)	 Dejar constancia en las respectivas actas del cumplimiento o incumplimiento, por parte del 
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Sujeto Obligado a los requerimientos efectuados; de la negativa del mismo a colaborar con las 
solicitudes que se le formulen; de la falta de atención por persona responsable alguna; o de 
cualquier otra circunstancia que consideren relevante para el trámite del procedimiento.

d)	 Certificar las copias de la documentación original que se les presentare, devolviendo en el 
mismo acto la original al Sujeto Obligado, dejando constancia de tal circunstancia en el acta.

e)	 Efectuar las notificaciones que sean necesarias.
f)	 Elevar el Informe Final al Presidente de la Unidad de Información Financiera.

Artículo 8 — Domicilio. A los fines del procedimiento de supervisión, fiscalización e inspección 
in situ se tendrá como válido el domicilio registrado por el Sujeto Obligado en la página Web de 
esta Unidad de Información Financiera, conforme lo establece la Resolución UIF N° 50/2011 (o la 
que la reemplace, modifique o sustituya en el futuro).

Si al inicio del procedimiento de supervisión, fiscalización e inspección in situ, el Sujeto Obliga-
do no hubiera cumplido con la registración prevista en la Resolución UIF N° 50/2011, las notifica-
ciones y/o requerimientos serán efectuados en la sede social o casa central del Sujeto Obligado, 
o en cualquier otro lugar donde el mismo realice efectivamente sus actividades. Allí serán válidas 
todas las notificaciones que se le cursaren.

Artículo 9 — Informe Final. Finalizado el procedimiento de supervisión, fiscalización e inspec-
ción in situ los agentes intervinientes elevarán al Presidente de la Unidad de Información Finan-
ciera un Informe Final, para su conocimiento. En dicho informe describirán claramente los proce-
dimientos efectuados, la documentación anexada, el análisis de la información y documentación 
aportada y las conclusiones obtenidas.

En su caso, el Presidente de la Unidad de Información Financiera resolverá acerca de la per-
tinencia de la sustanciación del Régimen Penal Administrativo, de acuerdo a lo dispuesto en el 
Capítulo iv de la Ley N° 25.246 y sus modificatorias.

Artículo 10 — Supervisión extra situ. Los agentes supervisores ejercerán, además de las super-
visiones, fiscalizaciones e inspecciones in situ, la supervisión general del cumplimiento por parte 
de los Sujetos Obligados de las obligaciones establecidas por la Ley N° 25.246 y sus modificato-
rias, conforme las normas dictadas por Unidad de Información Financiera.

A tales efectos, podrán supervisar el cumplimiento de las siguientes obligaciones:
1)	 Inscripción en el Sistema de Reporte de Operaciones (SRO);
2)	 Designación de Oficiales de Cumplimiento;
3)	 Presentación de Reportes Sistemáticos de Operaciones;
4)	 Cualquier otra obligación establecida por la Ley N° 25.246 y sus modificatorias, conforme la 

normativa dictada por esta Unidad de Información Financiera.
Con el fin de ejercer la supervisión de las citadas obligaciones, los agentes supervisores po-

drán efectuar los requerimientos e intimaciones necesarias a efectos de verificar el debido cum-
plimiento de las mismas.

A estos efectos se cumplirán, en lo que resulte de aplicación, los mismos procedimientos 
previstos para las supervisiones, fiscalizaciones e inspecciones in situ.

En su caso, el Presidente de la Unidad de Información Financiera resolverá acerca de la per-
tinencia de la sustanciación del Régimen Penal Administrativo de acuerdo a lo dispuesto en el 
Capítulo iv de la Ley N° 25.246 y sus modificatorias.
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Anexo III 
Orden de Supervisión, Fiscalización e Inspección in situ

Buenos Aires,
Orden de supervisión N° ........./20….

Sujeto Obligado:........................................................................................................

CUIT Nº:..................................................................................................................
Domicilio:..................................................................................................................

En mi carácter de Presidente de la Unidad de Información Financiera (Cerrito N° 264 
piso 3ro. de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires), le hago saber que de acuerdo a 
lo establecido en el artículo 14 inciso 7 de la Ley N° 25.246 y sus modificatorias, por 
medio de la presente se dispone la apertura del procedimiento de Supervisión Fisca-
lización e Inspección In Situ del cumplimiento de las obligaciones establecidas en la 
Ley N° 25.246 y modificatorias, conforme la normativa dictada por esta Unidad de 
Información Financiera, en su carácter de Sujeto Obligado de acuerdo a lo dispuesto 
en el inciso ……. del artículo 20 de la citada ley.

Se le hace saber también que los agentes ............………………………………………..…………..………
……, se encuentran legalmente facultados para sustanciar el referido procedimiento y 
requerir la documentación y/o información necesaria a esos efectos.

.............................................................		  ......................................................
Firma de los agentes intervinientes     		  Firma del Presidente de la UIF

Recepción por parte del Sujeto Obligado
(o constancia de su negativa a firmar)
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Anexo IV 
Acta de requerimiento

En la Ciudad de …………………………………………….., a los ……. días del mes de ………………… del año 
20……, siendo las …… horas, los Sres. …………………………………………..…………………………….. en carácter 
de agentes de la Unidad de Información Financiera, en virtud de las facultades conferidas 
por la Ley N° 25.246 y sus modificatorias, y en la Resolución UIF N°………../20….., se cons-
tituyen en el domicilio de ……………………….…….………………………., sito en la calle ……………………………… 
………………………. con la finalidad de dar cumplimiento a lo dispuesto en la Orden de Supervisión 
N° ……../20….. de fecha …….. de ………… de 20…, siendo atendidos por ………………….………………… 
………………………………………………………....… quien se identifica mediante ………………………………………, que 
exhibe y retiene para sí, en su carácter de ………………………………………., conforme lo acredita con 
…………………………..………………………..………………………………………...

Informado de la finalidad perseguida, y exhibidas las credenciales de identificación UIF, sí/
no permite nuestro ingreso y permanencia en el lugar.

En este acto se le requiere, bajo apercibimiento de Ley (artículo 24 de la Ley N° 25.246 y 
sus modificatorias), lo siguiente: ...........................................................................................
.................................................................................................................................................
.................................................................................................................................................
.................................................................................................................................................
.................................................................................................................................................
.................................................................................................................................................
.................................................................................................................................................
.................................................................................................................................................
.................................................................................................................................................
.................................................................................................................................................
.................................................................................................................................................
.................................................................................................................................................
.................................................................................................................................................
.....................................................................................................

Se deja constancia que la presente actuación se encuentra amparada por el secreto esta-
blecido en el artículo 22 de la Ley N° 25.246.

Previa lectura de la presente, se firman (2) ejemplares de igual tenor y efecto, como mues-
tra de conformidad con lo actuado, entregándose en este acto un ejemplar al Sujeto Obli-
gado. Conste.

..................................................			   ...........................................................
Firma del sujeto obligado			    Firma agente UIF
(o constancia de su negativa a firmar)
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Anexo V
Anexo derogado por Art. 2° de la Resolución N° 
154/2018 de la Unidad de Información Financiera 
B.O. 28/12/2018.

Anexo VI
Anexo derogado por Art. 2° de la Resolución N° 
154/2018 de la Unidad de Información Financiera 
B.O. 28/12/2018.
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Resolución UIF 29/2013

Capítulo I | Reporte de Financiación del terrorismo (RFT)
Artículo 1 — Los Sujetos Obligados enumerados en el artículo 20 de la Ley N° 25.246 y sus 
modificatorias deberán reportar, sin demora alguna, como Operación Sospechosa de Financia-
ción del Terrorismo a las operaciones realizadas o tentadas en las que se constate alguna de las 
siguientes circunstancias:
1)

a)	 Que los bienes o dinero involucrados en la operación fuesen de propiedad directa o indirec-
ta de una persona física o jurídica o entidad designada por el Consejo de Seguridad de las 
Naciones Unidas de Conformidad con la Resolución 1267 (1999) y sus sucesivas, o sean 
controlados por ella.

b)	 Que las personas físicas o jurídicas o entidades que lleven a cabo la operación sean perso-
nas designadas por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas de conformidad con 
la Resolución 1267 (1999) y sus sucesivas.

c)	 Que el destinatario o beneficiario de la operación sea una persona física o jurídica o enti-
dad designada por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas de conformidad con la 
Resolución 1267 (1999) y sus sucesivas.

2)	 Que los bienes o dinero involucrados en la operación pudiesen estar vinculados con la Finan-
ciación del Terrorismo o con actos ilícitos cometidos con finalidad terrorista, en los términos 
de los artículos 41 quinquies y 306 del Código Penal.
A estos efectos los Sujetos Obligados deben verificar el listado de personas físicas o jurídicas 

o entidades designadas por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas de conformidad con 
la Resolución 1267 (1999) y sus sucesivas actualizaciones (pudiendo utilizar el buscador que se 
encuentra disponible en la página de internet de esta Unidad —www.uif.gob.ar (o www.uif.gov.
ar)— y cumplimentar las políticas y procedimientos de identificación de clientes, establecidos en 
las Resoluciones emitidas por esta Unidad de Información Financiera respecto de cada uno de 
ellos.

Artículo 2 — Los Reportes de Operaciones Sospechosas de Financiación del Terrorismo deberán 
ajustarse a lo dispuesto en la Resolución UIF N° 51/11 (o la que en el futuro la complemente, 
modifique o sustituya).

Los Sujetos Obligados podrán anticipar la comunicación a esta Unidad de Información Finan-
ciera por cualquier medio, brindando las precisiones mínimas necesarias y las referencias para 
su contacto.

Cuando resulte imposible dar cumplimiento a lo dispuesto precedentemente sin incurrir en de-
moras, los Sujetos Obligados deberán dar inmediata intervención al Juez competente y reportar 
la operación a esta Unidad de Información Financiera a la brevedad, indicando el Tribunal que ha 
intervenido.
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Capítulo II | Congelamiento administrativo de bienes o dinero 
relativo a personas físicas o jurídicas o entidades designadas 
por el consejo de seguridad de las naciones unidas de 
conformidad con la Resolución 1267 (1999) y sus sucesivas, 
previo al reporte de financiación del terrorismo (RFT)
Artículo 3 — Cuando los Sujetos Obligados enumerados en los incisos 1., 2., 4., 5., 8., 9. y 11. 
del artículo 20 de la Ley N° 25.246 y sus modificatorias verifiquen alguna de las circunstancias 
expuestas en el artículo 1 incisos a), b) o c) de la presente, deberán proceder de conformidad con 
lo establecido en el artículo 9 del Decreto N° 918/12.

Capítulo III | Congelamiento administrativo de bienes o 
dinero dispuesto por la UIF respecto de personas físicas o 
jurídicas o entidades designadas por el Consejo de Seguridad 
de las Naciones Unidas de conformidad con la Resolución 
1267 (1999) y sus sucesivas, o vinculadas con las acciones 
delictivas previstas en el artículo 306 del Código Penal
Artículo 4 — Recibida la notificación de la resolución de la Unidad de Información Financiera que 
dispone el congelamiento administrativo de bienes o dinero, los Sujetos Obligados enumerados 
en los incisos 1., 2., 3., 4., 5., 9., 10., 11., 13., 20. y 22. del artículo 20 de la Ley N° 25.246 y sus 
modificatorias, deberán:
a)	 Congelar todo bien, dinero o crédito que fuese propiedad de las personas físicas o jurídicas o 

entidades sobre las cuales se ha dictado el congelamiento administrativo, o cuyo destinatario 
o beneficiario sea una de las mencionadas personas.

b)	 Informar los resultados de la aplicación de la resolución que dispuso el congelamiento ad-
ministrativo, dentro de las veinticuatro (24) horas de notificada, sólo en los casos en que se 
hayan congelado bienes, dinero o créditos.

c)	 Cotejar sus bases de clientes a los efectos de informar si ha realizado operaciones con las 
personas físicas o jurídicas o entidades sobre las que hubiera recaído la medida de congela-
miento administrativo.

d)	 A los efectos indicados en los incisos b) y c) precedentes los Sujetos Obligados deberán utili-
zar el sistema denominado Reporte Orden de Congelamiento, implementado por esta Unidad 
de Información Financiera al efecto.

e)	 Congelar asimismo, en los términos del inciso a) precedente, todo bien, dinero o crédito que 
pudiera ser detectado, ingresado, recibido, etc., con posterioridad a la notificación de la medi-
da de congelamiento y durante la vigencia de la citada Resolución.

f)	 En el supuesto previsto en el apartado e) precedente, deberá proceder conforme lo indicado en 
el punto d).

g)	 Abstenerse de informar a sus clientes o a terceros los antecedentes de la resolución que 
dispusiere el congelamiento administrativo de bienes, dinero o créditos. En todo caso, sólo 
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deberán indicar que los mismos se encuentran congelados en virtud de lo dispuesto en el 
artículo 6 de la Ley N° 26.734, en el Decreto N° 918/12 y en la presente resolución.

Artículo 5 — Recibida la notificación de la Resolución de la Unidad de Información Financiera que 
dispone el congelamiento administrativo de bienes o dinero, los Sujetos Obligados enumerados 
en los incisos 7., 12., 14., 16., 17., 19., 21. y 23 del artículo 20 de la Ley N° 25.246 y sus modifi-
catorias deberán:
a)	 Cotejar sus bases de clientes a los efectos de informar si han realizado operaciones con las 

personas físicas o jurídicas o entidades sobre las que hubiera recaído la medida de congela-
miento administrativo.

b)	 Informar si las personas físicas o jurídicas o entidades sobre las que hubiera recaído la medi-
da de congelamiento administrativo, realizan operaciones con posterioridad a la notificación 
de la medida de congelamiento y durante la vigencia de la citada resolución.

c)	 A los efectos indicados en los incisos a) y b) precedentes los Sujetos Obligados deberán utili-
zar el sistema denominado Reporte Orden de Congelamiento, implementado por esta Unidad 
de Información Financiera al efecto.

Artículo 6 — Recibida la notificación de la Resolución de la Unidad de Información Financiera que 
dispone el congelamiento administrativo de bienes o dinero, los Sujetos Obligados enumerados 
en el inciso 15. del artículo 20 de la Ley N° 25.246 y sus modificatorias y los Registros Públicos 
de Comercio y los Organismos Representativos de Fiscalización y Control de personas jurídicas, 
enumerados en el inciso 6. del citado artículo, deberán:
a)	 Cotejar sus bases de clientes a los efectos de informar si las personas físicas o jurídicas o 

entidades sobre las que hubiera recaído la medida de congelamiento administrativo han reali-
zado trámites.

b)	 Informar si las personas físicas o jurídicas o entidades sobre las que hubiera recaído la medi-
da de congelamiento administrativo, realizan trámites con posterioridad a la notificación de la 
medida de congelamiento y durante la vigencia de la citada resolución.

c)	 A los efectos indicados en los incisos a) y b) precedentes los Sujetos Obligados deberán utili-
zar el sistema denominado Reporte Orden de Congelamiento, implementado por esta Unidad 
de Información Financiera al efecto.

Artículo 7 — Recibida la notificación de la Resolución de la Unidad de Información Financiera 
que dispone el congelamiento administrativo de bienes o dinero, los Registros de la propiedad 
inmueble, de la propiedad automotor y créditos prendarios, los registros de embarcaciones y 
los registros de aeronaves, enumerados en el inciso 6. del artículo 20 de la Ley N° 25.246 y sus 
modificatorias, deberán:
a)	 Congelar todo bien que fuese propiedad de las personas físicas o jurídicas o entidades sobre 

las cuales se ha dictado el congelamiento administrativo, o cuyo destinatario o beneficiario 
sea una de las mencionadas personas. A esos efectos deberá proceder conforme a lo estable-
cido respecto de las inhibiciones.

b)	 Informar los resultados de la aplicación de la resolución que dispuso el congelamiento ad-
ministrativo, dentro de las veinticuatro (24) horas de notificada, sólo en los casos en que se 
hayan congelado bienes.

c)	 Cotejar sus bases de datos a los efectos de informar si las personas físicas o jurídicas o 
entidades, sobre las que hubiera recaído la medida de congelamiento administrativo, han rea-
lizado trámites de cualquier naturaleza.
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d)	 A los efectos indicados en los incisos b) y c) precedentes los Sujetos Obligados deberán utili-
zar el sistema denominado Reporte Orden de Congelamiento, implementado por esta Unidad 
de Información Financiera al efecto.

e)	 Congelar asimismo, en los términos del inciso a) precedente, todo bien que pudiera ser de-
tectado, ingresado, etc., con posterioridad a la notificación de la medida de congelamiento y 
durante la vigencia de la citada resolución.

f)	 En el supuesto previsto en el apartado e) precedente, deberá proceder conforme lo indicado 
en el punto d).

g)	 Abstenerse de informar a sus clientes o a terceros los antecedentes de la resolución que 
dispusiere el congelamiento administrativo de bienes. En todo caso, consulta sólo deberán 
indicar que los mismos se encuentran congelados en virtud de lo dispuesto en el artículo 6 de 
la Ley N° 26.734, en el Decreto N° 918/12 y en la presente resolución.

Artículo 8 — Recibida la notificación de la Resolución de la Unidad de Información Financiera 
que dispone el congelamiento administrativo de bienes o dinero, los Sujetos Obligados enumera-
dos en el inciso 8. del artículo 20 de la Ley N° 25.246 y sus modificatorias deberán:
a)	 Congelar todo bien, dinero o crédito que fuese propiedad de las personas físicas o jurídicas o 

entidades sobre las cuales se ha dictado el congelamiento administrativo, o cuyo destinatario 
o beneficiario sea una de las mencionadas personas.

b)	 Informar los resultados de la aplicación de la resolución que dispuso el congelamiento ad-
ministrativo, dentro de las veinticuatro (24) horas de notificada, sólo en los casos en que se 
hayan congelado bienes, dinero o créditos.

c)	 Cotejar sus bases de clientes a los efectos de informar si han realizado operaciones con las 
personas físicas o jurídicas o entidades sobre las que hubiera recaído la medida de congela-
miento administrativo.

d)	 A los efectos indicados en los incisos b) y c) precedentes los Sujetos Obligados deberán utili-
zar el sistema denominado Reporte Orden de Congelamiento, implementado por esta Unidad 
de Información Financiera al efecto.

e)	 Congelar asimismo, en los términos del inciso a) precedente, todo bien, dinero o crédito que 
pudiera ser detectado, ingresado, recibido, etc., con posterioridad a la notificación de la medida 
de congelamiento y durante la vigencia de la citada Resolución.

f)	 En el supuesto previsto en el apartado e) precedente, deberá proceder conforme lo indicado 
en el punto d).

g)	 El congelamiento no resultará de aplicación en los casos en los que deban abonarse sumas 
de dinero a terceros no incluidos en la orden de congelamiento dispuesta por esta Unidad de 
Información Financiera, con motivo de la ocurrencia de siniestros, en virtud de seguros obliga-
torios.

h)	 Abstenerse de informar a sus clientes o a terceros los antecedentes de la resolución que 
dispusiere el congelamiento administrativo de bienes, dinero o créditos. En todo caso, sólo 
deberán indicar que los mismos se encuentran congelados en virtud de lo dispuesto en el 
artículo 6 de la Ley N° 26.734, en el Decreto N° 918/12 y en la presente resolución.

Artículo 9 — Recibida la notificación de la Resolución de la Unidad de Información Financiera 
que dispone el congelamiento administrativo de bienes o dinero, las Organizaciones Sin Fines 
de Lucro, enumeradas en el inciso 18. del artículo 20 de la Ley N° 25.246 y sus modificatorias, 
deberán:
a)	 Identificar y llevar registros de sus beneficiarios.
b)	 Congelar todo bien, dinero o crédito que fuese propiedad de las personas físicas o jurídicas o 
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entidades sobre las cuales se ha dictado el congelamiento administrativo, o cuyo destinatario 
o beneficiario sea una de las mencionadas personas.

c)	 Informar los resultados de la aplicación de la resolución que dispuso el congelamiento ad-
ministrativo, dentro de las veinticuatro (24) horas de notificada, sólo en los casos en que se 
hayan congelado bienes, dinero o créditos.

d)	 Cotejar sus bases de clientes a los efectos de informar si las personas físicas o jurídicas o 
entidades sobre las que hubiera recaído la medida de congelamiento administrativo ha sido 
beneficiaria de bienes o dinero.

e)	 A los efectos indicados en los incisos c) y d) precedentes los Sujetos Obligados deberán utili-
zar el sistema denominado Reporte Orden de Congelamiento, implementado por esta Unidad 
de Información Financiera al efecto.

f)	 Congelar asimismo, en los términos del inciso b) precedente, todo bien, dinero o crédito que 
pudiera ser detectado, ingresado, recibido, etc., y que tenga como beneficiarios a las personas 
físicas o jurídicas o entidades sobre las cuales se ha dictado el congelamiento administrativo, 
con posterioridad a la notificación de la medida de congelamiento y durante la vigencia de la 
citada resolución.

g)	 En el supuesto previsto en el apartado f) precedente, deberá proceder conforme lo indicado en 
el punto e).

h)	 Prestar especial atención a las operaciones internacionales y a los beneficiarios que tengan 
vinculaciones internacionales.

i)	 Abstenerse de informar a sus donantes, aportantes, beneficiarios o a terceros los anteceden-
tes de la resolución que dispusiere el congelamiento administrativo de bienes, dinero o crédi-
tos. En todo caso, sólo deberán indicar que los mismos se encuentran congelados en virtud 
de lo dispuesto en el artículo 6 de la Ley N° 26.734, en el Decreto N° 918/12 y en la presente 
resolución.

Artículo 10 — La resolución que disponga el congelamiento administrativo de bienes o dinero 
podrá disponer medidas adicionales, a las indicadas en los artículos precedentes, que deberán 
cumplimentar los Sujetos Obligados de acuerdo a las particularidades de cada caso.

Artículo 11 — En los casos que la resolución que disponga el congelamiento administrativo de 
bienes o dinero se hubiera motivado en alguna de las circunstancias expuestas en el artículo 1 
inciso 1) de la presente, la misma regirá mientras las personas físicas o jurídicas o entidades 
designadas por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas de conformidad con la Resolu-
ción 1267 (1999) y sus sucesivas, permanezca en el citado listado, o hasta tanto sea revocada 
judicialmente.

Si la resolución que dispone el congelamiento administrativo de bienes o dinero se hubiera 
motivado en alguna de la circunstancias expuestas en el artículo 1 inciso 2) de la presente, la me-
dida se ordenará por un plazo no mayor a seis (6) meses prorrogable por igual término, por única 
vez. Cumplido el plazo, y de no mediar resolución judicial en contrario, el congelamiento cesará.

Si la medida fuera prorrogada por esta Unidad, o revocada o rectificada judicialmente, esta 
Unidad de Información Financiera notificará tal situación a los Sujetos Obligados.

Artículo 12 — Los Sujetos Obligados que se registren en esta Unidad de Información Financiera 
con posterioridad a la emisión de la resolución que disponga el congelamiento administrativo de 
bienes o dinero, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3 de la Resolución UIF N° 50/2011, 
serán notificados de aquellas resoluciones que se encuentren vigentes.
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Capítulo VI | Sanciones
Artículo 13 — El incumplimiento de las obligaciones y deberes establecidos en la presente Re-
solución, será pasible de las sanciones previstas en el Capítulo iv de la Ley N° 25.246 y modifi-
catorias.

Artículo 14 — Deróguense las Resoluciones UIF N° 125/09 y N° 28/12.

Artículo 15 — La presente resolución comenzará a regir a los sesenta (60) días corridos de su 
publicación en el Boletín Oficial.

Artículo 16 — Comuníquese, publíquese y dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y 
archívese. 
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Unidad de Información Financiera
21 de julio 2010. Reglamentación Procedimiento de Supervisión de Sujetos Obligados Art. 20 Ley 
25.246. Publicada en el Boletín Oficial del 21 de julio 2010.

Artículo 1 — Apruébase la “reglamentación del procedimiento de supervisión del cumplimiento 
de la normativa de la uif por parte de los sujetos obligados enumerados en el articulo 20 de la Ley 
Nº 25.246”, que como Anexo I forma parte integrante de la presente.

Artículo 2 — Apruébase la “Orden de Supervisión” que como Anexo II forma parte integrante de 
la presente.

Artículo 3 — Apruébase el “Acta de Requerimiento de Informacion”, que como Anexo III forma 
parte integrante de la presente.

Artículo 4 — Apruébase el “Acta de Constatacion”, que como Anexo iv forma parte integrante de 
la presente Resolución.

Artículo 5 — Regístrese, comuníquese y archívese.

Anexo I
Anexo derogado por art. 4° de la Resolución N° 
155/2018 de la Unidad de Información Financiera 
B.O. 28/12/2018.
Texto sustituido por el Anexo I de la Resolución Nº 
97/2018 de la Unidad de Información Financiera
 B.O. 03/09/2018, y por los Anexos I, II y III de la 
Resolución Nº 155/18 de la Unidad de
Información Financiera B.O. 28/12/2018.

Anexo II
Anexo derogado por art. 2° de la Resolución N° 
154/2018 de la Unidad de Información Financiera 
B.O. 28/12/2018.
Texto sustituido por el Anexo I de dicha Resolución.

Anexo III
Anexo derogado por art. 2° de la Resolución N° 
154/2018 de la Unidad de Información Financiera 
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B.O. 28/12/2018.
Texto sustituido por el Anexo I de dicha Resolución.

Anexo IV
Anexo derogado por art. 2° de la Resolución N° 
154/2018 de la Unidad de Información Financiera 
B.O. 28/12/2018.
Texto sustituido por el Anexo I de dicha Resolución.
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Resolución UIF 30/2017

Capítulo I | Objeto y definiciones

Artículo 1 — Objeto
La presente resolución tiene por objeto establecer los lineamientos para la Gestión de Riesgos 

de LA/FT y de cumplimiento mínimo que las Entidades deberán adoptar y aplicar para gestionar, 
de acuerdo con sus políticas, procedimientos y controles, el riesgo de ser utilizadas por terceros 
con objetivos criminales de LA/FT.

Artículo 2 — Definiciones
 A los efectos de la presente resolución se entenderá por:

a)  Autoevaluación de Riesgos: el ejercicio de evaluación interna de Riesgos de LA/FT realizado 
por la Entidad para cada una de sus líneas de negocio, a fin de determinar el perfil de riesgo 
de la Entidad, el nivel de exposición inherente y evaluar la efectividad de los controles imple-
mentados para mitigar los riesgos identificados en relación, como mínimo, a sus Clientes, 
productos y/o servicios, canales de distribución y zonas geográficas. La Autoevaluación de 
Riesgos incluirá, asimismo, la suficiencia de los recursos asignados, sumado a otros factores 
que integran el sistema en su conjunto como la cultura de cumplimiento, la efectividad preven-
tiva demostrable y la adecuación, en su caso, de las auditorías y planes formativos.

b)  Cliente: toda persona humana o jurídica o estructura legal sin personería jurídica, con la que se 
establece, de manera ocasional o permanente, una relación contractual de carácter financiero, 
económico o comercial. En ese sentido, es Cliente el que desarrolla una vez, ocasionalmente o 
de manera habitual, operaciones con los Sujetos Obligados. Los meros proveedores de bienes 
y/o servicios no serán calificados como “Clientes”, salvo que mantengan con la Entidad rela-
ciones de negocio ordinarias diferentes de la mera proveeduría.

c)  Debida Diligencia: los procedimientos de conocimiento de Clientes, apropiados para los nive-
les de Riesgo Medio, en los términos establecidos en el artículo 27 de la presente.

d)  Debida Diligencia Reforzada: los procedimientos de conocimiento de Clientes, apropiados 
para los niveles de Riesgo Alto, en los términos establecidos en el artículo 28 de la presente.

 e)  Debida Diligencia Simplificada: los procedimientos de conocimiento de Clientes, apropiados 
para los niveles de Riesgo Bajo, en los términos establecidos en el artículo 29 de la presente.

 f)  Declaración de Tolerancia al Riesgo de LA/FT: la manifestación escrita de la Tolerancia al 
Riesgo de LA/FT aprobada por la Entidad en relación a los Clientes, productos y/o servicios, 
canales de distribución y zonas geográficas con los que está dispuesto a operar, y aquellos 
con los que no lo hará, en virtud del nivel de riesgo inherente a los mismos y la eficacia de los 
controles mitigantes.

 g)  Efectividad del Sistema de Prevención de LA/FT: la capacidad del Sujeto Obligado de mitigar 
los riesgos de LA/FT identificados.

 h) Entidad o Sujeto Obligado (indistintamente): las Entidades Financieras sujetas al régimen de 
la Ley N° 21.526 y sus modificatorias y complementarias, y las entidades sujetas al régimen 
de la Ley N° 18.924 y sus modificatorias y complementarias.

 i) Gobierno Corporativo (GC): Conjunto de relaciones entre los gestores de una Entidad, su órga-
no de administración, sus accionistas u otras personas con interés legítimo en la marcha de 
sus negocios, que establece la estructura a través de la que los objetivos de la Entidad son 
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definidos, así como los medios para alcanzar tales objetivos y para monitorear el desempeño 
de tales medios para su logro.

j)   Grupo: dos o más entes vinculados entre sí por relación de control o pertenecientes a una 
misma organización económica y/o societaria.

k)  Manual de Prevención de LA/FT: tiene el significado que se le asigna en el artículo 8 de la 
presente.

l)  Operaciones Inusuales: aquellas operaciones tentadas o realizadas en forma aislada o reite-
rada, con independencia del monto, que carecen de justificación económica y/o jurídica, no 
guardan relación con el nivel de riesgo del Cliente o su Perfil Transaccional, o que, por su fre-
cuencia, habitualidad, monto, complejidad, naturaleza y/u otras características particulares, 
se desvían de los usos y costumbres en las prácticas de mercado.

m) Operaciones Sospechosas: aquellas operaciones tentadas o realizadas que ocasionan sospe-
cha de LA/FT, o que habiéndose identificado previamente como inusuales, luego del análisis y 
evaluación realizados por el Sujeto Obligado, no permitan justificar la inusualidad.

n) Personas Expuestas Políticamente (PEP): las personas comprendidas en la Resolución de la 
Unidad de Información Financiera (UIF) vigente en la materia y sus modificatorias y comple-
mentarias.

o) Propietario/Beneficiario: toda persona humana que controla o puede controlar, directa o indi-
rectamente, una persona jurídica o estructura legal sin personería jurídica, y/o que posee, al 
menos, el veinte por ciento (20%) del capital o de los derechos de voto, o que por otros medios 
ejerce su control final, de forma directa o indirecta. Cuando no sea posible identificar a una 
persona humana deberá identificarse y verificarse la identidad del Presidente o la máxima 
autoridad que correspondiere.

p) Reportes Sistemáticos: la información que obligatoriamente deben remitir los Sujetos Obliga-
dos a la UIF, conforme los plazos y procesos establecidos por esta Unidad.

q) Riesgo de LA/FT: desde el punto de vista de una Entidad, riesgo es la medida prospectiva que 
aproxima la posibilidad (en caso de existir métricas probadas, la probabilidad ponderada por 
el tamaño de la operación), de que una operación ejecutada o tentada por el Cliente a través 
de un canal de distribución, producto o servicio ofertado por ella, en una zona geográfica de-
terminada, sea utilizada por terceros con propósitos criminales de LA/FT.

r)  Salario Mínimo, Vital y Móvil: el que fije el Consejo Nacional Del Empleo, La Productividad Y El 
Salario Mínimo, Vital Y Móvil.

s)  Sistema de Prevención de LA/FT: tiene el significado que se le asigna en el artículo 3 de la presente.
t)  Tolerancia al Riesgo de LA/FT: el nivel agregado de Riesgo de LA/FT que el órgano de ad-

ministración o máxima autoridad de la Entidad está dispuesto a asumir, decidido con 
carácter previo a su real exposición y de acuerdo con su capacidad de gestión de riesgo, 
con la finalidad de alcanzar sus objetivos estratégicos y su plan de negocios, considerando las 
reglas legales de obligado cumplimiento.

Capítulo II | Sistema de prevención de LA/FT
Artículo 3 — Sistema de Prevención de LA/FT

 Las Entidades deben implementar un Sistema de Prevención de LA/FT, el cual deberá conte-
ner todas las políticas, procedimientos y controles establecidos para la gestión de Riesgos de LA/
FT a los que se encuentran expuestos y los elementos de cumplimiento exigidos por la normativa 
vigente.
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El componente referido a la Gestión de Riesgos de LA/FT se encuentra conformado por las 
políticas, procedimientos y controles de identificación, evaluación, mitigación y monitoreo de 
Riesgos de LA/FT, según el entendimiento de los riesgos a los que se encuentra expuesta la pro-
pia Entidad, identificados en el marco de su autoevaluación, y las disposiciones que la UIF haya 
emitido para guiar la gestión.

El componente de cumplimiento se encuentra conformado por las políticas, procedimientos y 
controles establecidos por las Entidades, de acuerdo con la Ley N° 25.246 y sus modificatorias, 
las Resoluciones emanadas de la UIF, y las demás disposiciones normativas sobre la materia.

El Sistema de Prevención de LA/FT, debe ser elaborado por el Oficial de Cumplimiento y apro-
bado por el órgano de administración o autoridad máxima de la Entidad, de acuerdo con los 
principios de Gobierno Corporativo aplicables a la industria bancaria y financiera, y ajustados 
a las características específicas de la propia Entidad. El Sistema de Prevención de LA/FT debe 
receptar, al menos, las previsiones que surgen de la presente.

Parte I 
Gestión de Riesgos
Artículo 4 — Autoevaluación de Riesgos

Las Entidades deben establecer políticas, procedimientos y controles aprobados por su órga-
no de administración o máxima autoridad, que les permitan identificar, evaluar, mitigar y moni-
torear sus Riesgos de LA/FT. Para ello deberán desarrollar una metodología de identificación y 
evaluación de riesgos acorde con la naturaleza y dimensión de su actividad comercial, que tome 
en cuenta los distintos factores de riesgo en cada una de sus líneas de negocio.

Las características y procedimientos de la metodología de identificación y evaluación de ries-
gos que vaya a implementar la Entidad, considerando todos los factores relevantes para determi-
nar el nivel general de riesgo y el nivel apropiado de mitigación y monitoreo a aplicar, deberán ser 
documentados. Los resultados de la aplicación de la metodología, constarán en un informe téc-
nico elaborado por el Oficial de Cumplimiento, el cual debe cumplir con los siguientes requisitos:
a)	 Contar con la aprobación del órgano de administración o máxima autoridad de la Entidad.
b)	 Conservarse, conjuntamente con la metodología y la documentación e información que lo 

sustente, en el domicilio de registración ante la UIF.
c)	 Ser actualizado anualmente.
d)	 Ser enviado a la UIF, una vez aprobado, antes del 30 de abril de cada año calendario.

La UIF podrá revisar, en el ejercicio de su competencia, la lógica, coherencia y razonabilidad de 
la metodología implementada y el informe resultante de la misma, y podrá plantear objeciones o 
exigir modificaciones a la Autoevaluación de Riesgos. La no revisión por parte de la UIF de este 
documento no podrá considerarse nunca una aceptación y/o aprobación tácita de su contenido.

Artículo 5 — Factores de Riesgo de LA/FT
A los fines de confeccionar la autoevaluación y gestionar los riesgos identificados, las Entida-

des deberán considerar, como mínimo, los Factores de Riesgos de LA/FT que a continuación se 
detallan:
a)	 Clientes: Los Riesgos de LA/FT asociados a los Clientes, los cuales se relacionan con sus 

antecedentes, actividades y comportamiento, al inicio y durante toda la relación comercial. 
El análisis asociado a este factor incorpora, entre otros, los atributos o características de los 
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Clientes como la residencia y nacionalidad, el nivel de renta o patrimonio y la actividad que 
realiza, el carácter de persona humana o jurídica, la condición de PEP, el carácter público o 
privado y su participación en mercados de capitales o asimilables.

b)	 Productos y/o servicios: Los Riesgos de LA/FT asociados a los productos y/o servicios que 
ofrecen las Entidades, durante la etapa de diseño o desarrollo, así como durante toda su vi-
gencia. Esta evaluación también debe realizarse cuando las Entidades decidan usar nuevas 
tecnologías asociadas a los productos y/o servicios ofrecidos o se realice un cambio en un 
producto o servicio existente que modifica su Perfil de Riesgo de LA/FT.

c)	 Canales de distribución: Los Riesgos de LA/FT asociados a los diferentes modelos de dis-
tribución (banca personal en oficinas con presencia del Cliente, banca por Internet, banca 
telefónica, uso de cajeros para ejecución de transacciones, operatividad remota, entre otros).

d)	 Zona geográfica: Los Riesgos de LA/FT asociados a las zonas geográficas en las que ofre-
cen sus productos y/o servicios, tanto a nivel local como internacional, tomando en cuenta 
sus índices de criminalidad, características económico-financieras y socio-demográficas y las 
disposiciones y guías que autoridades competentes o el GAFI emitan con respecto a dichas 
jurisdicciones. El análisis asociado a este factor de Riesgo de LA/FT comprende las zonas en 
las que operan las Entidades, así como aquellas vinculadas al proceso de la operación.

Los factores de Riesgo de LA/FT detallados precedentemente constituyen la desagrega-
ción mínima que provee información acerca del nivel de exposición de las Entidades a los 
riesgos de LA/FT en un determinado momento. A dichos fines, las Entidades, de acuerdo a las 
características de sus Clientes y a la complejidad de sus operaciones y/o productos y/o servi-
cios, canales de distribución y zonas geográficas, podrán desarrollar internamente indicadores 
de riesgos adicionales a los requeridos por la presente.

Artículo 6 — Mitigación de Riesgos
Una vez identificados y evaluados sus riesgos, las Entidades deberán establecer mecanismos 

adecuados y eficaces para la mitigación de los mismos.
En situaciones identificadas como de Riesgo Alto, la Entidad deberá adoptar medidas inten-

sificadas o específicas para mitigarlos; en los demás casos podrá diferenciar el alcance de las 
medidas de mitigación, dependiendo del nivel de riesgo detectado, pudiendo adoptar medidas 
simplificadas en casos de bajo riesgo constatado, entendiendo por esto último, que la Entidad 
está en condiciones de aportar toda la documentación, tablas, bases estadísticas, documen-
tación analítica u otros soportes que acrediten la no concurrencia de Factores de Riesgo o su 
carácter meramente marginal, de acaecimiento remoto o circunstancial.

 Las medidas de mitigación y los controles internos adoptados para garantizar razonablemen-
te que los riesgos identificados y evaluados se mantengan dentro de los niveles y características 
decididas por el órgano de administración o máxima autoridad de la Entidad, deberán ser imple-
mentados en el marco del Sistema de Prevención de LA/FT de la Entidad que deberá ser objeto 
de tantas actualizaciones como resulten necesarias para cumplir en todo momento con los obje-
tivos de gestión de riesgos establecidos.

Conforme a la estrategia de negocio y dimensión de su actividad, en el marco de las políticas 
de gestión de riesgos, las Entidades deberán contar con:
a)	 Una Declaración de Tolerancia al Riesgo de LA/FT aprobada por el órgano de administración 

o la máxima autoridad de la Entidad, que refleje el nivel de riesgo aceptado en relación a 
Clientes, productos y/o servicios, canales de distribución y zonas geográficas, exponiendo 
las razones tenidas en cuenta para tal aceptación, así como las acciones mitigantes para un 
adecuado monitoreo y control de los mismos.
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b)	 Políticas para la Aceptación de Clientes que presenten un alto Riesgo de LA/FT donde se esta-
blezcan las condiciones generales y particulares que se seguirá en cada caso, informando qué 
personas, órganos, comités o apoderados, cuentan con atribuciones suficientes para aceptar 
cada tipo de Clientes, de acuerdo a su perfil de riesgo. Asimismo, se detallarán aquellos tipos 
de Clientes con los que no se mantendrá relación comercial, y las razones que fundamentan 
tal decisión.

Parte II 
Cumplimiento
Artículo 7 — Elementos de cumplimiento

El Sistema de Prevención de LA/FT debe considerar, al menos, los siguientes elementos de cumplimiento:
a)  Políticas y procedimientos para el íntegro cumplimiento de la Resolución UIF N° 29/2013 y sus 

modificatorias. En particular, políticas y procedimientos para el contraste de listas anti-terro-
ristas y contra la proliferación de armas de destrucción masiva con los candidatos a Cliente, 
los ordenantes y beneficiarios de transferencias internacionales u operaciones equivalentes, 
los Clientes y los Propietarios/Beneficiarios, incluyendo las reglas para la actualización perió-
dica y el filtrado consiguiente de la base de Clientes. Asimismo, políticas y procedimientos 
para el cumplimiento de las instrucciones de congelamiento administrativo de bienes o dinero.

b)	 Políticas y procedimientos específicos en materia de Personas Expuestas Políticamente, de 
acuerdo con lo establecido en la Resolución UIF N° 11/2011 y sus modificatorias.

c)	 Políticas y procedimientos para la aceptación, identificación y conocimiento continuado de 
Clientes, incluyendo el conocimiento del propósito de las Cuentas.

d)  Políticas y procedimientos para la aceptación, identificación y conocimiento continuado de los 
Propietarios/Beneficiarios finales de sus operaciones.

e)	 Políticas y procedimientos para la calificación del riesgo de Cliente y la segmentación de Clien-
tes basada en riesgos.

f)	 Políticas y procedimientos para la actualización de Legajos de Clientes incluyendo, en los 
casos de Clientes de Riesgo Bajo y Medio, la descripción de la metodología para analizar los 
criterios de materialidad en relación a la actividad transaccional operada en la Entidad y el 
riesgo que ésta pudiera conllevar para la misma, conforme lo establecido en el artículo 30.

g)	 Políticas y procedimientos para determinar cuándo ejecutar, rechazar o suspender una trans-
ferencia electrónica de fondos que carezca de la información requerida sobre el ordenante 
y/o el beneficiario, así como la acción de seguimiento apropiada, conforme lo dispuesto en el 
artículo 40.

h) 	Políticas y procedimientos para el establecimiento de alertas y el monitoreo de operaciones 
con un enfoque basado en riesgos.

i)	 Políticas y procedimientos para analizar las operaciones que presenten características inusua-
les que podrían resultar indicativas de una Operación Sospechosa.

j)	 Políticas y procedimientos para remitir las Operaciones Sospechosas a la UIF, en los términos 
establecidos en la Resolución UIF N° 51/2011 y sus modificatorias.

k)	 Políticas y procedimientos para reportar las Operaciones Sistemáticas Mensuales, o con otra 
periodicidad, que establezca la UIF.

l)	 Políticas y procedimientos para colaborar con las autoridades competentes.
m)	Políticas y procedimientos a aplicar para la desvinculación de Clientes, conforme lo dispuesto 

en el artículo 35 de la presente.
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n)	 Un modelo organizativo funcional y apropiado, considerando los Principios de Gobierno Cor-
porativo de la Entidad, diseñado de manera acorde a la complejidad de las propias operacio-
nes y características del negocio, con una clara asignación de funciones y responsabilidades 
en materia de prevención de LA/FT.

o)	 Un Plan de Capacitación de los empleados de la Entidad, el Oficial de Cumplimiento, sus co-
laboradores y los propios directivos e integrantes de los órganos de administración o máxima 
autoridad de la Entidad, el cual debe poner particular énfasis en el Enfoque Basado en Ries-
gos. Los contenidos de dicho plan se definirán según las tareas desarrolladas por los emplea-
dos o funcionarios.

p)	 La designación de un Oficial de Cumplimiento ante la UIF con rango de Director con los alcan-
ces previstos en los artículos 11 y 12 de la presente.

q)	 Políticas y procedimientos de registración, archivo y conservación de la información y docu-
mentación de Clientes, beneficiarios, operaciones u otros documentos requeridos, conforme 
a la regulación vigente.

r)	 Una revisión, realizada por un profesional independiente, del Sistema de Prevención de LA/FT.
s)	 Políticas y procedimientos para garantizar razonablemente la integridad de directivos, em-

pleados y colaboradores. En tal sentido, las Entidades deberán adoptar sistemas adecuados 
de preselección y contratación de empleados, así como del monitoreo de su comportamiento, 
proporcionales al riesgo vinculado con las tareas que los mismos lleven a cabo, conservando 
constancia documental de la realización de tales controles, con intervención del responsable 
del área de Recursos Humanos.

t) 	 Otras políticas y procedimientos que el órgano de administración o máxima autoridad entien-
da necesarios para el éxito del Sistema de Prevención de LA/FT de la Entidad.

Artículo 8 — Manual de Prevención de LA/FT
Las políticas y procedimientos que componen el Sistema de Prevención de LA/FT, deben estar 

incluidos en un Manual de Prevención de LA/FT, el cual debe ser elaborado por el Oficial de Cum-
plimiento y aprobado por el órgano de administración o máxima autoridad de la Entidad.

El Manual de Prevención de LA/FT debe encontrarse siempre actualizado en concordancia 
con la regulación nacional y estándares internacionales que rigen sobre la materia y disponible 
para todo el personal de la Entidad. Las Entidades deben dejar constancia, a través de un medio 
de registración fehaciente establecido al efecto, del conocimiento que hayan tomado los direc-
tores, gerentes y empleados sobre el Manual de Prevención de LA/FT y de su compromiso a 
cumplirlo en el ejercicio de sus funciones.

El detalle de los aspectos que, como mínimo, debe contemplar el Sistema de Prevención de 
LA/FT debe incluirse en el Manual de Prevención de LA/FT y/o en otro documento interno de la 
Entidad, siempre que dicho documento cuente con el mismo procedimiento de aprobación del 
Manual de Prevención de LA/FT.

En caso de darse el supuesto previsto en el párrafo anterior, debe precisarse en el Manual de 
Prevención de LA/FT qué aspectos han sido desarrollados en otros documentos internos, los cuales 
deben encontrarse a disposición de las autoridades competentes en materia de Supervisión.

Artículo 9 — Estructura societaria. Roles y responsabilidades
El modelo organizacional de la Entidad deberá fijar el rol de cada órgano interno en el diseño, 

aprobación, ejecución y mantenimiento actualizado del Sistema de Prevención de LA/FT y del 
Manual de Prevención de LA/FT, desde el órgano de administración o autoridad máxima hasta los 
empleados, pasando por departamentos o comités internos especializados.
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Artículo 10 — Responsabilidad del órgano de administración o máxima autoridad en 
relación al Sistema de Prevención de LA/FT

El órgano de administración o máxima autoridad de la Entidad es el responsable de instruir y 
aprobar la implementación del Sistema de Prevención de LA/FT. En tal sentido, es responsabili-
dad del órgano de administración o máxima autoridad de la Entidad:
a)	 Entender y tomar en cuenta los Riesgos de LA/FT al establecer los objetivos   comerciales y 

empresariales.
b)	 Aprobar y revisar periódicamente las políticas y procedimientos para la Gestión de los Riesgos 

de LA/FT.
c) 	Aprobar la Autoevaluación de Riesgos y su metodología.
d)	 Aprobar el Manual de Prevención de LA/FT previsto en el artículo 8° y el Código de Conducta 

al que hace referencia el artículo 20 de la presente.
e)  Establecer y revisar periódicamente el funcionamiento del Sistema de Prevención de LA/FT a 

partir del perfil de Riesgos de LA/FT de la Entidad.
f)  Designar a un Oficial de Cumplimiento con las características, responsabilidades y atribucio-

nes que establece la normativa vigente.
g)	 Considerando el tamaño de la Entidad y la complejidad de sus operaciones y/o servicios, pro-

veer los recursos humanos, tecnológicos, de infraestructura y otros que resulten necesarios 
y que permitan el adecuado cumplimiento de las funciones y responsabilidades del Oficial de 
Cumplimiento.

h)	 Aprobar el plan anual de trabajo del Oficial de Cumplimiento.
i)	 Aprobar el Plan de Capacitación orientado a un enfoque basado en riesgos, establecido por el 

Oficial de Cumplimiento.
j)	 En caso que corresponda, aprobar la creación de un Comité de Prevención de LA/FT, al que 

hace referencia el artículo 14 de la presente, estableciendo su forma de integración, funciones 
y asignación de atribuciones.
Lo previsto en el presente artículo resulta aplicable sin perjuicio de las responsabilidades con-

templadas en las normas sobre la gestión integral de riesgos y otras normas relacionadas dicta-
das por otras autoridades regulatorias.

Artículo 11 — Oficial de Cumplimiento
Las Entidades deberán designar un Oficial de Cumplimiento, conforme lo dispuesto en el artí-

culo 20 bis de la Ley N° 25.246 y sus modificatorias y en el Decreto N° 290/07 y sus modificato-
rios, quien será responsable de velar por la implementación y observancia de los procedimientos 
y obligaciones establecidos en virtud de la presente.

El Oficial de Cumplimiento debe gozar de autonomía e independencia en el ejercicio de sus 
funciones, debiendo garantizársele acceso irrestricto a toda la información que requiera en el 
cumplimiento de las mismas. Debe contar, asimismo, con capacitación y/o experiencia asociada 
a la Prevención del LA/FT y Gestión de Riesgos y un equipo de soporte con dedicación exclusiva 
para la ejecución de las tareas relativas a las responsabilidades que le son asignadas.

Las Entidades deben informar a la UIF la designación del Oficial de Cumplimiento conforme 
lo previsto en la Resolución UIF N° 50/2011 y sus modificatorias y complementarias, de forma 
fehaciente por escrito, incluyendo el nombre y apellido, tipo y número de documento de identidad, 
cargo en el órgano de administración, fecha de designación y número de CUIT o CUIL, los núme-
ros de teléfonos, dirección de correo electrónico y lugar de trabajo de dicho funcionario. Cualquier 
cambio en la información referida al Oficial de Cumplimiento debe ser notificado por la Entidad a 
la UIF en un plazo no mayor de cinco (5) días hábiles de ocurrido.
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En el caso de sucursales de Entidades Financieras Extranjeras, el Oficial de Cumplimiento será 
la máxima autoridad local. En el caso de representantes de Entidades Financieras del exterior no 
autorizadas para operar en el país, esta función la cumplirá el autorizado por el BCRA.

El Oficial de Cumplimiento deberá constituir domicilio donde serán válidas todas las notifi-
caciones efectuadas por esta UIF. Una vez que haya cesado en el cargo, deberá denunciar el 
domicilio real, que deberá mantenerse actualizado durante el plazo de CINCO (5) años contados 
desde el cese.

Las Entidades deben designar un Oficial de Cumplimiento suplente, que deberá cumplir con 
las mismas condiciones establecidas para el titular, para que se desempeñe como Oficial de 
Cumplimiento únicamente en caso de ausencia temporal, impedimento, licencia o remoción del 
titular. Las Entidades deberán comunicar a la UIF, dentro de los CINCO (5) días hábiles, la entrada 
en funciones del Oficial de Cumplimiento suplente, los motivos que la justifican y el plazo durante el 
cual desempeñará el cargo. Dicha comunicación podrá ser digitalizada y enviada vía correo electró-
nico a: sujetosobligados@uif.gob.ar.

La remoción del Oficial de Cumplimiento debe ser aprobada por el órgano competente que lo 
haya designado en funciones, y comunicada fehacientemente a la UIF dentro de los QUINCE (15) 
días hábiles de realizada, indicando las razones que justifican tal medida. La vacancia del cargo 
de Oficial de Cumplimiento no puede durar más de TREINTA (30) días hábiles, continuando la 
responsabilidad del Oficial de Cumplimiento suplente y, en caso de vacancia, la del propio Oficial 
de Cumplimiento saliente, hasta la notificación de su sucesor a la UIF.

Artículo 12 — Responsabilidades y funciones del Oficial de Cumplimiento
El Oficial de Cumplimiento tendrá las funciones que se enumeran a continuación, las cuales 

podrán ser ejecutadas por un equipo de soporte a su cargo, conservando en todos los casos la 
responsabilidad respecto de las mismas:
a)	 Proponer al órgano de administración o máxima autoridad de la Entidad las estrategias para 

prevenir y gestionar los Riesgos de LA/FT.
b)	 Elaborar el Manual de Prevención de LA/FT y coordinar los trámites para su debida aprobación.
c)	 Vigilar la adecuada implementación y funcionamiento del Sistema de Prevención de LA/FT.
d)	 Evaluar y verificar la aplicación de las políticas y procedimientos implementados en el Sistema 

de Prevención de LA/FT, según lo indicado en la presente, incluyendo el monitoreo de opera-
ciones, la detección oportuna y el Reporte de Operaciones Sospechosas.

e)	 Evaluar y verificar la aplicación de las políticas y procedimientos implementados para identifi-
car a las PEP.

f)	 Implementar las políticas y procedimientos para asegurar la adecuada Gestión de Riesgos de 
LA/FT.

g)	 Implementar un Plan de Capacitación para que los empleados de la Entidad cuenten con el ni-
vel de conocimiento apropiado para los fines del Sistema de Prevención de LA/FT, que incluye 
la adecuada Gestión de los Riesgos de LA/FT;

h)	 Verificar que el Sistema de Prevención de LA/FT incluya la revisión de las listas anti-terroristas 
y contra la proliferación de armas de destrucción masiva, así como también otras que indique 
la regulación local.

i)	 Vigilar el funcionamiento del sistema de monitoreo y proponer señales de alerta a ser incorpo-
radas en el Manual de Prevención de LA/FT.

j)	 Llevar un registro de aquellas Operaciones Inusuales que, luego del análisis respectivo, no 
fueron determinadas como Operaciones Sospechosas.

k)	 Evaluar las operaciones y en su caso calificarlas como sospechosas y comunicarlas a través 
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de los ROS a la UIF, manteniendo el deber de reserva al que hace referencia el artículo 22 de la 
Ley N° 25.246 y sus modificatorias.

l)	 Emitir informes sobre su gestión al órgano de administración o máxima autoridad de la Enti-
dad.

m)	Verificar la adecuada conservación de los documentos relacionados al Sistema de  
      Prevención de LA/FT.
n)	 Actuar como interlocutor de la Entidad ante la UIF y otras autoridades regulatorias   en los 

temas relacionados a su función.
o)	 Atender los requerimientos de información o de información adicional y/o complementaria 

solicitada por la UIF y otras autoridades competentes.
p)	 Informar al Comité de Prevención de LA/FT respecto a las modificaciones e incorporaciones 

al listado de países de alto riesgo y no cooperantes publicado por el Grupo de Acción Finan-
ciera Internacional (FATF/GAFI), dando especial atención al riesgo que implican las relaciones 
comerciales y operaciones relacionadas con los mismos.

q)	 Formular los Reportes Sistemáticos, de acuerdo a lo establecido por la normativa vigente.
r)	 Las demás que sean necesarias o establezca la UIF para controlar el funcionamiento y el nivel 

de cumplimiento del Sistema de Prevención de LA/FT.

Artículo 13 — Oficial de Cumplimiento Corporativo
Los Grupos podrán designar un único Oficial de Cumplimiento, en la medida en que las he-

rramientas diarias de administración y control de las operaciones le permitan acceder a toda la 
información necesaria en tiempo y forma. Las decisiones de la Matriz del Grupo en esta materia 
serán objeto de toma de razón por parte de los órganos de administración o máxima autoridad 
de las entidades controladas y/o vinculadas que, sin embargo, podrán oponerse cuando las con-
diciones comunicadas no garanticen la plena atención a las responsabilidades del órgano de 
administración o máxima autoridad de las entidades controladas y/o vinculadas.

El Oficial de Cumplimiento corporativo se encuentra alcanzado por las disposiciones de los 
artículos 11 y 12 de la presente y deberá formar parte del órgano de administración de todas las 
personas jurídicas vinculadas.

Artículo 14 — Comité de Prevención de LA/FT
Las Entidades deben constituir un Comité de Prevención de LA/FT, el cual no podrá coincidir 

con el Comité de Auditoría pero sí con el Comité de Riesgos, cuya finalidad debe ser brindar 
apoyo al Oficial de Cumplimiento en la adopción y cumplimiento de políticas y procedimientos 
necesarios para el buen funcionamiento del Sistema de Prevención de LA/FT. Las Entidades de-
ben contar con un reglamento del referido comité, aprobado por el órgano de administración o 
máxima autoridad de la Entidad, que contenga las disposiciones y procedimientos necesarios 
para el cumplimiento de sus funciones, en concordancia con las normas sobre la Gestión Integral 
de Riesgos. Este comité, que será presidido por el Oficial de Cumplimiento, deberá contar con la 
participación de funcionarios del primer nivel gerencial cuyas funciones se encuentren relaciona-
das con Riesgos de LA/FT.

Los Grupos podrán designar un único Comité de Prevención de LA/FT, en la medida en que la 
Gestión del Riesgo de LA/FT se realice de manera demostrablemente integrada. Las decisiones 
de la Matriz del Grupo en esta materia serán objeto de toma de razón por parte de los órganos de 
administración o máxima autoridad de las entidades controladas y/o vinculadas que, sin embar-
go, podrán oponerse cuando las condiciones comunicadas no garanticen la plena atención a las 
responsabilidades del órgano de administración o máxima autoridad de la Entidad controlada y/o 
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vinculada. En el caso de constituirse un Comité de Prevención de LA/FT Corporativo, éste debe 
estar compuesto por un miembro del órgano de administración y/o funcionario de primer nivel 
gerencial de cada integrante del Grupo.

El Comité de Prevención de LA/FT, de acuerdo con el reglamento que resulte de aplicación, 
podrá constituir sub-comités para administrar más eficazmente el Riesgo de LA/FT.

Los temas tratados en las reuniones de Comité y las conclusiones adoptadas por éste, in-
cluyendo el tratamiento de casos a reportar, constarán en una minuta, la cual será distribuida 
apropiadamente en la Entidad y quedará a disposición de las autoridades competentes. En los 
casos en los cuales el Comité de Prevención de LA/FT funcione junto con el Comité de Riesgos, 
deberá constar en la minuta, de manera separada e integral, el tratamiento de los temas referidos 
a la prevención de LA/FT. Del mismo modo, en los casos que se implemente un Comité único para 
un Grupo, deberá constar en la minuta el tratamiento de los temas de cada Entidad del Grupo de 
manera diferenciada.

Artículo 15 — Entidades o grupos con sucursales y/o filiales (locales y en el extranjero)
Las Entidades o Grupos establecerán las reglas que resulten necesarias para garantizar la im-

plementación eficaz del Sistema de Prevención de LA/FT en todas sus sucursales y/o filiales de 
propiedad mayoritaria, incluyendo aquellas radicadas en el extranjero. El Sistema de Prevención 
de LA/FT deberá ser sustancialmente consistente en relación a la aplicación de las disposiciones 
sobre la Debida Diligencia del Cliente y el manejo del Riesgo de LA/FT y garantizar el adecuado 
flujo de información inter-Grupo. En el caso de operaciones en el extranjero, se deberá aplicar el 
principio de mayor rigor (entre la normativa argentina y la extranjera), en la medida que lo permi-
tan las leyes y normas de la jurisdicción extranjera. Deberá constar, en caso de corresponder, un 
análisis actualizado y suficientemente detallado que identifique las diferencias entre las distintas 
legislaciones y regulaciones aplicables; este documento será el fundamento de las políticas par-
ticulares que sean establecidas para gestionar tales diferencias, incluyendo la obligatoriedad de 
comunicar dichas diferencias a la UIF.

Artículo 16 — Externalización de tareas
La externalización de la función de soporte de las tareas administrativas del Sistema de Pre-

vención de LA/FT, debe ser decidida por el órgano de administración o máxima autoridad de la 
Entidad a propuesta motivada y con opinión favorable del Comité de Prevención de LA/FT, y sólo 
podrá ser llevada a cabo cumpliendo con los siguientes requisitos:
a)	 Que conste por escrito, sin que pueda existir delegación alguna de responsabilidad de la Enti-

dad ni de su órgano de administración o máxima autoridad.
b)	 Que no incluya, en ningún caso, funciones que en la presente se reservan a la máxima autori-

dad de la Entidad, las que en ningún caso podrán ser objeto de externalización.
c)	 Que se establezcan todas las medidas necesarias para asegurar la protección de los datos, 

cumpliéndose con la normativa específica que se encuentre vigente sobre protección de datos 
personales.

d)	 Que se excluya la Debida Diligencia continuada, la cual incluye el análisis de alertas transac-
cionales y la gestión de Reportes de Operaciones Sospechosas y sus archivos relacionados.
 En el caso de las Entidades sujetas al régimen de la Ley N° 21.526, la externalización de fun-

ciones mencionadas en el presente, será incluida en los planes de auditoría interna, gozando los 
auditores, tanto internos como en su caso externos, del más completo acceso a todos los datos, 
bases de datos, documentos, registros, u otros, relacionados con la decisión de externalización y 
las operaciones externalizadas.
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Sin perjuicio de las anteriores reglas, la Entidad podrá mantener las relaciones de agencia en 
los términos legales que correspondieren, siendo considerados los agentes una mera extensión 
de la propia Entidad, debiendo ésta asegurar la aplicación de la totalidad e integridad del Sistema 
de Prevención de LA/FT de la Entidad.

Artículo 17 — Conservación de la documentación
Las Entidades deberán cumplir con las siguientes reglas de conservación de documentación:

a)	 Conservarán los documentos acreditativos de las operaciones realizadas por Clientes durante 
un plazo no inferior a DIEZ (10) años, contados desde la fecha de la operación. El archivo de 
tales documentos debe estar protegido contra accesos no autorizados y debe ser suficiente 
para permitir la reconstrucción de la transacción.

b)	 Conservarán la documentación de los Clientes y Propietarios/Beneficiarios, recabada a través 
de los procesos de Debida Diligencia, por un plazo no inferior a DIEZ (10) años, contados des-
de la fecha de desvinculación del Cliente.

c)	 Conservarán los documentos obtenidos para la realización de análisis, y toda otra documenta-
ción obtenida y/o generada en la aplicación de las medidas de Debida Diligencia, durante DIEZ 
(10) años, contados desde la fecha de desvinculación del Cliente.

d)	 Las Entidades deben desarrollar e implementar mecanismos de atención a los requerimientos 
que realicen las autoridades competentes con relación al Sistema de Prevención de LA/FT que 
permita la entrega de la documentación y/o información solicitada en los plazos requeridos.

e)	 Todos los documentos mencionados en el presente artículo, podrán ser conservados en me-
dios magnéticos, electrónicos u otra tecnología similar, protegidos especialmente contra ac-
cesos no autorizados.

f)	 En el caso de Entidades sujetas al régimen de la Ley N° 18.924 y sus modificatorias y comple-
mentarias, respecto a los plazos previstos en los incisos 2 y 3, deberán computarse a partir de 
la fecha de la última transacción.

Artículo 18 — Capacitación
Las Entidades deben elaborar un Plan de Capacitación anual que debe ser aprobado por el 

órgano de administración o máxima autoridad de la Entidad y tiene por finalidad instruir al perso-
nal de la Entidad sobre las normas regulatorias vigentes, así como respecto a políticas y proce-
dimientos establecidos por la Entidad respecto del Sistema de Prevención de LA/FT. El Plan de 
Capacitación asegurará, como prioridad, la inclusión del Enfoque Basado en Riesgos. Todos los 
empleados, agentes o colaboradores serán incluidos en dicho Plan de Capacitación, consideran-
do su función y exposición a Riesgos de LA/FT.

Los Planes de Capacitación deben ser revisados y actualizados por el Oficial de Cumplimiento 
con la finalidad de evaluar su efectividad y adoptar las mejoras que se consideren pertinentes. El 
Oficial de Cumplimiento es responsable de informar a todos los directores, gerentes y agentes o 
colaboradores de la Entidad sobre los cambios en la normativa del Sistema de Prevención de LA/
FT, ya sea esta interna o externa.

El personal de la Entidad recibirá tanto formación preventiva genérica como formación preven-
tiva referida a su específico puesto de trabajo.

El Oficial de Cumplimiento titular y suplente, así como también los empleados o colaboradores 
del área a su cargo, deberán ser objeto de planes especiales de capacitación, de mayor profundi-
dad y con contenidos especialmente ajustados a su función.

Los nuevos directores, gerentes y empleados que ingresen a la Entidad deben recibir una ca-
pacitación sobre los alcances del Sistema de Prevención del LA/FT de la Entidad, de acuerdo con 
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las funciones que les correspondan, en un plazo máximo de sesenta (60) días hábiles a contar 
desde la fecha de su ingreso.

Las Entidades deben mantener una constancia de las capacitaciones recibidas y llevadas a 
cabo y las evaluaciones efectuadas al efecto, que deben encontrarse a disposición de la UIF, en 
medio físico y/o electrónico. El Oficial de Cumplimiento, en colaboración con el área de Recursos 
Humanos, deberá llevar un registro de control acerca del nivel de cumplimiento de las capacita-
ciones requeridas.

El personal de la Entidad debe recibir capacitación en, al menos, los siguientes temas:
a)	 Definición de los delitos de LA/FT.
b)	 Normativa local vigente y Estándares Internacionales sobre Prevención de LA/FT.
c)	 Sistema de Prevención de LA/FT de la Entidad y sobre el modelo de gestión de los Riesgos de 

LA/FT, enfatizando en temas específicos tales como la Debida Diligencia de los Clientes.
d)	 Riesgos de LA/FT a los que se encuentra expuesta la Entidad.
e)	 Tipologías de LA/FT detectadas en la Entidad u otras Entidades o Sujetos Obligados.
f)	 Señales de alertas para detectar Operaciones Sospechosas.
g)	 Procedimiento de determinación y comunicación de Operaciones Sospechosas, enfatizando 

en el deber de confidencialidad del reporte.
h)	 Roles y responsabilidades del personal de la Entidad respecto a la materia.

Artículo 19 —  Evaluación del Sistema de Prevención de LA/FT
 La Evaluación del Sistema de Prevención de LA/FT se llevará a cabo en dos niveles, a saber:

a)	 Revisión independiente: las Entidades deberán solicitar a un revisor externo independiente, 
con experticia acreditada en la materia conforme con la reglamentación que al respecto dicte 
esta UIF, la emisión de un informe anual que se pronuncie sobre la calidad y Efectividad del 
Sistema de Prevención de LA/FT, con inclusión del carácter apropiado, o no, de las reglas de 
Gobierno Corporativo que subyacen a las decisiones que se concretan en el Sistema de Pre-
vención de LA/FT. Tales informes deberán pronunciarse en el plazo bajo revisión, identificando 
las áreas, procesos u otras materias, que no hubieran gozado de tal efectividad, y estable-
ciendo las medidas correctivas y los plazos para la ejecución de las mismas. El órgano de 
administración o máxima autoridad de la Entidad deberá tomar conocimiento de tal informe, 
debiendo implementar las medidas que resulten necesarias para la corrección de las debilida-
des o deficiencias que, en caso de existir, hubieran sido puestas de manifiesto, de acuerdo con 
la propuesta que ha de elevar el Oficial de Cumplimiento y el Comité de Prevención de LA/FT.

Las características técnicas de los trabajos de revisión independiente a desarrollar, así 
como los criterios para exhibir los resultados de dicha revisión independiente del Sistema de 
Prevención de LA/FT, podrán ser establecidos por la UIF a través de su potestad reglamentaria.

La UIF podrá solicitar la remisión de tales informes, que deberán estar a su disposición por 
un plazo no inferior a cinco (5) años contados desde la fecha de su emisión.

 b)	Auditoría Interna: sin perjuicio de las revisiones externas que correspondan, la Auditoría In-
terna incluirá en sus programas anuales áreas relacionadas con el Sistema de Prevención 
de LA/FT. El Oficial de Cumplimiento y el Comité de Prevención de LA/FT, en caso de existir, 
tomarán conocimiento de los mismos, sin poder participar en las decisiones sobre alcance y 
características de dichos programas anuales. En relación a los resultados obtenidos de las 
revisiones practicadas, que incluirán la identificación de deficiencias, descripción de mejoras a 
aplicar y plazos para su implementación, se cursará traslado al Oficial de Cumplimiento, quien 
notificará debidamente al órgano de administración o máxima autoridad de la Entidad.
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Artículo 20 —  Código de Conducta
Los directores, gerentes y empleados de la Entidad deberán poner en práctica un Código de 

Conducta, aprobado por el órgano de administración o máxima autoridad de la Entidad, destinado 
a asegurar, entre otros objetivos, el adecuado funcionamiento del Sistema de Prevención de LA/
FT y establecer medidas para garantizar el deber de reserva y confidencialidad de la información 
relacionada al Sistema de Prevención de LA/FT.

El Código de Conducta de las Entidades debe contener, entre otros aspectos, los principios 
rectores y valores, así como las políticas, que permitan resaltar el carácter obligatorio de los 
procedimientos que integran el Sistema de Prevención de LA/FT y su adecuado desarrollo, de 
acuerdo con la normativa vigente sobre la materia. Asimismo, el código debe establecer que cual-
quier incumplimiento al Sistema de Prevención de LA/FT se considera infracción, estableciendo 
su gravedad y la aplicación de las sanciones según correspondan al tipo de falta, de acuerdo con 
las disposiciones y los procedimientos internos aprobados por las Entidades.

Las Entidades deben dejar constancia del conocimiento que han tomado los directores, geren-
tes y empleados sobre el Código de Conducta y el compromiso a cumplirlo en el ejercicio de sus 
funciones, así como de mantener el deber de reserva de la información relacionada al Sistema 
de Prevención de LA/FT sobre la que hayan tomado conocimiento durante su permanencia en 
la Entidad de que se trate. Asimismo, las sanciones que se impongan y las constancias previa-
mente señaladas, deben ser registradas por las Entidades a través de algún mecanismo idóneo 
establecido al efecto.

La elaboración del Código de Conducta deberá incluir reglas específicas de control de las ope-
raciones que a través de la propia Entidad o Grupo, de acuerdo con las oportunas graduaciones 
de riesgo, sean ejecutadas por directivos, empleados o colaboradores.

Parte III 
Debida diligencia. Política de identificación 
y conocimiento del cliente 
Artículo 21 —  Reglas generales de conocimiento del Cliente

La Entidad deberá contar con políticas y procedimientos que le permitan adquirir conocimien-
to suficiente, oportuno y actualizado de todos los Clientes, verificar la información presentada por 
los mismos y realizar un adecuado monitoreo de sus operaciones. En ese sentido, la ejecución 
de tales etapas de Debida Diligencia se llevará a cabo teniendo en cuenta los Perfiles de Riesgo 
asignados a cada Cliente.

La Entidad debe identificar a sus Clientes en tiempo y forma, de acuerdo con las reglas esta-
blecidas en el presente Capítulo. Las técnicas de identificación deberán ejecutarse al inicio de las 
relaciones comerciales, y deberán ser objeto de aplicación periódica, con la finalidad de mantener 
actualizados los datos, registros y/o copias de la base de Clientes de la Entidad.

La ausencia o imposibilidad de identificación en los términos del presente Capítulo deberá 
entenderse como impedimento para el inicio de las relaciones comerciales y, de ya existir éstas, 
para continuarlas. Asimismo, la Entidad deberá realizar un análisis adicional para decidir si en 
base a las políticas de Gestión de Riesgos de LA/FT de la Entidad, deben ser objeto de Reporte 
de Operación Sospechosa.
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En todos los casos, sin perjuicio del nivel de Riesgo de LA/FT del Cliente, se realizará la veri-
ficación contra las listas conforme lo dispuesto en la Resolución UIF N° 29/2013. Asimismo, en 
todos los casos deberá conformarse la Declaración Jurada de PEP, la cual podrá ser firmada tanto 
presencialmente o a través de medios electrónicos, siempre que se cumpla con los requisitos 
establecidos en el artículo 26 de la presente.

Se deberá recabar, asimismo, para todos los casos, información suficiente para establecer el 
propósito y objetivos de la Cuenta.

En el caso que las Entidades de un mismo Grupo desarrollen actividades que se encuentren 
alcanzadas por distintas normas emanadas de la UIF, las mismas podrán celebrar acuerdos de 
reciprocidad que les permitan compartir Legajos de Clientes, los cuales deben asegurar el debido 
cumplimiento de requisitos de confidencialidad de la información y ser aprobados por el órgano 
de administración o máxima autoridad de la Entidad. Cada Entidad debe asegurar que los Legajos 
de sus Clientes posean la documentación pertinente, según los requerimientos establecidos en 
la presente y que los mismos sean puestos a disposición de las autoridades competentes en los 
plazos requeridos.

Artículo 22 —  Segmentación de clientes en base al riesgo
Los procedimientos de Debida Diligencia del Cliente se aplicarán de acuerdo a las calificaciones 

de Riesgo de LA/FT, determinadas en base al modelo de riesgo implementado por la Entidad, para 
lo cual se considerarán los criterios de riesgo relacionados al riesgo del Cliente, tales como, entre 
otros, el tipo de Cliente (persona humana o jurídica), actividad económica, origen de fondos, volu-
men transaccional real y/o estimado de operaciones, nacionalidad y residencia. Dicha calificación 
debe realizarse en el momento de la aceptación de nuevos Clientes y mantenerse actualizada du-
rante toda la relación con los mismos.

Los mencionados criterios deben formalizarse a través de políticas y procedimientos de cali-
ficación de Riesgos de LA/FT, a los cuales deben ser sometidos todos los Clientes y que deben 
encontrarse reflejados en el sistema de monitoreo de la Entidad.

La aplicación, el alcance y la intensidad de dicha Debida Diligencia se escalonarán, como míni-
mo, de acuerdo a los niveles de Riesgo Alto, Medio y Bajo. De tal modo, la asignación de un Riesgo 
Alto obligará a la Entidad a aplicar medidas de Debida Diligencia Reforzada detalladas en el artí-
culo 28, mientras que el nivel de Riesgo Medio resultará en la aplicación de las medidas de Debida 
Diligencia del Cliente detalladas en el artículo 27, y la existencia de un Riesgo Bajo habilitará la 
posibilidad de aplicar las medidas de Debida Diligencia Simplificada detalladas en el artículo 29.

Artículo 23 — Identificación de Clientes personas humanas
Los Clientes personas humanas deberán ser identificados en todos los casos a través de la 

presentación de un documento oficial que acredite su identidad y nacionalidad, vigente y con fo-
tografía. Igual tratamiento se dará, en caso de existir, al apoderado, tutor, curador, representante 
o garante, que deberá aportar, asimismo, el documento que acredite tal relación o vínculo jurídico. 
Específicamente, se obtendrá:
a)	 Tipo y número de documento de identidad, que deberá ser exhibido en original y al que se le 

realizará una copia, a fin de realizar el proceso de apertura de cuenta o inicio de la relación 
comercial. El documento original podrá ser exhibido de manera electrónica o a través de me-
dios digitales acreditados que garanticen seguridad y confianza tecnológica y jurídica, en cuyo 
caso deberán conservarse las evidencias correspondientes. Se aceptarán como documentos 
válidos para acreditar la identidad, el Documento Nacional de Identidad, Cédula de Identidad 
otorgada por autoridad competente de los respectivos países limítrofes o Pasaporte.
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Las Entidades podrán dar cumplimiento al requerimiento de exhibición de la documen-
tación que acredite identidad a través del certificado de Documento Nacional de Identidad 
provisto por el RENAPER a través de medios digitales oficiales.

b)	 Fecha y lugar de nacimiento.
c)	 Estado Civil.
d)	 C.U.I.L. (código único de identificación laboral), C.U.I.T. (Clave Única de Identificación Tributa-

ria), C.D.I. (Clave de Identificación), o la clave de identificación que en el futuro sea creada por 
la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP). Este requisito será exigible a extranje-
ros, en caso de corresponder.

e)	 Domicilio real (calle, número, localidad, provincia y código postal).
f)	 Número de teléfono y dirección de correo electrónico.
g)	 Actividad laboral o profesional.
h)	 Declaración jurada indicando expresamente si reviste la calidad de Persona Expuesta Política-

mente, de acuerdo a la Resolución UIF vigente en la materia.
Los requisitos previstos en el presente artículo resultarán de aplicación, asimismo, a los apo-

derados de las personas jurídicas y/o autorizados con uso de firma.
Lo previsto en el presente artículo, es sin perjuicio de lo establecido en el artículo 26 sobre 

métodos no presenciales de identificación.

Artículo 24 — Identificación de Clientes personas jurídicas
Los Clientes personas jurídicas deberán ser identificados a través de los documentos acredita-

tivos de la constitución y vigencia de dicha personalidad, obteniendo los siguientes datos:
a)	 Denominación o Razón Social.
b)	 Fecha y número de inscripción registral.
c)	 C.U.I.T., C.D.I., o C.I.E. (Clave de Inversores del Exterior), o la clave de identificación que en el 

futuro fuera creada por la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP). Este requisito 
será exigible a extranjeros, en caso de corresponder.

d)	 Copia del contrato o escritura de constitución.
e)	 Copia del estatuto social actualizado, el cual deberá ser verificado utilizando documentos 

originales o datos o información confiable de fuentes independientes; con resguardo de la 
evidencia correspondiente de tal proceso. 

Inciso sustituido por art. 1° de la Resolución N° 
18/2019 de la Unidad de Información Financiera B.O. 
25/02/2019

f)	 Domicilio legal (calle, número, localidad, provincia y código postal);
g)	 Número de teléfono de la sede social y dirección de correo electrónico;
h)	 Actividad principal realizada;
i)	 Identificación de los apoderados, en los términos establecidos en el primer párrafo del artículo anterior;
j)	 Nómina de los integrantes del órgano de administración u órgano equivalente;
k)	 Titularidad del capital social. En los casos en los cuales la titularidad del capital social presen-

te un alto nivel de atomización por las características propias del ente, se tendrá por cumplido 
este requisito mediante la identificación de los integrantes del consejo de administración o 
equivalente y/o aquellos que ejerzan el control efectivo del ente.

l)	 Identificación de Propietarios/Beneficiarios finales. A los fines de identificar a los Propietarios/
Beneficiarios finales de la persona jurídica, se podrán utilizar declaraciones juradas del Cliente, 
copias de los registros de accionistas proporcionados por el Cliente u obtenidos por el Suje-
to Obligado, o toda otra documentación o información pública que identifique la estructura 
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de control del Cliente. Cuando la participación mayoritaria de los Clientes personas jurídicas 
corresponda a una sociedad que cotiza en una bolsa o mercado regulado y esté sujeta a re-
quisitos sobre transparencia y/o revelación de información, se los exceptuará del requisito de 
identificación previsto en este inciso.

Artículo 25 — Identificación de otros tipos de Clientes
En el caso de otros tipos de Clientes se deberán seguir, las siguientes reglas de identificación:

 a)	Cuando se trate de los órganos, entes y demás estructuras jurídicas que conforman el Sector 
Público Nacional, así como también los que conforman los Sectores Públicos Provinciales y 
Municipales, las Entidades deberán exclusivamente identificar a la persona humana que ope-
rará la cuenta, en los términos establecidos en el artículo 23 de la presente, y obtener copia fiel 
del instrumento en el que conste la asignación de la competencia para ejecutar dichos actos, 
ya sea que lo aporte el Cliente, o bien, lo obtenga la Entidad a través de las publicaciones en 
los Boletines Oficiales correspondientes.

b)	 Las UTES, agrupaciones y otros entes comerciales asimilables se identificarán de acuerdo con 
las reglas generales para las personas jurídicas, aplicadas a sus integrantes, además de a la 
propia estructura jurídica constituida en lo que corresponda.

c)	 Los fideicomisos que hayan sido constituidos de acuerdo con la ley argentina, con excepción 
de los calificados como fideicomisos con oferta pública, se considerarán adecuadamente 
identificados cuando se cumplan las siguientes reglas:
1.	 Identificación del fiduciario, conforme a los artículos 23 o 24 de la presente, según corresponda;
2.	 Identificación de administrador o figura de características similares, en los términos de los 

artículos 23 o 24 de la presente, según corresponda;
d)	 Salvo cuando exista sospecha de LA/FT, en los casos de Clientes que: 

(i) operen por importes mensuales que no superen los pesos trescientos treinta y seis mil ($ 
336.000) o su equ valente en otras monedas, y correspondan a acreditación de remunera-
ciones, o a fondo de cese laboral para los trabajadores de la industria de la construcción, y 

(ii) los Clientes que operen por importes mensuales que no superen los pesos cuarenta y dos 
mil ($ 42.000), o su equivalente en otras monedas, en cuentasvinculadas con el pago de 
planes sociales, se considerará suficiente la información brindada por los empleadores y 
por los organismos nacionales, provinciales o municipales competentes.

Inciso sustituido por art. 43 de la Resolución N° 
117/2019 de la Unidad de Información Financiera
B.O. 19/11/2019.

e)	 En el caso de las Sociedades por Acciones Simplificadas (SAS) y demás sociedades comer-
ciales constituidas por medios digitales, la Entidad podrá identificar a la persona jurídica y dar 
inicio a la relación comercial con el instrumento constitutivo digital generado por el registro 
público respectivo, con firma digital de dicho organismo, que haya sido recibido por la Entidad 
a través de medios electrónicos oficiales.

f)	 Las Sociedades Cotizadas y sus filiales, que cotizan en una bolsa o mercado regulado y estén 
sujetas a requisitos sobre transparencia y/o revelación de información, podrán abrir una cuen-
ta y dar inicio a la relación comercial sin otro trámite que: (i) la identificación en los términos 
del artículo 23 de la persona humana que operará la cuenta, y (ii) la entrega de copia del ins-
trumento por el que dicha persona humana ha sido designada a tales efectos.

g)	 Quedan excluidas del tratamiento previsto con carácter general para la identificación de la 
clientela las cuentas con depósitos originados en las causas en que interviene la Justicia.
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Artículo 26 — Aceptación e identificación de Clientes no presenciales
La aceptación de Clientes no presenciales estará sometida a la identificación por medios 

electrónicos sustitutivos de la presencia física, conforme las especificaciones establecidas en 
el presente artículo.
a)	 La identificación de Clientes personas humanas conforme lo dispuesto en el artículo 23, se 

podrá realizar por medios electrónicos sustitutivos de la presencia física con uso de técnicas 
biométricas rigurosas o métodos tecnológicos alternativos de igual rigurosidad, almacenables 
y no manipulables, con arreglo a las siguientes especificaciones:
1.	 Podrá utilizarse cualquier procedimiento que incluya la exhibición en original del documen-

to de identificación del Cliente como, por ejemplo, el procedimiento de identificación no 
presencial mediante videoconferencia. Asimismo, podrá dar cumplimiento al requerimiento 
de exhibición de la documentación que acredita identidad a través del Documento Nacional 
de Identidad Digital provisto por el RENAPER a través de medios digitales oficiales.

2.	 La Entidad deberá realizar el análisis de riesgo del procedimiento de identificación no pre-
sencial a implementar, el cual deberá ser gestionado por personal capacitado específica-
mente en su utilización. Dicha capacitación deberá quedar acreditada de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 18.

3.	 El proceso de identificación no presencial deberá ser almacenado con constancia de fecha 
y hora, conservándose de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17.

4.	 El informe del revisor externo al que refiere el inciso a) del artículo 19, deberá pronunciarse 
expresamente sobre la adecuación y eficacia operativa del procedimiento de identificación 
no presencial implementado.

5.	 Será responsabilidad del Sujeto Obligado implementar los requerimientos técnicos que 
aseguren la autenticidad, vigencia e integridad de los documentos de identificación utiliza-
dos y la correspondencia del titular del documento con el Cliente objeto de identificación, 
así como también la confidencialidad e inalterabilidad de la información obtenida en el 
proceso de identificación.

6.	 Los procedimientos específicos de identificación no presencial que los Sujetos Obligados 
implementen de conformidad con el presente artículo no requerirán de autorización parti-
cular por parte de la UIF, sin perjuicio de que se pueda proceder a su control en ejercicio de 
las potestades de supervisión.

La identificación del Cliente de la forma establecida en el presente artículo también podrá 
realizarse respecto de las personas humanas referidas en el anteúltimo párrafo del artículo 23.
b)	 Alternativamente, se podrán aceptar Clientes no presenciales, con sujeción a las siguientes 

reglas:
1.	 El Cliente podrá solicitar su aceptación a través del sitio de Internet de la Entidad u otros 

canales alternativos (telemáticos, telefónicos o asimilables), remitiendo los documentos 
establecidos en los artículos 23 y 24, que correspondan a su naturaleza y características.

2.	 La Entidad entregará una clave personal e intransferible, que incluya preguntas de control, 
que deberá ser utilizada por el Cliente para operar.

3.	 La Entidad deberá considerar la necesidad de visitar al Cliente dejando constancia de tal 
hecho. Será aceptable la realización de tal visita por agentes especiales con contrato con 
la Entidad.

Artículo 27 — Debida Diligencia del Cliente
En los casos de Riesgo Medio, el Sujeto Obligado debe obtener, además de la información de 

identificación detallada en los artículos 23 y 24, el debido respaldo documental, en relación a:



Marco Legal del Sistema Financiero 2021 | 221

Resolución UIF 30/2017

a)	 La actividad económica del Cliente.
b)	 El origen de los ingresos, fondos y/o patrimonio del Cliente.

Se podrán solicitar otros datos que a juicio de la Entidad permitan identificar y conocer ade-
cuadamente a sus Clientes, incluso solicitando copias de documentos que permitan entender 
y gestionar adecuadamente el riesgo de este tipo de Clientes, de acuerdo con los Sistemas de 
Gestión de Riesgo de la Entidad.

Artículo 28 — Debida Diligencia Reforzada
 En los casos de Riesgo Alto, el Sujeto Obligado deberá obtener, además de la información de 

identificación detallada en los artículos 23 y 24, la siguiente documentación:
a)	 Copia de facturas, títulos u otras constancias que acrediten fehacientemente el domicilio.
b)	 Copia de los documentos que acrediten el origen de los fondos, el patrimonio u otros docu-

mentos que acrediten ingresos o renta percibida (estados contables, contratos de trabajo, 
recibos de sueldo).

c)	 Copia del acta del órgano decisorio designando autoridades.
d)	 Copias de otros documentos que permitan conocer y gestionar adecuadamente el riesgo de 

este tipo de Clientes.
e)	 Corroborar posibles antecedentes relacionados a LA/FT y sanciones aplicadas por la UIF, el órga-

no de control o el Poder Judicial (bases públicas, internet, y otros medios adecuados a tal fin).
f)	 Todo otro documento que la Entidad entienda corresponder.

Asimismo, a lo largo del período de mantenimiento de la relación comercial, se analizará, y 
constará en el análisis de aceptación del Cliente, la razonabilidad del propósito de la Cuenta en su 
relación con las características del Cliente, así como también se realizarán acciones de compro-
bación del mantenimiento de tal objetivo.

Otras medidas adicionales de Debida Diligencia Reforzada podrán resultar apropiadas para 
distintos perfiles de Clientes y operaciones, las cuales deberán constar en los Manuales de Pre-
vención de LA/FT de las Entidades.

Artículo 29 — Debida Diligencia Simplificada
Los Clientes calificados en el nivel de Riesgo Bajo podrán ser tratados de acuerdo con las 

reglas especiales establecidas en el presente artículo. En virtud de ello, las Entidades deberán 
contemplar como requisitos mínimos en Clientes personas humanas, la presentación y obten-
ción de copia de documento válido acreditativo de la identidad, de acuerdo con lo dispuesto en 
los artículos 23 y 26 de la presente, y en el caso de Clientes personas jurídicas, la presentación y 
obtención de copia de escrituras de constitución y estatuto social, con evidencia de su presenta-
ción en el registro correspondiente, según lo dispuesto en el artículo 24 de la presente. En ambos 
casos se dará cumplimiento con lo establecido en el cuarto párrafo del artículo 21 de la presente.

Adicionalmente, se podrán aplicar medidas de debida diligencia simplificadas al momento de 
abrir una caja de ahorro en los siguientes casos:

1.	 Que no exista sospecha de LA/FT
2.	 Siempre que el titular no posea otra cuenta bancaria.
3.	 Cuando no se trate de una Persona Expuesta Políticamente.
4.	 Cuando: (i) El saldo total de la cuenta no sea superior a VEINTICINCO (25) salarios míni-

mos, vitales y móviles y (ii) Las operaciones mensuales en efectivo no superen el equiva-
lente a CUATRO (4) salarios mínimos, vitales y móviles.

 Las presentes medidas de debida diligencia simplificada no eximen al Sujeto Obligado del 
deber de monitorear las operaciones efectuadas por el Cliente.
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El no cumplimiento de algunas de las reglas precedentes imposibilitará dar tratamiento de De-
bida Diligencia Simplificada, aplicando los procedimientos de Debida Diligencia que corresponda 
al nivel de riesgo determinado.

La solicitud, participación o ejecución en una operación con sospecha de LA/FT, obliga a apli-
car ipso facto (de forma inmediata) las reglas de Debida Diligencia Reforzada. Asimismo, se 
deberá reportar la operación como sospechosa, sin perjuicio de la resolución de la relación co-
mercial que, en su caso, pudiere adoptar.

Artículo 30 — Debida diligencia continuada
Todos los Clientes deberán ser objeto de seguimiento continuado con la finalidad de identificar, 

sin retrasos, la necesidad de modificación de su Perfil Transaccional y de su nivel de riesgo asociado.
La información y documentación de los Clientes deberá mantenerse actualizada de acuerdo con 

una periodicidad proporcional al nivel de riesgo, conforme los plazos previstos en el presente artículo.
En ningún caso se podrá dejar de actualizar los Legajos de Clientes por un período mayor a los 

CINCO (5) años. Para aquellos Clientes a los que se hubiera asignado un nivel de Riesgo Alto, la 
periodicidad de actualización de Legajos no podrá ser superior al año, y para aquellos de Riesgo 
Medio, a los DOS (2) años.

Las Entidades podrán implementar políticas y procedimientos en relación a la actualización de 
Legajos de aquellos Clientes a los cuales se les hubiera asignado un nivel de Riesgo Medio o Bajo, 
y que no hubieren estado alcanzados por ningún proceso que importe la presentación de docu-
mentación y/o información actualizada. Para tales casos, las Entidades podrán evaluar si existe, 
o no, la necesidad de actualizar el Legajo del Cliente, aplicando para ello un Enfoque Basado en 
Riesgo y criterios de materialidad en relación a la actividad transaccional operada en la Entidad y 
el riesgo que ésta pudiera conllevar para la misma.

A los fines de la actualización de los Legajos de Clientes a los cuales se les hubiera asignado 
un nivel de Riesgo Medio o Bajo, las Entidades podrán basarse en información, en el caso de Ries-
go Bajo y en información y/o documentación que hubiere sido suministrada por el Cliente o que 
hubiera podido obtener la propia Entidad, en el caso de Riesgo Medio, conservando las evidencias 
correspondientes. En el caso de Clientes a los que se les hubiera asignado un nivel de Riesgo 
Alto, la actualización de legajos deberá basarse únicamente en documentación provista por el 
Cliente o bien obtenida por la Entidad por sus propios medios, debiendo conservar las evidencias 
correspondientes en el Legajo del Cliente.

La falta de actualización de los Legajos de Clientes, con causa en la ausencia de colaboración 
o reticencia por parte de éstos para la entrega de datos o documentos actualizados requeridos, 
impondrá la necesidad de efectuar un análisis con un Enfoque Basado en Riesgo, en orden a 
evaluar la continuidad o no de la relación con el mismo y la decisión de reportar las operaciones 
del Cliente como sospechosas, de corresponder. La falta de documentación no configura por sí 
misma la existencia de una Operación Sospechosa, debiendo el Sujeto Obligado evaluar dicha 
circunstancia en relación a la operatoria del Cliente y los factores de riesgo asociados a fin de 
analizar la necesidad de realizar un ROS.

Artículo 31 — Debida diligencia realizada por otras entidades supervisadas
Las Entidades podrán basarse en las tareas de debida diligencia realizadas por terceras per-

sonas jurídicas supervisadas por el BCRA, la Comisión Nacional de Valores o la Superintendencia 
de Seguros de la Nación, con excepción de las reglas establecidas para la ejecución de la Debida 
Diligencia Continuada y del monitoreo, análisis y reporte de las operaciones. En tales casos, serán 
de aplicación las siguientes reglas:
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a)	 Existirá un acuerdo escrito entre la Entidad y el tercero.
b)	 En ningún caso habrá delegación de responsabilidad. La misma recaerá siempre en la Entidad.
c)	 El tercero ejecutante de las medidas de Debida Diligencia pondrá inmediatamente en conoci-

miento de la Entidad todos los datos exigidos por ésta.
d)	 El tercero ejecutante de las medidas de Debida Diligencia deberá remitir sin demora las copias 

de los documentos que hubiera obtenido.
e)	 Los acuerdos mencionados y su funcionamiento y operaciones, serán objeto de revisión pe-

riódica por la Auditoría Interna de la Entidad, que tendrá acceso pleno e irrestricto a todos los 
documentos, tablas, procedimientos y soportes relacionados con los mismos.
Solamente se podrá realizar acuerdos de este tipo con entidades financieras extranjeras cuan-

do se trate de entidades bancarias, crediticias, de valores o aseguradoras, autorizadas para ope-
rar y debidamente reguladas en materia de Prevención de LA/FT en jurisdicciones que no sean 
consideradas como no cooperantes, ni de alto riesgo por el GAFI. En tales casos, resultarán de 
aplicación las mismas reglas establecidas en el presente artículo.

Los Grupos podrán basarse en la Debida Diligencia realizada por cualquiera de las Entidades 
supervisadas del propio Grupo que operen en la República Argentina, en las mismas condiciones 
establecidas en este artículo.

Artículo 32 — Cuentas de Sujetos Obligados
Las siguientes reglas deberán aplicarse sobre las cuentas de Sujetos Obligados:

a)	 Cuando se trate de Clientes que sean a su vez Sujetos Obligados, las Entidades deberán desplegar 
políticas y procedimientos de Debida Diligencia razonables con un Enfoque Basado en Riesgos.

b)	 Las Entidades serán responsables del control del buen uso de los productos y servicios que 
ellas ofertan, no así de los productos y servicios que ofertan sus Clientes Sujetos Obligados a 
terceros ajenos a la relación comercial directa con la Entidad.

c)	 Como requerimiento de inicio de la relación comercial, las Entidades deberán solicitarle al 
Cliente Sujeto Obligado, la acreditación del registro ante la UIF.

d) 	Sin perjuicio de los anteriores apartados, las Entidades podrán solicitar a este tipo de Clientes: 
(i) la realización de visitas pactadas de análisis y conocimiento del negocio, (ii) la entrega en 
copia del Manual de Prevención de LA/FT, (iii) el establecimiento de relaciones de trabajo con 
el Oficial de Cumplimiento, con el fin de evacuar dudas o solicitar la ampliación de informa-
ciones o documentos, y (iv) en los casos en los que resulte apropiado, por formar parte de 
un proceso periódico de revisión o por la existencia de inusualidades, la identificación de los 
clientes del Cliente.

e)	 Las anteriores reglas no resultarán de aplicación en caso de ausencia de colaboración o re-
ticencia injustificada del titular de la Cuenta, ni en caso de sospechas de LA/FT. En tales 
escenarios se procederá a aplicar medidas reforzadas de conocimiento del Cliente con la obli-
gación de realizar un análisis especial de la Cuenta y, en su caso y si así lo confirma el análisis, 
emitir un Reporte de Operación Sospechosa.

f)	 En el caso de Fideicomisos, conforme la definición del artículo 2° de la Resolución UIF 
140/2012, las Entidades deberán solicitarle a este tipo de Sujetos Obligados, además de la 
acreditación del registro ante la UIF, (i) La identificación del Oficial de Cumplimiento y (ii) copia 
del Manual de Prevención de LA/FT, verificando que contenga políticas y procedimientos para 
la identificación y verificación de la identidad de Clientes.

Artículo 33 — Cuentas de corresponsalía transfronteriza
Con respecto a las Cuentas de corresponsalía transfronteriza, las Entidades deberán, siguiendo 
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un Enfoque Basado en Riesgo, evaluar la aplicación de Medidas de Debida Diligencia tendientes a:
a)	 Reunir suficiente información sobre la institución representada que le permita comprender la 

naturaleza de los negocios de la institución a la cual le presta el servicio de corresponsalía y 
determinar, a partir de la información disponible públicamente, la reputación de la institución y 
la calidad de su supervisión y si ha sido objeto de una investigación sobre LA/FT o una acción 
regulatoria.

b)	 Evaluar los controles de LA/FT de la institución a la cual le presta el servicio de corresponsalía.
c)	 Obtener la aprobación de la alta gerencia antes de establecer nuevas relaciones corresponsales.
d)	 Constatar que el banco representado haya llevado a cabo la Debida Diligencia sobre los Clientes 

que tienen acceso directo a las cuentas de la Entidad y que puede brindar la información relevan-
te en materia de Debida Diligencia cuando la Entidad lo solicite.
En ningún caso se abrirá cuenta alguna a los denominados “Bancos Pantalla”, es decir, a En-

tidades Financieras constituidas en un territorio o jurisdicción en el que no tengan presencia 
física -medios materiales y dirección- que permita ejercer una gestión real desde dicho territorio. 
Asimismo, las Entidades deberán constatar que las instituciones representadas no permitan que 
sus cuentas sean utilizadas por bancos pantalla.

Artículo 34 — Banca Privada
Sin perjuicio de las definiciones comerciales que resulten utilizadas por las Entidades, a los 

efectos de esta norma se considerarán relaciones de Banca Privada, respecto de las cuales se 
aplicarán medidas de Debida Diligencia Reforzada, aquellas en las que concurran las siguientes 
circunstancias: 
(a) el saldo exigible es no inferior a un valor equivalente a pesos diez millones ($ 10.000.000), 
(b) un gestor haya sido asignado a la atención de la cuenta, y 
(c) El patrimonio del cliente bajo la gestión de la Entidad ascienda a pesos veintiocho millones ($ 

28.000.000), o su equivalente en otras monedas.”.
“Inciso sustituido por art. 44 de la Resolución N° 
117/2019 de la Unidad de Información Financiera 
B.O. 19/11/2019.”.

Artículo 35 — Desvinculación de Clientes
En los casos en los cuales la Entidad no pudiera dar cumplimiento a la Debida Diligencia del 

Cliente conforme a la normativa vigente, se deberá efectuar un análisis con un Enfoque Basado 
en Riesgo, en orden a evaluar la continuidad o no de la relación con el mismo.

La formulación de un reporte de Operación Sospechosa respecto de un Cliente no implicará 
necesariamente la desvinculación del mismo. Tal decisión estará sujeta a la Evaluación de Riesgo 
que realice la Entidad.

Los criterios y procedimientos a aplicar en ese proceso deberán ser descriptos por las Entida-
des en sus Manuales de Prevención de LA/FT. Cuando corresponda dar inicio a la discontinuidad 
operativa se deberán observar los procedimientos y cumplir los plazos previstos por las disposi-
ciones del BCRA que resulten específicas en relación a el/los producto/s que el Cliente hubiese 
tenido contratado/s.

Artículo 36 — Representantes de Entidades Financieras del Exterior no autorizadas a 
operar en el país

En virtud de su condición de sujetos obligados ante la UIF, conforme lo dispuesto en el artículo 
20, inciso 1 de la Ley 25.246, los representantes de Entidades Financieras del Exterior no autori-
zadas a operar en el país deberán dar cumplimiento a los requisitos de cumplimiento detallados 
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en la Parte II del Capítulo II de la presente, como así también, ante la existencia de una Operación 
Sospechosa, a aquellos mencionados en el artículo 39.

Parte IV 
Monitoreo transaccional, análisis y reporte
Artículo 37 — Perfil Transaccional

La información y documentación solicitadas deberán permitir la confección de un Perfil Tran-
saccional prospectivo (ex ante), sin perjuicio de las calibraciones y ajustes posteriores, de acuer-
do con las operaciones efectivamente realizadas. Dicho perfil estará basado en el entendimiento 
del propósito y la naturaleza esperada de la relación comercial, la información transaccional y la 
documentación relativa a la situación económica, patrimonial y financiera que hubiera proporcio-
nado el Cliente o que hubiera podido obtener la propia Entidad, conforme los procesos de Debida 
Diligencia que corresponda aplicar en cada caso.

En los casos de Clientes de Riesgo Medio y Alto, el Perfil Transaccional deberá estar respalda-
do por la documentación detallada en los artículos 27 y 28 de la presente, mientras que en el resto 
de los Clientes podrá estar basado en la información que hubiera sido suministrada por el Cliente 
o que hubiera podido obtener la propia Entidad, conservando las evidencias correspondientes con 
arreglo al artículo 29 de la presente.

Dicho perfil será determinado en base al análisis de riesgo de la Entidad de modo tal que 
permita la detección oportuna de Operaciones Inusuales y Operaciones Sospechosas realizadas 
por el Cliente.

Artículo 38 — Monitoreo transaccional
A fin de realizar el monitoreo transaccional se deberá tener en cuenta lo siguiente:

a)	 Se establecerán reglas de control de operaciones y alertas automatizadas, de tal forma que la 
Entidad pueda monitorear apropiadamente y en forma oportuna la ejecución de operaciones y 
su adecuación al Perfil Transaccional de sus Clientes y su nivel de riesgo asociado.

b)	 Para el establecimiento de alertas y controles se tomarán en consideración tanto la propia 
experiencia de negocio como las tipologías y pautas de orientación que difundan la propia UIF 
y/o los organismos internacionales de los que forme parte la República Argentina relaciona-
dos con la materia de LA/FT.

c)	 Los parámetros aplicados a los sistemas implementados de Prevención de LA/FT serán apro-
bados por el Oficial de Cumplimiento, y tendrán carácter de confidencial excepto para quienes 
actúen en el proceso de monitoreo, control, revisión, diseño y programación de los mismos 
y aquellas personas que los asistan en el cumplimiento de sus funciones. La metodología 
de determinación de reglas y parámetros de monitoreo debe estar documentada, y ello estar 
debidamente mencionado y referenciado en el Manual de Prevención de LA/FT de la Entidad, 
conforme lo dispuesto en el último párrafo del artículo 8 de la presente.

d)	 Se considerarán operaciones pasibles de análisis todas aquellas Operaciones Inusuales.
e)	 Existirá un registro interno de operaciones objeto de análisis. En el constarán, al menos, los 

siguientes datos: (i) identificación de la transacción, (ii) fecha, hora y procedencia de la alerta 
u otro sistema de identificación de la transacción a analizar, (iii) analista responsable de su 
resolución, (iv) medidas llevadas a cabo para la resolución de la alerta, (v) decisión final mo-
tivada, incluyendo validación del supervisor o instancia superior, fecha y hora de la decisión 
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final. Asimismo, se deberán custodiar los legajos documentales íntegros de soporte de tales 
registros.

f)	 Las Entidades recabarán de los Clientes el respaldo documental que sea necesario para justi-
ficar adecuadamente la operatoria alertada, procediendo a la actualización de la información 
del Cliente como su Perfil Transaccional en caso que ello sea necesario.

f)	 Los organismos nacionales, provinciales, municipales, entes autárquicos y toda otra persona 
jurídica de carácter público, se encuentran sujetos a monitoreo por parte de las Entidades, el 
cual se realizará en función del riesgo que éstos y sus operaciones presenten y con foco es-
pecial en el destino de los fondos. En tal sentido, deberán prestar especial atención a aquellas 
operaciones cuyo destinatario no sea también un Organismo o Ente de carácter público.

Artículo 39 — Reportes de Operaciones Sospechosas
Las Entidades deberán reportar las Operaciones Sospechosas a la UIF, conforme lo siguiente:

a)	 Los reportes incluirán todos los datos y documentos que permitan que la UIF pueda utilizar 
y aprovechar apropiadamente dichas comunicaciones. Los reportes serán realizados en las 
condiciones técnicas establecidas por la UIF (Resolución UIF N° 51/2011 y sus modificatorias 
y complementarias), cumplimentando todos los campos que sean requeridos y con entrega 
o puesta a disposición de la UIF de todas las tablas, documentos o informaciones de soporte 
que justifiquen la decisión de comunicación.

b)	 El reporte de Operaciones Sospechosas debe ser fundado y contener una descripción de las 
razones por las cuales la Entidad considera que la operación presenta tal carácter.

c)	 El plazo para emitir el reporte de una Operación Sospechosa de lavado de activos será de 
quince (15) días corridos, computados a partir de la fecha en que la Entidad concluya que 
la operación reviste tal carácter. Asimismo, la fecha de reporte no podrá superar los ciento 
cincuenta (150) días corridos contados desde la fecha de la Operación Sospechosa realizada 
o tentada.

d)	 El plazo para el reporte de una Operación Sospechosa de financiación del terrorismo será de 
48 horas, computados a partir de la fecha de la operación realizada o tentada.
Los Reportes de Operaciones Sospechosas son confidenciales por lo que no podrán ser exhi-

bidos a los revisores externos ni ante los organismos de control de la actividad, de conformidad 
a lo dispuesto en los artículos 21 inciso c) y 22 de la Ley N° 25.246 y modificatorias, excepto para 
el caso del BCRA cuando actúe en algún procedimiento de supervisión, fiscalización e inspección 
in situ, en el marco de la colaboración que ese Organismo de Contralor debe prestar a esta UIF, en 
los términos del artículo 14 inciso 7 de la Ley N° 25.246 y sus modificatorias.

Parte V 
Otras reglas
Artículo 40 — Transferencias electrónicas

En relación a las transferencias electrónicas se deberá considerar lo siguiente:
a)	 En las transferencias electrónicas locales, las Entidades deberán obtener la siguiente informa-

ción: (i) nombre completo o denominación social del ordenante, (ii) número de CUIT, CUIL, CDI 
o documento nacional de identidad del ordenante, (iii) número de cuenta del beneficiario, (iv) 
Clave Bancaria Uniforme (CBU) del beneficiario, (v) número de CUIT, CUIL, CDI o Documento 
Nacional de Identidad del beneficiario, (vi) movimiento de fondos (importe y moneda de la 
transferencia).



Marco Legal del Sistema Financiero 2021 | 227

Resolución UIF 30/2017

b)	 En las transferencias electrónicas de fondos desde y hacia el exterior, las Entidades deberán 
obtener la siguiente información: (i) nombre completo o denominación social del ordenante, 
(ii) domicilio o número de Documento Nacional de Identidad o número de CUIT, CUIL, CDI o CIE 
del ordenante, (iii) número de identificación del Cliente en la entidad ordenante, (iv) nombre 
completo y denominación social del beneficiario, y (v) número de transacción.

c)	 En el caso de que una Entidad sea intermediaria entre el ordenante y la beneficiaria, deberá ga-
rantizar que la totalidad de la información circule con las transferencias, sin pérdida de datos 
o campos.

d)	 Las anteriores reglas resultan de aplicación incluso en los casos en los que ordenante y bene-
ficiario coincidan.

e)	 Las Entidades que actúen como intermediarias o beneficiarias de transferencias de fondos 
deben contar con políticas y procedimientos basados en los Riesgos de LA/FT para determi-
nar (i) cuándo ejecutar, rechazar o suspender una transferencia electrónica que carezca de la 
información requerida sobre el ordenante y/o el beneficiario; y (ii) la acción de seguimiento 
apropiada.

Artículo 41 — Depósitos en efectivo
Las Entidades deben establecer un seguimiento reforzado sobre los depósitos que se realicen 

en efectivo. En tal sentido, en aquellos depósitos por importes iguales o superiores a la suma de 
pesos doscientos ochenta mil ($ 280.000) o su equivalente en otras monedas, las Entidades de-
berán identificar a la persona que efectúe la operación, en los términos establecidos en el primer 
párrafo del artículo 23 de la presente, requiriéndole información y dejando constancia de ello, si 
es realizada por sí o por cuenta de un tercero, en cuyo caso, se procederá a recabar el nombre 
completo y/o denominación social de este último, y el número de documento o clave de identifi-
cación fiscal (CUIT, CUIL o CDI), según corresponda.

Párrafo sustituido por art. 45 de la Resolución N° 
117/2019 de la Unidad de Información Financiera
B.O. 19/11/2019

Aquellas operaciones que se realicen utilizando algún medio de identificación con clave provis-
to previamente por la Entidad al depositante, tales como tarjetas magnéticas, o los efectuados en 
cuentas recaudadoras, quedarán exceptuados del procedimiento de identificación de la persona 
que lo efectúa, debiendo no obstante registrarse por cuenta de quién es efectuada la transacción.

Las Entidades deberán tomar medidas tendientes a mitigar los riesgos de aquellas actividades 
que operen altos volúmenes de dinero en efectivo a fin de aplicar medidas de Debida Diligencia 
Reforzada en caso que la Entidad lo estime necesario en base a su análisis de riesgo.

Parte VI 
Régimen informativo
Artículo 42 — Las Entidades deberán reportar sistemáticamente a través del sitio www.uif.gob.
ar de la UIF los siguientes regímenes informativos:
a)	 Reporte de Transacciones en Efectivo de Alto Monto (RTE): el Sujeto Obligado deberá informar, 

de manera sistemática, todas las transacciones realizadas en moneda local o extranjera que 
involucren entrega o recibo de dinero en efectivo por un valor igual o superior a pesos doscien-
tos ochenta mil ($ 280.000). El reporte contendrá la siguiente información:
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1.	 Datos identificatorios de la persona que realizó la transacción (operador de los fondos); 
de la persona en nombre de la cual se realizó la transacción (titular de los fondos) y de las 
personas vinculadas al producto al cual o desde el cual se destinan los fondos.

2.	 El tipo de transacción que se trata (depósitos o extracciones).
3.	 La fecha, el monto de la transacción en pesos o su equivalente y la moneda de origen.

Inciso sustituido por art. 46 de la Resolución N° 
117/2019 de laUnidad de Información Financiera 
B.O. 19/11/2019

b)	 Reporte de Transferencias Internacionales (“RTI”): Los Sujetos Obligados deberán informar, 
de manera sistemática, todas las transacciones realizadas en moneda local o extranjera que 
involucren transferencias de fondos entre cuentas radicadas en el país y cuentas radicadas en 
el exterior.

Este reporte contendrá la siguiente información:
1.	 El tipo de transacción (ingreso o egreso de fondos).
2.	 La fecha, el monto de la transacción en pesos o su equivalente y la moneda de origen.
3.	 País de origen y destino de la transferencia.
4.	 Datos identificatorios de la entidad bancaria de origen y de la entidad bancaria de destino.
5.	 Datos identificatorios de las personas titulares del producto al cual y desde el cual se des-

tinan los fondos;
6.	 Datos identificatorios de las personas adicionales vinculadas al producto al cual ingresan 

los fondos en Argentina.
7.	 Datos identificatorios de las personas adicionales vinculadas al producto desde el cual se 

destinan los fondos desde Argentina.
Dicho Reporte deberá ser presentado hasta el día QUINCE (15) de cada mes y referir a las 

transferencias realizadas en el mes calendario inmediato anterior.
Las Entidades proveerán la información requerida conforme la plantilla implementada a tal 

fin por la UIF.
c)	 Reporte Sistemático Anual (“RSA”): Los Sujetos Obligados deberán remitir, con frecuencia 

anual, un reporte conteniendo la siguiente información sobre su Entidad:
1. Información general (razón social, domicilio, actividad, Oficial de Cumplimiento).
2. Información societaria/estructura.
3. Información contable (ingresos/patrimonio).
4. Información de negocios (productos/servicios/canales de distribución/zona geográfica).
5. Información sobre tipos y cantidad de Clientes.

Dicho Reporte deberá ser presentado hasta el 15 de marzo de cada año calendario. Las Enti-
dades proveerán la información requerida conforme la plantilla implementada a tal fin por la UIF.

Capítulo VII | Sanciones
Artículo 43 — Sanciones

El incumplimiento de cualquiera de las obligaciones y deberes establecidos en la presente 
resolución será pasible de sanción conforme con lo previsto en el Capítulo IV de la Ley N° 25.246 
y modificatorias.

A su vez, en casos de inobservancia parcial o cumplimiento defectuoso de alguna de las 
obligaciones y deberes impuestas en la presente, que desde un Enfoque Basado en Riesgos no 
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impliquen una lesión o puesta en riesgo del Sistema de Prevención de LA/FT del Sujeto Obligado, 
podrán disponerse medidas o acciones correctivas idóneas y proporcionales, necesarias para 
subsanar los procedimientos o conductas observadas, conforme el marco regulatorio dictado 
por esta UIF.

Capítulo VIII | Entidades Sujetas al Régimen 
de la Ley N° 18.924 y modificatorias
Artículo 44 — Tratamiento diferencial para Entidades sujetas al régimen de la Ley N° 18.924 y 
modificatorias (“Entidad Cambiaria”)

En virtud de las características operativas y organizacionales propias de los sujetos alcanza-
dos por la Ley N° 18.924 y sus modificatorias, se establece un tratamiento diferencial que éstos 
deberán seguir respecto a ciertos requerimientos detallados en la presente, a saber:
a)	 Autoevaluación de Riesgos: La Autoevaluación de Riesgos de LA/FT deberá ser realizada por 

lo menos cada DOS (2) años. Ello no obsta que, ante la identificación de un nuevo riesgo o 
modificación relevante de uno existente, se proceda oportunamente con la actualización de 
la Autoevaluación de Riesgos. En caso que la Entidad Cambiaria considere que no existieron 
cambios relevantes en los factores de riesgos detallados en Capítulo II de la presente, el Ofi-
cial de Cumplimiento elaborará un documento informando en tal sentido, el cual contará con 
aprobación del órgano de administración o máxima autoridad de la Entidad.

b)	 Comité de Prevención de LA/FT: Si en virtud de la estructura organizacional específica de la 
Entidad Cambiaria, se considera inviable la implementación efectiva del Comité de Preven-
ción de LA/FT, según lo establecido en el artículo 14, el órgano de administración o máxima 
autoridad de la Entidad Cambiaria podrá prescindir del mismo, entendiéndose que todas las 
responsabilidades asignadas a este Comité en la presente, serán asumidas por el Oficial de 
Cumplimiento. Tal decisión y los motivos que la sustentan, deberán quedar debidamente do-
cumentadas.

c)	 Dedicación no exclusiva de las tareas de cumplimiento: Las Entidades Cambiarias podrán 
contar con un Oficial de Cumplimiento con dedicación no exclusiva, y sin que se requiera la 
existencia de persona a su cargo con dedicación exclusiva, siempre que ello no obstaculice o 
desnaturalice la efectiva implementación del Sistema de Prevención de LA/FT y una gestión 
adecuada de los Riesgos de LA/FT. La adopción de esta modalidad no deberá configurar un 
conflicto de interés en virtud de las distintas funciones a cargo del Oficial de Cumplimiento.

d) Perfil transaccional y Debida Diligencia Continuada: Salvo sospecha de LA/FT, en aquellas 
operaciones de compra-venta de moneda extranjera cuyo monto no supere a la suma equi-
valente a pesos doscientos ochenta mil ($280.000) en el mes, se deberán obtener los datos 
identificatorios del Cliente, recabando la información contemplada en los artículos 23, 24 o 25 
de la presente. En aquellos casos que la operatoria del Cliente, en su totalidad, supere la suma 
equivalente a pesos quinientos sesenta mil ($ 560.000) en el año, se deberá dar cumplimiento 
a los requisitos establecidos en los artículos 30 y 37 de la presente. En todos los casos, las 
Entidades Cambiarias deberán observar lo dispuesto en el cuarto párrafo del artículo 21 de 
la presente norma y prestar particular atención a la posible estructuración de las operaciones 
por parte de sus Clientes, implementando parámetros de monitoreo y análisis a fin de identi-
ficar tal inusualidad.
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La solicitud, participación o ejecución en una operación con sospecha de LA/FT, obliga a 
aplicar ipso facto (de forma inmediata) las reglas de Debida Diligencia Reforzada. Asimismo, 
se deberá reportar la operación como sospechosa, sin perjuicio de la resolución de la relación 
comercial que, en su caso, pudiere adoptar.

“Inciso sustituido por art. 47 de la Resolución N° 
117/2019 de la Unidad de Información Financiera 
B.O. 19/11/2019.”

Capítulo IX | Disposiciones transitorias
Artículo 45 — Plan de implementación

A los fines de la puesta en vigencia de las previsiones contenidas en el Capítulo II, Parte I, de la 
presente, las Entidades deberán cumplir con el siguiente plan de implementación:
a)	 Al 31 de diciembre de 2017, deberán haber desarrollado y documentado la metodología de 

identificación y evaluación de riesgos a que se refiere el artículo 4 de la presente.
b)	 Al 31 de marzo de 2018, deberán contar con un Informe técnico que refleje los resultados de 

la implementación de la metodología de identificación y evaluación de riesgos a que se refiere 
el artículo 4 de la presente.

c)	 Al 30 de junio del 2018, deberán haber ajustado sus políticas y procedimientos, según los 
requerimientos de la presente norma, y de acuerdo con los resultados de la Autoevaluación de 
Riesgos efectuada, los cuales deberán estar contenidos en el Manual de Prevención de LA/FT.

Artículo 46 — Aplicación temporal
A los efectos de determinar la aplicación temporal de la presente, y en su caso la ultractividad 

de la Resolución UIF N° 121/2011, deberá darse cumplimiento a las siguientes reglas:
a)	 A los procedimientos sumariales que se encuentren en trámite a la fecha del dictado de la 

presente, o bien, al análisis y supervisión de hechos, circunstancias y cumplimientos ocurridos 
con anterioridad a dicha fecha, se aplicará la Resolución UIF N° 121/2011, dejando a salvo, en 
caso de corresponder, la aplicación del principio de la norma más benigna.

b)	 Los preceptos y previsiones de la presente cuya implementación y ejecución no hayan sido 
diferidos en el tiempo en los términos del artículo 45, entrarán en vigencia el día 15 de septiem-
bre de 2017.

Artículo 47 — Deróguese la Resolución UIF N° 121/2011 a partir de la entrada en vigencia de la 
presente conforme con lo previsto en los artículos 45 y 46 precedentes.

Artículo 48 — Comuníquese, publíquese, dese a la Dirección Nacional del Registro Oficial y ar-
chívese.
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Artículo 1 — Derógase el artículo 213 ter del Código Penal.

Artículo 2 — Derógase el artículo 213 quáter del Código Penal. 

Artículo 3 — Incorpórese al Libro Primero, Título v, como artículo 41 quinquies del Código Penal, 
el siguiente texto:

Artículo 41 quinquies: Cuando alguno de los delitos previstos en este Código 
hubiere sido cometido con la finalidad de aterrorizar a la población u obligar a 
las autoridades públicas nacionales o gobiernos extranjeros o agentes de una 
organización internacional a realizar un acto o abstenerse de hacerlo, la escala 
se incrementará en el doble del mínimo y el máximo.
Las agravantes previstas en este artículo no se aplicarán cuando el o los he-
chos de que se traten tuvieren lugar en ocasión del ejercicio de derechos hu-
manos y/o sociales o de cualquier otro derecho constitucional.

Artículo 4 — Renumérense los artículos 306, 307 y 308 del Código Penal de la Nación como 
artículos 307, 308 y 309, respectivamente.

Artículo 5 — Incorpórase al Título xiii del Código Penal, el siguiente artículo:
Artículo 306: 

1)	 Será reprimido con prisión de cinco (5) a quince (15) años y multa de dos 
(2) a diez (10) veces del monto de la operación, el que directa o indirecta-
mente recolectare o proveyere bienes o dinero, con la intención de que se 
utilicen, o a sabiendas de que serán utilizados, en todo o en parte:
a)	 Para financiar la comisión de un delito con la finalidad establecida en el 

artículo 41 quinquies;
b)	 Por una organización que cometa o intente cometer delitos con la finali-

dad establecida en el artículo 41 quinquies;
c)	 Por un individuo que cometa, intente cometer o participe de cualquier 

modo en la comisión de delitos con la finalidad establecida en el artículo 
41 quinquies.

2)	 Las penas establecidas se aplicarán independientemente del acaecimiento 
del delito al que se destinara el financiamiento y, si éste se cometiere, aún 
si los bienes o el dinero no fueran utilizados para su comisión.

3)	 Si la escala penal prevista para el delito que se financia o pretende financiar 
fuera menor que la establecida en este artículo, se aplicará al caso la escala 
penal del delito que se trate.

4)	 Las disposiciones de este artículo regirán aún cuando el ilícito penal que se 
pretende financiar tuviere lugar fuera del ámbito de aplicación espacial de 
este Código, o cuando en el caso del inciso b) y c) la organización o el indi-
viduo se encontraren fuera del territorio nacional, en tanto el hecho también 
hubiera estado sancionado con pena en la jurisdicción competente para su 
juzgamiento.
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Artículo 6 — Se considerarán comprendidas a los fines del artículo 1 de la Ley 25.241, las accio-
nes delictivas cometidas con la finalidad específica del artículo 41 quinquies del Código Penal.

Las disposiciones de los artículos 6, 30, 31 y 32 de la Ley 25.246 y 23 séptimo párrafo, 304 y 
305 del Código Penal serán también de aplicación respecto de los delitos cometidos con la finali-
dad específica del artículo 41 quinquies y del artículo 306 del Código Penal.

La Unidad de Información Financiera podrá disponer mediante resolución fundada y con co-
municación inmediata al juez competente, el congelamiento administrativo de activos vinculados 
a las acciones delictivas previstas en el artículo 306 del Código Penal, conforme la reglamenta-
ción lo dicte.

Artículo 7 — Sustitúyese el inciso e) del apartado 1) del artículo 33 del Código Procesal Penal de 
la Nación, por el siguiente:

e) Los delitos previstos por los artículos 41 quinquies, 142 bis, 142 ter, 145 bis, 
145 ter, 149 ter, 170, 189 bis (1), (3) y (5), 212, 213 bis y 306 del Código Penal.

Artículo 8 — Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional.
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Artículo 1 — A Sustituir el primer párrafo del Anexo de la Resolución UIF N° 70/2011, por el 
siguiente:

“Los Sujetos Obligados deberán requerir a sus clientes que reúnan la calidad 
de Sujetos Obligados la constancia de inscripción ante la Unidad de Informa-
ción Financiera (UIF), ello de conformidad con lo dispuesto en el artículo 20 y 
el inciso 2 punto a) del artículo 21 bis de la Ley N° 25.246 y sus modificatorias; 
debiendo reportar, a través del sitio https://www.argentina.gob.ar/uif, a aque-
llos que no hubieran dado cumplimiento a tal requisito, en los términos del 
presente Anexo”.

Artículo 2 — Sustituir el primer y segundo párrafo del artículo 10 de la Resolución UIF N° 67-
E/2017, por los siguientes:

“Los revisores externos deberán comunicar a la UIF, mediante el formulario 
que la Unidad desarrolle a tales efectos, el resultado de las tareas efectua-
das en las entidades que han evaluado, detallando el período comprendido, 
la fecha del informe, las observaciones realizadas, y en su caso, las medidas 
sugeridas y el período en el cual deberían ser implementadas.
El formulario mencionado en el párrafo precedente deberá ser presentado en 
forma electrónica a través de la página web https://www.argentina.gob.ar/uif/
revisores-externos, en los plazos que se establezcan respecto de cada sector”.

Artículo 3 — Aprobar el texto ordenado de la Resolución UIF N° 30-E/2017, que obra como Anexo 
I (IF-2018-67580823-APN-UIF#MHA) de la presente.

Artículo 4 — Aprobar el texto ordenado de la Resolución UIF N° 21/2018, que obra como Anexo 
II (IF-2018-67579980-APN-UIF#MHA) de la presente.

Artículo 5 — Aprobar el texto ordenado de la Resolución UIF N° 28/2018, que obra como Anexo 
III (IF-2018-67578781-APN-UIF#MHA) de la presente.

Artículo 6 — Los sujetos obligados contemplados en las Resoluciones UIF N° 30-E/2017, N° 
21/2018 y N° 28/2018, deberán establecer un cronograma de digitalización de los legajos de 
Clientes preexistentes, teniendo en consideración el riesgo que estos presenten. Dicho crono-
grama deberá encontrarse disponible en caso de ser requerido en el marco de una supervisión.

El plazo máximo de las tareas de digitalización de los mencionados legajos no podrá exceder 
el tiempo establecido en cada resolución para su actualización, en función del riesgo asignado 
por el sujeto obligado.

Artículo 7 — La obligación contemplada en el inciso a) del artículo 19 de la Resolución UIF N° 
30-E/2017, respecto al informe del revisor externo independiente correspondiente al año 2018, se 
reputará cumplida cuando haya sido enviado hasta 15 de noviembre inclusive del año en curso.

Artículo 8 — El cumplimiento de la obligación contemplada en el inciso a) del artículo 38 de la 
Resolución UIF N° 21/2018, respecto de los regímenes informativos allí indicados, se podrán 
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cumplimentar hasta el 15 de marzo de 2019 inclusive, respecto de los meses septiembre, octu-
bre, noviembre y diciembre de 2018, y los correspondientes a los meses enero y febrero de 2019.

Artículo 9 — Los Sujetos Obligados contemplados en los incisos 4 y 5 del artículo 20 de la Ley 
N° 25.246, que resultaron incluidos a raíz de la modificación introducida por la Ley N° 27.440 y/o 
en razón del nuevo marco regulatorio establecido en la Resolución UIF N° 21/2018, conforme el 
texto ordenado que forma parte del Anexo II (IF-2018-67579980-APN-UIF#MHA) de la presente, 
contarán con un plazo máximo de ciento veinte (120) días corridos para dar cumplimiento a las 
obligaciones establecidas en los incisos a), b) y c) del artículo 41 de la mencionada resolución; 
finalizado tal proceso deberán dar cumplimiento con lo establecido en el inciso a) del artículo 19.

Artículo 10 — Sustituir el artículo 3° quater de la Resolución UIF N° 50/2011 por el siguiente:
“Art. 3º quater — Los Sujetos Obligados y Oficiales de Cumplimiento que ya 
se encuentren registrados en el Sistema de Reporte de Operaciones (SRO) 
deberán mantener actualizado el domicilio real o legal (según corresponda), 
el número de teléfono y dirección de correo electrónico, comunicando tales 
cambios dentro de los sesenta (60) días corridos de producidos por medio de 
correo electrónico a: sujetosobligados@uif.gob.ar.
	 Sin perjuicio de ello, en los casos de ausencia del Oficial de Cumplimiento, 
los Sujetos Obligados deberán comunicar a la UIF, dentro de los CINCO (5) días 
hábiles de producida, la entrada en funciones del Oficial de Cumplimiento su-
plente siempre que hubiera sido designado. El mismo plazo será de aplicación 
para los casos de reemplazo del Oficial de Cumplimiento, el que será contado 
desde producida su designación. En todos los casos deberán comunicar a la 
UIF los motivos que justifican el reemplazo del Oficial de Cumplimiento, y de 
corresponder el plazo durante el cual desempeñará el cargo. Dicha comunica-
ción podrá ser digitalizada y enviada vía correo electrónico a: sujetosobliga-
dos@uif.gob.ar.

El incumplimiento de las obligaciones del presente artículo por parte del Sujeto Obligado y el 
Oficial de Cumplimiento podrá ser objeto de la aplicación de sanciones en los términos del Capí-
tulo IV de la Ley N° 25.246 y sus modificatorias.”

Artículo 11 — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y ar-
chívese. Mariano Federici
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Capítulo I I Objeto y definiciones
Artículo 1 —  Objeto.

La presente Resolución tiene por objeto establecer los lineamientos para la gestión de riesgos 
de lavado de activos y financiación del terrorismo (LA/FT) y de cumplimiento mínimo que los 
Sujetos Obligados que son operadores del sector de tarjetas de crédito y compra, y emisores de 
cheques de viajero, deberán adoptar y aplicar para gestionar, de acuerdo con sus políticas, proce-
dimientos y controles, el riesgo de ser utilizadas por terceros con objetivos criminales de LA/FT.

Artículo 2 — Definiciones
A los efectos de la presente Resolución se entenderá por:

a) Autoevaluación de riesgos: Es el ejercicio de evaluación interna de Riesgo de LA/FT realizado 
por el Sujeto Obligado para cada una de sus líneas de negocio alcanzadas por la presente 
normativa, a fin de determinar su perfil de riesgo, el nivel de exposición inherente y evaluar la 
efectividad de los controles implementados para mitigar los riesgos identificados en relación, 
como mínimo, a sus Clientes, productos y/o servicios, canales de distribución y zonas geográ-
ficas. La autoevaluación de riesgos incluirá, asimismo, un análisis sobre la suficiencia de los 
recursos asignados, sumado a otros factores que integran el sistema en su conjunto como la 
cultura de cumplimiento, la efectividad preventiva demostrable y la adecuación, en su caso, de 
los controles internos y planes de capacitación.

b) Adquirente: Es aquella persona humana, jurídica o estructura legal sin personería jurídica que 
realiza algunas de las siguientes tareas vinculadas a la operación de tarjetas reguladas por la 
presente norma, consistente en:

1) Adherir a comercios al sistema de tarjetas de crédito.
2) Liquidar al receptor de pagos el importe de los pagos con Tarjetas que cuenten con la 

autorización de pago otorgada por el correspondiente Emisor.
c) Agregador, Agrupador o Facilitador de Pagos: es aquella persona humana, jurídica o estructura 

legal sin personería jurídica, que mediante un contrato con el Adquirente, proporciona a sus 
clientes, a través de una plataforma o sistema, el servicio de procesamiento y/o liquidación de 
pagos de las tarjetas reguladas por la presente norma a través de diversos medios, ya sea en 
contexto de medios de pago presencial como no presencial.

d) Cliente: Toda persona humana, jurídica o estructura legal sin personería jurídica, con la que se 
establece, de manera ocasional o permanente, una relación contractual de carácter financiero, 
económico o comercial.
Se entenderá que actúan en carácter de Clientes a los efectos de la presente Resolución:
1) El usuario titular de tarjetas respecto del Emisor. No será considerado Cliente del Adquiren-

te, o del Agregador, Agrupador o Facilitador de Pagos, al titular de tarjeta.
2) El Comercio Adherido respecto del Adquirente o del Agregador, Agrupador o Facilitador de 

Pagos, si este existiere en el esquema de pago.
3) Los titulares de los cheques de viajeros respecto del Emisor.
4) El Comercio Adherido que acepta o realiza operaciones de cambios de cheques de viajero, 

respecto del emisor.
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e) Comercios Adheridos: Son aquellas personas humanas o jurídicas o estructuras legales sin 
personería jurídica que, en forma ocasional o habitual y por medio de un contrato celebrado 
con el Emisor, el Adquirente, o el Agregador, Agrupador o Facilitador de Pagos, proporcionan 
bienes, obras, o servicios al usuario de tarjetas aceptando percibir su pago en las condiciones 
establecidas en el mencionado contrato.

También son considerados Comercios Adheridos, a las personas humanas o jurídicas o es-
tructuras legales sin personería jurídica, que aceptan como pago de sus productos o servicios 
cheques de viajero, o que efectúan el cambio de estos por dinero en efectivo.

f) Debida Diligencia: Los procedimientos de conocimiento de Clientes, apropiados para los niveles 
de Riesgo Medio, en los términos establecidos en el artículo 27 de la presente.

g) Debida Diligencia Reforzada: Los procedimientos de conocimiento de Clientes, apropiados 
para los niveles de Riesgo Alto, en los términos establecidos en el artículo 28 de la presente.

h) Debida Diligencia Simplificada: Los procedimientos de conocimiento de Clientes, apropiados 
para los niveles de Riesgo Bajo, en los términos establecidos en el artículo 29 de la presente.

i) Declaración de Tolerancia al Riesgo de LA/FT: La manifestación escrita de la Tolerancia al 
Riesgo de LA/FT aprobada por el Sujeto Obligado en relación con los Clientes, productos y/o 
servicios, canales de distribución y zonas geográficas con los que está dispuesto a operar, 
y aquellos con los que no lo hará, en virtud del nivel de riesgo inherente a los mismos y las 
acciones mitigantes para su adecuado monitoreo y control. La Declaración de Tolerancia al 
Riesgo de LA/FT deberá estar debidamente fundada.

j)   Efectividad del Sistema de Prevención de LA/FT: La capacidad del Sujeto Obligado de mitigar 
los Riesgos de LA/FT identificados.

k)  Emisor de Tarjetas: Es la entidad financiera, no financiera o comercial, que emite Tarjetas de 
Crédito, Compra o Prepagas.

l)   Emisor de Cheques de Viajero: Es la entidad financiera, o no financiera, que emite un título valor 
que es librado contra sí mismo, para ser pagadero al beneficiario del mismo, su endosante, o 
al comercio adherido; a través de una sucursal, agencia, corresponsal o comercio adherido al 
sistema del emisor.

m) Gobierno Corporativo: Conjunto de relaciones entre los gestores de un Sujeto Obligado, su 
órgano de administración o máxima autoridad, sus accionistas u otras personas con interés 
legítimo en la marcha de sus negocios, que establece la estructura a través de la cual serán 
definidos los objetivos de dicho Sujeto Obligado, así como los medios para alcanzarlos y para 
monitorear el desempeño de tales medios para su logro.

n) Grupo: Se entiende por Grupo, a los fines de la presente Resolución, a dos o más entes vincula-
dos entre sí por relación de control o pertenecientes a una misma organización económica y/o 
societaria, siempre que se encuentre integrado exclusivamente por sujetos obligados enume-
rados en el artículo 20 de la Ley N° 25.246 y sus modificatorias, o aquellas que la modifiquen, 
complementen o sustituyan.

ñ)  Manual de Prevención de LA/FT: El documento elaborado por el Oficial de Cumplimiento y 
aprobado por el órgano de administración o máxima autoridad del Sujeto Obligado, que con-
tiene todas las políticas, procedimientos y controles que integran el Sistema de Prevención de 
LA/FT.

o) Operaciones Inusuales: Aquellas operaciones tentadas o realizadas en forma aislada o reite-
rada, con independencia del monto, que carecen de justificación económica y/o jurídica, no 
guardan relación con el nivel de riesgo del Cliente o su perfil transaccional, o que, por su fre-
cuencia, habitualidad, monto, complejidad, naturaleza y/u otras características particulares, 
se desvían de los usos y costumbres en las prácticas de mercado.
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p)  Operaciones Sospechosas: Aquellas operaciones tentadas o realizadas que ocasionan sospe-
cha de LA/FT, o que habiéndose identificado previamente como inusuales, luego del análisis y 
evaluación realizados por el Sujeto Obligado, no permitan justificar la inusualidad.

q)  Personas Expuestas Políticamente (PEP): Las personas comprendidas en la Resolución UIF N° 
134/2018 o aquellas que la modifiquen, complementen o sustituyan.

r)  Propietario/Beneficiario Final: Toda persona humana que controla o puede controlar, directa o 
indirectamente, una persona jurídica o estructura legal sin personería jurídica, y/o que posee, 
al menos, el veinte por ciento (20%) del capital o de los derechos de voto, o que por otros 
medios ejerce su control final, de forma directa o indirecta. Cuando no sea posible identificar 
a una persona humana pese a los esfuerzos razonables realizados en ese sentido, el Sujeto 
Obligado deberá identificar y verificar la identidad del Presidente o la máxima autoridad que 
correspondiere o, en su defecto, a quienes posean facultades de administración y/o disposi-
ción o que ejerzan el control de la persona jurídica o estructura legal.

s) Reportes Sistemáticos: La información que obligatoriamente deberá remitir cada Sujeto Obli-
gado a la UIF, a través de los regímenes informativos establecidos por esta Unidad.

t)  Riesgo de LA/FT: Desde el punto de vista de un Sujeto Obligado, riesgo es la medida prospec-
tiva que aproxima la posibilidad (en caso de existir métricas probadas, la probabilidad ponde-
rada por el tamaño de la operación), de que una operación ejecutada o tentada por el Cliente a 
través de un canal de distribución, producto o servicio ofertado por el Sujeto Obligado, en una 
zona geográfica determinada, sea utilizada por terceros con propósitos criminales de LA/FT.

u) Sistema de Prevención de LA/FT: Comprende las políticas, procedimientos y controles esta-
blecidos por cada Sujeto Obligado para la gestión de Riesgos de LA/FT y los elementos de 
cumplimiento exigidos por la normativa vigente en materia de prevención de LA/FT.

v) Tolerancia al Riesgo de LA/FT: El nivel de Riesgo de LA/FT que el órgano de administración o 
máxima autoridad del Sujeto Obligado está dispuesto a asumir, decidido con carácter previo 
a su real exposición y de acuerdo con su capacidad de gestión de riesgos, con la finalidad de 
alcanzar sus objetivos estratégicos y su plan de negocios, considerando las reglas legales de 
obligado cumplimiento.

w) Sujeto Obligado: A los fines de la presente resolución son considerados como Sujetos Obliga-
dos:

1) Las empresas emisoras de cheques de viajero.
2) Las entidades que actúan como operadores del sistema de tarjetas de crédito o compra, 

entendiendo a los fines de la presente que son operadores, los Emisores de Tarjeta de Crédito 
o Compra y los Adquirentes, Agregadores, Agrupadores y Facilitadores de Pagos.

También se considerarán comprendidos como Sujetos Obligados a los operadores de tar-
jetas prepagas, incluidas las tarjetas prepagas de regalo, recargables o no, que operan contra 
saldos acreditados previamente a su uso y sean destinados a la compra de bienes o servicios 
en establecimientos comerciales.

No serán considerados Sujetos Obligados: I. Los operadores de la tarjeta que instrumen-
ta el Sistema Unico de Boleto Electronico implementado por los Decretos Nº 84/2009, Nº 
1479/2009 y concordantes; II. Los operadores de tarjetas destinadas exclusivamente a la 
adquisición de bienes consumibles dentro del local comercial emisor de la tarjeta; y III. Los 
operadores de tarjeta destinadas exclusivamente a la carga de combustibles y lubricantes.

x) Salario Mínimo, Vital y Móvil (SMVM): el que fije el Consejo Nacional del Empleo, La Productivi-
dad y El Salario Mínimo, Vital Y Móvil.

y) Tarjeta de Crédito: Es el conjunto complejo y sistematizado de contratos individuales cuya fina-
lidad es posibilitar al usuario efectuar operaciones de compra o locación de bienes o servicios 
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u obras, enviar dinero, obtener préstamos y anticipos de dinero del sistema, en los comercios 
e instituciones adheridos; diferir para el titular responsable el pago o las devoluciones a fe-
cha pactada o financiarlo conforme alguna de las modalidades establecidas en el contrato; 
o abonar a los proveedores de bienes y servicios los consumos del usuario en los términos 
pactados.

z) Tarjeta de Compra: Aquella que las instituciones comerciales entregan a sus clientes para 
realizar compras en establecimientos comerciales.

CAPÍTULO II I Sistema de prevención de LA/FT.
Artículo 3 — Sistema de Prevención de LA/FT.

Cada Sujeto Obligado deberá implementar un Sistema de Prevención de LA/FT, el cual deberá 
contener todas las políticas, procedimientos y controles establecidos para la gestión de Riesgos 
de LA/FT a los que se encuentra expuesto y los elementos de cumplimiento exigidos por la nor-
mativa vigente.

El componente referido a la gestión de Riesgos de LA/FT se encuentra conformado por las 
políticas, procedimientos y controles de identificación, evaluación, mitigación y monitoreo de 
Riesgos de LA/FT, según el entendimiento de los riesgos a los que se encuentra expuesto el 
propio Sujeto Obligado, identificados en el marco de su autoevaluación, y las disposiciones que 
la UIF pudiera emitir.

El componente de cumplimiento se encuentra conformado por las políticas, procedimientos 
y controles establecidos por cada Sujeto Obligado a los efectos de cumplir con las previsiones 
de la Ley N° 25.246 o aquellas que la modifiquen, complementen o sustituyan; las resoluciones 
emanadas de la UIF y las demás disposiciones normativas sobre la materia.

El Sistema de Prevención de LA/FT, deberá ser elaborado por el Oficial de Cumplimiento y 
aprobado por el órgano de administración o máxima autoridad del Sujeto Obligado, de acuerdo 
con los principios de Gobierno Corporativo aplicables a su sector, y ajustados a las característi-
cas específicas del propio Sujeto Obligado. El Sistema de Prevención de LA/FT deberá receptar, 
al menos, las previsiones que surgen de la presente resolución.

Parte I 
Gestión de Riesgos
Artículo 4 — Autoevaluación de Riesgos. Informe Técnico.

Cada Sujeto Obligado deberá establecer políticas, procedimientos y controles aprobados por 
su órgano de administración o máxima autoridad, que le permita identificar, evaluar, mitigar y 
monitorear sus Riesgos de LA/FT. Para ello deberá desarrollar una metodología de identificación 
y evaluación de riesgos acorde con la naturaleza y dimensión de su actividad comercial, que tome 
en cuenta los distintos factores de riesgo en cada una de sus líneas de negocio.

Las características y procedimientos de la metodología de identificación y evaluación de ries-
gos que vaya a implementar el Sujeto Obligado, considerando todos los factores relevantes para 
determinar el nivel general de riesgo, el nivel apropiado de monitoreo y las acciones o métodos 
de mitigación de riesgos a aplicar, deberán ser documentados. Los resultados de la aplicación de 
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la metodología, constarán en un informe técnico elaborado por el Oficial de Cumplimiento, el cual 
deberá cumplir con los siguientes requisitos:
a) Contar con la aprobación del órgano de administración o máxima autoridad del Sujeto Obligado.
b) Conservarse, junto con la metodología y la documentación e información que lo sustente, en el 

domicilio de registración ante la UIF.
c) Ser actualizado anualmente.
d) Ser enviado a la UIF, una vez aprobado, antes del 30 de abril de cada año calendario.

En aquellos casos que el Sujeto Obligado realice más de una actividad regulada por parte 
de esta UIF, deberá desarrollar la evaluación de riesgos para cada una de ellas. En caso de que 
lo considere conveniente, podrá elaborar un único informe técnico, en un documento consoli-
dado, que deberá reflejar en forma clara las particularidades de cada una de las actividades, 
así como también sus riesgos y mitigantes en materia de prevención LA/FT.

La UIF podrá revisar, en el ejercicio de su competencia, la lógica, coherencia y razonabilidad 
de la metodología implementada y el informe técnico resultante de la misma; pudiendo, de co-
rresponder, plantear objeciones o exigir modificaciones a la autoevaluación de riesgos. La no 
revisión por parte de la UIF de este documento no podrá considerarse nunca una aceptación 
y/o aprobación tácita de su contenido.

Artículo 5 —  Factores de Riesgo de LA/FT.
A los fines de confeccionar la autoevaluación de riesgos y gestionar los riesgos identificados, 

cada Sujeto Obligado, deberá considerar, como mínimo, los factores de Riesgo de LA/FT que a 
continuación se detallan:
a) Clientes: Los Riesgos de LA/FT asociados a los Clientes, los cuales se relacionan con sus 

antecedentes, actividades y comportamiento, al inicio y durante toda la relación comercial. El 
análisis asociado a este factor deberá incorporar, entre otros, los atributos o características 
de los Clientes como la residencia y nacionalidad, el nivel estimado de ingresos, consumos, 
transacciones realizadas o patrimonio y la actividad que realiza, el carácter de persona huma-
na o jurídica, la condición de PEP, el carácter público o privado y el medio de pago utilizado.

b) Productos y/o servicios: Los Riesgos de LA/FT asociados a los productos y/o servicios que 
ofrece cada Sujeto Obligado, durante la etapa de diseño o desarrollo, así como durante toda 
su vigencia. Esta evaluación también deberá realizarse cuando el Sujeto Obligado decida usar 
nuevas tecnologías asociadas a los productos y/o servicios ofrecidos o se realice un cambio 
en un producto o servicio existente que modifica su perfil de Riesgo de LA/FT.

c) Canales de distribución: Los Riesgos de LA/FT asociados a los diferentes modelos de dis-
tribución (operatoria por Internet, operatoria telefónica, distribución a través de dispositivos 
móviles, operatividad remota, entre otros).

d) Zona geográfica: Los Riesgos de LA/FT asociados a las zonas geográficas en las que ofre-
cen sus productos y/o servicios, tanto a nivel local como internacional, tomando en cuenta 
sus índices de criminalidad, características económico-financieras y sociodemográficas y las 
disposiciones y guías que autoridades competentes o el Grupo de Acción Financiera Interna-
cional (GAFI) emitan con respecto a dichas jurisdicciones. El análisis asociado a este factor 
de Riesgo de LA/FT comprende las zonas en las que opera cada Sujeto Obligado, así como 
aquellas vinculadas al proceso de la operación.

Los factores de Riesgo de LA/FT detallados precedentemente constituyen la desagrega-
ción mínima de información acerca del nivel de exposición de cada Sujeto Obligado a los Ries-
gos de LA/FT en un determinado momento. A dichos fines, cada Sujeto Obligado, de acuerdo 
a las características de sus Clientes y a la complejidad de sus operaciones y/o productos y/o 
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servicios, canales de distribución y zonas geográficas, podrá desarrollar internamente indica-
dores de riesgos adicionales a los requeridos por la presente.

Artículo 6 —  Mitigación de riesgos.
Una vez identificados y evaluados sus riesgos, cada Sujeto Obligado, deberá establecer meca-

nismos adecuados y eficaces para mitigarlos.
En situaciones identificadas como de Riesgo Alto, el Sujeto Obligado deberá adoptar medidas 

intensificadas o específicas para mitigarlos; en los demás casos podrá diferenciar el alcance de 
las medidas de mitigación, dependiendo del nivel de riesgo detectado, pudiendo adoptar medidas 
simplificadas en casos de bajo riesgo constatado, entendiendo por esto último, que el Sujeto 
Obligado está en condiciones de aportar toda la documentación, tablas, bases estadísticas, do-
cumentación analítica u otros soportes e incluso datos o información obtenida de otras fuentes 
confiables e independientes con resguardo de la evidencia correspondiente de tal proceso, que 
acrediten la no concurrencia de factores de riesgo o su carácter meramente marginal, de acaeci-
miento remoto o circunstancial.

Las medidas de mitigación y los controles internos adoptados para garantizar razonablemente 
que los riesgos identificados y evaluados se mantengan dentro de los niveles y características 
decididas por el órgano de administración o máxima autoridad del Sujeto Obligado, deberán ser 
implementados en el marco de su Sistema de Prevención de LA/FT que deberá ser objeto de ac-
tualización anual conforme lo establece el artículo 4° de la presente, o en un lapso menor cuando 
hayan variado significativamente los riesgos considerados, para cumplir en todo momento con 
los objetivos de gestión de riesgos establecidos.

Conforme a la estrategia de negocio y dimensión de su actividad, en el marco de las políticas 
de gestión de riesgos, cada Sujeto Obligado deberá contar con lo siguiente:
a) Una Declaración de Tolerancia al Riesgo de LA/FT aprobada por su órgano de administración 

o la máxima autoridad.
b) Políticas para la aceptación de Clientes que presenten un Alto Riesgo de LA/FT donde se 

establezcan las condiciones generales y particulares que se seguirán en cada caso, infor-
mando qué personas, órganos, comités o apoderados, cuentan con atribuciones suficientes 
para aceptar cada tipo de Clientes, de acuerdo a su perfil de riesgo. Asimismo, se detallarán 
aquellos tipos de Clientes con los que no se mantendrá relación comercial, y las razones que 
fundamentan tal decisión.

Parte II 
Cumplimiento
Artículo 7 — Elementos de cumplimiento.

El Sistema de Prevención de LA/FT deberá considerar, al menos, los siguientes elementos de 
cumplimiento:
a) Políticas y procedimientos para el íntegro cumplimiento de la Resolución UIF N° 29/2013 o 

aquellas que la modifiquen, complementen o sustituyan. En particular, políticas y procedimien-
tos para el contraste de listas antiterroristas y contra la proliferación de armas de destrucción 
masiva con los candidatos a Cliente, los Clientes y los Propietarios/Beneficiarios Finales, in-
cluyendo las reglas para la actualización periódica y el filtrado consiguiente de la base de 
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Clientes. Asimismo, políticas y procedimientos para el cumplimiento de las instrucciones de 
congelamiento administrativo de bienes o dinero.

b)  Políticas y procedimientos específicos en materia de PEP, de acuerdo con lo establecido en la 
Resolución UIF N° 134/2018 o aquellas que la modifiquen, complementen o sustituyan.

c) Políticas y procedimientos para la aceptación, identificación y conocimiento continuado de 
Clientes, incluyendo el conocimiento del propósito de las cuentas o de la relación comercial.

d)  Políticas y procedimientos para la aceptación, identificación y conocimiento continuado del 
Propietario/Beneficiario Final de sus operaciones.

e)  Políticas y procedimientos para la calificación del riesgo de Cliente y la segmentación de 
Clientes basada en riesgos.

f)   Políticas y procedimientos para la actualización de legajos de Clientes incluyendo, en los ca-
sos de Clientes de Riesgo Bajo y Riesgo Medio, la descripción de la metodología para analizar 
los criterios de materialidad en relación con la actividad transaccional operada en el Sujeto 
Obligado y el riesgo que ésta pudiera conllevar para la misma, conforme lo establecido en el 
artículo 30 de la presente norma.

g)  Políticas y procedimientos para el establecimiento de alertas y el monitoreo de operaciones 
con un enfoque basado en riesgos.

h)  Políticas y procedimientos para analizar las operaciones que presenten características inusua-
les que podrían resultar indicativas de una Operación Sospechosa.

i)  Políticas y procedimientos para remitir los Reportes de Operaciones Sospechosas a la UIF, 
en los términos establecidos en la Resolución UIF N° 51/2011 o aquellas que la modifiquen, 
complementen o sustituyan.

j)  Políticas y procedimientos para formular los Reportes Sistemáticos, de acuerdo con la periodi-
cidad y modalidad que establezca la UIF.

k)  Políticas y procedimientos para colaborar con las autoridades competentes, en las que de-
berán incluirse la atención de requerimientos urgentes en los términos del artículo 34 de la 
presente norma.

l)  Políticas y procedimientos a aplicar para la desvinculación de Clientes, conforme lo dispuesto 
en los párrafos 3°, 4° y 5° del artículo 21 de la presente.

m) Un modelo organizativo funcional y apropiado, considerando, en su caso, los principios de 
Gobierno Corporativo del Sujeto Obligado diseñado de manera acorde a la complejidad de las 
propias operaciones y características del negocio, con una clara asignación de funciones y 
responsabilidades en materia de prevención de LA/FT.

n) Un Plan de Capacitación para los empleados del Sujeto Obligado, el Oficial de Cumplimien-
to, sus colaboradores y los propios directivos e integrantes del órgano de administración o 
máxima autoridad del Sujeto Obligado, el cual deberá poner particular énfasis en el enfoque 
basado en riesgos. Los contenidos de dicho plan se definirán según las tareas desarrolladas 
por funcionarios, empleados y colaboradores.

o) La designación de un Oficial de Cumplimiento ante la UIF en los términos de los artículos 11 y 
12 de la presente.

p) Políticas y procedimientos de registración, archivo y conservación de la información y docu-
mentación de Clientes, Propietarios/Beneficiarios Finales, operaciones u otros documentos 
requeridos, conforme a la regulación vigente.

q) Una revisión, realizada por un revisor externo independiente, del Sistema de Prevención de LA/
FT.

r)  Políticas y procedimientos para garantizar razonablemente la integridad de directivos, geren-
tes, empleados y colaboradores. En tal sentido, cada Sujeto Obligado deberá adoptar sistemas 
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adecuados de preselección y contratación, así como del monitoreo de su comportamiento, 
proporcionales al riesgo vinculado con las tareas que los mismos lleven a cabo, conservando 
constancia documental de la realización de tales controles, con intervención del responsable 
del área de Recursos Humanos o la persona de nivel jerárquico designada por el Sujeto Obli-
gado para el cumplimiento de tales funciones.

s) Otras políticas y procedimientos que el órgano de administración o máxima autoridad entienda 
necesarios para el éxito del Sistema de Prevención de LA/FT del Sujeto Obligado.

Artículo 8 — Manual de Prevención de LA/FT.
Las políticas y procedimientos que componen el Sistema de Prevención de LA/FT, deberán es-

tar incluidos en un Manual de Prevención de LA/FT, el cual deberá ser elaborado por el Oficial de 
Cumplimiento y aprobado por el órgano de administración o máxima autoridad del Sujeto Obligado.

El Manual de Prevención de LA/FT deberá encontrarse siempre actualizado en concordancia 
con la regulación nacional y estándares internacionales que rigen sobre la materia y disponible 
para los directivos, gerentes, empleados y colaboradores del Sujeto Obligado; dejando constan-
cia, a través de un medio de registración fehaciente establecido al efecto, del conocimiento que 
hayan tomado los directores, gerentes, empleados y colaboradores sobre el Manual de Preven-
ción de LA/FT y de su compromiso a cumplirlo en el ejercicio de sus funciones.

El detalle de los aspectos que, como mínimo, deberá contemplar el Sistema de Prevención de 
LA/FT deberá incluirse en el Manual de Prevención de LA/FT y/o en otro documento interno del 
Sujeto Obligado, siempre que dicho documento cuente con el mismo procedimiento de aproba-
ción del Manual de Prevención de LA/FT.

En caso de darse el supuesto previsto en el párrafo anterior, deberá precisarse en el Manual 
de Prevención de LA/FT qué aspectos han sido desarrollados en otros documentos internos, los 
cuales deberán encontrarse a disposición de la UIF.

Artículo 9 — Estructura societaria. Roles y responsabilidades.
El modelo organizacional del Sujeto Obligado deberá fijar el rol de cada órgano interno en el 

diseño, aprobación, ejecución y mantenimiento actualizado del Sistema de Prevención de LA/FT 
y del Manual de Prevención de LA/FT, desde el órgano de administración o máxima autoridad, 
pasando por departamentos o comités internos especializados y empleados.

Artículo 10 — Responsabilidad del órgano de administración o máxima autoridad en 
relación con el Sistema de Prevención de LA/FT.

El órgano de administración o máxima autoridad del Sujeto Obligado es el responsable de 
instruir y aprobar la implementación del Sistema de Prevención de LA/FT, debiendo:
a) Entender y tomar en cuenta los Riesgos de LA/FT al establecer los objetivos comerciales y 

empresariales.
b) Aprobar y revisar periódicamente las políticas y procedimientos para la gestión de los Riesgos 

de LA/FT.
c) Aprobar la autoevaluación de riesgos y su metodología.
d) Aprobar el Manual de Prevención de LA/FT previsto en el artículo 8° y el Código de Conducta al 

que hace referencia el artículo 20 de la presente.
e) Establecer y revisar periódicamente el funcionamiento del Sistema de Prevención de LA/FT, a 

partir del perfil de Riesgos de LA/FT del Sujeto Obligado.
f) Designar a un Oficial de Cumplimiento con las características, responsabilidades y atribuciones 

que establece la normativa vigente.
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g) Considerando el tamaño del Sujeto Obligado, y la complejidad de sus operaciones y/o ser-
vicios, proveer los recursos humanos, tecnológicos, de infraestructura y otros que resulten 
necesarios que permitan el adecuado cumplimiento de las funciones y responsabilidades del 
Oficial de Cumplimiento.

h) Aprobar el Plan Anual de Trabajo del Oficial de Cumplimiento.
i) Aprobar el Plan de Capacitación orientado a un enfoque basado en riesgos, establecido por el 

Oficial de Cumplimiento.
j) En caso que corresponda, aprobar la creación de un Comité de Prevención de LA/FT, al que 

hace referencia el artículo 14 de la presente, estableciendo su forma de integración, funciones 
y asignación de atribuciones.

Artículo 11 — Oficial de Cumplimiento.
Cada Sujeto Obligado deberá designar un Oficial de Cumplimiento, conforme lo dispuesto en el 

artículo 20 bis de la Ley N° 25.246 o aquellas que la modifiquen, complementen o sustituyan; y en 
el Decreto N° 290/2007 o aquellos que lo modifiquen, complementen o sustituyan; quien será el 
responsable de velar por la implementación y observancia de los procedimientos y obligaciones 
establecidos en virtud de la presente.

El Oficial de Cumplimiento deberá gozar de autonomía e independencia en el ejercicio de sus 
funciones, debiendo garantizársele acceso irrestricto a toda la información que requiera en el 
cumplimiento de las mismas. Deberá contar, asimismo, con capacitación y/o experiencia asocia-
da a la prevención del LA/FT y gestión de riesgos.

Cada Sujeto Obligado deberá informar a la UIF la designación del Oficial de Cumplimiento 
conforme lo previsto en la Resolución UIF N° 50/2011 o aquellas que la modifiquen, complemen-
ten o sustituyan; de forma fehaciente por escrito, incluyendo el nombre y apellido, tipo y número 
de documento de identidad, cargo en el órgano de administración o máxima autoridad, fecha de 
designación, número de Clave Única de Identificación Tributaria (CUIT) o Código Único de Identifi-
cación laboral (CUIL), número de teléfono, dirección de correo electrónico y lugar de trabajo de dicho 
funcionario. Cualquier cambio en la información referida al Oficial de Cumplimiento deberá ser no-
tificado por el Sujeto Obligado a la UIF en un plazo no mayor de CINCO (5) días hábiles de ocurrido.

El Oficial de Cumplimiento deberá constituir domicilio donde serán válidas todas las notifi-
caciones efectuadas por esta UIF. Una vez que haya cesado en el cargo, deberá denunciar el 
domicilio real, que deberá mantenerse actualizado durante el plazo de CINCO (5) años contados 
desde el cese.

Cada Sujeto Obligado deberá designar un Oficial de Cumplimiento suplente, que deberá cum-
plir con las mismas condiciones y responsabilidades establecidas para el titular, para que se des-
empeñe como Oficial de Cumplimiento únicamente en caso de ausencia temporal, impedimento, 
licencia o remoción del titular.

Cada Sujeto Obligado deberá comunicar a la UIF, dentro de los CINCO (5) días hábiles, la en-
trada en funciones del Oficial de Cumplimiento suplente, los motivos que la justifican y el plazo 
durante el cual desempeñará el cargo. Dicha comunicación podrá ser digitalizada y enviada vía 
correo electrónico a: sujetosobligados@uif.gob.ar.

La remoción del Oficial de Cumplimiento deberá ser aprobada por el órgano competente que 
lo haya designado en funciones, y comunicada fehacientemente a la UIF dentro de los CINCO (5) 
días hábiles de realizada, indicando las razones que justifican tal medida. La vacancia del cargo 
de Oficial de Cumplimiento no podrá durar más de TREINTA (30) días hábiles, continuando la 
responsabilidad del Oficial de Cumplimiento suplente y, en caso de vacancia, la del propio Oficial 
de Cumplimiento saliente, hasta la notificación de su sucesor a la UIF.
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Artículo 12 — Responsabilidades y funciones del Oficial de Cumplimiento.
El Oficial de Cumplimiento tendrá las funciones que se enumeran a continuación, las cuales 

podrán ser ejecutadas por un equipo de soporte a su cargo, conservando en todos los casos la 
responsabilidad respecto de las mismas:
a) Proponer al órgano de administración o máxima autoridad del Sujeto Obligado, las estrategias 

para prevenir y gestionar los Riesgos de LA/FT.
b) Elaborar el Manual de Prevención de LA/FT y coordinar los trámites para su debida aprobación.
c) Vigilar la adecuada implementación y funcionamiento del Sistema de Prevención de LA/FT.
d) Evaluar y verificar la aplicación de las políticas y procedimientos implementados en el Sistema 

de Prevención de LA/FT, según lo indicado en la presente, incluyendo el monitoreo de opera-
ciones, la detección oportuna y el Reporte de Operaciones Sospechosas.

e)  Evaluar y verificar la aplicación de las políticas y procedimientos implementados para identi-
ficar a las PEP.

f)  Implementar las políticas y procedimientos para asegurar la adecuada gestión de Riesgos de LA/FT.
g) Implementar el Plan de Capacitación para que los directores, gerentes, empleados y colabora-

dores del Sujeto Obligado cuenten con el nivel de conocimiento apropiado para los fines del 
Sistema de Prevención de LA/FT, que incluye la adecuada gestión de los Riesgos de LA/FT.

h) Verificar que el Sistema de Prevención de LA/FT incluya la revisión de las listas antiterroristas, 
así como también otras que indique la regulación local.

i) Vigilar el funcionamiento del sistema de monitoreo y proponer señales de alerta a ser incorpo-
radas en el Manual de Prevención de LA/FT.

j) Llevar un registro de aquellas Operaciones Inusuales que, luego del análisis respectivo, no fue-
ron determinadas como Operaciones Sospechosas.

k) Evaluar las operaciones y en su caso calificarlas como sospechosas y reportarlas a la UIF, 
manteniendo el deber de reserva al que hace referencia el artículo 22 de la Ley N° 25.246 o 
aquellas que la modifiquen, complementen o sustituyan.

l)  Emitir informes sobre su gestión al órgano de administración o máxima autoridad del Sujeto 
Obligado.

m) Verificar la adecuada conservación de los documentos relacionados al Sistema de Prevención 
de LA/FT.

n) Actuar como interlocutor del Sujeto Obligado ante la UIF y otras autoridades regulatorias en los 
temas relacionados a su función.

o) Atender los requerimientos de información solicitada por la UIF y otras autoridades competentes.
p) Informar al órgano de administración o máxima autoridad del Sujeto Obligado, o en su caso de 

existir al Comité de Prevención de LA/FT, respecto de las modificaciones e incorporaciones 
al listado de países de alto riesgo y no cooperantes publicado por el GAFI, dando especial 
atención al riesgo que implican las relaciones comerciales y operaciones relacionadas con 
los mismos.

q) Formular los Reportes Sistemáticos, de acuerdo a lo establecido por la normativa vigente.
r) Las demás que sean necesarias o establezca la UIF para controlar el funcionamiento y el nivel 

de cumplimiento del Sistema de Prevención de LA/FT.

Artículo 13 — Oficial de Cumplimiento Corporativo.
Los Grupos podrán designar un único Oficial de Cumplimiento para todos los entes que lo 

integran, en la medida en que las herramientas de administración y control de las operaciones 
le permitan acceder diariamente a toda la información necesaria en la debida forma. Las deci-
siones de la casa matriz del Grupo en esta materia serán objeto de toma de razón por parte del 
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órgano de administración o máxima autoridad de cada ente controlado y/o vinculado que, sin 
embargo, podrá oponerse cuando las condiciones comunicadas no garanticen la plena atención 
de las responsabilidades del órgano de administración o máxima autoridad del ente controlado 
y/o vinculado.

El Oficial de Cumplimiento Corporativo se encuentra alcanzado por las disposiciones de los 
artículos 11 y 12 de la presente y deberá formar parte del órgano de administración o máxima 
autoridad de todos los entes que lo integran.

Artículo 14 —Comité de Prevención de LA/FT.
Cada Sujeto Obligado deberá constituir un Comité de Prevención de LA/FT, el cual no podrá 

ser integrado por el responsable de auditoría, pero sí por el responsable de riesgos, cuya finalidad 
deberá ser brindar apoyo al Oficial de Cumplimiento en la adopción y cumplimiento de políticas 
y procedimientos necesarios para el buen funcionamiento del Sistema de Prevención de LA/FT. 
Cada Sujeto Obligado deberá contar con un reglamento del referido Comité, aprobado por su 
órgano de administración o máxima autoridad, que contenga las disposiciones y procedimientos 
necesarios para el cumplimiento de sus funciones, en concordancia con las normas sobre la ges-
tión integral de riesgos. El Comité será presidido por el Oficial de Cumplimiento y deberá contar 
con la participación de funcionarios del primer nivel gerencial cuyas funciones se encuentren 
relacionadas con Riesgos de LA/FT.

Cada Grupo podrá designar un único Comité de Prevención de LA/FT Corporativo, en la medi-
da en que la gestión de Riesgos de LA/FT se realice de manera integrada, con evidencias de ello 
en forma debidamente documentada. Las decisiones de la casa matriz del Grupo en esta materia 
serán objeto de toma de razón por parte del órgano de administración o máxima autoridad de 
cada ente controlado y/o vinculado que, sin embargo, podrán oponerse cuando las condiciones 
comunicadas no garanticen la plena atención de las responsabilidades del órgano de adminis-
tración o máxima autoridad del ente controlado y/o vinculado. El Comité de Prevención de LA/
FT Corporativo deberá contar con la participación de por lo menos un miembro del órgano de 
administración y/o funcionario del primer nivel gerencial de cada integrante del Grupo.

El Comité de Prevención de LA/FT, de acuerdo con el reglamento que resulte de aplicación, 
podrá constituir sub-comités para administrar más eficazmente el Riesgo de LA/FT.

Los temas tratados en las reuniones de Comité y las conclusiones adoptadas por éste, inclu-
yendo el tratamiento de casos a reportar, constarán en una minuta, la cual será distribuida apro-
piadamente en el Sujeto Obligado y quedará a disposición de la UIF y en su caso del Banco Central 
de la República Argentina (BCRA). En los casos en los cuales el Comité de Prevención de LA/FT 
funcione junto con un Comité de Riesgos, deberá constar en la minuta, de manera separada e 
integral, el tratamiento de los temas referidos a la prevención de LA/FT. Del mismo modo, en los 
casos que se decida la implementación de un Comité de Prevención de LA/FT Corporativo, deberá 
constar en la minuta el tratamiento de los temas de cada ente del Grupo de manera diferenciada.

El Sujeto Obligado que, en virtud de su autoevaluación de riesgos considere que no resulta 
necesaria la efectiva implementación del Comité, por no encontrarse expuestos a niveles de ries-
go significativos, podrá prescindir del mismo, entendiéndose que todas las responsabilidades 
asignadas al Comité serán asumidas por el Oficial de Cumplimiento. Tal decisión, su fundamen-
to y el análisis realizado deberán quedar debidamente documentados en el informe técnico de 
autoevaluación de riesgos de LA/FT que presente el Sujeto Obligado conforme las previsiones 
del inciso d) del artículo 4° de la presente norma. En el marco de una posterior supervisión, la 
UIF podrá revisar la decisión adoptada pudiendo disponer la conformación inmediata del Comité 
mediante resolución fundada.
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Artículo 15 — Sujetos Obligados o grupos con sucursales, filiales y/o subsidiarias (locales 
y en el extranjero).

Cada Sujeto Obligado o Grupo establecerá las reglas que resulten necesarias para garantizar 
la implementación eficaz del Sistema de Prevención de LA/FT en todas sus sucursales, filiales y/o 
subsidiarias de propiedad mayoritaria, incluyendo aquellas radicadas en el extranjero. El Sistema 
de Prevención de LA/FT deberá ser sustancialmente consistente en relación con la aplicación de 
las disposiciones sobre la Debida Diligencia del Cliente y el manejo del Riesgo de LA/FT y garan-
tizar el adecuado flujo de información intra-Grupo.

En el caso de operaciones en el extranjero, se deberá aplicar el principio de mayor rigor (entre 
la normativa argentina y la extranjera), en la medida que lo permitan las leyes y normas de la 
jurisdicción extranjera.

Deberá constar, en caso de corresponder, un análisis actualizado y suficientemente detallado 
que identifique las diferencias entre las distintas legislaciones y regulaciones aplicables; este docu-
mento será el fundamento de las políticas particulares que sean establecidas para gestionar tales 
diferencias, incluyendo, en su caso, la obligatoriedad de comunicar dichas diferencias a la UIF.

Artículo 16 —Externalización de tareas.
La externalización de la función de soporte de las tareas administrativas del Sistema de Pre-

vención de LA/FT, deberá ser decidida por el órgano de administración o máxima autoridad del 
Sujeto Obligado a propuesta motivada y con opinión favorable del Comité de Prevención de LA/
FT o, en su caso, del Oficial de Cumplimiento, y sólo podrá ser llevada a cabo cumpliendo con los 
siguientes requisitos:
a) Que conste por escrito, sin que pueda existir delegación alguna de responsabilidad del Sujeto 

Obligado ni de su órgano de administración o máxima autoridad.
b) Que se excluyan las funciones que en la presente se reservan al órgano de administración o 

máxima autoridad del Sujeto Obligado, las que no podrán ser objeto de externalización.
c) Que se establezcan todas las medidas necesarias para asegurar la protección de los datos, 

cumpliéndose con la normativa específica que se encuentre vigente sobre protección de datos 
personales, y con el debido resguardo de la confidencialidad o secreto de la información y 
documentación involucrada.

La delegación operativa de las tareas de Debida Diligencia Continuada no podrá incluir la 
determinación de la oportunidad en que deberá ser realizada ni el control del resultado de 
tales tareas, el monitoreo y análisis de alertas transaccionales, y la gestión de Reportes de 
Operaciones Sospechosas y sus archivos relacionados.

En tal caso, la externalización de funciones mencionadas en el presente, será incluida en 
los planes de auditoria interna, pudiendo el auditor interno, como así también los auditores 
externos, acceder a todos los datos, bases de datos, documentos, registros, u otros, relacio-
nados con la decisión de externalización y las operaciones externalizadas.

Artículo 17 — Conservación de la documentación.
Cada Sujeto Obligado deberá cumplir con las siguientes reglas de conservación de documen-

tación:
a) Conservarán los documentos acreditativos de las operaciones realizadas por sus Clientes du-

rante un plazo no inferior a DIEZ (10) años, contados desde la fecha de la operación. El archivo 
de tales documentos deberá estar protegido contra accesos no autorizados y deberá ser sufi-
ciente para permitir la reconstrucción de la transacción.

b) Conservarán la documentación de los Clientes y Propietarios/Beneficiarios Finales, recabada a 



Marco Legal del Sistema Financiero 2021 | 247

Resolución UIF 76/2019

través de los procesos de Debida Diligencia, por un plazo no inferior a DIEZ (10) años, conta-
dos desde la fecha de desvinculación del Cliente.

c) Conservarán los documentos obtenidos para la realización de análisis, y toda otra documenta-
ción obtenida y/o generada en la aplicación de las medidas de Debida Diligencia, durante DIEZ 
(10) años, contados desde la fecha de desvinculación del Cliente.

d) Desarrollarán e implementarán mecanismos de atención a los requerimientos que realicen 
las autoridades competentes con relación al Sistema de Prevención de LA/FT que permita la 
entrega de la documentación y/o información solicitada en los plazos requeridos.

Todos los documentos mencionados en el presente artículo deberán ser conservados en 
medios magnéticos, electrónicos u otra tecnología similar, protegidos especialmente contra 
accesos no autorizados.

Artículo 18 — Capacitación.
Cada Sujeto Obligado deberá elaborar un Plan de Capacitación anual que deberá ser aproba-

do por su órgano de administración o máxima autoridad y que tendrá por finalidad instruir a su 
personal sobre las normas regulatorias vigentes, así como respecto a políticas y procedimientos 
establecidos por el Sujeto Obligado en relación con el Sistema de Prevención de LA/FT. El Plan de 
Capacitación asegurará, como prioridad, la inclusión del enfoque basado en riesgos. Todos los 
directores, gerentes, empleados o colaboradores serán incluidos en dicho Plan de Capacitación, 
considerando su función y exposición a Riesgos de LA/FT.

El Plan de Capacitación deberá ser revisado y actualizado por el Oficial de Cumplimiento con la 
finalidad de evaluar su efectividad y adoptar las mejoras que se consideren pertinentes. El Oficial 
de Cumplimiento será el responsable de informar a todos los directores, gerentes, empleados y 
colaboradores del Sujeto Obligado sobre los cambios en la normativa del Sistema de Prevención 
de LA/FT, ya sea esta interna o externa.

El personal del Sujeto Obligado deberá recibir formación preventiva genérica y formación pre-
ventiva referida a las funciones que deberá ejercer en su específico puesto de trabajo.

El Oficial de Cumplimiento titular y suplente, así como también los empleados y colaboradores 
del área a su cargo, deberán ser objeto de planes especiales de capacitación, de mayor profundi-
dad y con contenidos especialmente ajustados a su función.

Los directores, gerentes y empleados que ingresen al Sujeto Obligado deberán recibir una 
capacitación sobre los alcances de su Sistema de Prevención del LA/FT, de acuerdo con las fun-
ciones que les correspondan, en un plazo máximo de sesenta (60) días hábiles a contar desde la 
fecha de su incorporación.

Los colaboradores deberán recibir capacitación acorde a las tareas encomendadas por el Su-
jeto Obligado en forma previa al inicio de su actividad.

El Sujeto Obligado deberá mantener una constancia de las capacitaciones recibidas y llevadas 
a cabo y las evaluaciones efectuadas al efecto, que deberán encontrarse a disposición de la UIF, 
en medio físico y/o electrónico. El Oficial de Cumplimiento, en colaboración con el área de Recur-
sos Humanos, o la persona de nivel jerárquico designada por el Sujeto Obligado para el cumpli-
miento de tales funciones, deberá llevar un registro de control acerca del nivel de cumplimiento 
de las capacitaciones requeridas.

El personal del Sujeto Obligado deberá recibir capacitación en, al menos, los siguientes temas:
a) Definición de los delitos de LA/FT.
b) Normativa local vigente y estándares internacionales sobre prevención de LA/FT.
c) Sistema de Prevención de LA/FT del Sujeto Obligado y modelo de gestión de los Riesgos de LA/

FT, enfatizando en temas específicos tales como la Debida Diligencia de los Clientes.
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d) Riesgos de LA/FT a los que se encuentra expuesto el Sujeto Obligado.
e) Tipologías de LA/FT detectadas en el Sujeto Obligado, difundidas por la UIF, el GAFI o el Grupo 

de Acción Financiera de Latinoamérica (GAFILAT).
f) Señales de alertas para detectar Operaciones Sospechosas.
g) Procedimiento de determinación y comunicación de Operaciones Sospechosas, enfatizando 

en el deber de confidencialidad del reporte.
h) Roles y responsabilidades del personal del Sujeto Obligado respecto a la materia.

Artículo 19 — Evaluación del Sistema de Prevención de LA/FT.
La evaluación del Sistema de Prevención de LA/FT se llevará a cabo en dos niveles, a saber:

a) Revisión externa independiente: Cada Sujeto Obligado deberá solicitar a un revisor externo in-
dependiente, con experticia acreditada en la materia, la emisión de un informe que se pronun-
cie sobre la calidad y efectividad de su Sistema de Prevención de LA/FT cada DOS (2) años, 
debiendo comunicar los resultados en forma electrónica a la UIF, dentro de los ciento veinte 
(120) días corridos desde el plazo establecido para el envío de la autoevaluación referida en el 
inciso d) del artículo 4° de la presente, correspondiente al segundo año; ello en los términos 
de lo dispuesto por la Resolución N° 67 E/2017 o aquellas que la modifiquen, complementen 
o sustituyan.

b) Auditoria interna: Sin perjuicio de las revisiones externas que correspondan, la auditoría interna 
incluirá en sus programas anuales, los aspectos relacionados con el Sistema de Prevención 
de LA/FT. El Oficial de Cumplimiento y el Comité de Prevención de LA/FT, en caso de existir, 
tomarán conocimiento de los mismos, sin poder participar en las decisiones sobre el alcance 
y las características de dichos programas anuales.

Los resultados obtenidos de las revisiones practicadas, que incluirán la identificación de 
deficiencias, descripción de mejoras a aplicar y plazos para su implementación, serán puestos 
en conocimiento del Oficial de Cumplimiento, quien deberá notificar debidamente de ello al 
órgano de administración o máxima autoridad del Sujeto Obligado.

Artículo 20 — Código de Conducta.
Los directores, gerentes, empleados y colaboradores del Sujeto Obligado deberán poner en 

práctica un Código de Conducta, el que podrá estar incluido dentro del Manual de Prevención LA/
FT, aprobado por su órgano de administración o máxima autoridad, destinado a asegurar, entre 
otros objetivos, el adecuado funcionamiento del Sistema de Prevención de LA/FT y establecer 
medidas para garantizar el deber de reserva y confidencialidad de la información relacionada al 
Sistema de Prevención de LA/FT.

El Código de Conducta deberá contener, entre otros aspectos, los principios rectores y valores, 
así como las políticas, que permitan resaltar el carácter obligatorio de los procedimientos que in-
tegran el Sistema de Prevención de LA/FT y su adecuado desarrollo, de acuerdo con la normativa 
vigente sobre la materia. Asimismo, el Código deberá establecer que cualquier incumplimiento al 
Sistema de Prevención de LA/FT se considerará infracción, estableciendo su gravedad y la aplica-
ción de las sanciones según correspondan al tipo de falta, de acuerdo con las disposiciones y los 
procedimientos internos aprobados por el Sujeto Obligado.

Cada Sujeto Obligado deberá dejar constancia del conocimiento que han tomado los directo-
res, gerentes, empleados y colaboradores sobre el Código de Conducta y el compromiso de cum-
plirlo en el ejercicio de sus funciones, así como de mantener el deber de reserva de la información 
relacionada al Sistema de Prevención de LA/FT sobre la que hayan tomado conocimiento durante 
su permanencia en el Sujeto Obligado de que se trate.



Marco Legal del Sistema Financiero 2021 | 249

Resolución UIF 76/2019

Asimismo, las sanciones que se impongan y las constancias previamente señaladas, deberán 
ser registradas por cada Sujeto Obligado a través de algún mecanismo idóneo establecido al 
efecto.

El Código de Conducta deberá incluir reglas específicas de control de las operaciones que, a 
través del propio Sujeto Obligado o Grupo, de acuerdo con las oportunas graduaciones de riesgo, 
serán ejecutadas por directivos, gerentes, empleados o colaboradores.

Capítulo III | Debida diligencia. Política de 
identificación y conocimiento del cliente
Artículo 21 — Reglas generales de conocimiento del Cliente.

El Sujeto Obligado deberá contar con políticas y procedimientos que le permitan adquirir conoci-
miento suficiente, oportuno y actualizado de todos los Clientes, verificar la información proporciona-
da por los mismos o, en su caso, la obtenida de otras fuentes confiables e independientes, y realizar 
un adecuado monitoreo de sus operaciones. En ese sentido, la ejecución de tales etapas de Debida 
Diligencia se llevará a cabo teniendo en cuenta los perfiles de riesgo asignados a cada Cliente.

El Sujeto Obligado deberá identificar a sus Clientes en tiempo y forma, de acuerdo con las 
reglas establecidas en el presente Capítulo. Las técnicas de identificación deberán ejecutarse al 
inicio de las relaciones comerciales, y deberán ser objeto de actualización periódica en los térmi-
nos del artículo 30 de la presente con la finalidad de mantener actualizados los datos, registros 
y/o copias de la base de Clientes del Sujeto Obligado.

La ausencia o imposibilidad de identificación en los términos del presente Capítulo deberá 
entenderse como impedimento para el inicio de las relaciones comerciales y, de ya existir éstas, 
para continuarlas. En los casos en los cuales el Sujeto Obligado no pudiera dar acabado cumpli-
miento a la Debida Diligencia del Cliente conforme a la normativa vigente, se deberá efectuar un 
análisis con un enfoque basado en riesgos, en orden a evaluar la continuidad o no de la relación 
con el mismo.

Asimismo, el Sujeto Obligado deberá realizar un análisis adicional para decidir si en base a sus 
políticas de gestión de Riesgos de LA/FT, la operación debe ser objeto de Reporte de Operación 
Sospechosa. La formulación de un Reporte de Operación Sospechosa respecto de un Cliente no 
implicará necesariamente la desvinculación del mismo. Tal decisión estará sujeta a la evaluación 
de riesgos que realice el Sujeto Obligado.

Los criterios y procedimientos a aplicar respecto del proceso enunciado en el párrafo prece-
dente deberán ser descriptos por el Sujeto Obligado en su Manual de Prevención de LA/FT.

En todos los casos, sin perjuicio del nivel de Riesgo de LA/FT del Cliente, se realizará la verifi-
cación contra las listas de terroristas conforme lo dispuesto en la Resolución UIF N° 29/2013 o 
aquellas que la modifiquen, complementen o sustituyan. Asimismo, en todos los casos se deberá 
dar cumplimiento a lo dispuesto en la Resolución UIF N° 134/2018 o aquellas que la modifiquen, 
complementen o sustituyan.

Se deberá recabar, asimismo, información suficiente para establecer el propósito y objeto de 
la cuenta o relación comercial.

En el caso que los entes de un mismo Grupo desarrollen actividades que se encuentren al-
canzadas por distintas normas emanadas de la UIF, los mismos podrán celebrar acuerdos de 
reciprocidad que les permitan compartir legajos de Clientes, debiendo contar para ello con la au-
torización expresa de los Clientes para tales fines, de conformidad con lo dispuesto en el punto 1 
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del artículo 5° de la Ley N° 25.326 o aquellas que la modifiquen, complementen o sustituyan. Los 
mencionados acuerdos deberán asegurar el debido cumplimiento de requisitos de confidencia-
lidad de la información y ser aprobados por el órgano de administración o máxima autoridad de 
cada ente. Cada ente deberá asegurar que los legajos de sus Clientes posean la documentación 
pertinente, según los requerimientos establecidos en la presente y que los mismos sean puestos 
a disposición de las autoridades competentes en los plazos requeridos.

Sin perjuicio de lo expuesto en el párrafo precedente, el Cliente se encuentra facultado para 
requerir al Sujeto Obligado que comparta toda la información y documentación contenida en su 
legajo relativa a su identificación y el origen y licitud de los fondos, con otros sujetos obligados 
consignados en los incisos 1, 2, 4, 5, 8, 9, 10, 11, 13, 16, 20 y 22 del artículo 20 de la Ley N° 25.246 
o aquellas que la modifiquen, complementen o sustituyan; cuando se encuentre destinada al 
inicio de una relación comercial o a la apertura de una cuenta.

Artículo 22 — Segmentación de Clientes en base al riesgo.
Los procedimientos de Debida Diligencia del Cliente se aplicarán de acuerdo con las califi-

caciones de Riesgo de LA/FT, determinadas en base al modelo de riesgo implementado por el 
Sujeto Obligado, para lo cual se considerarán los criterios de riesgo relacionados al Cliente, tales 
como, el tipo de Cliente (persona humana o jurídica), actividad económica, origen de fondos, 
volumen transaccional real y/o estimado de operaciones, localización geográfica, nacionalidad 
y residencia.

Dicha calificación podrá diferirse hasta el cierre del segundo ciclo de facturación del mes de 
alta, o hasta un plazo máximo de SESENTA (60) días desde que el Cliente comenzó a operar, 
cuando el volumen de transacciones habilitadas para ser realizadas por el Cliente no supere los 
quince (15) SMVM.

Las calificaciones de Riesgo de LA/FT que realice el Sujeto Obligado deberán mantenerse 
actualizadas durante toda la relación comercial

Los mencionados criterios deberán formalizarse a través de políticas y procedimientos de 
calificación de Riesgos de LA/FT, a los cuales deberán ser sometidos todos los Clientes y que 
deberán encontrarse reflejados en el manual y en el sistema de monitoreo del Sujeto Obligado.

La aplicación, el alcance y la intensidad de dicha Debida Diligencia se escalonarán, como 
mínimo, de acuerdo a los niveles de Riesgo Alto, Medio y Bajo. De tal modo, la asignación de un 
Riesgo Alto obligará al Sujeto Obligado a aplicar como mínimo las medidas de Debida Diligencia 
Reforzada detalladas en el artículo 28 de la presente, mientras que el nivel de Riesgo Medio resul-
tará en la aplicación de las medidas de Debida Diligencia del Cliente detalladas en el artículo 27 
de la presente, y la existencia de un Riesgo Bajo habilitará la posibilidad de aplicar las medidas de 
Debida Diligencia Simplificada detalladas en el artículo 29 de la presente.

Artículo 23 — Identificación mínima de clientes personas humanas.
Cada Sujeto Obligado deberá contemplar como requisitos mínimos de identificación de sus 

Clientes personas humanas, los detallados a continuación:
a)  Nombre y apellido.
b)  CUIT, CUIL, Clave de Identificación (CDI), o la clave de identificación que en el futuro sea creada 

por la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP).
c) Tipo y número de documento que acredite identidad. Se aceptarán como documentos válidos 

para acreditar la identidad, el Documento Nacional de Identidad emitido por autoridad compe-
tente nacional, y la Cédula de Identidad o el Pasaporte otorgados por autoridad competente 
de los respectivos países emisores.
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La identidad del Cliente deberá ser verificada mediante información, y, en su caso, median-
te la documentación que se pueda obtener del mismo o de fuentes confiables e independien-
tes, que permitan con razonable certeza acreditar la veracidad de su contenido, con resguardo 
de la evidencia correspondiente de tal proceso.

d) Actividad laboral o profesional.
e) Domicilio real (calle, número, localidad, provincia, país y código postal).
f) Nacionalidad y fecha de nacimiento.
g) Número de teléfono y dirección de correo electrónico.

De igual forma, deberá requerirse al titular de la cuenta, o en su caso de la tarjeta, la infor-
mación del apoderado, adicional, tutor, curador, representante, y autorizado señalada en los 
incisos a), b), c) y f) del presente artículo.

En el caso de cheques de viajero, la misma información deberá ser requerida a la presenta-
ción al cobro del título valor, cuando el beneficiario difiera del titular del mismo.

Lo previsto en el presente artículo, es sin perjuicio de lo establecido en el artículo 26 sobre 
métodos no presenciales de identificación.

Artículo 24 — Identificación mínima de Clientes personas jurídicas.
El Sujeto Obligado deberá contemplar como requisitos mínimos de identificación de sus Clien-

tes personas jurídicas, los detallados a continuación:
a)  Denominación o razón social.
b)  CUIT, CDI, o la clave de identificación que en el futuro sea creada por la AFIP.
c)  Actividad.
d)  Domicilio (calle, número, localidad, provincia y código postal).
d)  Número de teléfono de la sede social y dirección de correo electrónico.
e)  Identificación del apoderado, adicional, representante, y autorizado, en los términos del artículo 23.
f)  Propietarios/Beneficiarios Finales: A los fines de identificar a los propietarios y beneficiarios 

finales se podrá utilizar una declaración jurada del Cliente o información pública que permita 
identificar la estructura de titularidad y control del cliente. En aquellos casos que el capital 
social presente un alto nivel de atomización por las características propias del ente, se tendrá 
por cumplido este requisito mediante la identificación de los integrantes del órgano de admi-
nistración o equivalente y/o de aquellos que ejerzan el control efectivo del ente.

Artículo 25 — Identificación de otros tipos de Clientes.
En el caso de otros tipos de Clientes se deberán seguir las siguientes reglas de identificación:

a)  Cuando se trate de los órganos, entes y demás estructuras jurídicas que conforman el Sector 
Público Nacional, así como también los que conforman los Sectores Públicos Provinciales, 
Municipales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, cada Sujeto Obligado deberá exclusiva-
mente identificar a la persona humana que operará la cuenta, en los términos establecidos en 
el artículo 23 de la presente, y obtener copia fiel del instrumento en el que conste la asignación 
de la competencia para ejecutar dichos actos, ya sea que lo aporte el Cliente, o bien, lo obtenga 
el Sujeto Obligado a través de las publicaciones en los Boletines Oficiales correspondientes.

b) Las UTES, agrupaciones y otros entes comerciales asimilables se identificarán de acuerdo 
con las reglas generales para las personas jurídicas, aplicadas a sus integrantes, además de 
identificar a la propia estructura jurídica constituida, en lo que corresponda.

c)  En el caso de las Sociedades por Acciones Simplificadas (SAS) y demás sociedades comercia-
les constituidas por medios digitales, el Sujeto Obligado podrá identificar a la persona jurídica 
y dar inicio a la relación comercial con el instrumento constitutivo digital generado por el 
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registro público respectivo, con firma digital de dicho organismo, que haya sido recibido por el 
Sujeto Obligado a través de medios electrónicos oficiales.

d)  Las sociedades, sus filiales, y subsidiarias, que listan en Mercados locales o internacionales 
autorizados y estén sujetas a requisitos sobre transparencia y/o revelación de información, 
podrán abrir una cuenta y dar inicio a la relación comercial sin otro trámite que: (i) la identi-
ficación en los términos del artículo 23 de la presente, de la persona humana que operará la 
cuenta, y (ii) la entrega de copia del instrumento por el que dicha persona humana haya sido 
designada a tales efectos.

e)  Los Clientes que operen exclusivamente con el producto Factura de Crédito Electrónica, en los 
términos de los artículos 12 y 13 de la Ley N° 27.440 de Financiamiento Productivo, podrán 
ser identificados de conformidad con lo dispuesto en los artículos 23 y 24 de la presente re-
solución y también mediante información respecto de su nivel de actividad. El procedimiento 
de identificación podrá ser efectuado en forma presencial, o través del Sistema de Tramites a 
Distancia (TAD) u otra herramienta de idénticas características.

Artículo 26 — Aceptación e identificación de Clientes no presenciales.
La aceptación de Clientes podrá ser realizada de forma no presencial, mediante el empleo de 

medios electrónicos sustitutivos de la presencia física, con uso de técnicas biométricas riguro-
sas, almacenables, auditables y no manipulables.

Estos medios electrónicos deberán contar con protección frente a fraudes por ataques físicos y 
digitales, y ser empleados a efectos de verificar la autenticidad de la información proporcionada, y 
los documentos o muestras biométricas recabadas. Las muestras biométricas del Cliente deberán 
ser obtenidas de un ser humano genuino que se encuentre presente al momento de la identificación.

Será responsabilidad del Sujeto Obligado verificar la autenticidad de la información o docu-
mentación proporcionada, la cual podrá ser remitida de forma electrónica o digital por el Cliente.

La verificación deberá ser realizada al momento de la identificación, o su caso, en forma previa 
a que el Cliente comience a operar.

El Sujeto Obligado podrá establecer mecanismos de verificación automatizados, siempre que 
exista evidencia de que su desempeño en la confirmación de la correspondencia y la inalterabili-
dad sea igual o superior al de un agente humano.

En todos los casos el análisis de información, documentos, comparaciones de las muestras 
biométricas de los Clientes y las determinaciones de la presencia genuina del Cliente, deberán 
efectuarse lejos del dispositivo del Cliente, en un lugar que no sea accesible para el mismo.

El Sujeto Obligado deberá realizar el análisis de riesgo del procedimiento de identificación no 
presencial a implementar, el cual deberá ser gestionado por personal debidamente capacitado a 
tales efectos.

Los procedimientos específicos de identificación no presencial que cada Sujeto Obligado im-
plemente no requerirán de autorización particular por parte de la UIF, sin perjuicio de que se 
pueda proceder a su control en ejercicio de las potestades de supervisión.

El informe del revisor externo independiente al que se refiere el inciso a) del artículo 19, deberá 
pronunciarse expresamente sobre la adecuación y eficacia operativa del procedimiento de identi-
ficación no presencial implementado.

Artículo 27 — Debida Diligencia del Cliente.
En los casos de Riesgo Medio, además de la información de identificación detallada en los 

artículos 23 y 24 de la presente, según corresponda, el Sujeto Obligado deberá obtener respaldo 
documental de la siguiente información:
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a) Personas Humanas:
1.  Información y documentación que acredite el origen de los ingresos, fondos y/o patrimonio 

del Cliente.
2. En caso de existir apoderado, tutor, curador, representante, o autorizado, la documentación 

que acredite tales vínculos.
b) Personas Jurídicas:

1.  Fecha y número de inscripción registral.
2.  Copia del contrato o escritura de constitución.
3.  Copia del estatuto social actualizado, el cual deberá ser verificado utilizando documentos 

originales o datos o información confiable de fuentes independientes con resguardo de la 
evidencia correspondiente de tal proceso.

4.  Información y documentación que acredite el origen de los ingresos, fondos y/o patrimonio 
del Cliente.

5.  Nómina de los integrantes del órgano de administración u órgano equivalente.
6.  En caso de existir apoderado, representante, o autorizado, la documentación que acredite 

tales vínculos.
7.  Propietarios/Beneficiarios Finales. Se requerirá documentación que acredite la identidad de 

los propietarios y beneficiarios finales, a cuyo efecto el Sujeto Obligado podrá obtener por 
sus medios o solicitar al Cliente copias de los registros de accionistas, u otra documenta-
ción o información pública que identifique la estructura de control del Cliente. Cuando la 
participación mayoritaria de los Clientes personas jurídicas corresponda a una sociedad 
que lista en un Mercado local o internacional autorizado y esté sujeta a requisitos sobre 
transparencia y/o revelación de información, se lo exceptuará del requisito de identificación 
previsto en este inciso.
Se podrán solicitar otros datos que a juicio del Sujeto Obligado permitan identificar y cono-

cer adecuadamente a sus Clientes, incluso solicitando copias de documentos que permitan 
entender y gestionar adecuadamente el riesgo de este tipo de Clientes, de acuerdo con los 
sistemas de gestión de riesgo del Sujeto Obligado.

Cuando la totalidad de operaciones del Cliente no supere los setenta y cuatro (74) SMVM 
en el año calendario, la información de los incisos a) 1. y b) 4. podrá considerarse cumplimen-
tada mediante datos o información confiable de fuentes independientes, con resguardo de la 
evidencia correspondiente de tal proceso.

Artículo 28 — Debida Diligencia Reforzada.
En los casos de Riesgo Alto, el Sujeto Obligado deberá obtener, además de la información de 

identificación detallada en los artículos 23, 24 y 27 de la presente, la siguiente documentación:
a) Copia de facturas, títulos u otras constancias que acrediten fehacientemente el domicilio.
b) Copia de los documentos que acrediten el origen de los fondos, el patrimonio u otros docu-

mentos que acrediten ingresos o renta percibida (tales como estados contables, contratos de 
trabajo, recibos de sueldo).

c)  Copia del acta del órgano decisorio designando autoridades.
d)  Copias de otros documentos que permitan conocer y gestionar adecuadamente el riesgo de 

este tipo de Clientes.
e)  Corroborar posibles antecedentes relacionados a LA/FT y sanciones aplicadas por la UIF, el 

organismo de control o el Poder Judicial (bases públicas, Internet, y otros medios adecuados 
a tal fin).

f)  Todo otro documento que el Sujeto Obligado entienda corresponder.
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Otras medidas adicionales de Debida Diligencia Reforzada podrán resultar apropiadas para 
distintos perfiles de Clientes y operaciones, las cuales deberán constar en el Manual de Pre-
vención de LA/FT de cada Sujeto Obligado.

Artículo 29 — Debida Diligencia Simplificada.
Los Clientes calificados en el nivel de Riesgo Bajo podrán ser tratados de acuerdo con las 

reglas especiales establecidas en el presente artículo. En virtud de ello, cada Sujeto Obligado 
deberá identificar a sus Clientes personas humanas de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 
23 y 26 de la presente. En el caso de Clientes personas jurídicas, deberán ser identificados según 
lo dispuesto en el artículo 24 y 26 de la presente. En ambos casos se dará cumplimiento con lo 
establecido en el sexto párrafo del artículo 21 de esta Resolución.

Las presentes medidas de Debida Diligencia Simplificada no eximen al Sujeto Obligado del 
deber de monitorear las operaciones efectuadas por el Cliente.

El incumplimiento de algunas de las reglas precedentes imposibilitará dar tratamiento de De-
bida Diligencia Simplificada, aplicando los procedimientos de Debida Diligencia que corresponda 
al nivel de riesgo determinado.

La solicitud, participación o ejecución en una operación con sospecha de LA/FT, obliga a apli-
car de forma inmediata las reglas de Debida Diligencia Reforzada. Asimismo, se deberá reportar 
la Operación como Sospechosa, sin perjuicio de la resolución de la relación comercial que, en su 
caso, pudiere adoptar el Sujeto Obligado.

Artículo 30 — Debida Diligencia Continuada.
Todos los Clientes deberán ser objeto de seguimiento continuado con la finalidad de identifi-

car, sin retrasos, la necesidad de modificación de su perfil transaccional y de su nivel de riesgo 
asociado.

La información y documentación de los Clientes deberá mantenerse actualizada con una pe-
riodicidad proporcional al nivel de riesgo, conforme a los plazos previstos en el presente artículo.

En ningún caso se podrá dejar de actualizar los legajos de Clientes por un período mayor a los 
CINCO (5) años. Para aquellos Clientes a los que se hubiera asignado un nivel de Riesgo Alto, la 
periodicidad de actualización de legajos no podrá ser superior a UN (1) año, y para aquellos de 
Riesgo Medio, a los dos (2) años.

Cada Sujeto Obligado podrá implementar políticas y procedimientos en relación con la actua-
lización de legajos de aquellos Clientes a los cuales se les hubiera asignado un nivel de riesgo 
medio o bajo, y que no hubieren estado alcanzados por ningún proceso que importe la presen-
tación de documentación y/o información actualizada. Para tales casos, cada Sujeto Obligado 
podrá evaluar si existe, o no, la necesidad de actualizar el legajo de cliente, aplicando para ello un 
enfoque basado en riesgos y criterios de materialidad con relación a la actividad transaccional 
operada en el Sujeto Obligado y el riesgo que ésta pudiera conllevar para el mismo.

A los fines de la actualización de los legajos de Clientes ponderados como de Riesgo Bajo, 
el Sujeto Obligado podrá basarse sólo en información, y en el caso de Clientes de Riesgo Medio 
en información y documentación, ya sea que la misma hubiere sido suministrada por el Cliente 
o que la hubiera podido obtener el propio Sujeto Obligado, debiendo conservarse las evidencias 
correspondientes. En el caso de Clientes a los que se les hubiera asignado un nivel de Riesgo 
Alto, la actualización de legajos deberá basarse en documentación provista por el Cliente o bien 
obtenida por el Sujeto Obligado por sus propios medios, debiendo conservar las evidencias co-
rrespondientes en el legajo del Cliente.

La falta de actualización de los legajos de Clientes, con causa en la ausencia de colaboración 
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o reticencia por parte de éstos para la entrega de datos o documentos actualizados requeridos, 
impondrá la necesidad de efectuar un análisis con un enfoque basado en riesgos, en orden a 
evaluar la continuidad o no de la relación con el mismo y la decisión de reportar las operaciones 
del Cliente como sospechosas, de corresponder. La falta de documentación no configurará por 
sí misma la existencia de una Operación Sospechosa, debiendo el Sujeto Obligado evaluar dicha 
circunstancia en relación con la operatoria del Cliente y los factores de riesgo asociados, a fin de 
analizar la necesidad de realizar un Reporte de Operación Sospechosa.

Artículo 31 — Beneficiarios de tarjetas prepagas de regalo. Alcance de las medidas de 
Debida Diligencia.

En todos los casos, quienes resulten beneficiarios de Tarjetas prepagas, de regalo de ciclo 
cerrado, serán objeto del procedimiento de identificación en los términos de los artículos 23, 24, 
25 y 26 de esta norma, al momento del empleo de las mismas.

En razón de lo expuesto, los Sujetos Obligados deberán establecer controles y alertas a fin 
de detectar desvíos en la operatoria, considerando entre otros aspectos los montos operados, 
la frecuencia y modalidad de las operaciones, su recurrencia, los bienes involucrados, la coinci-
dencia de beneficiario final, u otros parámetros que a juicio del Oficial de Cumplimiento permitan 
gestionar de forma adecuada el Riesgo de LA/FT.

Artículo 32 — Debida Diligencia realizada por otro sujeto obligado supervisado.
El Sujeto Obligado podrá basarse en las tareas de Debida Diligencia realizadas por terceros 

personas jurídicas, que sean sujetos obligados supervisados por la Comisión Nacional de Valores 
(CNV), el Banco Central de la República Argentina (BCRA), o la Superintendencia de Seguros de la 
Nación (SSN), con excepción de las reglas establecidas para la ejecución de la Debida Diligencia 
Continuada y del monitoreo, análisis y reporte de las operaciones.

En tales casos, serán de aplicación las siguientes reglas:
a)  Existirá un acuerdo escrito entre el Sujeto Obligado y el tercero.
b)  En ningún caso habrá delegación de responsabilidad. La misma recaerá siempre en el Sujeto 

Obligado.
c)  El tercero ejecutante de las medidas de Debida Diligencia pondrá inmediatamente en conoci-

miento del Sujeto Obligado todos los datos exigidos por éste.
d)  El tercero ejecutante de las medidas de Debida Diligencia deberá remitir sin demora las copias 

de los documentos que hubiera obtenido.
e)  Los acuerdos mencionados y su funcionamiento y operaciones, serán objeto de revisión periódi-

ca por el responsable de auditoria interna del Sujeto Obligado, que tendrá acceso pleno e irres-
tricto a todos los documentos, tablas, procedimientos y soportes relacionados con los mismos.

Solamente se podrán realizar acuerdos de este tipo con entidades financieras extranjeras 
cuando se trate de entidades bancarias, crediticias, de valores o aseguradoras, autorizadas 
para operar y debidamente reguladas en materia de prevención de LA/FT en jurisdicciones 
que no sean consideradas como no cooperantes, ni de alto riesgo por el GAFI. En tales casos, 
resultarán de aplicación las mismas reglas establecidas en el presente artículo.

Cada Grupo podrá basarse en la Debida Diligencia realizada por cualquiera de los entes su-
pervisados del propio Grupo que operen en la República Argentina, en las mismas condiciones 
establecidas en este artículo.

En todos los casos, el Sujeto Obligado deberá observar lo dispuesto en la Ley N° 25.326 
o aquellas que la modifiquen, complementen o sustituyan, respecto del tratamiento de datos 
personales.
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Artículo 33 —  Clientes que sean sujetos obligados.
Las siguientes reglas deberán aplicarse respecto de los Clientes que sean sujetos obligados 

enumerados en el artículo 20 de la Ley N° 25.246 o aquellas que la modifiquen, complementen 
o sustituyan:
a)  Cada Sujeto Obligado será responsable del control del buen uso de los productos y servicios 

que oferta, no así de los productos y servicios que ofertan sus Clientes sujetos obligados a 
terceros, ajenos a la relación comercial directa con el Sujeto Obligado.

b)  Cada Sujeto Obligado deberá solicitar al Cliente, que a su vez sea Sujeto Obligado, la acredi-
tación del registro ante la UIF u obtener la constancia de inscripción mediante el sitio web de 
la UIF; debiendo en caso de corresponder informar a la Unidad en los términos establecidos 
en el Anexo de la Resolución UIF N° 70/2011 o aquellas que la modifiquen, complementen o 
sustituyan. El Sujeto Obligado no podrá dar inicio a la relación comercial cuando su Cliente 
Sujeto Obligado no se encontrare inscripto ante la UIF.

c)  Cada Sujeto Obligado deberá realizar un monitoreo y seguimiento de las operaciones durante 
el transcurso de la relación con su Cliente, con un enfoque basado en riesgos. De considerarlo 
necesario, a efectos de comprender los riesgos involucrados en las operaciones podrá: (I) 
realizar visitas pactadas de análisis y conocimiento del negocio, (II) requerir la entrega en 
copia del Manual de Prevención de LA/FT, y (III) establecer relaciones de trabajo con el Oficial 
de Cumplimiento, con el fin de evacuar dudas o solicitar la ampliación de informaciones o 
documentos.

Las anteriores reglas no resultarán de aplicación en caso de ausencia de colaboración 
o reticencia injustificada del Cliente, ni en caso de sospecha de LA/FT. En tales escenarios 
se procederá a aplicar medidas reforzadas de conocimiento del Cliente con la obligación de 
realizar un análisis especial de la cuenta y, en su caso y si así lo confirma el análisis, emitir un 
Reporte de Operación Sospechosa.

Artículo 34 —  Requerimientos urgentes de la UIF.
A los fines de dar cumplimiento a las obligaciones establecidas en la presente resolución, 

los Adquirentes, Agregadores, Agrupadores y Facilitadores de Pagos deberán proporcionar en 
forma inmediata, a requerimiento de esta UIF, información y documentación respecto a las ope-
raciones en las cuales intervengan. A tales efectos, deberán designar un enlace para atender los 
requerimientos urgentes que se produzcan en días u horas inhábiles. Tal designación deberá ser 
comunicada a esta UIF y mantenerse actualizada.

Capítulo IV | Monitoreo transaccional, analisis y reporte.
Artículo 35 — Perfil Transaccional

La información y documentación solicitadas en el marco de lo dispuesto en el capítulo prece-
dente, deberá permitir la confección de un perfil transaccional prospectivo (ex ante), sin perjuicio 
de las calibraciones y ajustes posteriores, de acuerdo con las operaciones efectivamente realiza-
das. Dicho perfil estará basado en el entendimiento del propósito y la naturaleza esperada de la 
relación comercial, la información transaccional y la información y documentación relativa a la 
situación económica, patrimonial y financiera que hubiera proporcionado el Cliente o que hubiera 
podido obtener el propio Sujeto Obligado, conforme los procesos de Debida Diligencia que corres-
ponda aplicar en cada caso.
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En los casos de Clientes de Riesgo Medio y Alto, el perfil transaccional deberá estar respal-
dado por la información y en su caso la documentación detallada en los artículos 27 y 28 de 
la presente, mientras que en el resto de los Clientes podrá estar basado en la información que 
hubiera sido suministrada por el Cliente o que hubiera podido obtener el propio Sujeto Obligado, 
conservando las evidencias correspondientes con arreglo al artículo 29 de la presente.

Dicho perfil será determinado en base al análisis de riesgo del Sujeto Obligado de modo tal que 
permita la detección oportuna de Operaciones Inusuales y Operaciones Sospechosas realizadas 
por el Cliente.

Artículo 36 — Monitoreo transaccional.
A fin de realizar el monitoreo transaccional, el Sujeto Obligado deberá tener en cuenta lo siguiente:

a)  Se establecerán reglas de control de operaciones y alertas automatizadas, de tal forma que el 
Sujeto Obligado pueda monitorear apropiadamente y en forma oportuna la ejecución de ope-
raciones y su adecuación al perfil transaccional de sus Clientes y su nivel de riesgo asociado.

A tal efecto deberá considerar, en caso de tratarse de tarjetas, la existencia de cotitulares 
o adicionales, debiendo prestar especial atención al vínculo con el titular de la misma y la 
estructura de los consumos generados.

b) Para el establecimiento de alertas y controles se tomarán en consideración tanto la propia 
experiencia de negocio como las tipologías y pautas de orientación que difundan la UIF y/o los 
organismos internacionales de los que forme parte la República Argentina relacionados con 
la materia de LA/FT.

c)  Los parámetros aplicados a los sistemas implementados de prevención de LA/FT serán apro-
bados por el Oficial de Cumplimiento, y tendrán carácter de confidencial excepto para quienes 
actúen en el proceso de monitoreo, control, revisión, diseño y programación de los mismos y 
aquellas personas que los asistan en el cumplimiento de sus funciones. La metodología de 
determinación de reglas y parámetros de monitoreo deberá estar documentada, y ello estar 
debidamente mencionado y referenciado en el Manual de Prevención de LA/FT del Sujeto Obli-
gado, conforme lo dispuesto en el último párrafo del artículo 8° de la presente.

d)  Se considerarán operaciones pasibles de análisis todas aquellas Operaciones Inusuales.
e)  Existirá un registro interno de operaciones objeto de análisis. En él constarán, al menos, los 

siguientes datos: (I) identificación de la transacción, (II) fecha, hora y procedencia de la alerta 
u otro sistema de identificación de la transacción a analizar, (III) analista responsable de su 
resolución, (IV) medidas llevadas a cabo para la resolución de la alerta, (V) decisión final moti-
vada, incluyendo validación del supervisor o instancia superior y fecha de la decisión final. Asi-
mismo, se deberán custodiar los legajos documentales íntegros de soporte de tales registros.

f)   El Sujeto Obligado recabará de los Clientes el respaldo documental que sea necesario para jus-
tificar adecuadamente la operatoria alertada, procediendo a la actualización de la información 
del Cliente, como de su perfil transaccional, en caso de que ello sea necesario.

g) Los organismos nacionales, provinciales, municipales, entes autárquicos y toda otra persona 
jurídica de carácter público se encuentran sujetos a monitoreo por parte del Sujeto Obligado, el 
cual se realizará en función del riesgo que éstos y sus operaciones presenten y con foco espe-
cial en el destino de los fondos. En tal sentido, se deberá prestar especial atención a aquellas 
operaciones cuyo destinatario no sea también un Organismo o Ente de carácter público.

Artículo 37 — Reportes de Operaciones Sospechosas.
Cada Sujeto Obligado deberá reportar las Operaciones Sospechosas a la UIF, conforme lo 

siguiente:
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a)  Los reportes incluirán todos los datos y documentos que permitan a la UIF utilizar y apro-
vechar apropiadamente dichas comunicaciones. Los reportes serán realizados en las condi-
ciones técnicas establecidas en la Resolución UIF N° 51/2011 o aquellas que la modifiquen, 
complementen o sustituyan; cumplimentando todos los campos que sean requeridos y con 
entrega o puesta a disposición de la UIF de todas las tablas, documentos o informaciones de 
soporte que justifiquen la decisión de comunicación.

b)  El reporte de Operaciones Sospechosas deberá ser fundado y contener una descripción de 
las razones por las cuales el Sujeto Obligado considera que la operación presenta tal carácter.

c)  El plazo para emitir el reporte de una Operación Sospechosa de lavado de activos será de 
quince (15) días corridos, computados a partir de la fecha en que el Sujeto Obligado concluya 
que la operación reviste tal carácter. Asimismo, la fecha de reporte no podrá superar los ciento 
cincuenta (150) días corridos, contados desde la fecha de la Operación Sospechosa realizada 
o tentada.

d)  El plazo para el reporte de una Operación Sospechosa de financiación del terrorismo será de cua-
renta y ocho (48) horas, computados a partir de la fecha de la operación realizada o tentada.

Los Reportes de Operaciones Sospechosas son confidenciales por lo que no podrán ser ex-
hibidos a los revisores externos independientes ni a los organismos de control de la actividad, 
de conformidad a lo dispuesto en los artículos 21 inciso c) y 22 de la Ley N° 25.246 o aquellas 
que la modifiquen, complementen o sustituyan, excepto en los casos en que el BCRA actúe en 
algún procedimiento de supervisión in situ, en el marco de la colaboración que ese Organismo 
de Contralor deberá prestar a esta UIF, en los términos del inciso 7 del artículo 14 de la Ley N° 
25.246 o aquellas que la modifiquen, complementen o sustituyan. En tales circunstancias, tan-
to el Sujeto Obligado como el BCRA deberán garantizar la confidencialidad de la información 
y su cadena de custodia.

Sin perjuicio de ello, los revisores externos independientes, podrán acceder a la informa-
ción necesaria para evaluar el funcionamiento del sistema de monitoreo y alertas, y los proce-
dimientos de análisis de Operaciones Inusuales y Operaciones Sospechosas. La información 
proporcionada deberá omitir todo contenido que posibilite identificar a los sujetos involucra-
dos en las operaciones.

Capítulo V | Regímenes Informativos
Artículo 38 — Regímenes Informativos.
a)  Todos los Sujetos Obligados contemplados en la presente resolución deberán remitir un Re-

porte Sistemático Anual (“RSA”), conteniendo la siguiente información sobre su actividad:
1. Información general (razón social, domicilio, actividad, Oficial de Cumplimiento).
2. Información societaria/estructura.
3. Información contable (ingresos/patrimonio).
4. Información de negocios (productos/servicios/canales de distribución/zona geográfica).
5. Información sobre tipos y cantidad de Clientes.

b)  Los operadores de tarjetas de crédito, deberán reportar:
1. Consolidado de transacciones (consumos y/o adelantos de efectivo) efectuados por usua-

rios que, a través de todas las tarjetas de crédito registradas a su nombre (sean titulares 
en unas y/o adicionales en otras), registren en total un monto mensual operado igual o 
superior a trece (13) SMVM.
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2. Consolidado de transacciones (consumos y/o adelantos de efectivo) efectuados por usua-
rios que, a través de todas las tarjetas de crédito corporativas registradas a sus nombres, 
registren en total un monto mensual operado igual o superior a cincuenta (50) SMVM.

3. Consolidado de anticipos de gastos antes de su acreditación o ingresos de fondos para 
futuros consumos de tarjetas de crédito, siempre y cuando la sumatoria de dichas opera-
ciones resulte igual o superior a los trece (13) SMVM mensuales.

4. Consolidado de anticipos de gastos antes de su acreditación o ingresos de fondos para 
futuros consumos de tarjetas de crédito corporativas, siempre y cuando la sumatoria de 
dichas operaciones resulte igual o superior a los cien (100) SMVM mensuales.

5.  Identificación de tarjetas de crédito y titulares vinculados a cada cuenta.
El informe contemplado en el inciso a) deberá ser remitido entre el 2 de enero y el 15 de 

marzo inclusive de cada año, respecto del año calendario anterior.
Los reportes establecidos en el inciso b) deberán ser emitidos por Cliente, y remitidos entre 

el día 15 y el último día hábil inclusive de cada mes, respecto del mes calendario anterior.
En todos los casos, el Sujeto Obligado proveerá la información requerida conforme la plan-

tilla implementada a tal fin por la UIF.

Capítulo VI | Sanciones.
Artículo 39 — Sanciones

El incumplimiento de cualquiera de las obligaciones y deberes establecidos en la presente 
resolución será pasible de sanción, conforme con lo previsto en el Capítulo IV de la Ley N° 25.246 
o aquellas que la modifiquen, complementen o sustituyan.

Sin perjuicio de ello, la UIF podrá disponer el cumplimiento por parte del Sujeto Obligado, 
conforme la regulación que establezca, de acciones correctivas idóneas y proporcionales, o en 
su caso de un plan de regularización, con el objeto de subsanar los procedimientos o conductas 
observados.

Capítulo VII | Disposiciones transitorias.
Artículo 40 — Plan de implementación.

A los fines de la puesta en vigencia de las previsiones contenidas en el Capítulo II, Parte I, y el Ca-
pítulo V de la presente, cada Sujeto Obligado deberá cumplir con el siguiente plan de implementación:
a)  Al 31 de diciembre de 2019, deberá haber desarrollado y documentado la metodología de iden-

tificación y Evaluación de Riesgos a la que se refiere el artículo 4° de la presente.
b)  Al 31 de marzo de 2020, deberá contar con un Informe técnico que refleje los resultados de la 

implementación de la metodología de identificación y Evaluación de Riesgos a la que se refiere 
el artículo 4° de la presente.

c)  Al 30 de junio de 2020, deberá haber ajustado sus políticas y procedimientos, según los re-
querimientos de la presente norma, y de acuerdo con los resultados de la autoevaluación de 
riesgos efectuada, los cuales deberán estar contenidos en el Manual de Prevención de LA/FT.

d)  Al 28 de febrero del 2020, deberá haber dado cumplimiento a los Regímenes Informativos 
establecidos en el artículo 38 inciso b) de la presente Resolución, respecto del mes inmediato 
anterior, en los términos y condiciones allí contemplados.
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Artículo 41 — Aplicación temporal
A los efectos de determinar la aplicación temporal de la presente, y en su caso la ultractividad 

de la Resolución UIF N° 2/2012, deberá darse cumplimiento a las siguientes reglas:
a)  A los procedimientos sumariales que se encuentren en trámite a la fecha del dictado de la 

presente, o bien, al análisis y supervisión de hechos, circunstancias y cumplimientos ocurridos 
con anterioridad a dicha fecha, se aplicará la Resolución UIF N° 2/2012, dejando a salvo, en 
caso de corresponder, la aplicación del principio de la norma más benigna.

b)  Los preceptos y previsiones de la presente cuya implementación y ejecución no hayan sido 
diferidos en el tiempo en los términos del artículo 40, entrarán en vigencia el día 31 de octubre 
de 2019.

Artículo 42 — Plazo para designar responsables de atender requerimientos urgentes.
Los Adquirentes, y los Agregadores, Agrupadores y Facilitadores de Pagos, deberán comuni-

car a la UIF la designación de la persona responsable para atender los requerimientos urgentes, 
en los términos del artículo 34 de la presente, dentro de los DIEZ (10) días de la publicación de 
esta resolución en el Boletín Oficial.

Artículo 43 —  Derogación.
Deróguese la Resolución UIF N° 2/2012 a partir de la entrada en vigencia de la presente, con-

forme con lo previsto en los artículos 40 y 41 de la presente.

Artículo 44 — Derogación
Deróguese el artículo 14 de la Resolución UIF N° 70/2011 a partir de la entrada en vigencia de 

la presente.

Artículo 45 — Comuníquese, publíquese, dese a la Dirección Nacional del Registro Oficial y ar-
chívese. Mariano Federici
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Ley 26.733
Código Penal | Intermediación 
Financiera No Autorizada 
y Otros Delitos Financieros

Disposiciones que modifican o reglamentan la presente ley:

Ley N° 26.733, sancionada el 22/12/2011 (B.O. 28/12/2011)
Ley N° 26.734, sancionada el 22/12/2011 (B.O. 28/12/2011)
Decreto N° 169/12 del 03/02/2012 (B.O. 06/02/2012)

Artículo 1 —  Sustitúyese el artículo 77 del Código Penal de la Nación, por el siguiente: Artículo 
77: Para la inteligencia del texto de este código se tendrán presente las siguientes reglas:

Los plazos a que este código se refiere serán contados con arreglo a las disposiciones del 
Código Civil. Sin embargo, la liberación de los condenados a penas privativas de libertad se efec-
tuará al mediodía del día correspondiente.

La expresión “reglamentos” u “ordenanzas”, comprende todas las disposiciones de carácter 
general dictadas por la autoridad competente en la materia de que traten.

Por los términos “funcionario público” y “empleado público”, usados en este código, se designa 
a todo el que participa accidental o permanentemente del ejercicio de funciones públicas sea por 
elección popular o por nombramiento de autoridad competente.

Por el término “militar” se designa a toda persona que revista estado militar en el momento del 
hecho conforme la ley orgánica para el personal militar.

Los funcionarios públicos civiles que integran la cadena de mando se encuentran asimilados 
al personal militar con relación a los delitos que cometan en su carácter de tales, cuando produz-
can actos o impartan órdenes o instrucciones como integrantes de la cadena de mando si las 
mismas implican comisión de delito o participación en el mismo.

Con la palabra “mercadería”, se designa toda clase de efectos susceptibles de expendio.
El término “capitán” comprende a todo comandante de embarcación o al que le sustituye.
El término “tripulación” comprende a todos los que se hallan abordo como oficiales o marineros.
El término “estupefacientes” comprende los estupefacientes, psicotrópicos y demás sustan-

cias susceptibles de producir dependencia física o psíquica, que se incluyan en las listas que se 
elaboren y actualicen periódicamente por decreto del Poder Ejecutivo nacional.

El término “establecimiento rural” comprende todo inmueble que se destine a la cría, mejora 
o engorde del ganado, actividades de tambo, granja o cultivo de la tierra, a la avicultura u otras 
crianzas, fomento o aprovechamiento semejante. 

El término “documento” comprende toda representación de actos o hechos, con independen-
cia del soporte utilizado para su fijación, almacenamiento, archivo o transmisión. 
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Los términos “firma” y “suscripción” comprenden la firma digital, la creación de una firma digi-
tal o firmar digitalmente. 

Los términos “instrumento privado” y “certificado” comprenden el documento digital firmado 
digitalmente.

El término “información privilegiada” comprende toda información no disponible para el públi-
co cuya divulgación podría tener significativa influencia en el mercado de valores.

Artículo 2 — Sustitúyese el artículo 300 del Código Penal de la Nación, por el siguiente: Artículo 
300: Serán reprimidos con prisión de seis (6) meses a dos (2) años:
1.	 El que hiciere alzar o bajar el precio de las mercaderías por medio de 	 noticias falsas, nego-

ciaciones fingidas o por reunión o coalición entre los principales tenedores de una mercancía 
o género, con el fin de no venderla o de no venderla sino a un precio determinado.

2. 	El fundador, director, administrador, liquidador o síndico de una sociedad anónima o cooperati-
va o de otra persona colectiva, que a sabiendas publicare, certificare o autorizare un inventario, 
un balance, una cuenta de ganancias y pérdidas o los correspondientes informes, actas o 
memorias, falsos o incompletos o informare a la asamblea o reunión de socios, con falsedad, 
sobre hechos importantes para apreciar la situación económica de la empresa, cualquiera que 
hubiere sido el propósito perseguido al verificarlo.

Artículo 3 — Incorpórese como artículo 306 del Código Penal de la Nación, el siguiente: Artículo 
306: Será reprimido con prisión de uno (1) a cuatro (4) años, multa equivalente al monto de la 
operación, e inhabilitación especial de hasta cinco (5) años, el director, miembro de órgano de 
fiscalización, accionista, representante de accionista y todo el que por su trabajo, profesión o 
función dentro de una sociedad emisora, por sí o por persona interpuesta, suministrare o utilizare 
información privilegiada a la que hubiera tenido acceso en ocasión de su actividad, para la nego-
ciación, cotización, compra, venta o liquidación de valores negociables.

Artículo 4 — Incorpórese como artículo 307 del Código Penal de la Nación, el siguiente: Artículo 
307: El mínimo de la pena prevista en el artículo anterior se elevará a dos (2) años de prisión y el 
máximo a seis (6) años de prisión, cuando:
a)	 Los autores del delito utilizaren o suministraren información privilegiada de manera habitual;
b)	 El uso o suministro de información privilegiada diera lugar a la obtención de un beneficio o evitara 

un perjuicio económico, para sí o para terceros. 
El máximo de la pena prevista se elevará a ocho (8) años de prisión cuando:

c)	 El uso o suministro de información privilegiada causare un grave perjuicio en el mercado de 
valores;

d)	 El delito fuere cometido por un director, miembro del órgano de fiscalización, funcionario o 
empleado de una entidad autorregulada o de sociedades calificadoras de riesgo, o ejerciera 
profesión de las que requieren habilitación o matrícula, o un funcionario público. En estos 
casos, se impondrá además pena de inhabilitación especial de hasta ocho (8) años.

Artículo 5 —  Incorpórese como artículo 308 del Código Penal de la Nación, el siguiente: Artículo 
308:
1.	 Será reprimido con prisión de uno (1) a cuatro (4) años, multa equivalente al monto de la ope-

ración e inhabilitación de hasta cinco (5) años, el que: 
a)  Realizare transacciones u operaciones que hicieren subir, mantener o bajar el precio de 

valores negociables u otros instrumentos financieros, valiéndose de noticias falsas, nego-
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ciaciones fingidas, reunión o coalición entre los principales tenedores de la especie, con 
el fin de producir la apariencia de mayor liquidez o de negociarla a un determinado precio;

b) Ofreciere valores negociables o instrumentos financieros, disimulando u ocultando hechos 
o circunstancias verdaderas o afirmando o haciendo entrever hechos o circunstancias fal-
sas. 

2.	 Será reprimido con prisión de dos (2) a seis (6) años, cuando el representante, administrador 
o fiscalizador de una sociedad comercial de las que tienen obligación de establecer órganos 
de fiscalización privada, informare a los socios o accionistas ocultando o falseando hechos 
importantes para apreciar la situación económica de la empresa o que en los balances, me-
morias u otros documentos de contabilidad, consignare datos falsos o incompletos.

Artículo 6 —  Incorpórese como artículo 309 del Código Penal de la Nación, el siguiente: Artículo 
309: Será reprimido con prisión de uno (1) a cuatro (4) años, multa de dos (2) a ocho (8) veces el 
valor de las operaciones realizadas e inhabilitación especial hasta seis (6) años, el que por cuenta 
propia o ajena, directa o indirectamente, realizare actividades de intermediación financiera, bajo 
cualquiera de sus modalidades, sin contar con autorización emitida por la autoridad de supervi-
sión competente. 

En igual pena incurrirá quien captare ahorros del público en el mercado de valores o prestare 
servicios de intermediación para la adquisición de valores negociables, cuando no contare con la 
correspondiente autorización emitida por la autoridad competente. 

El monto mínimo de la pena se elevará a dos (2) años cuando se hubieran utilizado publicacio-
nes periodísticas, transmisiones radiales o de televisión, internet, proyecciones cinematográficas, 
colocación de afiches, letreros o carteles, programas, circulares y comunicaciones impresas o 
cualquier otro procedimiento de difusión masiva.

Artículo 7 — Incorpórese como artículo 310 del Código Penal de la Nación, el siguiente: Artículo 
310: Serán reprimidos con prisión de uno (1) a cuatro (4) años, multa de dos (2) a seis (6) veces 
el valor de las operaciones e inhabilitación de hasta seis (6) años, los empleados y funcionarios 
de instituciones financieras y de aquellas que operen en el mercado de valores que insertando 
datos falsos o mencionando hechos inexistentes, documentaren contablemente una operación 
crediticia activa o pasiva o de negociación de valores negociables, con la intención de obtener un 
beneficio o causar un perjuicio, para sí o para terceros. 

En la misma pena incurrirá quién omitiere asentar o dejar debida constancia de alguna de las 
operaciones a las que alude el párrafo anterior.

Artículo 8 — Incorpórese como artículo 311 del Código Penal de la Nación, el siguiente: Artículo 
311: Serán reprimidos con prisión de uno (1) a seis (6) años e inhabilitación de hasta seis (6) 
años, los empleados y funcionarios de instituciones financieras y de aquellas que operen en el 
mercado de valores que directa o indirectamente, y con independencia de los cargos e intereses 
fijados por la institución, reciban indebidamente dinero o algún otro beneficio económico, como 
condición para celebrar operaciones crediticias, financieras o bursátiles.

Artículo 9 — Incorpórese como artículo 312 del Código Penal de la Nación, el siguiente: Artículo 
312: Cuando los hechos delictivos previstos en los artículos precedentes hubieren sido realizados 
en nombre, o con la intervención, o en beneficio de una persona de existencia ideal, se aplicarán 
las disposiciones previstas en el artículo 304 del Código Penal. 

Cuando se trate de personas jurídicas que hagan oferta pública de valores negociables, las 
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sanciones deberán ser aplicadas cuidando de no perjudicar a los accionistas o titulares de los 
títulos respectivos a quienes no quepa atribuir responsabilidad en el hecho delictivo. A ese fin 
deberá escucharse al órgano de fiscalización de la sociedad.

Cuando la persona jurídica se encuentre concursada las sanciones no podrán aplicarse en 
detrimento de los derechos y privilegios de los acreedores por causa o título anterior al hecho 
delictivo. A ese fin deberá escucharse al síndico del concurso.

Artículo 10 —  Renumérense los artículos 306, 307 y 308 del Código Penal de la Nación como 
artículos 314, 315 y 316 respectivamente.

Artículo 11 —   Facúltese al Poder Ejecutivo nacional a numerar los artículos precedentes.

Artículo 12 —  Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional.
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Ley 20.663
Ley de Depósitos a Plazo Fijo

Disposiciones que modifican o reglamentan la presente ley:

Ley N° 20.663, sancionada el 25/04/1974 (B.O. 16/05/1974)
Decreto N° 1047/05 del 31/08/2005 (B.O. 01/09/2005)
Decreto Ley N° 5965/1963, sancionada el 19/07/1963 (B.O. 25/07/1963)
Ley N° 26.994, sancionada el 01/10/2014 (B.O. 08/10/2014)
Ley N° 27.430, sancionada el 27/12/2017 (B.O. 29/12/2017)

Artículo 1 — La recepción de depósitos a plazo fijo por parte de las entidades comprendidas en 
la Ley 20.520 podrá instrumentarse mediante la emisión de certificados que contendrán necesa-
riamente las siguientes enunciaciones: 
a)	 La inscripción “Certificado de depósito a plazo fijo nominativo transferible”; 
b)	 Nombre y domicilio de la entidad que recibe el depósito; 
c)	 Designación del lugar y fecha que se expide; 
d)	 Nombre, apellido y domicilio completos del depositante; 
e)	 Cantidad depositada; 
f)	 Tasa y período de liquidación de los intereses; 
g)	 Fecha de vencimiento del depósito; 
h)	 Lugar de pago; 
i)	 Firma de la entidad receptora. 

Artículo 2 — Los certificados serán transmisibles por vía de endoso, el que deberá ser puro y 
simple. Toda condición a que se lo subordine se considerará no escrita.

Los endosos indicarán con precisión al beneficiario. No serán válidos los endosos al portador 
o en blanco.

Los certificados de plazo fijo constituidos a trescientos sesenta y cinco (365) días o por el 
plazo mayor que al efecto pueda establecer el Banco Central de la República Argentina, podrán 
ser negociados en Bolsas de Comercio y Mercados de Valores autorregulados de la República 
Argentina por medio de modalidades de negociación que garanticen la interferencia de ofertas 
con prioridad precio-tiempo.

La oferta primaria y la negociación secundaria de los certificados mencionados no se consi-
derarán oferta pública en los términos de los Artículos 16 y concordantes de la Ley N° 17.811 y 
no requerirán autorización previa.

Artículo sustituido por art. 1 del Decreto N° 
1047/2005, B.O. 01/09/2005.

Artículo 3 — Las entidades depositarias no tendrán obligación de reembolsar los depósitos an-
tes de su vencimiento. 

La entidad al efectuar el reembolso estará obligada a verificar la regular continuidad de los en-
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dosos, pero no a comprobar la autenticidad de las firmas de los endosantes. No obstante, deberá 
identificar al beneficiario del reembolso. 

El reembolso efectuado de conformidad con el párrafo que antecede libera a la entidad, salvo 
que haya procedido con dolo o culpa grave. 

Artículo 4 — Las disposiciones del Código de Comercio, libro II, título X, sobre letras de cambio 
serán aplicables supletoriamente a los certificados a que se refiere la presente ley.

“Título X” “De los títulos cambiarios, letra de cambio 
y factura de crédito” según Decreto - Ley 5965/63, 
ratificado por la Ley N° 16.478 y modificatorias.

Artículo 5 — Los certificados que se emitan de conformidad con la presente quedan exentos 
del pago del impuesto de sellos en el orden nacional. La misma exención se solicitará de los 
gobiernos de provincia. 

Artículo 6 — Los depósitos a que se refiere el artículo 1 estarán garantizados por la Nación de 
acuerdo a lo prescripto por el artículo 10 de la Ley 20.520, y los intereses gozarán de la exención 
impositiva prevista en la ley de impuesto a las ganancias. 

La Ley N° 20.520 fue derogada por Ley N° 21.495, 
sancionada el 17/01/1977, B.O. 21/01/77.
Por art. 63 de la Ley N° 27.430 -sancionada el 
27.12.2017 (B.O. 29.12.2017)- se agrega a la Ley de 
Impuesto a las Ganancias un capítulo denominado 
“Impuesto Cedular” referido –entre otras cosas- al 
pago de impuesto por la renta de intereses en los 
plazos fijos”.

Artículo 7 — El Ministerio de Economía dispondrá por quien corresponda el dictado de las regla-
mentaciones necesarias para la aplicación de la presente ley. 

Artículo 8 — Las infracciones a los artículos 1 y 3 (párrafo segundo) de la presente ley, y a las 
normas reglamentarias dictadas conforme lo establece el precedente artículo 7, serán sancio-
nadas de acuerdo con las previsiones del título vi, artículos 35 y 36 del Decreto ley 18.061/69, 
ratificado y modificado parcialmente por la Ley 20.574. 

 A tenor del artículo N° 64 de la Ley N° 21.526 
las remisiones legales respecto de las sanciones 
previstas en la Ley 18.061 mantienen vigencia o se 
entiende en lo sucesivo referidas a  la Ley N° 21.526.

Artículo 9 — Para la negociación de certificados en los términos de los párrafos tercero y cuarto 
del artículo 2 de la presente ley, la entidad financiera emisora deberá depositarlos en una Caja 
de Valores autorizada, bajo la forma y efectos jurídicos dispuestos en el artículo 41 de la Ley N° 
20.643.

El depósito de los certificados no transfiere a las Cajas de Valores la propiedad ni su uso. Las 
Cajas de Valores sólo deberán conservarlos, custodiarlos y efectuar las operaciones y registracio-
nes que deriven de su negociación.

Sin perjuicio de las medidas de convalidación que las Bolsas de Comercio establezcan en 
sus reglamentos, las entidades financieras serán responsables por los defectos formales de los 
documentos por ellas emitidos e ingresados para la negociación en los Mercados de Valores, la 
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legitimación y autenticidad de las firmas de los funcionarios de la entidad financiera asentadas 
en los certificados y de quienes los endosen para su ingreso a una Caja de Valores autorizada.

Artículo sustituido por art. 2 del Decreto N° 
1047/2005, B.O. 01/09/2005.

Artículo 10 — Comuníquese al Poder Ejecutivo.
Artículo renumerado por art. 3 del Decreto N° 
1047/2005, B.O. 01/09/2005.
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Ley 24.083
Fondos Comunes de Inversión

Disposiciones que modifican o reglamentan la presente ley:

Ley N° 24.083, sancionada el 20/05/1992 (B.O. 18/06/1992)
Ley N° 24.441, sancionada el 22/12/1994 (B.O. 16/01/1995)
Ley N° 24.781, sancionada el 05/03/1997 (B.O. 04/04/1997)
Decreto N° 677/01 del 22/05/2001 (B.O. 28/05/2001)
Ley N° 27.440 sancionada el 09/05/2018 (B.O. 11/05/2018)

Régimen Legal de Fondos Comunes de Inversión 
Denominación 

Artículo 1 — Se considera Fondo Común de Inversión al patrimonio de titularidad de diversas 
personas a las cuales se les reconocen derechos de copropiedad representados por cuotapartes, 
las que podrán emitirse de manera caratular o escritural. Estos fondos no constituyen sociedades 
y carecen de personería jurídica. Podrán constituirse fondos comunes de inversión abiertos, los 
que estarán integrados por i) valores negociables con oferta pública y títulos públicos nacionales, 
provinciales, de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y municipales que se negocien en mercados 
autorizados por la Comisión Nacional de Valores, ii) metales preciosos o certificados que repre-
senten los mismos, iii) moneda nacional y extranjera, iv) instrumentos financieros derivados, v) 
instrumentos emitidos por entidades financieras autorizadas por el Banco Central de la República 
Argentina, incluyendo depósitos bancarios, vi) cartera de activos que repliquen índices bursátiles 
y/o financieros o de una canasta de activos y vii) aquellos otros activos, contratos e inversiones 
de naturaleza financiera que disponga la reglamentación de la Comisión Nacional de Valores. 
La cantidad de cuotapartes de los fondos comunes de inversión abiertos podrá acrecentarse en 
forma continua, conforme a su suscripción, o disminuir en razón de los rescates producidos en 
los términos de la presente ley y de la reglamentación de la Comisión Nacional de Valores.

Podrán también constituirse fondos comunes de inversión cerrados, los que integrarán su 
patrimonio con i) los activos autorizados para los fondos comunes de inversión abiertos, ii) bie-
nes muebles o inmuebles, iii) títulos valores que no tengan oferta pública, iv) derechos credito-
rios de cualquier naturaleza y v) aquellos otros activos, contratos e inversiones que disponga 
la reglamentación de la Comisión Nacional de Valores. Estos fondos se deberán constituir con 
una cantidad máxima de cuotapartes, la cual podrá aumentarse conforme lo establecido en la 
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presente ley y en la reglamentación de la Comisión Nacional de Valores y tendrán un plazo deter-
minado de duración, el cual podrá ser extendido conforme los términos de la presente ley y de la 
reglamentación. Las cuotapartes de estos fondos no podrán ser rescatadas, salvo en virtud de 
las excepciones dispuestas en la presente ley y en aquellas que establezca la reglamentación y 
deberán tener oferta pública autorizada por la Comisión Nacional de Valores y estar admitida su 
negociación en un mercado autorizado por dicho organismo.

Indistintamente los fondos comunes cerrados y abiertos podrán constituirse de manera tal 
que repliquen el comportamiento de un determinado índice bursátil o financiero o de una canasta 
de activos. Las cuotapartes de este tipo de fondos deberán tener oferta pública y listarse en 
mercados autorizados por la Comisión Nacional de Valores. Las características y requisitos para 
la constitución de estos fondos, la oferta, colocación, suscripción, negociación y reembolso de 
las cuotapartes, así como las condiciones para su funcionamiento, límites y restricciones a las 
inversiones serán determinados por la Comisión Nacional de Valores en su reglamentación.

Asimismo, podrán constituirse fondos comunes de inversión abiertos o cerrados, cuyo objeto 
sea la inversión de ahorros voluntarios destinados al retiro de sus cuotapartistas, en las condicio-
nes y con las características que disponga la Comisión Nacional de Valores en su reglamentación.

Los fondos comunes de inversión podrán tener objeto amplio o específico de inversión en los térmi-
nos de la presente ley y de la reglamentación de la Comisión Nacional de Valores.

Los fondos comunes de inversión que tengan uno (1) o más objetos específicos de inversión 
deberán utilizar una denominación que les permita identificar dicha característica y deberán in-
vertir en activos relacionados con dicho objeto en los porcentajes mínimos que establezca la 
reglamentación de la Comisión Nacional de Valores.

Los fondos comunes de inversión podrán emitir distintas clases de cuotapartes con diferentes 
derechos.

Las cuotapartes podrán dar derechos de copropiedad de acuerdo con lo previsto en el primer 
párrafo del presente artículo y también podrán emitirse cuotapartes de renta con valor nominal 
determinado y una renta calculada sobre dicho valor cuyo pago estará sujeto al rendimiento de 
los bienes que integren el haber del fondo conforme los términos y condiciones de la reglamen-
tación que dicte la Comisión Nacional de Valores.

Asimismo, en ningún caso se podrá responsabilizar o comprometer a los cuotapartistas por 
sumas superiores al haber del fondo.

Los bienes que integran los fondos comunes de inversión constituyen un patrimonio separado 
del patrimonio de la sociedad gerente, de la sociedad depositaria y de los cuotapartistas. En 
ningún caso los cuotapartistas, la sociedad gerente y la sociedad depositaria serán responsables 
personalmente por las obligaciones del Fondo Común de Inversión, ni los acreedores de los cuo-
tapartistas, ni de la sociedad gerente ni de la sociedad depositaria podrán ejercer derechos sobre 
el patrimonio del Fondo Común de Inversión.

Los fondos comunes de inversión estarán regidos por un reglamento denominado Reglamento 
de gestión el cual tendrá el contenido establecido en la presente ley y en la reglamentación que 
dicte la Comisión Nacional de Valores.

El ofrecimiento de las cuotapartes de los fondos comunes de inversión cerrados será realiza-
do mediante un prospecto de oferta pública en los términos de la presente ley, de la ley 26.831 
y sus modificaciones y la reglamentación de la Comisión Nacional de Valores. El prospecto de 
oferta pública tendrá el contenido que determine la reglamentación del citado organismo. No será 
obligatorio el uso del prospecto de oferta pública para los fondos comunes de inversión abiertos 
a menos que la Comisión Nacional de Valores lo exija en su reglamentación. Conforme a lo que 
establezca la reglamentación del mencionado organismo, los órganos de los fondos comunes 
de inversión no podrán comenzar a actuar como tales, ni podrán realizar esfuerzos tendientes a 
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la colocación de cuotapartes de fondos comunes de inversión, hasta haber presentado el Regla-
mento de gestión respectivo ante dicho organismo en los términos establecidos en el artículo 11 
de la presente ley.

La colocación de cuotapartes de los fondos comunes de inversión podrá realizarse por la so-
ciedad gerente, la sociedad depositaria y/o a través de agentes autorizados por la reglamentación 
de la Comisión Nacional de Valores.

Artículo sustituido por art. 99 de la Ley N° 27.440, B.O. 
11/05/2018.

Artículo 2 — La denominación fondo común de inversión abierto o cerrado, respectivamente, 
así como las análogas que sean determinadas por la reglamentación de la Comisión Nacional de 
Valores podrán utilizarse únicamente para los fondos que se constituyan conforme a las prescrip-
ciones de la presente ley, debiendo agregar la designación que les permita entre sí.

Artículo sustituido por art. 100 de la Ley N° 27.440, 
B.O. 11/05/2018.

Dirección y Administración

Artículo 3 — La dirección y administración de los fondos comunes de inversión estará a cargo de 
una sociedad anónima habilitada para esta gestión que actuará con la denominación de sociedad 
gerente o por una entidad financiera autorizada para actuar como administradora de cartera de 
valores negociables por la Ley de Entidades Financieras, 21.526, y sus modificatorias y comple-
mentarias.

La custodia de los activos de los fondos comunes de inversión estará a cargo de una entidad 
financiera regida por la Ley de Entidades Financieras, 21.526 y sus modificatorias y complemen-
tarias y actuará con la denominación de sociedad depositaria, con las incumbencias específicas 
que se establecen en el artículo 14 de la presente ley. 
I. La sociedad gerente de los fondos comunes de inversión, deberá:

a)	 Ejercer la representación colectiva de los copropietarios indivisos en lo concerniente a sus 
intereses y respecto a terceros, conforme a las reglamentaciones contractuales concerta-
das y el marco normativo aplicable;

b)	 Administrar de manera profesional los fondos con la diligencia del buen hombre de nego-
cios, en el interés colectivo de los cuotapartistas y priorizando en todos los casos dicho 
interés;

c)	 Contar con el patrimonio mínimo y cumplir con los demás requisitos que fije la reglamenta-
ción de la Comisión Nacional de Valores. 

II. Autonomía de la sociedad gerente. La sociedad gerente no podrá tener, en ningún caso, las 
mismas oficinas que la sociedad depositaria, debiendo ser éstas totalmente independientes. 
La sociedad gerente deberá funcionar con total autonomía de cualquier otra sociedad, desa-
rrolle o no la misma actividad, debiendo contar a tales efectos con los elementos que así lo 
acrediten.

III. Funciones de la sociedad gerente. Las sociedades gerentes podrán desempeñar las siguientes 
funciones, así como aquellas otras que determine la Comisión Nacional de Valores: a) admi-
nistración de fondos comunes de inversión; b) administración de inversiones; y c) colocación 
y distribución de cuotapartes de los fondos comunes de inversión bajo su administración y/o 
bajo administración de otras sociedades gerentes conforme las disposiciones de la presente 
ley, la ley 26.831 y sus modificaciones y la normativa que a tales efectos dicte la Comisión 
Nacional de Valores.
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IV.	 Sin perjuicio de la normativa que a tales efectos dicte la Comisión Nacional de Valores, las 
siguientes disposiciones se aplicarán a la administración de inversiones por parte de las so-
ciedades gerentes:
a)	 Las inversiones administradas por la sociedad gerente se registrarán y contabilizarán en 

forma separada de las operaciones de los fondos comunes de inversión. En el registro 
interno se identificarán instrumentos, bienes y contratos, sin que se puedan decretar em-
bargos y medidas precautorias sobre todo o parte de aquellos de propiedad de los clientes, 
salvo por obligaciones personales de éstos y sólo sobre los de su propiedad; y 

b)	 La administración de las inversiones deberá realizarse atendiendo exclusivamente a la me-
jor conveniencia de cada cliente.

V.	 Los fondos comunes de inversión serán auditados anualmente por auditores externos inde-
pendientes en los términos de la reglamentación que a estos fines dicte la Comisión Nacional 
de Valores. Sin perjuicio de otras tareas asignadas por la reglamentación, los auditores ex-
ternos deberán pronunciarse anualmente acerca de los mecanismos de control interno y los 
sistemas de información.

Artículo sustituido por art. 101 de la Ley N° 27.440, 
B.O. 11/05/2018.

Artículo 4 — La sociedad gerente y la sociedad depositaria son responsables, de manera indi-
vidual y separada, de los perjuicios que pudieran ocasionarse a los cuotapartistas por el incum-
plimiento de las obligaciones inherentes a cada una de ellas derivadas de la normativa aplicable, 
del reglamento de gestión y del prospecto de oferta pública, disponiéndose que, en ningún caso, 
cada uno de dichos agentes será responsable por el cumplimiento de las obligaciones correspon-
dientes a la otra.

Sin perjuicio de las obligaciones que les son aplicables en virtud de la Ley General de Socieda-
des, 19.550, t.o. 1984 y sus modificaciones, y la presente ley, los directores, gerentes y miembros 
del órgano de fiscalización de la sociedad gerente tendrán la obligación de velar a fin de que:
a)	 La administradora cumpla con lo dispuesto en el reglamento de gestión de cada fondo;
b)	 La información para los cuotapartistas sea veraz, suficiente y oportuna;
c)	 Las inversiones, valuaciones y operaciones de los fondos se realicen de acuerdo con la ley, 

las resoluciones que dicte la Comisión Nacional de Valores y lo dispuesto en el reglamento de 
gestión;

d)	 Las operaciones y transacciones que se efectúen sean sólo en el mejor interés del fondo de 
que se trate y en beneficio exclusivo de los cuotapartistas del mismo.
Los directores, gerentes y miembros de los órganos de fiscalización de la sociedad gerente y 

de la sociedad depositaria serán responsables por su actuación como tales en los términos de la 
Ley General de Sociedades, 19.550, t. o. 1984 y sus modificaciones.

En los términos de la reglamentación que a tales efectos dicte la Comisión Nacional de Va-
lores, la sociedad gerente podrá contratar asesores de inversión para sus fondos comunes de 
inversión.

Prohíbese a los directores, gerentes, apoderados, y miembros de los órganos de fiscalización 
de la sociedad gerente ocupar cargo alguno en los órganos de dirección y fiscalización de la 
sociedad depositaria y viceversa. Los directores, gerentes, empleados y miembros de los órga-
nos de fiscalización de las sociedades gerentes y de las sociedades depositarias así como sus 
accionistas controlantes y sus directores, gerentes, empleados y miembros de los órganos de 
fiscalización estarán obligados a cumplir con las obligaciones de brindar la información que al 
respecto dicte la Comisión Nacional de Valores, así como a respetar las restricciones que fije 
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dicho organismo sobre las operaciones que en forma directa o indirecta efectuaren con activos 
iguales a aquellos que formen parte del haber del Fondo Común de Inversión o las que realizaren 
con el Fondo Común de Inversión o sus cuotapartes.

Con las excepciones establecidas en la presente ley y en la reglamentación de la Comisión 
Nacional de Valores, prohíbese a la sociedad gerente realizar para los fondos comunes de in-
versión bajo su administración cualquier tipo de operación con i) sus sociedades controladas, 
controlantes, bajo control común, afiliadas y vinculadas; y ii) la Depositaria y sus sociedades 
controladas, controlantes, bajo control común, afiliadas y vinculadas.

Artículo sustituido por art. 102 de la Ley N° 27.440, 
B.O. 11/05/2018.

Artículo 4 bis —La Comisión Nacional de Valores podrá disponer que las sociedades gerentes 
cuenten con un director independiente en los términos de la reglamentación de dicho organismo.

Artículo incorporado por art. 103 de la Ley N° 27.440, 
B.O. 11/05/2018.

Artículo 5 — La sociedad gerente podrá administrar varios fondos comunes de inversión, en cuyo 
caso deberá:
a) Adoptar las medidas conducentes a la total independencia de los mismos, las que deberán 

consignarse en el reglamento de gestión;
b) Incrementar el patrimonio neto mínimo en el porcentaje que disponga la reglamentación de la 

Comisión Nacional de Valores por cada fondo adicional que administre.
Artículo sustituido por art. 104 de la Ley N° 27.440, 
B.O. 11/05/2018.

Artículo 6 — La gestión del haber del Fondo Común de Inversión debe ajustarse a los objetivos 
de inversión definidos en el reglamento de gestión y, en su caso, a los enunciados detallados en 
el prospecto de oferta pública.

En el caso que el haber del Fondo Común de Inversión Abierto consista en valores negociables, 
éstos deben contar con oferta pública en el país o en el extranjero.

Los fondos comunes de inversión abiertos deberán invertir como mínimo un setenta y cinco 
por ciento (75%) en activos emitidos y negociados en el país. A los fines de lo dispuesto en el pre-
sente párrafo los Certificados de Depósito Argentinos (Cedears) no serán considerados, valores 
negociables emitidos y negociados en el país, con excepción de aquellos Cedears cuyos activos 
subyacentes no sean considerados extranjeros conforme la reglamentación de la Comisión Na-
cional de Valores.

La inversión de los fondos comunes de inversión cerrados en activos en los que pueden in-
vertir los fondos comunes de inversión abiertos se regirá por las disposiciones de los párrafos 
anteriores.

Con respecto a la inversión en activos en los que sólo pueden invertir los fondos comunes de 
inversión cerrados, los mismos deberán estar situados, constituidos, originados, emitidos y/o 
radicados en el país conforme lo establezca la reglamentación de la Comisión Nacional de Valo-
res. Cuando existan tratados internacionales de integración económica de los que la República 
Argentina fuere parte, que previeren la integración de los respectivos mercados de capitales y/o 
la Comisión Nacional de Valores hubiere suscrito acuerdos al respecto con las autoridades com-
petentes de los países que fueren parte de esos tratados, el citado organismo podrá disponer que 
los valores negociables emitidos en cualquiera de los países miembros sean considerados como 
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activos emitidos y negociados en el país a los efectos previstos en el presente artículo, sujeto a 
que dichos valores negociables fueren negociados en el país de origen de la emisora en merca-
dos aprobados por las respectivas comisiones de valores u organismos equivalentes.

Artículo sustituido por art. 105 de la Ley N° 27.440, 
B.O. 11/05/2018.

Artículo 7 — Prohibiciones
I.  Prohibiciones a la gestión del haber de los fondos comunes de inversión. La gestión del haber 

de los fondos comunes de inversión no puede:
a)	 Invertir en valores negociables emitidos por la sociedad gerente y/o la sociedad deposi-

taria, o en cuotapartes de otros fondos comunes de inversión en dichos supuestos con 
las excepciones que disponga la reglamentación de la Comisión Nacional de Valores, las 
que deberán velar especialmente por la protección de los intereses de los cuotapartistas con 
respecto a las comisiones y gastos y a las operaciones con sociedades vinculadas de la sociedad 
gerente y de la sociedad depositaria;

b)	 Adquirir valores negociables emitidos por la entidad controlante de la sociedad gerente y 
por las afiliadas y vinculadas de aquélla, en una proporción mayor al dos por ciento (2%) 
del capital o del pasivo obligacionario de la controlante, según el caso, conforme la infor-
mación contable que debe presentarse de acuerdo a la reglamentación de la Comisión 
Nacional de Valores. Las acciones adquiridas en este supuesto carecerán del derecho de 
voto mientras pertenezcan al fondo;

c)	 Constituir la cartera con valores negociables que representen un porcentaje mayor del que 
disponga la reglamentación de la Comisión Nacional de Valores del capital, patrimonio y 
pasivo total de una misma emisora o fideicomiso financiero, según corresponda, conforme 
a la información contable que debe presentarse de acuerdo a la reglamentación de dicho 
organismo; 

d)	 Invertir en un solo título emitido por el Estado con iguales condiciones de emisión en un por-
centaje mayor al que disponga la reglamentación de la Comisión Nacional de Valores. A tales 
efectos, se considerarán títulos públicos con iguales condiciones de emisión, las distintas series 
de un mismo título en las que solo cambia la fecha de emisión. 

II.	 Excepciones. En los casos de los incisos a) y b) del apartado I de este artículo, no se conside-
rarán alcanzados por la prohibición los valores negociables correspondientes a fideicomisos 
financieros en los cuales la sociedad depositaria actuare como fiduciario. 

La Comisión Nacional de Valores establecerá en su reglamentación pautas de diversifica-
ción y valuación de los activos, liquidez y dispersión mínima que deberán cumplir los fondos 
comunes de inversión abiertos.

Artículo sustituido por art. 106 de la Ley N° 27.440, 
B.O. 11/05/2018.

Artículo 7 bis — Se podrán constituir Fondos Comunes de Inversión destinados exclusivamente 
a Inversores Calificados en los términos que establezca la Comisión Nacional de Valores en su 
reglamentación la que deberá considerar los estándares internacionales en la materia. En par-
ticular, dicho organismo deberá tomar en consideración requisitos patrimoniales y de ingresos 
anuales.

Los Fondos Comunes de Inversión mencionados en el párrafo anterior estarán exentos de 
los límites y restricciones de inversión establecidos en esta ley conforme las disposiciones que 
establezca la Comisión Nacional de Valores.
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Artículo sustituido por art. 107 de la Ley N° 27.440, 
B.O. 11/05/2018.

Artículo 8 — Las limitaciones establecidas en el artículo 7° de la presente ley pueden excederse 
transitoriamente cuando se ejerciten derechos de suscripción o de conversión, o se perciban 
dividendos en acciones, debiendo reestablecerse tales límites en el término que disponga la re-
glamentación de la Comisión Nacional de Valores.

Artículo sustituido por art. 108 de la Ley N° 27.440, 
B.O. 11/05/2018.

Artículo 9 — No pueden integrar los órganos de administración y fiscalización de las sociedades 
gerente y depositaria de los fondos: las personas sometidas a interdicción judicial, los quebrados 
o concursados no rehabilitados, los menores o incapacitados, los condenados a penas que lleven 
la accesoria de inhabilitación para el ejercicio de cargos públicos, o por delitos infamantes y los 
infractores a los que se refiere el artículo 132 incisos c) y d) de la ley 26831 y sus modificaciones.

Artículo sustituido por art. 109 de la Ley N° 27.440, 
B.O. 11/05/2018.

Sindicatura

Artículo 10 — Los integrantes de la Comisión Fiscalizadora de la sociedad gerente están obli-
gados:
a)	 A certificar los estados financieros del fondo en los períodos o plazos conforme se determine 

en la reglamentación que a tales fines dicte la Comisión Nacional de Valores;
b)	 A vigilar permanentemente el estado de la cartera;
c)	 A denunciar ante la Comisión Nacional de Valores las irregularidades en las que, a su criterio, 

considere que hubiese incurrido la sociedad gerente.
Se establecen estos deberes sin perjuicio de las funciones que asigna a los síndicos la Ley 

General de Sociedades, 19.550, t. o. 1984 y sus modificaciones.
Artículo sustituido por art. 110 de la Ley N° 27.440, 
B.O. 11/05/2018.

Reglamento de Gestión 

Artículo 11 — El reglamento de gestión se celebrará por escritura pública o por instrumento 
privado con firmas ratificadas ante escribano público entre las sociedades gerente y depositaria, 
antes del comienzo del funcionamiento del Fondo Común de Inversión y establecerá las normas 
contractuales que regirán las relaciones entre las nombradas y los copropietarios indivisos. En 
los casos que corresponda, deberá acompañarse el prospecto de oferta pública conjuntamente 
con el reglamento de gestión. El reglamento de gestión, y en su caso, el prospecto de oferta 
pública, así como las modificaciones que pudieran introducírseles, entrarán en vigor cumplido 
el procedimiento establecido a tal efecto por la Comisión Nacional de Valores, procediéndose 
a su publicación en los términos que establezca la reglamentación de la Comisión Nacional de 
Valores.

Artículo sustituido por art. 111 de la Ley N° 27.440, 
B.O. 11/05/2018.
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Artículo 12 — La suscripción de cuotapartes del Fondo Común de Inversión implica, de pleno 
derecho, adhesión al reglamento de gestión y al prospecto de oferta pública, en su caso. Ambos 
documentos estarán a disposición para conocimiento de los inversores en los términos que dis-
ponga la reglamentación de la Comisión Nacional de Valores.

Artículo sustituido por art. 112 de la Ley N° 27.440, 
B.O. 11/05/2018.

Artículo 13 — El reglamento de gestión debe especificar los aspectos que se indican a continua-
ción y aquellos otros que podrá disponer la Comisión Nacional de Valores mediante la normativa 
que dicte a tales fines:
a)	 Políticas y planes que se adoptan para la inversión del patrimonio del Fondo Común de Inver-

sión, especificando los objetivos a alcanzar, las limitaciones a las inversiones por tipo de acti-
vo y, de incluir créditos, la naturaleza de los mismos y la existencia o no de coberturas contra 
el riesgo de incumplimiento;

b)	 Normas y plazos para la recepción de suscripciones y pedidos de rescates de cuotapartes y el 
procedimiento para los cálculos respectivos;

c)	 Límites de los gastos de gestión y de las comisiones y honorarios que se percibirán en cada 
caso por las sociedades gerente y depositaria así como de los emergentes de la colocación y 
distribución de las cuotapartes debiendo establecerse un límite porcentual máximo anual por 
todo concepto cuya doceava parte se aplica sobre el patrimonio neto del Fondo Común de 
Inversión al fin de cada mes; salvo cuando el reglamento de gestión de los fondos comunes 
de inversión cerrados prevea honorarios de éxito. Los gastos, comisiones, honorarios y todo 
cargo que se efectúe al Fondo Común de Inversión, no podrán superar al referido límite, exclu-
yéndose únicamente i) los costos fiscales, legales y notariales, emergentes en forma directa, 
razonable y justificada, del ejercicio de la representación colectiva de los cuotapartistas del 
Fondo Común de Inversión, ejercida en cumplimiento del apartado a) del artículo 3° de la pre-
sente ley; y ii) los aranceles, derechos, e impuestos correspondientes a la negociación de los 
bienes del fondo o a las operaciones relacionadas con la adquisición, venta, constitución de 
gravámenes y otros actos de disposición y administración de los activos del fondo;

d)	 Condiciones para el ejercicio del derecho de voto correspondientes a las acciones y otros 
valores negociables con derecho a voto que integren el haber del fondo;

e)	 Procedimiento para la modificación del reglamento de gestión;
f)	 Término de duración del estado de indivisión del fondo o la constancia de ser por tiempo inde-

terminado;
g)	 Causas y normas de liquidación del fondo y bases para la distribución del patrimonio entre los 

copropietarios y requisitos de difusión de dicha liquidación;
h)	 Régimen de distribución a los copropietarios de los beneficios producidos por la explotación 

del fondo, si así surgiere de los objetivos y política de inversión determinados;
i)	 Disposiciones que deben adoptarse en los supuestos que la sociedad gerente o la sociedad 

depositaria no estuvieren en condiciones de continuar las funciones que les atribuye esta ley 
o las previstas en el Reglamento de gestión;

j)	 Determinación de los topes máximos a cobrar en concepto de gastos de suscripción y rescate.
Asimismo, en el caso particular de los fondos comunes de inversión cerrados, el reglamento 

de gestión deberá también incluir cláusulas relativas a las disposiciones establecidas en el artí-
culo 24 bis de la presente ley.

Artículo sustituido por art. 113 de la Ley N° 27.440, 
B.O. 11/05/2018.
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Depósito. Bienes. Indivisión 

Artículo 14 — La entidad financiera que fuere Sociedad Gerente no podrá actuar como Sociedad 
Depositaria de los activos que conforman el haber de los Fondos Comunes de Inversión que 
administre en ese carácter.

Es de incumbencia de la Sociedad Depositaria:
a)	 La percepción del importe de las suscripciones y el pago de los rescates que se requieran 

conforme las prescripciones de esta ley, la reglamentación de la Comisión Nacional de Valores 
y el Reglamento de Gestión;

b)	 La vigilancia del cumplimiento por la Sociedad Gerente de las disposiciones relacionadas con 
los procedimientos para la adquisición y negociación de los activos integrantes del Fondo, 
previstas en el Reglamento de Gestión;

c)	 La guarda y el depósito de los valores negociables y demás instrumentos representativos de 
las inversiones, el pago y el cobro de los beneficios devengados, así como el producto de la 
compraventa de valores y cualquier otra operación inherente a estas actividades.

Los valores negociables y demás instrumentos representativos de las inversiones podrán 
ser depositados en un agente de depósito colectivo o agentes que cumplan similares funcio-
nes conforme se establezca en la reglamentación conforme lo dispuesto por las leyes 26.831 
y 20.643 y sus modificaciones;

d) La de llevar por sí o a través de un agente de depósito colectivo o agentes que cumplan simi-
lares funciones conforme se establezca en la reglamentación el registro de cuotapartes escri-
turales o nominativas y, en su caso, expedir las constancias que soliciten los cuotapartistas;

e) En los casos de Fondos Comunes de Inversión Cerrados, además de las funciones estableci-
das en los incisos anteriores del presente artículo, la Sociedad Depositaria deberá:
I.	 Actuar, en su caso, como propietario y titular registral, según corresponda, de los bienes, en 

beneficio de los cuotapartistas y conforme a las instrucciones de la Sociedad Gerente. Esta 
última deberá prestar su asentimiento expreso en todo acto de adquisición, disposición y/o 
gravamen de los bienes bajo administración.

II.	 Realizar respecto de los bienes integrantes del Fondo Común de Inversión todos los actos 
de administración y disposición que sean necesarios para su conservación, venta, canje o 
permuta, según corresponda, así como la contratación de endeudamiento y constitución 
de garantías personales y reales, incluyendo hipoteca y prenda, arrendamiento y/o leasing, 
conforme a las instrucciones que imparta la Sociedad Gerente. El Reglamento de Gestión 
podrá asignar esas tareas directamente a la Sociedad Gerente, sin necesidad de ningún 
otro instrumento.

III. Custodiar los bienes que integran el Fondo Común de Inversión.
		  Las cuentas correspondientes a los Fondos Comunes de Inversión deberán estar indivi-

dualizadas bajo la titularidad de la Sociedad Depositaria con el aditamento del carácter que 
revista como órgano del Fondo.

Artículo sustituido por art. 114 de la Ley N° 27.440, 
B.O. 11/05/2018.

Artículo 15 — La indivisión del patrimonio de un Fondo Común de Inversión no cesa a reque-
rimiento de uno (1) o varios de los copropietarios indivisos, sus herederos, derecho-habientes 
o acreedores, los cuales no pueden pedir su disolución durante el término establecido para su 
existencia en el reglamento de gestión o cuando fuere por tiempo indeterminado en el caso de los 
fondos comunes de inversión abiertos.
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Los fondos comunes de inversión podrán fusionarse y/o escindirse sujeto a la previa autoriza-
ción de la Comisión Nacional de Valores, rigiéndose por las pautas, condiciones y procedimientos 
que a estos efectos establezca en su reglamentación el citado organismo.

Artículo sustituido por art. 115 de la Ley N° 27.440, 
B.O. 11/05/2018.

Artículo 16 — La desvinculación de los copartícipes en la indivisión de un Fondo Común de In-
versión opera, exclusivamente, por el rescate y el reintegro de cuotapartes en los términos de la 
presente ley y de la reglamentación de la Comisión Nacional de Valores.

Artículo sustituido por art. 116 de la Ley N° 27.440, 
B.O. 11/05/2018.

Artículo 17 — Las sumas en moneda nacional y extranjera no invertidas, pertenecientes al Fon-
do deben depositarse en entidades financieras autorizadas por el Banco Central de la República 
Argentina, distintas a la sociedad depositaria del Fondo Común de Inversión en cuestión y/o en 
entidades financieras internacionales que reúnan las condiciones que determine la reglamenta-
ción de la Comisión Nacional de Valores. Sin perjuicio de ello, podrán efectuarse depósitos en 
las entidades financieras que actúen en carácter de Sociedad Depositaria únicamente con fines 
transaccionales para el cumplimiento de las funciones propias de los órganos del Fondo, y en los 
términos que establezca la reglamentación. Adicionalmente las sumas en moneda extranjera no 
invertidas que se encuentren disponibles en el exterior y las que se apliquen a otras transaccio-
nes en moneda extranjera que fueran necesarias para las operaciones de los fondos comunes 
de inversión en mercados del exterior se deberán depositar en las entidades financieras interna-
cionales mencionadas precedentemente con los límites y recaudos que establezca la Comisión 
Nacional de Valores.

Artículo sustituido por art. 117 de la Ley N° 27.440, 
B.O. 11/05/2018.

Certificados 

Artículo 18 — Las cuotapartes emitidas por el Fondo Común de Inversión estarán’ representadas 
por certificados de copropiedad nominativos no endosables, en los cuales se dejará constancia 
de los derechos del titular de la copropiedad y deberán ser firmados por los representantes de 
ambos órganos del Fondo mediante el procedimiento que establezca la reglamentación de la Co-
misión Nacional de Valores. Podrán también emitirse cuotapartes escritúrales, estando a cargo 
de la sociedad depositaria el registro de cuotapartistas. Un mismo certificado podrá representar 
una (1) o más cuotapartes.

Los fondos comunes de inversión cerrados podrán emitir certificados globales para su depó-
sito en regímenes de depósito colectivo.

Artículo sustituido por art. 118 de la Ley N° 27.440, 
B.O. 11/05/2018.

Artículo 19 — En caso de robo, pérdida o destrucción de uno (1) o más de los certificados, se 
procederá conforme lo dispuesto por el reglamento de gestión y en su defecto por lo determinado 
por el Código Civil y Comercial de la Nación.

Artículo sustituido por art. 119 de la Ley N° 27.440, 
B.O. 11/05/2018.
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Suscripción y rescate de fondos comunes de inversión abiertos

Artículo 20 — Las suscripciones y los rescates de fondos comunes de inversión abiertos debe-
rán efectuarse valuando el patrimonio neto del Fondo mediante los precios registrados al cierre 
del día en que se soliciten y conforme el procedimiento que establezca la reglamentación de la 
Comisión Nacional de Valores. En los casos en que las suscripciones o rescates se solicitaran du-
rante días en que no haya negociación de los valores integrantes del Fondo, el precio se calculará 
de acuerdo al valor del patrimonio del Fondo calculado con los precios registrados al cierre del 
día en que se reanude la negociación. Cuando los valores negociables y derechos u obligaciones 
derivados de operaciones de futuros y opciones se negocien en mercados autorizados por el 
citado organismo, se tomará el precio del día o, en su defecto, el del último día del listado en los 
mercados de mayor volumen operado en esa especie y en los términos que disponga la reglamen-
tación de la Comisión Nacional de Valores.

Las cuotapartes podrán ser suscriptas en especie, conforme la reglamentación que a estos 
efectos dicte la Comisión Nacional de Valores.

Artículo sustituido por art. 120 de la Ley N° 27.440, 
B.O. 11/05/2018.

Artículo 21 — 
Artículo derogado por art. 121 de la Ley N° 27.440, 
B.O. 11/05/2018.

Artículo 22 — Los cuotapartistas del Fondo Común de Inversión Abierto tienen el derecho a 
exigir en cualquier tiempo el rescate, el cual deberá efectuarse obligatoriamente por los órganos 
del Fondo Común de Inversión dentro de los tres (3) días hábiles de formulado el requerimiento, 
contra devolución del respectivo certificado. Sin perjuicio de ello, el reglamento de gestión podrá 
prever épocas para pedir los respectivos rescates o fijar plazos de pago más prolongados en los 
términos que establezca la reglamentación de la Comisión Nacional de Valores.

Los plazos más prolongados para pedir el rescate y para hacer efectivo el pago del mismo se 
relacionarán con el objeto del Fondo y con la imposibilidad de obtener liquidez en plazos menores, 
correspondiendo a la Comisión Nacional de Valores impedir que, mediante plazos excesivos, la 
cuotaparte carezca de liquidez o se impida el rescate en tiempo oportuno mediante el estableci-
miento de plazos mínimos de tenencia.

En casos excepcionales se podrá abonar el rescate en especie en los términos que establezca 
la Comisión Nacional de Valores en su reglamentación.

Artículo sustituido por art. 122 de la Ley N° 27.440, 
B.O. 11/05/2018.

Artículo 23 — La sociedad gerente está facultada a establecer en el reglamento de gestión que 
se suspenderá el rescate, como medida de protección del Fondo, cuando exista imposibilidad de 
establecer el valor de la cuotaparte como consecuencia de guerra, estado de conmoción interna, 
feriado bursátil o bancario o cualquier otro acontecimiento grave que afecte los mercados auto-
rizados por la Comisión Nacional de Valores y/o los mercados financieros. La suspensión de los 
rescates cuando exceda de tres (3) días deberá resultar de una decisión del citado organismo.

Artículo sustituido por art. 123 de la Ley N° 27.440, 
B.O. 11/05/2018.
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Artículo 24 — Los suscriptores de cuotapartes gozarán del derecho a la distribución de las 
utilidades que arroje el Fondo Común de Inversión, cuando así lo establezca el Reglamento de 
Gestión.

Artículo sustituido por art. 124 de la Ley N° 27.440, 
B.O. 11/05/2018.

Oferta Pública, suscripción y otras disposiciones de 
los fondos comunes de inversión cerrados

Artículo 24 bis — Las cuotapartes correspondientes a los fondos comunes de inversión cerrados 
deberán colocarse por oferta pública conforme lo establecido en la normativa de la Comisión 
Nacional de Valores y listarse en mercados autorizados por dicho organismo. La Comisión Na-
cional de Valores establecerá los requisitos y procedimientos a los fines del otorgamiento de la 
respectiva autorización de oferta pública de las cuotapartes de este tipo de fondos.

En los términos dispuestos por dicha comisión el reglamento de gestión podrá prever:
a)	 El rescate de las cuotapartes con anterioridad al vencimiento del plazo de duración del Fondo;
b)	 El pago de los rescates de las cuotapartes en especie;
c)	 El incremento de la cantidad de cuotapartes emitidas;
d)	 El diferimiento de los aportes para integrar las cuotapartes;
e)	 La extensión del plazo del Fondo.

Los fondos comunes de inversión cerrados podrán constituir gravámenes y tomar endeuda-
miento conforme los términos y condiciones que establezca la reglamentación de la Comisión 
Nacional de Valores.

El citado organismo dictará reglamentaciones sobre los criterios de diversificación, valuación 
y tasación, liquidez y dispersión mínima que deberán cumplir los Fondos Comunes de Inversión 
Cerrados.

Artículo incorporado por art. 125 de la Ley Nº 27.440, 
B.O. 11/05/2018.

Asambleas

Artículo 24 ter — Las sociedades gerentes deberán someter a asambleas ordinarias o extraordi-
narias de cuotapartistas de cada Fondo Común de Inversión Cerrado bajo su administración las 
materias señaladas en el presente artículo. Las asambleas ordinarias se celebrarán una (1) vez 
al año dentro de los primeros cuatro (4) meses siguientes a la fecha de cierre de cada ejercicio 
anual. Las asambleas extraordinarias podrán celebrarse en cualquier momento, cuando así lo 
exijan las necesidades del Fondo, para pronunciarse respecto de las materias que se establezcan 
en la ley, la reglamentación de la Comisión Nacional de Valores y el reglamento de gestión del 
Fondo Común de Inversión Cerrado.

Corresponderá a la asamblea ordinaria de cuotapartistas cualquier asunto previsto en el regla-
mento de gestión del Fondo, que no sea propio de una asamblea extraordinaria.

Son materia de asamblea extraordinaria de cuotapartistas todos los asuntos que no sean de 
competencia de la asamblea ordinaria, y en especial los siguientes:
a)	 La prórroga del plazo de duración del Fondo. La asamblea que trate la prórroga del Fondo 

deberá celebrarse al menos un (1) año antes de la expiración del plazo previsto. Los cuota-
partistas disconformes con la decisión de prorrogar el plazo podrán solicitar el rescate de sus 
cuotapartes, a los que se les reintegrará el valor de su participación en la fecha de vencimiento 
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del plazo o en el término máximo de un (1) año, contado a partir de la fecha de celebración de 
la asamblea, el que resulte mayor;

b)	 La modificación de las cláusulas sustanciales del reglamento de gestión del Fondo, en los tér-
minos propuestos por la Sociedad Gerente, y otras modificaciones conforme se establezcan 
en el reglamento de gestión;

c)	 La liquidación anticipada del Fondo;
d)	 La sustitución de las sociedades gerente y/o depositaria;
e)	 El incremento de la cantidad de cuotapartes emitidas cuando el mismo no se encuentre regu-

lado de otra manera en el reglamento de gestión.
Será de aplicación la ley general de sociedades 19.550 t.o. 1.984 y sus modificaciones con 

respecto a la convocatoria, quorum, asistencia, representación, votación, validez y demás cues-
tiones de las asambleas.

Artículo incorporado por art. 126 de la Ley Nº 27.440, 
B.O. 11/05/2018

Tratamiento impositivo 

Artículo 25 — El tratamiento impositivo aplicable a los fondos comunes de inversión regidos 
por la presente ley y a las inversiones realizadas en los mismos, será el establecido por las leyes 
tributarias correspondientes, no aplicándose condiciones diferenciales respecto del tratamiento 
general que reciben las mismas actividades o inversiones.

Las cuotapartes de copropiedad y las cuotapartes de renta de los fondos comunes de inver-
sión serán objeto del siguiente tratamiento impositivo:
a) Quedan exentas del impuesto al valor agregado las prestaciones financieras que puedan resul-

tar involucradas en su emisión, suscripción, colocación, transferencia y renta.
b) El tratamiento impositivo establecido en el párrafo anterior será de aplicación cuando los refe-

ridos títulos sean colocados por oferta pública.
Asimismo, a los efectos del impuesto al valor agregado, las incorporaciones de créditos a 

un Fondo Común de Inversión, no constituirán prestaciones o colocaciones financieras grava-
das. Cuando el crédito incorporado incluya intereses de financiación, el sujeto pasivo del im-
puesto por la prestación correspondiente a estos últimos continuará siendo el cedente, salvo 
que el pago deba efectuarse al cesionario o a quien éste indique, en cuyo caso será quien lo 
reciba el que asumirá la calidad de sujeto pasivo

Invítase a los gobiernos provinciales y al gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
a adoptar medidas similares a las establecidas en la presente ley, en el ámbito de sus respec-
tivas competencias y jurisdicciones.

Artículo sustituido por art. 127 de la Ley N° 27.440, 
B.O. 11/05/2018.

Liquidación

Artículo 26 — En el Fondo Común de Inversión Abierto la liquidación podrá ser decidida en cual-
quier momento por ambos órganos del mismo, siempre que existan razones fundadas para ello y 
se asegure los intereses de los cuotapartistas.

La sustitución simultánea de ambos órganos del Fondo se entenderá como una liquidación 
anticipada de éste, debiéndose adoptar las medidas correspondientes al mencionado supuesto.

La liquidación no podrá ser practicada hasta que la decisión sea aprobada por la Comisión 
Nacional de Valores.
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Artículo sustituido por art. 128 de la Ley N° 27.440, 
B.O. 11/05/2018.

Difusión pública 

Artículo 27 — Los fondos comunes de inversión deberán dar cumplimiento al régimen informa-
tivo que determine la reglamentación de la Comisión Nacional de Valores.

Artículo sustituido por art. 129 de la Ley N° 27.440, 
B.O. 11/05/2018.

Artículo 28 — La difusión de información dispuesta en el artículo precedente debe realizarse en 
los términos de la presente ley, de la ley 26.831 y sus modificaciones y de la reglamentación de 
la Comisión Nacional de Valores.

Artículo sustituido por art. 130 de la Ley N° 27.440, 
B.O. 11/05/2018.

Artículo 29 — La publicidad y anuncios que practiquen los fondos comunes de inversión con 
carácter de difusión pública, deben ajustarse a lo dispuesto por la presente ley y por la ley 26.831 
y sus modificaciones y a la reglamentación de la Comisión Nacional de Valores, no pudiendo 
contener afirmaciones o promesas engañosas.

Artículo sustituido por art. 131 de la Ley N° 27.440, 
B.O. 11/05/2018.

Rescisión 

Artículo 30 —
Artículo derogado por art. 132 de la Ley N° 27.440, 
B.O. 11/05/2018.

Artículo 31 —
Artículo derogado por art. 133 de la Ley N° 27.440, 
B.O. 11/05/2018.

Fiscalización, supervisión y registro

Artículo 32 — La Comisión Nacional de Valores tiene a su cargo la fiscalización, supervisión y 
registro de la sociedad gerente y de la Sociedad depositaria de los fondos comunes de inversión. 
Asimismo, dicho organismo tendrá facultad para supervisar a las demás personas que se vin-
culen con los fondos comunes de inversión así como a todas las operaciones, transacciones y 
relaciones de cualquier naturaleza referidas a los mismos conforme a las prescripciones de esta 
ley, la ley 26.831 y sus modificaciones y las normas que en su consecuencia establezca la Comi-
sión Nacional de Valores. Dicho organismo tendrá facultades para dictar la reglamentación que 
fuere necesaria para complementar las disposiciones de esta ley así como la normativa aplicable 
a estas actividades, y a resolver casos no previstos en la presente.

Artículo sustituido por art. 134 de la Ley N° 27.440, 
B.O. 11/05/2018.
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Artículo 33 — En caso que uno de los órganos del Fondo Común de Inversión hubiere dejado 
de reunir los requisitos que establece la presente ley, la Comisión Nacional de Valores intimará 
a regularizar la situación en un plazo improrrogable que se dicte al efecto. Si así no lo hiciere se 
iniciará el sumario correspondiente, con suspensión de actividades de la sociedad cuestionada. 
Mientras dure la suspensión sólo podrán realizarse, respecto del Fondo, los actos tendientes a 
la atención de las solicitudes de rescate. Si uno de los órganos del Fondo cesare imprevista-
mente su actividad por decisión del órgano de control respectivo o por otra causa debidamente 
probada, el otro órgano deberá a requerimiento de la Comisión Nacional de Valores, proponer a 
un sustituto, haciéndose cargo de los rescates que se presentarán en el ínterin, conforme las 
prescripciones del reglamento de gestión; y si la sustitución no se opera en el plazo establecido 
por la Comisión Nacional de Valores, ésta podrá tomar las medidas que considere necesarias 
para el resguardo de los intereses de los cuotapartistas, incluso el retiro de la autorización para 
funcionar. Si se produjere la falencia simultánea de los dos (2) órganos del Fondo, la Comisión 
Nacional de Valores adoptará las medidas indispensables para asegurar que se mantenga la 
liquidez de las cuotapartes, pudiendo designar a una entidad financiera autorizada por el Banco 
Central de la República Argentina para que desarrolle tanto las funciones de sociedad depositaria 
de un Fondo, como de liquidadora, designación que no podrá ser rechazada. Ninguna sustitución 
que se realice producirá efectos hasta que fuere aprobada por la Comisión Nacional de Valores y 
fueran cumplidas las formalidades establecidas.

Artículo sustituido por art. 135 de la Ley N° 27.440, 
B.O. 11/05/2018.

Artículo 34 — Sin perjuicio de la fiscalización específica atribuida por esta ley a la Comisión Na-
cional de Valores, las Sociedades Gerente y Depositaria estarán sometidas en lo que hace a sus 
personerías, a los organismos competentes de la Nación y las provincias. Las sociedades gerente 
que no sean entidades financieras se considerarán comprendidas dentro de las disposiciones del 
artículo 299 de la Ley General de Sociedades 19.550, t. o. 1.984 y sus modificaciones.

Artículo sustituido por art. 136 de la Ley N° 27.440, 
B.O. 11/05/2018.

Sanciones

Artículo 35 — Las infracciones a las disposiciones de la presente ley, como a las normas que 
dictare el organismo de fiscalización, son pasibles de las sanciones establecidas en la ley 26.831 
y sus modificaciones.

Las sanciones serán aplicadas por la Comisión Nacional de Valores, previa aplicación del régi-
men sumarial estatuido en la ley 26.831 y sus modificaciones.

Artículo sustituido por art. 137 de la Ley N° 27.440, 
B.O. 11/05/2018.

Artículo 36 — 
Artículo derogado por art. 138 de la Ley N° 27.440, 
B.O. 11/05/2018.

Artículo 37 — 
Artículo derogado por art. 139 de la Ley N° 27.440, 
B.O. 11/05/2018.
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Ley 24.083 | Fondos Comunes de Inversión

Artículo 38 — Plazo. La Comisión Nacional de Valores establecerá los plazos para que los 
fondos comunes de inversión en funcionamiento y las sociedades gerentes y las sociedades 
depositarias registradas se ajusten a las disposiciones de la presente ley y a la reglamentación 
que dicho organismo dicte al efecto.

Artículo sustituido por art. 140 de la Ley N° 27.440, 
B.O. 11/05/2018.

Artículo 39 — 
Artículo derogado por art. 141 de la Ley N° 27.440, 
B.O. 11/05/2018.

Artículo 40 — Comuníquese al Poder Ejecutivo.
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Ley 27.275
Derecho de Acceso a la Información 
Pública

Disposiciones que modifican o reglamentan la presente ley:

Ley N° 27.275, sancionada el 14/09/2016 (B.O. 29/09/2016)
Decreto N° 206/2017 del 27/03/2017 (B.O. 28/03/2017)
Decreto N° 746/2017 del 25/09/2017 (B.O. 26/09/2017)
Decreto N° 899/2017 del 03/11/2017 (B.O. 06/11/2017)

Objeto. Excepciones. Alcances.

Título preliminar
Artículo 1 — Objeto. La presente ley tiene por objeto garantizar el efectivo ejercicio del derecho 
de acceso a la información pública, promover la participación ciudadana y la transparencia de la 
gestión pública, y se funda en los siguientes principios:

Presunción de publicidad: toda la información en poder del Estado se presume pública, salvo 
las excepciones previstas por esta ley.

Transparencia y máxima divulgación: toda la información en poder, custodia o bajo control del 
sujeto obligado debe ser accesible para todas las personas. El acceso a la información pública 
sólo puede ser limitado cuando concurra alguna de las excepciones previstas en esta ley, de 
acuerdo con las necesidades de la sociedad democrática y republicana, proporcionales al interés 
que las justifican.

Informalismo: las reglas de procedimiento para acceder a la información deben facilitar el 
ejercicio del derecho y su inobservancia no podrá constituir un obstáculo para ello. Los sujetos 
obligados no pueden fundar el rechazo de la solicitud de información en el incumplimiento de 
requisitos formales o de reglas de procedimiento.

Máximo acceso: la información debe publicarse de forma completa, con el mayor nivel de 
desagregación posible y por la mayor cantidad de medios disponibles.

Apertura: la información debe ser accesible en formatos electrónicos abiertos, que faciliten 
su procesamiento por medios automáticos que permitan su reutilización o su redistribución por 
parte de terceros.

Disociación: en aquel caso en el que parte de la información se encuadre dentro de las excep-
ciones taxativamente establecidas por esta ley, la información no exceptuada debe ser publicada 
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en una versión del documento que tache, oculte o disocie aquellas partes sujetas a la excepción.
No discriminación: se debe entregar información a todas las personas que lo soliciten, en 

condiciones de igualdad, excluyendo cualquier forma de discriminación y sin exigir expresión de 
causa o motivo para la solicitud.

Máxima premura: la información debe ser publicada con la máxima celeridad y en tiempos 
compatibles con la preservación de su valor.

Gratuidad: el acceso a la información debe ser gratuito, sin perjuicio de lo dispuesto en esta ley.
Control: el cumplimiento de las normas que regulan el derecho de acceso a la información será 

objeto de fiscalización permanente. Las resoluciones que denieguen solicitudes de acceso a la 
información, como el silencio del sujeto obligado requerido, la ambigüedad o la inexactitud de su 
repuesta, podrán ser recurridas ante el órgano competente.

Responsabilidad: el incumplimiento de las obligaciones que esta ley impone originará respon-
sabilidades y dará lugar a las sanciones que correspondan.

Alcance limitado de las excepciones: los límites al derecho de acceso a la información pública 
deben ser excepcionales, establecidos previamente conforme a lo estipulado en esta ley, y formu-
lados en términos claros y precisos, quedando la responsabilidad de demostrar la validez de cual-
quier restricción al acceso a la información a cargo del sujeto al que se le requiere la información.

In dubio pro petitor: la interpretación de las disposiciones de esta ley o de cualquier reglamen-
tación del derecho de acceso a la información debe ser efectuada, en caso de duda, siempre en 
favor de la mayor vigencia y alcance del derecho a la información.

Facilitación: ninguna autoridad pública puede negarse a indicar si un documento obra, o no, en 
su poder o negar la divulgación de un documento de conformidad con las excepciones conteni-
das en la presente ley, salvo que el daño causado al interés protegido sea mayor al interés público 
de obtener la información.

Buena fe: para garantizar el efectivo ejercicio del acceso a la información, resulta esencial que 
los sujetos obligados actúen de buena fe, es decir, que interpreten la ley de manera tal que sirva 
para cumplir los fines perseguidos por el derecho de acceso, que aseguren la estricta aplicación 
del derecho, brinden los medios de asistencia necesarios a los solicitantes, promuevan la cultura 
de transparencia y actúen con diligencia, profesionalidad y lealtad institucional.

Título I | Derecho de acceso a la información pública

Capítulo I | Régimen General
Artículo 2 — Derecho de acceso a la información pública. El derecho de acceso a la informa-
ción pública comprende la posibilidad de buscar, acceder, solicitar, recibir, copiar, analizar, repro-
cesar, reutilizar y redistribuir libremente la información bajo custodia de los sujetos obligados 
enumerados en el artículo 7° de la presente ley, con las únicas limitaciones y excepciones que 
establece esta norma.

 Se presume pública toda información que generen, obtengan, transformen, controlen o custo-
dien los sujetos obligados alcanzados por esta ley.

Artículo 3 — Definiciones. A los fines de la presente ley se entiende por:
a)	 Información pública: todo tipo de dato contenido en documentos de cualquier formato que los 
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sujetos obligados enumerados en el artículo 7° de la presente ley generen, obtengan, transfor-
men, controlen o custodien;

b)	 Documento: todo registro que haya sido generado, que sea controlado o que sea custodiado 
por los sujetos obligados enumerados en el artículo 7° de la presente ley, independientemente 
de su forma, soporte, origen, fecha de creación o carácter oficial.

Artículo 4 — Legitimación activa. Toda persona humana o jurídica, pública o privada, tiene 
derecho a solicitar y recibir información pública, no pudiendo exigirse al solicitante que motive la 
solicitud, que acredite derecho subjetivo o interés legítimo o que cuente con patrocinio letrado.

Artículo 5 — Entrega de información. La información debe ser brindada en el estado en el que 
se encuentre al momento de efectuarse la solicitud, no estando obligado el sujeto requerido a 
procesarla o clasificarla.

El Estado tiene la obligación de entregarla en formatos digitales abiertos, salvo casos 
excepcionales en que fuera de imposible cumplimiento o significara un esfuerzo estatal des-
medido. Las excepciones las fijará la Agencia de Acceso a la Información Pública.

Artículo 6 — Gratuidad. El acceso a la información pública es gratuito en tanto no se requiera su 
reproducción. Los costos de reproducción corren a cargo del solicitante.

Artículo 7 — Ámbito de aplicación. Son sujetos obligados a brindar información pública:
a)	 La administración pública nacional, conformada por la administración central y los organis-

mos descentralizados, comprendiendo en estos últimos a las instituciones de seguridad social;
b)	 El Poder Legislativo y los órganos que funcionan en su ámbito;
c)	 El Poder Judicial de la Nación;
d)	 El Ministerio Público Fiscal de la Nación;
e)	 El Ministerio Público de la Defensa;
f)	 El Consejo de la Magistratura;
g)	 Las empresas y sociedades del Estado que abarcan a las empresas del Estado, las sociedades 

del Estado, las sociedades anónimas con participación estatal mayoritaria, las sociedades de 
economía mixta y todas aquellas otras organizaciones empresariales donde el Estado nacional 
tenga participación mayoritaria en el capital o en la formación de las decisiones societarias;

h)	 Las empresas y sociedades en las cuales el Estado nacional tenga una participación minorita-
ria, pero sólo en lo referido a la participación estatal;

i)	 Concesionarios, permisionarios y licenciatarios de servicios públicos o concesionarios per-
misionarios de uso del dominio público, en la medida en que cumplan servicios públicos y en 
todo aquello que corresponda al ejercicio de la función administrativa delegada; y contratistas, 
prestadores y prestatarios bajo cualquier otra forma o modalidad contractual;

j)   Organizaciones empresariales, partidos políticos, sindicatos, universidades y cualquier entidad 
privada a la que se le hayan otorgado fondos públicos, en lo que se refiera, únicamente, a la 
información producida total o parcialmente o relacionada con los fondos públicos recibidos;

k)	 Instituciones o fondos cuya administración, guarda o conservación esté a cargo del Estado 
nacional;

l)	 Personas jurídicas públicas no estatales en todo aquello que estuviese regulado por el dere-
cho público, y en lo que se refiera a la información producida o relacionada con los fondos 
públicos recibidos;

m) Fideicomisos que se constituyeren total o parcialmente con recursos o bienes del Estado nacional;
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n)	 Los entes cooperadores con los que la administración pública nacional hubiera celebrado o 
celebre convenios que tengan por objeto la cooperación técnica o financiera con organismos 
estatales;

o)	 El Banco Central de la República Argentina;
p)	 Los entes interjurisdiccionales en los que el Estado nacional tenga participación o representación;
q)	 Los concesionarios, explotadores, administradores y operadores de juegos de azar, destreza y 

apuesta, debidamente autorizados por autoridad competente.
El incumplimiento de la presente ley será considerado causal de mal desempeño.

Capítulo II | Excepciones
Artículo 8 — Excepciones. Los sujetos obligados sólo podrán exceptuarse de proveer la informa-
ción cuando se configure alguno de los siguientes supuestos:
a)	 Información expresamente clasificada como reservada o confidencial o secreta, por razones 

de defensa o política exterior.
La reserva en ningún caso podrá alcanzar a la información necesaria para evaluar la defini-

ción de las políticas de seguridad, defensa y de relaciones exteriores de la Nación; ni aquella 
otra cuya divulgación no represente un riesgo real e identificable de perjuicio significativo para 
un interés legítimo vinculado a tales políticas;

b)	 Información que pudiera poner en peligro el correcto funcionamiento del sistema financiero o 
bancario;

c)	 Secretos industriales, comerciales, financieros, científicos, técnicos o tecnológicos cuya reve-
lación pudiera perjudicar el nivel de competitividad o lesionar los intereses del sujeto obligado;

d)	 Información que comprometa los derechos o intereses legítimos de un tercero obtenida en 
carácter confidencial;

e)	 Información en poder de la Unidad de Información Financiera encargada del análisis, trata-
miento y transmisión de información tendiente a la prevención e investigación de la legitima-
ción de activos provenientes de ilícitos;

f)	 Información elaborada por los sujetos obligados dedicados a regular o supervisar institucio-
nes financieras o preparada por terceros para ser utilizada por aquellos y que se refieran a exá-
menes de situación, evaluación de su sistema de operación o condición de su funcionamiento;

g)	 Información elaborada por asesores jurídicos o abogados de la administración pública nacio-
nal cuya publicidad pudiera revelar la estrategia a adaptarse en la defensa o tramitación de 
una causa judicial o divulgare las técnicas o procedimientos de investigación de algún delito 
u otra irregularidad o cuando la información privare a una persona del pleno ejercicio de la 
garantía del debido proceso;

h)	 Información protegida por el secreto profesional;
i)	 Información que contenga datos personales y no pueda brindarse aplicando procedimientos 

de disociación, salvo que se cumpla con las condiciones de licitud previstas en la ley 25.326 
de protección de datos personales y sus modificatorias;

j)	 Información que pueda ocasionar un peligro a la vida o seguridad de una persona;
k)	 Información de carácter judicial cuya divulgación estuviera vedada por otras leyes o por com-

promisos contraídos por la República Argentina en tratados internacionales;
l)	 Información obtenida en investigaciones realizadas por los sujetos obligados que tuviera el 

carácter de reservada y cuya divulgación pudiera frustrar el éxito de una investigación;
m) Información correspondiente a una sociedad anónima sujeta al régimen de oferta pública.
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Las excepciones contenidas en el presente artículo no serán aplicables en casos de graves 
violaciones de derechos humanos, genocidio, crímenes de guerra o delitos de lesa humanidad.

Capítulo III | Solicitud de información y vías de reclamo
Artículo 9 — Solicitud de información. La solicitud de información debe ser presentada ante 
el sujeto obligado que la posea o se presuma que la posee, quien la remitirá al responsable de 
acceso a la información pública, en los términos de lo previsto en el artículo 30 de la presente 
ley. Se podrá realizar por escrito o por medios electrónicos y sin ninguna formalidad a excepción 
de la identidad del solicitante, la identificación clara de la información que se solicita y los datos 
de contacto del solicitante, a los fines de enviarle la información solicitada o anunciarle que está 
disponible.

El sujeto que recibiere la solicitud de información le entregará o remitirá al solicitante una 
constancia del trámite.

Artículo 10 — Tramitación. Si la solicitud se refiere a información pública que no obre en poder 
del sujeto al que se dirige, éste la remitirá, dentro del plazo improrrogable de cinco (5) días, com-
putado desde la presentación, a quien la posea, si lo conociera, o en caso contrario a la Agencia 
de Acceso a la Información Pública, e informará de esta circunstancia al solicitante.

Artículo 11 — Plazos. Toda solicitud de información pública requerida en los términos de la pre-
sente ley debe ser satisfecha en un plazo no mayor de quince (15) días hábiles. El plazo se podrá 
prorrogar en forma excepcional por otros quince (15) días hábiles de mediar circunstancias que 
hagan razonablemente difícil reunir la información solicitada.

En su caso, el sujeto requerido debe comunicar fehacientemente, por acto fundado y antes del 
vencimiento del plazo, las razones por las que hace uso de tal prórroga.

El peticionante podrá requerir, por razones fundadas, la reducción del plazo para responder y 
satisfacer su requerimiento.

Artículo 12 — Información parcial. Los sujetos obligados deben brindar la información solicita-
da en forma completa. Cuando exista un documento que contenga en forma parcial información 
cuyo acceso esté limitado en los términos del artículo 8° de la presente ley, deberá suministrarse 
el resto de la información solicitada, utilizando sistemas de tachas.

Artículo 13 — Denegatoria. El sujeto requerido sólo podrá negarse a brindar la información obje-
to de la solicitud, por acto fundado, si se verificara que la misma no existe y que no está obligado 
legalmente a producirla o que está incluida dentro de alguna de las excepciones previstas en el 
artículo 8° de la presente ley. La falta de fundamentación determinará la nulidad del acto denega-
torio y obligará a la entrega de la información requerida.

La denegatoria de la información debe ser dispuesta por la máxima autoridad del organismo 
o entidad requerida.

El silencio del sujeto obligado, vencidos los plazos previstos en el artículo 11 de la presente 
ley, así como la ambigüedad, inexactitud o entrega incompleta, serán considerados como dene-
gatoria injustificada a brindar la información.

La denegatoria en cualquiera de sus casos dejará habilitadas las vías de reclamo previstas en 
el artículo 14 de la presente ley.
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Artículo 14 — Vías de reclamo. Las decisiones en materia de acceso a la información pública 
son recurribles directamente ante los tribunales de primera instancia en lo contencioso adminis-
trativo federal, sin perjuicio de la posibilidad de interponer el reclamo administrativo pertinente 
ante la Agencia de Acceso a la Información Pública o el órgano que corresponda según el legi-
timado pasivo. Será competente el juez del domicilio del requirente o el del domicilio del ente 
requerido, a opción del primero.

En ninguno de estos dos supuestos, podrá ser exigido el agotamiento de la vía administrativa.
El reclamo por incumplimiento previsto en el artículo 15 de la presente ley, será sustitutivo 

de los recursos previstos en la Ley Nacional de Procedimientos Administrativos, 19.549, y en el 
decreto 1.759 del 3 de abril de 1972 (t.o. 1991).

El reclamo promovido mediante acción judicial tramitará por la vía del amparo y deberá ser 
interpuesto dentro de los cuarenta (40) días hábiles desde que fuera notificada la resolución 
denegatoria de la solicitud o desde que venciera el plazo para responderla, o bien, a partir de la 
verificación de cualquier otro incumplimiento de las disposiciones de esta ley. No serán de aplica-
ción los supuestos de inadmisibilidad formal previstos en el artículo 2° de la ley 16.986.

Artículo 15 — Reclamo por incumplimiento. Ante los supuestos de denegatoria de una solicitud 
de información establecidos en el artículo 13 de la presente ley o ante cualquier otro incumpli-
miento a lo dispuesto en la presente, el solicitante podrá, dentro de un plazo de cuarenta (40) días 
hábiles contados desde el vencimiento del plazo para la respuesta establecido en el artículo 11 
de esta norma, interponer un reclamo ante la Agencia de Acceso a la Información Pública o, a su 
opción, ante el organismo originalmente requerido. Este último deberá elevarlo de inmediato y sin 
dilación a la Agencia de Acceso a la Información Pública para su resolución.

Artículo 16 — Requisitos formales. El reclamo por incumplimiento será presentado por escrito, 
indicando el nombre completo, apellido y domicilio del solicitante, el sujeto obligado ante el cual 
fue dirigida la solicitud de información y la fecha de la presentación. Asimismo, será necesario 
acompañar copia de la solicitud de información presentada y, en caso de existir, la respuesta que 
hubiese recibido del sujeto obligado.

Artículo 17 — Resolución del reclamo interpuesto. Dentro de los treinta (30) días hábiles con-
tados desde la recepción del reclamo por incumplimiento, la Agencia de Acceso a la Información 
Pública, deberá decidir:
a)	 Rechazar fundadamente el reclamo, siendo motivos para dicha resolución:

I.	 Que se hubiese presentado fuera del plazo previsto;
II.	 Que con anterioridad hubiera resuelto la misma cuestión en relación al mismo 	    

requirente y a la misma información;
III.	 Que el sujeto requerido no sea un sujeto obligado por la presente ley;
IV.	 Que se trate de información contemplada en alguna o algunas de las excepciones estable-

cidas en el artículo 8° de la presente ley.
V.	 Que la información proporcionada haya sido completa y suficiente.
Si la resolución no implicara la publicidad de la información, la notificación al sujeto requirente 

deberá informar sobre el derecho a recurrir a la Justicia y los plazos para interponer la acción;
b)	 Intimar al sujeto obligado que haya denegado la información requerida a cumplir con las obli-

gaciones que le impone esta ley. La decisión de la Agencia de Acceso a la Información Pública 
deberá ser notificada en un plazo de tres (3) días hábiles al solicitante de la información y al 
sujeto obligado, al mismo tiempo que deberá ser publicada en su página oficial de la red informática.
Si la resolución de la Agencia de Acceso a la Información Pública fuera a favor del solicitante, 
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el sujeto obligado que hubiere incumplido con las disposiciones de la presente ley, deberá en-
tregar la información solicitada en un plazo no mayor a diez (10) días hábiles desde recibida la 
intimación.

Artículo 18 — Responsabilidades. El funcionario público o agente responsable que en forma 
arbitraria obstruya el acceso del solicitante a la información pública requerida, o la suministre en 
forma incompleta u obstaculice de cualquier modo el cumplimiento de esta ley, incurre en falta 
grave sin perjuicio de las responsabilidades administrativas, patrimoniales y penales que pudie-
ran caberle conforme lo previsto en las normas vigentes.

Capítulo IV | Agencia de Acceso a la información pública
Artículo 19 — Agencia de Acceso a la Información Pública. Créase la Agencia de Acceso a 
La Información Pública, como ente autárquico que funcionará con autonomía funcional en el 
ámbito de la Jefatura de Gabinete de Ministros. La Agencia de Acceso a la Información Pública 
debe velar por el cumplimiento de los principios y procedimientos establecidos en la presente ley, 
garantizar el efectivo ejercicio del derecho de acceso a la información pública, promover medidas 
de transparencia activa y actuar como Autoridad de Aplicación de la Ley de Protección de Datos 
Personales N° 25.326.

Artículo sustituido por art. 11 del Decreto N° 
746/2017, B.O. 26/09/2017.

Artículo 20 — Director de la Agencia de Acceso a la Información Pública. La Agencia de Acce-
so a la Información Pública estará a cargo de un director que durará cinco (5) años en el cargo con 
posibilidad de ser reelegido por una única vez. El director será designado por el Poder Ejecutivo 
nacional mediante un procedimiento de selección público, abierto y transparente que garantice 
la idoneidad del candidato.

Artículo 21 — Procedimiento de selección del director. El procedimiento de selección del di-
rector de la Agencia de Acceso a la Información Pública se llevará a cabo de conformidad con lo 
dispuesto a continuación:
a)	 El Poder Ejecutivo nacional propondrá una (1) persona y publicará el nombre, apellido y los 

antecedentes curriculares de la misma en el Boletín Oficial y en dos (2) diarios de circulación 
nacional, durante tres (3) días;

b)	 El candidato deberá presentar una declaración jurada conforme la normativa prevista en la Ley 
de Ética en el Ejercicio de la Función Pública, 25.188, y su reglamentación;

c)	 Se requerirá a la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP) un informe relativo al 
cumplimiento de las obligaciones impositivas del candidato;

d)	 Se celebrará una audiencia pública a los efectos de evaluar las observaciones previstas de 
acuerdo con lo que establezca la reglamentación;

e)	 Los ciudadanos, las organizaciones no gubernamentales, los colegios, las asociaciones profe-
sionales y las entidades académicas podrán, en el plazo de quince (15) días contados desde la 
última publicación en el Boletín Oficial prevista en el inciso a) del presente artículo, presentar al 
organismo a cargo de la organización de la audiencia pública, por escrito y de modo fundado y 
documentado, observaciones respecto de los candidatos. Sin perjuicio de las presentaciones 
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que se realicen en el mismo plazo podrá requerirse opinión a organizaciones de relevancia en 
el ámbito profesional, judicial y académico a los fines de su valoración;

f)	 Dentro de los quince (15) días, contados desde el vencimiento del plazo establecido en el inci-
so e) del presente artículo, se deberá celebrar una audiencia pública para la evaluación de las 
observaciones presentadas. Con posterioridad y en un plazo de siete (7) días de celebrada la 
audiencia, el Poder Ejecutivo nacional tomará la decisión de confirmar o retirar la candidatura 
de la persona propuesta, debiendo en este último caso proponer a un nuevo candidato y reini-
ciar el procedimiento de selección.

Artículo 22 — Rango y jerarquía del director. El director a cargo de la Agencia de Acceso a la 
Información Pública tendrá rango y jerarquía de secretario.

Artículo 23 — Requisitos e incompatibilidades. Para ser designado director de la Agencia de 
Acceso a la Información Pública se requiere ser ciudadano argentino.

Asimismo, deberán presentarse antecedentes que acrediten idoneidad para el ejercicio de la función.
El ejercicio de la función requiere dedicación exclusiva y resulta incompatible con cualquier 

otra actividad pública o privada, excepto la docencia a tiempo parcial. Está vedada cualquier 
actividad partidaria mientras dure el ejercicio de la función.

Ningún funcionario a cargo de la Agencia de Acceso a la Información Pública podrá tener inte-
reses o vínculos con los asuntos bajo su órbita en las condiciones establecidas por la Ley de Ética 
en el Ejercicio de la Función Pública, 25.188, sus modificaciones y su reglamentación.

El director propuesto no podrá haber desempeñado cargos electivos o partidarios en los últi-
mos cinco (5) años previos a la designación.

Artículo 24 — Competencias y funciones. Son competencias y funciones de la Agencia de Ac-
ceso a la Información Pública:
a)	 Elaborar y proponer para su aprobación, el diseño de su estructura orgánica, y designar a su 

planta de agentes, conforme a la normativa vigente en materia de designaciones en el ámbito 
de la Administración Pública Nacional

Inciso sustituido por art. 12 del Decreto N° 746/2017, 
B.O. 26/09/2017.

b)	 Preparar su presupuesto anual;
c)	 Redactar y aprobar el Reglamento de Acceso a la Información Pública aplicable a todos los 

sujetos obligados;
d)	 Implementar una plataforma tecnológica para la gestión de las solicitudes de información y 

sus correspondientes respuestas;
e)	 Requerir a los sujetos obligados que modifiquen o adecuen su organización, procedimientos, 

sistemas de atención al público y recepción de correspondencia a la normativa aplicable a los 
fines de cumplir con el objeto de la presente ley;

f)	 Proveer un canal de comunicación con la ciudadanía con el objeto de prestar asesoramiento 
sobre las solicitudes de información pública y, en particular, colaborando en el direccionamien-
to del pedido y refinamiento de la búsqueda;

g)	 Coordinar el trabajo de los responsables de acceso a la información pública designados por 
cada uno de los sujetos obligados, en los términos de lo previsto en el artículo 30 de la presente ley;

h)	 Elaborar y publicar estadísticas periódicas sobre requirentes, información pública solicitada, 
cantidad de denegatorias y cualquier otra cuestión que permita el control ciudadano a lo esta-
blecido por la presente ley;
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i)	 Publicar periódicamente un índice y listado de la información pública frecuentemente reque-
rida que permita atender consultas y solicitudes de información por vía de la página oficial de 
la red informática de la Agencia de Acceso a la Información Pública;

j)	 Publicar un informe anual de rendición de cuentas de gestión;
k)	 Elaborar criterios orientadores e indicadores de mejores prácticas destinados a los sujetos obligados;
l)	 Elaborar y presentar ante el Honorable Congreso de la Nación propuestas de reforma legisla-

tiva respecto de su área de competencia;
m) Solicitar a los sujetos obligados expedientes, informes, documentos, antecedentes y cualquier 

otro elemento necesario a los efectos de ejercer su labor;
n)	 Difundir las capacitaciones que se lleven a cabo con el objeto de conocer los alcances de la 

presente ley;
o)	 Recibir y resolver los reclamos administrativos que interpongan los solicitantes de informa-

ción pública según lo establecido por la presente ley respecto de todos los obligados, con 
excepción de los previstos en los incisos b) al f) del artículo 7° de la presente, y publicar las 
resoluciones que se dicten en ese marco;

p)	 Promover las acciones judiciales que correspondan, para lo cual la Agencia de Acceso a la 
Información Pública tiene legitimación procesal activa en el marco de su competencia;

q)	 Impulsar las sanciones administrativas pertinentes ante las autoridades competentes corres-
pondientes en los casos de incumplimiento a lo establecido en la presente ley;

r)	 Celebrar convenios de cooperación y contratos con organizaciones públicas o privadas, nacio-
nales o extranjeras, en el ámbito de su competencia, para el cumplimiento de sus funciones;

s)	 Publicar los índices de información reservada elaborados por los sujetos obligados.
t)	 Fiscalizar la protección integral de los datos personales asentados en archivos, registros, 

bancos de datos, u otros medios técnicos de tratamiento de datos, sean éstos públicos, o 
privados destinados a dar informes, para garantizar el derecho al honor y a la intimidad de las 
personas, así como también el acceso a la información que sobre las mismas se registre. 

Inciso incorporado por art. 13 del Decreto N° 
746/2017, B.O. 26/09/2017.

Artículo 25 — Personal de la Agencia de Acceso a la Información Pública. La Agencia de Ac-
ceso a la Información Pública contará con el personal técnico y administrativo que establezca la 
ley de presupuesto general de la administración nacional.

Artículo 26 — Cese del director de la Agencia de Acceso a la Información Pública. El funcio-
nario a cargo de la Agencia de Acceso a la Información Pública cesará de pleno derecho en sus 
funciones de mediar alguna de las siguientes circunstancias:
a)	 Renuncia;
b)	 Vencimiento del mandato;
c)	 Fallecimiento;
d)	 Estar comprendido en alguna situación que le genere incompatibilidad o inhabilidad.

Artículo 27 — Remoción del director de la Agencia de Acceso a la Información Pública. El 
funcionario a cargo de la Agencia de Acceso a la Información Pública podrá ser removido por mal 
desempeño, por delito en el ejercicio de sus funciones o por crímenes comunes.

El Poder Ejecutivo nacional llevará adelante el procedimiento de remoción del director de la 
Agencia de Acceso a la Información Pública, dándole intervención a una comisión bicameral 
del Honorable Congreso de la Nación, que será presidida por el presidente del Senado y estará 
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integrada por los presidentes de las comisiones de Asuntos Constitucionales y de Derechos y 
Garantías de la Honorable Cámara de Senadores de la Nación y las de Asuntos Constitucionales 
y de Libertad de Expresión de la Honorable Cámara de Diputados de la Nación, quien emitirá un 
dictamen vinculante.

Producida la vacante, deberá realizarse el procedimiento establecido en el artículo 21 de la 
presente ley en un plazo no mayor a treinta (30) días.

Artículo 28 — Organismos de acceso a la información pública en el Poder Legislativo, en el 
Poder Judicial y en los Ministerios Públicos. En un plazo máximo de noventa (90) días contado 
desde la publicación de la presente ley en el Boletín Oficial, el Poder Legislativo, el Poder Judicial 
de la Nación, el Ministerio Público Fiscal de la Nación, el Ministerio Público de la Defensa y el 
Consejo de la Magistratura crearán, cada uno de ellos, un organismo con autonomía funcional y 
con competencias y funciones idénticas a las de la Agencia de Acceso a la Información Pública 
previstas en el artículo 24 de la presente ley, que actuará en el ámbito del organismo en el que 
se crea.

La designación del director de cada uno de dichos organismos debe realizarse mediante un 
procedimiento de selección abierto, público y transparente que garantice la idoneidad del candidato.

Artículo 29 — Consejo Federal para la Transparencia. Créase el Consejo Federal para la Trans-
parencia, como organismo interjurisdiccional de carácter permanente, que tendrá por objeto la 
cooperación técnica y la concertación de políticas en materia de transparencia y acceso a la 
información pública.

El Consejo Federal para la Transparencia tendrá su sede en la Agencia de Acceso a la Informa-
ción Pública, de la cual recibirá apoyo administrativo y técnico para su funcionamiento.

El Consejo Federal para la Transparencia estará integrado por un (1) representante de cada 
una de las provincias y un (1) representante de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que de-
berán ser los funcionarios de más alto rango en la materia de sus respectivas jurisdicciones. El 
Consejo Federal para la Transparencia será presidido por el director de la Agencia de Acceso a 
la Información Pública, quien convocará semestralmente a reuniones en donde se evaluará el 
grado de avance en materia de transparencia activa y acceso a la información en cada una de las 
jurisdicciones.

Capítulo V | Responsables de acceso a la información pública
Artículo 30 — Responsables de acceso a la información pública. Cada uno de los sujetos obli-
gados deberá nombrar a un responsable de acceso a la información pública que deberá tramitar 
las solicitudes de acceso a la información pública dentro de su jurisdicción.

Artículo 31 — Funciones de los responsables de acceso a la información pública. Serán fun-
ciones de los responsables de acceso a la información pública, en el ámbito de sus respectivas 
jurisdicciones: 
a)	 Recibir y dar tramitación a las solicitudes de acceso a la información pública, remitiendo la 

misma al funcionario pertinente;
b)	 Realizar el seguimiento y control de la correcta tramitación de las solicitudes de acceso a la 

información pública;
c)	 Llevar un registro de las solicitudes de acceso a la información pública;
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d)	 Promover la implementación de las resoluciones elaboradas por la Agencia de Acceso a la 
Información Pública;

e)	 Brindar asistencia a los solicitantes en la elaboración de los pedidos de acceso a la informa-
ción pública y orientarlos sobre las dependencias o entidades que pudieran poseer la informa-
ción requerida;

f)	 Promover prácticas de transparencia en la gestión pública y de publicación de la información;
g)	 Elaborar informes mensuales para ser remitidos a la Agencia de Acceso a la Información 

Pública o a los organismos detallados en el artículo 28 de la presente ley, según corresponda, 
sobre la cantidad de solicitudes recibidas, los plazos de respuesta y las solicitudes respondi-
das y rechazadas;

De acuerdo con la Disposición 1/2020 de la Agencia 
de Acceso a la Información Pública, se considera 
suplida la obligación de este inciso con la información 
otorgada por el Sistema de Gestión de
Expediente Electrónico (GDE) para aquellos sujetos 
obligados que cuentan con ese sistema de gestión 
documental.

h)	 Publicar, en caso de corresponder, la información que hubiese sido desclasificada;
i)	 Informar y mantener actualizadas a las distintas áreas de la jurisdicción correspondiente so-

bre la normativa vigente en materia de guarda, conservación y archivo de la información y 
promover prácticas en relación con dichas materias, con la publicación de la información y 
con el sistema de procesamiento de la información;

j)	 Participar de las reuniones convocadas por la Agencia de Acceso a la Información Pública;
k)	 Todas aquellas que sean necesarias para asegurar una correcta implementación de las dispo-

siciones de la presente ley.

Título II | Transparencia Activa
Artículo 32 — Transparencia activa. Los sujetos obligados enumerados en el artículo 7° de la 
presente ley, con excepción de los indicados en sus incisos i) y q), deberán facilitar la búsqueda 
y el acceso a la información pública a través de su página oficial de la red informática, de una 
manera clara, estructurada y entendible para los interesados y procurando remover toda barrera 
que obstaculice o dificulte su reutilización por parte de terceros.

Asimismo, los sujetos obligados deberán publicar en forma completa, actualizada, por medios 
digitales y en formatos abiertos:
a)	 Un índice de la información pública que estuviese en su poder con el objeto de orientar a las 

personas en el ejercicio del derecho de acceso a la información pública, indicando, además, 
dónde y cómo deberá realizarse la solicitud;

b)	 Su estructura orgánica y funciones;
c)	 La nómina de autoridades y personal de la planta permanente y transitoria u otra modali-

dad de contratación, incluyendo consultores, pasantes y personal contratado en el marco de 
proyectos financiados por organismos multilaterales, detallando sus respectivas funciones y 
posición en el escalafón;

d)	 Las escalas salariales, incluyendo todos los componentes y subcomponentes del salario total, 
correspondientes a todas las categorías de empleados, funcionarios, consultores, pasantes y 
contratados;
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e)	 El presupuesto asignado a cada área, programa o función, las modificaciones durante cada 
ejercicio anual y el estado de ejecución actualizado en forma trimestral hasta el último nivel 
de desagregación en que se procese;

f)	 Las transferencias de fondos provenientes o dirigidos a personas humanas o jurídicas, públi-
cas o privadas y sus beneficiarios;

g)	 El listado de las contrataciones públicas, licitaciones, concursos, obras públicas y adquisicio-
nes de bienes y servicios, especificando objetivos, características, montos y proveedores, así 
como los socios y accionistas principales, de las sociedades o empresas proveedoras;

h)	 Todo acto o resolución, de carácter general o particular, especialmente las normas que esta-
blecieran beneficios para el público en general o para un sector, las actas en las que constara 
la deliberación de un cuerpo colegiado, la versión taquigráfica y los dictámenes jurídicos y 
técnicos producidos antes de la decisión y que hubiesen servido de sustento o antecedente;

i)	 Los informes de auditorías o evaluaciones, internas o externas, realizadas previamente, duran-
te o posteriormente, referidas al propio organismo, sus programas, proyectos y actividades;

 j)	 Los permisos, concesiones y autorizaciones otorgados y sus titulares;
k)	 Los servicios que brinda el organismo directamente al público, incluyendo normas, cartas y 

protocolos de atención al cliente;
l)	 Todo mecanismo o procedimiento por medio del cual el público pueda presentar peticiones, 

acceder a la información o de alguna manera participar o incidir en la formulación de la políti-
ca o el ejercicio de las facultades del sujeto obligado;

m) Información sobre la autoridad competente para recibir las solicitudes de información pública 
y los procedimientos dispuestos por esta ley para interponer los reclamos ante la denegatoria;

n)	 Un índice de trámites y procedimientos que se realicen ante el organismo, así como los requi-
sitos y criterios de asignación para acceder a las prestaciones;

o)	 Mecanismos de presentación directa de solicitudes o denuncias a disposición del público en 
relación a acciones u omisiones del sujeto obligado;

p)	 Una guía que contenga información sobre sus sistemas de mantenimiento de documentos, 
los tipos y formas de información que obran en su poder y las categorías de información que 
publica;

q)	 Las acordadas, resoluciones y sentencias que estén obligados a publicar de acuerdo con lo 
establecido en la ley 26.856;

r)	 La información que responda a los requerimientos de información pública realizados con ma-
yor frecuencia;

s)	 Las declaraciones juradas de aquellos sujetos obligados a presentarlas en sus ámbitos de 
acción;

t)	 Cualquier otra información que sea de utilidad o se considere relevante para el ejercicio del 
derecho de acceso a la información pública. El acceso a todas las secciones del Boletín Oficial 
será libre y gratuito a través de Internet.

Artículo 33 — Régimen más amplio de publicidad. Las obligaciones de transparencia activa 
contenidas en el artículo 32 de la presente ley, se entienden sin perjuicio de la aplicación de otras 
disposiciones específicas que prevean un régimen más amplio en materia de publicidad.

Artículo 34 — Excepciones a la transparencia activa. A los fines del cumplimiento de lo previsto 
en el artículo 32 de la presente ley, serán de aplicación, en su caso, las excepciones al derecho 
de acceso a la información pública previstas en el artículo 8° de esta norma y, especialmente, la 
referida a la información que contenga datos personales.
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Título III | Disposiciones de aplicación transitorias
Artículo 35 — Presupuesto. Autorízase al Poder Ejecutivo nacional a realizar las modificaciones 
e incorporaciones en la ley de presupuesto de gastos y recursos de la administración nacional 
para el ejercicio fiscal vigente en los aspectos que se consideren necesarios para la implementa-
ción de la presente ley.

Deberá preverse en el presupuesto del año inmediato subsiguiente la incorporación de los 
recursos necesarios para el correcto cumplimiento de las funciones de la Agencia de Acceso a la 
Información Pública.

Artículo 36 — Adhesión. Invítase a las provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a 
adherir a las disposiciones de la presente ley.

Artículo 37 — Reglamentación. El Poder Ejecutivo nacional reglamentará la presente ley dentro 
de los noventa (90) días desde su promulgación.

Artículo 38 — Cláusula transitoria 1. Las disposiciones de la presente ley entrarán en vigencia 
al año de su publicación en el Boletín Oficial.

Los sujetos obligados contarán con el plazo máximo de un (1) año desde la publicación de la 
presente ley en el Boletín Oficial, para adaptarse a las obligaciones contenidas en la misma. 

En dicho plazo, conservarán plena vigencia el decreto 1172, del 3 de diciembre de 2003, y el 
decreto 117, del 12 de enero de 2016, así como toda otra norma que regule la publicidad de los 
actos de gobierno y el derecho de acceso a la información pública.

Artículo 39 — Cláusula transitoria 2. Hasta tanto los sujetos pasivos enumerados en el artículo 
7° de la presente creen los organismos previstos en el artículo 28, la Agencia de Acceso a la In-
formación Pública creada por el artículo 19 cumplirá esas funciones respecto de los que carezcan 
de ese organismo.

Artículo 40 — Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional.
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Decreto 206/2017

Artículo 1 — Apruébase la reglamentación de la Ley N° 27.275 de Acceso a la Información Públi-
ca, que como ANEXO I (IF-2017-04217975-APN-MI), forma parte integrante del presente.

Artículo 2 — La Agencia De Acceso a la Información Pública actuará en el ámbito de la Jefatura 
de Gabinete de Ministros.

Artículo 3 — El Jefe de Gabinete De Ministros dictará las normas aclaratorias y complementarias 
que resultaren pertinentes para la aplicación de la presente medida, en el marco de su compe-
tencia.

Artículo 4 — El presente decreto entrará en vigencia el 29 de septiembre de 2017.

Artículo 5 — Comuníquese, publíquese, dese a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archí-
vese.

Anexo I
Artículos 1 al 4 — Sin reglamentar.

Artículo 5 — A los efectos de la presente reglamentación, se entenderá por formatos digitales 
abiertos a aquellos formatos que mejor faciliten su utilización, procesamiento y redistribución por 
parte del solicitante.

Artículo 6 — Los sujetos obligados deberán entregar la información de forma totalmente gratui-
ta, excepto en aquellos casos en que estuviesen autorizados expresamente por la normativa vi-
gente a cobrar un arancel o equivalente en concepto de contraprestación por el servicio brindado.

En caso de que los sujetos obligados posean una versión electrónica de la información solici-
tada, deberán enviarla al particular sin costo alguno o ponerla a su disposición, comunicándole a 
éste los datos que le permitan acceder a la misma.

De no existir versión electrónica, podrán reproducir la información solicitada en copias sim-
ples, medios magnéticos, ópticos, sonoros, visuales, holográficos u otros medios. En esos su-
puestos, los costos de reproducción correrán a cargo del solicitante, y el pago respectivo deberá 
hacerse previamente a la reproducción de la información.

El costo de reproducción deberá ser establecido periódicamente por la Agencia de Acceso a 
la Información Pública.

Artículo 7 — Sin reglamentar.

Artículo 8 — A los efectos de la presente reglamentación:
a)	 El carácter reservado, confidencial o secreto de la información clasificada por razones de de-

fensa, política exterior o seguridad interior debe ser dispuesto por normas que reglamenten 



Decreto 206/2017

Marco Legal del Sistema Financiero 2021 | 299

el ejercicio de la actividad y por acto fundado de las respectivas autoridades competentes, de 
forma previa a la solicitud de información.

En caso de no existir previsión en contrario, la información clasificada como reservada, 
confidencial o secreta mantendrá ese estado durante DIEZ (10) años desde su producción, 
transcurridos los cuales, el sujeto obligado deberá formular un nuevo análisis respecto de la 
viabilidad de desclasificar la información a fin de que alcance estado público.

b)	 Se encuentra específicamente protegido el secreto financiero contemplado en los artículos 39 
y 40 de la Ley N° 21.526 y normas concordantes y complementarias y toda aquella normativa 
que la modifique o reemplace.

c)	 Se entenderá como información cuya revelación pudiera perjudicar el nivel de competitividad 
o lesionar los intereses del sujeto obligado, aquella que:
1)	 Sea secreta, en el sentido de que no sea, en todo o en las partes que la componen, general-

mente conocida ni fácilmente accesible para personas introducidas en los círculos en que 
normalmente se utiliza el tipo de información en cuestión; y

2)	 Tenga un valor comercial por ser secreta; y
3)	 Haya sido objeto de medidas razonables, en las circunstancias, para mantenerla secreta, 

tomadas por el sujeto obligado que legítimamente la controla.
d)	 Sin reglamentar.
e)	 La información en poder de la Unidad de Información Financiera exceptuada del acceso a la 

información pública comprende a toda aquella recibida, obtenida, producida, vinculada o uti-
lizada para el desarrollo de sus actividades en las áreas de seguridad, sumarios, supervisión, 
análisis y asuntos internacionales y la información recibida de los sujetos obligados enumera-
dos en el artículo 20 de la Ley N° 25.246 y sus modificatorias.

f)	 Sin reglamentar.
g)	 Sin reglamentar.
h)	 Sin reglamentar.
i)	 La excepción será inaplicable cuando el titular del dato haya prestado consentimiento para su 

divulgación; o cuando de las circunstancias del caso pueda presumirse que la información fue 
entregada por su titular al sujeto obligado con conocimiento de que la misma estaría sujeta 
al régimen de publicidad de la gestión estatal; o cuando los datos estén relacionados con las 
funciones de los funcionarios públicos. Asimismo, los sujetos obligados no podrán invocar 
esta excepción si el daño causado al interés protegido es menor al interés público de obtener 
la información.

j)	 Sin reglamentar.
k)	 Sin reglamentar.
l)	 Sin reglamentar.
m) Sin reglamentar.

En las causas judiciales donde se investiguen y juzguen casos de graves violaciones a los de-
rechos humanos, genocidio, crímenes de guerra o delitos de lesa humanidad, no serán aplicables 
las excepciones contenidas en este artículo, debiendo el sujeto obligado suministrar la informa-
ción requerida en el marco de la causa.

Artículo 9 — Sin reglamentar.

Artículo 10 — En el caso que la solicitud sea remitida a un sujeto obligado distinto del requerido, tal 
circunstancia deberá ser puesta en conocimiento del solicitante, informándole:
a)	 El órgano u organismo al que fuera remitido;
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b)	 Los datos de contacto del responsable de acceso a la información pública en el ámbito del 
mismo;

c)	 La fecha en que se realizó la derivación.
Tanto la remisión de la solicitud como su comunicación al solicitante deberá efectuarse dentro 

del plazo de CINCO (5) días hábiles, contados desde la presentación de la solicitud.

Artículo 11 — El plazo se computará desde el momento en que la solicitud fuera recibida por el 
sujeto obligado que cuente con la información pública requerida.

El responsable de acceso a la información pública deberá determinar por decisión fundada 
tanto el otorgamiento de la prórroga como la denegatoria de la reducción del plazo.

Artículo 12 — En caso de hacer uso del sistema de tachas, la máxima autoridad del sujeto obli-
gado deberá fundamentar los motivos por los cuales la información no entregada se enmarca en 
alguna de las excepciones del artículo 8° de la Ley N° 27.275.

Artículo 13 — El acto denegatorio de la solicitud de información deberá ser puesto en cono-
cimiento del solicitante en el lugar de contacto fijado al momento de realizar la solicitud, indi-
cándose las vías de reclamo existentes contra dicho acto, los plazos para su interposición y los 
requisitos formales establecidos en el artículo 16 de la Ley N° 27.275.

Asimismo, se deberá indicar que no es necesario agotar la vía administrativa.
Toda impugnación o planteo de nulidad deberá ser efectuado por las vías previstas en el artículo 

14 de la Ley N° 27.275.
Se entenderá como máxima autoridad a:
a.	 Ministros o autoridad de igual rango;
b.	 Máxima autoridad de entes autárquicos y/o descentralizados;
c.	 Funcionarios que representen al Estado en el órgano de administración de las sociedades 

del Estado o con participación estatal;
d.	 Rectores de las universidades nacionales y decanos de sus facultades.
La máxima autoridad podrá delegar la emisión del acto de denegatoria de información en 

un funcionario cuyo cargo no sea inferior al de Director Nacional o equivalente según el sujeto 
obligado de que se trate.

Artículo 14 — La presentación del reclamo previsto en el artículo 15 de la Ley N° 27.275 inte-
rrumpe el plazo para promover la acción de amparo.

Artículo 15 — El reclamo presentado ante el organismo o entidad requerida deberá ser remitido 
a la Agencia de Acceso a la Información Pública dentro de los CINCO (5) días hábiles de inter-
puesto.

Artículo 16 — Sin reglamentar.

Artículo 17 — 
a)	 Sin reglamentar.
b)	 En caso de corresponder, la Agencia de Acceso a la Información Pública requerirá al sujeto 

obligado que en el plazo de DIEZ (10) días hábiles fundamente adecuadamente la decisión o 
ponga a disposición del interesado la información.
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Artículo 18 — Sin reglamentar.

Artículo 19 — Sin reglamentar.

Artículo 20 — Sin reglamentar.

Artículo 21 — Todos los plazos previstos en el artículo 21 de la Ley N° 27.275 se contarán en 
días hábiles administrativos.

Artículo 22 — Sin reglamentar.

Artículo 23 — Sin reglamentar.

Artículo 24 — Sin reglamentar.

Artículo 25 — Sin reglamentar.

Artículo 26 — 
a)	 Sin reglamentar.
b)	 Sin reglamentar.
c)	 Sin reglamentar.
d)	 Se aplicará el procedimiento de remoción previsto en el artículo 27 de la Ley N° 27.275.

Artículo 27 — Frente a una causal de remoción o de incompatibilidad o inhabilidad del Director 
de la Agencia de Acceso a la Información Pública, el Poder Ejecutivo Nacional deberá iniciar el 
procedimiento previsto para su remoción.

Una vez iniciado el procedimiento, se correrá traslado al Director de la Agencia de Acceso a 
la Información Pública de la causal de remoción que se le imputa para que en el término de DIEZ 
(10) días efectúe su descargo y ofrezca la prueba pertinente.

Efectuado el descargo, o vencido el plazo, y producida en su caso la prueba, el Poder Ejecutivo 
Nacional dará intervención a la Comisión Bicameral del Honorable Congreso de La Nación previs-
ta en el artículo 27 de la Ley N° 27.275 para que dictamine sobre la remoción impulsada.

Artículo 28 al Artículo 39 — Sin reglamentar.
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Ley 24.240
Defensa del Consumidor

Disposiciones que modifican o reglamentan la presente ley:

Ley N° 24.240, sancionada el 22/09/1993 (B.O. 15/10/1993)
Decreto N° 2089/93 del 13/10/1993 (B.O. 15/10/1993)
Decreto N° 1798/94 del 13/10/1994 (B.O. 18/10/1994)
Ley N° 24.787, sancionada el 05/03/1997 (B.O. 02/04/1997)
Decreto N° 270/97 del 26/03/1997 (B.O. 02/04/1997)
Ley N° 24.999, sancionada el 01/07/1998 (B.O. 30/07/1998)
Decreto N° 561/99 del 24/05/1999 (B.O. 28/05/1999)
Ley N° 26.361, sancionada el 12/03/2008 (B.O. 07/04/2008)
Decreto N° 565/08 del 03/04/2008 (B.O. 07/04/2008)
Resolución N° 344/09 del 28/10/2009 (B.O. 13/01/2010)
Ley N° 26.993, sancionada el 17/09/2014 (B.O. 19/09/2014)
Ley N° 26.994, sancionada el 01/10/2014 (B.O. 08/10/2014)
Ley N° 27.077, sancionada el 16/12/2014 (B.O. 19/12/2014)
Ley N° 27.250, sancionada el 18/05/2016 (B.O. 14/06/2016)
Ley N° 27.265, sancionada el 13/07/2016 (B.O. 17/08/2016)
Ley N° 27.266, sancionada el 13/07/2016 (B.O. 17/08/2016)
Decreto N° 274/19, sancionada el 17/04/2019 (B.O. 22/04/2019)

Título I | Normas de protección y 
defensa de los consumidores 

Capítulo I | Disposiciones generales
Artículo 1 — Objeto. Consumidor. Equiparación. La presente ley tiene por objeto la defensa 
del consumidor o usuario. Se considera consumidor a la persona física o jurídica que adquiere o 
utiliza, en forma gratuita u onerosa, bienes o servicios como destinatario final, en beneficio propio 
o de su grupo familiar o social.

Queda equiparado al consumidor quien, sin ser parte de una relación de consumo como con-
secuencia o en ocasión de ella, adquiere o utiliza bienes o servicios, en forma gratuita u onerosa, 
como destinatario final, en beneficio propio o de su grupo familiar o social.

Artículo sustituido por punto 3.1 del Anexo II de la Ley 
N° 26.994, B.O. 8/10/2014. Vigencia: 1° de agosto 



Ley 24.240 | Defensa del Consumidor

304 | Marco Legal del Sistema Financiero 2021

de 2015, texto según art. 1° de la Ley N° 27.077, B.O. 
19/12/2014.

Artículo 2 — Proveedor. Es la persona física o jurídica de naturaleza pública o privada, que desa-
rrolla de manera profesional, aun ocasionalmente, actividades de producción, montaje, creación, 
construcción, transformación, importación, concesión de marca, distribución y comercialización 
de bienes y servicios, destinados a consumidores o usuarios. Todo proveedor está obligado al 
cumplimiento de la presente ley.

No están comprendidos en esta ley los servicios de profesionales liberales que requieran para 
su ejercicio título universitario y matrícula otorgada por colegios profesionales reconocidos ofi-
cialmente o autoridad facultada para ello, pero sí la publicidad que se haga de su ofrecimiento. 
Ante la presentación de denuncias, que no se vincularen con la publicidad de los servicios, pre-
sentadas por los usuarios y consumidores, la autoridad de aplicación de esta ley informará al 
denunciante sobre el ente que controle la respectiva matrícula a los efectos de su tramitación.

Artículo sustituido por art. 2° de la Ley N° 26.361,
B.O. 7/4/2008.

Artículo 3 — Relación de consumo. Integración normativa. Preeminencia. Relación de consu-
mo es el vínculo jurídico entre el proveedor y el consumidor o usuario.

Las disposiciones de esta ley se integran con las normas generales y especiales aplicables a 
las relaciones de consumo, en particular la Ley N° 25.156 de Defensa de la Competencia y la Ley 
N° 22.802 de Lealtad Comercial o las que en el futuro las reemplacen. En caso de duda sobre la in-
terpretación de los principios que establece esta ley prevalecerá la más favorable al consumidor.

Las relaciones de consumo se rigen por el régimen establecido en esta ley y sus reglamenta-
ciones sin perjuicio de que el proveedor, por la actividad que desarrolle, esté alcanzado asimismo 
por otra normativa específica.

Artículo sustituido por art. 3° de la Ley N° 26.361,
B.O. 7/4/2008.
La Ley N° 22.802 fue derogada por el art. 72 del 
Decreto N° 274/2019.

Capítulo II | Información al consumidor y protección de su salud
Artículo 4 — Información. El proveedor está obligado a suministrar al consumidor en forma 
cierta, clara y detallada todo lo relacionado con las características esenciales de los bienes y 
servicios que provee, y las condiciones de su comercialización.

La información debe ser siempre gratuita para el consumidor y proporcionada en soporte físi-
co, con claridad necesaria que permita su comprensión. Solo se podrá suplantar la comunicación 
en soporte físico si el consumidor o usuario optase de forma expresa por utilizar cualquier otro 
medio alternativo de comunicación que el proveedor ponga a disposición.

Artículo sustituido por art. 1° de la Ley N° 27.250,
B.O. 14/6/2016.

Artículo 5 — Protección al Consumidor. Las cosas y servicios deben ser suministrados o presta-
dos en forma tal que, utilizados en condiciones previsibles o normales de uso, no presenten peligro 
alguno para la salud o integridad física de los consumidores o usuarios.
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Artículo 6 — Cosas y Servicios Riesgosos. Las cosas y servicios, incluidos los servicios públi-
cos domiciliarios, cuya utilización pueda suponer un riesgo para la salud o la integridad física de 
los consumidores o usuarios, deben comercializarse observando los mecanismos, instrucciones 
y normas establecidas o razonables para garantizar la seguridad de los mismos.

En tales casos debe entregarse un manual en idioma nacional sobre el uso, la instalación y 
mantenimiento de la cosa o servicio de que se trate y brindarle adecuado asesoramiento. Igual 
obligación regirá en todos los casos en que se trate de artículos importados, siendo los sujetos 
anunciados en el artículo 4 responsables del contenido de la traducción.

Capítulo III | Condiciones de la oferta y venta
Artículo 7 — Oferta. La oferta dirigida a consumidores potenciales indeterminados, obliga a 
quien la emite durante el tiempo en que se realice, debiendo contener la fecha precisa de comien-
zo y de finalización, así como también sus modalidades, condiciones o limitaciones.

La revocación de la oferta hecha pública es eficaz una vez que haya sido difundida por medios 
similares a los empleados para hacerla conocer.

La no efectivización de la oferta será considerada negativa o restricción injustificada de venta, 
pasible de las sanciones previstas en el artículo 47 de esta ley.

Último párrafo incorporado por art. 5° de la Ley
N° 26.361, B.O. 7/4/2008.

Artículo 8 — Efectos de la Publicidad. Las precisiones formuladas en la publicidad o en anun-
cios, prospectos, circulares u otros medios de difusión se tienen por incluidas en el contrato con 
el consumidor y obligan al oferente.

 En los casos en que las ofertas de bienes y servicios se realicen mediante el sistema de com-
pras telefónicas, por catálogos o por correos, publicados por cualquier medio de comunicación, 
deberá figurar el nombre, domicilio y número de CUIT del oferente.

Artículo sustituido por punto 3.2 del Anexo II de la Ley 
N° 26.994, B.O. 8/10/2014. Vigencia: 1° de agosto 
de 2015, texto según art. 1° de la Ley N° 27.077, B.O. 
19/12/2014.

Artículo 8 bis — Trato digno. Prácticas abusivas. Los proveedores deberán garantizar condicio-
nes de atención y trato digno y equitativo a los consumidores y usuarios. Deberán abstenerse de 
desplegar conductas que coloquen a los consumidores en situaciones vergonzantes, vejatorias o 
intimidatorias. No podrán ejercer sobre los consumidores extranjeros diferenciación alguna sobre 
precios, calidades técnicas o comerciales o cualquier otro aspecto relevante sobre los bienes y 
servicios que comercialice. Cualquier excepción a lo señalado deberá ser autorizada por la auto-
ridad de aplicación en razones de interés general debidamente fundadas.

En los reclamos extrajudiciales de deudas, deberán abstenerse de utilizar cualquier medio que 
le otorgue la apariencia de reclamo judicial.

Tales conductas, además de las sanciones previstas en la presente ley, podrán ser pasibles 
de la multa civil establecida en el artículo 52 bis de la presente norma, sin perjuicio de otros 
resarcimientos que correspondieren al consumidor, siendo ambas penalidades extensivas solida-
riamente a quien actuare en nombre del proveedor.
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Artículo incorporado por art. 6° de la Ley N° 26.361, 
B.O. 7/4/2008.

Artículo 9 — Cosas Deficientes Usadas o Reconstituidas. Cuando se ofrezcan en forma pública 
a consumidores potenciales indeterminados cosas que presenten alguna deficiencia, que sean 
usadas o reconstituidas debe indicarse las circunstancia en forma precisa y notoria.

Artículo 10 — Contenido del Documento de Venta. En el documento que se extienda por la 
venta de cosas muebles o inmuebles, sin perjuicio de la información exigida por otras leyes o 
normas, deberá constar:
a)	 La descripción y especificación del bien.
b)	 Nombre y domicilio del vendedor.
c)	 Nombre y domicilio del fabricante, distribuidor o importador cuando correspondiere.
d)	 La mención de las características de la garantía conforme a lo establecido en esta ley.
e)	 Plazos y condiciones de entrega.
f)	 El precio y condiciones de pago.
g)	 Los costos adicionales, especificando precio final a pagar por el adquirente.

La redacción debe ser hecha en idioma castellano, en forma completa, clara y fácilmente legi-
ble, sin reenvíos a textos o documentos que no se entreguen previa o simultáneamente. Cuando 
se incluyan cláusulas adicionales a las aquí indicadas o exigibles en virtud de lo previsto en esta 
ley, aquellas deberán ser escritas en letra destacada y suscritas por ambas partes.

Deben redactarse tantos ejemplares como partes integren la relación contractual y suscribirse 
a un solo efecto.

Un ejemplar original debe ser entregado al consumidor.
La reglamentación establecerá modalidades más simples cuando la índole del bien objeto de 

la contratación así lo determine, siempre que asegure la finalidad perseguida en esta ley.
Artículo sustituido por art. 7° de la Ley N° 26.361, B.O. 
7/4/2008.

Artículo 10 bis — Incumplimiento de la Obligación. El incumplimiento de la oferta o del contrato 
por el proveedor, salvo caso fortuito o fuerza mayor, faculta al consumidor, a su libre elección a:
a)	 Exigir el cumplimiento forzado de la obligación, siempre que ello fuera posible;
b)	 Aceptar otro producto o prestación de servicio equivalente;
c)	 Rescindir el contrato con derecho a la restitución de lo pagado, sin perjuicio de los efectos 

producidos, considerando la integridad del contrato.
Todo ello sin perjuicio de las acciones de daños y perjuicios que correspondan.

Artículo incorporado por el art. 2º de la Ley N° 24.787, 
B.O. 2/4/1997.

Artículo 10 ter — Modos de Rescisión. Cuando la contratación de un servicio, incluidos los 
servicios públicos domiciliarios, haya sido realizada en forma telefónica, electrónica o similar, 
podrá ser rescindida a elección del consumidor o usuario mediante el mismo medio utilizado en 
la contratación.

La empresa receptora del pedido de rescisión del servicio deberá enviar sin cargo al domicilio 
del consumidor o usuario una constancia fehaciente dentro de las setenta y dos (72) horas pos-
teriores a la recepción del pedido de rescisión. Esta disposición debe ser publicada en la factura 
o documento equivalente que la empresa enviare regularmente al domicilio del consumidor o 
usuario.
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Artículo incorporado por art. 8° de la Ley N° 26.361, 
B.O. 7/4/2008.

Artículo 10 quatér — Prohibición de cobro. Prohíbase el cobro de preaviso, mes adelantado y/o 
cualquier otro concepto, por parte de los prestadores de servicios, incluidos los servicios públicos 
domiciliarios, en los casos de solicitud de baja del mismo realizado por el consumidor ya sea en 
forma personal, telefónica, electrónica o similar.

Artículo incorporado por art. 1° de la Ley N° 27.265, 
B.O. 17/8/2016.

Capítulo IV | Cosas muebles no consumibles
Artículo 11 — Garantías. Cuando se comercialicen cosas muebles no consumibles conforme lo 
establece el artículo 2325 del Código Civil, el consumidor y los sucesivos adquirentes gozarán 
de garantía legal por los defectos o vicios de cualquier índole, aunque hayan sido ostensibles o 
manifiestos al tiempo del contrato, cuando afecten la identidad entre lo ofrecido y lo entregado, 
o su correcto funcionamiento.

La garantía legal tendrá vigencia por tres (3) meses cuando se trate de bienes muebles usados 
y por seis (6) meses en los demás casos a partir de la entrega, pudiendo las partes convenir un 
plazo mayor. En caso de que la cosa deba trasladarse a fábrica o taller habilitado el transporte 
será realizado por el responsable de la garantía, y serán a su cargo los gastos de flete y seguros 
y cualquier otro que deba realizarse para la ejecución del mismo.

El art. 2325 del Código Civil, corresponde al art. 231 
del Código Civil y Comercial de la Nación - Ley 26.994, 
B.O. 08/10/2014.
Artículo sustituido por art. 9° de la Ley N° 26.361, B.O. 
7/4/2008.

Artículo 12 — Servicio Técnico. Los fabricantes, importadores y vendedores de las cosas men-
cionadas en el artículo anterior, deben asegurar un servicio técnico adecuado y el suministro de 
partes y repuestos.

Artículo 13 — Responsabilidad solidaria. Son solidariamente responsables del otorgamiento y 
cumplimiento de la garantía legal, los productores, importadores, distribuidores y vendedores de 
las cosas comprendidas en el artículo 11.

Artículo incorporado por el art. 2º de la Ley
Nº 24.999, B.O. 30/7/1998.

Artículo 14 — Certificado de Garantía. El certificado de garantía deberá constar por escrito en 
idioma nacional, con redacción de fácil comprensión en letra legible, y contendrá como mínimo:
a)	 La identificación del vendedor, fabricante, importador o distribuidor;
b)	 La identificación de la cosa con las especificaciones técnicas necesarias para su correcta 

individualización;
c)	 Las condiciones de uso, instalación y mantenimiento necesarias para su funcionamiento;
d)	 Las condiciones de validez de la garantía y su plazo de extensión;
e)	 Las condiciones de reparación de la cosa con especificación del lugar donde se hará efectiva.
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En caso de ser necesaria la notificación al fabricante o importador de la entrada en vigencia de 
la garantía, dicho acto estará a cargo del vendedor. La falta de notificación no libera al fabricante o 
importador de la responsabilidad solidaria establecida en el artículo 13.

Cualquier cláusula cuya redacción o interpretación contraríen las normas del presente artículo 
es nula y se tendrá por no escrita.

Artículo sustituido por el art. 3º de la Ley N° 24.999, 
B.O. 30/07/1998.

Artículo 15 — Constancia de Reparación. Cuando la cosa hubiese sido reparada bajo los térmi-
nos de una garantía legal, el garante estará obligado a entregar al consumidor una constancia de 
reparación en donde se indique:
a)	 La naturaleza de la reparación;
b)	 Las piezas reemplazadas o reparadas;
c)	 La fecha en que el consumidor le hizo entrega de la cosa;
d)	 La fecha de devolución de la cosa al consumidor.

Artículo 16 — Prolongación del Plazo de Garantía. El tiempo durante el cual el consumidor está 
privado del uso de la cosa en garantía, por cualquier causa relacionada con su reparación, debe 
computarse como prolongación del plazo de garantía legal.

Artículo 17 — Reparación no Satisfactoria. En los supuestos en que la reparación efectuada no 
resulte satisfactoria por no reunir la cosa reparada, las condiciones óptimas para cumplir con el 
uso al que está destinada, el consumidor puede:
a)	 Pedir la sustitución de la cosa adquirida por otra de idénticas características. En tal caso el 

plazo de la garantía legal se computa a partir de la fecha de la entrega de la nueva cosa;
b)	 Devolver la cosa en el estado en que se encuentre a cambio de recibir el importe equivalente 

a las sumas pagadas, conforme el precio actual en plaza de la cosa, al momento de abonarse 
dicha suma o parte proporcional, si hubiere efectuado pagos parciales;

c)	 Obtener una quita proporcional del precio.
En todos los casos, la opción por parte del consumidor no impide la reclamación de los even-

tuales daños y perjuicios que pudieren corresponder.

Artículo 18 — Vicios Redhibitorios. La aplicación de las disposiciones precedentes, no obsta a 
la subsistencia de la garantía legal por vicios redhibitorios. En caso de vicio redhibitorio:
a)	 A instancia del consumidor se aplicará de pleno derecho el artículo 2176 del Código Civil;
b)	 El artículo 2170 del Código Civil no podrá ser opuesto al consumidor.

El art. 2170 del Código Civil, corresponde a los arts. 
1038 y 1053 del Código Civil y Comercial de la Nación, 
Ley N° 26.994, B.O. 08.10.2014.

Capítulo V | De la prestación de los servicios
Artículo 19 — Modalidades de Prestación de Servicios. Quienes presten servicios de cualquier 
naturaleza están obligados a respetar los términos, plazos, condiciones, modalidades, reservas 
y demás circunstancias conforme a las cuales hayan sido ofrecidos, publicitados o convenidos.
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Artículo 20 — Materiales a Utilizar en la Reparación. En los contratos de prestación de servi-
cios cuyo objeto sea la reparación, mantenimiento, acondicionamiento, limpieza o cualquier otro 
similar, se entiende implícita la obligación a cargo del prestador del servicio de emplear materia-
les o productos nuevos o adecuados a la cosa de que se trate, salvo pacto escrito en contrario.

Artículo 21 — Presupuesto. En los supuestos contemplados en el artículo anterior, el prestador 
del servicio debe extender un presupuesto que contenga como mínimo los siguientes datos:
a)	 Nombre, domicilio y otros datos de identificación del prestador del servicio;
b)	 La descripción del trabajo a realizar;
c)	 Una descripción detallada de los materiales a emplear.
d)	 Los precios de éstos y la mano de obra;
e)	 El tiempo en que se realizará el trabajo;
f)	 Si otorga o no garantía y en su caso, el alcance y duración de ésta;
g)	 El plazo para la aceptación del presupuesto;
h)	 Los números de inscripción en la Dirección General Impositiva y en el Sistema Previsional.

Artículo 22 — Supuestos no Incluidos en el Presupuesto. Todo servicio, tarea o empleo ma-
terial o costo adicional, que se evidencie como necesario durante la prestación del servicio y 
que por su naturaleza o características no pudo ser incluido en el presupuesto original, deberá 
ser comunicado al consumidor antes de su realización o utilización. Queda exceptuado de esta 
obligación el prestador del servicio que, por la naturaleza del mismo, no pueda interrumpirlo sin 
afectar su calidad o sin daño para las cosas del consumidor.

Artículo 23 — Deficiencias en la Prestación del Servicio. Salvo previsión expresa y por escrito 
en contrario, si dentro de los treinta (30) días siguientes a la fecha en que concluyó el servicio 
se evidenciaren deficiencias o defectos en el trabajo realizado, el prestador del servicio estará 
obligado a corregir todas las deficiencias o defectos o a reformar o a reemplazar los materiales y 
productos utilizados sin costo adicional de ningún tipo para el consumidor.

Artículo 24 — Garantía. La garantía sobre un contrato de prestación de servicios deberá docu-
mentarse por escrito haciendo constar:
a)	 La correcta individualización del trabajo realizado;
b)	 El tiempo de vigencia de la garantía, la fecha de iniciación de dicho período y las condiciones 

de validez de la misma;
c)	 La correcta individualización de la persona, empresa o entidad que la hará efectiva.

Capítulo VI | Usuarios de servicios públicos domiciliarios
Artículo 25 — Constancia escrita. Información al usuario. Las empresas prestadoras de servi-
cios públicos a domicilio deben entregar al usuario constancia escrita de las condiciones de la 
prestación y de los derechos y obligaciones de ambas partes contratantes. Sin perjuicio de ello, 
deben mantener tal información a disposición de los usuarios en todas las oficinas de atención 
al público.

Las empresas prestadoras de servicios públicos domiciliarios deberán colocar en toda factu-
ración que se extienda al usuario y en las oficinas de atención al público carteles con la leyenda: 
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“Usted tiene derecho a reclamar una indemnización si le facturamos sumas o conceptos indebi-
dos o reclamamos el pago de facturas ya abonadas, Ley N° 24.240”.

Los servicios públicos domiciliarios con legislación específica y cuya actuación sea controla-
da por los organismos que ella contempla serán regidos por esas normas y por la presente ley. En 
caso de duda sobre la normativa aplicable, resultará la más favorable para el consumidor.

Los usuarios de los servicios podrán presentar sus reclamos ante la autoridad instituida por 
legislación específica o ante la autoridad de aplicación de la presente ley.

Artículo sustituido por art. 10 de la Ley N° 26.361, B.O. 
7/4/2008.

Artículo 26 — Reciprocidad en el Trato. Las empresas indicadas en el artículo anterior deben 
otorgar a los usuarios reciprocidad de trato, aplicando para los reintegros o devoluciones los 
mismos criterios que establezcan para los cargos por mora.

Artículo 27 — Registro de reclamos. Atención personalizada. Las empresas prestadoras deben 
habilitar un registro de reclamos donde quedarán asentadas las presentaciones de los usuarios. 
Los mismos podrán efectuarse por nota, teléfono, fax, correo o correo electrónico, o por otro 
medio disponible, debiendo extenderse constancia con la identificación del reclamo. Dichos re-
clamos deben ser satisfechos en plazos perentorios, conforme la reglamentación de la presente 
ley. Las empresas prestadoras de servicios públicos deberán garantizar la atención personalizada 
a los usuarios.

Artículo sustituido por art. 11 de la Ley N° 26.361, B.O. 
7/4/2008.

Artículo 28 — Seguridad de las Instalaciones. Información. Los usuarios de servicios públicos 
que se prestan a domicilio y requieren instalaciones específicas, deben ser convenientemente 
informados sobre las condiciones de seguridad de las instalaciones y de los artefactos.

Artículo 29 — Instrumentos y Unidades de Medición. La autoridad competente queda facultada 
para intervenir en la verificación del buen funcionamiento de los instrumentos de medición de 
energía, combustibles, comunicaciones, agua potable o cualquier otro similar, cuando existan 
dudas sobre las lecturas efectuadas por las empresas prestadoras de los respectivos servicios.

Tanto los instrumentos como las unidades de medición, deberán ser los reconocidos y legal-
mente autorizados. Las empresas prestatarias garantizarán a los usuarios el control individual de 
los consumos. Las facturas deberán ser entregadas al usuario con no menos de diez (10) días de 
anticipación a la fecha de su vencimiento.

Artículo 30 — Interrupción de la Prestación del Servicio. Cuando la prestación del servicio 
público domiciliario se interrumpa o sufra alteraciones, se presume que es por causa imputable 
a la empresa prestadora. Efectuado el reclamo por el usuario, la empresa dispone de un plazo 
máximo de treinta (30) días para demostrar que la interrupción o alteración no le es imputable. En 
caso contrario, la empresa deberá reintegrar el importe total del servicio no prestado dentro del 
plazo establecido precedentemente. Esta disposición no es aplicable cuando el valor del servicio 
no prestado sea deducido de la factura correspondiente. El usuario puede interponer el reclamo 
desde la interrupción o alteración del servicio y hasta los quince (15) días posteriores al venci-
miento de la factura.
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Artículo 30 bis — Las constancias que las empresas prestatarias de servicios públicos, en-
treguen a sus usuarios para el cobro de los servicios prestados, deberán expresar si existen 
períodos u otras deudas pendientes, en su caso fechas, concepto e intereses si correspondiera, 
todo ello escrito en forma clara y con caracteres destacados. En caso que no existan deudas 
pendientes se expresará: “no existen deudas pendientes”.

La falta de esta manifestación hace presumir que el usuario se encuentra al día con sus pagos 
y que no mantiene deudas con la prestataria.

En caso que existan deudas y a los efectos del pago, los conceptos reclamados deben factu-
rarse por documento separado, con el detalle consignado en este artículo.

Los entes residuales de las empresas estatales que prestaban anteriormente el servicio debe-
rán notificar en forma fehaciente a las actuales prestatarias el detalle de las deudas que registren 
los usuarios, dentro de los ciento veinte (120) días contados a partir de la sanción de la presente.

Para el supuesto que algún ente que sea titular del derecho, no comunicare al actual prestata-
rio del servicio, el detalle de la deuda dentro del plazo fijado, quedará condonada la totalidad de 
la deuda que pudiera existir, con anterioridad a la privatización.

Artículo incorporado por el art. 4º de la Ley N° 24.787, 
B.O. 2/4/1997. Párrafos cuarto y quinto de este último 
artículo, observados por el Decreto Nacional N° 
270/97 B.O. 2/4/1997.

Artículo 31 — Cuando una empresa de servicio público domiciliario con variaciones regulares 
estacionales facture en un período consumos que exceden en un setenta y cinco por ciento (75%) 
el promedio de los consumos correspondientes al mismo período de los dos (2) años anteriores 
se presume que existe error en la facturación.

Para el caso de servicios de consumos no estacionales se tomará en cuenta el consumo pro-
medio de los últimos doce (12) meses anteriores a la facturación. En ambos casos, el usuario 
abonará únicamente el valor de dicho consumo promedio.

En los casos en que un prestador de servicios públicos facturase sumas o conceptos indebi-
dos o reclamare el pago de facturas ya abonadas el usuario podrá presentar reclamo, abonando 
únicamente los conceptos no reclamados.

El prestador dispondrá de un plazo de treinta (30) días a partir del reclamo del usuario para 
acreditar en forma fehaciente que el consumo facturado fue efectivamente realizado.

Si el usuario no considerara satisfecho su reclamo o el prestador no le contestara en los plazos 
indicados, podrá requerir la intervención del organismo de control correspondiente dentro de los 
treinta (30) días contados a partir de la respuesta del prestador o de la fecha de vencimiento del 
plazo para contestar, si éste no hubiera respondido.

En los casos en que el reclamo fuera resuelto a favor del usuario y si éste hubiera abonado un 
importe mayor al que finalmente se determine, el prestador deberá reintegrarle la diferencia co-
rrespondiente con más los mismos intereses que el prestador cobra por mora, calculados desde 
la fecha de pago hasta la efectiva devolución, e indemnizará al usuario con un crédito equivalente 
al veinticinco por ciento (25%) del importe cobrado o reclamado indebidamente. La devolución y/o 
indemnización se hará efectiva en la factura inmediata siguiente.

Si el reclamo fuera resuelto a favor del prestador éste tendrá derecho a reclamar el pago de 
la diferencia adeudada con más los intereses que cobra por mora, calculados desde la fecha de 
vencimiento de la factura reclamada hasta la fecha de efectivo pago.

La tasa de interés por mora en facturas de servicios públicos no podrá exceder en más del 
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cincuenta por ciento (50%) la tasa pasiva para depósitos a treinta (30) días del Banco de la Nación 
Argentina, correspondiente al último día del mes anterior a la efectivización del pago.

La relación entre el prestador de servicios públicos y el usuario tendrá como base la integra-
ción normativa dispuesta en los artículos 3º y 25 de la presente ley.

Las facultades conferidas al usuario en este artículo se conceden sin perjuicio de las previsio-
nes del artículo 50 del presente cuerpo legal.

Artículo sustituido por art. 12 de la Ley N° 26.361, B.O. 
7/4/2008.

Capítulo VII | De la venta domiciliaria, 
por correspondencia y otras
Artículo 32 — Venta domiciliaria. Es la oferta o propuesta de venta de un bien o prestación de un 
servicio efectuada al consumidor fuera del establecimiento del proveedor. También se entenderá 
comprendida dentro de la venta domiciliaria o directa aquella contratación que resulte de una 
convocatoria al consumidor o usuario al establecimiento del proveedor o a otro sitio, cuando el 
objetivo de dicha convocatoria sea total o parcialmente distinto al de la contratación, o se trate 
de un premio u obsequio.

El contrato debe ser instrumentado por escrito y con las precisiones establecidas en los artí-
culos 10 y 34 de la presente ley.

Lo dispuesto precedentemente no es aplicable a la compraventa de bienes perecederos reci-
bidos por el consumidor y abonados al contado.

Artículo sustituido por art. 13 de la Ley N° 26.361, B.O. 
7/4/2008.

Artículo 33 — Venta por Correspondencia y Otras. Es aquella en que la propuesta se efectúa 
por medio postal, telecomunicaciones, electrónico o similar y la respuesta a la misma se realiza 
por iguales medios.

No se permitirá la publicación del número postal como domicilio.

Artículo 34 — Revocación de aceptación. En los casos previstos en los artículos 32 y 33 de la 
presente ley, el consumidor tiene derecho a revocar la aceptación durante el plazo de diez (10) 
días corridos contados a partir de la fecha en que se entregue el bien o se celebre el contrato, lo 
último que ocurra, sin responsabilidad alguna. Esta facultad no puede ser dispensada ni renun-
ciada.

El vendedor debe informar por escrito al consumidor de esta facultad de revocación en todo 
documento que con motivo de venta le sea presentado al consumidor.

Tal información debe ser incluida en forma clara y notoria.
El consumidor debe poner el bien a disposición del vendedor y los gastos de devolución son 

por cuenta de este último.
Artículo sustituido por art. 14 de la Ley N° 26.361, B.O. 
7/4/2008.

Artículo 35 — Prohibición. Queda prohibida la realización de propuesta al consumidor, por cual-
quier tipo de medio, sobre una cosa o servicio que no haya sido requerido previamente y que 
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genere un cargo automático en cualquier sistema de débito, que obligue al consumidor a mani-
festarse por la negativa para que dicho cargo no se efectivice.

Si con la oferta se envió una cosa, el receptor no está obligado a conservarla ni a restituirla al 
remitente, aunque la restitución pueda ser realizada libre de gastos.

Capítulo VIII | De las operaciones de venta de crédito
Artículo 36 — Requisitos. En las operaciones financieras para consumo y en las de crédito para 
el consumo deberá consignarse de modo claro al consumidor o usuario, bajo pena de nulidad:
a)	 La descripción del bien o servicio objeto de la compra o contratación, para los casos de ad-

quisición de bienes o servicios;
b)	 El precio al contado, sólo para los casos de operaciones de crédito para adquisición de bienes 

o servicios;
c)	 El importe a desembolsar inicialmente —de existir— y el monto financiado;
d)	 La tasa de interés efectiva anual;
e)	 El total de los intereses a pagar o el costo financiero total;
f)	 El sistema de amortización del capital y cancelación de los intereses;
g)	 La cantidad, periodicidad y monto de los pagos a realizar;
h)	 Los gastos extras, seguros o adicionales, si los hubiere.

Cuando el proveedor omitiera incluir alguno de estos datos en el documento que correspon-
da, el consumidor tendrá derecho a demandar la nulidad del contrato o de una o más cláusulas. 
Cuando el juez declare la nulidad parcial simultáneamente integrará el contrato, si ello fuera 
necesario.

En las operaciones financieras para consumo y en las de crédito para consumo deberá con-
signarse la tasa de interés efectiva anual. Su omisión determinará que la obligación del tomador 
de abonar intereses sea ajustada a la tasa pasiva anual promedio del mercado difundida por el 
Banco Central de la República Argentina vigente a la fecha de celebración del contrato.

La eficacia del contrato en el que se prevea que un tercero otorgue un crédito de financiación 
quedará condicionada a la efectiva obtención del mismo. En caso de no otorgamiento del crédito, 
la operación se resolverá sin costo alguno para el consumidor, debiendo en su caso restituírsele 
las sumas que con carácter de entrega de contado, anticipo y gastos éste hubiere efectuado.

El Banco Central de la República Argentina adoptará las medidas conducentes para que las 
entidades sometidas a su jurisdicción cumplan, en las operaciones a que refiere el presente 
artículo, con lo indicado en la presente ley.

Será competente para entender en el conocimiento de los litigios relativos a contratos regula-
dos por el presente artículo, en los casos en que las acciones sean iniciadas por el consumidor 
o usuario, a elección de éste, el juez del lugar del consumo o uso, el del lugar de celebración del 
contrato, el del domicilio del consumidor o usuario, el del domicilio del demandado, o el de la 
citada en garantía. En los casos en que las acciones sean iniciadas por el proveedor o prestador, 
será competente el tribunal correspondiente al domicilio real del consumidor, siendo nulo cual-
quier pacto en contrario.

Artículo sustituido por art. 58 de la Ley N° 26.993, 
B.O. 19/9/2014.
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Capítulo IX | De los términos abusivos y cláusulas ineficaces
Artículo 37 — Interpretación. Sin perjuicio de la validez del contrato, se tendrán por no conve-
nidas:
a)	 Las cláusulas que desnaturalicen las obligaciones o limiten la responsabilidad por daños;
b)	 Las cláusulas que importen renuncia o restricción de los derechos del consumidor o amplíen 

los derechos de la otra parte;
c)	 Las cláusulas que contengan cualquier precepto que imponga la inversión de la carga de la 

prueba en perjuicio del consumidor.
La interpretación del contrato se hará en el sentido más favorable para el consumidor. Cuando 

existan dudas sobre los alcances de su obligación, se estará a la que sea menos gravosa.
En caso en que el oferente viole el deber de buena fe en la etapa previa a la conclusión del 

contrato o en su celebración o transgreda el deber de información o la legislación de defensa de 
la competencia o de lealtad comercial, el consumidor tendrá derecho a demandar la nulidad del 
contrato o la de una o más cláusulas. Cuando el juez declare la nulidad parcial, simultáneamente 
integrará el contrato, si ello fuera necesario.

Artículo 38 — Contrato de Adhesión. Contratos en Formularios. La autoridad de aplicación 
vigilará que los contratos de adhesión o similares, no contengan cláusulas de las previstas en el 
artículo anterior. La misma atribución se ejercerá respecto de las cláusulas uniformes, generales 
o estandarizadas de los contratos hechos en formularios, reproducidos en serie y en general, 
cuando dichas cláusulas hayan sido redactadas unilateralmente por el proveedor de la cosa o 
servicio, sin que la contraparte tuviere posibilidades de discutir su contenido.

Todas las personas físicas o jurídicas, de naturaleza pública y privada, que presten servicios o 
comercialicen bienes a consumidores o usuarios mediante la celebración de contratos de adhe-
sión, deben publicar en su sitio web un ejemplar del modelo de contrato a suscribir.

Asimismo, deben entregar sin cargo y con antelación a la contratación, en sus locales comer-
ciales, un ejemplar del modelo del contrato a suscribir a todo consumidor o usuario que así lo 
solicite. En dichos locales se exhibirá un cartel en lugar visible con la siguiente leyenda: “Se en-
cuentra a su disposición un ejemplar del modelo de contrato que propone la empresa a suscribir 
al momento de la contratación.

Artículo sustituido por art. 1° de la Ley N° 27.266, B.O. 
17/08/2016.

Artículo 39 — Modificación Contratos Tipo. Cuando los contratos a los que se refiere el artículo 
anterior requieran la aprobación de otra autoridad nacional o provincial, ésta tomará las medidas 
necesarias para la modificación del contrato tipo a pedido de la autoridad de aplicación.

Capítulo X | Responsabilidad por daños
Artículo 40 — Si el daño al consumidor resulta del vicio o riesgo de la cosa o de la prestación 
del servicio, responderán el productor, el fabricante, el importador, el distribuidor, el proveedor, el 
vendedor y quien haya puesto su marca en la cosa o servicio. El transportista responderá por los 
daños ocasionados a la cosa con motivo o en ocasión del servicio.

La responsabilidad es solidaria, sin perjuicio de las acciones de repetición que correspondan. 
Sólo se liberará total o parcialmente quien demuestre que la causa del daño le ha sido ajena.
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Artículo incorporado por el art. 4º de la Ley N° 24.999, 
B.O. 30/7/1998.

Artículo 40 bis — Daño directo. El daño directo es todo perjuicio o menoscabo al derecho del 
usuario o consumidor, susceptible de apreciación pecuniaria, ocasionado de manera inmediata 
sobre sus bienes o sobre su persona, como consecuencia de la acción u omisión del proveedor 
de bienes o del prestador de servicios.

Los organismos de aplicación, mediante actos administrativos, fijarán las indemnizaciones 
para reparar los daños materiales sufridos por el consumidor en los bienes objeto de la relación 
de consumo.

Esta facultad sólo puede ser ejercida por organismos de la administración que reúnan los 
siguientes requisitos:
a)	 La norma de creación les haya concedido facultades para resolver conflictos entre particula-

res y la razonabilidad del objetivo económico tenido en cuenta para otorgarles esa facultad es 
manifiesta;

b)	 Estén dotados de especialización técnica, independencia e imparcialidad indubitadas;
c)	 Sus decisiones estén sujetas a control judicial amplio y suficiente.

Este artículo no se aplica a las consecuencias de la violación de los derechos personalísimos 
del consumidor, su integridad personal, su salud psicofísica, sus afecciones espirituales legíti-
mas, las que resultan de la interferencia en su proyecto de vida ni, en general, a las consecuencias 
no patrimoniales.

Artículo sustituido por punto 3.3 del Anexo II de la Ley 
N° 26.994, B.O. 8/10/2014. Vigencia: 1° de agosto 
de 2015, texto según art. 1° de la Ley N° 27.077, B.O. 
19/12/2014.

Título II | Autoridad de aplicación procedimiento y sanciones

Capítulo XI | Autoridad de aplicación
Artículo 41 — Aplicación nacional y local. La Secretaría de Comercio Interior dependiente del 
Ministerio de Economía y Producción, será la autoridad nacional de aplicación de esta ley. La Ciu-
dad Autónoma de Buenos Aires y las provincias actuarán como autoridades locales de aplicación 
ejerciendo el control, vigilancia y juzgamiento en el cumplimiento de esta ley y de sus normas re-
glamentarias respecto de las presuntas infracciones cometidas en sus respectivas jurisdicciones.

Artículo sustituido por art. 17 de la Ley N° 26.361, B.O. 
7/4/2008.

Artículo 42 — Facultades concurrentes. La autoridad nacional de aplicación, sin perjuicio de las 
facultades que son competencia de las autoridades locales de aplicación referidas en el artículo 
41 de esta ley, podrá actuar concurrentemente en el control y vigilancia en el cumplimiento de la 
presente ley.

Artículo sustituido por art. 18 de la Ley N° 26.361, B.O. 
7/4/2008.
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Artículo 43 — Facultades y Atribuciones. La Secretaría de Comercio Interior dependiente del 
Ministerio de Economía y Producción, sin perjuicio de las funciones específicas, en su carácter de 
autoridad de aplicación de la presente ley tendrá las siguientes facultades y atribuciones:
a)	 Proponer el dictado de la reglamentación de esta ley y elaborar políticas tendientes a la defen-

sa del consumidor o usuario a favor de un consumo sustentable con protección del medio am-
biente e intervenir en su instrumentación mediante el dictado de las resoluciones pertinentes.

b)	 Mantener un registro nacional de asociaciones de consumidores y usuarios.
c)	 Recibir y dar curso a las inquietudes y denuncias de los consumidores o usuarios.
d)	 Disponer la realización de inspecciones y pericias vinculadas con la aplicación de esta ley.
e)	 Solicitar informes y opiniones a entidades públicas y privadas con relación a la materia de esta ley.
f)	 Disponer de oficio o a requerimiento de parte la celebración de audiencias con la participación 

de denunciantes damnificados, presuntos infractores, testigos y peritos.
La autoridad de aplicación nacional podrá delegar, de acuerdo con la reglamentación que se 

dicte en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y en las provincias las facultades mencionadas en 
los incisos c), d) y f) de este artículo.

Artículo sustituido por art. 19 de la Ley N° 26.361, B.O. 
7/4/2008.

Artículo 44 — Auxilio de la Fuerza Pública. Para el ejercicio de las atribuciones a que se refieren 
los incisos d) y f) del artículo 43 de la presente ley, la autoridad de aplicación podrá solicitar el 
auxilio de la fuerza pública.

Capítulo XII | Procedimiento y sanciones
Artículo 45 — Actuaciones Administrativas. La autoridad nacional de aplicación iniciará ac-
tuaciones administrativas en caso de presuntas infracciones a las disposiciones de esta ley, sus 
normas reglamentarias y resoluciones que en consecuencia se dicten, de oficio, por denuncia de 
quien invocare un interés particular o actuare en defensa del interés general de los consumidores, 
o por comunicación de autoridad administrativa o judicial.

Se procederá a labrar actuaciones en las que se dejará constancia del hecho denunciado o 
verificado y de la disposición presuntamente infringida.

En el expediente se agregará la documentación acompañada y se citará al presunto infractor 
para que, dentro del plazo de cinco (5) días hábiles, presente por escrito su descargo y ofrezca 
las pruebas que hacen a su derecho.

Si las actuaciones se iniciaran mediante un acta de inspección, en que fuere necesaria una 
comprobación técnica posterior a los efectos de la determinación de la presunta infracción y que 
resultare positiva, se procederá a notificar al presunto responsable la infracción verificada, inti-
mándolo para que en el plazo de cinco (5) días hábiles presente por escrito su descargo.

En su primera presentación, el presunto infractor deberá constituir domicilio y acreditar perso-
nería. Cuando no se acredite personería se intimará para que en el término de cinco (5) días hábiles 
subsane la omisión bajo apercibimiento de tenerlo por no presentado.

Las constancias del expediente labrado conforme a lo previsto en este artículo, así como las 
comprobaciones técnicas que se dispusieren, constituirán prueba suficiente de los hechos así 
comprobados, salvo en los casos en que resulten desvirtuados por otras pruebas.

Las pruebas se admitirán solamente en caso de existir hechos controvertidos, siempre que no 
resulten manifiestamente inconducentes o meramente dilatorias. Contra la resolución que denie-
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gue medidas de prueba sólo se podrá interponer el recurso de reconsideración previsto en el Regla-
mento de Procedimientos Administrativos, decreto 1759/72 t.o. 1991. La prueba deberá producirse 
en el término de diez (10) días hábiles, prorrogables cuando haya causas justificadas, teniéndose 
por desistida aquella no producida dentro de dicho plazo por causa imputable al infractor.

En cualquier momento durante la tramitación de las actuaciones, la autoridad de aplicación 
podrá ordenar como medida preventiva el cese de la conducta que se reputa en violación de esta 
ley y sus reglamentaciones.

Concluidas las diligencias instructorias, se dictará la resolución definitiva dentro del término 
de veinte (20) días hábiles.

Sin perjuicio de lo dispuesto en este artículo, la autoridad de aplicación contará con amplias 
facultades para disponer medidas técnicas, admitir pruebas o dictar medidas de no innovar.

Los actos administrativos que dispongan sanciones, únicamente serán impugnables mediante 
recurso directo ante la Cámara Nacional de Apelaciones en las Relaciones de Consumo, o ante las 
Cámaras de Apelaciones con asiento en las provincias, según corresponda.

El recurso deberá interponerse y fundarse ante la misma autoridad que impuso la sanción, 
dentro de los diez (10) días hábiles de notificada la resolución; la autoridad de aplicación deberá 
elevar el recurso con su contestación a la Cámara en un plazo de diez (10) días, acompañado 
del expediente en el que se hubiera dictado el acto administrativo recurrido. En todos los casos, 
para interponer el recurso directo contra una resolución administrativa que imponga sanción de 
multa, deberá depositarse el monto de ésta a la orden de la autoridad que la dispuso, y presentar 
el comprobante del depósito con el escrito del recurso, sin cuyo requisito será desestimado, salvo 
que el cumplimiento de la misma pudiese ocasionar un perjuicio irreparable al recurrente.

Para resolver cuestiones no previstas expresamente en la presente ley y sus reglamentacio-
nes, en el ámbito nacional, se aplicarán analógicamente las disposiciones de la Ley Nacional de 
Procedimientos Administrativos 19.549 y su reglamentación, y en lo que ésta no contemple, las 
disposiciones del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.

La Ciudad Autónoma de Buenos Aires y las provincias dictarán las normas referidas a su 
actuación como autoridades locales de aplicación, estableciendo en sus respectivos ámbitos un 
procedimiento compatible con sus ordenamientos locales bajo los principios aquí establecidos.

Artículo sustituido por art. 60 de la Ley N° 26.993,
B.O. 19/9/2014.

Artículo 46 — Incumplimiento de Acuerdos Conciliatorios. El incumplimiento de los acuerdos 
conciliatorios se considerará violación a esta ley. En tal caso, el infractor será pasible de las san-
ciones establecidas en la presente, sin perjuicio del cumplimiento imperativo de las obligaciones 
que las partes hubieran acordado.	

Artículo 47 — Sanciones. Verificada la existencia de la infracción, quienes la hayan cometido 
serán pasibles de las siguientes sanciones, las que se podrán aplicar independiente o conjunta-
mente, según resulte de las circunstancias del caso:
a)	 Apercibimiento.
b)	 Multa de pesos cien ($ 100) a pesos cinco millones ($ 5.000.000).
c)	 Decomiso de las mercaderías y productos objeto de la infracción.
d)	 Clausura del establecimiento o suspensión del servicio afectado por un plazo de hasta treinta 

(30) días.
e)	 Suspensión de hasta cinco (5) años en los registros de proveedores que posibilitan contratar 

con el Estado.
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f)	 La pérdida de concesiones, privilegios, regímenes impositivos o crediticios especiales de que 
gozare.
En todos los casos, el infractor publicará o la autoridad de aplicación podrá publicar a costa 

del infractor, conforme el criterio por ésta indicado, la resolución condenatoria o una síntesis de 
los hechos que la originaron, el tipo de infracción cometida y la sanción aplicada, en un diario de 
gran circulación en el lugar donde aquélla se cometió y que la autoridad de aplicación indique. En 
caso que el infractor desarrolle la actividad por la que fue sancionado en más de una jurisdicción, 
la autoridad de aplicación podrá ordenar que la publicación se realice en un diario de gran circula-
ción en el país y en uno de cada jurisdicción donde aquél actuare. Cuando la pena aplicada fuere 
de apercibimiento, la autoridad de aplicación podrá dispensar su publicación.

El cincuenta por ciento (50%) del monto percibido en concepto de multas y otras penalidades 
impuestas por la autoridad de aplicación conforme el presente artículo será asignado a un fondo 
especial destinado a cumplir con los fines del Capítulo xvi —Educación al consumidor— de la 
presente ley y demás actividades que se realicen para la ejecución de políticas de consumo, 
conforme lo previsto en el artículo 43, inciso a) de la misma. El fondo será administrado por la 
autoridad nacional de aplicación.

Artículo sustituido por art. 21 de la Ley N° 26.361, B.O. 
7/4/2008.

Artículo 48 — Denuncias Maliciosas. Quienes presentaren denuncias maliciosas o sin justa 
causa ante la autoridad de aplicación, serán sancionados según lo previsto en los incisos a) y b) 
del artículo anterior, sin perjuicio de las que pudieren corresponder por aplicación de las normas 
civiles y penales.

Artículo 49 — Aplicación y graduación de las sanciones. En la aplicación y graduación de las 
sanciones previstas en el artículo 47 de la presente ley se tendrá en cuenta el perjuicio resultante 
de la infracción para el consumidor o usuario, la posición en el mercado del infractor, la cuantía 
del beneficio obtenido, el grado de intencionalidad, la gravedad de los riesgos o de los perjuicios 
sociales derivados de la infracción y su generalización, la reincidencia y las demás circunstancias 
relevantes del hecho.	

Se considerará reincidente a quien, habiendo sido sancionado por una infracción a esta ley, 
incurra en otra dentro del término de cinco (5) años.

Artículo sustituido por art. 22 de la Ley N° 26.361, B.O. 
7/4/2008.

Artículo 50 — Prescripción. Las sanciones emergentes de la presente ley prescriben en el térmi-
no de TRES (3) años. La prescripción se interrumpe por la comisión de nuevas infracciones o por 
el inicio de las actuaciones administrativas.

Artículo sustituido por punto 3.4 del Anexo II de la Ley 
N° 26.994, B.O. 8/10/2014. Vigencia: 1° de agosto 
de 2015, texto según art. 1° de la Ley N° 27.077, B.O. 
19/12/2014.

Artículo 51 — Comisión de un Delito. Si del sumario surgiese la eventual comisión de un delito, 
se remitirán las actuaciones al juez competente.
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Capítulo XIII | De las acciones
Artículo 52 — Acciones Judiciales. Sin perjuicio de lo dispuesto en esta ley, el consumidor y usua-
rio podrán iniciar acciones judiciales cuando sus intereses resulten afectados o amenazados.

La acción corresponderá al consumidor o usuario por su propio derecho, a las asociaciones de 
consumidores o usuarios autorizadas en los términos del artículo 56 de esta ley, a la autoridad de 
aplicación nacional o local, al Defensor del Pueblo y al Ministerio Público Fiscal. Dicho Ministerio, 
cuando no intervenga en el proceso como parte, actuará obligatoriamente como fiscal de la ley.

En las causas judiciales que tramiten en defensa de intereses de incidencia colectiva, las aso-
ciaciones de consumidores y usuarios que lo requieran estarán habilitadas como litisconsortes 
de cualquiera de los demás legitimados por el presente artículo, previa evaluación del juez com-
petente sobre la legitimación de éstas.

Resolverá si es procedente o no, teniendo en cuenta si existe su respectiva acreditación para 
tal fin de acuerdo a la normativa vigente.

En caso de desistimiento o abandono de la acción de las referidas asociaciones legitimadas la 
titularidad activa será asumida por el Ministerio Público Fiscal.

Artículo sustituido por art. 24 de la Ley N° 26.361, B.O. 
7/4/2008.

Artículo 52 bis — Daño Punitivo. Al proveedor que no cumpla sus obligaciones legales o con-
tractuales con el consumidor, a instancia del damnificado, el juez podrá aplicar una multa civil a 
favor del consumidor, la que se graduará en función de la gravedad del hecho y demás circuns-
tancias del caso, independientemente de otras indemnizaciones que correspondan. Cuando más 
de un proveedor sea responsable del incumplimiento responderán todos solidariamente ante el 
consumidor, sin perjuicio de las acciones de regreso que les correspondan. La multa civil que se 
imponga no podrá superar el máximo de la sanción de multa prevista en el artículo 47, inciso b) 
de esta ley.

Artículo incorporado por art. 25 de la Ley N° 26.361, 
B.O. 7/4/2008.

Artículo 53 — Normas del proceso. En las causas iniciadas por ejercicio de los derechos es-
tablecidos en esta ley regirán las normas del proceso de conocimiento más abreviado que rijan 
en la jurisdicción del tribunal ordinario competente, a menos que a pedido de parte el Juez por 
resolución fundada y basado en la complejidad de la pretensión, considere necesario un trámite 
de conocimiento más adecuado.

Quienes ejerzan las acciones previstas en esta ley representando un derecho o interés indi-
vidual, podrán acreditar mandato mediante simple acta poder en los términos que establezca la 
reglamentación.

Los proveedores deberán aportar al proceso todos los elementos de prueba que obren en su 
poder, conforme a las características del bien o servicio, prestando la colaboración necesaria 
para el esclarecimiento de la cuestión debatida en el juicio.

Las actuaciones judiciales que se inicien de conformidad con la presente ley en razón de un 
derecho o interés individual gozarán del beneficio de justicia gratuita. La parte demandada podrá 
acreditar la solvencia del consumidor mediante incidente, en cuyo caso cesará el beneficio.

Artículo sustituido por art. 26 de la Ley N° 26.361, B.O. 
7/4/2008.
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Artículo 54 — Acciones de incidencia colectiva. Para arribar a un acuerdo conciliatorio o transac-
ción, deberá correrse vista previa al Ministerio Público Fiscal, salvo que éste sea el propio actor de 
la acción de incidencia colectiva, con el objeto de que se expida respecto de la adecuada conside-
ración de los intereses de los consumidores o usuarios afectados. La homologación requerirá de 
auto fundado. El acuerdo deberá dejar a salvo la posibilidad de que los consumidores o usuarios 
individuales que así lo deseen puedan apartarse de la solución general adoptada para el caso.

La sentencia que haga lugar a la pretensión hará cosa juzgada para el demandado y para todos 
los consumidores o usuarios que se encuentren en similares condiciones, excepto de aquellos 
que manifiesten su voluntad en contrario previo a la sentencia en los términos y condiciones que 
el magistrado disponga.

Si la cuestión tuviese contenido patrimonial establecerá las pautas para la reparación econó-
mica o el procedimiento para su determinación sobre la base del principio de reparación integral. 
Si se trata de la restitución de sumas de dinero se hará por los mismos medios que fueron percibi-
das; de no ser ello posible, mediante sistemas que permitan que los afectados puedan acceder a 
la reparación y, si no pudieran ser individualizados, el juez fijará la manera en que el resarcimiento 
sea instrumentado, en la forma que más beneficie al grupo afectado. Si se trata de daños diferen-
ciados para cada consumidor o usuario, de ser factible se establecerán grupos o clases de cada 
uno de ellos y, por vía incidental, podrán éstos estimar y demandar la indemnización particular 
que les corresponda.

Artículo incorporado por art. 27 de la Ley N° 26.361, 
B.O. 7/4/2008.

Artículo 54 bis — Las sentencias definitivas y firmes deberán ser publicadas de acuerdo a lo 
previsto en la Ley 26.856.

La autoridad de aplicación que corresponda adoptará las medidas concernientes a su competen-
cia y establecerá un registro de antecedentes en materia de relaciones de consumo.

Artículo incorporado por art. 61 de la Ley N° 26.993, 
B.O. 19/9/2014.

Capítulo XIV | De las asociaciones de consumidores
Artículo 55 — Legitimación. Las asociaciones de consumidores y usuarios constituidas como per-
sonas jurídicas reconocidas por la autoridad de aplicación, están legitimadas para accionar cuando 
resulten objetivamente afectados o amenazados intereses de los consumidores o usuarios, sin per-
juicio de la intervención de éstos prevista en el segundo párrafo del artículo 58 de esta ley.

Las acciones judiciales iniciadas en defensa de intereses de incidencia colectiva cuentan con 
el beneficio de justicia gratuita.

Artículo sustituido por art. 28 de la Ley N° 26.361, B.O. 
7/4/2008.

Artículo 56 — Autorización para Funcionar. Las organizaciones que tengan como finalidad la 
defensa, información y educación del consumidor, deberán requerir autorización a la autoridad de 
aplicación para funcionar como tales. Se entenderá que cumplen con dicho objetivo, cuando sus 
fines sean los siguientes:
a)	 Velar por el fiel cumplimiento de las leyes, decretos y resoluciones de carácter nacional, pro-

vincial o municipal, que hayan sido dictadas para proteger al consumidor;
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b)	 Proponer a los organismos competentes el dictado de normas jurídicas o medidas de carácter 
administrativo o legal, destinadas a proteger o a educar a los consumidores;

c)	 Colaborar con los organismos oficiales o privados, técnicos o consultivos para el perfecciona-
miento de la legislación del consumidor o materia inherente a ellos;

d)	 Recibir reclamaciones de consumidores y promover soluciones amigables entre ellos y los 
responsables del reclamo;

e)	 Defender y representar los intereses de los consumidores, ante la justicia, autoridad de aplica-
ción y/u otros organismos oficiales o privados;

f)	 Asesorar a los consumidores sobre el consumo de bienes y/o uso de servicios, precios, condi-
ciones de compra, calidad y otras materias de interés;

g)	 Organizar, realizar y divulgar estudios de mercado, de control de calidad, estadísticas de pre-
cios y suministrar toda otra información de interés para los consumidores. En los estudios 
sobre controles de calidad, previo a su divulgación, se requerirá la certificación de los mismos 
por los organismos de contralor correspondientes, quienes se expedirán en los plazos que 
establezca la reglamentación;

h)	 Promover la educación del consumidor;
i)	 Realizar cualquier otra actividad tendiente a la defensa o protección de los intereses del con-

sumidor.
La parte del inciso g) que dice: En los estudios 
sobre controles de calidad, previo a su divulgación, 
se requerirá la certificación de los mismos por 
los organismos de contralor correspondientes, 
quienes se expedirán en los plazos que establezca 
la reglamentación fue observada por el Art. 10 del 
Decreto Nacional N° 2089/93 B.O. 15/10/1993.

Artículo 57 — Requisitos para Obtener el Reconocimiento. Para ser reconocidas como organi-
zaciones de consumidores, las asociaciones civiles deberán acreditar, además de los requisitos 
generales, las siguientes condiciones especiales:
a)	 No podrán participar en actividades políticas partidarias;
b)	 Deberán ser independientes de toda forma de actividad profesional, comercial y productiva;
c)	 No podrán recibir donaciones, aportes o contribuciones de empresas comerciales, industria-

les o proveedoras de servicios, privadas o estatales, nacionales o extranjeras;
d)	 Sus publicaciones no podrán contener avisos publicitarios.

Artículo 58 — Promoción de Reclamos. Las asociaciones de consumidores podrán sustanciar 
los reclamos de los consumidores de bienes y servicios ante los fabricantes, productores, comer-
ciantes, intermediarios o prestadores de servicios que correspondan, que se deriven del incum-
plimiento de la presente ley.

Para promover el reclamo, el consumidor deberá suscribir la petición ante la asociación co-
rrespondiente, adjuntando la documentación e información que obre en su poder, a fin de que la 
entidad promueva todas las acciones necesarias para acercar a las partes.

Formalizado el reclamo, la entidad invitará a las partes a las reuniones que considere opor-
tunas, con el objetivo de intentar una solución al conflicto planteado a través de un acuerdo 
satisfactorio.

En esta instancia, la función de las asociaciones de consumidores es estrictamente conciliato-
ria y extrajudicial, su función se limita a facilitar el acercamiento entre las partes.
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Capítulo XV | Arbitraje
Artículo 59 — Tribunales Arbitrales. La autoridad de aplicación propiciará la organización de 
tribunales arbitrales que actuarán como amigables componedores o árbitros de derecho común, 
según el caso, para resolver las controversias que se susciten con motivo de lo previsto en esta 
ley. Podrá invitar para que integren estos tribunales arbitrales, en las condiciones que establezca 
la reglamentación, a las personas que teniendo en cuenta las competencias propongan las aso-
ciaciones de consumidores o usuarios y las cámaras empresarias.

Dichos tribunales arbitrales tendrán asiento en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y en to-
das las ciudades capitales de provincia. Regirá el procedimiento del lugar en que actúa el tribunal 
arbitral.

Artículo sustituido por art. 29 de la Ley N° 26.361, B.O. 
7/4/2008.

Título III | Disposiciones finales

Capítulo XVI | Educación al consumidor
Artículo 60 — Planes educativos. Incumbe al Estado nacional, a la Ciudad Autónoma de Bue-
nos Aires, a las provincias y a los Municipios, la formulación de planes generales de educación 
para el consumo y su difusión pública, arbitrando las medidas necesarias para incluir dentro de 
los planes oficiales de educación inicial, primaria, media, terciaria y universitaria los preceptos y 
alcances de esta ley, así como también fomentar la creación y el funcionamiento de las asocia-
ciones de consumidores y usuarios y la participación de la comunidad en ellas, garantizando la 
implementación de programas destinados a aquellos consumidores y usuarios que se encuen-
tren en situación desventajosa, tanto en zonas rurales como urbanas.

Artículo sustituido por art. 30 de la Ley N° 26.361, B.O. 
7/4/2008.

Artículo 61 — Formación del Consumidor. La formación del consumidor debe facilitar la com-
prensión y utilización de la información sobre temas inherentes al consumidor, orientarlo a preve-
nir los riesgos que puedan derivarse del consumo de productos o de la utilización de los servicios. 
Para ayudarlo a evaluar alternativas y emplear los recursos en forma eficiente deberán incluir en 
su formación, entre otros, los siguientes contenidos:
a)	 Sanidad, nutrición, prevención de las enfermedades transmitidas por los alimentos y adultera-

ción de los alimentos.
b)	 Los peligros y el rotulado de los productos.
c)	 Legislación pertinente, forma de obtener compensación y los organismos de protección al 

consumidor.
d)	 Información sobre pesas y medidas, precios, calidad y disponibilidad de los artículos de prime-

ra necesidad.
e)	 Protección del medio ambiente y utilización eficiente de materiales.

Artículo sustituido por art. 31 de la Ley N° 26.361, B.O. 
7/4/2008.
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Artículo 62 — Contribuciones Estatales. El Estado nacional podrá disponer el otorgamiento de 
contribuciones financieras con cargo al presupuesto nacional a las asociaciones de consumido-
res para cumplimentar con los objetivos mencionados en los artículos anteriores.

En todos los casos estas asociaciones deberán acreditar el reconocimiento conforme a los 
artículos 56 y 57 de la presente ley. La autoridad de aplicación seleccionará a las asociaciones 
en función de criterios de representatividad, autofinanciamiento, actividad y planes futuros de 
acción a cumplimentar por éstas.

Capítulo XVII | Disposiciones finales
Artículo 63 — Para el supuesto de contrato de transporte aéreo, se aplicarán las normas del 
Código Aeronáutico, los tratados internacionales y, supletoriamente, la presente ley.

Artículo derogado por art. 32 de la Ley N° 26.361, B.O. 
7/4/2008, este último artículo fue observado por art. 
1° Decreto N° 565/2008, B.O. 7/4/2008.

Artículo 64 — Modifícase el artículo 13 de la Ley 22.802, que quedará redactado de la siguiente 
forma:

Los gobiernos provinciales y la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires actuarán como 
autoridades locales de aplicación ejerciendo el control y vigilancia sobre el cumplimiento de la 
presente ley y sus normas reglamentarias, con respecto a los hechos cometidos en su jurisdic-
ción y que afecten exclusivamente al comercio local, juzgando las presuntas infracciones.

A ese fin determinarán los organismos que cumplirán tales funciones, pudiendo los gobiernos 
provinciales delegar sus atribuciones en los gobiernos municipales, excepto la de juzgamiento 
que sólo será delegable en el caso de exhibición de precios previsto en el inciso i) del artículo 12.

“La Ley N° 22.802 fue derogada por el art. 72 del 
Decreto N° 274/2019”

Artículo 65 — La presente ley es de orden público, rige en todo el territorio nacional y entrará en 
vigencia a partir de la fecha de su publicación en el Boletín Oficial. El Poder Ejecutivo debe regla-
mentar la presente ley dentro de los ciento veinte (120) días a partir de su publicación.

Artículo 66 — El Poder Ejecutivo nacional, a través de la autoridad de aplicación, dispondrá la 
edición de un texto ordenado de la Ley N° 24.240 de Defensa del Consumidor con sus modifica-
ciones.

Artículo incorporado por art. 33 de la Ley N° 26.361, 
B.O. 7/4/2008.

Artículo 67 — Comuníquese al Poder Ejecutivo.
Debido a la incorporación dispuesta por art. 33 de la 
Ley N° 26.361, B.O. 7/4/2008. ha quedado duplicado el 
número del presente artículo.
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Decreto 1798/1994
Artículo 1 — Apruébase la Reglamentación de la Ley de Defensa del Consumidor, N° 24.240, que, 
como Anexo i, forma parte del presente Decreto.

Artículo 2 — El presente Decreto entrará en vigencia a partir de la fecha de su publicación en el 
Boletín Oficial.

Artículo 3 — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archí-
vese.

Anexo I | Reglamentación de la Ley de 
Defensa del Consumidor N° 24.240
Artículo 1 —
a)	 Serán considerados asimismo consumidores o usuarios quienes, en función de una eventual 

contratación a título oneroso, reciban a título gratuito cosas o servicios (por ejemplo: mues-
tras gratis).

b)	 En caso de venta de viviendas prefabricadas, de los elementos para construirlas o de inmue-
bles nuevos destinados a vivienda, se facilitarán al comprador una documentación completa 
suscripta por el vendedor en la que se defina en planta a escala la distribución de los distintos 
ambientes de la vivienda y de todas las instalaciones, y sus detalles, y las características de 
los materiales empleados.

c)	 Se entiende por nuevo el inmueble a construirse, en construcción o que nunca haya sido ocu-
pado.

Artículo 2 — Se entiende que los bienes o servicios son integrados en procesos de producción, 
transformación, comercialización o prestación a terceros cuando se relacionan con dichos pro-
cesos, sea de manera genérica o específica.

Artículo 3 — Sin reglamentar.

Artículo 4 — Los proveedores de cosas o servicios que, posteriormente a la introducción de los 
mismos en el mercado de consumo, tengan conocimiento de su peligrosidad, deberán comunicar 
inmediatamente tal circunstancia a las autoridades competentes y a los consumidores mediante 
anuncios publicitarios suficientes.

Artículo 5 — Rige lo dispuesto en el Artículo 4 del presente Anexo.

Artículo 6 — Rige lo dispuesto en el Artículo 4 del presente Anexo.

Artículo 7 —
a)	 En la oferta de bienes o servicios realizada en el lugar donde los mismos se comercializan 

se podrán omitir las fechas de comienzo y finalización, en cuyo caso obliga a quien la emite 
durante el tiempo en que se realice. La oferta realizada fuera del lugar de comercialización 
deberá contener siempre el plazo de su vigencia.
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Cuando el proveedor limite cuantitativamente su oferta de productos y servicios, deberá 
informar la cantidad con que cuenta para cubrirla.

Cuando por cualquier causa en una oferta se hubieren incluido precisiones contradictorias, 
se estará siempre a la más favorable al consumidor o usuario.

b)	 Si el proveedor de cosas o servicios no cumple la oferta o el contrato el consumidor podrá, en 
su caso, alternativamente y a su elección:
i)	 Exigir el cumplimiento forzado de la obligación, siempre que el incumplimiento no obedez-

ca acaso fortuito o fuerza mayor no imputable al proveedor;
ii)	 Aceptar otro producto o prestación de servicio equivalente;
iii)	Rescindir el contrato con derecho a la restitución de lo pagado y al resarcimiento por daños 

y perjuicios.
En los casos de servicios contemplados en el Artículo 23 de la Ley N° 24.240, y previo al ejer-

cicio de estas opciones, deberá estarse a lo establecido en dicho artículo.

Artículo 8 — Rige lo dispuesto en el Artículo 7 del presente Anexo.

Artículo 9 — Sin reglamentar.

Artículo 10 —
a)	 Cuando se emita “ticket” por estar autorizado por las normas impositivas, el documento que 

se extienda por la venta de cosas muebles podrá contener una descripción sólo genérica de la 
cosa o la referencia del rubro al que pertenece, pero siempre de manera tal que sea fácilmente 
individualizable por el consumidor. Podrá omitirse la inclusión de los plazos y condiciones de 
entrega cuando la misma se realice en el momento de la operación. Asimismo, podrá omitirse 
la inclusión de las condiciones de pago cuando el mismo sea de contado.

b)	 Cuando se trate de cosas o servicios con garantía, en el documento de venta deberá hacerse 
referencia expresa a la misma, debiendo constar sus alcances y características en el certifi-
cado respectivo que deberá entregarse al consumidor. Cuando la venta pueda documentarse 
mediante “ticket”, será suficiente la entrega del certificado de garantía. Cuando la cosa o ser-
vicio no tengan garantía, deberá constar de manera clara y expresa tal circunstancia en el do-
cumento de venta. Cuando se omitiere la mención a que se refiere este Artículo, se entenderá 
que la cosa no tiene garantía. La omisión será pasible de las sanciones del Artículo 47 de la 
Ley N° 24.240.

c)	 El incumplimiento del plazo y las condiciones de entrega, será pasible de las sanciones del Ar-
tículo 47 de la misma. El infractor podrá eximirse de la aplicación de sanciones cuando medie 
acuerdo conciliatorio entre las partes.

Artículo 11 — Si la cosa debiera trasladarse a fábrica o taller para efectivizar la garantía, el con-
sumidor deberá notificar al responsable de la misma para que en el plazo de cuarenta y ocho (48) 
horas de recibida la comunicación realice el transporte.

Cuando no se realice dentro de ese lapso, el consumidor podrá disponer el traslado sin comu-
nicación previa al responsable de la garantía, pero en tales casos éste no quedará obligado sino 
hasta los importes de flete y seguro corrientes en plaza. El traslado deberá hacerse al centro de 
reparación más próximo al lugar donde la cosa se encuentre, si no indicare otro el responsable 
de la garantía.



Decreto 1798/1994

326 | Marco Legal del Sistema Financiero 2021

Artículo 12 — Los proveedores de cosas muebles no consumibles deben asegurar un servicio 
técnico adecuado y el suministro de partes y repuestos durante el tiempo que indiquen las regla-
mentaciones que dicte la Autoridad de Aplicación.

Deberá asegurarse el suministro de partes y repuestos nuevos durante la vigencia de la garantía. 
La utilización de piezas usadas será permitida sólo en aquellos casos en que no existan en el mercado 
nacional piezas nuevas o cuando medie autorización expresa del consumidor.

Artículo 13 — Observado por el Decreto N° 2089/93.

Artículo 14 —
a)	 En el certificado de garantía deberá identificarse al vendedor, fabricante, importador o distribui-

dor responsable de la misma.
Cuando el vendedor no notificara al fabricante o importador la entrada en vigencia de la 

garantía de una cosa, la misma comenzará a regir desde la fecha del documento de venta.
b)	 Durante la vigencia de la garantía, serán a cargo del responsable de la misma todos los gastos 

necesarios para la reparación de la cosa.

Artículo 15 — Se entiende que se trata de la garantía otorgada por el responsable de la misma.

Artículo 16 —
a)	 Rige lo dispuesto en el Artículo 15 del presente Anexo.
b)	 Se entiende que el consumidor está privado del uso de la cosa desde que la misma fue entre-

gada al responsable de la garantía a efectos de su reparación, y hasta que éste la entregue a 
aquél.

Artículo 17 — Se entenderá por “condiciones óptimas” aquellas necesarias para un uso normal, 
mediando un trato adecuado y siguiendo las normas de uso y mantenimiento impartidas por el 
fabricante.

La sustitución de la cosa por otra de “idénticas características” deberá realizarse considerando 
el período de uso y el estado general de la que se reemplaza, como así también la cantidad y calidad 
de las reparaciones amparadas por la garantía que debieron efectuársele.

Igual criterio se seguirá para evaluar el precio actual en plaza de la cosa, cuando el consumidor 
optare por el derecho que le otorga el inciso b) del Artículo 17 de la Ley.

Con carácter previo a la sustitución de la cosa, si ésta estuviera compuesta por conjuntos, sub-
conjuntos y/o diversas piezas, el responsable de la garantía podrá reemplazar los que fueran defec-
tuosos. La sustitución de partes de la cosa podrá ser viable siempre que no se alteren las cualidades 
generales de la misma y ésta vuelva a ser idónea para el uso al cual está destinada.

Artículo 18 — Sin reglamentar.

Artículo 19 — Rige lo dispuesto en el Artículo 7 del presente Anexo.

Artículo 20 — Se entenderá por materiales adecuados aquellos nuevos adaptados a la cosa de que 
se trate. El pacto que indique de manera expresa que los materiales o productos a emplear, aun los 
adecuados, no son nuevos, deberá estar escrito en forma destacada y notoria.

Artículo 21 — Sin reglamentar.
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Artículo 22 — El consumidor podrá eximir al prestador del servicio de la obligación de comunicar-
le previamente la realización de tareas o utilización de materiales no incluidos en el presupuesto. 
En este caso, el consumidor manifestará su voluntad en forma expresa y, salvo imposibilidad, 
escribiendo de su puño y letra la cláusula respectiva.

Artículo 23 — Se considera que el plazo comienza a correr desde que concluyó la prestación del 
servicio. Cuando por las características del caso no fuere posible comprobar la eficacia del servi-
cio inmediatamente de finalizado, el mismo comenzará a correr desde que se den las condiciones 
en que aquélla pueda constatarse.

Artículo 24 — Sin reglamentar.

Artículo 25 — Las empresas prestadoras de los servicios públicos domiciliarios deberán entre-
gar a requerimiento de los usuarios factura detallada del servicio prestado.

Artículo 26 — Sin reglamentar.

Artículo 27 — Las empresas prestadoras de servicios públicos domiciliarios deberán contestar 
los reclamos en un plazo de diez (10) días corridos.

Artículo 28 — Sin reglamentar.

Artículo 29 — Sin reglamentar.

Artículo 30 — Las empresas prestadoras de servicios públicos domiciliarios deberán entregar a 
los usuarios constancia de los reclamos efectuados por los mismos.

Artículo 31 — Sin reglamentar.

Artículo 32 —
a)	 Se entenderá que están comprendidas dentro de la venta domiciliaria o directa, sin perjuicio 

de otros, los sistemas en que la oferta al consumidor se efectúe en el domicilio particular del 
oferente o en el del consumidor, en su lugar de trabajo o en el domicilio de un tercero.

También se entenderá comprendida dentro de la venta domiciliaria o directa, aquella con-
tratación que resulte de una convocatoria al consumidor al establecimiento del proveedor o 
a otro sitio, cuando el objeto de dicha convocatoria sea total o parcialmente distinto al de la 
contratación.

Segundo párrafo incorporado por art. 1 del Decreto N° 
561/99 B.O. 28/05/1999.

b)	 Rige lo dispuesto en el Artículo 10 inciso c) del presente Anexo.

Artículo 33 — Rige lo dispuesto en el Artículo 10 inciso c) del presente Anexo.

Artículo 34 — Para ejercer el derecho de revocación el consumidor deberá poner la cosa a dis-
posición del vendedor sin haberla usado y manteniéndola en el mismo estado en que la recibió, 
debiendo restituir el proveedor al consumidor todos los importes recibidos.

Artículo 35 — Sin reglamentar.
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Artículo 36 — Sin reglamentar.

Artículo 37 — 
Artículo derogado por art. 3° inc. d) de la Ley N° 
26.994, B.O. 8/10/2014 Suplemento. Vigencia: 1° 
de agosto de 2015, texto según art. 1° de la Ley N° 
27.077, B.O. 19/12/2014.

Artículo 38 — La Autoridad de Aplicación notificará al proveedor que haya incluido cláusulas de 
las previstas en el Artículo 37 que las mismas se tienen por no convenidas y lo emplazará a no-
tificar tal circunstancia al consumidor de manera fehaciente y en el término que dicha autoridad 
le fije. En caso de incumplimiento será pasible de las sanciones previstas por el Artículo 47 de la 
Ley N° 24.240.

Artículo 39 — Sin reglamentar.

Artículo 40 — Observado por el Decreto N° 2089/93.

Artículo 41 — Sin reglamentar.

Artículo 42 — Sin reglamentar.

Artículo 43 — Sin reglamentar.

Artículo 44 — Sin reglamentar.

Artículo 45 —
a)	 El acuerdo conciliatorio homologado por la Autoridad de Aplicación suspenderá el procedi-

miento administrativo. Si las partes no conciliaren, la Autoridad de Aplicación continuará el 
trámite y dictará la resolución definitiva.

b)	 Las disposiciones del Código Procesal Penal de la Nación y sus leyes modificatorias en el 
orden nacional se aplicarán supletoriamente para resolver cuestiones no previstas expresa-
mente en tanto no fueran incompatibles con la Ley de Defensa del Consumidor N° 24.240 y 
con este Reglamento.

Artículo 46 — Sin reglamentar.

Artículo 47 — Sin reglamentar.

Artículo 48 — Para calificar de maliciosa o sin justa causa una denuncia, la misma debe haber 
sido previamente sustanciada.

Artículo 49 — Se crea el Registro Nacional de Infractores a la Ley N° 24.240, que funcionará de 
acuerdo con las reglamentaciones que dicte la Autoridad de Aplicación.

Artículo 50 — Sin reglamentar.

Artículo 51 — Sin reglamentar.
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Artículo 52 — Se requerirá a las asociaciones de consumidores legalmente constituidas carta 
poder para reclamar y accionar judicialmente, exceptuándolas de tal requisito en aquellos casos 
en que actuaren en defensa de un interés general de los consumidores.

Artículo 53 — El mandato se acreditará por medio del instrumento público correspondiente o 
con carta poder, con firma del otorgante certificada por autoridad policial o judicial o por escri-
bano público. Podrá también otorgarse mandato mediante simple acta poder certificada por la 
Autoridad de Aplicación. La misma deberá establecer la identidad y domicilio del mandante y la 
designación, identidad, domicilio y firma del mandatario.

Artículo 54 — Observado por el Decreto N° 2089/93.

Artículo 55 — Se crea el Registro Nacional de Asociaciones de Consumidores las que, para fun-
cionar, deberán estar inscriptas en el mismo.

Artículo 56 — Rige lo dispuesto en el Artículo 55 del presente Anexo.

Artículo 57 —
a)	 Se entenderá por publicaciones los folletos, diarios, revistas, programas de radio y televisión, 

boletines informativos, etc.
b)	 Las asociaciones de consumidores reconocidas como tales que no cumplan las condiciones 

mencionadas en los Artículos 56 y 57 de la Ley N° 24.240 serán dadas de baja del Registro 
Nacional de Asociaciones de Consumidores y la Autoridad de Aplicación podrá suspenderles 
las contribuciones estatales otorgadas. Además, la autoridad de aplicación pertinente podrá 
disponer la pérdida de la personería jurídica conferida.

Artículos 58 al 66 — Sin reglamentar.
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Ley 25.326
Protección de los Datos Personales

Disposiciones que modifican o reglamentan la presente ley:

Ley N° 25.326, sancionada el 04/10/2000 (B.O. 02/11/2000)
Decreto N° 995/00 del 30/10/2000 (B.O. 02/11/2000)
Decreto N° 1558/01 del 29/11/2001 (B.O. 03/12/2001)
Ley N° 26.343, sancionada el 12/12/2007 (B.O. 09/01/2008)
Decreto N° 1160/10 del 11/08/2010 (B.O. 13/08/2010)
Decreto N° 899/17 del 03/11/2017 (B.O. 06/11/2017)

Capítulo I | Disposiciones generales 
Artículo 1 — Objeto. La presente ley tiene por objeto la protección integral de los datos perso-
nales asentados en archivos, registros, bancos de datos, u otros medios técnicos de tratamiento 
de datos, sean éstos públicos, o privados destinados a dar informes, para garantizar el derecho 
al honor y a la intimidad de las personas, así como también el acceso a la información que sobre 
las mismas se registre, de conformidad a lo establecido en el artículo 43, párrafo tercero de la 
Constitución Nacional. 

Las disposiciones de la presente ley también serán aplicables, en cuanto resulte pertinente, a 
los datos relativos a personas de existencia ideal.

En ningún caso se podrán afectar la base de datos ni las fuentes de información periodísticas.

Artículo 2 — Definiciones. A los fines de la presente ley se entiende por:
—	 Datos personales: Información de cualquier tipo referida a personas físicas o de existencia 

ideal determinadas o determinables.
—	 Datos sensibles: Datos personales que revelan origen racial y étnico, opiniones políticas, con-

vicciones religiosas, filosóficas o morales, afiliación sindical e información referente a la salud 
o a la vida sexual.

—	 Archivo, registro, base o banco de datos: Indistintamente, designan al conjunto organizado de 
datos personales que sean objeto de tratamiento o procesamiento, electrónico o no, cualquie-
ra que fuere la modalidad de su formación, almacenamiento, organización o acceso.

—	 Tratamiento de datos: Operaciones y procedimientos sistemáticos, electrónicos o no, que 
permitan la recolección, conservación, ordenación, almacenamiento, modificación, relaciona-
miento, evaluación, bloqueo, destrucción, y en general el procesamiento de datos personales, 
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así como también su cesión a terceros a través de comunicaciones, consultas, interconexio-
nes o transferencias.

—	 Responsable de archivo, registro, base o banco de datos: Persona física o de existencia ideal 
pública o privada, que es titular de un archivo, registro, base o banco de datos.

—	 Datos informatizados: Los datos personales sometidos al tratamiento o procesamiento elec-
trónico o automatizado.

—	 Titular de los datos: Toda persona física o persona de existencia ideal con domicilio legal o 
delegaciones o sucursales en el país, cuyos datos sean objeto del tratamiento al que se refiere 
la presente ley.

—	 Usuario de datos: Toda persona, pública o privada que realice a su arbitrio el tratamiento de 
datos, ya sea en archivos, registros o bancos de datos propios o a través de conexión con los 
mismos.

—	 Disociación de datos: Todo tratamiento de datos personales de manera que la información 
obtenida no pueda asociarse a persona determinada o determinable.

Capítulo II | Principios generales relativos 
a la protección de datos
Artículo 3 — Archivos de datos. Licitud. La formación de archivos de datos será lícita cuando 
se encuentren debidamente inscriptos, observando en su operación los principios que establece 
la presente ley y las reglamentaciones que se dicten en su consecuencia.

Los archivos de datos no pueden tener finalidades contrarias a las leyes o a la moral pública.

Artículo 4 — Calidad de los datos. 
1.	 Los datos personales que se recojan a los efectos de su tratamiento deben ser ciertos, ade-

cuados, pertinentes y no excesivos en relación al ámbito y finalidad para los que se hubieren 
obtenido. 

2.	 La recolección de datos no puede hacerse por medios desleales, fraudulentos o en forma 
contraria a las disposiciones de la presente ley.

3.	 Los datos objeto de tratamiento no pueden ser utilizados para finalidades distintas o incompa-
tibles con aquellas que motivaron su obtención.

4.	 Los datos deben ser exactos y actualizarse en el caso de que ello fuere necesario.
5.	 Los datos total o parcialmente inexactos, o que sean incompletos, deben ser suprimidos y 

sustituidos, o en su caso completados, por el responsable del archivo o base de datos cuando 
se tenga conocimiento de la inexactitud o carácter incompleto de la información de que se 
trate, sin perjuicio de los derechos del titular establecidos en el artículo 16 de la presente ley.

6.	 Los datos deben ser almacenados de modo que permitan el ejercicio del derecho de acceso 
de su titular.

7.	 Los datos deben ser destruidos cuando hayan dejado de ser necesarios o pertinentes a los 
fines para los cuales hubiesen sido recolectados.

Artículo 5 — Consentimiento. 
1.	 El tratamiento de datos personales es ilícito cuando el titular no hubiere prestado su consen-

timiento libre, expreso e informado, el que deberá constar por escrito, o por otro medio que 
permita se le equipare, de acuerdo a las circunstancias.
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El referido consentimiento prestado con otras declaraciones, deberá figurar en forma ex-
presa y destacada, previa notificación al requerido de datos, de la información descrita en el 
artículo 6 de la presente ley.

2.	 No será necesario el consentimiento cuando: 
a)	 Los datos se obtengan de fuentes de acceso público irrestricto;
b)	 Se recaben para el ejercicio de funciones propias de los poderes del Estado o en virtud de 

una obligación legal;
c)	 Se trate de listados cuyos datos se limiten a nombre, documento nacional de identidad, iden-

tificación tributaria o previsional, ocupación, fecha de nacimiento y domicilio;
d)	 Deriven de una relación contractual, científica o profesional del titular de los datos, y resul-

ten necesarios para su desarrollo o cumplimiento;
e)	 Se trate de las operaciones que realicen las entidades financieras y de las informaciones 

que reciban de sus clientes conforme las disposiciones del artículo 39 de la Ley 21.526.

Artículo 6 — Información. Cuando se recaben datos personales se deberá informar previamente 
a sus titulares en forma expresa y clara:
a)	 La finalidad para la que serán tratados y quiénes pueden ser sus destinatarios o clase de destinatarios;
b)	 La existencia del archivo, registro, banco de datos, electrónico o de cualquier otro tipo, de que 

se trate y la identidad y domicilio de su responsable;
c)	 El carácter obligatorio o facultativo de las respuestas al cuestionario que se le proponga, en 

especial en cuanto a los datos referidos en el artículo siguiente;
d)	 Las consecuencias de proporcionar los datos, de la negativa a hacerlo o de la inexactitud de 

los mismos;
e)	 La posibilidad del interesado de ejercer los derechos de acceso, rectificación y supresión de los datos.

Artículo 7 — Categoría de datos.
1.	 Ninguna persona puede ser obligada a proporcionar datos sensibles.
2.	 Los datos sensibles sólo pueden ser recolectados y objeto de tratamiento cuando medien 

razones de interés general autorizadas por ley. También podrán ser tratados con finalidades 
estadísticas o científicas cuando no puedan ser identificados sus titulares.

3.	 Queda prohibida la formación de archivos, bancos o registros que almacenen información 
que directa o indirectamente revele datos sensibles. Sin perjuicio de ello, la Iglesia Católica, 
las asociaciones religiosas y las organizaciones políticas y sindicales podrán llevar un regis-
tro de sus miembros.

4.	 Los datos relativos a antecedentes penales o contravencionales sólo pueden ser objeto de 
tratamiento por parte de las autoridades públicas competentes, en el marco de las leyes y 
reglamentaciones respectivas.

Artículo 8 — Datos relativos a la salud. Los establecimientos sanitarios públicos o privados y 
los profesionales vinculados a las ciencias de la salud pueden recolectar y tratar los datos perso-
nales relativos a la salud física o mental de los pacientes que acudan a los mismos o que estén o 
hubieren estado bajo tratamiento de aquéllos, respetando los principios del secreto profesional. 

Artículo 9 — Seguridad de los datos.
1.	 El responsable o usuario del archivo de datos debe adoptar las medidas técnicas y organizativas 

que resulten necesarias para garantizar la seguridad y confidencialidad de los datos personales, 
de modo de evitar su adulteración, pérdida, consulta o tratamiento no autorizado, y que permitan 
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detectar desviaciones, intencionales o no, de información, ya sea que los riesgos provengan de 
la acción humana o del medio técnico utilizado.

2.	 Queda prohibido registrar datos personales en archivos, registros o bancos que no reúnan 
condiciones técnicas de integridad y seguridad.

Artículo 10 — Deber de confidencialidad.
1.	 El responsable y las personas que intervengan en cualquier fase del tratamiento de datos 

personales están obligados al secreto profesional respecto de los mismos. Tal obligación sub-
sistirá aun después de finalizada su relación con el titular del archivo de datos.

2.	 El obligado podrá ser relevado del deber de secreto por resolución judicial y cuando medien 
razones fundadas relativas a la seguridad pública, la defensa nacional o la salud pública.

Artículo 11 — Cesión.
1.	 Los datos personales objeto de tratamiento sólo pueden ser cedidos para el cumplimiento de 

los fines directamente relacionados con el interés legítimo del cedente y del cesionario y con 
el previo consentimiento del titular de los datos, al que se le debe informar sobre la finalidad 
de la cesión e identificar al cesionario o los elementos que permitan hacerlo.

2.	 El consentimiento para la cesión es revocable.
3.	 El consentimiento no es exigido cuando:

a)	 Así lo disponga una ley;
b)	 En los supuestos previstos en el artículo 5 inciso 2;
c)	 Se realice entre dependencias de los órganos del Estado en forma directa, en la medida del 

cumplimiento de sus respectivas competencias;
d)	 Se trate de datos personales relativos a la salud, y sea necesario por razones de salud públi-

ca, de emergencia o para la realización de estudios epidemiológicos, en tanto se preserve la 
identidad de los titulares de los datos mediante mecanismos de disociación adecuados;

e)	 Se hubiera aplicado un procedimiento de disociación de la información, de modo que los 
titulares de los datos sean inidentificables.

4.	 El cesionario quedará sujeto a las mismas obligaciones legales y reglamentarias del cedente y 
éste responderá solidaria y conjuntamente por la observancia de las mismas ante el organis-
mo de control y el titular de los datos de que se trate.

Artículo 12 — Transferencia internacional.
1.	 Es prohibida la transferencia de datos personales de cualquier tipo con países u organismos 

internacionales o supranacionales, que no proporcionen niveles de protección adecuados.
2.	 La prohibición no regirá en los siguientes supuestos:

a)	 Colaboración judicial internacional;
b)	 Intercambio de datos de carácter médico, cuando así lo exija el tratamiento del afectado, 

o una investigación epidemiológica, en tanto se realice en los términos del inciso e) del 
artículo anterior; 

c)	 Transferencias bancarias o bursátiles, en lo relativo a las transacciones respectivas y con-
forme la legislación que les resulte aplicable;

d)	 Cuando la transferencia se hubiera acordado en el marco de tratados internacionales en los 
cuales la República Argentina sea parte;

e)	 Cuando la transferencia tenga por objeto la cooperación internacional entre organismos de 
inteligencia para la lucha contra el crimen organizado, el terrorismo y el narcotráfico.
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Capítulo III | Derechos de los titulares de datos
Artículo 13 — Derecho de Información. Toda persona puede solicitar información al organismo 
de control relativa a la existencia de archivos, registros, bases o bancos de datos personales, sus 
finalidades y la identidad de sus responsables.

El registro que se lleve al efecto será de consulta pública y gratuita.

Artículo 14 — Derecho de acceso.
1.	 El titular de los datos, previa acreditación de su identidad, tiene derecho a solicitar y obtener 

información de sus datos personales incluidos en los bancos de datos públicos, o privados 
destinados a proveer informes.

2.	 El responsable o usuario debe proporcionar la información solicitada dentro de los diez días 
corridos de haber sido intimado fehacientemente. 

Vencido el plazo sin que se satisfaga el pedido, o si evacuado el informe, éste se estimara 
insuficiente, quedará expedita la acción de protección de los datos personales o de hábeas 
data prevista en esta ley.

3.	 El derecho de acceso a que se refiere este artículo sólo puede ser ejercido en forma gratuita a 
intervalos no inferiores a seis meses, salvo que se acredite un interés legítimo al efecto.

4.	 El ejercicio del derecho al cual se refiere este artículo en el caso de datos de personas falleci-
das les corresponderá a sus sucesores universales. 

Artículo 15 — Contenido de la información. 
1.	 La información debe ser suministrada en forma clara, exenta de codificaciones y en su caso 

acompañada de una explicación, en lenguaje accesible al conocimiento medio de la población, 
de los términos que se utilicen.

2.	 La información debe ser amplia y versar sobre la totalidad del registro perteneciente al titular, 
aun cuando el requerimiento sólo comprenda un aspecto de los datos personales. En ningún 
caso el informe podrá revelar datos pertenecientes a terceros, aun cuando se vinculen con el 
interesado. 

3.	 La información, a opción del titular, podrá suministrarse por escrito, por medios electrónicos, 
telefónicos, de imagen, u otro idóneo a tal fin.

Artículo 16 — Derecho de rectificación, actualización o supresión.
1.	 Toda persona tiene derecho a que sean rectificados, actualizados y, cuando corresponda, su-

primidos o sometidos a confidencialidad los datos personales de los que sea titular, que estén 
incluidos en un banco de datos.

2.	 El responsable o usuarios del banco de datos, debe proceder a la rectificación, supresión o 
actualización de los datos personales del afectado, realizando las operaciones necesarias a 
tal fin en el plazo máximo de cinco días hábiles de recibido el reclamo del titular de los datos 
o advertido el error o falsedad.

3.	 El incumplimiento de esta obligación dentro del término acordado en el inciso precedente, 
habilitará al interesado a promover sin más la acción de protección de los datos personales o 
de hábeas data prevista en la presente ley.

4.	 En el supuesto de cesión, o transferencia de datos, el responsable o usuario del banco de 
datos debe notificar la rectificación o supresión al cesionario dentro del quinto día hábil de 
efectuado el tratamiento del dato.
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5.	 La supresión no procede cuando pudiese causar perjuicios a derechos o intereses legítimos 
de terceros, o cuando existiera una obligación legal de conservar los datos.

6.	 Durante el proceso de verificación y rectificación del error o falsedad de la información que se 
trate, el responsable o usuario del banco de datos deberá o bien bloquear el archivo, o consig-
nar al proveer información relativa al mismo la circunstancia de que se encuentra sometida a 
revisión.

7.	 Los datos personales deben ser conservados durante los plazos previstos en las disposicio-
nes aplicables o en su caso, en las contractuales entre el responsable o usuario del banco de 
datos y el titular de los datos.

Artículo 17 — Excepciones.
1.	 Los responsables o usuarios de bancos de datos públicos pueden, mediante decisión fundada, 

denegar el acceso, rectificación o la supresión en función de la protección de la defensa de la 
Nación, del orden y la seguridad públicos, o de la protección de los derechos e intereses de 
terceros.

2.	 La información sobre datos personales también puede ser denegada por los responsables o 
usuarios de bancos de datos públicos, cuando de tal modo se pudieran obstaculizar actuacio-
nes judiciales o administrativas en curso vinculadas a la investigación sobre el cumplimiento 
de obligaciones tributarias o previsionales, el desarrollo de funciones de control de la salud y 
del medio ambiente, la investigación de delitos penales y la verificación de infracciones admi-
nistrativas. La resolución que así lo disponga debe ser fundada y notificada al afectado.

3.	 Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, se deberá brindar acceso a los regis-
tros en cuestión en la oportunidad en que el afectado tenga que ejercer su derecho de defensa.

Artículo 18 — Comisiones legislativas. Las Comisiones de Defensa Nacional y la Comisión 
Bicameral de Fiscalización de los Órganos y Actividades de Seguridad Interior e Inteligencia del 
Congreso de la Nación y la Comisión de Seguridad Interior de la Cámara de Diputados de la 
Nación, o las que las sustituyan, tendrán acceso a los archivos o bancos de datos referidos en 
el artículo 23 inciso 2 por razones fundadas y en aquellos aspectos que constituyan materia de 
competencia de tales Comisiones.

Artículo 19 — Gratuidad. La rectificación, actualización o supresión de datos personales inexac-
tos o incompletos que obren en registros públicos o privados se efectuará sin cargo alguno para 
el interesado.

Artículo 20 — Impugnación de valoraciones personales. 
1.	 Las decisiones judiciales o los actos administrativos que impliquen apreciación o valoración 

de conductas humanas, no podrán tener como único fundamento el resultado del tratamiento 
informatizado de datos personales que suministren una definición del perfil o personalidad del 
interesado. 

2.	 Los actos que resulten contrarios a la disposición precedente serán insanablemente nulos. 

Capítulo IV | Usuarios y responsables de 
archivos, registros y bancos de datos
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Artículo 21 — Registro de archivos de datos. Inscripción.
1.	 Todo archivo, registro, base o banco de datos público, y privado destinado a proporcionar 

informes debe inscribirse en el Registro que al efecto habilite el organismo de control.
2.	 El registro de archivos de datos debe comprender como mínimo la siguiente información: 

a)	 Nombre y domicilio del responsable;
b)	 Características y finalidad del archivo;
c)	 Naturaleza de los datos personales contenidos en cada archivo;
d)	 Forma de recolección y actualización de datos;
e)	 Destino de los datos y personas físicas o de existencia ideal a las que pueden ser transmi-

tidos;
f)	 Modo de interrelacionar la información registrada;
g)	 Medios utilizados para garantizar la seguridad de los datos, debiendo detallar la categoría 

de personas con acceso al tratamiento de la información;
h)	 Tiempo de conservación de los datos;
i)	 Forma y condiciones en que las personas pueden acceder a los datos referidos a ellas y los 

procedimientos a realizar para la rectificación o actualización de los datos.
3.	 Ningún usuario de datos podrá poseer datos personales de naturaleza distinta a los declara-

dos en el registro.
El incumplimiento de estos requisitos dará lugar a las sanciones administrativas previstas en 

el capítulo vi de la presente ley.

Artículo 22 — Archivos, registros o bancos de datos públicos. 
1.	 Las normas sobre creación, modificación o supresión de archivos, registros o bancos de datos 

pertenecientes a organismos públicos deben hacerse por medio de disposición general publi-
cada en el Boletín Oficial de la Nación o diario oficial.

2.	 Las disposiciones respectivas, deben indicar:
a)	 Características y finalidad del archivo;
b)	 Personas respecto de las cuales se pretenda obtener datos y el carácter facultativo u obli-

gatorio de su suministro por parte de aquéllas;
c)	 Procedimiento de obtención y actualización de los datos;
d)	 Estructura básica del archivo, informatizado o no, y la descripción de la naturaleza de los 

datos personales que contendrán;
e)	 Las cesiones, transferencias o interconexiones previstas;
f)	 Órganos responsables del archivo, precisando dependencia jerárquica en su caso;
g)	 Las oficinas ante las que se pudiesen efectuar las reclamaciones en ejercicio de los dere-

chos de acceso, rectificación o supresión.
3.	 En las disposiciones que se dicten para la supresión de los registros informatizados se esta-

blecerá el destino de los mismos o las medidas que se adopten para su destrucción.

Artículo 23 — Supuestos especiales.
1.	 Quedarán sujetos al régimen de la presente ley, los datos personales que, por haberse alma-

cenado para fines administrativos, deban ser objeto de registro permanente en los bancos de 
datos de las fuerzas armadas, fuerzas de seguridad, organismos policiales o de inteligencia; 
y aquellos sobre antecedentes personales que proporcionen dichos bancos de datos a las 
autoridades administrativas o judiciales que los requieran en virtud de disposiciones legales.

2.	 El tratamiento de datos personales con fines de defensa nacional o seguridad pública por par-
te de las fuerzas armadas, fuerzas de seguridad, organismos policiales o de inteligencia, sin 
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consentimiento de los afectados, queda limitado a aquellos supuestos y categoría de datos 
que resulten necesarios para el estricto cumplimiento de las misiones legalmente asignadas a 
aquéllos para la defensa nacional, la seguridad pública o para la represión de los delitos. Los 
archivos, en tales casos, deberán ser específicos y establecidos al efecto, debiendo clasificar-
se por categorías, en función de su grado de fiabilidad.

3.	 Los datos personales registrados con fines policiales se cancelarán cuando no sean necesa-
rios para las averiguaciones que motivaron su almacenamiento. 

Artículo 24 — Archivos, registros o bancos de datos privados. Los particulares que formen 
archivos, registros o bancos de datos que no sean para un uso exclusivamente personal deberán 
registrarse conforme lo previsto en el artículo 21.

Artículo 25 — Prestación de servicios informatizados de datos personales.
1.	 Cuando por cuenta de terceros se presten servicios de tratamiento de datos personales, éstos 

no podrán aplicarse o utilizarse con un fin distinto al que figure en el contrato de servicios, ni 
cederlos a otras personas, ni aun para su conservación.

2.	 Una vez cumplida la prestación contractual los datos personales tratados deberán ser destrui-
dos, salvo que medie autorización expresa de aquel por cuenta de quien se prestan tales servi-
cios cuando razonablemente se presuma la posibilidad de ulteriores encargos, en cuyo caso se 
podrá almacenar con las debidas condiciones de seguridad por un período de hasta dos años.

Artículo 26 — Prestación de servicios de información crediticia.
1.	 En la prestación de servicios de información crediticia sólo pueden tratarse datos personales 

de carácter patrimonial relativos a la solvencia económica y al crédito, obtenidos de fuentes 
accesibles al público o procedentes de informaciones facilitadas por el interesado o con su 
consentimiento.

2.	 Pueden tratarse igualmente datos personales relativos al cumplimiento o incumplimiento de 
obligaciones de contenido patrimonial, facilitados por el acreedor o por quien actúe por su 
cuenta o interés.

3.	 A solicitud del titular de los datos, el responsable o usuario del banco de datos, le comunicará 
las informaciones, evaluaciones y apreciaciones que sobre el mismo hayan sido comunicadas 
durante los últimos seis meses y el nombre y domicilio del cesionario en el supuesto de tratar-
se de datos obtenidos por cesión.

4.	 Sólo se podrán archivar, registrar o ceder los datos personales que sean significativos para 
evaluar la solvencia económico-financiera de los afectados durante los últimos cinco años. 
Dicho plazo se reducirá a dos años cuando el deudor cancele o de otro modo extinga la obli-
gación, debiéndose hacer constar dicho hecho.

5.	 La prestación de servicios de información crediticia no requerirá el previo consentimiento del 
titular de los datos a los efectos de su cesión, ni la ulterior comunicación de ésta, cuando 
estén relacionados con el giro de las actividades comerciales o crediticias de los cesionarios.

Artículo 27 — Archivos, registros o bancos de datos con fines de publicidad.
1.	 En la recopilación de domicilios, reparto de documentos, publicidad o venta directa y otras 

actividades análogas, se podrán tratar datos que sean aptos para establecer perfiles determi-
nados con fines promocionales, comerciales o publicitarios; o permitan establecer hábitos de 
consumo, cuando éstos figuren en documentos accesibles al público o hayan sido facilitados 
por los propios titulares u obtenidos con su consentimiento.
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2.	 En los supuestos contemplados en el presente artículo, el titular de los datos podrá ejercer el 
derecho de acceso sin cargo alguno.

3.	 El titular podrá en cualquier momento solicitar el retiro o bloqueo de su nombre de los bancos 
de datos a los que se refiere el presente artículo.

Artículo 28 — Archivos, registros o bancos de datos relativos a encuestas.
1.	 Las normas de la presente ley no se aplicarán a las encuestas de opinión, mediciones y esta-

dísticas relevadas conforme a Ley 17.622, trabajos de prospección de mercados, investiga-
ciones científicas o médicas y actividades análogas, en la medida que los datos recogidos no 
puedan atribuirse a una persona determinada o determinable.

2.	 Si en el proceso de recolección de datos no resultara posible mantener el anonimato, se debe-
rá utilizar una técnica de disociación, de modo que no permita identificar a persona alguna. 

Capítulo V | Control
Artículo 29 — Órgano de Control.
1.	 El órgano de control deberá realizar todas las acciones necesarias para el cumplimiento de 

los objetivos y demás disposiciones de la presente ley. A tales efectos tendrá las siguientes 
funciones y atribuciones:
a)	 Asistir y asesorar a las personas que lo requieran acerca de los alcances de la presente y 

de los medios legales de que disponen para la defensa de los derechos que ésta garantiza;
b)	 Dictar las normas y reglamentaciones que se deben observar en el desarrollo de las activi-

dades comprendidas por esta ley;
c)	 Realizar un censo de archivos, registros o bancos de datos alcanzados por la ley y mante-

ner el registro permanente de los mismos;
d)	 Controlar la observancia de las normas sobre integridad y seguridad de datos por parte de 

los archivos, registros o bancos de datos. A tal efecto podrá solicitar autorización judicial 
para acceder a locales, equipos, o programas de tratamiento de datos a fin de verificar 
infracciones al cumplimiento de la presente ley;

e)	 Solicitar información a las entidades públicas y privadas, las que deberán proporcionar 
los antecedentes, documentos, programas u otros elementos relativos al tratamiento de 
los datos personales que se le requieran. En estos casos, la autoridad deberá garantizar la 
seguridad y confidencialidad de la información y elementos suministrados;

f)	 Imponer las sanciones administrativas que en su caso correspondan por violación a las 
normas de la presente ley y de las reglamentaciones que se dicten en su consecuencia;

g)	 Constituirse en querellante en las acciones penales que se promovieran por violaciones a 
la presente ley;

h)	 Controlar el cumplimiento de los requisitos y garantías que deben reunir los archivos o ban-
cos de datos privados destinados a suministrar informes, para obtener la correspondiente 
inscripción en el Registro creado por esta ley.

2.	
Punto vetado por art. 1 del Decreto N° 995/2000, B.O. 
02/11/2000.

3.	
Punto vetado por art. 1 del Decreto N° 995/2000, B.O. 
02/11/2000.
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El Director tendrá dedicación exclusiva en su función, encontrándose alcanzado por las in-
compatibilidades fijadas por ley para los funcionarios públicos y podrá ser removido por el Poder 
Ejecutivo por mal desempeño de sus funciones.

Artículo 30 — Códigos de conducta.
1.	 Las asociaciones o entidades representativas de responsables o usuarios de bancos de datos 

de titularidad privada podrán elaborar códigos de conducta de práctica profesional, que esta-
blezcan normas para el tratamiento de datos personales que tiendan a asegurar y mejorar las 
condiciones de operación de los sistemas de información en función de los principios estable-
cidos en la presente ley.

2.	 Dichos códigos deberán ser inscriptos en el registro que al efecto lleve el organismo de con-
trol, quien podrá denegar la inscripción cuando considere que no se ajustan a las disposicio-
nes legales y reglamentarias sobre la materia.

Capítulo VI | Sanciones
Artículo 31 — Sanciones administrativas.
1.	 Sin perjuicio de las responsabilidades administrativas que correspondan en los casos de res-

ponsables o usuarios de bancos de datos públicos; de la responsabilidad por daños y perjui-
cios derivados de la inobservancia de la presente ley, y de las sanciones penales que corres-
pondan, el organismo de control podrá aplicar las sanciones de apercibimiento, suspensión, 
multa de mil pesos ($ 1.000) a cien mil pesos ($ 100.000), clausura o cancelación del archivo, 
registro o banco de datos.

2.	 La reglamentación determinará las condiciones y procedimientos para la aplicación de las 
sanciones previstas, las que deberán graduarse en relación a la gravedad y extensión de la 
violación y de los perjuicios derivados de la infracción, garantizando el principio del debido 
proceso.

Artículo 32 — Sanciones penales.
1.	 Incorpórase como artículo 117 bis del Código Penal, el siguiente:

1.	 Será reprimido con la pena de prisión de un mes a dos años el que insertará o hiciera inser-
tar a sabiendas datos falsos en un archivo de datos personales.

2.	 La pena será de seis meses a tres años, al que proporcionará a un tercero a sabiendas 
información falsa contenida en un archivo de datos personales.

3.	 La escala penal se aumentará en la mitad del mínimo y del máximo, cuando del hecho se 
derive perjuicio a alguna persona.

4.	 Cuando el autor o responsable del ilícito sea funcionario público en ejercicio de sus funcio-
nes, se le aplicará la accesoria de inhabilitación para el desempeño de cargos públicos por 
el doble del tiempo que el de la condena.”

2.	 Incorpórase como artículo 157 bis del Código Penal el siguiente:
“Será reprimido con la pena de prisión de un mes a dos años el que:

1.	 A sabiendas e ilegítimamente, o violando sistemas de confidencialidad y seguridad de da-
tos, accediere, de cualquier forma, a un banco de datos personales;

2.	 Revelare a otra información registrada en un banco de datos personales cuyo secreto estu-
viere obligado a preservar por disposición de una ley. 
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Cuando el autor sea funcionario público sufrirá, además, pena de inhabilitación especial de 
uno a cuatro años.”

Capítulo VII | Acción de protección de los datos personales
Artículo 33 — Procedencia.
1.	 La acción de protección de los datos personales o de hábeas data procederá:

a)	 Para tomar conocimiento de los datos personales almacenados en archivos, registros o 
bancos de datos públicos o privados destinados a proporcionar informes, y de la finalidad 
de aquéllos;

b)	 En los casos en que se presuma la falsedad, inexactitud, desactualización de la informa-
ción de que se trata, o el tratamiento de datos cuyo registro se encuentra prohibido en la 
presente ley, para exigir su rectificación, supresión, confidencialidad o actualización.

Artículo 34 — Legitimación activa. La acción de protección de los datos personales o de hábeas 
data podrá ser ejercida por el afectado, sus tutores o curadores y los sucesores de las personas físi-
cas, sean en línea directa o colateral hasta el segundo grado, por sí o por intermedio de apoderado.

Cuando la acción sea ejercida por personas de existencia ideal, deberá ser interpuesta por sus 
representantes legales, o apoderados que éstas designen al efecto.

En el proceso podrá intervenir en forma coadyuvante el Defensor del Pueblo.

Artículo 35 — Legitimación pasiva. La acción procederá respecto de los responsables y usua-
rios de bancos de datos públicos, y de los privados destinados a proveer informes.

Artículo 36 — Competencia. Será competente para entender en esta acción el juez del domicilio 
del actor; el del domicilio del demandado; el del lugar en el que el hecho o acto se exteriorice o 
pudiera tener efecto, a elección del actor.

Procederá la competencia federal:
a)	 cuando se interponga en contra de archivos de datos públicos de organismos nacionales, y
b)	 cuando los archivos de datos se encuentren interconectados en redes interjurisdicciones, 

nacionales o internacionales.

Artículo 37 — Procedimiento aplicable. La acción de hábeas data tramitará según las disposi-
ciones de la presente ley y por el procedimiento que corresponde a la acción de amparo común y 
supletoriamente por las normas del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en lo atinente 
al juicio sumarísimo.

Artículo 38 — Requisitos de la demanda.
1.	 La demanda deberá interponerse por escrito, individualizando con la mayor precisión posible 

el nombre y domicilio del archivo, registro o banco de datos y, en su caso, el nombre del res-
ponsable o usuario del mismo.

En el caso de los archivos, registros o bancos públicos, se procurará establecer el organis-
mo estatal del cual dependen.

2.	 El accionante deberá alegar las razones por las cuales entiende que en el archivo, registro o 
banco de datos individualizado obra información referida a su persona; los motivos por los 
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cuales considera que la información que le atañe resulta discriminatoria, falsa o inexacta y 
justificar que se han cumplido los recaudos que hacen al ejercicio de los derechos que le 
reconoce la presente ley.

3.	 El afectado podrá solicitar que mientras dure el procedimiento, el registro o banco de datos 
asiente que la información cuestionada está sometida a un proceso judicial.

4.	 El Juez podrá disponer el bloqueo provisional del archivo en lo referente al dato personal 
motivo del juicio cuando sea manifiesto el carácter discriminatorio, falso o inexacto de la 
información de que se trate.

5.	 A los efectos de requerir información al archivo, registro o banco de datos involucrado, el crite-
rio judicial de apreciación de las circunstancias requeridas en los puntos 1 y 2 debe ser amplio.

Artículo 39 — Trámite. 
1.	 Admitida la acción el juez requerirá al archivo, registro o banco de datos la remisión de la 

información concerniente al accionante. Podrá asimismo solicitar informes sobre el soporte 
técnico de datos, documentación de base relativa a la recolección y cualquier otro aspecto que 
resulte conducente a la resolución de la causa que estime procedente.

2.	 El plazo para contestar el informe no podrá ser mayor de cinco días hábiles, el que podrá ser 
ampliado prudencialmente por el juez.

Artículo 40 — Confidencialidad de la información.
1.	 Los registros, archivos o bancos de datos privados no podrán alegar la confidencialidad de la 

información que se les requiere salvo el caso en que se afecten las fuentes de información 
periodística. 

2.	 Cuando un archivo, registro o banco de datos público se oponga a la remisión del informe 
solicitado con invocación de las excepciones al derecho de acceso, rectificación o supresión, 
autorizadas por la presente ley o por una ley específica; deberá acreditar los extremos que 
hacen aplicable la excepción legal. En tales casos, el juez podrá tomar conocimiento personal 
y directo de los datos solicitados asegurando el mantenimiento de su confidencialidad.

Artículo 41 — Contestación del informe. Al contestar el informe, el archivo, registro o banco de 
datos deberá expresar las razones por las cuales incluyó la información cuestionada y aquellas 
por las que no evacuó el pedido efectuado por el interesado, de conformidad a lo establecido en 
los artículos 13 a 15 de la ley.

Artículo 42 — Ampliación de la demanda. Contestado el informe, el actor podrá, en el término de 
tres días, ampliar el objeto de la demanda solicitando la supresión, rectificación, confidencialidad 
o actualización de sus datos personales, en los casos que resulte procedente a tenor de la pre-
sente ley, ofreciendo en el mismo acto la prueba pertinente. De esta presentación se dará traslado 
al demandado por el término de tres días.

Artículo 43 — Sentencia.
1.	 Vencido el plazo para la contestación del informe o contestado el mismo, y en el supuesto del artí-

culo 42, luego de contestada la ampliación, y habiendo sido producida en su caso la prueba, el juez 
dictará sentencia.

2.	 En el caso de estimarse procedente la acción, se especificará si la información debe ser suprimida, 
rectificada, actualizada o declarada confidencial, estableciendo un plazo para su cumplimiento.

3.	 El rechazo de la acción no constituye presunción respecto de la responsabilidad en que hubie-
ra podido incurrir el demandante.
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4.	 En cualquier caso, la sentencia deberá ser comunicada al organismo de control, que deberá 
llevar un registro al efecto.

Artículo 44 — Ámbito de aplicación. Las normas de la presente ley contenidas en los Capítulos 
i, ii, iii y iv, y artículo 32 son de orden público y de aplicación en lo pertinente en todo el territorio 
nacional.

Se invita a las provincias a adherir a las normas de esta ley que fueren de aplicación exclusiva 
en jurisdicción nacional.

La jurisdicción federal regirá respecto de los registros, archivos, bases o bancos de datos 
interconectados en redes de alcance interjurisdiccional, nacional o internacional.

Artículo 45 — El Poder Ejecutivo Nacional deberá reglamentar la presente ley y establecer el 
organismo de control dentro de los ciento ochenta días de su promulgación.

Artículo 46 — Disposiciones transitorias. Los archivos, registros, bases o bancos de datos des-
tinados a proporcionar informes, existentes al momento de la sanción de la presente ley, deberán 
inscribirse en el registro que se habilite conforme a lo dispuesto en el artículo 21 y adecuarse a 
lo que dispone el presente régimen dentro del plazo que al efecto establezca la reglamentación.

Por art. 2 del Decreto N° 1558/2001, B.O. 03/12/2001, 
se establece en ciento ochenta (180) días el plazo 
previsto en el presente artículo.

Artículo 47 — Los bancos de datos destinados a prestar servicios de información crediticia 
deberán eliminar y omitir el asiento en el futuro de todo dato referido a obligaciones y califica-
ciones asociadas de las personas físicas y jurídicas cuyas obligaciones comerciales se hubieran 
constituido en mora, o cuyas obligaciones financieras hubieran sido clasificadas con categoría 2, 
3, 4 ó 5, según normativas del Banco Central de la República Argentina, en ambos casos durante 
el período comprendido entre el 1 de enero del año 2000 y el 10 de diciembre de 2003, siempre y 
cuando esas deudas hubieran sido canceladas o regularizadas al momento de entrada en vigen-
cia de la presente ley o lo sean dentro de los 180 días posteriores a la misma. La suscripción de 
un plan de pagos por parte del deudor, o la homologación del acuerdo preventivo o del acuerdo 
preventivo extrajudicial importará la regularización de la deuda, a los fines de esta ley.

El Banco Central de la República Argentina establecerá los mecanismos que deben cumplir 
las Entidades Financieras para informar a dicho organismo los datos necesarios para la deter-
minación de los casos encuadrados. Una vez obtenida dicha información, el Banco Central de la 
República Argentina implementará las medidas necesarias para asegurar que todos aquellos que 
consultan los datos de su Central de Deudores sean informados de la procedencia e implicancias 
de lo aquí dispuesto.

Toda persona que considerase que sus obligaciones canceladas o regularizadas están inclui-
das en lo prescripto en el presente artículo puede hacer uso de los derechos de acceso, rectifica-
ción y actualización en relación con lo establecido.

Sin perjuicio de lo expuesto en los párrafos precedentes, el acreedor debe comunicar a todo 
archivo, registro o banco de datos al que hubiera cedido datos referentes al incumplimiento de la 
obligación original, su cancelación o regularización.

Artículo incorporado por art. 1 de la Ley 
N° 26.343, B.O. 09/01/2008.

Artículo 48 — Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
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Artículo 1 — Apruébase la reglamentación de la Ley N° 25.326 de Protección de los Datos Perso-
nales, que como anexo i forma parte del presente.

Artículo 2 — Establécese en ciento ochenta (180) días el plazo previsto en el artículo 46 de la 
Ley N° 25.326.

Artículo 3 — Invítase a las Provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a adherir a las 
normas de exclusiva aplicación nacional de esta reglamentación.

Artículo 4 — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archí-
vese. 

Nota: por art. 2° del Decreto N°899/2017 se establece 
que toda referencia normativa a la Dirección Nacional 
de Protección de Datos Personales, su competencia o 
sus autoridades, se considerará referida a la Agencia 
de Acceso a la Información Pública.

Anexo I | Reglamentación de la Ley N° 25.326

Capítulo I | Disposiciones generales
Artículo 1 — A los efectos de esta reglamentación, quedan comprendidos en el concepto de 
archivos, registros, bases o bancos de datos privados destinados a dar informes, aquellos que 
exceden el uso exclusivamente personal y los que tienen como finalidad la cesión o transferencia 
de datos personales, independientemente de que la circulación del informe o la información pro-
ducida sea a título oneroso o gratuito.

Artículo 2 — Sin reglamentar.

Capítulo II | Principios generales relativos 
a la protección de datos
Artículo 3 — Sin reglamentar.

Artículo 4 — Para determinar la lealtad y buena fe en la obtención de los datos personales, así 
como el destino que a ellos se asigne, se deberá analizar el procedimiento efectuado para la 
recolección y, en particular, la información que se haya proporcionado al titular de los datos de 
acuerdo con el artículo 6 de la Ley N° 25.326.

Cuando la obtención o recolección de los datos personales fuese lograda por interconexión o 
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tratamiento de archivos, registros, bases o bancos de datos, se deberá analizar la fuente de infor-
mación y el destino previsto por el responsable o usuario para los datos personales obtenidos.

El dato que hubiera perdido vigencia respecto de los fines para los que se hubiese obtenido o 
recolectado debe ser suprimido por el responsable o usuario sin necesidad de que lo requiera el 
titular de los datos.

La Dirección Nacional de Protección de Datos Personales efectuará controles de oficio sobre 
el cumplimiento de este principio legal, y aplicará las sanciones pertinentes al responsable o 
usuario en los casos que correspondiere.

La Dirección Nacional de Protección de Datos Personales procederá, ante el pedido de un 
interesado o de oficio ante la sospecha de una ilegalidad, a verificar el cumplimiento de las dispo-
siciones legales y reglamentarias en orden a cada una de las siguientes etapas del uso y aprove-
chamiento de datos personales:
a)	 Legalidad de la recolección o toma de información personal;
b)	 Legalidad en el intercambio de datos y en la transmisión a terceros o en la interrelación entre 

ellos;
c)	 Legalidad en la cesión propiamente dicha;
d)	 Legalidad de los mecanismos de control interno y externo del archivo, registro, base o banco de datos.

Artículo 5 — El consentimiento informado es el que está precedido de una explicación, al titular 
de los datos, en forma adecuada a su nivel social y cultural, de la información a que se refiere el 
artículo 6 de la Ley N° 25.326.

La Dirección Nacional de Protección de Datos Personales establecerá los requisitos para que 
el consentimiento pueda ser prestado por un medio distinto a la forma escrita, el cual deberá 
asegurar la autoría e integridad de la declaración.

El consentimiento dado para el tratamiento de datos personales puede ser revocado en cual-
quier tiempo. La revocación no tiene efectos retroactivos.

A los efectos del artículo 5, inciso 2 e), de la Ley N° 25.326 el concepto de entidad financiera 
comprende a las personas alcanzadas por la Ley N° 21.526 y a las empresas emisoras de tarjetas 
de crédito, los fideicomisos financieros, las ex entidades financieras liquidadas por el Banco Cen-
tral de la República Argentina y los sujetos que expresamente incluya la Autoridad de Aplicación 
de la mencionada Ley.

No es necesario el consentimiento para la información que se describe en los incisos a), b), c) 
y d) del artículo 39 de la Ley N° 21.526.

En ningún caso se afectará el secreto bancario, quedando prohibida la divulgación de datos 
relativos a operaciones pasivas que realicen las entidades financieras con sus clientes, de con-
formidad con lo dispuesto en los artículos 39 y 40 de la Ley N° 21.526.

Artículo 6 — Sin reglamentar.

Artículo 7 — Sin reglamentar.

Artículo 8 — Sin reglamentar.

Artículo 9 — La Dirección Nacional de Protección de Datos Personales promoverá la cooperación 
entre sectores públicos y privados para la elaboración e implantación de medidas, prácticas y 
procedimientos que susciten la confianza en los sistemas de información, así como en sus mo-
dalidades de provisión y utilización.
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Artículo 10 — Sin reglamentar.

Artículo 11 — Al consentimiento para la cesión de los datos le son aplicables las disposiciones 
previstas en el artículo 5 de la Ley N° 25.326 y el artículo 5 de esta reglamentación.

En el caso de archivos o bases de datos públicas dependientes de un organismo oficial que por 
razón de sus funciones específicas estén destinadas a la difusión al público en general, el requisito 
relativo al interés legítimo del cesionario se considera implícito en las razones de interés general 
que motivaron el acceso público irrestricto.

La cesión masiva de datos personales de registros públicos a registros privados sólo puede ser 
autorizada por ley o por decisión del funcionario responsable, si los datos son de acceso público 
y se ha garantizado el respeto a los principios de protección establecidos en la Ley N° 25.326. No 
es necesario acto administrativo alguno en los casos en que la ley disponga el acceso a la base 
de datos pública en forma irrestricta. Se entiende por cesión masiva de datos personales la que 
comprende a un grupo colectivo de personas.

La Dirección Nacional de Protección de Datos Personales fijará los estándares de seguridad 
aplicables a los mecanismos de disociación de datos.

El cesionario a que se refiere el artículo 11, inciso 4, de la Ley N° 25.326, podrá ser eximido 
total o parcialmente de responsabilidad si demuestra que no se le puede imputar el hecho que ha 
producido el daño.

Artículo 12 — La prohibición de transferir datos personales hacia países u organismos interna-
cionales o supranacionales que no proporcionen niveles de protección adecuados, no rige cuando 
el titular de los datos hubiera consentido expresamente la cesión.

No es necesario el consentimiento en caso de transferencia de datos desde un registro público 
que esté legalmente constituido para facilitar información al público y que esté abierto a la con-
sulta por el público en general o por cualquier persona que pueda demostrar un interés legítimo, 
siempre que se cumplan, en cada caso particular, las condiciones legales y reglamentarias para 
la consulta.

Facúltase a la Dirección Nacional de Protección de Datos Personales a evaluar, de oficio o a 
pedido de parte interesada, el nivel de protección proporcionado por las normas de un Estado u 
organismo internacional. 

Si llegara a la conclusión de que un Estado u organismo no protege adecuadamente a los 
datos personales, elevará al Poder Ejecutivo Nacional un proyecto de decreto para emitir tal de-
claración. El proyecto deberá ser refrendado por los Ministros de Justicia y Derechos Humanos y 
de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto.

El carácter adecuado del nivel de protección que ofrece un país u organismo internacional se 
evaluará atendiendo a todas las circunstancias que concurran en una transferencia o en una ca-
tegoría de transferencias de datos; en particular, se tomará en consideración la naturaleza de los 
datos, la finalidad y la duración de tratamiento o de los tratamientos previstos, el lugar de destino 
final, las normas de derecho, generales o sectoriales, vigentes en el país de que se trate, así como 
las normas profesionales, códigos de conducta y las medidas de seguridad en vigor en dichos 
lugares, o que resulten aplicables a los organismos internacionales o supranacionales.

Se entiende que un Estado u organismo internacional proporciona un nivel adecuado de pro-
tección cuando dicha tutela se deriva directamente del ordenamiento jurídico vigente, o de siste-
mas de autorregulación, o del amparo que establezcan las cláusulas contractuales que prevean 
la protección de datos personales.
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Capítulo III | Derechos de los titulares de datos
Artículo 13 — Sin reglamentar.

Artículo 14 — La solicitud a que se refiere el artículo 14, inciso 1, de la Ley N° 25.326, no requiere 
de fórmulas específicas, siempre que garantice la identificación del titular. Se puede efectuar de 
manera directa, presentándose el interesado ante el responsable o usuario del archivo, registro, 
base o banco de datos, o de manera indirecta, a través de la intimación fehaciente por medio es-
crito que deje constancia de recepción. También pueden ser utilizados otros servicios de acceso 
directo o semidirecto como los medios electrónicos, las líneas telefónicas, la recepción del recla-
mo en pantalla u otro medio idóneo a tal fin. En cada supuesto, se podrán ofrecer preferencias de 
medios para conocer la respuesta requerida.

Si se tratara de archivos o bancos de datos públicos dependientes de un organismo oficial 
destinados a la difusión al público en general, las condiciones para el ejercicio del derecho de 
acceso podrán ser propuestas por el organismo y aprobadas por la Dirección Nacional de Protec-
ción de Datos Personales, la cual deberá asegurar que los procedimientos sugeridos no vulneren 
ni restrinjan en modo alguno las garantías propias de ese derecho.

El derecho de acceso permitirá:
a)	 Conocer si el titular de los datos se encuentra o no en el archivo, registro, base o banco de datos;
b)	 Conocer todos los datos relativos a su persona que constan en el archivo;
c)	 Solicitar información sobre las fuentes y los medios a través de los cuales se obtuvieron sus datos;
d)	 Solicitar las finalidades para las que se recabaron;
e)	 Conocer el destino previsto para los datos personales;
f)	 Saber si el archivo está registrado conforme a las exigencias de la Ley N° 25.326.

Vencido el plazo para contestar fijado en el artículo 14, inciso 2 de la Ley N° 25.326, el intere-
sado podrá ejercer la acción de protección de los datos personales y denunciar el hecho ante la 
Dirección Nacional de Protección de Datos Personales a los fines del control pertinente de este 
organismo.

En el caso de datos de personas fallecidas, deberá acreditarse el vínculo mediante la decla-
ratoria de herederos correspondiente, o por documento fehaciente que verifique el carácter de 
sucesor universal del interesado.

Artículo 15 — El responsable o usuario del archivo, registro, base o banco de datos deberá contes-
tar la solicitud que se le dirija, con independencia de que figuren o no datos personales del afectado, 
debiendo para ello valerse de cualquiera de los medios autorizados en el artículo 15, inciso 3, de la 
Ley N° 25.326, a opción del titular de los datos, o las preferencias que el interesado hubiere expre-
samente manifestado al interponer el derecho de acceso.

La Dirección Nacional de Protección de Datos Personales elaborará un formulario modelo que 
facilite el derecho de acceso de los interesados.

Podrán ofrecerse como medios alternativos para responder el requerimiento, los siguientes:
a)	 Visualización en pantalla;
b)	 Informe escrito entregado en el domicilio del requerido;
c)	 Informe escrito remitido al domicilio denunciado por el requirente;
d)	 Transmisión electrónica de la respuesta, siempre que esté garantizada la identidad del intere-

sado y la confidencialidad, integridad y recepción de la información;
e)	 Cualquier otro procedimiento que sea adecuado a la configuración e implantación material del 

archivo, registro, base o banco de datos, ofrecido por el responsable o usuario del mismo.
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Artículo 16 — En las disposiciones de los artículos 16 a 22 y 38 a 43 de la Ley N° 25.326 en que 
se menciona a algunos de los derechos de rectificación, actualización, supresión y confidenciali-
dad, se entiende que tales normas se refieren a todos ellos.

En el caso de los archivos o bases de datos públicas conformadas por cesión de información 
suministrada por entidades financieras, administradoras de fondos de jubilaciones y pensiones y 
entidades aseguradoras, de conformidad con el artículo 5, inciso 2, de la Ley N° 25.326, los dere-
chos de rectificación, actualización, supresión y confidencialidad deben ejercerse ante la entidad 
cedente que sea parte en la relación jurídica a que se refiere el dato impugnado. Si procediera el 
reclamo, la entidad respectiva debe solicitar al Banco Central de la República Argentina, a la Su-
perintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones o a la Superintenden-
cia de Seguros de la Nación, según el caso, que sean practicadas las modificaciones necesarias 
en sus bases de datos. Toda modificación debe ser comunicada a través de los mismos medios 
empleados para la divulgación de la información.

Los responsables o usuarios de archivos o bases de datos públicos de acceso público irres-
tricto pueden cumplir la notificación a que se refiere el artículo 16, inciso 4, de la Ley N° 25.326 
mediante la modificación de los datos realizada a través de los mismos medios empleados para 
su divulgación.

Artículo 17 — Sin reglamentar.

Artículo 18 — Sin reglamentar.

Artículo 19 — Sin reglamentar.

Artículo 20 — Sin reglamentar.

Capítulo IV | Usuarios y responsables de 
archivos, registros y bancos de datos
Artículo 21 — El registro e inscripción de archivos, registros, bases o bancos de datos públicos, 
y privados destinados a dar información, se habilitará una vez publicada esta reglamentación en 
el Boletín Oficial.

Deben inscribirse los archivos, registros, bases o bancos de datos públicos y los privados a 
que se refiere el artículo 1 de esta reglamentación.

A los fines de la inscripción de los archivos, registros, bases y bancos de datos con fines de 
publicidad, los responsables deben proceder de acuerdo con lo establecido en el artículo 27, 
cuarto párrafo, de esta reglamentación.

Artículo 22 — Sin reglamentar.

Artículo 23 — Sin reglamentar.

Artículo 24 — Sin reglamentar.

Artículo 25 — Los contratos de prestación de servicios de tratamiento de datos personales 
deberán contener los niveles de seguridad previstos en la Ley N° 25.326, esta reglamentación y 
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las normas complementarias que dicte la Dirección Nacional de Protección de Datos Personales, 
como así también las obligaciones que surgen para los locatarios en orden a la confidencialidad 
y reserva que deben mantener sobre la información obtenida.

La realización de tratamientos por encargo deberá estar regulada por un contrato que vincule 
al encargado del tratamiento con el responsable o usuario del tratamiento y que disponga, en 
particular:
a)	 que el encargado del tratamiento sólo actúa siguiendo instrucciones del responsable del tra-

tamiento;
b)	 que las obligaciones del artículo 9 de la Ley N° 25.326 incumben también al encargado del 

tratamiento.

Artículo 26 — A los efectos del artículo 26, inciso 2, de la Ley N° 25.326, se consideran datos re-
lativos al cumplimiento o incumplimiento de obligaciones los referentes a los contratos de mutuo, 
cuenta corriente, tarjetas de crédito, fideicomiso, leasing, de créditos en general y toda otra obli-
gación de contenido patrimonial, así como aquellos que permitan conocer el nivel de cumplimien-
to y la calificación a fin de precisar, de manera indubitable, el contenido de la información emitida.

En el caso de archivos o bases de datos públicos dependientes de un organismo oficial desti-
nadas a la difusión al público en general, se tendrán por cumplidas las obligaciones que surgen 
del artículo 26, inciso 3, de la Ley N° 25.326 en tanto el responsable de la base de datos le comu-
nique al titular de los datos las informaciones, evaluaciones y apreciaciones que sobre el mismo 
hayan sido difundidas durante los últimos seis (6) meses.

Para apreciar la solvencia económico-financiera de una persona, conforme lo establecido en el 
artículo 26, inciso 4, de la Ley N° 25.326, se tendrá en cuenta toda la información disponible desde 
el nacimiento de cada obligación hasta su extinción. En el cómputo de cinco (5) años, éstos se con-
tarán a partir de la fecha de la última información adversa archivada que revele que dicha deuda 
era exigible. Si el deudor acredita que la última información disponible coincide con la extinción de 
la deuda, el plazo se reducirá a dos (2) años. Para los datos de cumplimiento sin mora no operará 
plazo alguno para la eliminación.

A los efectos del cálculo del plazo de dos (2) años para conservación de los datos cuando el 
deudor hubiere cancelado o extinguido la obligación, se tendrá en cuenta la fecha precisa en que 
se extingue la deuda.

A los efectos de dar cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 26, inciso 5, de la Ley N° 
25.326, el Banco Central de la República Argentina deberá restringir el acceso a sus bases de 
datos disponibles en Internet, para el caso de información sobre personas físicas, exigiendo el in-
greso del número de documento nacional de identidad o código único de identificación tributaria 
o laboral del titular de los datos, obtenidos por el cesionario a través de una relación contractual 
o comercial previa.

Artículo 27 — Podrán recopilarse, tratarse y cederse datos con fines de publicidad sin consen-
timiento de su titular, cuando estén destinados a la formación de perfiles determinados, que 
categoricen preferencias y comportamientos similares de las personas, siempre que los titulares 
de los datos sólo se identifiquen por su pertenencia a tales grupos genéricos, con más los datos 
individuales estrictamente necesarios para formular la oferta a los destinatarios.

Las cámaras, asociaciones y colegios profesionales del sector que dispongan de un Código de 
Conducta homologado por la Dirección Nacional de Protección de Datos Personales, al que por 
estatuto adhieran obligatoriamente todos sus miembros, junto con la Autoridad de Aplicación, im-
plementarán, dentro de los noventa (90) días siguientes a la publicación de esta reglamentación, 
un sistema de retiro o bloqueo a favor del titular del dato que quiera ser excluido de las bases de 
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datos con fines de publicidad. El retiro podrá ser total o parcial, bloqueando exclusivamente, a 
requerimiento del titular, el uso de alguno o algunos de los medios de comunicación en particular, 
como el correo, el teléfono, el correo electrónico u otros.

En toda comunicación con fines de publicidad que se realice por correo, teléfono, correo elec-
trónico, Internet u otro medio a distancia a conocer, se deberá indicar, en forma expresa y desta-
cada, la posibilidad del titular del dato de solicitar el retiro o bloqueo, total o parcial, de su nombre 
de la base de datos. A pedido del interesado, se deberá informar el nombre del responsable o 
usuario del banco de datos que proveyó la información.

A los fines de garantizar el derecho de información del artículo 13 de la Ley N° 25.326, se 
inscribirán únicamente las cámaras, asociaciones y colegios profesionales del sector que dis-
pongan de un Código de Conducta homologado por la Dirección Nacional de Protección de Datos 
Personales, al que por estatuto adhieran obligatoriamente todos sus miembros. Al inscribirse, las 
cámaras, asociaciones y colegios profesionales deberán acompañar una nómina de sus asocia-
dos indicando nombre, apellido y domicilio.

Los responsables o usuarios de archivos, registros, bancos o bases de datos con fines de 
publicidad que no se encuentren adheridos a ningún Código de Conducta, cumplirán el deber 
de información inscribiéndose en el Registro a que se refiere el artículo 21 de la Ley N° 25.326.

Los datos vinculados a la salud sólo podrán ser tratados, a fin de realizar ofertas de bienes 
y servicios, cuando hubieran sido obtenidos de acuerdo con la Ley N° 25.326 y siempre que 
no causen discriminación, en el contexto de una relación entre el consumidor o usuario y los 
proveedores de servicios o tratamientos médicos y entidades sin fines de lucro. Estos datos no 
podrán transferirse a terceros sin el consentimiento previo, expreso e informado del titular de los 
datos. A dicho fin, este último debe recibir una noticia clara del carácter sensible de los datos que 
proporciona y de que no está obligado a suministrarlos, junto con la información de los artículos 
6 y 11, inciso 1, de la Ley N° 25.326 y la mención de su derecho a solicitar el retiro de la base de 
datos.

Artículo 28 — Los archivos, registros, bases o bancos de datos mencionados en el artículo 28 
de la Ley N° 25.326 son responsables y pasibles de las multas previstas en el artículo 31 de la ley 
citada cuando infrinjan sus disposiciones.

Capítulo V | Control
Artículo 29 —  La Agencia de Acceso a la Información Pública, conforme los términos del artí-
culo 19 de la Ley N° 27.275, sustituido por el artículo 11 del Decreto N° 746/17, es el órgano de 
control de la Ley N° 25.326.

Artículo sustituido por art. 1° del Decreto N° 
899/2017, B.O. 06/11/2017.

Artículo 30 — La Dirección Nacional de Protección de Datos Personales alentará la elaboración 
de códigos de conducta destinados a contribuir, en función de las particularidades de cada sec-
tor, a la correcta aplicación de las disposiciones nacionales adoptadas por la Ley N° 25.326 y 
esta reglamentación.

Las asociaciones de profesionales y las demás organizaciones representantes de otras ca-
tegorías de responsables o usuarios de archivos, registros, bases o bancos de datos públicos o 
privados, que hayan elaborado proyectos de códigos éticos, o que tengan la intención de modifi-
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car o prorrogar códigos nacionales existentes, podrán someterlos a consideración de la Dirección 
Nacional de Protección de Datos Personales, la cual aprobará el ordenamiento o sugerirá las 
correcciones que se estimen necesarias para su aprobación.

Capítulo VI | Sanciones
Artículo 31 —
1.	 Las sanciones administrativas establecidas en el artículo 31 de la Ley N° 25.326 serán aplicadas 

a los responsables o usuarios de archivos, registros, bases o bancos de datos públicos, y priva-
dos destinados a dar información, se hubieren inscripto o no en el registro correspondiente.

La cuantía de las sanciones se graduará atendiendo a la naturaleza de los derechos persona-
les afectados, al volumen de los tratamientos efectuados, a los beneficios obtenidos, al grado de 
intencionalidad, a la reincidencia, a los daños y perjuicios causados a las personas interesadas y 
a terceros, y a cualquier otra circunstancia que sea relevante para determinar el grado de antijuri-
cidad y de culpabilidad presentes en la concreta actuación infractora. Se considerará reincidente 
a quien habiendo sido sancionado por una infracción a la Ley N° 25.326 o sus reglamentaciones 
incurriera en otra de similar naturaleza dentro del término de tres (3) años, a contar desde la 
aplicación de la sanción.

2.	 El producido de las multas a que se refiere el artículo 31 de la Ley N° 25.326 se aplicará al 
financiamiento de la Dirección Nacional de Protección de Datos Personales.

3.	 El procedimiento se ajustará a las siguientes disposiciones:
a)	 La Dirección Nacional de Protección de Datos Personales (DNPDP) iniciará actuaciones 

administrativas en caso de presuntas infracciones a las disposiciones de la Ley N° 25.326, 
sus normas reglamentarias y complementarias, de oficio o por denuncia de quien invocare 
un interés particular, del Defensor del Pueblo de la Nación o de asociaciones de consumi-
dores o usuarios.

b)	 Para el cumplimiento de sus cometidos, la Dirección Nacional de Protección de Datos Per-
sonales podrá:
i)	 Comprobar la legitimidad de todas las operaciones y procedimientos sistemáticos, 

electrónicos o no, que permitan la recolección, conservación, ordenación, almacena-
miento, modificación, relacionamiento, evaluación, bloqueo, destrucción y en general el 
procesamiento de datos personales, así como también su cesión a terceros a través de 
comunicaciones, consultas, interconexiones o transferencias.

ii)	 Constatar el funcionamiento adecuado de los mecanismos de control interno y externo 
del archivo, registro, base o banco de datos para el efectivo resguardo de los datos per-
sonales que contiene.

iii) Verificar la observancia de las normas sobre integridad y seguridad de datos por parte 
de los archivos, registros o bancos de datos.

iv) Velar por el cumplimiento de los plazos establecidos en los artículos 14 y 16 de la Ley 
N° 25.326 para el ejercicio de los derechos de acceso, rectificación, supresión, actuali-
zación y confidencialidad reconocidos a los titulares de datos personales.

v)	 Realizar investigaciones e inspecciones, así como requerir de los responsables o usua-
rios de bancos de datos personales y de su tratamiento, información, antecedentes, 
documentos, programas u otros elementos relativos al tratamiento de los datos perso-
nales que estime necesario y también solicitar el auxilio de los cuerpos técnicos y/o, en 
su caso, la autorización judicial que corresponda, a sus efectos.
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vi)Solicitar la presentación de informes a los responsables de bancos de datos y de su 
tratamiento.

vii) Formular requerimientos ante las autoridades nacionales, provinciales y municipales.
viii) Realizar inspecciones y labrar el Acta de Inspección pertinente, la que junto con las 

comprobaciones técnicas que se dispusieren, constituirá prueba suficiente de los he-
chos así comprobados.

ix) Solicitar al juez competente el auxilio de la fuerza pública para realizar el allanamiento 
de domicilios; la Clausura de registros; el secuestro de documentación y toda otra me-
dida tendiente al cabal cumplimiento de la actividad investigativa.

c)	 Para el inicio del procedimiento, el denunciante deberá presentar ante la Dirección Nacional 
de Protección de Datos Personales un escrito, el que deberá contener fecha, firma y aclara-
ción; documento de identidad (DNI/CUIL/CUIT), domicilio, la relación del hecho denunciado 
con las circunstancias de lugar, tiempo y modo de ejecución y demás elementos que pue-
dan conducir a su comprobación, como mínimo. Deberá acompañar en el mismo acto la 
documentación y antecedentes que confirmen sus dichos y acreditar en el momento de la 
interposición de la denuncia, las gestiones previas ante el responsable de la base de datos, 
cuando se tratare de cuestiones referidas a los derechos de acceso, actualización, rectifi-
cación, supresión, confidencialidad o bloqueo, regulados en los artículos 14, 16 y 27 de la 
Ley N° 25.326.

		  La Dirección Nacional de Protección de Datos Personales podrá habilitar un sistema 
telemático para facilitar la interposición de la denuncia.

d)	 Iniciado el procedimiento, se requerirá del responsable de la base de datos sobre la que 
recae la denuncia, un informe acerca de los antecedentes y circunstancias que hicieren 
al objeto de la denuncia o actuación de oficio, así como de otros elementos de juicio que 
permitan dilucidar la cuestión sujeta a investigación o control. La información requerida 
deberá ser contestada dentro de los Diez (10) días hábiles, salvo que el denunciado solicite 
en tiempo y forma una prórroga la que no podrá superar los diez (10) días hábiles. Este 
plazo podrá ampliarse en casos debidamente justificados teniendo en cuenta la magnitud y 
dimensión de la base de datos. En su primera presentación, el denunciado deberá acreditar 
personería y constituir domicilio legal.

e)	 El funcionario actuante admitirá las pruebas que estime pertinentes sólo cuando existieren 
hechos controvertidos y siempre que no resultaren manifiestamente inconducentes. La 
denegatoria de las medidas de prueba no será recurrible.

f)	 En las distintas etapas del procedimiento, se podrá requerir al denunciante que aporte in-
formación o documentación que sea pertinente para la dilucidación de la investigación.

g)	 Cuando se considere “prima facie” que se han transgredido algunos de los preceptos de 
la Ley N° 25.326, sus normas reglamentarias y complementarias, se labrará un Acta de 
Constatación, la que deberá contener: lugar y fecha, nombre, apellido y documento de iden-
tidad del denunciante; una relación sucinta de los hechos; la indicación de las diligencias 
realizadas y su resultado y la o las disposiciones presuntamente infringidas, como mínimo. 
En ésta se dispondrá citar al presunto infractor para que, dentro del plazo de diez (10) días 
hábiles, presente por escrito su descargo y, en caso de corresponder, acompañe las prue-
bas que hagan a su derecho.

h)	 Concluida la investigación y previo dictamen del servicio permanente de asesoramiento 
jurídico del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos, el Director Nacional de 
Protección de Datos Personales dictará la respectiva disposición, la que deberá declarar:
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i)	 que los hechos investigados no constituyen una irregularidad, o
ii)	 que los hechos investigados constituyen una infracción, quiénes son sus responsables 

y cuál es la sanción administrativa que corresponde aplicar, conforme lo dispuesto en 
la Ley N° 25.326, sus normas reglamentarias y complementarias y lo establecido en la 
Disposición DNPDP N° 7 de fecha 8 de noviembre de 2005.

	 La resolución que se dicte deberá ser notificada al infractor.
i)	 Contra la resolución definitiva procederá la vía recursiva prevista en el Reglamento de Pro-

cedimientos Administrativos (Decreto N° 1759/72  t.o. 1991) y sus modificatorios.
j)	 Dictada la resolución que impone una sanción administrativa, la constancia de la misma 

deberá ser incorporada en el Registro de Infractores Ley N° 25.326, que lleva la Dirección 
Nacional de Protección de Datos Personales. Las constancias de dicho Registro relativas 
a aquellas sanciones aplicadas que se encuentren firmes deberán publicarse en el sitio 
de Internet de la Dirección Nacional de Protección de Datos Personales (www.jus.gov.ar/
dnpdpnew).

k)	 Resultarán de aplicación supletoria la Ley Nacional de Procedimientos Administrativos N° 
19.549; El Reglamento de Procedimientos Administrativos (Decreto N° 1759/72  t.o. 1991) 
y sus modificatorios y el Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. 

Inciso 3, sustituido por art. 1 del Decreto N° 
1160/2010, B.O. 13/08/2010.

Artículo 32 — Sin reglamentar.

Capítulo VII | Acción de Protección de los datos personales
Artículos 33 a 46 — Sin reglamentar.
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Ley 24.467
Instrumentos de Financiación
a la Pequeña y Mediana Empresa
y Sociedades de Garantía Recíproca
(parte pertinente) 

Disposiciones que modifican o reglamentan la presente ley:

Ley N° 24.467, sancionada el 15/03/1995 (B.O. 28/03/1995)
Decreto N° 908/95 del 11/12/1995 (B.O. 20/12/1995) 
Decreto N° 943/97 del 15/09/1997 (B.O. 22/09/1997)
Ley N° 25.300, sancionada el 16/08/2000 B.O. 07/09/2000)
Decreto N° 1076/01 del 24/08/2001 (B.O. 28/08/2001)
Ley N° 26.496, sancionada el 15/04/2009 (B.O. 07/05/2009)
Decreto N° 2550/12 del 19/12/2012 (B.O. 20/12/2012)
Ley N° 27.264, sancionada el 13/07/2016 (B.O. 01/08/2016)
Ley N° 27.444, sancionada el 30/05/2018 (B.O. 18/06/2018)
Decreto N° 699/18 del 25/07/2018 (B.O. 26/07/2018)

Título I | Disposiciones generales

Sección I | Objeto 
Artículo 1 — La presente ley tiene por objeto promover el crecimiento y desarrollo de las pe-
queñas y medianas empresas impulsando para ello políticas de alcance general a través de la 
creación de nuevos instrumentos de apoyo y la consolidación de los ya existentes.

Sección II | Definición de PYMES
Artículo 2 — Encomiéndase a la autoridad de aplicación definir las características de las em-
presas que serán consideradas micro, pequeñas y medianas empresas, pudiendo contemplar, 
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cuando así se justificare, las especificidades propias de los distintos sectores y regiones del país 
y con base en alguno, algunos o todos los siguientes atributos de las mismas o sus equivalentes, 
personal ocupado, valor de las ventas y valor de los activos aplicados al proceso productivo, ello 
sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 83 de la presente ley.

La autoridad de aplicación revisará anualmente la definición de micro, pequeña y mediana 
empresa a fin de actualizar los parámetros y especificidades contempladas en la definición adop-
tada.

La autoridad de aplicación establecerá las limitaciones aplicables a las empresas que contro-
len, estén controladas y/o se encuentren vinculadas a otra/s o grupo/s económicos nacionales o 
extranjeros, para ser micro, pequeñas y medianas empresas.

Los beneficios vigentes para las micro, pequeñas y medianas empresas serán extensivos a las 
formas asociativas conformadas exclusivamente por ellas.

Los organismos detallados en el artículo 8° de la ley 24.156 tendrán por acreditada la condi-
ción de micro, pequeña y mediana empresa con la constancia que, de corresponder, emitirá la 
autoridad de aplicación por los medios que a esos efectos establezca.

Artículo sustituido por art. 6 de la Ley N° 27.444,B.O. 
18/06/2018.

Sección III | Instrumentos
Artículo 3 — Institúyese un régimen de bonificación de tasas de interés para las Micro, Pequeñas 
y Medianas Empresas, tendiente a disminuir el costo del crédito. El monto de dicha bonificación 
será establecido en la respectiva reglamentación.

Se favorecerá con una bonificación especial a las MiPyMES nuevas o en funcionamiento loca-
lizadas en los ámbitos geográficos que reúnan alguna de las siguientes características:
a) Regiones en las que se registren tasas de desempleo superiores a la media nacional;
b) Las provincias del norte argentino comprendidas dentro del Plan Belgrano;
c) Regiones en las que se registren niveles de Producto Bruto Geográfico (PBG) por debajo de la 

media nacional.
Artículo sustituido por art. 42 de la Ley N° 27.264, B.O. 
01/08/2016.

Artículo 4 — La bonificación a la que se refiere el artículo anterior, será solventada por el Estado 
nacional y estará especialmente destinada a:
a)	 Créditos para la adquisición de bienes de capital propios de la actividad de la empresa; 
b)	 Créditos para la constitución de capital de trabajo; 
c)	 Créditos para la reconversión y aumento de la productividad debiendo además contemplar 

amplios plazos de amortización, tasas comparables a las más bajas de plaza y períodos de 
gracia según el retorno de la inversión previsto; 

d)	 Créditos para la actualización y modernización tecnológica, de procedimientos administrati-
vos, gerenciales organizativos y comerciales y contratación de servicios de consultoría, etcé-
tera; 

e)	 Créditos para financiar y prefinanciar las exportaciones de los bienes producidos por las 
PYMES. 
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Artículo 5 — La bonificación a que se refiere los artículos 3 y 4 y el fondo a que se refiere el artí-
culo 6 se atenderá con los créditos que anualmente se establezcan en el Presupuesto General de 
la Administración Nacional. 

Artículo 6 — A los efectos de cumplimentar lo dispuesto en los artículos 13, 15 y 16 de la pre-
sente ley, el Estado nacional a través de la autoridad de aplicación creará un fondo de garantía 
cuyo objeto específico será facilitar el acceso al crédito a las empresas comprendidas en los 
programas a los que se refieren los citados artículos. 

Artículo 7 — El Banco de la Nación Argentina y el Banco de Inversión y Comercio Exterior instru-
mentarán líneas especiales para la financiación de las pequeñas y medianas empresas. 

Para tal fin, recurrirán especialmente a la utilización de fondos provenientes de instituciones 
multilaterales de crédito o de otras fuentes de origen externo.	

En ningún caso las condiciones de estos créditos podrán resultar menos ventajosas para las 
pequeñas y medianas empresas que las que rijan para los que con igual destino, se detallan en 
el artículo 4 de la presente. 

Artículo 8 — El Poder Ejecutivo nacional estimulará a través de los diversos medios a su alcance 
la constitución en el ámbito privado de sociedades conocidas como calificadoras de riesgo, espe-
cializadas en evaluar el desempeño, la solidez y el riesgo crediticio de las pequeñas y medianas 
empresas con el objeto de facilitar su operatoria financiera y comercial. 

Artículo 9 — Con el fin de facilitar el acceso de las pequeñas y medianas empresas a la utiliza-
ción de los múltiples recursos que ofrece el mercado de capitales tales como la emisión de obli-
gaciones negociables, el Poder Ejecutivo Nacional, a través de los organismos pertinentes dictará 
las normas que resulten necesarias para agilizar y simplificar ese acceso y las conducentes a 
disminuir en todo lo posible los costos implícitos en esas operatorias. 

Artículo 10 — Los bancos oficiales pondrán en juego todos los mecanismos a su alcance para 
potenciar la capacidad del mercado de capitales de concurrir en apoyo de las pequeñas y media-
nas empresas con instrumentos financieros genuinos, transparentes y eficaces; entre otros, la 
emisión de Cédulas Hipotecarias.

Artículo 11 — Déjase establecido que los fondos provenientes de la liquidación de la Corporación 
para el Desarrollo de la Pequeña y Mediana Empresa (COPYME), originados en las disposiciones 
de los artículos 2 de la Ley 21.542 y 11 de la Ley 23.020, serán destinados durante el año fiscal 
1995 a atender los gastos que demanden la implementación de los nuevos instrumentos creados 
en virtud de la presente o la ampliación de los ya existentes.
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Título II | Sociedades de Garantía Recíproca

Sección I | De las características y constitución
Artículo 32 — Caracterización. Créanse las Sociedades de Garantía Recíproca (SGR) con el 
objeto de facilitar a las PYMES el acceso al crédito. 

Las Sociedades de Garantía Recíproca (SGR) se regirán por las disposiciones del presente 
título y supletoriamente la Ley de Sociedades en particular las normas relativas a las Sociedades 
anónimas. 

Artículo 33 — Objeto. El objeto social principal de las sociedades de garantía recíproca será el 
otorgamiento de garantías a sus socios partícipes mediante la celebración de contratos regula-
dos en la presente ley.

Además, podrán otorgar garantías a terceros.
Podrán asimismo brindar asesoramiento técnico, económico y financiero a sus socios en for-

ma directa o a través de terceros contratados a tal fin.
Artículo sustituido por art. 13 de la Ley N° 27.444, B.O. 
18/06/2018.

Artículo 34 — Límite operativo. Las Sociedades de Garantías Recíprocas (SGR) no podrán asig-
nar a un mismo socio partícipe, o a terceros, garantías superiores al cinco por ciento (5%) del 
valor total del fondo de riesgo de cada SGR.

	 Tampoco podrán las SGR asignar a obligaciones con el mismo acreedor más del vein-
ticinco por ciento (25 %) del valor total del fondo de riesgo. En la condición de acreedor deberán 
incluirse las empresas controladas, vinculadas y las personas humanas y/o jurídicas que integren 
el mismo grupo económico de acuerdo con los criterios que establezca la reglamentación.

Quedan excluidas del límite operativo las garantías correspondientes a créditos otorgados por 
entidades bancarias y las garantías otorgadas a organismos públicos centralizados o descentra-
lizados dependientes de los gobiernos nacionales, provinciales, municipales y de la Ciudad Au-
tónoma de Buenos Aires que no desarrollen actividades comerciales, industriales o financieras.

La autoridad de aplicación podrá autorizar mayores límites operativos con carácter general en 
virtud del desarrollo del sistema. Asimismo, podrá exceptuar de los límites operativos a casos 
particulares, con carácter excepcional y por decisión fundada, siempre que se presenten algunas 
de las siguientes circunstancias:
a) Respecto del límite aplicable a los acreedores: cuando los mismos resulten organismos pú-

blicos estatales, centralizados y descentralizados nacionales, provinciales o municipales que 
desarrollen actividades comerciales, industriales y financieras, entidades financieras regula-
das por el Banco Central de la República Argentina y/o agencias internacionales de crédito.

En estos casos deberá acreditarse que las condiciones de financiamiento, en el costo y/o 
en el plazo, representan un beneficio real para las Mipymes;

b) Respecto del límite aplicable al socio partícipe: cuando la Sociedad de Garantía Recíproca 
tenga garantías vigentes como mínimo al treinta por ciento (30%) de sus socios partícipes, 
podrá autorizarse una garantía de hasta un quince por ciento (15%) del valor total del fondo de 
riesgo por cada sociedad de garantía recíproca siempre que dicho monto no supere las ventas 
del último semestre calendario del solicitante.
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Artículo sustituido por art. 14 de la Ley N° 27.444, B.O. 
18/06/2018.

Artículo 35 — Operaciones prohibidas. Las Sociedades de Garantía Recíproca (SGR) no podrán 
conceder directamente ninguna clase de créditos a sus socios ni a terceros ni realizar actividades 
distintas a las de su objeto social. 

Artículo 36 — Denominación. La denominación social deberá contener la indicación “Socieda-
des de Garantía Recíproca”, su abreviatura o las siglas SGR. 

Artículo 37 — Tipos de socios. La sociedad de garantía recíproca estará constituida por socios 
partícipes y socios protectores.

Serán socios partícipes únicamente las pequeñas y medianas empresas, sean éstas personas 
físicas o jurídicas, que reúnan las condiciones generales que determine la autoridad de aplicación 
y suscriban acciones.

A los efectos de su constitución toda sociedad de garantía recíproca deberá contar con un 
mínimo de socios partícipes que fijará la autoridad de aplicación en función de la región donde se 
radique o del sector económico que la conforme.

Serán socios protectores todas aquellas personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, na-
cionales o extranjeras, que realicen aportes al capital social y al fondo de riesgo. La sociedad no 
podrá celebrar contratos de garantía recíproca con los socios protectores.

Es incompatible la condición de socio protector con la de socio partícipe.
Artículo sustituido por art. 17 de la Ley N° 25.300, B.O. 
07/09/2000.

Artículo 38 — Derechos de los socios partícipes. Los socios partícipes tendrán los siguientes 
derechos además de los que les corresponde según la Ley 19.550 y sus modificaciones.
1.	 Recibir los servicios determinados en su objeto social cuando se cumplieren las condiciones 

exigidas para ello. 
2.	 Solicitar el reembolso de las acciones en las condiciones que se establece en el artículo 47.

Artículo 39 — Derechos de los socios protectores. Los socios protectores tendrán los derechos 
que les corresponden según la Ley 19.550 y sus modificaciones. 

Artículo 40 — Exclusión de socios. El socio excluido sólo podrá exigir el reembolso de las accio-
nes conforme al procedimiento y con las limitaciones establecidas en el artículo 47. Los socios 
protectores no podrán ser excluidos.

Artículo sustituido por art. 18 de la Ley N° 25.300, B.O. 
07/09/2000.

Artículo 41 — De la constitución. Las Sociedades de Garantía Recíproca (SGR) se constituirán 
por acto único mediante instrumento público que deberá contener, además de los requisitos exi-
gidos por la Ley 19.550 y sus modificatorias, los siguientes:
1.	 Clave única de identificación tributaria de los socios partícipes y protectores fundadores. 
2.	 Delimitación de la actividad o actividades económicas y ámbito geográfico que sirva para la 

determinación de quienes pueden ser socios partícipes en la sociedad.
3.	 Criterios a seguir para la admisión de nuevos socios partícipes y protectores y las condiciones 

a contemplar para la emisión de nuevas acciones. 
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4.	 Causas de exclusión de socios y trámites para su consagración. 
5.	 Condiciones y procedimientos para ejercer el derecho de reembolso de las acciones por parte 

de los socios partícipes. 

Artículo 42 — Autorización para su funcionamiento. Las autorizaciones para funcionar a nue-
vas sociedades, así como los aumentos en los montos de los fondos de riesgo de las sociedades 
ya autorizadas, deberán ajustarse a los procedimientos de aprobación que fija la autoridad de 
aplicación. La autoridad de aplicación otorgará a cada sociedad de garantía recíproca en forma-
ción que lo solicite, una certificación provisoria del cumplimiento de los requisitos que establezca 
para autorizar su funcionamiento. Previo a la concesión de la autorización efectiva, la sociedad 
de garantía recíproca deberá haber completado el trámite de inscripción en la Inspección General 
de Justicia, Registro Público de Comercio o autoridad local competente.

Artículo sustituido por art. 19 de la Ley N° 25.300, B.O. 
07/09/2000.

Artículo 43 — El incumplimiento por parte de las personas humanas y jurídicas de cualquier 
naturaleza de las disposiciones del título II de la presente ley y su reglamentación dará lugar a la 
aplicación, en forma conjunta o individual, de las siguientes sanciones, sin perjuicio de las demás 
previstas en la presente norma, de la ley 19.550 (t.o. 1984) y sus modificaciones, en virtud de lo 
dispuesto por el artículo 32 de la presente ley y las que pudieran corresponder por aplicación de 
la legislación penal:
a)	 Desestimación de garantías del cómputo de los grados de utilización que se requiere para ac-

ceder a la desgravación impositiva prevista en el artículo 79 de la ley 24.467 y su modificatoria;
b)	 Apercibimiento;
c)	 Apercibimiento, con obligación de publicar la parte dispositiva de la resolución en el Boletín 

Oficial de la República Argentina y en los portales de la autoridad de aplicación, y hasta en dos 
(2) diarios de circulación nacional a costa del sujeto punido;

d)	 Multas aplicables a la Sociedad de Garantía Recíproca (SGR) y/o, según si fuera imputable un 
incumplimiento específico, a los integrantes de los órganos sociales de la misma. Las multas 
podrán establecerse entre un monto de pesos cinco mil ($ 5.000) a pesos veinte millones ($ 
20.000.000). El Poder Ejecutivo nacional podrá modificar dichos topes mínimos y máximos 
cada dos (2) años;

e)	 Expulsión del socio protector o partícipe incumplidor, como así también, la prohibición de 
incorporarse, en forma permanente o transitoria, al sistema por otra Sociedad de Garantía 
Recíproca (SGR);

f)	 Inhabilitación, temporaria o permanente, para desempeñarse como directores, administrado-
res, miembros de los consejos de vigilancia, síndicos, liquidadores, gerentes, auditores, socios 
o accionistas de las entidades comprendidas en el Título II de la ley 24.467 y su modificatoria;

g) Inhabilitación transitoria para operar como Sociedad de Garantía Recíproca (SGR);
h) Revocación de la autorización para funcionar como tal.

Las consecuencias jurídicas contenidas en el presente artículo podrán ser aplicadas de ma-
nera total o parcial. A los fines de la fijación de las sanciones antes referidas la autoridad de 
aplicación deberá tener especialmente en cuenta: la magnitud, de la infracción; los beneficios 
generados o los perjuicios ocasionados por el infractor; el volumen operativo y el fondo de riesgo 
del infractor; la actuación individual de los miembros de los órganos de administración y fiscali-
zación. En el caso de las personas jurídicas responderán solidariamente los directores, adminis-
tradores, síndicos o miembros del consejo de vigilancia y, en su caso, gerentes e integrantes del 
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consejo de calificación, respecto de quienes se haya determinado responsabilidad individual en 
la comisión de las conductas sancionadas.

La autoridad de aplicación determinará el procedimiento correspondiente a los efectos de 
la aplicación de las sanciones previstas en el presente artículo, garantizando el ejercicio del 
derecho de defensa.

Contra la resolución que disponga la imposición de sanciones podrá recurso de revocatoria 
ante la autoridad de aplicación, con apelación en subsidio por ante la Cámara Nacional de Ape-
laciones en lo Comercial. Ambos recursos tendrán efectos suspensivos.

Artículo sustituido por art. 43 de la Ley N° 27.264, 
B.O. 01/08/2016.

Artículo 44 — Modificación de los estatutos. Será nula toda modificación a los estatutos de la 
sociedad que no cumpla con los siguientes requisitos: 
1.	 Que el consejo de administración o los socios que realizan la propuesta formulen un informe 

por escrito justificando la necesidad de modificación de los estatutos. 
2.	 En la convocatoria a asamblea general deberá detallarse claramente la modificación que se 

propone. 
3.	 En la misma convocatoria se hará constar el derecho que corresponde a los socios de exami-

nar en el domicilio legal el texto íntegro de la reforma propuesta y su justificación, pudiendo 
suplirse por la entrega o envío gratuito de dichos documentos, con acuse de recibo. 

4.	 Se requerirá la aprobación de la propuesta de modificación por parte de la autoridad de apli-
cación. 

5.	 Otorgada la autorización y aprobada en asamblea general, se procederá a la inscripción del 
mismo. 

Sección II | Del capital social, fondo de riesgo y beneficios
Artículo 45 — Capital Social. El capital social de las Sociedades de Garantía Recíproca (SGR) 
estará integrado por los aportes de los socios y representado por acciones ordinarias nomina-
tivas de igual valor y número de votos. El estatuto social podrá prever que las acciones sean 
registrales.

El capital social mínimo será fijado por vía reglamentaria. El capital social podrá variar, sin 
requerir modificación del estatuto, entre dicha cifra y un máximo que represente el quíntuplo de 
la misma.

La participación de los socios protectores no podrá exceder del cincuenta por ciento (50%) del 
capital social y la de cada socio partícipe no podrá superar el cinco por ciento (5%) del mismo.

Artículo sustituido por art. 21 de la Ley N° 25.300, 
B.O. 07/09/2000.

Artículo 46 — Fondo de riesgo. La Sociedad de Garantía Recíproca deberá constituir un fondo 
de riesgo que integrará su patrimonio. 

Dicho fondo de riesgo estará constituido por: 
1.	 Las asignaciones de los resultados de la sociedad aprobados por la Asamblea general. 
2.	 Las donaciones, subvenciones u otras aportaciones que recibiere. 
3.	 Los recuperos de las sumas que hubiese pagado la sociedad en el cumplimiento del contrato 

de garantía asumido a favor de sus socios. 
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4.	 El valor de las acciones no reembolsadas a los socios excluidos. 
5.	 El rendimiento financiero que provenga de la inversión del propio fondo en las colocaciones en 

que fuera constituido. 
6.	 El aporte de los socios protectores.

El Fondo de Riesgo podrá asumir la forma jurídica de un fondo fiduciario en los términos de 
la Ley 24.441, independiente del patrimonio societario de la Sociedad de Garantía Recíproca. 
Ésta podrá recibir aportes por parte de socios protectores que no sean entidades financieras con 
afectación específica a las garantías que dichos socios determinen, para lo cual deberá celebrar 
contratos de fideicomiso independientes del fondo de riesgo general. 

La reglamentación de la presente ley determinará los requisitos que deberán reunir tales apor-
tes y el coeficiente de expansión que podrán tener en el otorgamiento de garantías. 

La deducción impositiva en el impuesto a las ganancias correspondientes a estos aportes 
será equivalente a dos tercios (2/3) de la que correspondiere por aplicación del artículo 79 de 
la presente ley, con los mismos, plazos, condiciones y requisitos establecidos en dicho artículo.

Párrafo incorporado por art. 22 de la Ley N° 25.300, 
B.O. 07/09/2000.

Artículo 47 — Derecho al reembolso de las acciones. Todo socio partícipe podrá exigir el re-
embolso de sus acciones ante el consejo de administración siempre y cuando haya cancelado 
totalmente los contratos de garantía recíproca que hubiera celebrado, y en tanto dicho reembolso 
no implique reducción del capital social mínimo y respete lo establecido en el artículo 37. Tampo-
co procederá cuando la Sociedad de Garantía Recíproca estuviera en trámite de fusión, escisión 
o disolución. 

Para ello tendrá que solicitarlo con una antelación mínima de tres (3) meses salvo que los es-
tatutos contemplen un plazo mayor que no podrá superar el de un (1) año. El monto a reembolsar 
no podrá exceder del valor de las acciones integradas. No deberán computarse a tales efectos 
de la determinación del mismo, las reservas de la sociedad sobre las que los socios no tienen 
derecho alguno. El socio reembolsado responderá hasta dicho monto por las deudas contraídas 
por la sociedad con anterioridad a la fecha en que se produjo el reintegro por un plazo de cinco (5) 
años cuando el patrimonio de la sociedad sea insuficiente para afrontar las mismas. 

En el caso de que por reembolso de capital se alterara la participación relativa de los socios 
partícipes y protectores, la sociedad de garantía recíproca les reembolsará a estos últimos la 
proporción de capital necesaria para que no se exceda el límite establecido en el último párrafo 
del artículo 45 de la presente ley.

Párrafo sustituido por art. 23 de la Ley N° 25.300, B.O. 
07/09/2000.

La reducción del capital social como consecuencia de la exclusión o retiro de un socio partíci-
pe no requerirá del cumplimiento de lo previsto en el artículo 204, primer párrafo de la Ley 19.550 
y sus modificatorias, y será resuelta por el Consejo de Administración.

Párrafo incorporado por art. 24 de la Ley N° 25.300, 
B.O. 07/09/2000.

Artículo 48 — Privilegios. Las Sociedades de Garantía Recíproca (SGR) tendrán privilegio ante 
todo otro acreedor sobre las acciones de sus socios en relación a las obligaciones derivadas de 
los contratos de garantía recíproca vigentes. Las acciones de los socios partícipes no pueden ser 
objeto de gravámenes reales. 
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Artículo 49 — Cesión de las acciones. Para la cesión de las acciones a terceros no socios se 
requerirá la autorización del Consejo de Administración y éste la concederá cuando los cesiona-
rios acrediten reunir los requisitos establecidos en los estatutos y asuman las obligaciones que 
el cedente mantenga con la Sociedad de Garantía Recíproca. Si el cesionario fuera socio automá-
ticamente asumirá las obligaciones del cedente.

Artículo sustituido por art. 25 de la Ley N° 25.300, B.O. 
07/09/2000.

Artículo 50 — Aporte de capital. Los aportes deberán ser integrados en efectivo, como mínimo 
en un cincuenta por ciento (50%) al momento de la suscripción. El remanente deberá ser integra-
do, también en efectivo en el plazo máximo de un (1) año a contar de esa fecha. La integración 
total será condición necesaria para que el socio partícipe pueda contratar garantías recíprocas. 

Artículo 51 — Aumento del capital social. El capital fijado por los estatutos podrá ser aumen-
tado por decisión de la asamblea general ordinaria hasta el quíntuplo de dicho monto. Cuando 
el incremento del capital social esté originado por la capitalización de utilidades, las acciones 
generadas por dicho incremento se distribuirán entre los socios en proporción a sus respectivas 
tenencias. 

En caso de tratarse de emisión de nuevas acciones la integración de los aportes se realizará 
conforme a lo establecido en el artículo 50. 

Todo aumento de capital que exceda el quíntuplo del fijado estatutariamente deberá contar 
con la aprobación de los dos tercios de los votos totales de la asamblea general extraordinaria. 

Artículo 52 — Reducción del Capital por pérdidas. Los socios deberán compensar con 
nuevos aportes, según las modalidades y condiciones estipuladas en el artículo 50 de esta 
ley, cualquier pérdida que afecte el monto del capital fijado estatutariamente o que exceda 
del treinta y cinco por ciento (35%) de las ampliaciones posteriores. El Consejo de Adminis-
tración con cargo a dar cuenta a la Asamblea más próxima, podrá hacer uso efectivo de cual-
quier recurso económico que integre el patrimonio con la finalidad de reintegrar el capital de 
la sociedad y preservar la continuidad jurídica de la misma.

Artículo sustituido por art. 26 de la Ley N° 25.300, B.O. 
07/09/2000.

Artículo 53 — Distribución de los beneficios. Serán considerados beneficios a distribuir las 
utilidades líquidas y realizadas obtenidas por la Sociedad en el desarrollo de la actividad que hace 
a su objeto social. 

Dichos beneficios serán distribuidos de la siguiente forma: 
1.	 Reserva legal: cinco por ciento (5%) anual hasta completar el veinte por ciento (20%) del capi-

tal social. 
2.	 El resto tendrá el siguiente tratamiento. 

a)	 La parte correspondiente a los socios protectores podrá ser abonada en efectivo, como 
retribución al capital aportado. 

b)	 La parte correspondiente a los socios partícipes se destinará al fondo de riesgo en un cin-
cuenta por ciento (50 %), pudiendo repartirse el resto entre la totalidad de dichos socios. 

En todos los casos en que proceda la distribución de los beneficios en efectivo a que se refiere 
este artículo, tanto los socios protectores como los socios partícipes deberán, para tener derecho 
a percibirlo, haber integrado la totalidad del capital social suscripto y no encontrarse por ningún 
motivo, en mora con la sociedad. 
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Sección III | De los órganos sociales
Artículo 54 — Órganos sociales. Los órganos sociales de las Sociedades de Garantía Recíproca 
(SGR), serán la asamblea general, el consejo de administración y la sindicatura, y tendrán las atri-
buciones que establece la Ley 19.550 para los órganos equivalentes de las sociedades anónimas 
salvo en lo que resulte modificado por esta ley. 

Artículo 55 — De la asamblea general ordinaria. La asamblea general ordinaria estará integrada 
por todos los socios de la Sociedad de Garantía Recíproca y se reunirá por lo menos una (1) vez al 
año o cuando dentro de los términos que disponga la presente ley, sea convocada por el Consejo 
de Administración.

Párrafo incorporado por art. 27 de la Ley N° 25.300, 
B.O. 07/09/2000.

Serán de su competencia los siguientes asuntos:
1.	 Fijar la política de inversión de los fondos sociales.
2.	 Aprobar el costo de las garantías, el mínimo de contragarantías que la SGR habrá de requerir 

al socio partícipe y fijar el límite máximo de las eventuales bonificaciones que podrá conceder 
el Consejo de Administración. 

Artículo 56 — De la asamblea general extraordinaria. Serán de competencia de la asamblea 
general extraordinaria todas aquellas cuestiones previstas en la Ley 19.550 y sus modificatorias 
y que no estuvieran reservadas a la asamblea general ordinaria. 

Artículo 57 — Convocatoria de las asambleas generales. La asamblea general ordinaria deberá 
ser convocada por el consejo de administración mediante anuncio publicado durante cinco (5) 
días en el Boletín Oficial y en uno de los diarios de mayor circulación de la zona o provincia en que 
tenga establecida su sede y domicilio la sociedad, con quince (15) días de anticipación como mí-
nimo, a la fecha fijada para su celebración. En el anuncio deberá expresarse la fecha de la primera 
y segunda convocatoria, hora, lugar, orden del día y recaudos especiales exigidos por el estatuto 
para la concurrencia de los accionistas. 

La asamblea general extraordinaria será convocada por el consejo de administración o cuando 
lo solicite un número de socios que representen como mínimo el diez por ciento (10%) del capital 
social. En la convocatoria, deberá expresarse la fecha de la primera y segunda convocatoria, 
hora, lugar de reunión y el orden del día en el que deberán incluirse los asuntos solicitados por los 
socios convocantes y los recaudos especiales exigidos por el estatuto para la concurrencia de 
los accionistas. La convocatoria será publicada como mínimo con una antelación de treinta (30) 
días y durante cinco (5) días en el Boletín Oficial y en uno de los diarios de mayor circulación de la 
zona o provincia en la que tenga establecida su sede y domicilio la sociedad. 

Artículo 58 — Quórum y mayoría. Tratándose de la primera convocatoria, las asambleas genera-
les quedarán constituidas con la presencia de más del cincuenta y uno por ciento (51%) del total 
de los votos de la sociedad debiendo incluir dicho porcentaje como mínimo un veinte por ciento 
(20%) de los votos que los socios partícipes tienen en la sociedad. En la segunda convocatoria, 
las asambleas generales serán válidas con la presencia de por lo menos treinta por ciento (30%) 
de la totalidad de los votos de la sociedad, debiendo incluir dicho porcentaje como mínimo un 
quince por ciento (15%) de los votos que los socios partícipes tienen en la sociedad. 

Para decisión por asamblea de temas que involucren la modificación de los estatutos, la elección 
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del consejo de administración, la fusión, escisión o disolución de la sociedad se requerirá una 
mayoría del sesenta por ciento (60%) de los votos sobre la totalidad del capital social, debiendo 
incluir dicho porcentaje como mínimo un treinta por ciento (30%) de los votos que los socios 
partícipes tienen en la Sociedad. 

Para el resto de las decisiones se requerirá la mayoría simple de los votos presentes, salvo 
que los estatutos requieran otro tipo de mayoría. En todos los casos las mayorías deberán incluir 
como mínimo un quince por ciento (15%) de los votos que los socios partícipes tienen en la Sociedad. 

Artículo 59 — Representación en la asamblea. Cualquier socio podrá representar a otro de 
igual tipo en las asambleas generales mediante autorización por escrito para cada asamblea. Sin 
embargo, un mismo socio no podrá representar a más de diez (10) socios ni ostentar un número 
de votos superior al diez por ciento (10%) del total. 

Artículo 60 — Nulidad del voto. Será considerado nulo aquel voto emitido por un socio cuando el 
asunto tratado involucre una decisión que se refiera a la imposibilidad de que la Sociedad pueda 
hacer valer un derecho en contra de él o existiera entre ambos un interés contrapuesto o en com-
petencia. Sin embargo, su presencia será considerada para el cálculo del quórum y de la mayoría. 

Artículo 61 — Consejo de administración. El Consejo de Administración tendrá por función prin-
cipal la administración y representación de la sociedad y estará integrado por tres (3) personas de 
las cuales al menos una (1) representará a los socios partícipes y al menos una (1) representará 
a los socios protectores.

Artículo sustituido por art. 28 de la Ley N° 25.300, B.O. 
07/09/2000.

Artículo 62 — Competencia del consejo de administración. Será competencia del consejo de 
administración decidir sobre los siguientes asuntos: 
1.	 El reembolso de las acciones existentes manteniendo los requisitos mínimos de solvencia. 
2.	 Cuando las Sociedades de Garantía Recíproca (SGR) se hubiesen visto obligadas a pagar en 

virtud de la garantía otorgada a favor de un socio por incumplimiento de éste, el consejo de 
administración dispondrá la exclusión del socio. También podrá proceder de la misma forma 
cuando no se haya realizado la integración del capital de acuerdo con lo establecido en la 
presente ley y los estatutos sociales. 

3.	 Decidir sobre la admisión de nuevos socios conforme a lo establecido en los estatutos de la 
sociedad ad referéndum de la asamblea ordinaria. 

4.	 Nombrar sus gerentes. 
5.	 Fijar las normas con las que se regulará el funcionamiento del consejo de administración y 

realizar todos los actos necesarios para el logro del objeto social. 
6.	 Proponer a la asamblea general ordinaria la cuantía máxima de garantías a otorgar durante el 

ejercicio. 
7.	 Proponer a la asamblea el costo que los socios partícipes deberán oblar para acceder al otor-

gamiento de garantías. 
8.	 Otorgar o denegar garantías y/o bonificaciones a los socios partícipes estableciendo en cada 

caso las condiciones especiales que tendrá que cumplir el socio para obtener la garantía y fijar 
las normas y procedimientos aplicables para las contragarantías a que se refiere el artículo 71. 

9.	 Determinar las inversiones a realizar con el patrimonio de la sociedad en el marco de las 
pautas fijadas por la asamblea. 
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10. Autorizar las transmisiones de las acciones conforme a lo establecido en la presente ley. 
11. Someter a la aprobación de la asamblea general ordinaria el balance general y estado de  
       resultados y proponer la aplicación de los resultados del ejercicio. 
12. Realizar cualesquiera otros actos y acuerdos que no están expresamente reservados a la  
      asamblea por las disposiciones de la presente ley o los estatutos de la sociedad. 

Artículo 63 — Sindicatura. Las Sociedades de Garantía Recíproca tendrán un órgano de fiscali-
zación o sindicatura integrado por tres (3) síndicos designados por la asamblea general ordinaria. 

Artículo 64 — Requisitos para ser síndicos. Para ser síndico se requerirá: 
1.	 Ser abogado, licenciado en economía, licenciado en administración de empresas o contador 

público con título habilitante. 
2.	 Tener domicilio especial en la misma jurisdicción de la Sociedad de Garantía Recíproca (SGR). 

Artículo 65 — Atribuciones y deberes. Sin perjuicio de lo dispuesto por la Ley 19.550 y sus 
modificatorias, son atribuciones y deberes de la sindicatura los siguientes: 
1.	 Verificar en igual forma y periodicidad las inversiones, los contratos de garantía celebrados y 

el estado del capital social, las reservas y el fondo de riesgo. 
2.	 Atender los requerimientos y aclaraciones que formule la autoridad de aplicación y el Banco 

Central de la República Argentina.

Sección IV | De la fusión, escisión y disolución
Artículo 66 — Fusión y escisión. Las Sociedades de Garantía Recíproca (SGR) sólo podrán 
fusionarse entre sí o escindirse en dos (2) o más sociedades de la misma naturaleza, previa 
aprobación de la asamblea general con las mayorías previstas en el artículo 58 de la presente 
ley y autorización de la autoridad de aplicación, con los requisitos previstos en esta ley para su 
constitución. 

El canje de las acciones de la sociedad o sociedades originales por las correspondientes a la 
o las sociedades nuevas, se realizará sobre el valor patrimonial neto. Cuando de resultas de esta 
forma de cálculo quedaren pendientes fracciones de acciones no susceptibles de ser canjeadas, se 
abonará en efectivo el valor correspondiente salvo que existieran contratos de garantía recíproca 
vigentes en cuyo caso el pago se realizará una vez extinguidos los mismos. 

Artículo 67 — Disolución. La disolución de una Sociedad de Garantía Recíproca se verificará, ade-
más de las causales fijadas por la Ley 19.550 y sus modificatorias, por las siguientes: 
1.	 Por la imposibilidad de absorber pérdidas que representen el total del fondo de riesgo, el total 

de la reserva legal y el cuarenta por ciento (40%) del capital. 
2.	 Por disminución del capital social a un monto menor al mínimo determinado por vía reglamen-

taria durante un período mayor a tres (3) meses. 
3.	 Por revocación de la autorización acordada por la autoridad de aplicación. 
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Sección V | Del contrato, la garantía y la contragarantía
Artículo 68 — Contrato de garantía recíproca. Habrá contrato de garantía recíproca cuando 
una Sociedad de Garantía Recíproca constituida de acuerdo con las disposiciones de la presente 
ley se obligue accesoriamente por un socio partícipe que integra la misma y el acreedor de éste 
acepte la obligación accesoria. 

El socio partícipe queda obligado frente a la SGR por los pagos que ésta afronte en cumpli-
miento de la garantía. 

Artículo 69 — Objeto de la obligación principal. El contrato de garantía recíproca tendrá por 
objeto asegurar el cumplimiento de prestaciones dinerarias u otras prestaciones susceptibles de 
apreciación dineraria asumidas por el socio partícipe para el desarrollo de su actividad económi-
ca u objeto social. 

Dicho aseguramiento puede serlo por el total de la obligación principal o por menor importe. 

Artículo 70 — Carácter de la garantía. Las garantías otorgadas conforme al artículo 68 serán 
en todos los casos por una suma fija y determinada, aunque el crédito de la obligación a la que 
acceda fuera futuro, incierto o indeterminado. El instrumento del contrato será título ejecutivo por 
el monto de la obligación principal, sus intereses y gastos, justificado conforme al procedimiento 
del artículo 793 del Código de Comercio y hasta el importe de la garantía. La garantía recíproca 
es irrevocable. 

Artículo 71 — De la contragarantía. De la contragarantía. Las Sociedades de Garantía Recíproca 
(SGR) deberán requerir contragarantías por parte de los socios partícipes y de los terceros en 
respaldo de los contratos de garantías con ellos celebrados.

El tomador del contrato de garantía recíproca deberá ofrecer a la SGR algún tipo de contraga-
rantía en respaldo de su operación.

La SGR podrá exceptuar del requisito de contragarantías a tipos determinados de operaciones 
con carácter general, así como a operaciones particulares.

Artículo sustituido por art. 15 de la Ley N° 27.444, B.O. 
18/06/2018.

Artículo 72 — Formas de contrato. El contrato de garantía recíproca es consensual. Se celebrará 
por escrito, pudiendo serlo por instrumento público o privado.

La Autoridad de Aplicación podrá autorizar la celebración de contratos de garantía mediante 
instrumentos particulares no firmados, en los términos y condiciones que al efecto establezca.”

Artículo sustituido por art. 7º del Decreto 
N° 326/2020. B. O. 31/03/20

Sección VI | De los efectos del contrato entre la 
Sociedad de Garantía Recíproca y el acreedor
Artículo 73 — Solidaridad. La Sociedad de Garantía Recíproca responderá solidariamente por el 
monto de las garantías otorgadas con el deudor principal que afianza, sin derecho a los beneficios 
de división y excusión de bienes. 
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Sección VII | De los efectos entre la Sociedad 
de Garantía Recíproca y los socios
Artículo 74 — Efectos entre la Sociedad de Garantía Recíproca y el Socio. La Sociedad de 
Garantía Recíproca podrá trabar todo tipo de medidas cautelares contra los bienes del socio 
partícipe —deudor principal— en los siguientes casos: 
a)	 Cuando fuese intimado al pago; 
b)	 Si vencida la deuda el deudor no la abonara; 
c)	 Si disminuyen el patrimonio del deudor, o utilizare sus bienes para afianzar nuevas obligacio-

nes sin consentimiento de la Sociedad de Garantía Recíproca; 
d)	 Si el deudor principal quisiera ausentarse del país y no dejare bienes suficientes y libres de 

todo gravamen para cancelar sus obligaciones; 
e)	 Cuando el deudor principal incumpliere obligaciones societarias respecto de la Sociedad de 

Garantía Recíproca; 
f)	 Cuando el deudor principal fuera una persona de existencia ideal y no diera cumplimiento a las 

obligaciones legales para su funcionamiento regular. 

Artículo 75 — Quiebra del socio. Si el socio quebrase antes de cancelar la deuda garantizada, 
la Sociedad de Garantía Recíproca tiene derecho de ser admitida previamente en el pasivo de la 
masa concursada. 

Artículo 76 — Subrogación de derechos. La Sociedad de Garantía Recíproca que cancela la deu-
da de sus socios sólo se subrogará en los derechos, acciones y privilegios del acreedor resarcido 
en la medida que fuera necesario para el recupero de los importes abonados. 

Artículo 77 — Repetición. Si la Sociedad de Garantía Recíproca ha afianzado una obligación 
solidaria de varios socios, podrá repetir de cada uno de ellos el total de lo que hubiere pagado. 

Sección VIII | De la extinción del contrato de Garantía Recíproca
Artículo 78 — Extinción del contrato de garantía recíproca. El contrato de garantía recíproca 
se extingue por: 
a)	 La extinción de la obligación principal; 
b)	 Modificación o novación de la obligación principal, sin intervención y consentimiento de la 

Sociedad de Garantía Recíproca; 
c)	 Las causas de extinción de las obligaciones en general y las obligaciones accesorias en particular. 

Sección IX | Beneficios impositivos y Banco Central
Artículo 79 — Beneficios impositivos. Los contratos de garantía recíproca instituidos bajo este 
régimen gozarán del siguiente tratamiento impositivo:
a)	 Exención en el impuesto a las ganancias, Ley de Impuesto a las Ganancias (texto ordenado 

1997) y sus modificaciones, por las utilidades que generen;



Ley 24.467 | Instrumentos de Financiación a la Pequeña y Mediana Empresa y Sociedades de Garantía Recíproca
(parte pertinente)

Marco Legal del Sistema Financiero 2021 | 369

b)	 Exención en el impuesto al valor agregado, Ley de Impuesto al Valor Agregado (texto ordenado 
1997) y sus modificaciones, de toda la operatoria que se desarrolle con motivo de los mismos.
Los aportes de capital y los aportes al fondo de riesgo de los socios protectores y partícipes, se-

rán deducibles del resultado impositivo para la determinación del impuesto a las ganancias de sus 
respectivas actividades, en el ejercicio fiscal en el cual se efectivicen, siempre que dichos aportes 
se mantengan en la sociedad por el plazo mínimo de dos (2) años calendario, contados a partir de 
la fecha de su efectivización. En caso de que no se cumpla el plazo de permanencia mínimo de los 
aportes en el fondo de riesgo, deberá reintegrarse al balance impositivo del ejercicio fiscal en que 
tal hecho ocurra el monto de los aportes que hubieran sido deducidos oportunamente, con más los 
intereses y/o sanciones que pudiere corresponderle de acuerdo a la Ley 11.683 (texto ordenado 
1998) y sus modificaciones.

La deducción impositiva a que alude el párrafo anterior operará por el ciento por ciento (100%) 
del aporte efectuado, no debiendo superar en ningún caso dicho porcentaje. El grado de utiliza-
ción del fondo de riesgo en el otorgamiento de garantía deberá ser como mínimo del ochenta por 
ciento (80%) como promedio en el período de permanencia de los aportes. En caso contrario, la 
deducción se reducirá en un porcentaje equivalente a la diferencia entre la efectuada al momento 
de efectivizar el aporte y el grado de utilización del fondo de riesgo en el otorgamiento de ga-
rantías, verificado al término de los plazos mínimos de permanencia de los aportes en el fondo. 
Dicha diferencia deberá ser reintegrada al balance impositivo del impuesto a las ganancias co-
rrespondiente al ejercicio fiscal a aquel en que se cumplieron los plazos pertinentes a que 

alude este artículo, con más los intereses que pudieren corresponder de acuerdo a la Ley 
11.683 (texto ordenado 1998) y sus modificaciones. A los efectos de obtener la totalidad de la 
deducción impositiva aludida, podrá computarse hasta un (1) año adicional al plazo mínimo de 
permanencia para alcanzar el promedio del ochenta por ciento (80%) en el grado de utilización 
del fondo de riesgo, siempre y cuando el aporte se mantenga durante dicho período adicional. La 
autoridad de aplicación determinará la fórmula aplicable para el cálculo del grado de utilización 
del fondo de riesgo en el otorgamiento de garantías.

Todos los beneficios impositivos instituidos por el presente artículo serán extensivos bajo 
las mismas condiciones a los fondos de garantía provinciales o regionales constituidos por los 
gobiernos respectivos, existentes o que se creen en el futuro.

Artículo sustituido por art. 29 de la Ley N° 25.300, B.O. 
07/09/2000.

Artículo 80 — Banco Central. En la esfera de su competencia y en el marco de las disposiciones 
de la presente ley, el BCRA dispondrá las medidas conducentes a promover la aceptación de las 
garantías concedidas por las sociedades de que trata el presente régimen por parte de las entida-
des financieras que integran el sistema institucionalizado, otorgándoles a las mismas el carácter 
de garantías preferidas autoliquidables.

Asimismo el BCRA ejercerá las funciones de superintendencia en lo atinente a vinculaciones 
de las SGR con los bancos y demás entidades financieras.

Artículo sustituido por art. 30 de la Ley N° 25.300, B.O. 
07/09/2000.
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Sección X | Autoridad de aplicación
Artículo 81 — La autoridad de aplicación correspondiente al presente título será la que designe el 
Poder Ejecutivo nacional, que también dictará las normas reglamentarias que fueran necesarias 
para su cumplimento y para la fiscalización y supervisión de las Sociedades de Garantía Recípro-
ca (SGR) con excepción de lo dispuesto en el artículo 80.

La autoridad de aplicación del Sistema de Sociedades de Garantía Recíproca tendrá, entre 
otras atribuciones, las siguientes:
a) Definir los criterios de inversión que deberán observar las Sociedades de Garantía Recíproca 

(SGR) pudiendo establecer inversiones obligatorias, de hasta el veinticinco por ciento (25%) 
del valor de los fondos de riesgo de cada sociedad, en fondos de garantía públicos que tengan 
entre sus objetivos el re-afianzamiento de las obligaciones por ellas contraídas;

b) Establecer un aporte solidario a uno o más Fondos de Garantías Públicos, de hasta un monto 
equivalente al cinco por ciento (5%) de los nuevos aportes o reimposiciones que se realicen 
al fondo de riesgo de una Sociedad de Garantía Recíproca (SGR). Con el objetivo de otorgar 
estabilidad al sistema de Sociedades de Garantía Recíproca (SGR), la autoridad de aplicación 
sólo podrá fijar dicho aporte a favor de Fondos de Garantías Públicos que tengan entre sus 
objetivos el reafianzamiento de las obligaciones contraídas por las Sociedades de Garantía 
Recíproca (SGR) y que se encuentren autorizados por la autoridad de aplicación para recibir 
dichos aportes;

c) Suscribir convenios con Fondos de Garantías Privados a fin de que los mismos se encuentren 
alcanzados por el régimen de supervisión y control del sistema de Sociedades de Garantía 
Recíproca (SGR);

d) Aumentar, hasta un máximo de cuatro (4) años el período de permanencia mínimo requerido 
para que resulte procedente la deducción prevista en el artículo 79 de esta ley. Esto será apli-
cable a los aportes y reimposiciones efectuados desde la fecha de entrada en vigencia de la 
presente medida;

e) Elevar el grado de utilización del fondo de riesgo promedio mínimo requerido durante el período 
de permanencia para que resulte procedente la deducción prevista en el artículo 79, hasta un 
porcentaje del cuatrocientos por ciento (400%).
Los fondos de garantías públicos nacionales, regionales y/o provinciales podrán constituir 

fondos de afectación específica en los términos del artículo 46 de la presente, conforme esta-
blezca su reglamentación.

Artículo sustituido por art. 17 de la Ley N° 27.444, B.O. 
18/06/2018.

Sección XI | Disposiciones finales
Artículo 82 — Ley 19.550. Todas aquellas cuestiones no consideradas específicamente en el 
Título II de la presente ley se regirán por la Ley de Sociedades Comerciales 19.550 y sus modifi-
caciones. 
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Artículo 1 — Sujetos Garantizables. Las Sociedades de Garantía Recíproca solo podrán otorgar 
garantías a sus socios partícipes y a terceros que cumplan con las características necesarias 
para ser considerados Micro, Pequeñas y Medianas Empresas, conforme los términos estable-
cidos en el artículo 2° de la Ley N° 24.467 y sus modificatorias, se encuentren inscriptas en el 
“Registro de Empresas MiPyMES” creado en virtud de lo dispuesto por el artículo 27 de dicha 
ley y cumplan con los restantes requisitos que al efecto establezca la Autoridad de Aplicación.

Artículo 2 — Límites Operativos. Los límites a los que se refiere el artículo 34 de la Ley N° 
24.467 y sus modificatorias, deberán ser considerados al momento de la emisión de cada ga-
rantía.

Cuando por cualquier causa se operaren reducciones en el Fondo de Riesgo y se incumplieren 
dichos límites, la Sociedad de Garantía Recíproca involucrada deberá dar aviso inmediatamente 
a la Autoridad de Aplicación.

A tales efectos, la Autoridad de Aplicación establecerá los plazos y mecanismos necesarios 
para la regularización de la situación descripta precedentemente.

Artículo 3 — Los contratos de garantía están autorizados también cuando un socio protector 
sea el acreedor de la operación de crédito para la cual se emite la garantía.

Las Sociedades de Garantía Recíproca no podrán otorgar garantías a operaciones de crédito 
en las que un socio partícipe descuente instrumentos de comercio de los que sea librador o 
aceptante un socio protector, o a otras operaciones similares.

Artículo 4 — Régimen Sancionatorio. La aplicación de las sanciones establecidas en el artículo 
43 de la Ley N° 24.467 y sus modificatorias, se efectuará de acuerdo al procedimiento que al 
efecto establezca la Autoridad de Aplicación, el que deberá garantizar el debido proceso adjetivo 
previsto en el artículo 1º, inciso f) de la Ley Nacional de Procedimientos Administrativos N° 
19.549 y sus modificatorias.

Artículo 5 — Capital Social. Atento lo dispuesto por el artículo 45 de la Ley N° 24.467 y sus mo-
dificatorias, establécese que el Capital Social Mínimo para la constitución de las Sociedades de 
Garantía Recíproca es de pesos doscientos cuarenta mil ($ 240.000).

Artículo 6 — Acciones escriturales. A los fines de la representación del Capital Social, la socie-
dad podrá adoptar el sistema de acciones escriturales, en cuyo caso la sociedad emisora deberá 
presentar a la Autoridad de Aplicación una descripción del sistema de registro de los valores 
escriturales, el que deberá asegurar la acreditación, ejercicio y transmisión de los derechos co-
rrespondientes. Si se tratare de registros manuales, deberá rubricarse un libro al efecto. Cuando 
se tratare de sistemas computarizados, se deberá acreditar la aprobación de la respectiva auto-
ridad de contralor.

Las acciones de los socios protectores y de los socios partícipes tendrán el mismo número 
de votos y precios de emisión, dentro de sus respectivas categorías, aunque pudiendo diferir 
entre ambas categorías de acciones sin que con ello pueda afectarse el máximo de votos del 
cincuenta por ciento (50%) del capital social para los socios protectores, ni del cinco por ciento 
(5%) para cada socio partícipe, establecido en la Ley N° 24.467 y sus modificatorias.
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Artículo 7 — Cesión de acciones a terceros socios. La transmisión de acciones a otros socios 
partícipes no podrá tener lugar si se alterara el porcentaje de participación establecido en el artí-
culo 45 de la Ley N° 24.467 y sus modificatorias. La cesión se formalizará mediante instrumento 
público o privado, firmado digitalmente o con certificación notarial de las firmas de las partes, 
según corresponda.

Artículo 8 — Cesión de acciones a terceros no socios. La transmisión de acciones a terceros 
no socios deberá cumplir los requisitos establecidos en el artículo 49 de la Ley N° 24.467 y sus 
modificatorias y requerirá la previa acreditación de las condiciones que establezca la Autoridad 
de Aplicación. La cesión se formalizará mediante instrumento público o privado, firmado digital-
mente o con certificación notarial de las firmas de las partes, según corresponda.

Artículo 9 — Conforme a lo establecido en el último párrafo del artículo 46 de la Ley N° 24.467 
y sus modificatorias, para conformar fondos de riesgo, solo quedarán excluidas las entidades 
financieras regidas por la Ley N° 21.526 y sus modificaciones. A los fines de la constitución del 
fondo, los aportes, con afectación específica al otorgamiento de garantías a MiPyMEs, deberán 
cumplir los siguientes requisitos:
a.	 Que los aportes se canalicen a través de uno o más fideicomisos independientes del Fondo de 

Riesgo de las Sociedades de Garantía Recíproca en los cuales éstas actúen como fiduciarios. 
En tal caso los inversores no socios no gozarán de los beneficios impositivos previstos por la 
Ley N° 24.467 y sus modificatorias.

b.	 Se determine el tipo de actividad y/o sector económico y/o ámbito geográfico de radicación al 
que pertenezcan las empresas objeto de las garantías a emitir y en su caso, las beneficiarias 
de las garantías.

c.	 Que el contrato de fideicomiso establezca el régimen de comisiones que percibirá la Sociedad 
de Garantía Recíproca por el otorgamiento de garantías.

d.	 Que en el contrato de fideicomiso se prevea que en ninguna circunstancia la relación entre el 
valor de los bienes fideicomitidos y el valor del saldo neto por garantías otorgadas, podrá ser 
inferior al que fije la Autoridad de Aplicación.

e.	 Contar con la autorización previa de la Autoridad de Aplicación, la que deberá ser manifestada 
en el término de TREINTA (30) días hábiles de ingresada la solicitud pertinente, a cuyo término 
se considerará otorgada tácitamente.

Artículo 10 — Las Sociedades de Garantía Recíproca y el Fondo de Riesgo deberán observar, al 
momento de inversión de sus activos, los criterios de liquidez, diversificación, transparencia y 
solvencia que establezca la Autoridad de Aplicación.

Artículo 11 — Los criterios de inversión de los Fondos de Riesgo que establezca la Autoridad 
de Aplicación del Sistema de Sociedades de Garantía Recíproca serán de cumplimiento obliga-
torio para todas las sociedades del sistema, aún para aquellas que no cuenten con garantías 
re-afianzadas.

Artículo 12 — Régimen informativo. Las Sociedades de Garantía Recíproca autorizadas deberán 
presentar a la Autoridad de Aplicación, con una antelación no menor a QUINCE (15) días hábiles 
antes de la fecha de la Asamblea General:
a.	 Copia íntegra del acta de la reunión del Consejo de Administración en que se resolvió convocar 

la Asamblea y se aprobó la documentación o asunto a tratar por ésta.
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b.	 Un ejemplar de los estados contables y anexos, de la memoria y del informe de la sindicatura, 
en su caso.
Cuando se trate una modificación estatutaria una vez cumplidos los requisitos previstos en el 

artículo 44 de la Ley N° 24.467 y sus modificatorias, el nuevo texto y sus fundamentos deberán 
ser sometidos a consideración de la Autoridad de Aplicación con Treinta (30) días de anticipación 
a la fecha de celebración de la Asamblea.

La Autoridad de Aplicación establecerá un régimen informativo, que incluya normas de regis-
tración contable e información sobre avales otorgados, estado de cumplimiento, contragaran-
tías y controlará el cumplimiento de los requisitos para su funcionamiento conforme a la Ley N° 
24.467 y sus modificatorias.

Artículo 13 — Las Sociedades de Garantía Recíproca deberán informar a la Autoridad de Aplica-
ción, dentro de los CINCO (5) días de producirse o de tomar conocimiento, sobre cualquier hecho 
relevante que por su importancia pueda incidir sustancialmente en el cumplimiento del objeto 
de la sociedad. El responsable de la provisión de la información es el representante legal de la 
Sociedad de Garantía Recíproca.

Artículo 14 — La Autoridad de Aplicación, el Banco Central de la República Argentina y la Admi-
nistración Federal de Ingresos Públicos, entidad autárquica en el ámbito del Ministerio de Hacien-
da, en la esfera de sus competencias y en el marco de las disposiciones de la Ley N° 24.467 y sus 
modificatorias, coordinarán su accionar en lo referente al régimen informativo, de supervisión, de 
fiscalización y de control de las Sociedades de Garantía Recíproca.

Artículo 15 — Exclusión de socios partícipes. La exclusión del socio incurso en los supuestos 
contemplados en el inciso 2 del artículo 62 de la Ley N° 24.467 y sus modificatorias, se podrá 
disponer una vez transcurridos TREINTA (30) días desde que la Sociedad de Garantía Recíproca 
hubiera efectuado el pago de la garantía o, en su caso, desde que el socio estuviese en mora en la 
integración de su aporte de capital, sin que en dicho plazo el socio afectado hubiese regularizado 
su situación.

Artículo 16 — La designación del Gerente General y de los miembros del Consejo de Adminis-
tración y de la Sindicatura deberá recaer en personas que reúnan los requisitos de idoneidad que 
establezca la Autoridad de Aplicación.

Artículo 17 — Prohibiciones e incompatibilidades para el ejercicio de cargos en el Consejo de 
Administración. Para el ejercicio de cargos en el Consejo de Administración resultan aplicables 
las disposiciones del artículo 264 y concordantes de la Ley General de Sociedades N° 19.550, T.O. 
1984 y sus modificaciones.

Artículo 18 — Disolución. Cuando se den las causales de disolución o liquidación determinadas 
en la Ley General de Sociedades N° 19.550, T.O. 1984 y sus modificaciones y en el artículo 67 
de la Ley N° 24.467 y sus modificatorias, la liquidación estará a cargo de la o las personas que 
designe la Asamblea General por mayoría simple de votos. Cuando se trate de la causal estable-
cida en el artículo 67, inciso 3) de la Ley N° 24.467 y sus modificaciones, deberán contar con la 
aceptación previa de la Autoridad de Aplicación.

Artículo 19 — De las garantías. La garantía que establece el artículo 68 de la Ley N° 24.467 y 
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sus modificatorias, podrá revestir el carácter de aval cambiario o fianza solidaria, siendo posible 
la asunción del carácter de liso, llano y principal pagador y la renuncia por parte del garante a los 
beneficios de los artículos 1583, 1585 y 1589 del Código Civil y Comercial de la Nación, de acuer-
do, en todos los casos, a lo que se establezca en los respectivos contratos de garantía.

Artículo 20 — Beneficios impositivos. Las exenciones en los Impuestos a las Ganancias y al 
Valor Agregado contempladas en el artículo 79, incisos a) y b) de la Ley N° 24.467 y sus modifica-
torias, comprenderán los ingresos obtenidos por las Sociedades de Garantía Recíproca.

Dichas exenciones no comprenderán los ingresos generados por otras actividades permitidas 
en su objeto social ni los rendimientos originados en la colocación del Fondo de Riesgo.

Artículo 21 — La deducción en concepto de aportes de capital y a los fondos que autorizan los 
artículos 46 y 79 de la Ley N° 24.467 y sus modificatorias, se considerará definitiva cuando:
a.	 Dichos aportes permanezcan en la sociedad durante el período de permanencia mínimo re-

querido al momento de su realización, el cual será computado a partir del día de la efectiva 
disposición de los fondos a favor de la sociedad y hasta la misma fecha del año en que se 
cumpla el plazo respectivo; y

b.	 El grado de utilización del fondo de riesgo promedio durante dicho período no sea inferior al 
establecido al momento de su realización. A este fin, no se considerarán los rendimientos 
acumulados por las inversiones del Fondo de Riesgo no retirados por sus titulares.
La Autoridad de Aplicación establecerá el procedimiento por el cual serán reintegradas al ba-

lance impositivo las sumas oportunamente deducidas ante el incumplimiento de los requisitos 
previstos en los párrafos precedentes.

La diferencia de impuesto que pudiera surgir por el eventual reintegro al balance impositivo 
respecto a las sumas oportunamente deducidas en concepto de aportes debido a incumplimien-
tos a los requisitos establecidos, deberá ingresarse en la fecha que se fije como vencimiento 
para la presentación de la declaración jurada del ejercicio comercial o período fiscal a que deba 
atribuirse el reintegro, con más los intereses que pudieran corresponder de acuerdo al artículo 37 
de la Ley N° 11.683, texto ordenado en 1998 y sus modificaciones, calculados desde la fecha de 
vencimiento fijada para la presentación de la declaración jurada del ejercicio comercial o período 
fiscal en que se practicó la deducción hasta la fecha de vencimiento indicada en primer término 
o del efectivo ingreso.

Los rendimientos provenientes de las inversiones realizadas en el Fondo de Riesgo, serán 
imputados por la Sociedad de Garantía Recíproca al ejercicio anual en que se devenguen de 
acuerdo con las disposiciones de la Ley de Impuesto a las Ganancias, texto ordenado en 1997 y 
sus modificaciones, pudiendo, a su vez, ser deducidos como gastos de dicho ejercicio en tanto 
se originen en el pasivo que contrajere la sociedad con los socios protectores en concepto de 
aportes al Fondo de Riesgo. Asimismo, los socios protectores considerarán como ganancia gra-
vada dichos rendimientos. Tratándose de los sujetos a que se refiere el artículo 49 de la ley del 
gravamen, los citados rendimientos se atribuirán al ejercicio comercial o, en su caso, al año fiscal 
en que se hubieren devengado, a cuyo efecto la Sociedad de Garantía Recíproca deberá informar 
a dichos sujetos la proporción de los rendimientos que resulta atribuible a cada uno.

La Autoridad de Aplicación y la Administración Federal de Ingresos Públicos dictarán las nor-
mas que deberán observar las Sociedades de Garantía Recíproca a efectos de cumplir con el 
régimen de información previsto en el párrafo anterior.

Artículo 22 — Cuando a raíz del incumplimiento de los plazos mínimos de permanencia estable-
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cidos en la normativa aplicable, el aportante deba reintegrar al resultado impositivo las sumas 
oportunamente deducidas y en el mismo ejercicio fiscal efectúe aportes, éstos no gozarán los 
beneficios impositivos previstos en la Ley N° 24.467 y sus modificatorias hasta el monto equiva-
lente a dicho reintegro.

Artículo 23 — Las reducciones del Fondo de Riesgo por aplicaciones deberán respetar la igual-
dad proporcional dentro de la masa de socios protectores. Los retiros del Fondo de Riesgo de-
berán respetar la relación de proporcionalidad de aportes cuando pueda alterarse el régimen de 
solvencia. Las garantías que se encontraren en ejecución al momento del retiro total o parcial de 
los aportes de algún socio protector, otorgan a favor del mismo los derechos crediticios propor-
cionales a su participación en el Fondo de Riesgo al momento de dicho retiro.

Facúltase a la Autoridad de Aplicación para establecer la metodología de instrumentación 
respectiva.

Artículo 24 — La Sindicatura de la sociedad deberá tener una representación por clase de socios 
inversa a la que se haya dado al Consejo de Administración, de acuerdo a lo establecido en el 
artículo 61 de la Ley N° 24.467 y sus modificatorias.

Artículo 25 — Los beneficios impositivos extendidos por el artículo 79 de la Ley N° 24.467 y sus 
modificatorias, a los contratos de garantía celebrados por los fondos de garantía provinciales o 
regionales constituidos por los gobiernos respectivos, quedarán sujetos al igual que las Socieda-
des de Garantía Recíproca, a las normas generales que al efecto dicte la Administración Federal 
de Ingresos Públicos.

A tal fin, serán considerados fondos de garantía provinciales o regionales las entidades crea-
das por ley y en las que el Estado provincial ejerza el control. Los beneficios impositivos al socio 
protector solo serán acordados cuando se haya adoptado la forma de Sociedad de Garantía Recí-
proca, sujeta a la Ley N° 24.467 y sus modificatorias.

La Autoridad de Aplicación celebrará acuerdos con los organismos oficiales correspondientes, 
para unificar el sistema informativo y coordinar las tareas de control. En cualquier caso, la fis-
calización de la aplicación de los beneficios impositivos será competencia de la Administración 
Federal de Ingresos Públicos.

Artículo 26 — Las Sociedades de Garantía Recíproca detraerán de los nuevos aportes o reim-
posiciones que efectuaren los Socios Protectores, el porcentaje que establezca la Autoridad de 
Aplicación en concepto de aporte solidario conforme lo previsto en el inciso b) del artículo 81 de 
la Ley N° 24.467 y sus modificatorias.

Los aportes solidarios efectuados por los Socios Protectores no serán reembolsables al mo-
mento de su vencimiento.

Artículo 27 — Los Fondos de Garantía Públicos que deseen obtener la autorización por parte de 
la Autoridad de Aplicación, a efectos de recibir los aportes solidarios mencionados en el artículo 
81 de la Ley N° 24.467 y sus modificatorias, deberán someterse al Régimen Informativo previsto 
en el artículo 12 del presente decreto y demás requisitos que a tales efectos establezca la Auto-
ridad de Aplicación.

Artículo 28 — Los Fondos de Garantías Privados que voluntariamente suscriban convenios a fin 
de adherir al régimen de supervisión y control del sistema de Sociedades de Garantía Recíproca 
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se encontrarán alcanzados por la normativa aplicable al sistema, incluido el régimen sancionato-
rio, en cuanto fuera compatible.

La adhesión de los Fondos de Garantía Privados al sistema de supervisión y control del sis-
tema de Sociedades de Garantía Recíproca en ningún caso les implicará una extensión de los 
beneficios impositivos previstos para dicho sistema.

Artículo 29 — Las modificaciones del plazo de permanencia mínimo y del grado de utilización del 
fondo de riesgo promedio mínimo requeridos durante dicho plazo para que resulte procedente la 
deducción prevista en el artículo 79 de la Ley N° 24.467 y sus modificatorias, solo serán aplica-
bles para los aportes o reimposiciones que se efectuaren a partir de la entrada en vigencia de las 
normas que establecieran dichas modificaciones.

Artículo 30 — Los contratos de garantía celebrados por Sociedades de Garantía Recíproca con 
terceros se regirán supletoriamente por las normas aplicables a los contratos de garantía recí-
proca.

Artículo 31 — Invítase a los Gobiernos Provinciales y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a 
establecer exenciones respecto de los impuestos que graven la emisión y retribución de los con-
tratos de garantía recíproca en el ámbito de sus respectivas jurisdicciones.

Artículo 32 — Derógase el Decreto N° 1076 de fecha 24 de agosto de 2001.

Artículo 33 — Exceptúanse de los límites establecidos en el primer párrafo del artículo 31 de la 
Ley General de Sociedades N° 19.550, T.O. 1984 y sus modificaciones, a las sociedades que se 
incorporen como socios de sociedades de garantía recíproca.

Artículo 34 — La presente medida comenzará a regir a partir del día siguiente al de su publica-
ción en el Boletín Oficial.

Artículo 35 — Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFI-
CIAL y archívese. MACRI - Marcos Peña - Dante Enrique Sica - Nicolás Dujovne
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Artículo 1 - Autorízase la celebración de contratos de garantía recíproca mediante instrumentos
particulares no firmados, en los términos establecidos en la presente resolución.

Artículo 2 - Los contratos de garantía recíproca celebrados entre las Sociedades de Garantías 
Recíproca y sus socios partícipes y/o terceros podrán ser celebrados mediante documentos elec-
trónicos que cuenten con firmas electrónicas.

La elección del soporte de infraestructura digital utilizado para llevar adelante estas operacio-
nes, así como los criterios de validación de identidad utilizados respecto de los usuarios de las 
firmas electrónicas necesarias para perfeccionar los contratos será de exclusiva responsabilidad 
de las Sociedades de Garantía Recíproca. A esos efectos, las Sociedades de Garantía Recíproca 
deberán utilizar un soporte asociado a la tecnología blockchain.

El certificado de garantía que emita la Sociedad de Garantía Recíproca deberá ser suscripto 
con firma digital.

Artículo 3 - Las Sociedades de Garantía Recíproca que hagan uso de la autorización establecida 
en la presente reglamentación deberán informar a la Autoridad de Aplicación, de acuerdo con lo 
estipulado por el artículo precedente, el soporte de infraestructura digital que fuera elegido a fin 
de instrumentar los contratos y las medidas adoptadas tendientes a validar la identidad de los 
usuarios.

Artículo 4 - La Autoridad de Aplicación evaluará periódicamente el impacto de la presente me-
dida en el Sistema de Sociedades de Garantía Recíproca, para lo cual solicitará información a las 
Sociedades de Garantía Recíproca y los demás actores involucrados, y en virtud de dicho análisis 
adoptará las medidas que entienda pertinentes.

Artículo 5 - Será de aplicación a lo establecido en la presente resolución las previsiones de la Ley 
N° 25.506 y sus modificaciones en cuanto corresponda.

Artículo 6 - La presente medida entrará en vigencia a partir de la fecha de su publicación en el 
Boletín Oficial.

Artículo 7 - Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCIÓN NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL 
y archívese.



378 | Marco Legal del Sistema Financiero 2021

Decreto 326/2020

Decreto 326/2020
Artículo 1 — Instrúyese a la Autoridad de Aplicación y al Comité de Administración del Fondo de
Garantías Argentino (FoGAr), creado por el artículo 8º de la Ley Nº 25.300, a constituir un Fondo 
de Afectación Específica conforme lo previsto en el artículo 10 de la citada ley, con el objeto de 
otorgar garantías para facilitar el acceso a préstamos para capital de trabajo, por parte de las 
Micro, Pequeñas y Medianas Empresas inscriptas en el Registro de Empresas MiPyMES contem-
plado en el artículo 27 de la Ley Nº 24.467.

Artículo 2 — Facúltase al señor Jefe de Gabinete de Ministros a realizar las adecuaciones
presupuestarias que resulten pertinentes a fin de transferir al Fondo de Garantías Argentino (Fo-
GAr) creado por la Ley Nº 25.300, en concepto de aporte directo, la suma de Pesos treinta mil 
millones ($ 30.000.000.000).

Artículo 3 — Las sumas percibidas de conformidad con lo previsto en el artículo 2º del presente
decreto, que corresponden al Fondo de Afectación Específica, serán destinadas por la Autoridad 
de Aplicación y el Comité de Administración del Fondo de Garantías Argentino (FoGAr), al otorga-
miento de garantías de conformidad con los siguientes lineamientos:
a.  Destinatarios de las garantías: las garantías serán otorgadas en favor de entidades financiera-

autorizadas por el Banco Central de la República Argentina y las entidades no financieras que 
desarrollen herramientas de financiamiento, y en respaldo de las que emitan las sociedades de 
garantía recíproca, y los fondos Nacionales, Provinciales, Regionales o de la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires, constituidos por los gobiernos respectivos, cualquiera sea la forma jurídica 
que los mismos adopten, siempre que cumplan con los requisitos técnicos que establezca la 
Autoridad de Aplicación.

b.  Objeto de las garantías: tendrán como objetivo garantizar el repago de los préstamos para ca-
pital de trabajo, incluyendo pagos de salarios, aportes y contribuciones patronales, y cobertura 
de cheques diferidos que otorguen las entidades mencionadas a los beneficiarios previstos en 
el siguiente apartado.

c.  Beneficiarios: las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas (MiPyMES) inscriptas en el Registro de 
Empresas MiPyMES previsto en el artículo 27 de la Ley Nº 24.467, con Certificado MiPyME vigente.

d.  Alcance: sin perjuicio de las demás condiciones que establezcan las autoridades competentes:
1.  Las garantías podrán cubrir hasta el CIEN POR CIENTO (100%) del préstamo tomado por las 

personas jurídicas mencionadas en el apartado c. del presente artículo.
2.  El Fondo de Garantías Argentino (FoGAr) podrá otorgar las garantías hasta el monto del 

Fondo de Afectación Específica, sin exigir contragarantías por parte de la empresa toma-
dora del préstamo.

3.  La Autoridad de Aplicación y el Comité de Administración del Fondo de Garantías Argentino 
(FoGAr), cada uno en la órbita de su incumbencia, definirán los requisitos exigibles en cada 
caso, así como las líneas de financiamiento elegibles para las garantías a otorgar.

4.  La Autoridad de Aplicación podrá, con la debida fundamentación en el marco de la emer-
gencia decretada por la Ley Nº 27.541, modificar y/o ampliar el universo de personas be-
neficiarias de los préstamos y/o el destino de los préstamos previstos en este apartado.

Artículo 4 — Las previsiones del presente decreto se encontrarán vigentes durante el plazo de 
vigencia de la emergencia establecida por la Ley Nº 27.541 y sus eventuales prórrogas, en los 
términos y condiciones que al efecto establezcan la Autoridad de Aplicación y/o el Comité de 
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Administración del Fondo de Garantías Argentino (FoGAr) en el marco del Fondo de Afectación 
Específico constituido mediante el presente decreto.

El Ministerio de Desarrollo Productivo, como autoridad de aplicación, determinará el destino
de los fondos que no estuvieran comprometidos en razón de garantías otorgadas, quedando 
facultado para decidir la transferencia de los mismos a fondos fiduciarios que funcionen bajo su 
órbita y que promuevan el financiamiento del sector productivo.

Artículo 5 — A los efectos de la implementación de las garantías conforme lo previsto en el pre-
sente decreto, el Fondo de Garantías Argentino (FoGAr), por intermedio de su fiduciario, celebrará 
con entidades financieras autorizadas por el Banco Central de la República Argentina, entidades
no financieras que desarrollen herramientas de financiamiento, Sociedades de Garantía Recípro-
ca y fondos Nacionales, Provinciales, Regionales o de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires los 
convenios que entienda pertinentes.

Artículo 6 —  El Fondo de Garantías Argentino (FoGAr) queda dispensado del cumplimiento de lo
previsto en el artículo 1º del Decreto Nº 668 del 27 de septiembre de 2019.

Artículo 7 —  Sustitúyese el artículo 72 de la Ley N° 24.467, por el siguiente:
“Artículo 72. - Formas de contrato. El contrato de garantía recíproca es con-
sensual. Se celebrará por escrito, pudiendo serlo por instrumento público o 
privado.
La Autoridad de Aplicación podrá autorizar la celebración de contratos de ga-
rantía mediante instrumentos particulares no firmados, en los términos y con-
diciones que al efecto establezca.”

Artículo 8 —  El presente decreto entrará en vigencia a partir del día de su publicación en el 
boletín oficial.
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Decreto 332/2020 (parte pertinente)
Artículo 1 — Créase el Programa de Asistencia de Emergencia al Trabajo y la Producción para 
empleadores y empleadoras, y trabajadores y trabajadoras afectados por la emergencia sanitaria.

Artículo 2 — El Programa de Asistencia de Emergencia al Trabajo y la Producción (ATP) consis-
tirá en la obtención de uno o más de los siguientes beneficios…
c. Crédito a Tasa Cero para personas adheridas al Régimen Simplificado para Pequeños Contri-

buyentes y para trabajadoras y trabajadores autónomos en las condiciones que establezcan la 
Jefatura de Gabinete de Ministros y el Banco Central de la República Argentina, en el marco de 
sus respectivas competencias, con subsidio del cien por ciento (100%) del costo financiero total.

Artículo sustituido por art. 1º del Decreto Nº 376/2020 
B.O. 20/4/2020.

Artículo 3 — Los sujetos alcanzados por la presente norma podrán acogerse a los beneficios 
estipulados en los incisos a), b) y c) del artículo 2° del presente decreto en la medida en que den 
cumplimiento con uno o varios de los siguientes criterios:
a. Actividades económicas afectadas en forma crítica en las zonas geográficas donde se desa-

rrollan.
b. Cantidad relevante de trabajadores y trabajadoras contagiadas por el COVID 19 o en aislamien-

to obligatorio o con dispensa laboral por estar en grupo de riesgo u obligaciones de cuidado 
familiar relacionadas al COVID 19.

c. Sustancial reducción en su facturación con posterioridad al 12 de marzo de 2020.
Inciso sustituido por art. 2º del Decreto Nº 376/2020 
B.O. 20/4/2020.

Artículo 4 — Se encuentran excluidos de los beneficios del presente decreto aquellos sujetos que 
realizan actividades y servicios declarados esenciales en la emergencia sanitaria y cuyo personal 
haya sido exceptuado del cumplimiento del “aislamiento social preventivo y obligatorio” conforme 
las prescripciones del artículo 6° del Decreto N° 297/20, de la Decisión administrativa N° 429/20, 
de la Decisión administrativa N° 450/20 y sus eventuales ampliaciones.

Sin perjuicio de ello, y atendiendo a especiales circunstancias que hubieran provocado alto im-
pacto negativo en el desarrollo de su actividad o servicio, los referidos sujetos podrán presentar 
la solicitud para ser alcanzados por los beneficios previstos en el presente decreto, y el Jefe de 
Gabinete de Ministros, previo dictamen del Comité de Evaluación y Monitoreo del Programa De 
Asistencia de Emergencia al trabajo y la producción fundamentado en criterios técnicos, podrá 
aceptar o negar tales pedidos.

Artículo sustituido por art. 2° del Decreto N° 347/2020 
B.O. 6/4/2020.

Artículo 5 — El Jefe de Gabinete de Ministros decidirá respecto de la procedencia y alcance de 
los pedidos que se realicen para acogerse a los beneficios contemplados en el presente decreto, 
previo dictamen fundamentado con base en criterios técnicos del Comité de Evaluación y Moni-
toreo del Programa de Asistencia de Emergencia al Trabajo y la Producción.

Artículo sustituido por art. 3° del Decreto N° 
347/2020 B.O. 6/4/2020.”
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Artículo 9 — El Crédito a Tasa Cero para personas adheridas al Régimen Simplificado para Pe-
queños contribuyentes y para trabajadoras y trabajadores autónomos alcanzados por las condi-
ciones del artículo 3º del presente decreto que, además, se ajusten a las situaciones que defina 
la Jefatura de gabinete de ministros, de acuerdo con el artículo 5° de este decreto, consistirá en 
una financiación a ser acreditada en la tarjeta de crédito del beneficiario o de la beneficiaria en los 
términos que, para la implementación de la medida, establezca el Banco Central de La República 
Argentina.

El monto de la financiación no podrá exceder una cuarta parte del límite superior de ingresos 
brutos establecidos para cada categoría del Régimen Simplificado para Pequeños Contribuyen-
tes, con un límite máximo de pesos ciento cincuenta mil ($ 150.000). El financiamiento será 
desembolsado en tres cuotas mensuales iguales y consecutivas.

A cada una de tales cuotas se adicionará el monto equivalente al pago de las sumas totales 
que los trabajadores y las trabajadoras deben abonar por los períodos mensuales resultantes en 
concepto de impuesto integrado y cotizaciones previsionales a cargo de los contribuyentes adhe-
ridos al Régimen Simplificado para Pequeños Contribuyentes o de aportes previsionales obliga-
torios del régimen de trabajadoras y trabajadores autónomos. El monto referido será retenido y 
depositado periódicamente en la Administración Federal de Ingresos Públicos.

Artículo sustituido por art. 5º del Decreto Nº 376/2020 
B.O. 20/4/2020.

Artículo 9  bis — El Fondo Nacional de Desarrollo Productivo (FONDEP) bonificará el cien por-
ciento (100%) de la tasa de interés y del costo financiero total que devenguen los Créditos a Tasa 
Cero que se otorguen a personas adheridas al Régimen Simplificado para Pequeños Contribuyen-
tes y trabajadoras o trabajadores autónomos.

Facúltase al señor Jefe de Gabinete de Ministros a realizar las adecuaciones presupuestarias 
que resulten pertinentes con el fin de transferir al Fondo Nacional de Desarrollo Productivo (FON-
DEP), dependiente del Ministerio de Desarrollo Productivo, en concepto de aporte directo, la suma 
de pesos once mil millones ($ 11.000.000.000).

Artículo incorporado por art. 6º del Decreto Nº 
376/2020 B.O. 20/4/2020.

Artículo 9  ter — El Fondo de Garantías Argentina (FoGAR), creado por el artículo 8° de la Ley Nº 
25.300 y modificaciones, podrá avalar hasta el CIEN POR CIENTO (100%) de los Créditos a Tasa 
Cero para personas adheridas al Régimen Simplificado para Pequeños Contribuyentes y trabaja-
doras o trabajadores autónomos, sin exigir contragarantías.

Instrúyese a la Autoridad de Aplicación y al Comité de Administración del Fondo de Garantías 
Argentino (FoGAR) a constituir un Fondo de Afectación Específica conforme lo previsto en el artí-
culo 10 de la citada ley, con el objeto de otorgar las garantías aquí previstas.

La Autoridad de Aplicación y el Comité de Administración del Fondo de Garantías Argentino 
(FoGAR), cada uno en el marco de su incumbencia, definirán los requisitos exigibles en cada caso, 
así como las líneas de financiamiento elegibles para las garantías a otorgar.

El Ministerio de Desarrollo Productivo determinará el destino de los fondos que no estuvieran 
comprometidos en razón de garantías otorgadas o como resultado del recupero de las garantías 
o inversiones, quedando facultado para decidir la transferencia de los mismos a fondos fiducia-
rios que funcionen bajo su órbita y que promuevan el financiamiento del sector privado.

Facúltase al señor Jefe de Gabinete de Ministros a realizar las adecuaciones presupuestarias 
que resulten pertinentes con el fin de transferir al Fondo de Garantías Argentino (FoGAR), en con-
cepto de aporte directo, la suma de pesos veintiséis mil millones ($ 26.000.000.000).
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Artículo incorporado por art. 7º del Decreto Nº 
376/2020 B.O. 20/4/2020.

Artículo 11 — Las empleadoras y empleadores alcanzados por los beneficios establecidos en el 
artículo 2° deberán acreditar ante la Administración Federal de Ingresos Públicos, la nómina del 
personal alcanzado y su afectación a las actividades alcanzadas.

El Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social: a) Considerará la información y docu-
mentación remitidas por la empresa. b) Podrá relevar datos adicionales que permitan ampliar y/o 
verificar los aportados inicialmente y solicitar la documentación que estime necesaria. 
c) Podrá disponer la realización de visitas de evaluación a la sede del establecimiento, a efectos 

de ratificar y/o rectificar conclusiones.

Artículo 12 — El Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, la Administración Federal de 
Ingresos Públicos y la Administración Nacional de la Seguridad Social podrán dictar las normas 
operativas necesarias para la efectiva aplicación de lo dispuesto en el presente decreto.

Artículo 13 — El presente decreto resultará de aplicación respecto de los resultados económicos 
ocurridos a partir del 12 de marzo de 2020.

El Jefe de Gabinete de Ministros podrá extender los beneficios previstos en este decreto total 
o parcialmente, modificando el universo de actividades, empresas y trabajadoras y trabajadores 
independientes afectados, previa intervención del Comité de Evaluación y Monitoreo Del progra-
ma de Asistencia De Emergencia Al Trabajo Y La Producción, en función de la evolución de la 
situación económica, hasta el 30 de junio de 2020, inclusive.

Sin perjuicio de ello, para las actividades, empresas y trabajadoras y trabajadores independien-
tes que siguieran afectados por las medidas de distanciamiento social, aun cuando el aislamiento 
social preventivo y obligatorio haya concluido, los beneficios podrán extenderse hasta el mes de 
octubre de 2020 inclusive.

Artículo sustituido por art. 9º del Decreto Nº 376/2020 
B.O. 20/4/2020.

Artículo 14 — Facúltase al Poder Ejecutivo Nacional a extender la vigencia del presente decreto.

Artículo 15 — La presente medida entrará en vigencia en el día de su publicación en el Boletín 
Oficial.


